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 Prólogo
        Pluralidad de variables intervinientes entre las que destacan por su
relevancia el desarrollo de los medios de comunicación internacional en sus
diferentes modalidades, situación que se traduce en volúmenes cada vez más
importantes  de  traslados  transfronterizos  de  personas  y  bienes  y  en  el
incremento de negocios a  distancia sin necesidad de desplazamiento de los
contratantes,  así  como  en  una  creciente  flexibilización  de  las  fronteras
nacionales  a  consecuencia  de  procesos de  integración  en marcha  y  de  la
globalización de las economías, han coadyuvado en la últimas décadas a una
acentuada  internacionalización   de  la  vida  humana  en  sus  distintas
dimensiones, entre ellas, la jurídica.  Ámbito en el que resalta el auge, cuasi
exponencial, registrado por las relaciones privada internacionales no sólo en
áreas  que  como en   la  contractual  el  impacto  internacionalizante  era  más
previsible, sino también en otras tradicionalmente más domésticas como las de
Derecho  de  Familia  y  Minoridad.  El  incremento  de  las  relaciones  privadas
internacionales   ha  determinado asimismo un vigoroso acrecimiento  de los
litigios suscitados respecto a las mismas, planteándose de manera cada vez
más  frecuente,  vr.  gr.,  reclamos  referidos  a   contratos  internacionales;
actuación en un Estado de sociedades constituidas en otro; pedidos de pronta
restitución internacional de niños ilícitamente retenidos o trasladados fuera del
país de su residencia habitual; demandas de alimentos en que reclamado y
reclamante están radicados en distintas jurisdicciones; divorcios de cónyuges
domiciliados en países diferentes; sucesiones y disoluciones de sociedades
conyugales de bienes referidas a patrimonios ubicados en distintos Estados;
etc. Panorama que ha provocado un significativo aumento de la cooperación
jurisdiccional internacional y el reconocimiento de fallos foráneos; de los casos
de invocación de instrumentos públicos emanados en el extranjero; así como
de situaciones vinculadas a la condición procesal de litigantes ajenos al foro.
Cuestiones  reguladas  por  un  conjunto  de  normas  supranacionales  y  de
producción nacional cada día más vasto y complejo.  

          La  presente  Recopilación  reúne  las  principales  regulaciones
constitutivas  del  sistema de Derecho Internacional  Privado de la  República
tanto de fuente convencional cuanto nacional, sistematizando la normativa en
Capítulos referidos a: I. Teoría General del Derecho Internacional Privado; II.
Derecho  Internacional  Privado  de  Familia  y  Minoridad;  III.  Derecho
Internacional  Privado Civil  y  Comercial;  IV.  Derecho Procesal  Internacional:
IV.I.  Cooperación  Jurisdiccional  Internacional  y  Reconocimiento  de  Fallos
Extranjeros  y  IV.II.  Condición  Procesal  del  Litigante  Ajeno  al  Foro.  Cada
Capítulo ha sido organizado  distinguiendo “Regulaciones supranacionales” y
“Regulaciones de fuente nacional”, habiéndose considerado en el ámbito de
las “Regulaciones de fuente convencional”  las de carácter multilateral  y las
bilaterales;  y  entre  las  multilaterales:  “Regulaciones  de  alcance  universal”;
“Regulaciones  interamericanas”;  y  “Regulaciones   de  alcance  regional:
Tratados de Montevideo de Derecho Internacional y Protocolos y Acuerdos del
Mercosur”.
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          Es deseo de los autores que la presente “Recopilación Sistematizada del
Derecho Internacional Privado de la República Oriental del Uruguay. Normas
Convencionales y de Fuente Nacional”, resulte de utilidad a los estudiantes de
Derecho Internacional Privado así como al creciente número de profesionales
dedicados a  los  cada vez  más frecuentes  casos referidos a  las  relaciones
privadas internacionales.

                                                                                    Prof. Dr. Eduardo
Tellechea Bergman

                                                                                           Montevideo, abril de
2014   

Nota de los autores sobre la aplicación de la normativa de
Derecho Internacional Privado y el uso de la presente

recopilación

Los textos que se presentan a continuación en cada una de las áreas
reseñadas fueron ordenados de acuerdo a su fuente, distinguiendo, cuando
corresponde,  si  provienen  de  ámbitos  supranacionales  universales  o
regionales,  si  se  trata  de  acuerdos bilaterales  o  nos encontramos frente  a
normas de Derecho Internacional Privado de fuente nacional.

De  conformidad  con  los  principios  generales  recogidos  por  nuestro
derecho positivo (ver entre otros: art. 26 y 27 de la Convención de Viena sobre
el  Derecho de los Tratados,  art.  1° de la Convención Interamericana sobre
Normas  Generales  de  Derecho  Internacional  Privado,  art.  524  del  Código
General  del  Proceso),  en  los  casos  en  los  que  entre  los  ordenamientos
jurídicos  involucrados  para  la  categoría  que  sea  considerada  exista  una
normativa de Derecho Internacional Privado de fuente supranacional, deberá
estarse a lo que en ella se disponga. En caso contrario, se recurrirá al Derecho
Internacional  Privado de fuente  nacional,  en  donde siempre,  sea en forma
directa o a través de su integración, se deberá hallar  una solución al  caso
planteado.

En  caso  de  coexistir  para  los  mismos  ordenamientos  jurídicos  una
pluralidad de normas supranacionales eventualmente aplicables, se estará a
los  principios  generales  de  derogación  superviniente,  especificidad,  a  las
cláusulas  de  compatibilidad  que  puedan  existir  entre  dichos  textos  (como
ocurre  por  ejemplo  en  el  art.  34  de  la  Convención  Interamericana  sobre
restitución Internacional de Menores) o al  principio más favorable, según la
materia. 

En los casos de la normativa de fuente supranacional, por definición el
ámbito de aplicación espacial puede variar a lo largo del tiempo, al producirse
nuevas  ratificaciones  o  adhesiones  -y  eventualmente,  denuncias-  a  los
diversos textos. En tal sentido, sugerimos consultar en cada caso práctico el
estatuto  correspondiente  a  cada  tratado,  convenio  o  convención.  Las
siguientes páginas web pueden ser de ayuda:

 Para  las  normas  aprobadas  en  el  marco  del  Sistema  de  Naciones
Unidas: https://treaties.un.org 
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 Para las normas aprobadas en el marco de la Conferencia de La Haya
sobre Derecho Internacional Privado: www.hcch.net 

 Para  las  normas  aprobadas  en  el  marco  de  las  Conferencias
Especializadas  Interamericanas  sobre  Derecho  Internacional  Privado:
http://www.oas.org/dil/esp/derecho_internacional_privado_conferencias.
htm

 Para  las  normas  aprobadas  en  el  marco  del  Mercosur:
www.mercosur.int / Normativa / Tratados, Protocolos y Acuerdos. 

Finalmente, debe señalarse que como resultado del funcionamiento de las
normas de conflicto clásicas de nuestra materia, son potencialmente aplicables
como derecho las normas emanadas de lo diversos ordenamientos jurídicos
del mundo. En tales situaciones, el Derecho Internacional Privado vigente en
nuestro  país  nos  prescribe  la  obligatoriedad  de  aplicar  dichas  normas  y
reconocerles su naturaleza jurídica (Convención Interamericana sobre Normas
Generales de Derecho Internacional Privado, arts. 2 y 4; Código General del
Proceso, art. 525.3 y .4, inter alia), brindándonos asimismo los mecanismos a
través de los cuales se puede conocer el contenido de las leyes extranjeras
(Convención Interamericana sobre prueba e información acerca del derecho
extranjero; Código General del Proceso, art. 143). 
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I.- Teoría General del Derecho Internacional Privado

       I. I.- Regulaciones supranacionales

       I.I.I. Regulaciones multilaterales 

       1. Regulaciones  interamericanas

- Convención  Interamericana  sobre  Normas  Generales  de  Derecho
Internacional  Privado (Montevideo, 1979).  Aprobada por Uruguay por
decreto - ley N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

- Convención Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físicas en
el  Derecho  Internacional  Privado  (Montevideo,  1979).  Aprobada  por
Uruguay por decreto – ley N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

- Convención Interamericana sobre  Prueba e  Información del  Derecho
Extranjero (Montevideo, 1979). Aprobada por Uruguay por decreto - ley
N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

       2. Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional y Protocolos y Acuerdos del Mercosur.

       Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

- Protocolo  Adicional  a  los  Tratados  de  Montevideo  de  Derecho
Internacional de 1889, aprobado por Uruguay por ley N° 2.207 del 3 de
octubre de 1892, y de 1940, aprobado por Uruguay por decreto – ley N°
10.272 del 12 de noviembre de 1942.

      Protocolos y Acuerdos del Mercosur

- Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, Decisión CMC 05/97.
Aprobado por  Uruguay por  Ley N° 16.971 del  15  de junio de  1998,
Capítulo VII, “Información del Derecho Extranjero”, arts. 28 a 30.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho Procesal
Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

       

I.I.II. Regulaciones bilaterales

 Con Argentina
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o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República  Argentina  sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y
Exhortos. Aprobado por Uruguay por decreto - ley N° 15.110
del 17 de marzo de 1981, en vigor desde el 12 de mayo de
1981.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República  Argentina  sobre  aplicación  e  información  del
derecho extranjero. Aprobado por Uruguay por decreto – ley
N° 15.109 del 17 de marzo de 1981.  

 Con Brasil

o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República Federativa del  Brasil  de Cooperación Judicial  en
Materia Civil,  Comercial,  Laboral y Administrativa. Aprobado
por Uruguay por ley N° 16.728 del 5 de diciembre de 1995, en
vigor  desde  el  9  de  febrero  de  1996,  Capítulo  VI,
“Disposiciones Generales”, art. 245, párrafo primero.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

 Con España

o Convenio entre la República Oriental del Uruguay y el Reino
de España de Cooperación Jurídica. Aprobado por Uruguay
por  Ley N° 16.864 del  10 de setiembre de 1997,  en vigor
desde el 30 de abril de 1998, Título VI, “De la información en
materia jurídica”, art 27.
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Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

 Con Francia

o Convención  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República Francesa de Cooperación Judicial en Materia Civil
y Comercial, aprobado por Uruguay por Ley N° 17.110 del 12
de mayo de 1999, en vigor desde el 1 de agosto de 1999,
Capítulo  V,  “Excepción  de  Legalización,  Estado  Civil  e
Intercambio  de  Información”,  art.  25.II.II.-  Regulaciones  de
fuente nacional.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

          I.II. Regulaciones de fuente nacional

- Apéndice del Código Civil, ley 10.084 del 3 de diciembre de 1941.

- Código  General  del  Proceso,  Libro  Segundo,  Título  X,  “Normas
Procesales Internacionales”, Capítulo I, “Principios Generales”, arts. 524
y 525.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho Procesal
Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

- Proyecto de Ley General de Derecho Internacional Privado. 
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Teoría General del Derecho Internacional Privado – Regulaciones de
Derecho Positivo 

       I. I.- Regulaciones supranacionales

       I.I.I. Regulaciones multilaterales 

       1. Regulaciones  interamericanas

- Convención  Interamericana  sobre  Normas  Generales  de  Derecho
Internacional  Privado (Montevideo, 1979).  Aprobada por Uruguay por
decreto - ley N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

Artículo 1

La  determinación  de  la  norma  jurídica  aplicable  pare  regir  situaciones
vinculadas  con  derecho  extranjero,  se  sujetará  a  lo  establecido  en  esta
Convención  y  demás  convenciones  internacionales  suscritas  o  que  se
suscriban en el futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Partes.

En defecto de norma internacional, los Estados Partes aplicarán las reglas de
conflicto de su derecho interno.

Artículo 2

Los jueces y autoridades de los Estados Partes estarán obligados a aplicar el
derecho extranjero  tal  como lo  harían  los  jueces del  Estado cuyo  derecho
resultare aplicable, sin perjuicio de que las partes puedan alegar y probar la
existencia y contenido de la ley extranjera invocada.

Artículo 3

Cuando  la  ley  de  un  Estado  Parte  tenga  instituciones  o  procedimientos
esenciales  pare  su  adecuada  aplicación  y  no  estén  contemplados  en  la
legislación  de  otro  Estado  Parte,  éste  podrá  negarse  a  aplicar  dicha  ley,
siempre que no tenga instituciones o procedimientos análogos.

Artículo 4

Todos los recursos otorgados por  la ley procesal  del  lugar del  juicio  serán
igualmente admitidos pare los caves de aplicación de la ley de cualquiera de
los otros Estados Partes que haya resultado aplicable.
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Artículo 5

La  ley  declarada  aplicable  por  una  Convención  de  Derecho  Internacional
Privado  podrá  no  ser  aplicada  en  el  territorio  del  Estado  Parte  que  la
considerare manifiestamente contraria a los principios de su orden público (Ver
declaración de Uruguay).

Artículo 6

No  se  aplicará  el  derecho  extranjero  de  un  Estado  Parte  cuando
artificiosamente se hayan evadido los principios fundamentales de la ley de
otro Estado Parte.

Quedará  a  juicio  de  las  autoridades  competentes  del  Estado  receptor  el
determinar la intención fraudulenta de las partes interesadas (Ver reserva de
Uruguay).

Artículo 7

Las situaciones jurídicas válidamente creadas en un Estado Parte de acuerdo
con todas las leyes con las cuales tengan una conexión al  momento de su
creación, serán reconocidas en los demás Estados Partes, siempre que no
sean contrarias a los principios de su orden público.

Artículo 8

Las  cuestiones  previas,  preliminares  o  incidentales  que  puedan  surgir  con
motivo  de  una  cuestión  principal  no  deben  resolverse  necesariamente  de
acuerdo con la ley que regula esta última.

Artículo 9

Las diversas leyes que puedan ser competentes para regular los diferentes
aspectos  de  una  misma  relación  jurídica,  serán  aplicadas  armónicamente,
procurando  realizar  las  finalidades  perseguidas  por  cada  una  de  dichas
legislaciones.

Las posibles dificultades causadas por su aplicación simultanea, se resolverán
teniendo  en  cuenta  las  exigencias  impuestas  por  la  equidad  en  el  cave
concreto.
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Artículo 10

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 11

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositaran en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 12

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 13

Cada Estado podrá formular reservas a 1a presente Convención al momento
de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserve verse sobre
una o más disposiciones especificas y que no sea incompatible con el objeto y
fin de la Convención. 

Artículo 14

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada
Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber sido
depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en
vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su
instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 15

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar en el momento de la firma, ratificación o
adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
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Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 16

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos pare el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 17

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia
auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas, pare su registro y
publicación de conformidad con el Artículo 102 de su Carta constitutiva.  La
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará a
los Estados Miembros de dicha Organización y a los Estados que se hayan
adherido  a  la  Convención,  las  firmas,  los  depósitos  de  instrumentos  de
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reserves que hubiere. También
les  transmitirá  las  declaraciones previstas  en  el  artículo  15  de la  presente
Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.

Declaración de la  República Oriental  del  Uruguay al  firmar la  Convención.
Alcance que le otorga al  orden público:  La República Oriental  del  Uruguay
manifiesta que ratifica de modo expreso la línea de pensamiento sostenida en
Panamá -CIDIP I-  reafirmando su  acendrado espíritu  panamericanista  y  su
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decisión  clara  y  positiva  de contribuir  con sus ideas y  su  voto,  al  efectivo
desenvolvimiento de la comunidad jurídica.

Esta  línea  de  pensamiento  y  conducta  ha  quedado  patentizada  en  forma
indubitable con la ratificación sin reservas por parte de Uruguay, de todas las
Convenciones de Panamá por Ley N° 14.534 del año 1976.

En concordancia con lo que antecede, la República Oriental del Uruguay da su
voto afirmativo a la fórmula de orden público, sin perjuicio de dejar expresa y
claramente señalado, de conformidad con la posición sustentada en Panamá,
que, según su interpretación acerca de la prealudida excepción, ésta se refiere
al  orden  público  internacional,  como  un  instituto  jurídico  singular,  no
identificable necesariamente con el orden público interno de cada Estado.

Por consecuencia, a juicio de la República Oriental  del Uruguay,  la fórmula
aprobada comporta una autorización excepcional a los distintos Estados Parte
para  que,  en  forma  no  discrecional  y  fundada,  declaren  no  aplicables  los
preceptos de la ley extranjera cuando éstos ofendan en forma concreta, grave
y manifiesta, normas y principios esenciales del orden público internacional en
los que cada Estado asiente su individualidad jurídica.

Reserva hecha al ratificar la Convención. El Gobierno de la República Oriental
del  Uruguay hace reserva al  artículo  seis  de la Convención Interamericana
sobre Normas Generales de Derecho Internacional Privado por entender:

Primero. Que su admisibilidad significaría introducir una nueva excepción a la
normal aplicación del derecho extranjero regularmente competente según la
regla de conflicto.

Segundo. Que la excepción sólo podrá funcionar cuando se haya afectado la
aplicación de la ley propia.

Tercero.  Se  introduce  un  elemento  de  subjetividad  difícilmente  discernible,
dándose seguramente entrada a presunciones de dudosa validez ante el texto
claro de la norma de conflicto.

Cuarto. Se iría, en muchas circunstancias, contra la autonomía de la voluntad
de las partes y,  dado el carácter claramente objetivo de muchos puntos de
conexión, como el domicilio, se estaría eliminando los textos aprobados en la
Conferencia  acerca  de  tal  punto  de  conexión,  como  el  artículo  dos  de  la
Convención sobre el Domicilio de las Personas Físicas.

Quinto. El Uruguay admitirá el fraude a la ley en los casos en que se pueda
perjudicar los intereses del país y no frente a relaciones meramente privadas.
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Sexto. En el caso del establecimiento fraudulento del punto de conexión no
existiría  fraude  a  la  ley  sino  fraude  y,  en  consecuencia,  no  se  habría
establecido el punto de conexión. 
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INFORMACION GENERAL DEL TRATADO              

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   12/01/83       11/07/83       12/01/83 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/08/79       08/31/95       11/27/95 RA     
/  /     
Chile ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/08/79       06/09/81       09/10/81 RA     
/  /     
Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79       04/27/82       05/18/82 RA     
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79       12/15/87       01/13/88 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   08/03/82  R 1  01/21/83  R a  04/19/84 RA     
/  /     
Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  2  02/12/80 DR b  05/15/80 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/08/79       11/06/85       12/18/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físicas en
el  Derecho  Internacional  Privado  (Montevideo,  1979).  Aprobada  por
Uruguay por decreto – ley N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

Artículo 1

La presente Convención regula las normas uniformes que rigen el domicilio de
las personas físicas en el Derecho Internacional Privado.

Artículo 2

EI  domicilio  de una persona física  será determinado,  en  su orden,  por  las
siguientes circunstancias:

1. El lugar de la residencia habitual;

2. El lugar del centro principal de sus negocios;

3. En ausencia de estas circunstancias, se reputará como domicilio el
lugar de la simple residencia;

4.  En  su  defecto,  si  no  hay  simple  residencia,  el  lugar  donde  se
encontrare. 

Artículo 3

EI domicilio de las personas incapaces será el de sus representantes regales,
excepto en el cave de abandono de aquéllos por dichos representantes, caso
en el cual seguirá rigiendo el domicilio anterior.

Artículo 4

EI domicilio de los cónyuges será aquel en el cual éstos vivan de consuno, sin
perjuicio del derecho de cada cónyuge de fijar su domicilio en la forma prevista
en el artículo 2.

Artículo 5

EI domicilio de los funcionarios diplomáticos será el último que hayan tenido en
el  territorio  del  Estado  acreditante.  EI  de  las  personas  físicas  que  residan
temporalmente en el extranjero por empleo o comisión de su Gobierno, será el
del Estado que los designó.

18



Artículo 6

Cuando una persona tenga domicilio en dos Estados Partes se la considerará
domiciliada en aquel donde tenga la simple residencia y si la tuviere en ambos
se preferirá el lugar donde se encontrare.

Artículo 7

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 8

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 9

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 10

Cada Estado podrá formular reserves a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o adherirse a ella, siempre que la reserve verse sobre una o
más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y fin de
la Convención.

Artículo 11

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.
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Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 12

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la unidad o las unidades territoriales a las que
se  aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 13

La presente Convención regirá indefinidamente pero cualquiera de los Estados
Partes podrá denunciarla. EI instrumento de denuncia será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos pare el Estado denunciante,
quedando subsistente pare los demás Estados Partes,

Artículo 14

EI instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará  copia  auténtica  de  su  texto  pare  su  registro  y  publicación  a  la
Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su
Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificara a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reserves que
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hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en el artículo 12
de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Chile ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79       05/05/82       06/01/82 RA     
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79       04/09/91  Rc   07/26/91 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   12/02/86       02/11/87 D  a  06/12/87 RA     
/  /     
Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  1  02/12/80 D  b  05/15/80 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
======================================================================
=========
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REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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-  Convención Interamericana sobre Prueba e Información del Derecho
Extranjero (Montevideo, 1979). Aprobada por Uruguay por decreto - ley
N° 14.953 del 12 de noviembre de 1979.

Artículo 1º

La  presente  Convención  tiene  por  objeto  establecer  normas  sobre  la
cooperación  internacional  entre  los  Estados  Partes  para  la  obtención  de
elementos de prueba e información acerca del derecho de cada uno de ellos.

Artículo 2º

Con arreglo a las disposiciones de esta Convención, las autoridades de cada
uno de los Estados Partes proporcionarán a las autoridades de Ios demás que
lo solicitaren, los elementos probatorios o informes sobre el  texto,  vigencia,
sentido y alcance legal de su derecho.

Artículo 3º

La cooperación internacional en la materia de que trata esta Convención se
prestará por cualquiera de los medios de prueba idóneos previstos, tanto por la
ley del Estado requirente como del Estado requerido.

Serán considerados medios idóneos a los efectos de esta Convención, entre
otros, los siguientes:

a) La prueba documental, consistente en copias certificadas de textos
legales con indicación de su vigencia, o precedentes judiciales;

b)  La  prueba  pericial,  consistente  en  dictámenes  de  abogados  o
expertos en la materia;

c) Los informes del Estado requerido sobre el texto, vigencia, sentido y
alcance legal de su derecho sobre determinados aspectos. 

Artículo 4º

Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Partes en esta Convención
podrán solicitar los informes a que se refiere el inciso c) del artículo 3º.

Los Estados  Partes podrán extender la aplicación de esta Convención a la
petición de informes de otras autoridades.
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Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  serán  atendibles  las  solicitudes  de  otras
autoridades  que  se  refieran  a  los  elementos  probatorios  indicados  en  los
incisos a) y b) del artículo 3º.

Artículo 5º

Las  solicitudes  a  que  se  refiere  esta  Convención  deberán  contener  lo
siguiente:

a) Autoridad de la que provienen y naturaleza del asunto;

b) Indicación precisa de los elementos probatorios que se solicitan;

c) Determinación de cada uno de los puntos a que se refiera la consulta
con indicación del sentido y alcance de la misma, acompañada de una
exposición de los hechos pertinentes para su debida comprensión. 

La  autoridad  requerida  deberá  responder  a  cada  uno  de  los  puntos
consultados  conforme  a  lo  solicitado  y  en  la  forma  más  completa
posible.

Las  solicitudes  serán  redactadas  en  el  idioma  oficial  del  Estado
requerido o serán acompañadas de una traducción a dicho idioma. La
respuesta será redactada en el idioma del Estado requerido.

Artículo 6º

Cada Estado Parte quedará obligado a responder las consultas de los demás
Estados Partes conforme a esta Convención a través de su autoridad central,
la cual podrá transmitir dicha consulta a otros órganos del mismo Estado.

El  Estado  que  rinda  los  informes  a  que  alude  el  artículo  3º,  c)  no  será
responsable por la opinión emitida ni estará obligado a aplicar o hacer aplicar
el derecho según el contenido de la respuesta proporcionada.

El  Estado que recibe los informes a que alude el  artículo  3º,  c)  no estará
obligado  a  aplicar  o  hacer  aplicar  el  derecho  según  el  contenido  de  la
respuesta recibida.

Artículo 7º

Las  solicitudes  a  que  se  refiere  esta  Convención  podrán  ser  dirigidas
directamente por las autoridades jurisdiccionales o a través de la autoridad
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central del Estado requirente, a la correspondiente autoridad central del Estado
requerido, sin necesidad de legalización.

La autoridad central de cada Estado Parte recibirá las consultas formuladas
por las autoridades de su Estado y las transmitirá a la autoridad central del
Estado requerido.

Artículo 8º

Esta Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que en esta
materia hubieren sido suscritas o que se suscribieren en el futuro en forma
bilateral o multilateral por los Estados Partes, o las prácticas más favorables
que dichos Estados pudieran observar.

Artículo 9º

A los efectos de esta Convención cada Estado Parte designará una autoridad
central.

La  designación  deberá  ser  comunicada  a  la  Secretaría  General  de  la
Organización  de  los  Estados  Americanos  en  el  momento  del  depósito  del
instrumento de ratificación o adhesión para que sea comunicada a los demás
Estados Partes.

Los Estados Partes podrán cambiar en cualquier momento la designación de
su autoridad central.

Artículo 10

Los Estados Partes no estarán obligados a responder las consultas de otro
Estado Parte cuando los intereses de dichos Estados estuvieren afectados por
la cuestión que diere origen a la petición de información o cuando la respuesta
pudiere afectar su seguridad o soberanía.

Artículo 11

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 12
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La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 13

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 14

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 15

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todos sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 16

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero,  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaria  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
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de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 17

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su  registro  y  publicación  a  la
Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su
Carta Constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere.

En fe de lo cual, los plenipotenciarios infraescritos, debidamente autorizados
por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.

Hecha en la ciudad de Montevideo, República Oriental del Uruguay, el día 8 de
mayo de mil novecientos setenta y nueve.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO                
======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   05/19/86       06/15/87       09/04/87 
RA     /  /     
Bolivia .............   
08/02/83         /  /           /  /          /  /     
Brasil ..............   05/08/79       08/31/95       11/27/95 
RA     /  /    g
Chile ...............   05/08/79       12/13/96       01/28/97 
RA     /  /    
Colombia ............   05/08/79       02/07/83       04/28/83 RA   
03/01/89  a
Costa Rica ..........   
05/08/79         /  /           /  /          /  /     
Ecuador .............   05/08/79       04/23/82       05/11/82 
RA     /  /    h
El Salvador .........   
08/11/80         /  /           /  /          /  /     
España ..............     /  /         11/10/87 D  b  12/11/87 AD   
04/14/88  b
Guatemala ...........   05/08/79       12/15/87       01/13/88 RA   
06/07/88  c
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Haiti ...............   
05/08/79         /  /           /  /          /  /     
Honduras ............   
05/08/79         /  /           /  /          /  /     
México ..............   08/03/82    1  01/21/83       03/09/83 RA   
03/09/83  d
Panamá ..............   
05/08/79         /  /           /  /          /  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 
RA     /  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA   
09/01/81  e
República Dominicana    
05/08/79         /  /           /  /          /  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  2  02/12/80 D  f  05/15/80 RA   
08/30/85  f
Venezuela ...........   05/08/79       03/29/85       05/16/85 
RA     /  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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     2. Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional y Protocolos y Acuerdos del Mercosur.

       Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

- Protocolo  Adicional  a  los  Tratados  de  Montevideo  de  Derecho
Internacional de 1889, aprobado por Uruguay por ley N° 2.207 del 3 de
octubre de 1892, y de 1940, aprobado por Uruguay por decreto – ley N°
10.272 del 12 de noviembre de 1942.

Protocolo Adicional a los Tratados
de Montevideo de 1889

Artículo  1°.  Las  leyes  de  los
Estados  contratantes  serán
aplicadas en los casos ocurrentes,
ya  sean  nacionales  o  extranjeras
las  personas  interesadas  en  la
relación jurídica de que se trate.

Art.  2°.  Su aplicación  será hecha
de oficio por el  juez de la causa,
sin  perjuicio  de  que  las  partes
puedan  alegar  y  probar  la
existencia  y  contenido  de  la  ley
invocada.

Art.  3°.  Todos  los  recursos
acordados  por  la  ley  de
procedimientos del lugar del juicio,
para los casos resueltos según su
propia  legislación,  serán
igualmente admitidos para los que
se decidan aplicando las leyes de
cualquiera de los otros Estados.

Art.  4°.  Las  leyes  de  los  demás
Estados  jamás  serán  aplicadas
contra  las  instituciones  políticas,
las  leyes  de  orden  público  o  las
buenas  costumbres  del  lugar  del
proceso.

Art.  5°.  De  acuerdo  con  lo

Protocolo Adicional a los Tratados
de Montevideo de 1940

Artículo  1°.  Las  leyes  de  los
Estados  contratantes  serán
aplicadas en los casos ocurrentes,
ya  sean  nacionales  o  extranjeras
las  personas  interesadas  en  la
relación jurídica de que se trate.

Art.  2°.  Su aplicación  será  hecha
de oficio por el  juez de la causa,
sin  perjuicio  de  que  las  partes
puedan  alegar  y  probar  la
existencia  y  contenido  de  la  ley
invocada.

Art.  3°.  Todos  los  recursos
acordados  por  la  ley  de
procedimientos del lugar del juicio,
para los casos resueltos según su
propia  legislación,  serán
igualmente admitidos para los que
se decidan aplicando las leyes de
cualquiera de los otros Estados.

Art.  4°.  Las  leyes  de  los  demás
Estados  jamás  serán  aplicadas
contra  las  instituciones  políticas,
las  leyes  de  orden  público  o  las
buenas  costumbres  del  lugar  del
proceso.

Art.  5°.  La  jurisdicción  y  la  ley
aplicable  según  los  respectivos
Tratados,  no  pueden  ser
modificadas  por  voluntad  de  las
partes, salvo en la medida en que
lo autorice dicha ley.
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estipulado  en  este  Protocolo,  los
Gobiernos  se  obligan  a
transmitirse  recíprocamente  dos
ejemplares auténticos de las leyes
vigentes  y  de  las  que
posteriormente  se  sancionen  en
sus respectivos países.

Art.  6°.  Los  Gobiernos  de  los
Estados  signatarios  declararán  al
aprobar  los  Tratados  celebrados,
si  aceptan  la  adhesión  de
Naciones  no  invitadas  al
Congreso, en la misma forma que
las  de  aquéllas  que  habiendo
adherido a la idea del Congreso no
han  tomado  parte  de  sus
deliberaciones.

Art.  7°.  Las  disposiciones
contenidas  en  los  artículos  que
preceden  se  considerarán  parte
integrante  de  los  Tratados  de
referencia y su duración será la de
los mismos.

En  fe  de  los  cuales,  los
Plenipotenciarios  arriba
designados, lo firman y sellan, en
Montevideo,  a  los  trece  días  del
mes  de  febrero  del  año  mil
ochocientos ochenta y nueve.

Art.  6°.  De  acuerdo  con  lo
estipulado  en  este  Protocolo,  los
Gobiernos  se  comprometen  a
transmitirse  recíprocamente  dos
ejemplares auténticos de las leyes
vigentes  y  de  las  que
posteriormente  se  sancionen  en
sus respectivos Estados.
Art.  7°.  Los  Gobiernos  de  los
Estados signatarios declararán, al
aprobar los Tratados celebrados, si
aceptan  la  adhesión  de  los
Estados  no  invitados  al  presente
Congreso, en la misma forma que
las  de  aquéllos  que,  habiendo
adherido  a  la  idea del  Congreso,
no  han  tomado  parte  de  sus
deliberaciones.

Art.  8°.  Las  disposiciones
contenidas  en  los  artículos  que
preceden,  se  considerarán  parte
integrante  de  los  Tratados  de  su
referencia, y su duración será la de
los mismos.

En  fe  de  lo  cual,  los
Plenipotenciarios  de  los  Estados
mencionados,  lo  firman  en
Montevideo, a los diecinueve días
del  mes  de  marzo  de  mil
novecientos cuarenta.
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      Protocolos y Acuerdos del Mercosur

- Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, Decisión CMC 05/97.
Aprobado por  Uruguay por  Ley N° 16.971 del  15  de junio de  1998,
Capítulo VII, “Información del Derecho Extranjero”, arts. 28 a 30.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho Procesal
Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.
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I.I.II. Regulaciones bilaterales

 Con Argentina

o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República  Argentina  sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y
Exhortos. Aprobado por Uruguay por decreto - ley N° 15.110
del 17 de marzo de 1981, en vigor desde el 12 de mayo de
1981.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.
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o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República  Argentina  sobre  aplicación  e  información  del
derecho extranjero. Aprobado por Uruguay por decreto – ley
N° 15.109 del 17 de marzo de 1981.  

Artículo 1.- Los jueces y autoridades de las partes cuando así lo determinen
sus normas de conflicto, estarán obligados a aplicar el derecho extranjero tal
como  lo  harían  los  jueces  u  órganos  administrativos  del  Estado  a  cuyo
ordenamiento éste pertenece.

Artículo 2.- Todos los recursos otorgados por la ley procesal del lugar del juicio
serán igualmente procedentes para los casos en que corresponda la aplicación
del derecho de la otra parte.

Artículo 3.- A los efectos del conocimiento del derecho de una parte aplicable
en la otra sin perjuicio de otros medios de información admitidos por la ley del
foro,  cada  Parte  por  intermedio  de  su  Ministerio  de  Justicia  remitirá
directamente a pedido del otro, la información que sea necesaria para lograr la
correcta  aplicación  de  las  leyes  vigentes  de  su  país  por  los  órganos
competentes del requirente.

Artículo 4.- El pedido de informes deberá indicar con precisión los elementos
que  se  solicitan  así  como  la  naturaleza  del  asunto  sometido  a  decisión,
debiendo ser acompañado de una exposición de los hechos pertinentes que
permita  su  comprensión,  cuando  fuere  necesario  o  conveniente  para  su
correcta calificación.

Artículo 5.- El Ministerio de Justicia requerido responderá a la brevedad sobre
los  siguientes  aspectos  que  se  le  soliciten  relativos  al  asunto  sometido  a
consulta, siempre que con ello no se afecte la seguridad o el interés del Estado
que integra:

a) legislación vigente aplicable;

b) reseña  de  los  fallos  de  los  tribunales  de  justicia  o  de  órganos
administrativos con funciones jurisdiccionales;

c) usos y costumbres del lugar, cuando constituyan fuente o elemento de
derecho;

d) reseña de la doctrina nacional.

El informe podrá contener además, la opinión fundada de oficinas técnicas o
de asesores ad-hoc, acerca de la interpretación del derecho aplicable al asunto
en cuestión.

Artículo 6.- Los informes proporcionados en la forma prevista en los artículos
anteriores, no obligan a los órganos jurisdiccionales o administrativos de los
respectivos países.
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Las partes en el proceso podrán siempre alegar sobre la existencia, contenido,
alcance o interpretación de la ley extranjera aplicable.

Artículo  7.-  Los  requerimientos  e  informes  indicados  en  este  convenio  se
efectuarán  sin  cargo  alguno,  se  enviarán  en  la  forma  que  establezca  el
Ministerio  remitente,  sin  necesitar  legalización.  En  caso  de  urgencia,  los
pedidos de informes podrán formularse y ser  respondidos por  los servicios
telegráficos, de télex u otros medios igualmente idóneos.

Artículo 8.- El presente convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por
el canje de los instrumentos de ratificación que se efectuará en la ciudad de
Montevideo.

Cualesquiera  de  las  Partes  podrán  denunciarlo  y  cesarán  sus  efectos
transcurridos seis (6) meses contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho en la ciudad de Buenos Aires a los veinte días del mes de noviembre
del  año  mil  novecientos  ochenta,  en  dos  ejemplares  originales  del  mismo
tenor, igualmente válidos.
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 Con Brasil

o Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República Federativa del  Brasil  de Cooperación Judicial  en
Materia Civil,  Comercial,  Laboral y Administrativa. Aprobado
por Uruguay por ley N° 16.728 del 5 de diciembre de 1995, en
vigor  desde  el  9  de  febrero  de  1996,  Capítulo  VI,
“Disposiciones Generales”, art. 245, párrafo primero.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.
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 Con España

o Convenio entre la República Oriental del Uruguay y el Reino
de España de Cooperación Jurídica. Aprobado por Uruguay
por  Ley N° 16.864 del  10 de setiembre de 1997,  en vigor
desde el 30 de abril de 1998, Título VI, “De la información en
materia jurídica”, art 27.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.
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 Con Francia

o Convención  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la
República Francesa de Cooperación Judicial en Materia Civil
y Comercial, aprobado por Uruguay por Ley N° 17.110 del 12
de mayo de 1999, en vigor desde el 1 de agosto de 1999,
Capítulo  V,  “Excepción  de  Legalización,  Estado  Civil  e
Intercambio  de  Información”,  art.  25.II.II.-  Regulaciones  de
fuente nacional.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo IV – “Derecho
Procesal Internacional -  regulaciones de derecho positivo”.

37



          I.II. Regulaciones de fuente nacional

- Apéndice del Código Civil, Ley 10.084 de 3.12.1941.

Art. 2393. El estado y la capacidad de las personas se rigen por la ley de su
domicilio.

Art. 2394. La existencia y la capacidad de la persona jurídica se rigen por la
ley del Estado en el cual ha sido reconocida como tal. Más para el ejercicio
habitual  en  el  territorio  nacional,  de  actos  comprendidos  en  el  objeto
especial  de  su  institución,  se  ajustará  a  las  condiciones  prescritas  por
nuestras leyes.

Art.  2395.  La  ley  del  lugar  de  la  celebración  del  matrimonio  rige  la
capacidad de las personas para contraerlo y la forma, existencia y validez
del acto matrimonial.

Art. 2396. La ley del domicilio matrimonial rige las relaciones personales de
los cónyuges, la separación de cuerpos y el divorcio y las de los padres con
sus hijos.

Art. 2397. Las relaciones de bienes entre los esposos se determina por la
ley  del  Estado  del  primer  domicilio  matrimonial  en  todo lo  que  no esté
prohibido por la ley del lugar de la situación de los bienes, sobre materia de
estricto carácter real.

Art.  2398.  Los  bienes  cualesquiera  que  sea  su  naturaleza  son
exclusivamente  regidos  por  la  ley  del  lugar  en  que  se  encuentran,  en
cuando a su calidad, a su posesión, a su enajenabilidad absoluta o relativa,
y  a  todas  las  relaciones  de  derecho  de  carácter  real  de  que  son
susceptibles.

Art.  2399.  Los  actos  jurídicos  se  rigen,  en  cuanto  a  su  existencia,
naturaleza, validez y efectos, por la ley del lugar de su cumplimiento de
conformidad, por otra parte, con las reglas de interpretación contenidas en
los artículos 34° a 38° inclusive, del Tratado de Derecho Civil de 1889.

Art.  2400.  La ley del  lugar  de la  situación de los bienes hereditarios al
tiempo del fallecimiento de la persona de cuya sucesión se trata, rige todo
lo relativo a la sucesión legítima o testamentaria.

Art. 2401. Son competentes para conocer en los juicios a que dan lugar las
relaciones  jurídicas  internacionales,  los  jueces  del  Estado  a  cuya  ley
corresponde el conocimiento de tales relaciones. Tratándose de acciones
personales patrimoniales, éstas también pueden ser ejercidas, a opción del
demandante, ante los jueces del domicilio del demandado.

Art. 2402. Las formas del procedimiento se rigen por la ley del lugar en que
radica el juicio.
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Art. 2403. Las reglas de competencia legislativa y judicial determinadas en
este Título, no pueden ser modificadas por la voluntad de las partes. Esta
sólo podrá actuar dentro del margen que le confiere la ley competente.

Art.  2404.  No  se  aplicarán  en  nuestro  país,  en  ningún  caso,  las  leyes
extranjeras  que  contraríen  manifiestamente  los  principios  esenciales  del
orden  público  internacional  en  los  que  la  República  asienta  su
individualidad jurídica (redacción dada por la ley 16.603 del 19 de octubre
de 1994).

Art. 2405. Deróganse las disposiciones que se opongan a la presente ley,
especialmente los artículos 4° y 5° del Título Preliminar del Código Civil.

Sobre el punto de conexión domicilio empleado en el Apéndice del Código
Civil (nota de los autores): Como puede apreciarse, el Apéndice del Código
Civil emplea el punto de conexión “domicilio”, pero no lo define. Dada la
autonomía  que  posee  el  derecho  internacional  privado,  ciertamente  no
puede recurrirse a la definición de “domicilio” o la aplicación de los criterios
del  derecho  interno  (art.  24  y  ss.  del  Código  Civil),  por  lo  que  la
interpretación de este punto de conexión debe enmarcarse en el contexto
de nuestra materia, y en tal sentido, la norma específica más reciente es la
Convención Interamericana sobre el Domicilio de las Personas Físicas. De
allí pues, que entendemos que cuando el Apéndice del Código Civil emplea
este punto de conexión, la interpretación que debe darse al mismo en sus
diversos  supuestos  es  la  proveniente  de  la  citada  Convención
Interamericana.
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- Código  General  del  Proceso,  Libro  Segundo,  Título  X,  “Normas
Procesales Internacionales”, Capítulo I, “Principios Generales”, arts. 524
y 525.

Ver  textos  de  derecho  positivo  en  el  Capítulo  IV.III.  –  Normas
Internacionales Procesales de Derecho Internacional Privado de Fuente
nacional contenidas en el Código General del Proceso. Título X Libro II
artículos 524 a 543.
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- Proyecto de Ley General de Derecho Internacional Privado

APRECIACIONES GENERALES que acompañaron el mensaje y proyecto 
de ley remitidos por el Poder Ejecutivo en octubre de 2013

Las actuales normas generales de Derecho Internacional Privado de fuente
nacional en nuestra República, están básicamente contenidas en dos textos: a)
el Apéndice del Código Civil, que rige desde la vigencia de la Ley N° 10084 de
1942, y b) en el Código General del Proceso, aprobado por Ley N° 15982. El
primer texto refiere a la ley aplicable a las relaciones jurídicas internacionales y
a la competencia en la esfera internacional  de nuestros tribunales (llamada
competencia directa); el segundo refiere al derecho procesal internacional y a
la cooperación judicial internacional hasta su estadio extremo, la ejecución de !
a sentencia extranjera, incluyendo la competencia en la esfera internacional
del tribunal que la dictó (llamada competencia indirecta).

El  texto  del  Apéndice  del  Código  Civil,  redactado  por  el  connotado  jurista
Álvaro  Vargas  Guillemette,  tuvo  por  finalidad  incorporar  a  la  legislación
nacional  el  primer  "sistema"  de  conflicto  y  lo  hizo  por  la  vía  de  adoptar
soluciones que poco tiempo atrás habían sido aprobadas por los Tratados de
Montevideo de 1940.  Estos a su vez reafirmaban-con mínimos ajustes-  las
soluciones de los Tratados de Montevideo de 1889, los cuales se elaboraron a
partir del Proyecto de Código de Derecho Internacional Privado que elaborara
Gonzalo Ramírez, insigne jurista, propulsor de la idea de celebrar un tratado
en la materia, y adelantado para su época en las soluciones propuestas. Su
larga  vigencia  aún  siendo útil  y  también satisfactoria,  no  inhibe  empero  la
consideración de que el desarrollo conceptual y normativo de la disciplina que
en  ese  lapso  se  produjo  en  el  plano  internacional,  requiere  una  nueva
adaptación en la esfera interna.

Ha mediado a su vez un tiempo importante entre ese texto y el  texto más
actualizado  del  CGP,  cuyo  Título  X  "Normas  Procesales  Internacionales"
estuvo  a  cargo  de  los  Profesores  de  Derecho  Internacional  Privado  Dres.
Didier Opertti Badán y Eduardo Tellechea Bergman, por encargo expreso de
los codificadores procesalistas. Ello es apreciable a través de las diferentes
regulaciones adoptadas. Aún teniendo en cuenta que el último tiene diferente
alcance  material,  es  innegable  que  ya  no  llega  a  conformar  un  verdadero
"sistema" con el anterior.

Se  constata  hoy  un  renovado  contexto  en  el  escenario  del  derecho
internacional  privado,  tanto  en  lo  que  hace  a  las  normas  de  fuente
internacional  -que  han  proliferado  notoriamente  a  partir  de  1940-  como  al

derecho  comparado,  que  ha  ido  adoptado  soluciones  más  modernas  y
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uniformes; todo lo cual sugiere la conveniencia de rever la legislación nacional,
incorporando de ese conjunto normativo aquello que se estima adecuado a las
necesidades y conveniencias del actual tráfico externo de la República. Entre
el  citado  año  1942  y  el  presente,  a)  la  incidencia  que  la  dinámica  de  los
Derechos  Humanos  ha  tenido  sobre  el  Derecho  en  general  también  ha
permeado el Derecho Internacional Privado, algo que parecía distante teniendo
en cuenta la mecánica de aplicación de la norma de conflicto de los años '40;
b)  en  el  plano  regional,  Uruguay  ha  ratificado  varias  convenciones
-actualmente  vigentes-  generadas  por  la  Conferencia  Especializada
Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP) en el marco de la
OEA1, siempre con relevante participación de Uruguay. Dicha Conferencia se
ha  reunido  en  seis  instancias  en  las  que  se  aprobaron  numerosas
convenciones en materia procesal, civil y comercial, además de una referida a
la técnica de aplicación de la norma de conflicto que ha sido de gran utilidad a

1 En la primera CIDIP, que se llevó a cabo en Panamá en 1975, se aprobaron las siguientes

Convenciones, todas ellas aprobadas por Uruguay por Ley N° 14.534  del  2/7/1976: 1) C. I.
sobre el régimen legal de poderes para ser utilizados en el extranjero; 2) C. I. sobre conflicto
de leyes en materia de letras de cambio, pagarés y facturas; 3) C. I. sobre conflicto de leyes en
materia de cheques; 4) C. I. sobre exhortos o cartas rogatorias; 5) C. I. sobre recepción de
pruebas en el extranjero; 6) C. I. sobre arbitraje comercial internacional. En la segunda CIDIP,
que se llevó a cabo en Montevideo en 1979, se aprobaron las siguientes Convenciones, todas
ellas  aprobadas  por  Uruguay  por  Ley  N°  14.953  de  18/12/1979:  7)  C.  I.  sobre  Normas
Generales de Derecho Internacional Privado; 8) C. I. sobre domicilio de las personas físicas en
el D.I.P.; 9) C. I. sobre conflicto de leyes en materia de cheques; 10) C. I. sobre conflicto de
leyes  en  materia  de  sociedades  mercantiles;  11)  C.  l.  sobre  cumplimiento  de  medidas
cautelares; 12) C. I. sobre eficacia extraterritorial de las sentencias y laudos arbitrales; 13) C. I.
sobre prueba e información acerca del derecho extranjero, 14) Protocolo adicional a la C. I.
sobre exhortos o cartas rogatorias. En la tercera CIDIP, celebrada en La Paz en 1984, se
aprobaron las siguientes convenciones: 15) C. I. sobre personalidad y capacidad de personas
jurídicas en el D.I.P.; 16) C. I. sobre conflicto de leyes en materia de adopción de menores
(aprobada por Uruguay por Ley N° 18.336 de 21/8/2008); 17) C. I. sobre competencia en la
esfera internacional para la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras (aprobada por
Uruguay por Ley N° 17.533 de 9/9/2002); 18) Protocolo adicional a la C. I. sobre recepción de
pruebas en el extranjero (aprobada por Uruguay por Ley N° 17.512 de 27/6/2002).En la cuarta
CIDIP, celebrada en Montevideo en 1989, se aprobaron las siguientes convenciones: 19) C. I.
sobre obligaciones alimentarias (aprobada por Uruguay por Ley N° 17.334 de 13/6/2002); 20)
C. I. sobre restitución internacional de menores (aprobada por Uruguay por Ley N° 17.335 de
17/5/2001); 21) C. I. sobre contrato de transporte internacional de mercadería por carretera. En
la quinta CIDIP, celebrada en México en 1994, se aprobaron dos convenciones: 22) C.I. sobre
derecho  aplicable  a  los  contratos  internacionales;  23)  C.  I.  sobre  tráfico  internacional  de
menores (aprobada por Uruguay por Ley N° 16.860 de 9/9/1997). En la sexta CIDIP, celebrada
en  Washington  en  2002,  se  aprobaron  los  siguientes  instrumentos:  24)  Ley  Modelo
Interamericana  sobre  Garantías  Mobiliarias;  25)  La  carta  de  porte  directa  uniforme  no
negociable interamericana para el transporte internacional de mercaderías por carretera y sus
términos  y  condiciones  al  dorso.  26)  La  carta  de  porte  directa  uniforme  negociable
interamericana para el transporte internacional de mercaderías por carretera y sus términos y
condiciones al dorso.
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la  jurisprudencia2;  c)  en  el  plano  universal,  el  trabajo  permanente  de  las
Naciones  Unidas  en  el  espectro  de  esta  disciplina  a  través  de
UNCITRAL/CNUDMI3  habiendo  Uruguay  ratificado  varias  Convenciones

generadas en su ámbito4 como así también el de UNIDROIT5, que ha dedicado
tiempo sustancial al Derecho Internacional Privado con la participación activa
de delegaciones de Uruguay en ambos casos; d) el ámbito de la Conferencia
de  Derecho  Internacional  Privado  de  La  Haya6,que  ha  sido  un  indicador
relevante en lo que refiere a soluciones de conflicto y fuente de consulta en "la
redacción de proyectos de sistemas de conflicto de fuente nacional, Uruguay

2 C.  I.  sobre Normas Generales  de Derecho  Internacional  Privado,  ya  referida en la  nota

anterior.

3 UNCITRAL (United Nations Commission on International Trade Law) o CNUDMI, por su sigla

en español  (Comisión  de Naciones Unidas  para  el  Derecho  Mercantil  Internacional)  es  el
órgano jurídico central del sistema de las Naciones Unidas en el ámbito del derecho mercantil
internacional. Su cometido es fomentar la armonización y unificación progresivas del derecho
mercantil internacional.

4 Uruguay  aprobó  la  Convención  de  Nueva.  York  de  1974  sobre  prescripción  en  la

compraventa internacional de mercaderías y su Protocolo de enmienda de Viena de 1980 (Ley
N°  16.746  de  21/5/1996),  la  Convención  de  Viena  de  1980 sobre  los  contratos  de  venta
internacional  de  mercaderías  (Ley  N°  16.879  de  21110/1997)  y  la  Convención  sobre  el
Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras (Nueva York, 10/6/1958)
por Ley N° 15.229 de 11/12/81.

5 UNIDROIT es el Instituto Internacional para la Unificación del Derecho Privado; fue creado en

1926  como  un  órgano  auxiliar  de  la  Sociedad  de  Naciones.  Es  una  organización
"intergubernamental independiente, con sede en Roma, cuyo objetivo es estudiar los medios
de armonizar y coordinar el derecho privado entre los Estados o entre grupos de Estados y
preparar gradualmente la adopción por parte de los distintos Estados, de una legislación de
derecho privado uniforme. Uruguay adhirió en 1940. Entre sus obras más trascendentes en
Uruguay  cabe  mencionar  los  Principios  de  Unidroit  sobre  los  Contratos  Comerciales
Internacionales (la versión de 1994 y la versión ampliada de 2004).

6 La  Conferencia  de  La  Haya  sobre  Derecho  internacional  privado  es  una  organización

interestatal  de  carácter  permanente,  creada  en  1893,  con  la  finalidad  de  unificar
progresivamente las normas de DIPr. de los países miembros. Tiene un carácter universalista
que surge,  entre otras cuestiones,  del  listado de sus Estados miembros,  entre los que se
encuentra Uruguay desde 1983, y donde están representados todos los continentes y todos los
sistemas  jurídicos  del  mundo.  A  la  fecha  ha  elaborado  y  aprobado  39  Convenciones  de
Derecho Internacional Privado cuyos textos y estado de firmas y ratificaciones puede verse en
www.hcch.net. Uruguay aprobó la Convención de La Haya sobre los aspectos civiles de la
sustracción internacional de menores, por ley N° 17.109 del 21/5/1999 y la Convención de La
Haya relativa a la protección del niño y a la cooperación en materia de adopción internacional,
del 29 de mayo de 1993, por ley N° 17.670 del 15/7/2003.
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ha  tenido  activa  participación  en  las  últimas  dos  décadas,  habiéndose
generado varias convenciones en ese lapso, algunas ratificadas por Uruguay;
y e) por último pero no menos importante, los desarrollos más modernos en el
ámbito  más  restringido  del  MERCOSUR,  donde  también  se  han  generado
convenciones  de  Derecho  Internacional  Privado  de  las  cuales  Uruguay  es
parte.

Las evoluciones normativas internacionales del Derecho Internacional Privado
según lo que se acaba de referir; la conveniencia de amalgamar la normativa
de fuente nacional a las soluciones más recibidas en la materia en el derecho
comparado; y la necesidad de armonizar las soluciones de conflicto generales
con las normas más avanzadas del Código General del Proceso, ha generado
en  el  mundo  académico  y  profesional  la  conciencia  de  que  ha  llegado  la
oportunidad para actualizar la legislación contenida en el Apéndice del Código
Civil a fin de evitar un alejamiento del sistema general de fuente nacional de
las  actuales  evoluciones  del  DIP.  Esta  es  precisamente  la  finalidad  del
proyecto de ley que se somete a la consideración del Poder Legislativo.

Cabe señalar que este proyecto no significa, en la práctica, una modificación
radical de las soluciones vigentes, muchas de las cuales surgen además de la
aplicación  de  las  convenciones  que  al  respecto  se  han  suscrito  con  los
Estados con los cuales se da la mayor cantidad de tráfico externo y que la
jurisprudencia  ya  maneja  con  solvencia.  El  objetivo  es  más  modesto:  se
pretende  actualizar  la  normativa  de  fuente  nacional  armonizándola  con  la
normativa  de  fuente  internacional  ya  ratificada  por  Uruguay  o  en  cuya
generación Uruguay ha participado activamente a través de sus delegaciones,
sin  perjuicio  de  tener  en  cuenta,  también,  las  últimas  soluciones  de  la
normativa de fuente nacional en el derecho comparado a fin de precaver un
inconducente aislamiento.

COMISIÓN REDACTORA DEL PROYECTO

Con tales objetivos se constituyó una Comisión de expertos por Resolución
652/998 del Poder Ejecutivo, de fecha 17/8/998 integrada por el Director del
Instituto de Derecho Internacional Privado, Dr. Eduardo Tellechea, y por los
profesores  Dres.  Marcelo  Solari,  Ronald  Herbert,  Cecilia  Fresnedo  y  Esc.
Carmen González, coordinado por la entonces Directora de la Dirección de
Asuntos de Derecho Internacional del Ministerio de Relaciones Exteriores y
profesora  de  Derecho  Internacional  Privado,  Prof.  Dra.  Berta  Feder.
Posteriormente  se  sumaron  los  Dres.  Jorge  Tálice  y  Paul  Arrighi,  siendo
presidida  por  el  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  (entonces  el  Dr.  Didier
Opertti  en  su  calidad  de  tal  y  como  catedrático  de  Derecho  Internacional
Privado).

44



La Comisión entregó un proyecto de ley al Parlamento el día 14 de setiembre
de  2004.  El  Parlamento  no  lo  pudo  considerar  en  el  escaso  tiempo  de
legislatura restante y el proyecto perdió estado parlamentario.

No  obstante,  se  continuó  con  una  tarea  de  pulido  de  redacción,  y  de
armonización  que  culminó  en  este  proyecto  que  hoy  se  somete  a
consideración del Parlamento. En esta segunda etapa se sumó a los trabajos
el Prof. Dr. Gonzalo Lorenzo Idiarte.

Fruto  de  estos  nuevos  trabajos,  durante  la  anterior  Legislatura  el  Poder
Ejecutivo  envió  al  Parlamento  el  proyecto  ajustado,  el  que  obtuvo  media
sanción en la Cámara de Senadores, así como la aprobación unánime de la
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la
Cámara de Representantes.

El  proyecto  que  ahora  el  Poder  Ejecutivo  envía  nuevamente  al  Poder
Legislativo es el mismo que envió en la Legislatura pasada y que contó con
unánime  aprobación  en  la  Cámara  de  Senadores  y  en  las  Comisiones
respectivas  de ambas cámaras.  Apenas se  realizan pequeños ajustes  que
recogen  aportes  de  diversos  actores  formulados  principalmente  ante  la
Comisión mencionada de la Cámara de Representantes.

ESTRUCTURA Y PRINCIPALES CONTENIDOS DEL PROYECTO.

El proyecto, que pretende sustituir al actual Apéndice del Código Civil, cuenta
con  tres  sectores  básicos:  el  primero,  referido  a  principios  generales,
comprende  tres  temas:  los  indicadores  que  deben  regir  la  mecánica  de
aplicación  de  la  norma  de  conflicto,  la  incidencia  que  la  especialidad  del
derecho mercantil internacional tiene respecto de ese tema, y la definición del
punto  de  conexión  personal  básico  adoptado  desde  siempre  por  nuestro
sistema,-el domicilio-. Este primer sector constituye una innovación respecto
de las  normas de conflicto  de fuente  nacional,  aunque no respecto  de las
normas de conflicto de fuente internacional  vigentes en nuestro sistema de
conflicto; el segundo tiene por objeto la ley aplicable a las categorías jurídicas
que  se  han  adoptado  como  referentes  del  sistema.  Está  conformado  por
normas de solución de conflicto o formales (de la llamada concepción del gran
jurista SAVIGNY), como en el actual sistema del C. Civil; y el tercero tiene por
objeto la competencia en la esfera internacional de los tribunales nacionales.
Está constituido por normas de tipo unilateral, propias de su carácter atributivo
de jurisdicción.

Sigue a continuación  una reseña de las  innovaciones y  las  modificaciones
efectuadas  respecto  del  sistema  del  actual  Apéndice  del  Código  Civil  con
indicación de las razones para ello, a fin de facilitar la mejor comprensión del
documento.
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PRIMER SECTOR: PRINCIPIOS GENERALES

a) Principios generales de la aplicación de la norma de conflicto.

Los  artículos  1  a  16  del  proyecto,  refieren  a  los  aspectos  generales  de
aplicación de la norma de conflicto, siguen en lo sustancial el contenido de la
Convención Interamericana sobre Normas Generales (CIDIP II,  Montevideo,
1979) que ha sido ratificada por Uruguay y que, a falta de norma de fuente
nacional, es la fuente normativa a la que los tribunales de la República suelen
acudir actualmente.

Las únicas incorporaciones del proyecto no contempladas en la Convención
sobre  Normas  Generales,  son:  a)  una  norma  referida  a  la  definición  de
"normas  de  aplicación  necesaria"  (también  llamadas  por  la  doctrina  de
aplicación  inmediata,  imperativas  o  exclusivas),  de  unánime  recibo  en  la
doctrina  y  la  jurisprudencia  comparadas,  que  por  su  naturaleza  y  finalidad
excluyen  la  aplicación del  sistema de conflicto;  y  b)  una norma referida  al
"reenvío"  (el  art.12)  -sobre  el  cual  no  hay  previsión  expresa  en  dicha
Convención porque no se llegó a acuerdo sobre su redacción entonces-, que
recoge la doctrina más recibida en el país al excluir su aplicación de principio y
permitir  su  uso  en  casos  concretos  con  la  única  finalidad  de  corregir  un
resultado incompatible con la finalidad esencial de la norma de conflicto que
designa al orden jurídico aplicable.

b) Especialidad del derecho comercial internacional.

El  art.13  del  proyecto  refiere  a  la  especialidad  del  derecho  comercial
internacional  que  reclama  la  aplicación  de  un  microcosmos  de  normas
específicas en cuyo contexto se desarrolla esa actividad. La relevancia de la
autonomía de la voluntad de las partes, la aplicación de normas de fuente no
estatal  pero  reconocidas  por  los  sistemas  jurídicos  de  fuente  nacional  y
convencional en general, y la observancia de usos y prácticas atinentes a los
diversos sectores del  comercio  en juego,  son las facetas que definen esta
especialidad. Se trata de una norma que responde a la necesidad de adaptar
las  soluciones  en  este  campo  a  la  evolución  de  las  últimas  décadas
reconocidas  por  todos  los  órdenes  tanto  de  fuente  internacional  como  de
fuente nacional. El propio subsistema de las CIDIPs ha incorporado normas
similares a partir de 1979 en las convenciones referidas al derecho comercial
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internacional7, y la República ha ratificado convenciones internacionales que

han remarcado esta especialidad8.

En el numeral 3 del artículo 13 se realizó apenas un ajuste menor de sintaxis,
sin cambiar la inteligencia anterior de la norma, la que otorga rango de fuente
formal de derecho a los usos comerciales y demás fuentes allí mencionadas,
resultando esto esencial  para una adecuada regulación jurídica de muchos
contratos  comerciales  internacionales,  como  el  crédito  documentario,  o  la
compraventa internacional de mercaderías, entre otros.

c) Definición de domicilio de las personas físicas.

En el actual sistema de conflicto de fuente nacional hay una verdadera laguna
respecto de la definición del localizador de las personas físicas - que se ha
venido integrando con los sistemas de fuente internacional- que es necesario
solucionar.

La definición del punto de conexión "domicilio",  localizador de las personas
físicas -capaces o incapaces- sigue en lo sustancial el texto de la Convención
Interamericana sobre Domicilio de las Personas Físicas (CIDIP II, Montevideo,
1979)  ratificada  por  Uruguay  y  la  tendencia  universal  en  el  sentido  de
jerarquizar  la  objetividad  del  vínculo  territorial  ("corpus")  en  desmedro  del
factor psicológico ("animus"), para evitar las dificultades que en la constatación
del localizador plantea la prueba de un elemento subjetivo.

Existe un pequeño apartamiento de lo dispuesto en el art. 3° de la Convención
Interamericana referida en lo que respecta al domicilio de los incapaces para la
hipótesis de que los padres no ejerzan efectivamente la representación de sus
hijos incapaces (art.16), siguiendo la tendencia más moderna, consolidada a
partir  de  1979,  en  el  sentido  que se  prefiere  ubicar  el  domicilio  de  dichos
incapaces en el Estado de su efectivo "centro de vida" como medio de evitar el
desplazamiento de la radicación a través de una definición meramente legal.

7 Por  ejemplo,  en la  Convención  Interamericana  sobre  Derecho  Aplicable  a  los  Contratos

Internacionales.

8 Ver al respecto Convenciones referidas en la Nota N° 4 Y Principios de Unidroit sobre los

Contratos Comerciales Internacionales (Nota N° 5).
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Esta solución ya ha sido aceptada por Uruguay en convenciones bilaterales y
multilaterales9.

LEY APLICABLE A LAS CATEGORÍAS JURÍDICAS REFERENTES

Respecto  del  sector  referido  a  la  ley  aplicable  a  las  categorías  jurídicas
involucradas en una situación jurídica internacional, el proyecto sigue el orden
del actual Apéndice del C.Civil- el cual a su vez seguía la del propio Código-, a
saber:  personas,  familia,  sucesión,  bienes,  obligaciones  contractuales  y
obligaciones extracontractuales.

Existencia y capacidad de las personas físicas.

En  el  capítulo  correspondiente  a  las  personas  físicas  se  incorporan  dos
normas materiales (esto es, no de conflicto) aplicables en concordancia con las
normas  de  fuente  internacional  sobre  derechos  fundamentales:  la  primera
establece el principio general respecto de la capacidad de goce disponiendo
que toda persona física goza de capacidad de derecho por su calidad de tal
(art.17), y la segunda prevé que no se reconocerán incapacidades de ejercicio
fundadas en razones de carácter penal, de raza, religión, sexo, nacionalidad u
opinión (art.20.2).

Protección de incapaces.

El capítulo de protección de los incapaces acoge básicamente la solución de
conflicto  anterior  adoptando el  punto de conexión "domicilio",  aunque debe
tenerse en cuenta que la definición de este localizador se ha adecuado a las
circunstancias históricas actuales, jerarquizando las conexiones fácticas y en
especial el centro de vida del incapaz como se indicó al referir al domicilio de
las personas físicas.

Por otra parte, también se innova al distinguir la ley regularmente aplicable al
fondo del asunto por un lado y la jurisdicción y la ley aplicable por excepción

9 Convenio  entre  Uruguay y Argentina sobre protección internacional  de menores (Ley N°

15.218  de  20/11/81);  Convenio  entre  Uruguay  y  Chile  sobre  restitución  internacional  de
menores  (Ley  N°  15.250  de  26/3/82);  Convenio  entre  Uruguay y  Perú  sobre  reclamación
internacional y ejecución de la sentencia en materia de alimentos (Ley N° 15.719 de 7/2/85),
Convenio entre Uruguay y Perú sobre restitución internacional de menores (Ley N° 15.720 de
7/2/85);Convención Interamericana sobre obligaciones alimentarias (aprobada por Uruguay por
Ley N° 17.334 de 13/6/2002); Convención Interamericana sobre restitución internacional de
menores (aprobada por Uruguay por Ley N° 17.335 de 17/5/2001).
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por razones de urgencia por otro (art.21), las cuales, siguiendo los principios
generales  de  inmediatez  en  este  tipo  de  circunstancias,  son  territoriales.
Cuando  la  urgencia  desaparece,  se  retorna  a  la  aplicación  de  la  ley
regularmente aplicable. Esta solución se inspira en el Convenio de La Haya del
19  de  octubre  de  1996  relativo  a  la  Competencia,  la  Ley  Aplicable,
Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad
Parental y de Medidas de Protección de los niños.

Familia.

Este  sector  comprende  el  matrimonio,  las  relaciones  personales  entre  los
cónyuges,  las  relaciones  patrimoniales  en  el  matrimonio,  la  separación
conyugal  y el  divorcio,  la filiación, las relaciones personales entre padres e
hijos y las obligaciones alimentarias.

La regulación de la validez del matrimonio no difiere del régimen vigente. Lo
mismo puede decirse de relaciones personales entre los cónyuges, excepto
que se  prevé  el  caso bastante  común de que los  cónyuges  no tengan,  al
momento de sus reclamaciones, domicilio en un mismo Estado; optándose en
tal caso por la conexión del Estado donde ambos tuvieron su último domicilio;
solución inspirada en la ley venezolana que tiene la virtud de la certeza en la
identificación de una conexión no mutable.  Ello  sin  perjuicio  de la  solución
adoptada respecto de la competencia en la esfera internacional en el capítulo
respectivo.

Respecto de las relaciones patrimoniales en el matrimonio (art.25) se estimó
conveniente modificar parcialmente el régimen actual, por la siguiente razón.
En el régimen vigente el punto de conexión elegido había sido adoptado de los
Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889 y de 1940 y
tenía por única finalidad la protección de la mujer. Por un lado ya no se dan las
condicionantes  fácticas  y  jurídicas  que llevaron al  legislador  a  adoptar  esa
política protectiva y en cambio resulta a veces harto difícil para los prácticos
del  derecho  la  investigación  de  un  hecho  (cuál  fue  el  primer  domicilio
conyugal),  con frecuencia sucedido mucho tiempo atrás, en el  que la mera
declaración de las partes no podía aceptarse en la medida en que no podía
quedar dicha prueba al arbitrio de la voluntad de los interesados. La falta de
certeza en muchos casos y la protección de los terceros en el tráfico externo,
exigían pues un cambio. Y por otro lado, si bien el punto de conexión más
seguro de determinar es el de la ley del lugar de celebración, se constata que,
cada vez con más frecuencia, éste suele ser contingente y con escasa o nula
relación con los cónyuges.

Se optó entonces por  un sistema de conexiones subsidiarias con el  fin  de
contemplar  las  dificultades  mencionadas,  aún  con  las  imperfecciones
imaginables.
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En similar sentido, y a fin de corregir eventuales inconsistencias causadas por
el hecho de que un matrimonio se hubiese celebrado en un Estado y luego
pasare a domiciliarse en la República, es que se incorpora una norma que
permite  a  los  cónyuges  optar  por  la  regulación  del  derecho  nacional  si
hubiesen pasado a domiciliarse a la República.

En relación a la separación conyugal  y  al  divorcio se mantuvo la  conexión
tradicional del domicilio conyugal. No obstante, se incorporó una solución ya
aceptada  por  la  jurisprudencia  nacional,  conforme  a  la  cual,  cuando  los
cónyuges  tuvieren  domicilio  en  Estados  diferentes,  se  aplicará  la  ley  del
domicilio del actor o del demandado, a opción del actor.

La filiación se regula de modo general por la ley del domicilio común de los
padres al  tiempo del nacimiento del hijo. No existiendo domicilio común, se
opta por la solución que pareció más lógica, esto es, regularla por el domicilio
de la madre.

Respecto de las relaciones patrimoniales en el matrimonio (art.25) se estimó
conveniente modificar parcialmente el régimen actual, por la siguiente razón.
En el régimen vigente el punto de conexión elegido había sido adoptado de los
Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889 y de 1940 y
tenía por única finalidad la protección de la mujer. Por un lado la Comisión ha
considerado  pertinente  suprimir  del  proyecto  la  regulación  de  la  filiación
adoptiva, en razón de que esta categoría es especial y a ella refiere el Código
de la Niñez y la Adolescencia, mientras que la presente es una ley general.

Sucesiones.

Esta parte mantiene la solución del Apéndice del Código Civil y los Tratados de
Montevideo exclusivamente respecto de los bienes registrables, mas no de los
demás bienes, disponiendo que éstos se regulen por la ley del domicilio del
causante al tiempo de su fallecimiento, respetando así la unidad del patrimonio
sucesorio.

La norma proyectada se completa con la definición de su alcance extensivo -lo
que  no  hace  el  Apéndice  del  Código  Civil10 -  para  evitar  problemas  de
interpretación.

10 Sí lo hacen los Tratados de Derecho Civil Internacional de Montevideo de 1889 y de 1940 en

sus respectivos arts. 45
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Personas jurídicas

La Comisión ha decidido regular en este proyecto exclusivamente las personas
jurídicas  no  comerciales  teniendo  en  cuenta  que  el  mismo  tiene  las
características de una ley general y que las sociedades comerciales son objeto
de regulación por ley especial (ley 16.060),que es lo adecuado al dinamismo
regulatorio de esta especie.

Con  respecto  a  la  regulación  de  las  personas  jurídicas  civiles,  se  siguen
básicamente los criterios ya establecidos por el Apéndice del C.Civil.

Bienes

Se mantiene la sabia solución de los Tratados de Montevideo y del Apéndice
del C. Civil. El proyecto se completa con normas sobre localización de bienes
que  plantean  problemas  a  este  respecto  y  sobre  conflictos  móviles  por  el
cambio de situación de los bienes muebles, que no innovan respecto de las
normas de fuente internacional y doctrina dominante en estos aspectos.

Forma y validez de los actos y Partición.

Respecto  de  las  formas  y  validez  de  los  actos,  el  proyecto  reproduce
básicamente  la  solución  del  Tratado  de  Derecho  Civil  Internacional  de
Montevideo de 1940 que tampoco se acogió en el Apéndice del Código Civil
como solución de adaptación, pese a las expresiones del propio Codificador,
pero que de hecho ha adoptado la jurisprudencia.

El  proyecto  también  incluye  una  norma  referida  a  la  Partición,  categoría
jurídica que no está prevista actualmente en las normas de fuente nacional ni
en las normas de fuente internacional de nuestro sistema –que han jugado un
importante  rol  de  integración-,  lo  cual  había  obligado  a  la  doctrina  y  a  la
jurisprudencia  a  elaborar  soluciones  no  siempre  coincidentes.  El  proyecto
establece  en  el  numeral  2  del  artículo  42  la  facultad  de  partir  los  bienes
indivisos aun cuando estén ubicados en diversos Estados cualquiera sea la
causa de la indivisión; y el numeral 1 de la misma norma dispone que la ley
aplicable será la de celebración del  acuerdo particionario.  Esta solución no
abre la posibilidad de revisar el cálculo de las cuotas de cada coindivisario -lo
cual debe efectuarse según la ley que regula la causa de la indivisión-, sino
que regula exclusivamente el acto particionario. Como se advierte, por un lado
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se opta por considerar la partición como un acto jurídico, y a la vez se le regula
por una conexión -lugar de celebración- solución favor negotii.

La solución dada a la regulación de la partición judicial parte de la misma base,
entendiendo que en tales casos el  acto particionario  se asimila  a  un mero
procedimiento.

Obligaciones contractuales

En materia de ley aplicable se contemplan separadamente dos supuestos. El
primero refiere al caso en que las partes en el contrato no han escogido la ley
aplicable; el segundo, cuando sí lo han hecho.

En  el  primer  supuesto  se  mantienen  básicamente  los  criterios  ya  vigentes
contenidos en el  Tratado de Montevideo de Derecho Civil  Internacional  de
1940.

En  el  segundo  supuesto,  el  artículo  48  innova  respecto  de  las  soluciones
vigentes, en armonía con la tendencia unánime mundial. Se pretende reflejar la
voluntad  de  las  partes,  por  tratarse  de relaciones de  derecho privado  que
pertenecen al dominio de las personas, respetándose el derecho elegido por
ambas partes o por más si las hubiere.

Dada su especificidad y en función de que cuentan con regulación propia,
determinadas obligaciones contractuales fueron excluidas de esta regulación
general  (artículo  50).  Respecto  de  estas  obligaciones,  en  el  proyecto  que
ahora se envía al Parlamento, se ha realizado algún ajuste menor, recogiendo
inquietudes formuladas en ocasión de tratarse el  proyecto en la Legislatura
pasada.

Se prevén no obstante las relaciones de consumo, las que por primera vez se
incorporan  en  una  regulación  de  derecho  internacional  privado  en  nuestro
ámbito. Pese a su especialidad, se estimó del caso incluir un estatuto mínimo
para determinar la ley aplicable, en virtud de la importancia que tiene para el
país,  en  especial  en  las  zonas  de  turismo,  el  supuesto  de  consumidores
extranjeros que realizan negocios en la República, los que desde cierto ángulo
son calificables como relaciones de consumo (artículo 50 nal. 5).

El  artículo  51  preceptúa  la  aplicación  de  usos,  prácticas  y  principios  del
derecho internacional que sean de aceptación general o estén recogidos por
organismos internacionales. Esta norma es de amplio recibo, en especial en
materia  comercial  y  permite  incorporar  prácticas  y  principios  que  no  son
contenido  de  reglas  normativas,  así  como  soluciones  generadas  en
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organismos especializados, tales como el UNIDROIT, del que Uruguay forma
parte.

Obligaciones no contractuales.

El artículo 52.1 recoge el principio básico de los tratados de Montevideo y del
Apéndice del Código Civil --que a su vez remite a los Tratados de Montevideo
de 1889-- por el cual las obligaciones extracontractuales se rigen por la ley del
Estado donde se produjo el hecho lícito o ilícito que las genera.

Mas como esta solución tradicional se ha mostrado insuficiente como punto de
conexión exclusivo en casos concretos, siguiendo la evolución de la legislación
comparada se ha previsto el punto de conexión alternativo del lugar donde ha
ocurrido el daño a favor de quien sufrió el perjuicio ("favor laesi'), que se refleja
en la  opción  que se  confiere  a  éste  cuando el  hecho generador  del  daño
proyecta consecuencias en Estados diferentes.

El numeral 2 del mismo artículo contempla la hipótesis relativamente frecuente
en nuestro país de accidente de tránsito entre personas con domicilio en un
mismo  país  extranjero.  Dispone  que  cuando  el  causante  del  hecho  y  el
damnificado tuvieren domicilio en el mismo Estado se aplicará la ley de éste,
fundamentalmente en función de que el lugar del hecho puede ser accidental y
previsiblemente  la  demanda  se  incoará  en  el  domicilio  común  (solución
adoptada por el Protocolo de San Luis en el ámbito del Mercosur).

Prescripción

En esta  parte  se  estimó  adecuado  acoger  las  normas  de los  Tratados  de
Montevideo en materia de prescripción adquisitiva y extintiva –categorías no
previstas en nuestro actual sistema de fuente nacional-.

COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES NACIONALES EN LA ESFERA

INTERNACIONAL

Respecto del sector referido a la competencia de los tribunales nacionales en
la esfera internacional, como se ha dicho antes, en el capítulo referido a la
estructura y principales contenidos del proyecto, la estructura de las normas
pasa  a  ser  unilateral  no  sólo  porque  las  normas  de  competencia  sean
atributivas  de  poder  jurisdiccional  (y  por  ende  limitantes  del  ámbito
jurisdiccional de los tribunales del Estado) sino porque lo dispuesto en el art.
539.1.4  CGP,  que  torna  irrelevante  su  bilateralización  (la  cual  es  útil  sólo
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cuando eIlas sirven también como criterios de competencia indirecta, vale decir
cuando se trata de la ejecución de una sentencia extranjera).

Las  innovaciones  más  importantes,  son  las  siguientes:  A)  los  criterios
generales  de  competencia,  son:  a)  el  criterio  universal  del  domicilio  del
demandado  (actor  sequitur  forum  rei),  b)  el  criterio  tradicional  de  nuestro
sistema de conflicto que vincula la jurisdicción internacional al criterio de la ley
aplicable, llamado Asser en homenaje a su propulsor, y c) el de la autonomía
de la voluntad en materia contractual internacional.

Respecto  de  este  último,  el  acuerdo  de  elección  de  jurisdicción  podrá
realizarse  en  el  momento  del  otorgamiento  del  negocio  jurídico
correspondiente, durante su vigencia o una vez surgido el litigio, con los límites
previstos en los artículos 48 y 49 del proyecto. Si nada se hubiere pactado al
respecto,  los  tribunales  de  la  República  tendrán  jurisdicción  en  la  esfera
internacional según el resto de los criterios generales. B) El proyecto amplía
las bases de competencia en la esfera internacional de los tribunales de la
República respecto de ciertas acciones en que la parte actora se encuentra en
situación de inferioridad frente a la parte demandada desde la génesis de la
cuestión litigiosa, en concordancia con la corriente unánimemente aceptada de
facilitar el acceso a los tribunales como derecho fundamental de la persona.
Así  se  establecen  "criterios  especiales"  que  se  adicionan  a  los  criterios
generales  en estas  materias:  responsabilidad extracontractual,  contrato  con
consumidores. C) El artículo referente a "jurisdicción exclusiva" tiene por objeto
delimitar  el  alcance  de  la  última  parte  del  art.539.4  CGP,  desde  que  su
interpretación debe ser restrictiva.

Asimismo el proyecto incorpora la ampliación de la competencia en la esfera
internacional  de los  tribunales  en otros  aspectos respecto  de los  cuales  la
propia  jurisprudencia  ya  lo  había  hecho:  a)  una  norma  incorpora  la
interpretación  dada  por  los  tribunales  judiciales  al  art.27  de  la  LOJ
(competencia de los tribunales uruguayos cuando la persona domiciliada en el
extranjero  realiza  el  negocio  en  la  República  a  través  de  agencia  o
representante), y b) otra norma amplía la jurisdicción internacional en el caso
de citaciones en garantía, y b) otra norma la amplía en el caso de acciones
conexas.

También se regula, en concordancia con normas ya plasmadas en el Código
General del Proceso la jurisdicción de los tribunales de la República respecto
de medidas cautelares ó de urgencia en materia de protección de incapaces,
cuando el incapaz se encuentre en territorio de la República; en materia de
restitución y tráfico de menores, cuando el menor se encuentre en territorio de
la República; en materia de relaciones personales y patrimoniales entre los
cónyuges, separación de cuerpos y divorcio, si el actor tuviere domicilio en el
país; en materia de contratos con consumidores, si el contrato se celebró en la
República  o  el  cumplimiento  de  la  prestación  de  servicio  o  entrega  de  la
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mercaderías se produjo o debió producirse en nuestro territorio; en materia de
obligaciones no contractuales, si el daño hubiere tenido lugar en la República o
si  el  hecho  que  le  da  origen  se  produjo  en  el  país.  Se  ha  eliminado  la
referencia  al  Arbitraje  que  contenía  el  proyecto  tratado  en  la  Legislatura
anterior, por entenderse que el mismo ya tiene una regulación básica en el
Código General del Proceso y en los tratados internacionales ratificados por la
República,  pero  fundamentalmente  porque  se  encuentra  a  estudio  del
Parlamento  un  proyecto  específico  sobre  arbitraje  internacional  y  no  es
conveniente superponer normas que dificulten posibles interpretaciones de los
textos en vigor.

En conclusión, el Poder Ejecutivo estima que mediante esta ley el Uruguay
modernizará su sistema de Derecho Internacional. Privado que tiene ya una
antigüedad de ochenta años y que por consiguiente, más allá del acierto de
sus soluciones, requiere una inaplazable actualización.

Fuentes generales del proyecto.

Las fuentes que fueron predominantemente tenidas cuenta, son las siguientes:
Apéndice del Código Civil  (Ley N° 10.084, de 4/12/1941), que constituye el
texto  a  reformular;  Código  General  del  Proceso  (Ley  N°  15.982  de
18/10/1988);  Ley  Orgánica  de  la  Judicatura  y  de  Organización  de  los
Tribunales (Ley N° 15.750 de 24/6/85); Tratados de Montevideo de Derecho
Civil  Internacional  y  de  Derecho  Comercial  Internacional  de  1889  y  1940
(aprobados por Ley N° 2.207 de 3/10/1892 y por Ley N° 10.272 de 12/11/1942,
respectivamente);  Convenciones  aprobadas  en  el  ámbito  de  las  CIDIP
(Conferencia  Interamericana  Especializada  sobre  Derecho  Internacional
Privado),  (ver  nota al  pie N° 1);  Protocolos relativos a materia  de Derecho
Internacional  Privado  en  el  ámbito  del  MERCOSUR:  Protocolo  sobre
jurisdicción  internacional  en  materia  contractual,  Buenos  Aires,  Dec.  CMC
1/94,  aprobado  por  Uruguay  por  ley  17.721  de  24/12/93;  Protocolo  sobre
Medidas Cautelares, Ouro Preto, Dec. CMC 27/94, aprobado por Uruguay por
ley 16.930, del 20/4/98; Acuerdo complementario al Protocolo sobre Medidas
Cautelares;  Montevideo,  15/12/97,  Dec.  CMC 9/99;  Acuerdo sobre  arbitraje
comercial internacional del MERCOSUR (Dec. CMC 3/98) y Acuerdo (paralelo)
sobre arbitraje comercial internacional entre el MERCOSUR, la República de
Bolivia y la República de Chile (Dec. CMC 4/98),  Buenos Aires, 1998, este
último aprobado por Uruguay por Ley N° 17.751, del  26/3/04; Protocolo de
cooperación  y  asistencia  jurisdiccional  en  materia  civil,  comercial,  laboral  y
administrativa (Las Leñas, 1992), aprobado por Uruguay por ley 16.971 del
29/6/98, su Acuerdo Complementario (Asunción 1997) y su Enmienda (Dec.
7/02,  Buenos  Aires,  2002);  Protocolo  de  San  Luis  en  materia  de
responsabilidad civil  emergente de accidentes de tránsito entre los Estados
partes  del  MERCOSUR  fue  aprobado  por  Dec.  CMe  1/96,  aprobado  por
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Uruguay  por  ley  17.050  de  14/12/98;  Protocolo  de  Santa  María  sobre
jurisdicción internacional  en materia  de  relaciones de consumo,  firmado en
Fortaleza  el  17  de  diciembre  de  1996  (Dec.  CMC  10/96);  Acuerdo  de
transporte multimodal internacional entre los Estados partes del MERCOSUR
(1994);  Acuerdo  sobre  jurisdicción  en  materia  de  contrato  de  transporte
internacional de carga entre los Estados Parte del MERCOSUR (Buenos Aires,
2002). Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José
de Costa Rica, 1969 (Ley N° 15.737 de 8/3/1985); Convenios bilaterales entre
Uruguay y Argentina:  Convenio sobre aplicación e información del  derecho
extranjero  (Ley  N°  15.109  de  17/3/81);  Convenio  sobre  igualdad  de  trato
procesal y exhortos (Ley N° 15.110 de 17/3/81); Convenio sobre protección
internacional  de  menores  (Ley  N°  15.218  de  20/11/81);  Convenio  de
cooperación jurídica (Ley N° 15.271 de 30/4/82); Convenios bilaterales entre
Uruguay y Chile: Convenio sobre restitución internacional de menores (Ley N°
15.250 de 26/3/82), Convenio sobre igualdad de trato procesal y exhortos (Ley
N° 15.251 de 26/3/82); Convenios bilaterales entre Uruguay y Perú: Convenio
sobre  reclamación internacional  y  ejecución  de la  sentencia  en  materia  de
alimentos (Ley N° 15.719 de 7/2/85), Convenio sobre restitución internacional
de  menores  (Ley  N°  15.720  de  7/2/85),  Convenio  sobre  igualdad  de  trato
procesal  (Ley  N°  15.721  de  7/2/85);  Convenio  sobre  Responsabilidad  Civil
Emergente de Accidentes de Tránsito entre la República Oriental del Uruguay
y la República Argentina, de 1991 (Ley N° 16.522 de 8/6/95); Leyes nacionales
de derecho internacional privado más modernas, como las de Suiza (1987),
Italia (1995), Venezuela (1998) y Bélgica (2004); Convenciones aprobadas en
el ámbito de la Conferencia de La Haya (ver nota al pie N° 6); Convenciones
aprobadas en el ámbito de UNCITRAL/CNUDMI (ver nota al pie N° 4); Textos
aprobados en el ámbito de UNIDROIT (ver nota al pie N° 5); Reglamento (CE)
N° 44/2001 dél Consejo, de 22/12/2000, relativo a la Competencia Judicial, el
Reconocimiento y la Ejecución de Resoluciones Judiciales en materia Civil y
Mercantil, que sustituye a la Convención de Bruselas de 1968; Convenio sobre
Ley Aplicable a las Obligaciones Contractuales, Roma, 1980  y  Protocolos de

interpretación, y Reglamento (CE) N° 593/2008 del Parlamento Europeo y del
Consejo,  de  17/6/2008,  sobre  la  Ley  Aplicable  a  las  Obligaciones
Contractuales  (Roma  I);  Reglamento  (CE)  N°  864/2007  del  Parlamento
Europeo  y  del  Consejo,  de  11/7/2007,  relativo  a  la  Ley  Aplicable  a  las
Obligaciones Extracontractuales (Roma II).

PROYECTO DE LEY

I. NORMAS GENERALES

Artículo.  1.  Normas  nacionales  y  convencionales  de  derecho  internacional
privado
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1. Las relaciones referidas a situaciones vinculadas con varios ordenamientos
jurídicos se regularán por las convenciones internacionales y, en defecto de
éstas,  por  las  normas de la  presente ley y  las  demás normas de derecho
internacional privado de fuente nacional.

2.  A los efectos de la  interpretación e integración de la  presente ley y  las
demás  normas  de  derecho  internacional  privado  de  fuente  nacional,  se
aplicará lo dispuesto en el Título Preliminar del Código Civil  y se tendrá en
cuenta el carácter internacional de las relaciones jurídicas privadas previstas
en ellas.

Art. 2. Aplicación del derecho extranjero

1. El derecho extranjero debe ser aplicado de oficio e interpretarse tal como lo
harían  los  tribunales  del  Estado a  cuyo  orden  jurídico  pertenece la  norma
respectiva.

2. Cuando el derecho extranjero corresponda a un Estado cuyo orden jurídico
se compone de varias legislaciones, el derecho de ese Estado determina cuál
de ellas es aplicable. En su defecto, debe aplicarse la legislación de la unidad
territorial en cuya jurisdicción se realiza el punto de conexión.

Art. 3. Conocimiento del derecho extranjero

1.  El  texto,  la  vigencia  y  la  interpretación  del  derecho  extranjero  aplicable
deben ser  investigados y  determinados de oficio  por  los  tribunales  u otras
autoridades  competentes,  sin  perjuicio  de  la  colaboración  que  al  respecto
presten las partes o los interesados en su caso.

2. Se puede recurrir a todos los medios de información idóneos admitidos en el
orden jurídico de la República o del Estado cuyo derecho resulte aplicable.

3. Los tribunales u otras autoridades competentes interpretarán la información
recibida teniendo en cuenta lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 2.

Art. 4. Admisión de recursos procesales.

Cuando  corresponda  aplicar  derecho  extranjero,  se  admitirán  todos  los
recursos previstos por la ley nacional.

Art. 5. Orden público internacional.

Los tribunales u otras autoridades competentes, mediante decisión fundada,
declararán  inaplicables  los  preceptos  de  la  ley  extranjera  cuando  ellos
contraríen en forma grave, concreta y manifiesta, principios fundamentales de
orden público internacional en los que la República asienta su individualidad
jurídica.
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Entre  otras,  esta  situación  tendrá  lugar  cuando  la  aplicación  del  derecho
extranjero resulte inconciliable con los derechos fundamentales consagrados
en  la  Constitución  y  en  las  Convenciones  Internacionales  de  las  que  la
República sea parte.

Art. 6. Normas de aplicación necesaria.

1. Las relaciones jurídicas privadas internacionales que son reguladas o están
abarcadas por normas imperativas de aplicación necesaria que la República
haya adoptado para el cumplimiento de políticas sociales y económicas, no
serán sometidas a las normas de conflicto.

2. Puede el tribunal, cuando lo considere pertinente, aplicar las disposiciones
imperativas del  derecho de otro Estado con el  cual  el  caso tenga vínculos
relevantes.

Art. 7. Fraude a la ley.

No  se  aplicará  el  derecho  designado  por  una  norma  de  conflicto  cuando
artificiosamente se hubieren evadido los principios fundamentales del  orden
jurídico de la República.

Art. 8. Institución desconocida

Cuando  el  derecho  extranjero  contenga  instituciones  o  procedimientos
esenciales  para  su  aplicación  y  esas  instituciones  o  procedimientos  no  se
hallen  contemplados  en  la  legislación  de  la  República,  los  tribunales  o
autoridades competentes podrán aplicar dicho derecho siempre que existan
instituciones  o  procedimientos  análogos.  En  ningún  caso  se  incurrirá  en
denegación de justicia.

Art. 9. Derechos adquiridos.

Una  relación  jurídica  válidamente  constituida  en  un  Estado  extranjero,  de
conformidad  con  el  derecho  de  ese  Estado,  debe  ser  reconocida  en  la
República siempre que al momento de su creación haya tenido una conexión
relevante con ese Estado y no sea contraria al orden público internacional de
la República.

Art. 10. Cuestiones previas o incidentales.

Las cuestiones previas, preliminares o incidentales que surjan con motivo de
una cuestión principal, se regulan por el derecho aplicable a cada una de ellas.

Art. 11. Aplicación armónica

Las normas competentes para regular los diferentes aspectos de una situación
determinada, deben ser aplicadas armónicamente, tomando en consideración
la  finalidad  perseguida  por  cada  uno  de  los  respectivos  derechos.  Las
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eventuales dificultades que puedan surgir se resolverán tomando en cuenta la
equidad en el caso concreto.

Art. 12. Reenvío

1. Cuando resultare aplicable el derecho de un Estado extranjero, se entiende
que se trata de la ley sustantiva de ese Estado con exclusión de sus normas
de conflicto.

2. Lo establecido en el numeral anterior es sin perjuicio de lo establecido a
texto expreso por otras normas o cuando la aplicación de la ley sustantiva de
ese Estado al caso concreto se torne incompatible con la finalidad esencial de
la propia norma de conflicto que lo designa.

3. En materia contractual no habrá reenvío.

Art. 13. Especialidad del derecho comercial internacional.

1.  Se  reconoce  al  derecho  comercial  internacional  como  un  derecho  de
carácter especial.

2.  Las  cuestiones  relativas  a  las  relaciones comerciales  internacionales  no
resueltas  en  Convenciones  Internacionales,  en  leyes  especiales  o  en  la
presente ley, se dirimen consultando prioritariamente las restantes fuentes del
derecho comercial internacional mediante la aplicación de los procedimientos
de integración previstos en el artículo 1.2.

3.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  se  consideran  como  fuentes  del  derecho
comercial  internacional,  los  usos  en  la  materia,  los  principios  generales
aplicables a los contratos y demás relaciones comerciales internacionales, la
jurisprudencia  de  tribunales  ordinarios  o  arbitrales  y  las  doctrinas  más
recibidas en el Derecho uruguayo y comparado.

4.  Se  aplicarán,  cuando  corresponda,  los  usos  que  sean  ampliamente
conocidos y regularmente observados en el  tráfico mercantil  por los sujetos
participantes,  o  de  general  aceptación  en  dicho  tráfico,  y  los  principios
generales del derecho comercial internacional reconocidos por los organismos
internacionales de los que Uruguay forma parte.

II. DOMICILIO DE LAS PERSONAS FÍSICAS

Artículo. 14. Domicilio de las personas físicas capaces.

El domicilio de la persona física capaz debe ser determinado, en su orden, por
las circunstancias que a continuación se enumeran:

1º) la residencia habitual;

2º) la residencia habitual del núcleo familiar con el cual convive;
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3º) el centro principal de su actividad laboral o de sus negocios;

4º) la simple residencia;

5º) el lugar donde se encuentra;

Art. 15. Domicilio de los diplomáticos, de las personas que cumplan una misión
oficial y de los funcionarios de organismos internacionales.

1. El domicilio de los funcionarios diplomáticos será el último que hayan tenido
en el territorio del Estado acreditante.

2. El de las personas físicas que residan temporalmente en el extranjero por
empleo o comisión de su Gobierno, será el que tengan en el Estado que los
designó.

3. El de los funcionarios de organismos internacionales será el de la sede de
su organismo, salvo disposición en contrario del respectivo Acuerdo de Sede.

Art. 16. Domicilio de las personas físicas incapaces.

1. Los menores sujetos a patria potestad tienen su domicilio en el Estado en
que  se  domicilian  sus  padres  cuando  éstos  ejercen  efectivamente  su
representación.  Fuera  de  este  caso,  así  como  cuando  dichos  padres  se
encuentran  domiciliados  en  Estados  diferentes,  los  menores  incapaces  se
consideran domiciliados en el lugar de su residencia habitual.

2. Los incapaces sujetos a tutela, curatela u otro mecanismo equivalente de
protección, se consideran domiciliados en el lugar de su residencia habitual.

III. EXISTENCIA, ESTADO Y CAPACIDAD DE LAS PERSONAS FISICAS

Artículo 17. Existencia, estado y capacidad de derecho de las personas físicas.

1.  Son  personas  todos  los  individuos  de  la  especie  humana.  Todas  las
personas físicas gozan de capacidad de derecho.

2. La determinación de todos los extremos relativos a la existencia se rige por
la ley aplicable a la categoría involucrada.

3. El estado de las personas físicas se rige por la ley de su domicilio.

Art. 18. Comuriencia.

El orden de fallecimiento en caso de comuriencia se establece conforme al
derecho aplicable a la relación jurídica respecto  a la  cual  dicha fijación es
necesaria.

Art. 19. Ausencia.
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1.  Las condiciones  para  la  declaración  de ausencia  de  una  persona y  los
efectos  personales  y  patrimoniales  de  dicha  declaración  se  regulan  por  el
derecho del último domicilio del ausente.

2. Los efectos jurídicos de la declaración de ausencia respecto de los bienes
inmuebles  del  ausente  así  como  de  sus  bienes  registrables,  se  regulan
respectivamente por la ley del lugar donde esos bienes están situados o por la
ley de registro, en su caso.

Art. 20.- Capacidad de ejercicio.

1. La capacidad de ejercicio de las personas físicas se rige por la ley de su
domicilio.

A efectos de determinar si una persona posee o no capacidad de ejercicio, se
considera domicilio su residencia habitual.

2. No se reconocerán incapacidades fundadas en razones de carácter penal,
de raza, religión, sexo, nacionalidad u opinión.

3. El cambio de domicilio no restringe la capacidad adquirida.

Art. 21.- Protección de incapaces.

1. La protección de los incapaces, la patria potestad, la tutela y la curatela, se
rigen por la ley del domicilio del incapaz definido de acuerdo al artículo 16.

2. La misma ley rige los derechos y deberes personales entre los incapaces y
sus padres, tutores o curadores, salvo las obligaciones alimentarias. Asimismo
rige los derechos y obligaciones respecto de los bienes de los incapaces en
todo lo que, sobre materia de estricto carácter real, no esté prohibido por la ley
del lugar de la situación de los bienes.

3. Por razones de urgencia, en forma provisoria y de conformidad con su ley
interna, los tribunales de la República prestarán protección territorial al incapaz
que se encuentre en ella sin tener aquí su residencia.

IV. DERECHO DE FAMILIA

Artículo 22. Matrimonio.

La ley del  lugar  de  la  celebración  del  matrimonio rige  la  capacidad de las
personas  para  contraerlo,  la  forma,  la  existencia  y  la  validez  del  acto
matrimonial.

Art.23. Domicilio conyugal.

El domicilio conyugal se configura en el Estado donde los cónyuges viven de
consuno o  en aquél  donde ambos tienen sus domicilios  propios.  Fuera de
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estos casos no existe domicilio conyugal,  y cada cónyuge tendrá su propio
domicilio, determinado de acuerdo al artículo 14.

Art. 24. Relaciones personales entre los cónyuges.

1.  Las  relaciones  personales  entre  los  cónyuges  se  rigen  por  la  ley  del
domicilio conyugal.

2. Si éste no existiere, dichas relaciones se rigen por la ley del Estado del
último domicilio conyugal siempre que permanezca en el mismo alguno de los
cónyuges.

3.  Fuera  de  los  casos  anteriores,  las  cuestiones  que  se  susciten  sobre
relaciones personales entre los cónyuges se rigen por la ley del domicilio de
cualquiera de ellos. Si se produjere una controversia ante un tribunal judicial, el
actor podrá optar por la ley de cualquiera de esos domicilios.

Art. 25. Relaciones patrimoniales en el matrimonio.

1. Las convenciones matrimoniales sobre el régimen de bienes se rigen por la
ley del lugar de celebración del matrimonio.

2. En defecto de convención, dichas relaciones patrimoniales se rigen por la
ley del Estado del primer domicilio conyugal.

3. A falta de dicho domicilio o siendo imposible determinarlo, las relaciones
patrimoniales se rigen por la ley del Estado dentro del cual ambos cónyuges
tenían sus respectivos domicilios al momento de la celebración del matrimonio.

4. Fuera de estos casos, las relaciones patrimoniales entre cónyuges se rigen
por la ley del Estado de celebración del matrimonio.

5. La ley que resulte aplicable en virtud de las normas anteriores rige en todo
lo que, sobre materia de estricto carácter real, no esté prohibido por la ley del
lugar de situación de los bienes.

6. En caso de que ambos cónyuges pasaren a domiciliarse en la República,
podrán hacer constar en instrumento público su opción por la aplicación del
derecho uruguayo.

Dicho documento surtirá efectos una vez inscripto en el registro respectivo.

7. La opción prescripta en el numeral anterior no tendrá efectos retroactivos
entre las partes salvo que éstas lo acordaren expresamente. En ningún caso
se afectará ni limitará los derechos adquiridos por terceros.

Art. 26. Separación conyugal y divorcio.

1.  La  separación  conyugal  y  el  divorcio  se  regirán  por  la  ley del  domicilio
conyugal.
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2.  Cuando  los  cónyuges  tuvieren  domicilios  en  Estados  diferentes,  la
separación conyugal y el divorcio se regirán por la ley del Estado del domicilio
del actor o del demandado, a opción del actor.

Art.27.- Uniones no matrimoniales.

1.  La  ley  del  lugar  de  la  constitución  de  las  uniones  no  matrimoniales
registradas o reconocidas por la autoridad competente, rige la capacidad de
las  personas  para  constituirla,  la  forma,  la  existencia  y  la  validez  de  las
mismas.

2. Los efectos derivados de estas uniones no matrimoniales se rigen por la ley
del Estado en donde se pretendan hacer valer.

Art. 28.- Filiación.

1. La filiación se rige por la ley del domicilio conyugal al tiempo del nacimiento
del hijo.

2.  En su defecto se rige por la ley del domicilio de la madre al  tiempo del
nacimiento del hijo.

3.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  filiación  puede  también  determinarse,
indistintamente:

a) conforme con la ley del Estado de su residencia habitual si la persona de
cuya filiación se trata es menor de edad;

b) conforme con la ley de su domicilio si la persona de cuya filiación se trata es
mayor de edad;

c) conforme a la ley del Estado del domicilio del demandado, o la del último
domicilio de éste si ha fallecido.

Art. 29.- Obligaciones alimentarias

Las obligaciones alimentarias, así como las calidades de acreedor y de deudor
de alimentos se regulan por la ley del Estado del domicilio o residencia habitual
del acreedor de alimentos o por la ley del Estado del domicilio o residencia
habitual del deudor de alimentos, a opción del acreedor.

V. SUCESIONES

Artículo 30.- Sucesiones.

1. La sucesión testamentaria o intestada se rige:

a) por la ley del lugar de la situación de los bienes al tiempo de fallecimiento
del  causante,  en  cuanto  a  los  inmuebles  y  otros  cuya  inscripción  en  los
registros públicos de la República fuere obligatoria; y
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b)  por  la  ley  del  último  domicilio  de  causante  en  cuanto  a  los  bienes  no
comprendidos en el literal precedente.

2. La ley de la sucesión rige la capacidad y títulos del heredero o legatario para
suceder, la existencia y proporción de las asignaciones forzosas, el orden de
llamamiento, la porción de libre disponibilidad, los legados, la obligación de
colacionar, los efectos del testamento y, en suma, todo lo relativo a la misma.

Art. 31. Testamento

1. El testamento otorgado en el extranjero según las formas exigidas por la ley
del lugar de su otorgamiento, es válido y eficaz en la República.

2. La capacidad para otorgar testamento se rige por la ley del domicilio del
testador al tiempo del otorgamiento.

Art. 32. Deudas hereditarias

Los créditos que deben ser satisfechas en la República gozarán de preferencia
sobre los bienes allí existentes al tiempo de la muerte del causante.

Se exceptúan de esta regla los créditos con garantía real sobre bienes del
causante, cualquiera fuese el lugar donde hubiesen sido contraídos.

VI. PERSONAS JURIDICAS

Artículo 33.- Ley aplicable.

1. Las personas jurídicas de derecho privado se rigen por la ley del lugar de su
constitución en cuanto a su existencia, naturaleza, capacidad para ser titular
de  derechos  y  obligaciones,  funcionamiento,  representación,  disolución  y
liquidación.

2.  Se  entiende  por  ley  del  lugar  de  constitución  la  del  Estado  donde  se
cumplan los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de tales
personas.

Art. 34.- Domicilio.

1. Las personas jurídicas de derecho privado, tienen su domicilio donde está
situado el asiento principal de sus negocios.

2. Los establecimientos, sucursales o agencias constituidos en un Estado por
una persona jurídica con domicilio en otro, se consideran domiciliados en el
lugar en donde funcionan, en lo concerniente a los actos que allí practiquen.

Art. 35.- Estados y personas de derecho público extranjeras.

1. El Estado y las personas de derecho público extranjeros serán reconocidos
de  pleno  derecho  en  la  República.  Para  su  actuación  en  actividades  de
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carácter privado en la República, deberán someterse en lo pertinente a las
leyes de ésta.

2. Las disposiciones de la presente ley, en cuanto corresponda, son aplicables
a  las  relaciones  de  carácter  privado  internacional  de  las  que  son  parte  el
Estado y las personas de derecho público extranjeros.

Art. 36. Reconocimiento de las personas de derecho privado.

Las personas jurídicas de derecho privado constituidas conforme a la ley del
lugar de su constitución, serán reconocidas de pleno derecho en la República.
Podrán realizar actos instrumentales o accesorios a su objeto, tales como estar
en juicio, así como actos aislados de su objeto social.

Art. 37. Actuación de las personas de derecho privado.

1. Si la persona jurídica se propusiera el ejercicio de actos comprendidos en su
objeto social en forma habitual, deberá hacerlo mediante el establecimiento de
algún tipo de representación permanente, cumpliendo los requisitos exigidos
por las normas nacionales.

2. Si estableciere la sede principal o la sede efectiva de su administración o su
objeto  especial  estuviere  destinado  a  cumplirse  en  la  República,  deberá
cumplir los requisitos de constitución que establezcan las leyes de ésta.

3.  Por sede principal  se entiende a los efectos de la presente ley el  lugar
donde se halla  la  sede de los órganos de decisión superior de la  persona
jurídica de que se trate.

Art.38.- Exclusión.

Las  normas  contenidas  en  el  presente  capítulo  no  se  aplicarán  a  las
sociedades comerciales, las cuales se rigen por normas especiales.

VII. BIENES

Artículo 39. Ley aplicable.

Los bienes se regulan por la ley del Estado donde están situados, en cuanto a
su calidad, posesión, enajenabilidad absoluta o relativa y a todas las relaciones
de carácter real de que son susceptibles.

Art. 40.- Localización.

1. Los bienes en tránsito se reputan situados, a los efectos de la constitución o
cesión de derechos, en el lugar de destino.

2. Los derechos sobre créditos y valores, titulados o no, se reputan situados:

a) en el lugar donde la obligación de su referencia debe cumplirse;
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b)  si  al  tiempo  de  la  constitución  de  tales  derechos  ese  lugar  no  pudiere
determinarse, se reputarán situados en el  domicilio que en aquel  momento
hubiere constituido el deudor de la obligación de su referencia;

c)  en su defecto,  se reputarán situados en el  domicilio  de dicho deudor  al
tiempo de constituirse los derechos, o su domicilio actual, a opción de quien
invocare los mismos.

3. Los títulos representativos de acciones, bonos u obligaciones societarias se
reputan situados en el lugar de la constitución de la sociedad que los emitió.

4. Los buques y aeronaves en aguas o espacios no jurisdiccionales, se reputan
situados en el lugar de su matrícula.

5.  Los  cargamentos  de  los  buques  o  aeronaves  en  aguas  o  espacios  no
jurisdiccionales se reputan situados en el  lugar del destino definitivo de las
mercaderías.

Art. 41.- Cambio de situación de los bienes muebles.

1.  El  cambio  de  situación  de  los  bienes  muebles  no  afecta  los  derechos
adquiridos con arreglo a la ley del lugar en donde existían al  tiempo de su
adquisición.

2.  Los  derechos  que  adquieran  los  terceros  sobre  los  mismos  bienes,  de
conformidad con la ley del lugar de su nueva situación, después del cambio
operado,  prevalecen  sobre  los  del  primer  adquirente  si  éste  ha  dado  su
expreso  consentimiento  de  modo  comprobable  para  el  traslado  y  no  ha
cumplido con los requisitos exigidos por la ley de la nueva situación para la
conservación de sus derechos.

Art. 42. Partición.

1. La partición, cualquiera sea la causa de la indivisión, se rige por la ley del
lugar de celebración del acuerdo particionario.

2. Los coindivisarios pueden acordar la partición de todos los bienes indivisos,
cualquiera  sea  la  causa  de  la  indivisión,  aunque  ellos  estén  situados  en
distintos Estados.

3. La partición judicial, se rige por la ley del Estado en que radica el proceso.

VIII. FORMA DE LOS ACTOS.

Artículo 43. Forma y validez de los actos.

1. La ley que rige los actos jurídicos decide sobre la calidad del documento
necesario para la validez y eficacia de tales actos.
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2. Las formas instrumentales de los actos jurídicos se rigen por la ley del lugar
donde se celebran u otorgan.

3. El registro y la publicidad se rigen por la ley de cada Estado.

IX. OBLIGACIONES

Sección I

Obligaciones contractuales

Artículo 44.- Internacionalidad del contrato.

Se entiende que un contrato es internacional si las partes tienen su residencia
habitual o su establecimiento en Estados diferentes o el contrato tiene vínculos
objetivos  relevantes  con  más  de  un  Estado.  El  contrato  no  puede  ser
internacionalizado por mera voluntad de las partes.

Art. 45. Ley aplicable sin acuerdo de partes.

En  defecto  de  elección  del  derecho  aplicable  de  conformidad  con  lo
establecido en el artículo 48, o si tal elección resultare inválida o ineficaz, los
contratos internacionales se rigen en cuanto a su existencia, validez total  o
parcial, interpretación, efectos, modos de extinción de las obligaciones, y en
suma todo lo relativo a cualquier aspecto de los mismos, por la ley que resulte
de aplicar los siguientes criterios:

1)  Los contratos sobre cosas ciertas e individualizadas,  se rigen por  la  ley
donde ellas existían al tiempo de su celebración;

2) Los que recaigan sobre cosa fungible o cosas determinadas por su género,
por la ley del domicilio del deudor de la obligación característica del contrato, al
tiempo en que fueron celebrados.

3) Los que versen sobre prestación de servicios:

a) si el servicio recae sobre cosas, por la ley del lugar donde ellas existían al
tiempo de su celebración;

b)  si  su eficacia se relaciona con algún lugar especial,  por la  de aquél  en
donde hayan de producir sus efectos;

c) fuera de estos casos, por la ley del  lugar del domicilio del deudor de la
prestación característica del contrato al tiempo de la celebración del mismo.

Art.46. Criterio subsidiario.

Se rigen por la ley del lugar de su celebración, los actos y contratos respecto
de  los  cuales  no  pueda  determinarse  la  ley  aplicable  al  tiempo  de  ser
celebrados, según las reglas contenidas en la disposición anterior.
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Art.47. Contratos a distancia.

El perfeccionamiento de los contratos celebrados a distancia, se rige por la ley
de la residencia habitual o establecimiento de la persona de la cual partió la
oferta aceptada.

Art. 48. Ley aplicable por acuerdo de partes

1.  Los  contratos  internacionales  pueden  ser  sometidos  por  las  partes  al
derecho que ellas elijan.

2. La remisión al derecho vigente en un Estado debe entenderse con exclusión
de sus normas relativas al conflicto de leyes.

3.  El  acuerdo  de  las  partes  sobre  esta  elección  debe  ser  expreso  o
desprenderse inequívocamente de las cláusulas contractuales consideradas
en su conjunto. Dicha elección podrá referirse a la totalidad del contrato o a
una parte del mismo.

4. La elección del derecho puede ser hecha o modificada en todo momento. Si
ella es posterior a la celebración del contrato, se retrotrae al momento de su
perfeccionamiento,  bajo  reserva  de  los  derechos  de  terceros  y  de  lo  ya
ejecutado conforme a la ley oportunamente aplicable.

5.  No se  admitirá  la  elección de ley aplicable al  contrato  de  transporte de
mercaderías documentado exclusivamente por carta de porte, conocimiento de
embarque,  guía aérea,  documento de transporte multimodal,  o  documentos
análogos, cuando éstas deban entregarse en la República.

Art.49. Alcance del acuerdo de elección.

La elección de la ley aplicable no supone la elección de foro, ni la elección de
foro supone la elección del derecho aplicable.

Art. 50. Soluciones especiales:

No son aplicables las normas anteriores del presente capítulo a los siguientes
contratos aunque revistan la calidad de internacional, los cuales se regirán por
las normas que a continuación se indican.

1. Se rigen por la ley de la República los contratos que constituyan, modifiquen
o  transfieran  derechos  reales  y  los  contratos  de  arrendamientos  sobre
inmuebles situados en ella.

2. Las obligaciones contractuales que tienen como objeto cuestiones derivadas
del  estado  civil  de  las  personas,  sucesorias,  testamentarias,  regímenes
matrimoniales o aquellas que dimanan de relaciones de familia, se rigen por la
ley que regula la respectiva categoría.
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3. Las obligaciones derivadas de títulos valores, y la capacidad para obligarse
por estos títulos, se rigen por la ley del lugar donde son contraídas.

La forma del giro, endoso, aval, intervención, aceptación o protesto del título
de crédito, se rige por la ley del lugar en que cada uno de dichos actos se
realice.

Cuando  el  título  no  indicare  el  lugar  en  que  se  hubiere  contraído  una
obligación, ésta se regirá por la ley del lugar donde la misma deba ser pagada,
y si tal lugar no constare, por la del lugar de su emisión.

4. Las obligaciones provenientes de la venta, transferencia o comercialización
de bienes en los mercados de valores, se rigen por la ley del Estado de su
emisión, sin perjuicio de la elegida por las partes cuando ésta fuese reconocida
por dicha ley, y de lo establecido en leyes especiales.

5. Los contratos otorgados en relaciones de consumo se rigen:

a)  por  la  ley del  Estado donde los bienes se adquieren o  los servicios se
utilizan por parte del consumidor;

b) en caso de que los bienes se adquieran o los servicios se utilicen en más de
un  país  o  no  pudiere  por  otras  circunstancias  determinarse  dicha  ley,  se
regirán de conformidad por la ley del lugar del domicilio del consumidor;

c) en los contratos celebrados a distancia, así como cuando la celebración ha
sido  precedida  de  ofertas  o  publicidad  específica  en  el  domicilio  del
consumidor,  se  aplicará la  ley de  este  Estado,  siempre que el  consumidor
hubiere prestado su consentimiento en él.

6. Los contratos individuales de trabajo en relación de dependencia –excepto
los de trabajo a distancia- se rigen por la ley del  lugar donde se presta el
trabajo o por la ley del domicilio del trabajador o por la ley del domicilio del
empleador, a elección del trabajador.

Pero una vez determinada la misma, regirá todos los aspectos de la relación
laboral.

7. Los contratos de seguros terrestres, se rigen por la ley del Estado en donde
están situados los bienes objeto del seguro en la época de su celebración.

8. Los contratos de seguros sobre vida y los contratos de seguros marítimos y
aéreos, se rigen por la ley del Estado en el cual está domiciliada la compañía
aseguradora o sus sucursales o agencias que hayan celebrado el contrato.

Art. 51. Usos y Principios.
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Se  aplicarán,  cuando  corresponda,  los  usos  y  principios  del  derecho
contractual  internacional  de general  aceptación o recogidos por organismos
internacionales de los que Uruguay forme parte (artículo 13 numeral 4).

Sección II

Obligaciones que nacen sin convención

Artículo 52. Ley aplicable

1. Las obligaciones no contractuales se rigen por la ley del lugar donde se
produjo el hecho o acto, lícito o ilícito, que las genera o por la ley del lugar
donde se produjo el daño, a opción del damnificado.

2.  Si  el  demandado  por  el  hecho  dañoso  y  el  reclamante  por  este  hecho
tuvieren su domicilio en el mismo Estado, se aplicará la ley de éste.

3. Si el  hecho dañoso se produjere durante la navegación aérea, marítima,
fluvial  o  lacustre  en  zona  no  sujeta  a  soberanía  estatal  exclusiva,  se
considerará que el mismo se produjo en el Estado de la bandera del buque o
registro  de  la  aeronave,  sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  las  normas
especiales.

4. Las obligaciones no contractuales que nacen por disposición de la ley, se
rigen por la ley que regula la categoría jurídica a que responden.

Art. 53. Ámbito de aplicación de la ley.

La  ley  aplicable  a  las  obligaciones  no  contractuales,  rige  el  alcance  y  las
condiciones  de  la  responsabilidad,  comprendiendo  la  determinación  de  las
personas  que  son  responsables  por  sus  propios  actos,  las  causas  de
exoneración,  los  límites,  la  distribución  y  división  de  la  responsabilidad,  la
existencia y naturaleza de los daños indemnizables, las modalidades y cuantía
de  la  indemnización,  la  transmisibilidad  del  derecho  de  indemnización,  los
sujetos pasibles de indemnización, la responsabilidad por hecho ajeno, y la
prescripción,  caducidad  y  cualquier  otra  forma  de  extinción  de  la
responsabilidad  incluyendo  la  determinación  del  comienzo,  suspensión  e
interrupción de los plazos respectivos.

X. PRESCRIPCIÓN

Artículo 54. Prescripción adquisitiva.

1. La prescripción adquisitiva de bienes muebles o inmuebles se rige por la ley
del lugar donde están situados.

2. Si el bien fuese mueble y hubiere cambiado de situación, la prescripción se
regirá  por la ley del  lugar de la  situación en la que hubiere completado el
tiempo necesario para prescribir.
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Art. 55. Prescripción extintiva

1. La prescripción extintiva de las acciones personales se rige por la ley a que
las obligaciones correlativas están sujetas.

2. La prescripción extintiva de acciones reales se rige por la ley del lugar de
situación del bien.

Si el bien fuere mueble y hubiere cambiado de situación, la prescripción se
regirá por la ley del lugar de la situación en el que se haya completado el
tiempo necesario para prescribir.

XI. JURISDICCIÓN INTERNACIONAL

Artículo. 56. Soluciones generales.

Sin perjuicio de las normas contenidas en las convenciones internacionales, o
en defecto de ellas, los tribunales de la República tienen competencia en la
esfera internacional:

1. Cuando la parte demandada, persona física o jurídica, está domiciliada en la
República o ha constituido domicilio contractual en ella;

2.  Cuando  la  parte  demandada  tiene  en  el  territorio  de  la  República
establecimiento, agencia, sucursal o cualquier otra forma de representación, a
través de la cual ha celebrado el contrato, o ha intervenido en el hecho que da
origen al juicio.

3. Cuando la materia que constituye el objeto de la pretensión deducida se rige
por  la  ley  uruguaya  según  las  normas  sobre  conflictos  de  leyes  de  la
República.

4.  Para  juzgar  la  pretensión  objeto  de  una  reconvención,  cuando  tenga
jurisdicción internacional respecto de la acción que dio mérito a la misma;

5. Para conocer de una demanda en garantía o intervención de terceros en el
proceso, siempre que exista conexión razonable entre las pretensiones y no se
afecte el derecho de defensa de los terceros citados.

6. Para conocer de demandas o pretensiones que se encuentren ligadas por
vínculos estrechos a otra a cuyo respecto los tribunales de la República sean
competentes en la esfera internacional, cuando exista interés en instruirlas y
juzgarlas  conjuntamente,  a  fin  de  evitar  soluciones  inconciliables  si  los
procesos se entablaren en distintas jurisdicciones internacionales.

7.  En  caso  de  acciones  personales,  cuando  el  demandado,  después  de
promovida la acción, comparezca en el proceso ejerciendo actos positivos de
defensa, sin cuestionar la jurisdicción internacional del tribunal de la República
en el momento procesal pertinente;
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8. Cuando, aún careciendo de competencia en la esfera internacional según
otras normas de la presente ley, se cumplan acumulativamente los siguientes
requisitos:

a) la intervención del tribunal sea necesaria para evitar denegación de justicia;

b) que la causa se revele de imposible juzgamiento en otro Estado o no sea
posible razonablemente exigir que la demanda sea promovida en el extranjero;

c) el caso tenga vínculos relevantes con la República;

d) sus tribunales estén en condiciones de garantizar el debido proceso y;

e) la sentencia que se dicte sea susceptible de cumplimiento o ejecución.

9. Para adoptar medidas provisorias o conservatorias, aún cuando no sean
competentes  para  conocer  el  fondo  del  asunto,  de  conformidad  con  lo
establecido en el artículo 535 del Código General del Proceso.

Art.57. Litispendencia.

Cuando  un  juicio  iniciado  previamente  con  el  mismo  objeto  y  causa  se
encuentre  pendiente  entre  las  mismas partes  en un Estado extranjero,  los
tribunales  de  la  República  podrán  suspender  el  juicio  en  que  están
conociendo, si es previsible que la jurisdicción extranjera dicte una decisión
que pueda ser reconocida en la República.

Art. 58. Soluciones especiales.

Los  Tribunales  de  la  República  tienen,  además,  competencia  en  la  esfera
internacional:

a) Respecto de medidas cautelares o de urgencia en materia de protección de
incapaces, cuando el incapaz se encuentre en territorio de la República.

b)  En  materia  de  restitución  y  tráfico  de  menores,  cuando  el  menor  tiene
residencia habitual en territorio de la República, sin perjuicio de la competencia
de urgencia (artículo 21.3).

c)  En materia  de  relaciones personales  entre  los  cónyuges,  separación  de
cuerpos y divorcio, si el actor tiene domicilio en la República.

d) En materia de relaciones de consumo, si el consumidor es el demandante
en  tanto  en  la  República  se  hubiere  celebrado  el  contrato;  o  se  hubiere
efectuado en la República la prestación del servicio o la entrega de los bienes
objeto de la relación de consumo;

e) En materia de contratos de trabajo, cuando el reclamante es el trabajador y
se domicilia en la República.
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Art.59. Jurisdicción en materia contractual

1.  En materia  de  obligaciones contractuales  son competentes  en la  esfera
internacional los tribunales del Estado a cuya jurisdicción los contratantes han
acordado  someterse  por  escrito,  siempre  que  tal  acuerdo  no  haya  sido
obtenido en forma claramente abusiva, teniendo en cuenta el caso concreto.

2. No se admitirá el acuerdo de partes para la determinación de la jurisdicción
internacional en los contratos que versen sobre las materias relacionadas en el
numeral 5 del artículo 48 y en el artículo 50.

3. El acuerdo sobre la elección de jurisdicción puede otorgarse en el momento
de celebración del negocio jurídico correspondiente, durante su vigencia, o una
vez surgido el litigio.

4.  En  ausencia  de  acuerdo,  serán  de  aplicación  las  demás  soluciones
generales establecidas en el presente capítulo.

Art.60. Jurisdicción Exclusiva

La  jurisdicción  exclusiva  de  los  tribunales  de  la  República  tiene  carácter
excepcional,  debe  interpretarse  restrictivamente,  y  carece  de  fuero  de
atracción sobre otras cuestiones que puedan plantearse respecto del mismo
asunto.

En  especial  y  a  modo  de  ejemplo,  se  considera  materia  de  jurisdicción
exclusiva de la República las estrictamente concernientes a: derechos reales
sobre  bienes  situados  en  ella,  sistemas  registrales  organizados  por  ésta,
régimen de protección de la propiedad intelectual e industrial en su territorio, y
arrendamientos  de  bienes  inmuebles  situados  en  su  territorio  si  fuere  de
aplicación el régimen estatutario.

Artículo 61. Arbitraje

1. Es válido el acuerdo de partes en virtud del cual se obligan a someter a
decisión arbitral las diferencias que puedan surgir o que hayan surgido entre
ellas  en  relación  a  una  determinada  relación  privada,  contractual  o  no
contractual, comercial o civil, concerniente a un asunto que pueda ser resuelto
por arbitraje. El acuerdo respectivo deberá constar por escrito firmado por las
partes o en canje de cartas, telegramas o comunicaciones electrónicas.

2. Cuando la reclamación no supere el límite máximo de la competencia por
cuantía de los Juzgados de Paz Departamentales de la República, el acuerdo
arbitral podrá quedar sin efecto a instancias de cualquiera de las partes.

XII. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 62. Derogación.
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Derógase la Ley Nº 10.084, de 3 de diciembre de 1941 (Apéndice del Código
Civil).

Deróganse asimismo todas las disposiciones que se opongan a la presente
ley;  sin  perjuicio  de  las  normas  especiales  vigentes  sobre  determinadas
relaciones jurídicas, en lo que respecta a cuestiones no contempladas en esta
ley.

Art. 63. Vigencia.

Esta ley entrará en vigor 90 días después de su publicación en el Diario Oficial
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II.- Derecho Internacional Privado de Familia y Minoridad

II.I – Regulaciones supranacionales

II.I.I – Regulaciones multilaterales

1 – Regulaciones de alcance mundial

- Convención sobre los derechos del niño. Aprobada por ley Nº 16.137
del 26 de setiembre de 1990.

Prestación internacional de alimentos

- Convención sobre  reclamación de alimentos en el  extranjero  (Nueva
York, 1956). Aprobada por ley N° 16.477 del 10 de mayo de 1994.

Restitución internacional de menores

- Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción
Internacional de Menores (La Haya, 1980). Aprobada por ley N° 17.109
del 12 de mayo de 1999. 

Adopción internacional de menores

- Convenio de La Haya relativo a la protección del niño y a la cooperación
en materia de adopción internacional (La Haya, 1993). Aprobado por ley
N° 17.670 del 8 de julio de 2003.

Protección internacional de menores 

- Convención  de  La  Haya  relativa  a  la  competencia,  ley  aplicable,
reconocimiento, ejecución y cooperación en materia de responsabilidad
parental  y medidas para la protección de los niños (La Haya,  1996).
Aprobada por ley N° 18.535 del 11 de agosto de 2009.

2 – Regulaciones interamericanas

Adopción internacional de menores

- Convención  Interamericana  sobre  conflicto  de  leyes  en  materia  de
adopción de menores (La Paz, 1984). Aprobada por ley N° 18.336 del
21 de agosto de 2008.
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Restitución internacional de menores

- Convención Interamericana sobre restitución internacional de menores
(Montevideo, 1989).  Aprobada por ley N° 17.335 del 17 de mayo de
2001.

Prestación internacional de alimentos

- Convención  Interamericana  sobre  obligaciones  alimentarias
(Montevideo,  1989).  Aprobada por  ley  N°  17.334 del  17  a  mayo  de
2001.

Tráfico internacional de menores

- Convención  Interamericana  sobre  tráfico  internacional  de  menores
(México,  1994).  Aprobada  por  ley  N°  16.860  del  9  de  setiembre  de
1997.

3  –  Regulaciones  de  alcance  regional:  Tratados  de  Montevideo  de
Derecho Internacional de 1889 y 1940. 

Ver  textos  de  derecho  positivo  en  el  Capítulo  III  –  “Derecho  Internacional
Privado Civil y Comercial – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver arts. 1 en ambos Tratados.

o Ausencia: ver arts. 10 y 12 respectivamente.

o Matrimonio: ver arts. 11 y 13 respectivamente.

o Divorcio y separación conyugal: ver arts. 13 y 15 respectivamente.

o Relaciones  personales  de  los  cónyuges:  ver  arts.  12  y  14

respectivamente.

o Filiación: ver arts. 16 a 18 y 20 a 24 respectivamente.

o Protección de incapaces (patria potestad, tutela y curatela): ver arts.

14 a 15 y 19 a 23, así como 18 a 19 y 25 a 29 respectivamente.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver arts. 40 a 43 y 16 a 17

respectivamente.

o Sucesión: ver art. 44 a 50 en ambos tratados.
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II.I.II – Regulaciones bilaterales

- Convenio  entre  la  República  Argentina  y  la  República  Oriental  del
Uruguay  sobre  protección  internacional  de  menores.  Aprobado  por
decreto ley 15.218 del 17 de noviembre de 1981. 

- Convenio  entre  la  República  de  Chile  y  la  República  Oriental  del
Uruguay  sobre  restitución  internacional  de  menores.  Aprobado  por
decreto ley 15.250 del 23 de marzo de 1982.

- Convenio sobre restitución internacional de menores entre la República
del Perú y la República Oriental del Uruguay. Aprobado por decreto ley
15.720 del 30 de enero de 1985.

- Convenio sobre reclamación internacional y ejecución de la sentencia
en materia de alimentos entre la República Oriental del Uruguay y la
República del Perú. Aprobado por decreto ley 15.719 del 30 de enero de
1985.

    

II.II – Regulaciones de fuente nacional

- Apéndice del Código Civil. 

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del
Derecho Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver. art. 2393.

o Matrimonio: ver art. 2395.

o Divorcio, relaciones personales de los cónyuges y relaciones de los

padres con sus hijos: ver art. 2396.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver art. 2397.

o Sucesión: ver art. 2400.

- Adopción  Internacional.  Disposiciones  del  Código  de  la  Niñez  y  la
Adolescencia (ley 17.823 del 7 de setiembre de 2004, en la redacción
dada por la ley 18.590 del 9 de setiembre de 2009).

- Ley 18.895 del 20 de abril de 2012: Restitución de personas menores
de dieciséis años trasladadas o retenidas ilícitamente.

- Proyecto de ley general de Derecho Internacional Privado.
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Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del
Derecho Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver art. 17 y 20.

o Protección de incapaces: ver art. 21. 

o Matrimonio: ver art. 22.

o Uniones no matrimoniales: ver art. 27.

o Filiación: ver art. 28.

o Obligaciones alimentarias: ver art. 29.

o Relaciones personales entre los cónyuges: ver art. 24.

o Divorcio y separación conyugal: ver art. 26.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver art. 25.

o Sucesión: ver art. 18, 30, 31 y 32.
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Derecho Internacional Privado de Familia y Minoridad – Regulaciones de
Derecho Positivo 

- Convención sobre los derechos del niño. Aprobada por ley Nº 16.137
del 26 de setiembre de 1990.

PARTE I

Artículo 1

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por niño todo ser
humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la ley que le
sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad.

Artículo 2

1. Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente
Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin
distinción alguna, independientemente de la raza, el color, el sexo, el Idioma, la
religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social,
la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra
condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales.

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para garantizar
que el niño se vea protegido contra toda forma de discriminación o castigo por
causa  de  la  condición,  las  actividades,  las  opiniones  expresadas  o  las
creencias de sus padres, o sus tutores o de sus familiares.

Artículo 3

1. En  todas  las  medidas  concernientes  a  los  niños  que  tomen  las
Instituciones  públicas  o  privadas  de  bienestar  social,  los  tribunales,  las
autoridades  administrativas  o  los  órganos  legislativos,  una  consideración
primordial a que se atenderá será el Interés superior del niño.

2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el
cuidado  que  sean  necesarios  para  su  bienestar,  teniendo  en  cuenta  los
derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de
él  ante  la  ley  y,  con  ese  fin,  tomarán  todas  las  medidas  legislativas  y
administrativas adecuadas.

3. Los Estados Partes se asegurarán de que las instituciones,  servicios y
establecimientos encargados del cuidado o la protección de los niños cumplan
las normas establecidas por las autoridades competentes, especialmente en
materia  de  seguridad,  sanidad,  número y  competencia  de  su  personal,  así
como en relación con la existencia de una supervisión adecuada.

Artículo 4
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Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas
y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente
Convención.  En  lo  que  respecta  a  los  derechos  económicos,  sociales  y
culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los
recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la
cooperación Internacional.

Artículo 5

Los  Estados  Partes  respetarán  las  responsabilidades,  los  derechos  y  los
deberes de los padres o, en su caso, de los miembros de la familia ampliada o
de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras
personas encargadas legalmente del niño de Impartirle, en consonancia con la
evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el
niño ejerza los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 6

1. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a
la vida.

2. Los  Estados  Partes  garantizarán  en  la  máxima  medida  posible  la
supervivencia y el desarrollo del niño.

Artículo 7

1. El niño seré inscripto Inmediatamente después de su nacimiento y tendrá
derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y,  en la
medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.

2. Los  Estados  Partes  velarán  por  la  aplicación.  de  estos  derechos  de
conformidad  con  su  legislación  nacional  y  las  obligaciones  que  hayan
contraído en virtud  de los  Instrumentos  internacionales  pertinentes  en esta
esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida.

Artículo 8

1. Los  Estados Partes  se  comprometen a  respetar  el  derecho  del  niño  a
preservar su Identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones
familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas.

2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de
su Identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia
y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su Identidad.

Artículo 9

1. Los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres
contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las
autoridades  competentes  determinen,  de  conformidad  con  la  ley  y  los
procedimientos  aplicables,  que  tal  separación  es  necesaria  en  el  Interés
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superior  del  niño.  Tal  determinación  puede  ser  necesaria  en  casos
particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o
descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe
adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.

2. En cualquier procedimiento entablado de conformidad con el párrafo 1 del
presente artículo, se ofrecerá a todas las partes interesadas la oportunidad de
participar en él y de dar a conocer sus opiniones.

3. Los Estados Partes respetarán el derecho del niño que esté separado de
uno o de ambos padres a mantener relaciones personales y contacto directo
con  ambos  padres  de  modo  regular,  salvo  si  ello  es  contrario  al  interés
superior del niño.

4. Cuando esa separación sea resultado de una medida adoptada por  un
Estado Parte, como la detención, el encarcelamiento, el exilio, la deportación o
la  muerte  (incluido  el  fallecimiento  debido  a  cualquier  causa  mientras  la
persona esté bajo la custodia del Estado) de uno de los padres del niño, o de
ambos, o del niño, el  Estado Parte proporcionará, cuando se le pida, a los
padres, al  niño o, si  procede, a otro familiar, información básica acerca del
paradero  del  familiar  o  familiares  ausentes,  a  no  ser  que  ella  resultase
perjudicial  para  el  bienestar  del  niño.  Los  Estados  Partes  se  cerciorarán,
además,  de  que  la  presentación  de  tal  petición  no  entrame  por  sí  misma
consecuencias desfavorables para la persona o personas interesadas.

Artículo 10

1. De conformidad con la  obligación que incumbe a los Estados Partes a
tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 9, toda solicitud hecha por un
niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir de él a los
efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de
manera positiva, humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán,
además,  que  la  presentación  de  tal  petición  no  traerá  consecuencias
desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares.

2. El  niño cuyos  padres residan en Estados diferentes  tendrán derecho a
mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales,  relaciones
personales  y  contactos  directos  con  ambos  padres.  Con  tal  fin,  y  de
conformidad con la obligación asumida por los Estados Partes en virtud del
párrafo 2 del artículo 9, los Estados Partes respetarán el derecho del niño y de
sus padres a salir de cualquier país, Incluido el propio, y de entrar en su propio
país.  El  derecho  de  salir  de  cualquier  país  estará  sujeto  solamente  a  las
restricciones  estipuladas  por  ley  y  que  sean  necesarias  para  proteger  la
seguridad  nacional,  el  orden  público,  la  salud  o  la  moral  públicas  y  los
derechos y libertades de otras personas y que estén en consonancia con los
demás derechos reconocidos por la presente Convención.

Artículo 11

1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados
ilícitos de niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero.
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2. Para este fin, los Estados Partes promoverán la concertación de acuerdos
bilaterales o multilaterales o la adhesión a acuerdos existentes.

Artículo 12

1. Los  Estados  Partes  garantizarán  al  niño  que  esté  en  condiciones  de
formarse un juicio  propio  el  derecho de expresar  su opinión libremente en
todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose debidamente en cuenta las
opiniones del niño, en función de la edad y madurez del niño.

2. Con tal f in, se dará en particular al niño oportunidad de ser escuchado en
todo  procedimiento  judicial  o  administrativo  que  afecte  al  niño,  ya  sea
directamente o por medio de un representante o de un órgano apropiado, en
consonancia con las normas de procedimiento de la ley nacional.

Artículo 13

1. El niño tendrá derecho a la libertad de expresión; ese derecho Incluirá la
libertad de buscar,  recibir y difundir Informaciones e ideas de todo tipo, sin
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o impresas, en forma
artística o por cualquier otro medio elegido por el niño.

2. El ejercicio de tal derecho podrá estar sujeto a ciertos restricciones, que
serán únicamente las que la ley prevea y sean necesarias:

    a) Para el respeto de los derechos o la reputación de los demás; o

    b) Para la protección de la seguridad nacional o el orden público o para
proteger la salud o la moral públicas.

Artículo 14

1. Los  Estados  Partes  respetarán  el  derecho  del  niño  a  la  libertad  de
pensamiento, de conciencia y de religión.

2. Los Estados Partes respetarán los derechos y deberes de los padres y, en
su caso, de los representantes legales, de guiar al niño en el ejercicio de su
derecho de modo conforme a la evolución de sus facultades.

3. La libertad de profesar la propia religión o las propias creencias estará
sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias
para  proteger  19  seguridad,  el  orden,  la  moral  o  la  salud  públicos  o  los
derechos y libertades fundamentales de los demás.

Artículo 15

1. Los  Estados  Partes  reconocen  los  derechos  del  niño  a  la  libertad  de
asociación y a la libertad de celebrar reuniones pacíficas.

2. No se Impondrán restricciones al ejercicio de estos derechos distintas de
las establecidas de conformidad con la  ley y  que sean necesarias  en una
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sociedad democrática, en Interés de la seguridad nacional o pública, el orden
público, la protección de la salud y la moral públicas o la protección de los
derechos y libertades de los demás.

Artículo 16

1. Ningún niño será objeto  de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida
privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a
su honra y a su reputación.

2. El niño tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o
ataques.

Artículo 17

Los Estados Partes reconocen la Importante función que desempeñan los
medios de comunicación y velarán porque el niño tenga acceso a información
y material procedentes de diversas fuentes nacionales e internacionales, en
especial  la  información y  el  material  que tengan por  finalidad promover  su
bienestar social, espiritual y moral y su salud física y mental. Con tal objeto, los
Estados Partes:

    a) Alentarán  a  los  medios  de  comunicación  a  difundir  Información  y
materiales  de interés  social  y  cultural  para  el  niño,  de  conformidad con el
espíritu del artículo     29;

    b) Promoverán  la  cooperación  internacional  en  la  producción,  el
intercambio y la difusión de esa información y esos materiales procedentes de
diversas fuentes culturales, nacionales e internacionales;

    c) Alentarán la producción y difusión de libros para niños;

    d) Alentarán a los medios de comunicación a que tengan particularmente
en  cuenta  las  necesidades  lingüísticas  del  niño  perteneciente  a  un  grupo
minoritario o que sea indígena;

    e) Promoverán la elaboración de directrices apropiadas para proteger al
niño contra toda Información y material perjudicial para su bienestar, teniendo
en cuenta las disposiciones de los artículos 13 y 18.

Artículo 18

1. Los  Estados  Partes  pondrán  el  máximo  empeño  en  garantizar  el
reconocimiento  del  principio  de  que  ambos  padres  tienen  obligaciones
comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a
los  padres  o,  en  su  caso,  a  los  representantes  legales  la  responsabilidad
primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental
será el Interés superior del niño.

2. A los  efectos de garantizar  y  promover  los derechos enunciados en la
presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a
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los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones
en  lo  que  respecta  a  la  crianza  del  niño  y  velarán  por  la  creación  de
Instituciones, Instalaciones y servicios para el cuidado de los niños.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los
niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e
instalaciones  de  guarda  de  niños  para  los  que  reúnen  las  condiciones
requeridas.

Artículo 19

1. Los  Estados  Partes  adoptarán  todas  las  medidas  legislativas,
administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra
toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente,
malos  tratos  o  explotación,  Incluido  el  abuso  sexual,  mientras  el  niño  se
encuentre  bajo  la  custodia  de  los  padres,  de  un  representante  legal  o  de
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo.

2. Esas medidas de protección deberían comprender y según corresponda,
procedimientos eficaces para el  establecimiento de programas sociales con
objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes cuidan de él,
así como para otras formas de prevención y para la Identificación, notificación,
remisión a una institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de
los casos antes descritos de malos tratos al  niño y,  según corresponda, la
intervención judicial.

Artículo 20

1. Los niños temporal o permanentemente privados de su medio familiar, o
cuyo  superior  interés  exija  que  no  permanezcan  en  ese  medio,  tendrán
derecho a la protección y asistencia especiales del Estado.

2. Los  Estados  Partes  garantizarán,  de  conformidad  con  sus  leyes
nacionales, otros tipos de cuidado para esos niños.

3. Entre esos cuidados figurarán, entre otras cosas, la colocación en hogares
de guarda, la kafala del derecho islámico, la adopción, o de ser necesario la
colocación  en  instituciones  adecuadas  de  protección  de  menores.  Al
considerar las soluciones, se prestará particular atención a la conveniencia de
que haya continuidad en la educación del niño y a su origen étnico, religioso,
cultural y lingüístico.

Artículo 21

Los  Estados  Partes  que  reconocen  o  permiten  el  sistema  de  adopción
cuidarán de que el Interés superior del niño sea la consideración primordial y:

    a) Velarán  porque  la  adopción  del  niño  sólo  sea  autorizada  por  las
autoridades competentes, las que determinarán, con arreglo a las leyes y a los
procedimientos aplicables y sobre la base de toda la información pertinente y,
fidedigna, que la adopción es admisible en vista de la situación jurídica del niño
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en relación con sus padres, parientes y representantes legales y que, cuando
así se requiera, las personas interesadas hayan dado con conocimiento de
causa su consentimiento a la adopción sobre la base del asesoramiento que
pueda ser necesario;

    b) Reconocerán que la adopción en otro país puede ser considerada como
otro medio de cuidar del niño, en el caso de que éste no pueda ser colocado
en un hogar de guarda o entregado a una familia adoptiva o no pueda ser
atendido de manera adecuada en el país de origen;

    c) Velarán porque el niño que haya de ser adoptado en otro país goce de
salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto de la adopción
en el país de origen;

    d) Adoptarán todas las medidas apropiadas para garantizar que, en el caso
de adopción en otro país, la colocación no dé lugar a beneficios financieros
indebidos para quienes participan en ella;

    e) Promoverán,  cuando  corresponda,  los  objetivos  del  presente  artículo
mediante la concertación de arreglos o acuerdos bilaterales o multilaterales y
se esforzarán, dentro de este marco, por garantizar que la colocación del niño
en  otro  país  se  efectúe  por  medio  de  las  autoridades  u  organismos
competentes.

Artículo 22

1. Los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño
que trate de obtener el estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado
de conformidad con el derecho y los procedimientos internacionales o Internos
aplicables reciba, tanto si está solo como si está acompañado de sus padres o
de cualquier otra persona, la' protección y la asistencia humanitaria adecuadas
para  el  disfrute  de  los  derechos  pertinentes  enunciados  en  la  presente
Convención y en otros Instrumentos internacionales de derechos humanos o
de carácter humanitario en que dichos Estados sean partes.

2. A  tal  efecto  los  Estados  Partes  cooperarán,  en  la  forma  que  estimen
apropiada,  en  todos  los  esfuerzos  de  las  Naciones  Unidas  y  demás
organizaciones  intergubernamentales  competentes  u  organizaciones  no
gubernamentales  que  cooperen  con  las  Naciones  Unidas  por  proteger  y
ayudar a todo niño refugiado y localizar a sus padres o a otros miembros de su
familia, a fin de obtener la información necesaria para que se reúna con su
familia. En los casos en que no se pueda localizar a ninguno de los padres o
miembros  de  la  familia,  se,  concederá  al  niño  la  misma protección  que  a
cualquier otro niño privado permanente o temporalmente de su medio familiar,
por cualquier motivo, como se dispone en la presente Convención.

Artículo 23

1. Los Estados Partes reconocen que el niño mental o físicamente Impedido
deberá disfrutar de una vida plena y decente en condiciones que aseguren su
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dignidad, le permitan llegar a bastarse a sí mismo y faciliten la participación
activa del niño en la comunidad.

2. Los  Estados  Partes  reconocen  el  derecho  del  niño  Impedido  a  recibir
cuidados especiales y alentarán y asegurarán,  con sujeción a los recursos
disponibles, la prestación al niño que reúna las condiciones requeridas y a los
responsables  de  su  cuidado  de  la  asistencia  que  se  solicite  y  que  sea
adecuada al estado del niño y a las circunstancias de sus padres o de otras
personas que cuiden de él.

3. En atención a las necesidades especiales del niño impedido, la asistencia
que se preste conforme al párrafo 2 del presente artículo será gratuita siempre
que sea posible, habida cuenta de la situación económica de los padres o de
las otras personas que cuiden del niño, y estará destinada a asegurar que el
niño impedido tenga un acceso efectivo a la educación, la capacitación, los
servicios  sanitarios,  los  servicios  de  rehabilitación,  la  preparación  para  el
empleo y las oportunidades de esparcimiento y reciba tales servicios con el
objeto  de  que  el  niño  logre  la  integración  social  y  el  desarrollo  individual,
incluido su desarrollo cultural y espiritual, en la máxima medida posible.

4. Los Estados Partes promoverán, con espíritu de cooperación Internacional,
el intercambio de Información adecuada en la esfera de la atención sanitaria
preventiva  y  del  tratamiento  médico,  psicológico  y  funcional  de  los  niños
impedidos,  Incluida  la  difusión  de  Información  sobre  los  métodos  de
rehabilitación y los servicios de enseñanza y formación profesional, así corno
el acceso a esa información a fin de que los Estados Partes puedan mejorar su
capacidad y conocimientos y ampliar su experiencia en estas esferas. A este
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países
en desarrollo.

Artículo 24

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto
nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y
la rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar
que  ningún  niño  sea  privado  de  su  derecho  al  disfrute  de  esos  servicios
sanitarios.

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y, en
particular adoptarán las medidas apropiadas para:

    a) Reducir la mortalidad Infantil y en la niñez;

    b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria
que sean necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la
atención primaria de salud;

    c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención
primaria de la salud mediante, 'entre otras cosas, la aplicación de la tecnología
disponible y el suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable
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salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio
ambiente;

    d) Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres;

    e) Asegurar  que  todos  los  sectores  de  la  sociedad,  y  en  particular  los
padres y los niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de
los niños, las ventajas de la lactancia materna, la higiene y el  saneamiento
ambiental  y  las medidas de prevención de accidentes,  tengan acceso a la
educación pertinente y reciban apoyo en la aplicación de esos conocimientos;

    f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y
la educación y servicios en materia de planificación de la familia.

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas
posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la
salud de los niños.

4. Los Estados Partes se comprometen a promover y alentar la cooperación
internacional  con  miras  a  lograr  progresivamente  la  plena  realización  del
derecho  reconocido  en  el  presente  artículo.  A  este  respecto,  se  tendrán
plenamente en cuenta las necesidades de los países en desarrollo.

Artículo 25

Los Estados Partes reconocen el derecho del niño que ha sido internado en
un establecimiento por las autoridades competentes para los fines de atención,
protección o tratamiento de su salud física o mental a un examen periódico del
tratamiento a que esté sometido y de todas las demás circunstancias propias
de su Internación.

Artículo 26

1. Los  Estados  Partes  reconocerán  a  todos  los  niños  el  derecho  a
beneficiarse de la seguridad social, incluso del seguro social, y adoptarán las
medidas  necesarias  para  lograr  la  plena  realización  de  este  derecho  de
conformidad con su legislación nacional.

2. Las prestaciones deberían concederse, cuando corresponda, teniendo en
cuenta  los  recursos  y  la  situación  del  niño  y  de  las  personas  que  sean
responsables  del  mantenimiento  del  niño,  así  como  cualquier  otra
consideración pertinente a una solicitud de prestaciones hecha por el niño o en
su nombre.

Artículo 27

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida
adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social.

2. A  los  padres  u  otras  personas  encargadas  del  niño  les  incumbe  la
responsabilidad  primordial  de  proporcionar,  dentro  de  sus  posibilidades  y
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medios  económicos,  las  condiciones  de  vida  que  sean  necesarias  para  el
desarrollo del niña.

3. Los  Estados Partes,  de  acuerdo con las  condiciones nacionales  y  con
arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres
y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y,
en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo,
particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda.

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar
el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que
tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto sí viven en el Estado
Parte como si  viven en el  extranjero. En particular,  cuando la persona que
tenga la responsabilidad financiera por el niño resida en un Estado diferente de
aquel en que resida el niño, los Estados Partes promoverán la adhesión a los
convenios internacionales o la concertación de dichos convenios, así como la
concertación de cualesquiera otros arreglos apropiados.

Artículo 28

1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a la educación y, a fin
de que se pueda ejercer progresivamente y en condiciones de igualdad de
oportunidades ese derecho, deberán en particular:

    a) Implantar la enseñanza primaría obligatoria y gratuita para todos;

    b) Fomentar  el  desarrollo,  en  sus  distintas  formas,  de  la  enseñanza
secundaria, incluida la enseñanza general y profesional, hacer que todos los
niños dispongan de ella y tengan acceso a ella y adoptar medidas apropiadas
tales  como  la  implantación  de  la  enseñanza  gratuita  y  la  concesión  de
asistencia financiera en caso de necesidad;

    c) Hacer  la  enseñanza superior  accesible  a todos,  sobre  la  base de la
capacidad, por cuantos medios sean apropiados;

    d) Hacer que todos los niños dispongan de información y orientación en
cuestiones educacionales y profesionales y tengan acceso a ellas;

    e) Adoptar medidas para fomentar la asistencia regular a las escuelas y
reducir la tasas de deserción escolar;

2. Los  Estados  Partes  adoptarán  cuantas  medidas  sean  adecuadas  para
velar porque la disciplina escolar se administre de modo compatible con la
dignidad humana del niño y de conformidad con la presente Convención.

3. Los Estados Partes fomentarán y alentarán la cooperación Internacional en
cuestiones  de  educación,  en  particular  a  fin  de  contribuir  a  eliminar  la
ignorancia y el analfabetismo en todo el mundo y de facilitar el acceso a los
conocimientos  técnicos  y  a  los  métodos  modernos  de  enseñanza.  A  este
respecto, se tendrán especialmente en cuenta las necesidades de los países
en desarrollo.

88



Artículo 29

1. Los Estados Partes convienen' en que la educación del niño deberá estar
encaminada a:

    a) Desarrollar la personalidad, las aptitudes y la capacidad mental y física
del niño hasta el máximo de sus posibilidades;

    b) Inculcar al  niño el  respeto de los derechos humanos y las libertades
fundamentales y de los principios consagrados. en la  Carta de las Naciones
Unidas;

    c) Inculcar al niño el respeto de sus padres, de su propia identidad cultural,
de su idioma y sus valores, de los valores nacionales del país en que vive, del
país de que sea originario y de las civilizaciones distintas de la suya;

    d) Preparar  al  niño para asumir  una vida responsable en una sociedad
libre, con espíritu de comprensión, paz, tolerancia,  igualdad de los sexos y
amistad  entre  todos  los  pueblos,  grupos  étnicos,  nacionales  y  religiosos  y
personas de origen indígena;

    e) Inculcar al niño el respeto del medio ambiente natural.

2. Nada  de  lo  dispuesto  en  el  presente  artículo  o  en  el  artículo     28 se
interpretará como una restricción de la libertad de los particulares y de las
entidades para establecer y dirigir instituciones de enseñanza, a condición de
que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 del presente artículo
y de que la educación impartida en tales instituciones se ajuste a las normas
mínimas que prescriba el Estado.

Artículo 30

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o
personas de origen indígena, no se negará a un niño que pertenezca a tales
minorías o que sea indígena al derecho que le corresponde, en común con los
demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural,  a. profesar y
practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma.

Artículo 31

1. Los  Estados  Partes  reconocen  el  derecho  del  niño  al  descanso  y  al
esparcimiento, al juego y a las actividades recreativas propias de su edad y a
participar libremente en la vida cultural y en las artes.

2. Los  Estados  Partes  respetarán  y  promoverán  el  derecho  del  niño  a
participar plenamente en la vida cultural y artística y propiciarán oportunidades
apropiadas,  en  condiciones  de  igualdad,  de  participar  en  la  vida  cultural,
artística, recreativa y de esparcimiento.

Artículo 32

89

http://www.parlamento.gub.uy/htmlstat/pl/convenciones/conv16137.htm#art28%23art28
http://www.parlamento.gub.uy/htmlstat/pl/convenios/conv10683-1.htm
http://www.parlamento.gub.uy/htmlstat/pl/convenios/conv10683-1.htm


1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar protegido contra
la  explotación  económica  y  contra  el  desempeño de  cualquier  trabajo  que
pueda ser  peligroso o entorpecer  su educación,  o  que sea nocivo para su
salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

2. Los  Estados  Partes  adoptarán  medidas  legislativas,  administrativas,
sociales y educacionales para garantizar la aplicación del presente artículo.
Con ese propósito y teniendo en cuenta las disposiciones pertinentes de otras
Instrumentos internacionales, los Estados Partes, en particular:

    a) Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;

    b) Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y condiciones
de trabajo;

    c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropiadas para asegurar
la aplicación efectiva del presente artículo.

Artículo 33

Los  Estados  Partes  adoptarán  todas  las  medidas  apropiadas,  incluidas
medidas legislativas, administrativas, sociales y educacionales, para proteger a
los niños contra el uso ilícito de los estupefacientes y sustancias sicotrópicas
enumeradas en los tratados internacionales pertinentes, y para impedir que se
utilice a niños en la producción y el tráfico ilícitos de esas sustancias.

Artículo 34

Los  Estados  Partes  se  comprometen  a  proteger  al  niño  contra  todas  las
formas de explotación  y  abuso sexuales.  Con este  fin,  los  Estados Partes
tomarán,  en  particular,  todas  las  medidas  de  carácter  nacional,  bilateral  y
multilateral que sean necesarias para impedir:

    a) La incitación o la coacción para que un niño se dedique a cualquier
actividad sexual ilegal;

    b) La  explotación  del  niño  en la  prostitución  u  otras  prácticas  sexuales
ilegales;

    c) La explotación del niño en espectáculos o materiales pornográficos.

Artículo 35

Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter nacional, bilateral
y multilateral que sean necesarias para Impedir el secuestro, la venta o la trata
de niños para cualquier fin o en cualquier forma.

Artículo 36

Los Estados Partes protegerán al  niño contra todas las demás formas de
explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su bienestar.
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Artículo 37

Los Estados Partes velarán por que:

    a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos a penas crueles,
inhumanos o degradantes.  No se impondrá la pena capital  ni  la de prisión
perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores
de 18 años de edad;

    b) Ningún  niño  será  privado  de  su  libertad  ilegal  o  arbitrariamente.  La
detención, el  encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de
conformidad con la ley y se utilizará tan solo como medida de último recurso y
durante el período más breve que proceda;

    c) Todo niño privado de libertad sea tratado con la humanidad y el respeto
que merece la dignidad inherente a la persona humana, y dé manera que se
tengan en cuenta las necesidades de las personas de su edad. En particular,
todo niño privado de libertad estará separado de los adultos, a menos que ello
se  considere  contrario  al  interés  superior  del  niño,  y  tendrá  derecho  a
mantener contacto con su familia por medio de correspondencia y de visitas,
salvo en circunstancias excepcionales;

    d) Todo niño privado de su libertad tendrá derecho a un pronto acceso a la
asistencia jurídica y otra asistencia adecuada, así corno derecho a impugnar la
legalidad  de  la  privación  de  su  libertad  ante  un  tribunal  u  otra  autoridad
competente, independiente e Imparcial  y a una pronta decisión sobre dicha
acción.

Artículo 38

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar y velar porque se respeten
las normas del derecho internacional humanitario que les sean aplicables en
los conflictos armados y que sean pertinentes para el niño.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas posibles para' asegurar
que  las  personas  que  aún  no  hayan  cumplido  los  15  años  de  edad  no
participen directamente de las hostilidades.

3. Los Estados Partes se abstendrán de reclutar en las fuerzas armadas a las
personas que no hayan cumplido los 15 años de edad. Si reclutan personas
que hayan  cumplido 15 años,  pero  que sean menores de 18,  los Estados
Partes procurarán dar prioridad a los de mas edad.

4. De conformidad con las obligaciones dimanadas del derecho internacional
humanitario de proteger a la población civil durante los conflictos armados, los
Estados  Partes  adoptarán  todas  las  medidas  posibles  para  asegurar  la
protección y el cuidado de los niños afectados por un conflicto armado.

Artículo 39
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Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para promover
la  recuperación  física  y  psicológica  y  la  reintegración  social  de  todo  niño
víctima de: cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra
forma  de  tratos  o  penas  crueles,  inhumanos  o  degradantes;  o  conflictos
armados. Esa recuperación y reintegración se llevarán a cabo en un ambiente
que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño.

Artículo 40

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de quien se alegue
que ha Infringido las leyes penales o a quien se acuse o declare culpable de
haber Infringido esas leyes a ser tratado de manera acorde con el fomento de
su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los
derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros y en la que se
tengan  en  cuenta  la  edad  del  niño  y  la  importancia.  de  promover  la
reintegración del  niño y de que éste asuma una función constructiva  en la
sociedad.

2. Con  ese  fin,  y  habida  cuenta  de  las  disposiciones  pertinentes  de  los
instrumentos internacionales, los Estados Partes garantizarán, en particular:

    a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes penales, ni se
acuse o declare culpable a ningún niño de haber infringido esas leyes,  por
actos  u  omisiones  que  no  estaban  prohibidos  por  las  leyes  nacionales  o
internacionales en el momento en que se cometieron;,

    b) Que todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes penales o a
quien se acuse de haber infringido esas leyes se le garantice, por lo menos, lo
siguiente:

i) Que se lo presumirá Inocente mientras no se pruebe su culpabilidad
conforme a la ley;

ii) Que  será  informado  sin  demora  y  directamente  o,  cuando  sea
procedente, por Intermedio de sus padres o sus representantes legales,
de  los  cargos  que  pesan  contra  él  y  que  dispondrá  de  asistencia
jurídica u. otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de
su defensa;

iii) Que la  causa será  dirimida sin  demora por  una autoridad u órgano
judicial  competente,  Independiente  e  imparcial  en  una  audiencia
equitativa conforme a la ley, en presencia de un asesor jurídico u otro
tipo de asesor adecuado y, a menos que se considerare que ello fuere
contrario al interés superior del niño, teniendo en cuenta en particular
su edad o situación y a sus padres o representantes legales;

iv) Que no será obligado a prestar testimonio o a declararse culpable, que
podrá  Interrogar  o  hacer  que  se  interrogue  a  testigos  de  cargo  y
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obtener la participación y el interrogatorio de testigos de descargo en
condiciones de Igualdad;

v) Si se considerare que ha Infringido, en efecto, las leyes penales, que
esta decisión y toda medida impuesta a consecuencia de ella, serán
sometidas  a  una  autoridad  u  órgano  judicial  superior  competente,
independiente e imparcial, conforme a la ley;

vi) Que el niño contará con la asistencia gratuita de un intérprete sí no
comprende o no habla el idioma utilizado;

vii) Que se respetará plenamente su vida privada en todas las fases del
procedimiento.

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover
el  establecimiento  de  leyes,  procedimientos,  autoridades  e  Instituciones
específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes
penales o a quienes se acuse o declare culpables de haber Infringido esas
leyes, y en particular:

    a) El establecimiento de una edad mínima antes de la cual se presumirá
que los niños no tienen capacidad para infringir las leyes penales;

    b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para
tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento
de  que  se  respetarán  plenamente  los  derechos  humanos  y  las  garantías
legales.

4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de
orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la colocación
en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional,
así como otras posibilidades alternativas a la Internación en instituciones, para
asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y
que guarde proporción tanto con sus circunstancias como con la Infracción.

Artículo 41

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones
que sean más conducentes a la realización de los derechos del niño y que
puedan estar recogidas en:

    a) El derecho de un Estado Parte; o

    b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado.

PARTE II

Artículo 42
93



Los  Estados  Partes  se  comprometen  a  dar  a  conocer  ampliamente  los
principios y disposiciones de la Convención por medios eficaces y apropiados,
tanto a los adultos como a los niños.

Artículo 43

1. Con la finalidad de examinar los progresos realizados en el cumplimiento
de  las  obligaciones  contraídas  por  los  Estados  Partes  en  la  presente
Convención,  se  establecerá  un  Comité  de  los  Derechos  del  Niño  que
desempeñará las funciones que a continuación se estipulan.

2. El Comité estará integrado por diez expertos de gran integridad moral y
reconocida competencia en las esferas reguladas por la presente Convención.
Los miembros del  Comité serán elegidos por los Estados Partes entre sus
nacionales  y  ejercerán  sus  funciones  a  título  personal,  teniéndose
debidamente  en  cuenta  la  distribución  geográfica,  así  como los  principales
sistemas jurídicos.

3. Los miembros del Comité serán elegidos, en votación secreta, de una lista
de personas designadas por los Estados Partes.

Cada Estado Parte podrá designar a una persona escogida entre sus propios
nacionales.

4. La elección inicial  se celebrará a más tardar seis meses después de la
entrada en vigor de la presente Convención y ulteriormente cada dos años.
Con cuatro meses, como mínimo, de antelación respecto de la fecha de cada
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los
Estados Partes invitándolos a que presenten sus candidaturas en un plazo de
dos  meses.  El  Secretario  General  preparará  después  una  lista  en  la  que
figurarán por orden alfabético todos los candidatos propuestos, con indicación
de los Estados Partes que los hayan designado, y la comunicará a los Estados
Partes en la presente Convención.

5. Las  elecciones  se  celebrarán  en  una  reunión  de  los  Estados  Partes
convocada por el Secretario General en la Sede de las Naciones Unidas. En
esa reunión,  en la que la  presencia de dos tercios de los Estados Partes,
constituirá quórum, las personas seleccionadas para formar parte del Comité
serán aquellos  candidatos  que obtengan el  mayor  número de votos  y  una
mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes
presentes y votantes.

6. Los miembros del Comité serán elegidos por un período de cuatro años.
Podrán ser reelegidos si se presenta de nuevo su candidatura. El mandato de
cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos
años; inmediatamente después de efectuada la primera elección, el Presidente
de la reunión en que ésta se celebre elegirá por sorteo los nombres de esos
cinco miembros.

7. Si un miembro del Comité fallece o dimite o declara que por cualquier otra
causa no puede seguir desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado
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Parte que propuso a ese miembro designará entre sus propios nacionales a
otro  experto  para  ejercer  el  mandato  hasta  su  término,  a  reserva  de  la
aprobación del Comité.

8. El Comité adoptará su propio reglamento.

9. El Comité elegirá su mesa por un período de dos años.

10. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las
Naciones  Unidas  o  en  cualquier  otro  lugar  conveniente  que  determine  el
Comité. El Comité se reunirá normalmente todos los años. La duración de las
reuniones  del  Comité  será  determinada  y  revisada,  si  procediera,  por  una
reunión de los Estados Partes en la presente Convención, a reserva de la
aprobación de la Asamblea General.

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y
los servicios necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité
establecido en virtud de la presente convención.

12. Previa  aprobación  de  la  Asamblea  General,  los  miembros  del  Comité
establecido en virtud de la presente Convención recibirán emolumentos con
cargo a  los  fondos de las  Naciones Unidas,  según las  condiciones que la
Asamblea pueda establecer.

Artículo 44

1. Los Estados Partes se comprometen a presentar al Comité, por conducto
del Secretario General de las Naciones Unidas, Informes sobre las medidas
que  hayan  adoptado  para  dar  efecto  a  los  derechos  reconocidos  en  la
Convención y sobre el  progreso que hayan realizado en cuanto al goce de
esos derechos:

    a) En el plazo de dos amos a partir de la fecha en la que para cada Estado
Parte haya entrado en vigor la presente Convención;

    b) En lo sucesivo, cada cinco amos.

2. Los Informes preparados en virtud del presente artículo deberán indicar las
circunstancias  y  dificultades,  si  las  hubiere,  que  afecten  al  grado  de
cumplimiento  de  las  obligaciones  derivadas  de  la  presente  Convención.
Deberán asimismo, contener Información suficiente para que el Comité tenga
cabal comprensión de la aplicación de la Convención en el  país de que se
trate.

3. Los Estados Partes que hayan presentado un informe Inicial completo al
Comité  no  necesitan  repetir,  en  sucesivos  informes  presentados  de
conformidad con lo dispuesto en el Inciso b) del párrafo 1 del presente artículo,
la Información básica presentada anteriormente.

4. El Comité podrá pedir a los Estados Partes más Información relativa a la
aplicación de la Convención.
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5. El  Comité  presentará  cada  dos  años  a  la  Asamblea  General  de  las
Naciones  Unidas,  por  conducto  del  Consejo  Económico  y  Social,  informes
sobre sus actividades.

6. Los Estados Partes darán a sus informes una,  amplia  difusión entre el
público de sus países respectivos.

Artículo 45

Con objeto de fomentar la aplicación efectiva de la Convención y de estimular
la cooperación internacional en la esfera regulada por la Convención:

    a) Los organismos especializados, el Fondo las Naciones Unidas para la
Infancia y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán derecho a estar
representados en el examen de la aplicación de aquellas disposiciones de la
presente Convención comprendidas en el ámbito de su mandato. El Comité
podrá  invitar  a  los  organismos  especializados,  al  Fondo  de  las  Naciones
Unidas  para  la  Infancia  y  a  otros  órganos  competentes  que  considere
apropiados  a  que  proporcionen  asesoramiento  especializado  sobre  la
aplicación de la Convención en los sectores que son de incumbencia de sus
respectivos  mandatos.  El  Comité  podrá  invitar  a  los  organismos
especializados, al  Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y demás
órganos de las Naciones Unidas a que presenten informes sobre la aplicación
de  aquellas  disposiciones  de  la  presente  Convención  comprendidas  en  el
ámbito de sus actividades;

    b) El  Comité  transmitirá  según  estimé  conveniente,  a  los  organismos
especializados, al  Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia y a otros
órganos competentes, los informes de los Estados Partes que contengan una
solicitud de asesoramiento o de asistencia técnica, o en los que se indique esa
necesidad,  junto  con  las  observaciones  y  sugerencias  del  Comité,  si  las
hubiere, acerca de esas solicitudes o indicaciones;

    c) El  Comité  podrá  recomendar  a  la  Asamblea  General  que  pida  al
Secretario  General  que  efectúe,  en  su  nombre,  estudios  sobre  cuestiones
concretas relativas a los derechos del niño;

    d) El  Comité  podrá  formular  sugerencias  y  recomendaciones  generales
basadas en la información recibida en virtud de los artículos 44 y 45 de la
presente  Convención.  Dichas  sugerencias  y  recomendaciones  generales
deberán  transmitirse  a  los  Estados  Partes  interesados  y  notificarse  a  la
Asamblea General, junto con los comentarios, sí los hubiere, de los Estados
Partes.

PARTE III

Artículo 46

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.

Artículo 47
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La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  Instrumentos  de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 48

La  presente  Convención  permanecerá  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier
Estado. Los instrumentos de, adhesión se depositarán en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

Artículo 49

1. La presente Convención entrará en vigor el  trigésimo día siguiente a la
echa en que haya sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de
adhesión en el poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después
de  haber  sido  depositado  el  vigésimo  instrumento  de  ratificación  o  de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día después del depósito
por tal Estado de su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 50

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda y depositarla en poder
del  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas.  El  Secretario  General
comunicará la enmienda propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con
el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si dentro de los cuatro
meses siguientes a la fecha de esa notificación un tercio, al menos, de los
Estados Partes se declara en favor de tal conferencia, el Secretario General
convocará una» conferencia con el  auspicio  de las Naciones Unidas. Toda
enmienda adoptada por la mayoría de Estados Partes, presentes y votantes en
la conferencia, será sometida por el Secretario General a la Asamblea General
para su aprobación.

2. Toda enmienda adoptada de conformidad con el  párrafo 1 del  presente
artículo entrará en vigor cuando haya sido aprobada por la Asamblea General
de las Naciones Unidas y aceptada por una mayoría de dos tercios de los
Estados Partes.

3. Cuerdo las enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados
Partes  que  las  hayan  aceptado,  en  tanto  que  los  demás  Estados  Partes
seguirán obligados por las disposiciones de la presente Convención y por las
enmiendas anteriores que hayan aceptado.

Artículo 51

1. El  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas  recibirá  y  comunicará  a
todos los Estados el texto de las reservas formuladas por los Estados en el
momento de la ratificación o de la adhesión.
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2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito
de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por medio de una
notificación hecha a ese efecto y dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas, quien Informará a todos los Estados. Esa notificación surtirá efecto en
la fecha de su recepción por el Secretario General.

Artículo 52

Todo  Estado  Parte  podrá  denunciar  la  presente  Convención  mediante
notificación hecha por escrito al Secretario General de las Naciones Unidas. La
denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que la notificación haya
sido recibida por el Secretario General.

Artículo 53

Se designa depositario de la presente Convención al Secretario General de
las Naciones Unidas.

Artículo 54

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español,
francés, Inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositarán en poder del
Secretario General de las Naciones Unidas.

En  testimonio  de  lo  cual,  los  infrascritos  plenipotenciarios,  debidamente
autorizados para ello por sus respectivos gobiernos, han firmado la presente
Convención.

Hecho en la ciudad de Nueva York el día 6 de diciembre de 1989.
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- Convención sobre  reclamación de alimentos en el  extranjero  (Nueva
York, 1956). Aprobada por ley N° 16.477 del 10 de mayo de 1994.

PREAMBULO 

Artículo 1 - Alcance de la Convención 

Artículo 2 - Designación de Organismos 

Artículo 3 - Solicitud a la Autoridad Remitente 

Artículo 4 - Transmisión de los documentos 

Artículo 5 - Transmisión de sentencias y otros actos judiciales 

Artículo 6 - Función de la Institución Intermediaria 

Artículo 7 - Exhortos 

Artículo 8 - Modificación de decisiones judiciales 

Artículo 9 - Exenciones y facilidades 

Artículo 10 - Transferencia de fondos 

Artículo 11 - Cláusula relativa a los Estados Federales 

Artículo 12 - Aplicación Territorial 

Artículo 13 - Firma, ratificación y adhesión 

Artículo 14 - Entrada en vigor 

Artículo 15 - Denuncia 

Artículo 16 - Solución de controversias 

Artículo 17 - Reservas 

Artículo 18 - Reciprocidad 

Artículo 19 - Notificaciones del Secretario General 

Artículo 20 - Revisión Artículo 

Artículo 21 - Idiomas y depósito de la Convención 

PREÁMBULO
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Considerando que es urgente la solución del problema humanitario originado
por la situación de las personas sin recursos que tienen derecho a obtener
alimentos de otras que se encuentran en el extranjero;

Considerando que el ejercicio en el extranjero de acciones sobre prestación de
alimentos o la ejecución en el extranjero de decisiones relativas a la obligación
de prestar alimentos suscita graves dificultades legales y de orden práctico;

Dispuestas a establecer los medios conducentes a resolver ese problema y a
subsanar las mencionadas dificultades; 

Las partes contratantes han convenido lo siguiente: 

Artículo 1 - Alcance de la Convención

1. La finalidad de la presente Convención es facilitar a una persona llamada en
lo sucesivo demandante, que se encuentra en el territorio de una de las partes
contratantes,  la  obtención  de  los  alimentos  que  pretende  tener  derecho  a
recibir de otra persona, llamada en lo sucesivo demandado, que está sujeta a
la jurisdicción de otra parte contratante. Esta finalidad se perseguirá mediante
los servicios de organismos llamados en lo sucesivo Autoridades Remitentes e
Instituciones Intermediarias. 

2.  Los  medios  jurídicos  a  que  se  refiere  la  presente  Convención  son
adicionales  a  cualesquiera  otros  medios  que puedan utilizarse  conforme al
derecho interno o al derecho internacional, y no substitutivos de los mismos. 

Artículo 2 - Designación de Organismos

1. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión, cada
parte contratante designará una o más autoridades judiciales o administrativas
para que ejerzan en su territorio las funciones de Autoridades Remitentes. 

2. En el momento de depositar el instrumento de ratificación o adhesión, cada
parte contratante designará un organismo público o privado para que ejerzan
en su territorio las funciones de Institución Intermediaria. 

3. Cada parte contratante comunicará sin demora al Secretario General de las
Naciones Unidas las designaciones hechas conforme a lo dispuesto en los
párrafos 1 y 2 y cualquier modificación al respecto. 

4.  Las  Autoridades  Remitentes  y  las  Instituciones  Intermediarias  podrán
comunicarse directamente con las Autoridades Remitentes y las Instituciones
Intermediarias de las demás partes contratantes. 
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Artículo 3 - Solicitud a la Autoridad Remitente

1. Cuando el demandante se encuentra en el territorio de una de las partes
contratantes,  denominada  en  lo  sucesivo  Estado  del  demandante,  y  el
demandado esté sujeto a la jurisdicción de otra parte contratante, denominada
en lo sucesivo Estado del demandado, el primero podrá presentar una solicitud
a la Autoridad Remitente de su Estado encaminada a obtener alimentos del
demandado. 

2.  Cada  parte  contratante  informará  al  Secretario  General  acerca  de  los
elementos  de  prueba  normalmente  exigidos  por  la  ley  del  Estado  de  la
Institución Intermediaria para justificar la demanda de prestación de alimentos,
de la forma en que la prueba debe ser presentada para ser admisible y de
cualquier otro requisito que haya de satisfacerse de conformidad con esa ley. 

3. La solicitud deberá ir  acompañada de todos los documentos pertinentes,
inclusive  en  caso  necesario,  un  poder  que  autorice  a  la  Institución
Intermediaria para actuar en nombre del demandante o para designar a un
tercero  con  ese  objeto.  Se  acompañará  también  una  fotografía  del
demandante y, de ser posible, una fotografía del demandado. 

4. La Autoridad Remitente adoptará las medidas a su alcance para asegurar el
cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley del Estado de la Institución
Intermediaria. Sin perjuicio de lo que disponga dicha ley la solicitud expresará:

a) El nombre y apellido del demandante, su dirección, fecha de nacimiento,
nacionalidad  y  ocupación   y,  en  su  caso,  el  nombre  y  dirección  de  su
representante legal;

b) El nombre y apellido del demandado, y en la medida en que sean conocidas
por el demandante, sus direcciones durante los últimos cinco (5) años, y su
fecha de nacimiento, nacionalidad y ocupación;

c) Una exposición detallada de los motivos en que se funda la pretensión del
demandante y del objeto de ésta y cualesquiera  otros datos pertinentes, tales
como los relativos a la situación económica y familiar del demandante y del
demandado. 

Artículo 4 - Transmisión de los documentos

1.  La  Autoridad  Remitente  transmitirá  los  documentos  a  la  Institución
Intermediaria  del  Estado  del  demandado,  a  menos  que  considere  que  la
solicitud no ha sido formulada de buena fe.
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2. Antes de transmitir estos documentos, la Autoridad Remitente se cerciorará
de que los mismos reúnen los requisitos de forma de acuerdo con la ley del
Estado del demandante. 

3. La Autoridad Remitente podrá hacer saber a la Institución Intermediaria su
opinión sobre los méritos de la pretensión del demandante y recomendar que
se conceda a éste asistencia jurídica gratuita y exención de costas. 

Artículo 5 - Transmisión de sentencias y otros actos judiciales

1.  La  Autoridad  Remitente  transmitirá,  a  solicitud  del  demandante  y  de
conformidad con las disposiciones del artículo 4, cualquier decisión provisional
o definitiva, o cualquier otro acto judicial que haya intervenido en materia de
alimentos en favor del demandante en un tribunal competente de cualquiera de
las partes contratantes, y si fuere necesario y posible, copia de las actuaciones
en que haya recaído esa decisión. 

2.  Las decisiones y actos judiciales a que se refiere el  párrafo precedente
podrán  ser  transmitidos  para  reemplazar  o  completar  los  documentos
mencionados en el artículo 3. 

3. El procedimiento previsto en el artículo 6 podrá incluir, conforme a la ley del
Estado del demandado, el exequátur o el registro o una nueva acción basada
en la decisión transmitida en virtud de lo dispuesto en el párrafo 1. 

Artículo 6 - Función de la Institución Intermediaria

1. La Institución Intermediaria, actuando siempre dentro de las facultades que
le haya conferido el demandante, tomará todas las medidas apropiadas para
obtener  el  pago  de  alimentos,  inclusive  por  transacción,  y  podrá  en  caso
necesario,  iniciar  y  proseguir  una  acción  de  alimentos  y  hacer  ejecutar
cualquier sentencia, decisión u otro acto judicial. 

2.  La  Institución  Intermediaria  tendrá  convenientemente  informada  a  la
Autoridad Remitente. Si no pudiere actuar, le hará saber los motivos de ello y
le devolverá la documentación. 

3. No obstante cualquier disposición de esta Convención, la ley aplicable a la
resolución  de las  acciones de alimentos  y  de  toda cuestión  que surja  con
ocasión de las mismas será la  ley del  Estado del  demandado,  inclusive  el
derecho internacional privado de ese Estado. 

Artículo 7 - Exhortos
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Si las leyes de las dos partes contratantes interesadas admiten exhortos, se
aplicarán las disposiciones siguientes:

a) El tribunal que conozca de la acción de alimentos podrá enviar exhortos
para  obtener  más  pruebas,  documentales  o  de  otra  especie,  al  tribunal
competente de la otra parte contratante o a cualquier autoridad o institución
designada por la parte contratante en cuyo territorio haya de diligenciarse el
exhorto;

b)  Afín  de  que  las  partes  puedan  asistir  a  este  procedimiento  o  estar
representadas en él, la autoridad requerida deberá hacer saber a la Institución
Intermediaria, a la Autoridad Remitente que corresponda y al demandado, la
fecha y el lugar en que hayan de practicarse las diligencias solicitadas;

c) Los exhortos deberán cumplimentarse con la diligencia debida; y si a los
cuatro  (4)  meses  de  recibido  el  exhorto  por  la  autoridad  requerida  no  se
hubiere diligenciado, deberán comunicar a la autoridad requirente las razones
a que obedezca la demora o la falta de cumplimiento;

d) La tramitación del exhorto no dará lugar al reembolso de derechos o costas
de ninguna clase;

e) Solo podrá negarse la tramitación del exhorto:

 i) Si no hubiere establecido la autenticidad del documento;

ii) Si la parte contratante en cuyo territorio ha de diligenciarse el exhorto, juzga
que la tramitación de éste menoscabará su soberanía o su seguridad. 

Artículo 8 - Modificación de decisiones judiciales

Las  disposiciones  de  la  presente  Convención  se  aplicarán  asimismo a  las
solicitudes de modificación  de decisiones judiciales  dictadas en materia  de
prestación de alimentos.

Artículo 9 - Exenciones y facilidades

1.  En  los  procedimientos  regidos  por  esta  Convención  los  demandantes
gozarán  del  mismo  trato  y  de  las  mismas  exenciones  de  gastos  y  costas
otorgadas por  la  ley del  Estado en que se efectúe el  procedimiento a sus
nacionales o a sus residentes. 

2. No podrá imponerse a los demandantes, por su condición de extranjeros o
por carecer de residencia, caución, pago o depósito alguno para garantizar el
pago de costas o cualquier otro cargo. 
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3. Las Autoridades Remitentes y las Instituciones Intermediarias no percibirán
remuneración de ninguna clase por los servicios prestados conforme con esta
Convención. 

Artículo 10 - Transferencia de fondos

La parte contratante cuya legislación imponga restricciones a la transferencia
de fondos al extranjero concederá la máxima prioridad a la transferencia de
fondos destinados al pago de alimentos o a cubrir los gastos a que den lugar
los procedimientos previstos en esta Convención. 

Artículo 11 - Cláusula relativa a los Estados Federales

Con  respecto  a  los  Estados  Federales  o  no  unitarios,  se  aplicarán  las
disposiciones siguientes:

a)  En  la  concerniente  a  los  artículos  de  esta  Convención  cuya  aplicación
dependa de la acción legislativa del Poder Legislativo Federal, las obligaciones
del Gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de las partes
que no son Estados federales;

b)  En  lo  concerniente  a  los  artículos  de  esta  Convención  cuya  aplicación
dependa de la  acción legislativa de cada uno de los Estados,  provincias o
cantones  constituyentes  que,  en  virtud  del  régimen  constitucional  de  la
federación,  no  estén obligados a  adoptar  medidas legislativas,  el  Gobierno
federal,  a  la  mayor  brevedad  posible  y  con  recomendación  favorable,
comunicará el texto de dichos artículos a las autoridades competentes de los
Estados, provincias o cantones;

c) Todo Estado federal que sea parte en la presente Convención proporcionará
a solicitud de cualquiera otra parte contratante que le haya sido transmitida por
el Secretario General, un resumen de la legislación y de las prácticas vigentes
en la federación y en sus entidades constitutivas con respecto a determinada
disposición de la Convención, indicando hasta qué punto, por acción legislativa
o de otra índole, se ha aplicado tal disposición. 

Artículo 12 - Aplicación Territorial

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán igualmente a todos
los territorios autónomos o en fideicomisos y a todos los demás territorios de
cuyas  relaciones  internacionales  sea  responsable  una  parte  contratante,  a
menos que dicha parte contratante, al ratificar la Convención o adherirse a ella,
haya declarado que no se aplicará a determinado territorio o territorios que
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estén  en  esas  condiciones.  Toda  parte  contratante  que  haya  hecho  esa
declaración, podrá en cualquier momento posterior extender la aplicación de la
Convención  al  territorio  o  territorios  así  excluidos  o  a  cualquiera  de  ellos,
mediante notificación al Secretario General. 

Artículo 13 - Firma, ratificación y adhesión

1. La presente Convención quedará abierta hasta el 31 de diciembre de 1.956
a  la  firma  de  todo  miembro  de  las  Naciones  Unidas,  de  todo  Estado  no
miembro que sea parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia o
miembro de un organismo especializado, y de todo otro Estado no miembro
que haya sido invitado por el Consejo Económico y Social a participar de la
Convención. 

2.  La presente Convención será ratificada.  Los instrumentos  de ratificación
serán depositados en poder del Secretario General. 

3. Cualquiera de los Estados que se mencionan en el párrafo 1 de este artículo
podrá  adherirse  a  la  presente  Convención  en  cualquier  momento.  Los
instrumentos de adhesión serán depositados en poder del Secretario General. 

Artículo 14 - Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha
en que se haya efectuado el depósito del tercer instrumento de ratificación o
de adhesión, con arreglo a lo previsto en el artículo 13. 

2. Con respecto a cada uno de los Estados que la ratifiquen o se adhieran a
ella después del depósito del tercer instrumento de ratificación o adhesión, la
Convención entrará en vigor treinta (30) días después de la fecha en que dicho
Estado deposite su instrumento de ratificación o adhesión. 

Artículo 15 - Denuncia

1.  Cualquiera  de  las  partes  contratantes  podrá  denunciar  la  presente
Convención mediante notificación al Secretario General. Dicha denuncia podrá
referirse  también  a  todos  o  algunos  de  los  territorios  mencionados  en  el
artículo 12. 

2.  La  denuncia  surtirá  efecto  un  (1)  año  después  de  la  fecha  en  que  el
Secretario General reciba la notificación, excepto para los casos que se estén
substanciando en la fecha en que entre en vigencia dicha denuncia. 
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Artículo 16 - Solución de controversias

Si  surgiere  entre  partes  contratantes  una  controversia  respecto  a  la
interpretación o aplicación de la presente Convención, y si tal controversia no
pudiere ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte Internacional
de  Justicia.  La  controversia  será  planteada  ante  la  Corte  mediante  la
notificación del  compromiso concertado por las partes en la controversia,  o
unilateralmente a solicitud de una de ellas. 

Artículo 17 - Reservas

1. Si un Estado formula una reserva relativa a cualquier artículo de la presente
Convención en el momento de depositar el  instrumento de ratificación o de
adhesión, el Secretario General comunicará el texto de la reserva a las demás
partes contratantes y a todos los demás Estados mencionados en el artículo
13.  Toda  parte  contratante  que  se  oponga  a  la  reserva  podrá  notificar  al
Secretario General, dentro del plazo de noventa (90) días contados a partir de
la  fecha de la  notificación,  que no acepta  dicha reserva,  y  en  tal  caso,  la
Convención no entrará en vigor entre el Estado que haya objetado la reserva y
el que la haya formulado. Todo Estado que se adhiera posteriormente a la
Convención  podrá  hacer  esta  notificación  en  el  momento  de  depositar  su
instrumento de adhesión. 

2. Toda parte contratante podrá retirar en cualquier momento una reserva que
haya  formulado anteriormente  y  deberá  notificar  esa  decisión  al  Secretario
General. 

Artículo 18 - Reciprocidad

Una  parte  contratante  no  podrá  invocar  las  disposiciones  de  la  presente
Convención respecto de otra parte contratante, sino en la medida en que ella
misma este obligada. 

Artículo 19 - Notificaciones del Secretario General

1.  El  Secretario  General  notificará  a  todos  los  Estados  miembros  de  las
Naciones Unidas y a los Estados no miembros mencionados en el artículo 13:

a) Las comunicaciones previstas en el párrafo 3 del artículo 2; 

b) Las informaciones recibidas conforme al párrafo 2 del artículo 3; 
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c) Las declaraciones y notificaciones hachas conforme al artículo 12; 

d) Las firmas, ratificaciones y adhesiones hachas conforme al artículo 13; 

e)  La  fecha  en  que  la  Convención  haya  entrado  en  vigor  conforme a  las
disposiciones del párrafo 1 del artículo 14; 

f) Las denuncias hechas conforme al párrafo 1 del artículo 15; 

g) Las reservas y notificaciones hachas conforme al artículo 17. 

2. El Secretario General notificará también a todas las partes contratantes las
solicitudes  de  revisión  y  las  respuestas  a  las  mismas hechas  conforme al
artículo 20. 

Artículo 20 - Revisión

1. Toda parte contratante podrá pedir en cualquier momento la revisión de la
presente Convención, mediante notificación dirigida al Secretario General. 

2. El Secretario General transmitirá dicha notificación a cada una de las partes
contratantes y le pedirá que manifieste dentro de un plazo de cuatro (4) meses,
si desea la reunión de un conferencia para considerar la revisión propuesta. Si
la  mayoría  de las partes responde en sentido afirmativo,  dicha conferencia
será convocada por el Secretario General. 

Artículo 21 - Idiomas y depósito de la Convención

El original de la presente Convención, cuyos textos español, chino, francés,
inglés  y  ruso  son  igualmente  auténticos,  será  depositado  en  poder  del
Secretario  General,  quien  enviará  copias  certificadas conforme a  todos  los
Estados a que se hace referencia en el artículo 13.

Países parte (a abril de 2014): Argelia, Argentina, Australia, Austria, Barbados,
Bielorrusia, Bélgica, Bosnia Herzegovina, Brasil,  Burkina Faso, Cabo Verde,
República Centroafricana, Chile, Colombia, Croacia, Chipre, República Checa,
Dinamarca,  Ecuador,  Estonia,  Finlandia,  Francia,  Alemania,  Grecia,
Guatemala,  Haití,  Vaticano,  Hungría,  Irlanda,  Israel,  Italia,  Kazakstán,
Kyrgyztán,  Liberia,  Luxemburgo,  México,  Mónaco,  Montenegro,  Marruecos,
Países Bajos,  Nueva  Zelanda,  Níger,  Noruega,  Pakistán,  Filipinas,  Polonia,
Portugal,  Moldavia,  Rumania,  Serbia,  Seychelles,  Eslovaquia,  Eslovenia,
España,  Sri  Lanka,  Surinam,  Suecia,  Suiza,  Macedonia,  Túnez,  Turquía,
Ucrania, Reino Unido, Uruguay. 
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 -Convención  de  La  Haya  sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional de Menores (La Haya, 1980). Aprobada por ley N° 17.109 del 12
de mayo de 1999. 

CAPITULO I

ÁMBITO DE APLICACION DEL CONVENIO

Artículo 1

La finalidad del presente Convenio será la siguiente:

a) garantizar  la  restitución  inmediata  de  los  menores  trasladados  o
retenidos de manera ilícita en cualquier Estado contratante;

b) velar por que los derechos de custodia y de visita vigentes en uno de los
Estados contratantes se respeten en los demás Estados contratantes.

Artículo 2

Los  Estados  contratantes  adoptarán  todas  las  medidas  apropiadas  para
garantizar  que  se  cumplan  en  sus  territorios  respectivos  los  objetivos  del
Convenio. Para ello deberán recurrir a los procedimientos de urgencia de que
dispongan.

Artículo 3

El traslado o la retención de un menor se considerarán ilícitos:

a) cuando se hayan producido con infracción de un derecho de custodia
atribuido, separada o conjuntamente, a una persona, a una institución,  o a
cualquier otro organismo, con arreglo al derecho vigente en el Estado en que
el menor tenía su residencia habitual inmediatamente antes de su traslado o
retención; y

b) cuando  este  derecho  se  ejercía  en  forma  efectiva,  separada  o
conjuntamente,  en  el  momento del  traslado o  de la  retención,  o  se habría
ejercido de no haberse producido dicho traslado o retención.

El derecho de custodia mencionado en a) puede resultar, en particular, de una
atribución de pleno derecho, de una decisión judicial o administrativa, o de un
acuerdo vigente según el derecho de dicho Estado.
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Artículo 4

El Convenio se aplicará a todo menor que tuviera su residencia habitual en un
Estado contratante inmediatamente antes de la infracción de los derechos de
custodia o de visita. El Convenio dejará de aplicarse cuando el menor alcance
la edad de 16 años.

Artículo 5

A los efectos del presente Convenio:

a) el "derecho de custodia" comprenderá el derecho relativo al cuidado de
la  persona  del  menor  y,  en  particular,  el  de  decidir  sobre  su  lugar  de
residencia;

b) el "derecho de visita" comprenderá el derecho de llevar al menor, por un
período de tiempo limitado,  a  otro  lugar  diferente a  aquel  en que tiene su
residencia habitual.

CAPITULO II

AUTORIDADES CENTRALES

Artículo 6

Cada  uno  de  los  Estados  contratantes  designará  una  Autoridad  Central
encargada del cumplimiento de las obligaciones que le impone el Convenio.

Los Estados Federales, los Estados en que estén vigentes más de un sistema
de  derecho  o  los  Estados  que  cuenten  con  organizaciones  territoriales
autónomas tendrán libertad para designar más de una Autoridad Central y para
especificar  la  extensión  territorial  de  los  poderes  de  cada  una  de  estas
Autoridades. El Estado que haga uso de esta facultad designará la Autoridad
Central a la que puedan dirigirse las solicitudes, con el fin de que las transmita
a la Autoridad Central de dicho Estado.

Artículo 7

Las  Autoridades  Centrales  deberán  colaborar  entre  sí  y  promover  la
colaboración entre las Autoridades competentes en sus respectivos Estados,
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con  el  fin  de  garantizar  la  restitución  inmediata  de  los  menores  y  para
conseguir el resto de los objetivos del presente Convenio.

Deberán  adoptar,  en  particular,  ya  sea  directamente  o  a  través  de  un
intermediario, todas las medidas apropiadas que permitan:

a) localizar al menor trasladado o retenido de manera ilícita;

b) prevenir que el menor sufra mayores daños o que resulten perjudicadas
las  partes  interesadas,  para  lo  cual  adoptarán  o  harán  que  se  adopten
medidas provisionales; 

c) garantizar  la  restitución  voluntaria  del  menor  o  facilitar  una  solución
amigable;

d) intercambiar información relativa a la situación social del menor, si se
estima conveniente; 

e) facilitar información general sobre la legislación de su país relativa a la
aplicación del Convenio;

f) incoar  o  facilitar  la  apertura  de  un  procedimiento  judicial  o
administrativo,  con el  objeto de conseguir  la restitución del  menor y,  en su
caso, permitir  que se regule o se ejerza de manera efectiva el  derecho de
visita;

g) conceder o facilitar, según el caso, la obtención de asistencia judicial y
jurídica, incluida la participación de un abogado;

h) garantizar,  desde  el  punto  de  vista  administrativo,  la  restitución  del
menor sin peligro, si ello fuese necesario y apropiado;

i) mantenerse mutuamente informadas sobre la  aplicación del  presente
Convenio y eliminar, en la medida de lo posible, los obstáculos que puedan
oponerse a dicha aplicación.

CAPITULO III

RESTITUCION DEL MENOR

Artículo 8

Toda persona, institución u organismo que sostenga que un menor ha sido
objeto de traslado o retención con infracción del derecho de custodia, podrá
dirigirse a la Autoridad Central de la residencia habitual del menor, o a la de
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cualquier  otro  Estado  contratante,  para  que,  con  su  asistencia,  quede
garantizada la restitución del menor.

La solicitud incluirá:

a) información relativa  a  la  identidad  del  solicitante,  del  menor  y  de  la
persona que se alega que ha sustraído o retenido al menor; 

b) la fecha de nacimiento del menor, cuando sea posible obtenerla; 

c) los motivos en que se basa el solicitante para reclamar la restitución del
menor;

d) toda la información disponible relativa a la localización del menor y la
identidad de la persona con la que se supone que está el menor; 

e) una copia legalizada de toda decisión o acuerdo pertinentes; 

f) una  certificación  o  declaración  jurada  expedida  por  una  Autoridad
Central o por otra autoridad competente del Estado donde el menor tenga su
residencia  habitual  o  por  una  persona  calificada  con  respecto  al  derecho
vigente en esta materia de dicho Estado; 

g) cualquier otro documento pertinente.

Artículo 9

Si la Autoridad Central que recibe una solicitud en virtud de lo dispuesto en el
Artículo 8 tiene razones para creer que el menor se encuentra en otro Estado
Contratante, transmitirá la solicitud directamente y sin demora a la Autoridad
Central  de  ese  Estado  Contratante  e  informará  a  la  Autoridad  Central
requirente o, en su caso, al solicitante.

Artículo 10

La Autoridad Central del Estado donde se encuentre el menor adoptará o hará
que  se  adopten  todas  las  medidas  adecuadas  tendientes  a  conseguir  la
restitución voluntaria del menor.

Artículo 11

Las  autoridades  judiciales  o  administrativas  de  los  Estados  Contratantes
actuarán  con  urgencia  en  los  procedimientos  para  la  restitución  de  los
menores.
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Si la autoridad judicial o administrativa competente no hubiera llegado a una
decisión en el plazo de seis semanas a partir de la fecha de iniciación de los
procedimientos, el solicitante o la Autoridad Central del Estado requerido, por
iniciativa propia o a instancia de la Autoridad Central  del  Estado requirente
tendrá derecho a pedir una declaración sobre las razones de la demora.

Si  la Autoridad Central  del  Estado requerido recibiera una respuesta, dicha
Autoridad la transmitirá a la Autoridad Central del estado requirente o, en su
caso, al solicitante.

Artículo 12

Cuando un menor haya sido trasladado o retenido ilícitamente en el sentido
previsto en el Artículo 3 y, en la fecha de la iniciación del procedimiento ante la
autoridad judicial  o administrativa del  Estado Contratante donde se halle el
menor, hubiera transcurrido un período inferior a un año desde el momento en
que  se  produjo  el  traslado  o  retención  ilícitos,  la  autoridad  competente
ordenará la restitución inmediata del menor.

La  autoridad  judicial  o  administrativa,  aún  en  el  caso  de  que  se  hubieren
iniciado los procedimientos después de la expiración del plazo de un año a que
se hace referencia en el párrafo precedente, ordenará asimismo la restitución
del menor salvo que quede demostrado que el menor ha quedado integrado en
su nuevo ambiente.

Cuando  la  autoridad  judicial  o  administrativa  del  Estado  requerido  tenga
razones para  creer  que el  menor  ha  sido  trasladado a otro  Estado,  podrá
suspender el procedimiento o rechazar la solicitud del menor.

Artículo 13

No obstante  lo  dispuesto  en  el  Artículo  precedente,  la  autoridad  judicial  o
administrativa del Estado requerido no está obligada a ordenar la restitución
del  menor  si  la  persona,  institución  u  otro  organismo  que  se  opone  a  su
restitución demuestra que:

a) la persona, institución u organismo que se hubiera hecho cargo de la
persona del menor no ejercía de modo efectivo el derecho de custodia en el
momento  en  que  fue  trasladado  o  retenido  o  había  consentido  o
posteriormente aceptado el traslado o retención; o 

b) existe un grave riesgo de que la restitución del menor lo exponga a un
peligro físico o psíquico o que de cualquier otra manera ponga al menor en una
situación intolerable.
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La autoridad judicial  o  administrativa  podrá asimismo negarse a ordenar  la
restitución  del  menor  si  comprueba  que  el  propio  menor  se  opone  a  la
restitución, cuando el menor haya alcanzado una edad y un grado de madurez
en que resulta apropiado tener en cuenta sus opiniones.

Al  examinar  las  circunstancias  a  que  se  hace  referencia  en  el  presente
Artículo,  las  autoridades  judiciales  y  administrativas  tendrán  en  cuenta  la
información que sobre la situación social del menor proporcione la Autoridad
Central u otra autoridad competente del lugar de residencia habitual del menor.

Artículo 14

Para determinar la existencia de un traslado o de una retención ilícitos en el
sentido del Artículo 3, las autoridades judiciales o administrativas del Estado
requerido podrán tener en cuenta directamente la legislación y las decisiones
judiciales  o  administrativas,  ya  estén  reconocidas  formalmente  o  no  en  el
Estado  de  la  residencia  habitual  del  menor,  sin  tener  que  recurrir  a
procedimientos concretos para probar la vigencia de esa legislación o para el
reconocimiento  de  las  decisiones  extranjeras  que  de  lo  contrario  serían
aplicables.

Artículo 15

Las autoridades judiciales o administrativas de un Estado Contratante antes de
emitir una orden para la restitución del menor podrán pedir que el solicitante
obtenga de las autoridades del Estado de residencia habitual del menor una
decisión o una certificación que acredite que el traslado o retención del menor
era ilícito en el sentido previsto en el Artículo 3 del Convenio, siempre que la
mencionada decisión o certificación pueda obtenerse en dicho Estado.  Las
autoridades Centrales de los Estados Contratantes harán todo lo posible por
prestar asistencia al solicitante para que obtengan una decisión o certificación
de esa clase.

Artículo 16

Después de haber sido informadas de un traslado o retención ilícitos de un
menor  en  el  sentido  previsto  en  el  Artículo  3,  las  autoridades  judiciales  o
administrativas del Estado Contratante adonde haya sido trasladado el menor
o donde esté retenido ilícitamente, no decidirán sobre la cuestión de fondo de
los derechos de custodia hasta que se haya determinado que no se reúnen las
condiciones del presente Convenio para la restitución del menor o hasta que
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haya transcurrido un período de tiempo razonable sin que se haya presentado
una solicitud en virtud de este Convenio.

Artículo 17

El solo hecho de que se haya dictado una decisión relativa a la custodia del
menor o que esa decisión pueda ser reconocida en el Estado requerido no
podrá justificar la negativa para restituir a un menor conforme a lo dispuesto en
el  presente  Convenio,  pero  las  autoridades  judiciales  o  administrativas  del
Estado podrán tener  en  cuenta  los  motivos  de dicha decisión  al  aplicar  el
presente Convenio.

Artículo 18

Las disposiciones del  presente  Capítulo  no  limitarán las  facultades de una
autoridad judicial  o  administrativa  para  ordenar  la  restitución  del  menor  en
cualquier momento.

Artículo 19

Una decisión adoptada en virtud del presente Convenio sobre la restitución del
menor no afectará la cuestión de fondo del derecho de custodia.

Artículo 20

La  restitución  del  menor  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  Artículo  12  podrá
denegarse  cuando  no  lo  permitan  los  principios  fundamentales  del  Estado
requerido  en  materia  de  protección  de  los  derechos  humanos  y  de  las
libertades fundamentales.

CAPITULO IV

DERECHO DE VISITA

Artículo 21

Una solicitud que tenga como fin la organización o la garantía del ejercicio
efectivo del derecho de visita podrá presentarse a las Autoridades Centrales
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de  los  Estados  Contratantes,  en  la  misma  forma  que  la  solicitud  para  la
restitución del menor.

Las Autoridades Centrales estarán sujetas a las obligaciones de cooperación
establecidas en el Artículo 7 para asegurar el ejercicio pacífico del derecho de
visita y el cumplimiento de todas las condiciones a que pueda estar sujeto el
ejercicio de ese derecho. Las Autoridades Centrales adoptarán las medidas
necesarias para eliminar, en la medida de lo posible, todos los obstáculos para
el ejercicio de ese derecho.

Las Autoridades Centrales, directamente o por vía de intermediarios, podrán
incoar procedimientos o favorecer su incoación con el fin de regular o proteger
dicho derecho y asegurar el cumplimiento de las condiciones a que pudiera
estar sujeto el ejercicio del mismo.

CAPITULO V

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 22

No  podrá  exigirse  ninguna  fianza  ni  depósito,  cualquiera  que  sea  la
designación que se le dé, para garantizar el pago de las costas y gastos de los
procedimientos judiciales o administrativos previstos en el Convenio.

Artículo 23

No se exigirá, en el contexto del presente Convenio, ninguna legalización ni
otras formalidades análogas.

Artículo 24

Toda solicitud, comunicación u otro documento que se envíe a la Autoridad
Central  del  Estado  requerido  se  remitirá  en  el  idioma  de  origen  e  irá
acompañado  de  una  traducción  al  idioma  oficial  o  a  uno  de  los  idiomas
oficiales  del  Estado  requerido  o,  cuando  esta  traducción  sea  difícilmente
realizable, traducción al francés o al inglés.

No obstante, un Estado Contratante, mediante la formulación de una reserva
conforme a lo dispuesto en el Artículo 42, podrá oponerse a la utilización del
francés  o  del  inglés,  pero  no  de  ambos  idiomas,  en  toda  solicitud,
comunicación u otros documentos que se envíen a su Autoridad Central.
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Artículo 25

Los nacionales de los Estados Contratantes y las personas que residen en
esos Estados tendrán derecho en todo lo referente a la aplicación del presente
Convenio, a la asistencia judicial y al asesoramiento jurídico en cualquier otro
Estado Contratante  en  las  mismas condiciones que  si  fueran  nacionales  y
residieran habitualmente en ese otro Estado.

Artículo 26

Cada  Autoridad  Central  sufragará  sus  propios  gastos  en  la  aplicación  del
presente Convenio.

Las  Autoridades  Centrales  y  otros  servicios  públicos  de  los  Estados
Contratantes  no  impondrán cantidad alguna en  relación  con las  solicitudes
presentadas en virtud de lo dispuesto en el presente Convenio ni exigirán al
solicitante ningún pago por las costas y gastos del proceso ni, dado el caso,
por los gastos derivados de la participación de un abogado o asesor jurídico.
No obstante, se les podrá exigir el pago de los gastos originados o que vayan
a originarse por la restitución del menor.

Sin embargo, un Estado Contratante, mediante la formulación de una reserva
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  Artículo  42,  podrá  declarar  que  no  estará
obligado a asumir ningún gasto de los mencionados en el párrafo precedente
que se deriven de la participación de un abogado o asesores jurídicos o del
proceso  judicial,  excepto  en  la  medida  que  dichos  gastos  puedan  quedar
cubiertos por su sistema de asistencia judicial y asesoramiento jurídico.

Al ordenar la restitución de un menor o al  expedir una orden relativa a los
derechos  de  visita  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  presente  Convenio,  las
autoridades judiciales o administrativas podrán disponer, dado el caso, que la
persona que trasladó o  que retuvo al  menor o que impidió  el  ejercicio  del
derecho  de  visita,  pague  los  gastos  necesarios  en  que  haya  incurrido  el
solicitante o en que se haya incurrido en su nombre, incluídos los gastos de
viajes, las costas de representación judicial del solicitante y los gastos de la
restitución del menor.

Artículo 27

Cuando  se  ponga  de  manifiesto  que  no  se  han  cumplido  las  condiciones
requeridas en el presente Convenio o que la solicitud carece de fundamento,
una Autoridad Central no estará obligada a aceptar la solicitud. En este caso,
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la Autoridad Central informará inmediatamente sus motivos al solicitante o a la
Autoridad Central por cuyo conducto se haya presentado la solicitud, según el
caso.

Artículo 28

Una Autoridad Central podrá exigir que la solicitud vaya acompañada de una
autorización por escrito que le confiera poderes para actuar por cuenta del
solicitante,  o  para  designar  un  representante  habilitado  para  actuar  en  su
nombre.

Artículo 29

El  presente  Convenio  no  excluirá  que  cualquier  persona,  institución  u
organismo que pretenda que ha habido una violación del derecho de custodia
o del derecho de visita en el sentido previsto en los Artículos 3 o 21, reclame
directamente ante las autoridades judiciales o administrativas de un Estado
Contratante, conforme o no a las disposiciones del presente Convenio.

Artículo 30

Toda solicitud presentada a las Autoridades Centrales o directamente a las
autoridades  judiciales  o  administrativas  de  un  Estado  Contratante  de
conformidad  con  los  términos  del  presente  Convenio,  junto  con  los
documentos  o  cualquier  otra  información  que  la  acompañen  o  que  haya
proporcionado una Autoridad Central, será admisible ante los tribunales o ante
las autoridades administrativas de los Estados Contratantes.

Artículo 31

Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga
dos o más sistemas de derecho aplicables en unidades territoriales diferentes:

a) toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado, se interpretará
que se refiere a la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado;

b) toda referencia a la ley del Estado de residencia habitual, se interpretará
que  se  refiere  a  la  ley  de  la  unidad  territorial  del  Estado  donde  resida
habitualmente el menor.
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Artículo 32

Cuando se trate de un Estado que en materia de custodia de menores tenga
dos  o  más  sistemas  de  derecho  aplicables  a  diferentes  categorías  de
personas, toda referencia a la ley de ese Estado se interpretará que se refiere
al sistema de derecho especificado por la ley de dicho Estado.

Artículo 33

Un Estado en el que las diferentes unidades territoriales tengan sus propias
normas jurídicas  respecto  a  la  custodia  de  menores,  no  estará  obligado  a
aplicar el presente Convenio cuando no esté obligado a aplicarlo un Estado
que tenga un sistema unificado de derecho.

Artículo 34

El presente Convenio tendrá prioridad en las materias incluídas en su ámbito
de aplicación sobre el "Convenio del 5 de octubre de 1961 sobre competencia
de las autoridades y la ley aplicable en materia de protección de menores",
entre los Estados Partes en ambos Convenios.

Por  lo  demás  el  presente  Convenio  no  restringirá  la  aplicación  de  un
instrumento  internacional  en  vigor  entre  el  Estado  de  origen  y  el  Estado
requerido ni la invocación de otras normas jurídicas del Estado requerido, para
obtener  la  restitución  de  un  menor  que  haya  sido  trasladado  o  retenido
ilícitamente o para regular el derecho de visita.

Artículo 35

El presente Convenio sólo se aplicará entre los Estados Contratantes en los
casos de traslados o retenciones ilícitos ocurridos después de su entrada en
vigor en esos Estados.

Si  se  hubiera  formulado  una  declaración  conforme  a  lo  dispuesto  en  los
artículo 39 ó 40, la referencia a un Estado Contratante que figura en el parrafo
precedente se entenderá que se refiere a la unidad o unidades territoriales a
las que se aplica el presente Convenio.

Artículo 36

Nada  de  lo  dispuesto  en  el  presente  Convenio  impedirá  que  dos  o  más
Estados Contratantes, con el fin de limitar las restricciones a las que podría
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estar sometida la restitución del menor, acuerden mutuamente la derogación
de algunas de las disposiciones del presente Convenio que podrían originar
esas restricciones.

CAPITULO VI

CLAUSULAS FINALES

Artículo 37

El Convenio estará abierto a la firma de los Estados que fueron Miembros de la
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en su decimocuarta
sesión.

Será  ratificado,  aceptado  o  aprobado,  y  los  instrumentos  de  ratificación,
aceptación  o  aprobación  se  depositarán  ante  el  Ministerio  de  Asuntos
Exteriores del Reino de los Países Bajos.

Artículo 38

Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio.

El  instrumento  de  adhesión  será  depositado  ante  el  Ministerio  de  Asuntos
Exteriores del Reino de los Países Bajos.

Para el Estado que se adhiera al Convenio, éste entrará en vigor el primer día
del  tercer  mes  del  calendario  siguiente  al  depósito  de  su  instrumento  de
adhesión.

La adhesión tendrá efecto sólo para las relaciones entre el  Estado que se
adhiera y aquellos Estados Contratantes que hayan declarado aceptar esta
adhesión.  Esta declaración habrá de ser  formulada asimismo por  cualquier
Estado Miembro que ratifique, acepte o apruebe el Convenio despues de una
adhesión.  Dicha declaración  será  depositada ante  el  Ministerio  de  Asuntos
Exteriores  del  Reino  de  los  Países  Bajos;  este  Ministerio  enviará  por  vía
diplomática una copia certificada a cada uno de los Estados Contratantes.

El Convenio entrará en vigor entre el Estado que se adhiere y el Estado que
haya  declarado que acepta  esa adhesión el  primer  día  del  tercer  mes del
calendario siguiente al depósito de la declaración de aceptación.

Artículo 39
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Todo Estado, en el momento de la firma, ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión,  podrá  declarar  que el  Convenio se extenderá  al  conjunto de los
territorios de cuyas relaciones exteriores este encargado, o sólo a uno o varios
de esos territorios. Esta declaración tendrá efecto en el momento en que el
Convenio entre en vigor para dicho Estado.

Esa  declaración,  así  como  toda  extensión  posterior,  será  notificada  al
Ministerio de Asuntos Exteriores de los Países Bajos.

Artículo 40

Si un Estado Contratante tiene dos o más unidades territoriales en las que se
aplican sistemas de derecho distintos en relación con las materias de que trata
el presente Convenio, podrá declarar, en el momento de la firma, ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión, que el presente Convenio se aplicará a
todas sus unidades territoriales o sólo a una o varias de ellas y podrá modificar
esta declaración en cualquier momento, para lo que habrá de formular una
nueva declaración.

Estas declaraciones se notificarán al Ministerio de Relaciones Exteriores de los
Países Bajos y se indicará en ellas expresamente, las unidades territoriales a
las que se aplica el presente Convenio.

Artículo 41

Cuando un Estado Contratante tenga un sistema de gobierno en el cual los
poderes ejecutivo, judicial y legislativo estén distribuidos entre las autoridades
centrales  y  otras  autoridades dentro  de  dicho Estado,  la  firma,  ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión del presente Convenio, o la formulación de
cualquier declaración conforme a lo dispuesto en el Artículo 40, no implicará
consecuencia alguna en cuanto a la distribución interna de los poderes en
dicho Estado.

Artículo 42

Cualquier Estado podrá formular una o las dos reservas previstas en el Artículo
24 y en el tercer párrafo del Artículo 26, a más tardar en el momento de la
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión o en el momento de formular
una  declaración  conforme a  lo  dispuesto  en  los  Artículos  39  ó  40.  No  se
permitirá ninguna otra reserva.
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Cualquier Estado podrá retirar en cualquier momento una reserva que hubiera
formulado. El retiro será notificado al Ministerio de Relaciones Exteriores del
Reino de los Países Bajos.

La reserva dejará de tener efecto el primer día del tercer mes del calendario
siguiente  a  las  notificaciones  a  que  se  hace  referencia  en  el  párrafo
precedente.

Artículo 43

El  Convenio  entrará  en  vigor  el  primer  día  del  tercer  mes  del  calendario
siguiente  al  depósito  del  tercer  instrumento  de  ratificación,  aceptación,
aprobación o adhesión a que se hace referencia en los Artículos 37 y 38.

Después, el Convenio entrará en vigor:

1) para  cada  Estado  que  lo  ratifique,  acepte,  apruebe  o  adhiera  con
posterioridad, el primer día del tercer del calendario siguiente al depósito de su
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión; 

2) para los territorios o unidades territoriales a los que se haya extendido el
Convenio de conformidad con el Artículo 39 ó 40, el primer día del tercer mes
del  calendario siguiente a la notificación a que se hace referencia en esos
artículos.

Artículo 44

El Convenio permanecerá en vigor durante cinco años a partir de la fecha de
su entrada en vigor de conformidad con lo dispuesto en el primer párrafo del
Artículo  43,  incluso  para  los  Estados  que  con  posterioridad  lo  hubieran
ratificado, aceptado, aprobado o adherido. Si no hubiera denuncia se renovará
tácitamente cada cinco años.

Toda denuncia será notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de
los Países Bajos, por lo menos, seis meses antes de la expiración del plazo de
cinco años. La denuncia podrá limitarse a determinados territorios o unidades
territoriales a los que se aplica el Convenio.

La denuncia tendrá efecto sólo respecto el Estado que la hubiera notificado. El
Convenio permanecerá en vigor para los demás Estados Contratantes.

Artículo 45
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El Ministerio de Asuntos Exteriores del Reino de los Países Bajos notificará a
los Estado Miembros de la Conferencia y a los Estados que hayan adherido de
conformidad con lo dispuesto en el Artículo 38 lo siguiente:

1) las  firmas  y  ratificaciones,  aceptaciones  y  aprobaciones  a  que  hace
referencia el Artículo 37; 

2) las adhesiones a que hace referencia el Artículo 38; 

3) la fecha en que el Convenio entre en vigor conforme a lo dispuesto en el
Artículo 43; 

4) las extensiones a que hace referencia el Artículo 39;

5) las declaraciones mencionadas en los Artículos 38 y 40;

6) las reservas previstas en el Artículo 24 y en el tercer párrafo del Artículo
26, y los retiros previstos en el Artículo 42;

7) las denuncias previstas en el Artículo 44.

* Se utiliza el término "Convenio" como sinónimo de "Convención".

Status

Miembros de la Organización

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Albania 4-V-2007 A* 1-VIII-2007 1 Res

Alemania 9-IX-1987 27-IX-1990 R 1-XII-1990 1 D,Res

Argentina 28-I-1991 19-III-1991 R 1-VI-1991 1 D

Australia 29-X-1986 29-X-1986 R 1-I-1987 1 D

Austria 12-V-1987 14-VII-1988 R 1-X-1988 1

Belarús 12-I-1998 A* 1-IV-1998 1 Res

Bélgica 11-I-1982 9-II-1999 R 1-V-1999 1

Bosnia y Herzegovina 23-VIII-1993 Su 6-III-1992 1
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Brasil 19-X-1999 A* 1-I-2000 1 Res

Bulgaria 20-V-2003 A* 1-VIII-2003 1 Res

Burkina Faso 25-V-1992 A* 1-VIII-1992 1

Canadá 25-X-1980 2-VI-1983 R 1-XII-1983 13 1 D,Res

Chile 23-II-1994 A* 1-V-1994 1 D

China, República Popular C 2 D,N

China, República Popular C 2 D,N

Chipre 4-XI-1994 A* 1-II-1995 1

Corea, República de 13-XII-2012 A* 1-III-2013 1 D,Res

Costa Rica 9-XI-1998 A* 1-II-1999 1

Croacia 23-IV-1993 Su 1-XII-1991 1

Dinamarca 17-IV-1991 17-IV-1991 R 1-VII-1991 1 Res

Ecuador 22-I-1992 A* 1-IV-1992 1

Eslovaquia 28-XII-1992 7-XI-2000 R 1-II-2001 1 Res

Eslovenia 22-III-1994 A* 1-VI-1994 1

España 7-II-1986 16-VI-1987 R 1-IX-1987 1

Estados Unidos de América 23-XII-1981 29-IV-1988 R 1-VII-1988 1 Res

Estonia 18-IV-2001 A* 1-VII-2001 1 Res

Finlandia 25-V-1994 25-V-1994 R 1-VIII-1994 1 Res
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Francia 25-X-1980 16-IX-1982 R 1-XII-1983 1 Res,D

Francia 25-X-1980 16-IX-1982 R 1-XII-1983 1 Res,D

Georgia 24-VII-1997 A* 1-X-1997 1

Grecia 25-X-1980 19-III-1993 R 1-VI-1993 1 Res

Hungría 7-IV-1986 A* 1-VII-1986 1

Irlanda 23-V-1990 16-VII-1991 R 1-X-1991 1

Islandia 14-VIII-1996 A* 1-XI-1996 1 Res

Israel 4-IX-1991 4-IX-1991 R 1-XII-1991 1 Res

Italia 2-III-1987 22-II-1995 R 1-V-1995 1

Japón 24-I-2014 24-I-2014 R 1-IV-2014 1 Res

La ex República Yugoslava de Macedonia 20-IX-1993 Su 1-XII-1991 1

Letonia 15-XI-2001 A* 1-II-2002 1 Res

Lituania 5-VI-2002 A* 1-IX-2002 1 Res

Luxemburgo 18-XII-1984 8-X-1986 R 1-I-1987 1 Res

Malta 26-X-1999 A* 1-I-2000 1

Marruecos 9-III-2010 A* 1-VI-2010 1

Mauricio 23-III-1993 A* 1-VI-1993 1 Res

México 20-VI-1991 A* 1-IX-1991 1

Mónaco 12-XI-1992 A* 1-II-1993 1 Res
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Montenegro 1-III-2007 Su 3-VI-2006 1

Noruega 9-I-1989 9-I-1989 R 1-IV-1989 1 Res

Nueva Zelandia 31-V-1991 A* 1-VIII-1991 1 Res

Países Bajos 11-IX-1987 12-VI-1990 R 1-IX-1990 1 1 D,Res

Panamá 2-II-1994 A* 1-V-1994 1 Res

Paraguay 13-V-1998 A* 1-VIII-1998 1

Perú 28-V-2001 A* 1-VIII-2001 1

Polonia 10-VIII-1992 A* 1-XI-1992 1 Res

Portugal 22-VI-1982 29-IX-1983 R 1-XII-1983 1

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte

19-XI-1984 20-V-1986 R 1-VIII-1986 7 1 N,Res

República Checa 28-XII-1992 15-XII-1997 R 1-III-1998 1 Res

Rumania 20-XI-1992 A* 1-II-1993 1

Rusia, Federación de 28-VII-2011 A* 1-X-2011 1 Res

Serbia 29-IV-2001 Su 27-IV-1992 1

Sri Lanka 28-IX-2001 A* 1-XII-2001 1 Res

Sudáfrica 8-VII-1997 A* 1-X-1997 1 Res

Suecia 22-III-1989 22-III-1989 R 1-VI-1989 1 Res

Suiza 25-X-1980 11-X-1983 R 1-I-1984 1

Turquía 21-I-1998 31-V-2000 R 1-VIII-2000 1 Res
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Ucrania 2-VI-2006 A* 1-IX-2006 1

Uruguay 16-XI-1999 A* 1-II-2000 1

Venezuela 16-X-1996 16-X-1996 R 1-I-1997 1 Res

Estados no Miembros de la Organización

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Andorra 6-IV-2011 A* 1-VII-2011 1 Res

Armenia 1-III-2007 A* 1-VI-2007 1 Res

Bahamas 1-X-1993 A* 1-I-1994 1

Belice 22-VI-1989 A* 1-IX-1989 1 Res

Colombia 13-XII-1995 A* 1-III-1996 1

El Salvador 5-II-2001 A* 1-V-2001 1 D,Res

Fiji 16-III-1999 A* 1-VI-1999 1

Gabón 6-XII-2010 A* 1-III-2011

Guatemala 6-II-2002 A* 1-V-2002 1 Res

Guinea 7-XI-2011 A* 1-II-2012 1

Honduras 20-XII-1993 A* 1-III-1994 1 Res

Kazajstán 3-VI-2013 A* 1-IX-2013 Res

Lesotho 18-VI-2012 A* 1-IX-2012 1

Nicaragua 14-XII-2000 A* 1-III-2001 1
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

República de Moldova 10-IV-1998 A* 1-VII-1998 1 Res

República Dominicana 11-VIII-2004 A* 1-XI-2004 1

Saint Kitts y Nevis 31-V-1994 A* 1-VIII-1994 1 Res

San Marino 14-XII-2006 A* 1-III-2007 1 D

Seychelles 27-V-2008 A* 1-VIII-2008 1

Singapur 28-XII-2010 A* 1-III-2011 1 Res

Tailandia 14-VIII-2002 A* 1-XI-2002 1 Res

Trinidad y Tabago 7-VI-2000 A* 1-IX-2000 1

Turkmenistán 29-XII-1997 A* 1-III-1998 1

Uzbekistán 31-V-1999 A* 1-VIII-1999 1 Res

Zimbabwe 4-IV-1995 A* 1-VII-1995 1 Res

1) F = Firma
2) R/A/Su = Ratificación, Adhesión o Sucesión
3) Tipo = R: Ratificación;
A: Adhesión;
A*: Adhesión sometida al procedimiento de aceptación; haga clic en A* para más detalles sobre las aceptaciones de la
adhesión;
C: Continuación;
Su: Sucesión;
Den: Denuncia;
4) VIG = Entrada en vigor
5) Ext = Extensiones de la aplicación
6) Aut = Designación de Autoridades
7) Res/D/N = Reservas, declaraciones o notificaciones
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- Convenio de La Haya relativo a la protección del niño y a la cooperación
en materia de adopción internacional (La Haya, 1993). Aprobado por ley
N° 17.670 del 8 de julio de 2003. 

CAPÍTULO I

ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO

Artículo 1

El presente Convenio tiene por objeto:

a) establecer  garantías  para  que las adopciones internacionales tengan
lugar en consideración al interés superior del niño y al respeto a los derechos
fundamentales que le reconoce el Derecho Internacional; 

b) instaurar un sistema de cooperación entre los Estados contratantes que
asegure  el  respeto  a  dichas  garantías  y,  en  consecuencia,  prevenga  la
sustracción, la venta o el tráfico de niños; 

c) asegurar  el  reconocimiento  en  los  Estados  contratantes  de  las
adopciones realizadas de acuerdo con el Convenio.

Artículo 2

1. El Convenio se aplica cuando un niño con residencia habitual en un Estado
contratante ("el Estado de origen") ha sido, es o va a ser desplazado a otro
Estado contratante ("el Estado de recepción"), bien después de su adopción en
el Estado de origen por cónyuges o por una persona con residencia habitual
en el Estado de recepción, bien con la finalidad de realizar tal adopción en el
Estado de recepción en el Estado de origen.

2. El Convenio sólo se refiere a las adopciones que establecen un vínculo de
filiación.

Artículo 3

El Convenio deja de aplicarse si no se han otorgado las aceptaciones a las que
se refiere el Artículo 17, apartado c) antes de que el niño alcance la edad de
dieciocho años.

CAPÍTULO II

CONDICIONES DE LAS ADOPCIONES INTERNACIONALES

Artículo 4

Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando
las Autoridades competentes del Estado de origen:

a) han establecido que el niño es adoptable; 
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b) han  constatado,  después  de  haber  examinado  adecuadamente  las
posibilidades de colocación del niño en su Estado de origen, que una adopción
internacional responde al interés superior del niño; 

c) se han asegurado de que

1) las personas, instituciones y autoridades cuyo consentimiento se
requiera  para  la  adopción  han  sido  convenientemente  asesoradas  y
debidamente  informadas  de  las  consecuencias  de  consentimiento,  en
particular en relación al mantenimiento o ruptura, en virtud de la adopción, de
los vínculos jurídicos entre el niño y su familia de origen, 

2) tales  personas,  instituciones  y  autoridades  han  dado  su
consentimiento  libremente,  en  la  forma  legalmente  prevista  y  que  este
consentimiento ha sido dado o constatado por escrito, 

 3) los  consentimientos  no  se  han  obtenido  mediante  pago  o
compensación  de  clase  alguna  y  que  tales  consentimientos  no  han  sido
revocados, y 

4) el consentimiento de la madre, cuando sea exigido, se ha dado
únicamente después del nacimiento del niño; y

d) se han asegurado, teniendo en cuenta la edad y el grado de madurez
del niño, de que,

1) ha sido convenientemente asesorado y debidamente informado
sobre las consecuencias de la adopción y de su consentimiento a la adopción,
cuando éste sea necesario,

2) se han tomado en consideración los deseos y opiniones del niño,

 3) el consentimiento del niño a la adopción, cuando sea necesario,
ha  sido  dado  libremente,  en  la  forma  legalmente  prevista  y  que  este
consentimiento ha sido dado o constatado por escrito, y

4) el  consentimiento  no  ha  sido  obtenido  mediante  pago  o
compensación de clase alguna.

Artículo 5

Las adopciones consideradas por el Convenio solo pueden tener lugar cuando
las Autoridades competentes del Estado de recepción:

a) han constatado que los futuros padres adoptivos son adecuados y aptos
para adoptar;

b) se  han  asegurado  de  que  los  futuros  padres  adoptivos  han  sido
convenientemente asesorados; y
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c) han constatado que el niño ha sido o será autorizado a entrar y residir
permanentemente en dicho Estado.

CAPÍTULO III

AUTORIDADES CENTRALES Y ORGANISMOS ACREDITADOS

Artículo 6

1. Todo Estado contratante designará una Autoridad central encargada de dar
cumplimiento a las obligaciones que el Convenio le impone.

2. Un Estado federal, un Estado en el que están en vigor diversos sistemas
jurídicos o un Estado con unidades territoriales autónomas puede designar
más de una Autoridad central y especificar la extensión territorial o personal de
sus funciones. El Estado que haga uso de esta facultad, designará la Autoridad
central a la que puede dirigirse toda comunicación para su transmisión a la
Autoridad central competente dentro de ese Estado.

Artículo 7

1.  Las Autoridades centrales deberán cooperar  entre ellas y  promover  una
colaboración entre las Autoridades competentes de sus respectivos Estados
para asegurar la protección de los niños y alcanzar los demás objetivos del
Convenio.

2. Tomarán directamente todas las medidas adecuadas para:

a) proporcionar información sobre la legislación de sus Estados en materia
de  adopción  y  otras  informaciones  generales,  tales  como  estadísticas  y
formularios;

b) informarse mutuamente sobre el funcionamiento del Convenio y, en la
medida de lo posible, suprimir los obstáculos para su aplicación.

Artículo 8

Las  Autoridades  centrales  tomarán,  directamente  o  con  la  cooperación  de
autoridades públicas, todas las medidas apropiadas para prevenir beneficios
materiales indebidos en relación a una adopción y para impedir toda práctica
contraria a los objetivos del Convenio.

Artículo 9

Las Autoridades centrales tomarán, ya sea directamente o con la cooperación
de Autoridades públicas o de otros organismos debidamente acreditados en su
Estado, todas las medidas apropiadas, en especial para:
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a) reunir, conservar e intercambiar información relativa a la situación del
niño y de los futuros padres adoptivos en la medida necesaria para realizar la
adopción;

b) facilitar, seguir y activar el procedimiento de adopción;

c) promover,  en  sus  respectivos  Estados,  el  desarrollo  de  servicios  de
asesoramiento  en  materia  de  adopción  y  para  el  seguimiento  de  las
adopciones;

d) intercambiar informes generales de evaluación sobre las experiencias
en materia de adopción internacional.

e) responder, en la medida en que lo permita la ley de su Estado, a las
solicitudes de información motivadas respecto a una situación particular  de
adopción  formuladas  por  otras  Autoridades  centrales  o  por  autoridades
públicas.

Artículo 10

Sólo  pueden  obtener  y  conservar  la  acreditación  los  organismos  que
demuestren su aptitud para cumplir correctamente las funciones que pudieran
confiárseles.

Artículo 11

Un organismo acreditado debe:

a) perseguir únicamente fines no lucrativos, en las condiciones y dentro de
los límites fijados por  las autoridades competentes del  Estado que lo haya
acreditado;

b) ser dirigido y administrado por personas cualificadas por su integridad
moral y por su formación o experiencia para actuar en el ámbito de la adopción
internacional; y

c) estar  sometido  al  control  de  las  autoridades  competentes  de  dicho
Estado en cuanto a su composición, funcionamiento y situación financiera.

Artículo 12

Un organismo acreditado en un Estado contratante solo podrá actuar en otro
Estado contratante si ha sido autorizado por las autoridades competentes de
ambos Estados.

Artículo 13

La designación de las Autoridades centrales y, en su caso, el ámbito de sus
funciones,  así  como el  nombre y  dirección  de los  organismos acreditados,
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serán comunicados por cada Estado contratante a la Oficina Permanente de la
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado.

CAPÍTULO IV

CONDICIONES  DE  PROCEDIMIENTO  RESPECTO  A  LAS  ADOPCIONES
INTERNACIONALES

Artículo 14

Las personas con residencia habitual en un Estado contratante que deseen
adoptar  un  niño  cuya  residencia  habitual  esté  en  otro  Estado  contratante,
deberán dirigirse a la Autoridad central del Estado de su residencia habitual.

Artículo 15

1.  Si  la  Autoridad  central  del  Estado  de  recepción  considera  que  los
solicitantes son adecuados y aptos para adoptar, preparará un informe que
contenga  información  sobre  su  identidad,  capacidad  jurídica  y  aptitud  para
adoptar, su situación personal, familiar y médica, su medio social, los motivos
que les animan, su aptitud para asumir una adopción internacional así como
sobre los niños que estarían en condiciones de tomar a su cargo.

2.  Esta  Autoridad  central  transmitirá  el  informe  a  la  Autoridad  central  del
Estado de origen.

Artículo 16

1.  Si  la  Autoridad  central  del  Estado  de  origen  considera  que  el  niño  es
adoptable,

a) preparará un informe, que contenga información sobre la identidad del
niño, su adaptabilidad, su medio social,  su evolución personal y familiar, su
historia  médica  y  la  de  su  familia,  así  como  sobre  sus  necesidades
particulares; 

b) se  asegurará  de  que  se  han  tenido  debidamente  en  cuenta  las
condiciones de educación del niño así como

su origen étnico, religioso y cultural; 

c) se asegurará de que se han obtenido los consentimientos previstos en
el artículo 4; y 

d) constatará si, basándose especialmente en los informes relativos al niño
y a los  futuros  padres adoptivos,  la  colocación  prevista  obedece al  interés
superior del niño.
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2.  Esta  Autoridad  central  transmitirá  a  la  Autoridad  central  del  Estado  de
recepción su informe sobre el  niño,  la  prueba de que se han obtenido los
consentimientos  requeridos  y  la  motivación  de  la  decisión  relativa  a  la
colocación, procurando no revelar la identidad de la madre y el padre, si en el
Estado de origen no puede divulgarse su identidad.

Artículo 17

En el  Estado de origen sólo se  podrá confiar  al  niño  a los futuros padres
adoptivos si

a) la Autoridad central del Estado de origen se ha asegurado de que los
futuros padres adoptivos han manifestado su acuerdo; 

b) la Autoridad central del Estado de recepción ha aprobado tal decisión, si
así lo requiere la ley de dicho Estado o la Autoridad central  del Estado de
origen; 

c) las Autoridades centrales de ambos Estados están de acuerdo en que
se siga el procedimiento de adopción; y 

d) se ha constatado, de acuerdo con el artículo 5, que los futuros padres
adoptivos son adecuados y aptos para adoptar y que el niño ha sido o será
autorizado a entrar y residir permanentemente en el Estado de recepción.

Artículo 18

Las  Autoridades  centrales  de  ambos  Estados  tomarán  todas  las  medidas
necesarias para que el  niño reciba la autorización de salida del  Estado de
origen,  así  como  de  entrada  y  residencia  permanente  en  el  Estado  de
recepción.

Artículo 19

1. Sólo se podrá desplazar al niño al Estado de recepción si se han observado
las exigencias del artículo 17.

2.  Las  Autoridades  centrales  de  ambos  Estados  se  asegurarán  de  que  el
desplazamiento se realice con toda seguridad, en condiciones adecuadas y,
cuando sea posible, en compañía de los padres adoptivos o de los futuros
padres adoptivos.

3. Si  no se produce el  desplazamiento del  niño, los informes a los que se
refieren los artículos 15 y 16 serán devueltos a las autoridades que los hayan
expedido.

Artículo 20
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Las Autoridades centrales se mantendrán informadas sobre el procedimiento
de  adopción  y  las  medidas  adoptadas  para  finalizarlo,  así  como  sobre  el
desarrollo del período probatorio, si fuera requerido.

Artículo 21

1.  Si  la  adopción  debe  tener  lugar  en  el  Estado  de  recepción  tras  el
desplazamiento del niño y la Autoridad central de dicho Estado considera que
el  mantenimiento del  niño en la  familia  de recepción ya  no responde a su
interés superior, esta autoridad central tomará las medidas necesarias para la
protección del niño, especialmente para:

a) retirar al niño de las personas que deseaban adoptarlo y ocuparse de su
cuidado provisional; 

b) en consulta con la Autoridad central del Estado de origen, asegurar sin
dilación  una  nueva  colocación  del  niño  en  vistas  a  su  adopción  o,  en  su
defecto, una colocación alternativa de carácter duradero; la adopción del niño
solo podrá tener lugar si  la Autoridad central  del  Estado de origen ha sido
debidamente informada sobre los nuevos padres adoptivos;

c) como último recurso, asegurar el retorno del niño al Estado de origen, si
así lo exige su interés.

2. Teniendo en cuenta especialmente la edad y grado de madurez del niño, se
le consultará y, en su caso, se obtendrá su consentimiento en relación a las
medidas a tomar conforme al presente artículo.

Artículo 22

1.  Las  funciones  atribuidas  a  la  Autoridad  central  por  el  presente  capítulo
pueden ser ejercidas por autoridades públicas o por organismos acreditados
conforme al Capítulo III, en la medida prevista por la ley de este Estado.

Todo Estado contratante podrá declarar ante el depositario del Convenio que
las funciones conferidas a la Autoridad central por los artículos 15 a 21 podrán
también ser ejercidas en ese Estado, dentro de los límites permitidos por la ley
y  bajo  el  control  de  las  Autoridades  competentes  de  dicho  Estado,  por
personas u organismos que:

a) cumplan  las  condiciones  de  integridad,  competencia  profesional,
experiencia y responsabilidad exigidas por dicho Estado; y 

b) estén  capacitadas  por  su  calificación  ética  y  por  su  formación  o
experiencia para trabajar en el ámbito de la adopción internacional.

3. El Estado contratante que efectúe la declaración prevista en el párrafo 2
informará con regularidad a la Oficina Permanente de la Conferencia de La
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Haya de Derecho Internacional Privado de los nombres y direcciones de estos
organismos y personas.

4. Todo Estado contratante podrá declarar ante el  depositario del Convenio
que  las  adopciones  de  niños  cuya  residencia  habitual  esté  situada  en  su
territorio sólo podrán tener lugar si las funciones conferidas a las Autoridades
centrales se ejercen de acuerdo con el párrafo 1.

5. A pesar de que se haya realizado la declaración prevista en el párrafo 2, los
informes previstos en los artículos 15 y 16 se prepararán, en todo caso, bajo la
responsabilidad de la Autoridad Central o de otras autoridades u organismos
de acuerdo con el párrafo 1.

CAPÍTULO V

RECONOCIMIENTO Y EFECTOS DE LA ADOPCIÓN

Artículo 23

1.  Una  adopción  certificada  como  conforme  al  Convenio  por  la  autoridad
competente  del  Estado  donde  ha  tenido  lugar,  será  reconocida  de  pleno
derecho  en  los  demás  Estados  contratantes.  La  certificación  especificará
cuándo y por quién han sido otorgadas las aceptaciones a las que se refiere el
artículo 17, apartado c.

2.  Todo  Estado  contratante,  en  el  momento  de  la  firma,  la  ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión, notificará al  depositario del Convenio la
identidad y las funciones de la autoridad o autoridades que, en dicho Estado,
son competentes para expedir la certificación. Notificará asimismo cualquier
modificación en la designación de estas autoridades.

Artículo 24

Solo  podrá  denegarse  el  reconocimiento  de  una  adopción  en  un  Estado
contratante si dicha adopción es manifiestamente contraria a su orden público,
teniendo en cuenta el interés superior del niño.

Artículo 25

Todo Estado contratante puede declarar ante el depositario del Convenio que
no reconocerá en virtud de las disposiciones del mismo las adopciones hechas
conforme a un acuerdo concluido en aplicación del artículo 39, párrafo 2.

Artículo 26

1. El reconocimiento de la adopción comporta el reconocimiento

a) del vínculo de filiación entre el niño y sus padres adoptivos; 

b) de la responsabilidad de los padres adoptivos respecto al hijo; 
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c) de la  ruptura  del  vínculo  de  filiación  preexistente  entre  el  niño  y  su
madre y su padre, si la adopción produce este efecto en el Estado contratante
en que ha tenido lugar.

2.  Si  la  adopción  tiene  como efecto  la  ruptura  del  vínculo  preexistente  de
filiación,  el  niño  gozará,  en  el  Estado de recepción  y  en  todo otro  Estado
contratante en que se reconozca la adopción, de derechos equivalentes a los
que resultan de una adopción que produzca tal efecto en cada uno de esos
Estados.

3. Los párrafos precedentes no impedirán la aplicación de disposiciones más
favorables al niño que estén en vigor en el Estado contratante que reconozca
la adopción.

Artículo 27

1. Si una adopción realizada en el Estado de origen no tiene por efecto la
ruptura del vínculo de filiación preexistente,  en el  Estado de recepción que
reconozca  la  adopción  conforme  al  Convenio  dicha  adopción  podrá  ser
convertida en una adopción que produzca tal efecto, si

a) la ley del Estado de recepción lo permite; y

b) los consentimientos exigidos en el artículo 4, apartados c) y d), han sido
o son otorgados para tal adopción;

2. El artículo 23 se aplicará a la decisión sobre la conversión de la adopción.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 28

El Convenio no afecta a ley alguna de un Estado de origen que exija que la
adopción de un niño con residencia habitual en ese Estado tenga lugar en ese
Estado o que prohíba la colocación del niño en el Estado de recepción o su
desplazamiento al Estado de recepción antes de la adopción.

Artículo 29

No habrá contacto alguno entre los futuros padres adoptivos y los padres del
niño  u  otras  personas  que  tengan  la  guarda  de  éste  hasta  que  se  hayan
cumplido las condiciones de los artículos 4, apartados a) a c) y 5, apartado a),
salvo cuando la adopción del niño tenga lugar entre familiares o salvo que se
cumplan las condiciones que establezca la autoridad competente del Estado
de origen.
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Artículo 30

1.  Las  autoridades  competentes  de  un  Estado  contratante  asegurarán  la
conservación de la información de la que dispongan relativa a los orígenes del
niño, en particular la información respecto a la identidad de sus padres así
como la historia médica del niño y de su familia.

2. Dichas autoridades asegurarán el acceso, con el debido asesoramiento, del
niño o de su representante a esta información en la medida en que lo permita
la ley de dicho Estado.

Artículo 31

Sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  el  art.  30,  los  datos  personales  que  se
obtengan o transmitan conforme al Convenio, en particular aquellos a los que
se  refieren  los  arts.  15  y  16,  no  podrán  utilizarse  para  fines  distintos  de
aquellos para los que se obtuvieron o transmitieron.

Artículo 32

1. Nadie puede obtener beneficios materiales indebidos, como consecuencia
de una intervención relativa a una adopción internacional.

2. Sólo se podrán reclamar y pagar costes y gastos, incluyendo los honorarios
profesionales razonables de las personas que han intervenido en la adopción.

3.  Los  directores,  administradores  y  empleados  de  organismos  que
intervengan  en  la  adopción  no  podrán  recibir  remuneraciones
desproporcionadas en relación a los servicios prestados.

Artículo 33

Toda Autoridad competente que constate que no se ha respetado o que existe
un riesgo manifiesto de que no sea respetada alguna de las disposiciones del
Convenio,  informará  inmediatamente  a  la  Autoridad  central  de  su  Estado.
Dicha Autoridad central tendrá la responsabilidad de asegurar que se toman
las medidas adecuadas.

Artículo 34

Si  la  autoridad competente  del  Estado de destino de un documento  así  lo
requiere,  deberá  proporcionarse  una  traducción  auténtica.  Salvo  que  se
disponga lo  contrario,  los costes de tal  traducción correrán a  cargo de los
futuros padres adoptivos.

Artículo 35

Las  autoridades  competentes  de  los  Estados  contratantes  actuarán  con
celeridad en los procedimientos de adopción.
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Artículo 36

En  relación  a  un  Estado  que  tenga,  en  materia  de  adopción,  dos  o  más
sistemas jurídicos aplicables en distintas unidades territoriales:

a) toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá
referida a la residencia habitual en una unidad territorial de dicho Estado; 

b) toda referencia a la ley de dicho Estado se entenderá referida a la ley
vigente en la correspondiente unidad territorial; 

c) toda  referencia  a  las  autoridades  competentes  o  a  las  autoridades
públicas de dicho Estado se entenderá referida a las autoridades autorizadas
para actuar en la correspondiente unidad territorial; 

d) toda  referencia  a  los  organismos  acreditados  de  dicho  Estado  se
entenderá referida a los organismos acreditados en la correspondiente unidad
territorial.

Artículo 37

En  relación  a  un  Estado  que  tenga,  en  materia  de  adopción,  dos  o  más
sistemas  jurídicos  aplicables  a  diferentes  categorías  de  personas,  toda
referencia a la ley de ese Estado se entenderá referida al  sistema jurídico
determinado por la ley de dicho Estado.

Artículo 38

Un Estado contratante en el  que distintas unidades territoriales tengan sus
propias  normas  en  materia  de  adopción  no  estará  obligado  a  aplicar  las
normas del Convenio cuando un Estado con un sistema jurídico unitario no
estaría obligado a hacerlo.

Artículo 39

1.  El  Convenio  no  derogará  a  los  instrumentos  internacionales  en que los
Estados  contratantes  sean  partes  y  que  contengan  disposiciones  sobre
materias reguladas por el presente Convenio, salvo declaración en contrario de
los Estados vinculados por dichos instrumentos.

2. Todo Estado contratante podrá concluir con uno o más Estados contratantes
acuerdos  para  favorecer  la  aplicación  del  Convenio  en  sus  relaciones
recíprocas. Estos acuerdos sólo podrán derogar las disposiciones contenidas
en los artículos 14 a 16 y 18 a 21. Los Estados que concluyan tales acuerdos
transmitirán una copia de los mismos al depositario del presente Convenio.

Artículo 40

No se admitirá reserva alguna al Convenio.
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Artículo 41

El  Convenio  se  aplicará  siempre  que  una  solicitud  formulada  conforme  al
artículo 14 sea recibida después de la entrada en vigor del Convenio en el
Estado de origen y en el Estado de recepción.

Artículo 42

El Secretario General de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional
Privado convocará periódicamente una Comisión especial  para examinar  el
funcionamiento práctico del Convenio.

CAPÍTULO VII

CLÁUSULAS FINALES

Artículo 43

1. El Convenio estará abierto a la firma de los Estados que fueren miembros
de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado cuando se
celebró su Decimoséptima sesión y de los demás Estados participantes en
dicha Sesión.

2.  Será  ratificado,  aceptado o  aprobado,  y  los  instrumentos  de ratificación,
aceptación o aprobación se depositarán en el Ministerio de Asuntos Exteriores
del Reino de los Países Bajos, depositario del Convenio.

Artículo 44

1. Cualquier otro Estado podrá adherirse al Convenio después de su entrada
en vigor en virtud del párrafo 1 del artículo 46.

2. El instrumento de adhesión se depositará en poder del depositario.

3. La adhesión solo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado adherente y
los Estados contratantes que no hubiesen formulado objeción a la adhesión en
los seis meses siguientes a la recepción de la notificación a que se refiere el
apartado b) del artículo 48. Podrá asimismo formular una objeción al respecto
cualquier Estado en el momento de la ratificación, aceptación o aprobación del
Convenio  posterior  a  la  adhesión.  Dichas  objeciones  serán  notificadas  al
depositario del Convenio.

Artículo 45

1. Cuando un Estado comprenda dos o más unidades territoriales en las que
se apliquen sistemas jurídicos diferentes en lo  que se refiere a cuestiones
reguladas  por  el  presente  Convenio,  podrá  declarar,  en  el  momento  de la
firma,  ratificación,  aceptación,  aprobación  o  adhesión,  que  el  Convenio  se

139



aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o varias de ellas
y podrá en cualquier momento modificar esta declaración haciendo otra nueva.

2.  Toda  declaración  de  esta  naturaleza  será  notificada  al  depositario  del
Convenio y en ella se indicarán expresamente las unidades territoriales a las
que el Convenio será aplicable.

3. En el caso de que un Estado no formule declaración alguna al amparo del
presente artículo, el Convenio se aplicará a la totalidad del territorio de dicho
Estado.

Artículo 46

1. El Convenio entrará en vigor el día primero del mes siguiente a la expiración
de un período de tres meses después del depósito del tercer instrumento de
ratificación, de aceptación o de aprobación previsto en el artículo 43.

2. En lo sucesivo, el Convenio entrará en vigor:

a) para cada Estado que lo ratifique, acepte o apruebe posteriormente, o
se adhiera al  mismo, el  primer día del mes siguiente a la expiración de un
período de tres meses después del depósito de su instrumento de ratificación,
aceptación, aprobación o adhesión; 

b) para las unidades territoriales a las que se haya  hecho extensiva  la
aplicación del Convenio de conformidad con el artículo 45, el día primero del
mes siguiente a la  expiración de un período de tres meses después de la
notificación prevista en dicho artículo.

Artículo 47

1. Todo Estado parte en el  presente Convenio podrá denunciarlo mediante
notificación por escrito dirigida al depositario.

2. La denuncia surtirá efecto el día primero del mes siguiente a la expiración de
un período de doce meses después de la fecha de recepción de la notificación
por el depositario del Convenio. En caso de que en la notificación se fije un
período  más  largo  para  que  la  denuncia  surta  efecto,  ésta  tendrá  efecto
cuando  transcurra  dicho  período,  que  se  contará  a  partir  de  la  fecha  de
recepción de la notificación.

Artículo 48

El  depositario  del  Convenio  notificará  a  los  Estados  miembros  de  la
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional  Privado, así como a los
demás Estados participantes en la Decimoséptima Sesión y a los Estados que
se hayan adherido de conformidad con lo dispuesto en elartículo 44:
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a) las firmas, ratificaciones, aceptaciones y aprobaciones a que se refiere
el art. 43;

b) las adhesiones y las objeciones a las mismas a que se refiere el art. 44;

c) la fecha en la que el Convenio entrará en vigor de conformidad con lo
dispuesto en el art. 46;

d) las declaraciones y designaciones a que se refieren los artículos 22, 23,
25 y 45;

e) los acuerdos a que se refiere el artículo 39;

f) las denuncias a que se refiere el artículo 47.

En  fe  de  lo  cual,  los  infrascritos,  debidamente  autorizados,  han firmado  el
presente Convenio.

Hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993, en francés e inglés, siendo ambos
textos igualmente auténticos, en un solo ejemplar, que será depositado en los
archivos del Gobierno del Reino de los Países Bajos y del cual se remitirá por
vía diplomática una copia auténtica a cada uno de los Estados miembros de la
Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado en el momento de
celebrarse  su  Decimoséptima Sesión,  así  como a  cada uno de los  demás
Estados que han participado en dicha Sesión.

Status

Miembros de la Organización 

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Albania 12-IX-2000 12-IX-2000 R 1-I-2001 1

Alemania 7-XI-1997 22-XI-2001 R 1-III-2002 3 D
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Australia 25-VIII-1998 25-VIII-1998 R 1-XII-1998 2 D

Austria 18-XII-1998 19-V-1999 R 1-IX-1999 3 D

Belarús 10-XII-1997 17-VII-2003 R 1-XI-2003 2 D

Bélgica 27-I-1999 26-V-2005 R 1-IX-2005 3 D

Brasil 29-V-1993 10-III-1999 R 1-VII-1999 2 D

Bulgaria 27-II-2001 15-V-2002 R 1-IX-2002 3 D

Burkina Faso 19-IV-1994 11-I-1996 R 1-V-1996 1 D

Canadá 12-IV-1994 19-XII-1996 R 1-IV-1997 13 3 D

Chile 13-VII-1999 13-VII-1999 R 1-XI-1999 3

China, República Popular 30-XI-2000 16-IX-2005 R 1-I-2006 3 D

Chipre 17-XI-1994 20-II-1995 R 1-VI-1995 2 D

Corea, República de 24-V-2013

Costa Rica 29-V-1993 30-X-1995 R 1-II-1996 2

Croacia 5-XII-2013 A 1-IV-2014 2 D

Dinamarca 2-VII-1997 2-VII-1997 R 1-XI-1997 2 3 D

Ecuador 3-V-1994 7-IX-1995 R 1-I-1996 3

Eslovaquia 1-VI-1999 6-VI-2001 R 1-X-2001 2

Eslovenia 24-I-2002 24-I-2002 R 1-V-2002 2

España 27-III-1995 11-VII-1995 R 1-XI-1995 3 D
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Estados Unidos de América 31-III-1994 12-XII-2007 R 1-IV-2008 3 D

Estonia 22-II-2002 A 1-VI-2002 2

Filipinas 17-VII-1995 2-VII-1996 R 1-XI-1996 2

Finlandia 19-IV-1994 27-III-1997 R 1-VII-1997 3

Francia 5-IV-1995 30-VI-1998 R 1-X-1998 3 D

Georgia 9-IV-1999 A 1-VIII-1999 1

Grecia 2-IX-2009 2-IX-2009 R 1-I-2010 3 D

Hungría 25-V-2004 6-IV-2005 R 1-VIII-2005 2 D

India 9-I-2003 6-VI-2003 R 1-X-2003 1

Irlanda 19-VI-1996 28-VII-2010 R 1-XI-2010 3

Islandia 17-I-2000 A 1-V-2000 3

Israel 2-XI-1993 3-II-1999 R 1-VI-1999 1

Italia 11-XII-1995 18-I-2000 R 1-V-2000 2 D

La ex República Yugoslava de Macedonia 23-XII-2008 A 1-IV-2009 2

Letonia 29-V-2002 9-VIII-2002 R 1-XII-2002 2 D

Lituania 29-IV-1998 A 1-VIII-1998 1

Luxemburgo 6-VI-1995 5-VII-2002 R 1-XI-2002 3 D

Malta 13-X-2004 A 1-II-2005 2

Mauricio 28-IX-1998 A 1-I-1999 2
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

México 29-V-1993 14-IX-1994 R 1-V-1995 2 D

Mónaco 29-VI-1999 A 1-X-1999 2

Montenegro 9-III-2012 A 1-VII-2012 2 D

Noruega 20-V-1996 25-IX-1997 R 1-I-1998 5 D

Nueva Zelandia 18-IX-1998 A 1-I-1999 2

Países Bajos 5-XII-1993 26-VI-1998 R 1-X-1998 1 3 D

Panamá 15-VI-1999 29-IX-1999 R 1-I-2000 2 D

Paraguay 13-V-1998 A 1-IX-1998 1

Perú 16-XI-1994 14-IX-1995 R 1-I-1996 2 D

Polonia 12-VI-1995 12-VI-1995 R 1-X-1995 4 D

Portugal 26-VIII-1999 19-III-2004 R 1-VII-2004 3 D

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del
Norte

12-I-1994 27-II-2003 R 1-VI-2003 1 4 D,N

República Checa 1-XII-1999 11-II-2000 R 1-VI-2000 2 N

Rumania 29-V-1993 28-XII-1994 R 1-V-1995 2

Rusia, Federación de 7-IX-2000

Serbia 18-XII-2013 A 1-IV-2014 2

Sri Lanka 24-V-1994 23-I-1995 R 1-V-1995 2 D

Sudáfrica 21-VIII-2003 A 1-XII-2003 1

Suecia 10-X-1996 28-V-1997 R 1-IX-1997 3 D
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Suiza 16-I-1995 24-IX-2002 R 1-I-2003 2 D

Turquía 5-XII-2001 27-V-2004 R 1-IX-2004 2

Uruguay 1-IX-1993 3-XII-2003 R 1-IV-2004 1

Venezuela 10-I-1997 10-I-1997 R 1-V-1997 1 D

Viet Nam 7-XII-2010 1-XI-2011 R 1-II-2012 3

Estados no Miembros de la Organización 

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Andorra 3-I-1997 A 1-V-1997 3 D

Armenia 1-III-2007 A 1-VI-2007 1 D

Azerbaiyán 22-VI-2004 A 1-X-2004 2 D

Belice 20-XII-2005 A 1-IV-2006 1

Bolivia 10-XI-2000 12-III-2002 R 1-VII-2002 1 D,Res

Burundi 15-X-1998 A 1-II-1999 1

Cabo Verde 4-IX-2009 A 1-I-2010 2

Camboya 6-IV-2007 A** 1-VIII-2007 1

Colombia 1-IX-1993 13-VII-1998 R 1-XI-1998 5 D

Cuba 20-II-2007 A 1-VI-2007 2

El Salvador 21-XI-1996 17-XI-1998 R 1-III-1999 2 D

Fiji 29-IV-2012 A 1-VIII-2012 2
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Guatemala 26-XI-2002 A** 1-III-2003 2

Guinea 21-X-2003 A** 1-II-2004 1

Haití 2-III-2011 16-XII-2013 R 1-IV-2014 2

Kazajstán 9-VII-2010 A 1-XI-2010 2

Kenia 12-II-2007 A 1-VI-2007 2

Lesotho 24-VIII-2012 A** 1-XII-2012 1

Liechtenstein 26-I-2009 A 1-V-2009 2 D

Madagascar 12-V-2004 12-V-2004 R 1-IX-2004 1

Malí 2-V-2006 A 1-IX-2006 1

Mongolia 25-IV-2000 A 1-VIII-2000 1

Nepal 28-IV-2009

República de Moldova 10-IV-1998 A 1-VIII-1998 2

República Dominicana 22-XI-2006 A 1-III-2007 2

Ruanda 28-III-2012 A** 1-VII-2012 2

San Marino 6-X-2004 A 1-II-2005 2

Senegal 24-VIII-2011 A 1-XII-2011 1

Seychelles 26-VI-2008 A 1-X-2008 1

Swazilandia 5-III-2013 A 1-VII-2013 1

Tailandia 29-IV-2004 29-IV-2004 R 1-VIII-2004 3
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Togo 12-X-2009 A 1-II-2010 2

1) F = Firma
2) R/A/Su = Ratificación, Adhesión o Sucesión
3) Tipo = R: Ratificación;
A: Adhesión;
A*: Adhesión sometida al procedimiento de aceptación; haga clic en A* para más detalles sobre las aceptaciones de la 
adhesión;
C: Continuación;
Su: Sucesión;
Den: Denuncia;
4) VIG = Entrada en vigor
5) Ext = Extensiones de la aplicación
6) Aut = Designación de Autoridades
7) Res/D/N = Reservas, declaraciones o notificaciones
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- Convención  de  La  Haya  relativa  a  la  competencia,  ley  aplicable,
reconocimiento, ejecución y cooperación en materia de responsabilidad
parental  y medidas para la protección de los niños (La Haya,  1996).
Aprobada por ley N° 18.535 del 11 de agosto de 2009.

CAPITULO I 

Alcance de la Convención 

Artículo 1 

Los objetivos de la presente Convención son:

a) determinar los Estados cuyas autoridades tengan competencia para tomar
medidas tendientes a la protección de la persona o bienes del niño;

b)  determinar  qué  legislación  habrán  de  aplicar  dichas  autoridades  en  el
ejercicio de su competencia;

c) determinar la ley aplicable a la responsabilidad de los padres;

d) asegurar el reconocimiento y ejecución de dichas medidas de protección en
todos los Estados Contratantes;

e) establecer entre las autoridades de los Estados Contratantes la cooperación
necesaria para lograr los objetivos de la presente Convención.

2.  Para  los  fines  de  la  presente  Convención,  el  término  "responsabilidad
parental"  incluye  la  autoridad  parental,  o  cualquier  relación  análoga  de
autoridad que determine los derechos, facultades y responsabilidades de los
padres,  tutores  u  otros  representantes  legales  en  relación  a  la  persona  o
bienes del niño.

Artículo 2 

La Convención se aplica a los niños a partir  de su nacimiento y hasta que
hayan alcanzado la edad de dieciocho años.

Artículo 3 

Las medidas previstas en el artículo 1 pueden referirse especialmente a:
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a) la atribución, el  ejercicio,  y el  retiro  total  o parcial  de la  responsabilidad
parental así como la delegación de ésta;

b)  el  derecho  de  custodia,  incluyendo  el  derecho  que  tiene  por  objeto  los
cuidados de la persona del niño y en particular el de decidir sobre su lugar de
residencia así como el derecho de visita, incluyendo el derecho de llevar al
niño  por  un período limitado a un lugar  diferente de otro  de su residencia
habitual;

c) la tutela, la curatela y las instituciones análogas;

d) la designación y las funciones de toda persona u organismo encargado de
ocuparse  de  la  persona  o  de  los  bienes  del  niño,  del  representante  o  de
ampararlo;

e) la colocación del niño en una familia adoptiva o en un establecimiento de
asistencia, o su entrega legal al cuidado de kafala o de institución análoga;

f)  la  supervisión  por  parte  de  las  autoridades  públicas  de  los  cuidados
dispensados al niño por parte de cualquier persona a cargo de este niño;

g) la administración, la conservación o la disposición de los bienes del niño.

Artículo 4 

Se excluyen del campo de aplicación de la Convención:

a) el establecimiento y la discusión de la filiación;

b)  la  decisión sobre la  adopción y sus medidas preparatorias,  así  como la
anulación y la revocación de la adopción;

c) los apellidos y nombres del niño;

d) la emancipación;

e) las obligaciones alimenticias;

f) los trusts y sucesiones;

g) la seguridad social;

h)  las medidas públicas de carácter general  en materia de educación y de
salud;

i)  las  medidas  adoptadas  como  consecuencia  de  infracciones  penales
cometidas por niños;

j) las decisiones sobre el derecho de asilo y en materia de inmigración.
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CAPITULO II 

Competencia 

Artículo 5 

1.  Las  autoridades,  tanto  judiciales  como  administrativas,  del  Estado
Contratante de la residencia habitual del niño son competentes para adoptar
medidas tendientes a la protección de su persona o de sus bienes.

2. A reserva del artículo 7, en caso de cambio de la residencia habitual del niño
en otro Estado Contratante, son competentes las autoridades del Estado de la
nueva residencia habitual.

Artículo 6 

1. Para los niños refugiados y los niños que, como consecuencia de disturbios
reinantes en su país, son trasladados internacionalmente, las autoridades del
Estado Contratante en el territorio en el que se encuentran estos niños como
resultado  de  su  traslado,  tienen  jurisdicción  prevista  en  el  parágrafo  1  del
artículo anterior.

2. Las disposiciones del parágrafo precedente se aplican también a niños cuya
residencia habitual no se puede determinar.

Artículo 7 

1.  En  caso  de  traslado  o  de  retención  ilícita  del  niño,  las  autoridades  del
Estado  Contratante  en  el  cual  el  niño  tenía  su  residencia  habitual
inmediatamente antes de su traslado o retención mantienen su competencia
hasta el  momento en que el  niño adquiere una residencia habitual  en otro
Estado y que:

a) cualquier persona, institución u otro organismo que teniendo el derecho de
custodia consintiera al traslado o retención; o

b) el niño haya residido en dicho otro Estado por un período de por lo menos
un año después que la persona, institución u otro organismo que detente los
derechos de custodia, tenga o haya tenido conocimiento del lugar donde se
encuentra el niño, no exista demanda pendiente en trámite para su restitución,
y que el niño se integre en su nuevo medio.

150



2. El traslado o retención del niño ha de considerarse ilícita cuando:

a)  existe  la  violación  del  derecho  de  custodia  atribuido  a  una  persona,
institución u otro organismo, conjunta o separadamente, en virtud de la ley del
Estado en que el  niño habitualmente residiera inmediatamente antes de su
traslado o retención; y

b) los referidos derechos se ejercieron efectivamente a la fecha de traslado o
retención, conjunta o separadamente, o se hubieran ejercido en caso de no
producirse el traslado o retención.

Los derechos de custodia mencionados en el subparágrafo A supra resultan,
en particular, por atribución de la ley o por razón de una decisión judicial o
administrativa, o por un acuerdo legal vigente según la ley de dicho Estado.

3. En tanto las autoridades antes mencionadas en el Parágrafo 1 conserven su
competencia, las autoridades del Estado Contratante al cual el niño hubiera
sido  trasladado  o  retenido,  podrán  solamente  tomar  las  medidas  urgentes
necesarias para la protección de la persona o los bienes del niño, según el
artículo 11.

Artículo 8 

A  título  de  excepción,  la  autoridad  del  Estado Contratante  competente,  en
aplicación de los Artículos 5 ó 6, si considera que la autoridad de otro Estado
Contratante  estaría  en  mejores  condiciones  para  evaluar  en  un  caso  en
particular los mejores intereses del niño, podrá:

-  solicitar  a  dicha  otra  autoridad,  directamente  o  con  la  asistencia  de  la
Autoridad  Central  de  su  Estado,  asumir  competencia  a  fin  de  tomar  las
medidas de protección que estime necesarias, o

- suspender la consideración del caso e invitar a las partes a presentar dicha
solicitud ante la autoridad de dicho otro Estado.

2. Los Estados Contratantes de cuyas autoridades se solicita la intervención en
las condiciones establecidas en el parágrafo precedente son:

a) un Estado del cual el niño posee la nacionalidad,

b) un Estado donde se encuentran los bienes del niño,

c)  un Estado cuyas  autoridades tengan a cargo la  demanda de divorcio  o
separación legal de los padres del niño, o anulación de su matrimonio,

d) un Estado con el cual el niño tenga una conexión sustancial,
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3.  Las  autoridades  involucradas  pueden  proceder  a  un  intercambio  de
opiniones.

4. La autoridad encargada en las condiciones previstas en el primer parágrafo,
puede asumir competencia en lugar de la autoridad competente en aplicación
del Artículo 5 ó 6, si considera que es de mayor interés para el niño.

Artículo 9 

1. Si  las autoridades del  Estado Contratante mencionadas en el  artículo 8,
parágrafo 2, consideran que están en mejores condiciones para evaluar los
intereses más favorables para el niño, en el caso en particular, podrán:

-  solicitar  a  la  autoridad  competente  del  Estado  Contratante  de  residencia
habitual del niño, directamente o con asistencia de la Autoridad Central del
Estado, que se les autorice a ejercer competencias para adoptar las medidas
de protección que estimen necesarias, o

- invitar a las partes a presentar dicha solicitud ante la autoridad del Estado
Contratante de residencia habitual del niño.

2. Las autoridades involucradas podrán proceder a un intercambio de puntos
de vista.

3. La autoridad que da origen a la solicitud podrá ejercer competencia en lugar
de  las  autoridades  del  Estado  Contratante  de  residencia  habitual  del  niño
solamente si dicha autoridad acepta la solicitud.

Artículo 10 

1. Sin perjuicio de los artículos 5 a 9, las autoridades del Estado Contratante
en ejercicio de su competencia para decidir sobre una demanda de divorcio o
separación legal de los padres del niño habitualmente residente en otro Estado
Contratante, o en la anulación del matrimonio, podrán adoptar, si la legislación
de  su  Estado  lo  permite,  las  medidas  necesarias  para  la  protección  de  la
persona o bienes del niño, si:

a - a la fecha de comienzo de los procedimientos, uno de los progenitores
habitualmente  reside en dicho Estado y uno de ellos  tiene responsabilidad
parental con relación al niño, y

b - la competencia de estas autoridades para tomar dichas medidas ha sido
aceptada  por  los  padres,  así  como  por  cualquier  otra  persona  que  tenga
responsabilidad parental con relación al niño conforme a los mejores intereses
del niño.
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2. La competencia prevista en el parágrafo primero para tomar medidas de
protección del  niño,  cesa desde que la  decisión que autoriza o rechaza la
demanda de divorcio,  separación legal  o anulación del  matrimonio se torne
definitiva, o los procedimientos concluyan por otra razón.

Artículo 11 

1.  En  todos  los  casos  de  urgencia,  las  Autoridades  de  cualquier  Estado
Contratante  en  cuyo  territorio  se  encuentra  el  niño  o  los  bienes  que  le
pertenecen  tienen  competencia  para  tomar  las  necesarias  medidas  de
protección.

2. Las medidas adoptadas en aplicación del parágrafo precedente con relación
a un niño que tiene su residencia habitual en un Estado Contratante dejarán de
tener efecto en cuanto las autoridades competentes en virtud de los artículos 5
a 10 tomen las medidas exigidas por la situación.

3. Las medidas tomadas en aplicación del parágrafo 1 con relación a un niño
que habitualmente reside en un Estado no Contratante quedarán sin efecto en
cada Estado Contratante tan pronto como las medidas exigidas por la situación
y  tomadas  por  otro  Estado  son  reconocidas  en  el  Estado  Contratante  en
cuestión.

Artículo 12 

1. A reserva de las disposiciones del Artículo 7, las autoridades del Estado
Contratante  en  cuyo  territorio  se  encuentra  el  niño  o  los  bienes  que  le
pertenecen  tienen  competencia  para  tomar  medidas  de  protección  de  la
persona o bienes del niño las que tienen un efecto territorial limitado al Estado
involucrado, en tanto dichas medidas no sean incompatibles con las medidas
ya tomadas por las autoridades en virtud de los Artículos 5 al 10.

2. Las medidas tomadas en aplicación del parágrafo precedente con relación al
niño que habitualmente reside en un Estado Contratante quedarán sin efecto
tan pronto como las autoridades competentes en virtud de los artículos 5 al 10,
se  pronuncien  con  respecto  a  las  medidas  de  protección  exigidas  por  la
situación.

3. Las medidas tomadas en aplicación del parágrafo 1 con relación al niño que
habitualmente reside en un Estado no Contratante dejarán de tener efecto en
el  Estado  Contratante  donde  se  adoptaron  tan  pronto  como  las  medidas
exigidas por la situación y tomadas por otro Estado, son reconocidas en el
Estado Contratante involucrado.
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Artículo 13 

1. Las autoridades de un Estado Contratante competentes según los Artículos
1 al 10 para tomar medidas de protección de la persona o bienes del niño, se
deben abstener de ejercer dicha competencia si, a la fecha del inicio de los
procedimientos se han exigido las medidas correspondientes a las autoridades
de otro Estado Contratante con competencia en virtud de los Artículos 5 a 10 y
se encuentran aún a consideración.

2.  Las  disposiciones  del  parágrafo  precedente  no  se  aplicarán  si  las
autoridades ante las cuales inicialmente se presentó la demanda de medidas
han declinado competencia.

Artículo 14 

Las medidas adoptadas en aplicación de los Artículos 5 al  10 permanecen
vigentes según sus términos, aun si un cambio de circunstancias ha eliminado
las  bases  sobre  la  cual  se  fundaba  dicha  competencia,  en  tanto  las
autoridades competentes en virtud de la Convención no hubieran modificado,
reemplazado o terminado dichas medidas.

CAPITULO III

LEY APLICABLE

Artículo 15 

1. En ejercicio de las competencias que se le atribuyen en las disposiciones
del Capítulo II, las autoridades de los Estados Contratantes aplicarán su propia
ley.

2. Sin embargo, en la medida que se requiere la protección de la persona o de
los bienes del niño, excepcionalmente podrán aplicar o tomar en consideración
la ley de otro Estado con el cual la situación posee un vínculo sustancial.

3.  En  caso  de  cambio  de  residencia  habitual  del  niño  para  otro  Estado
Contratante, la ley de dicho otro Estado rige, a partir de la fecha de cambio, las
condiciones de aplicación de las medidas tomadas en el Estado de la anterior
residencia habitual.
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Artículo 16 

1. La atribución o extinción de pleno derecho de la responsabilidad parental,
sin la intervención de una autoridad judicial o administrativa, se rige por la ley
del Estado de la residencia habitual del niño.

2.  La  atribución  o  extinción  operada  por  acuerdo  o  acto  unilateral  de  la
responsabilidad  parental,  sin  intervención  de  una  autoridad  judicial  o
administrativa, se rige por la ley del Estado de residencia habitual del niño a la
fecha en que el acuerdo o acto unilateral entra en vigor.

3. La responsabilidad parental que existe según la ley de Estado de residencia
habitual del niño subsiste después del cambio de dicha residencia habitual a
otro Estado.

4. En caso de cambio de la residencia habitual del niño, la atribución de pleno
derecho  de  la  responsabilidad  a  una  persona  que  no  tiene  ya  dicha
responsabilidad se rige por la ley del Estado de la nueva residencia habitual.

Artículo 17 

El ejercicio de la responsabilidad parental se rige por la ley del Estado de la
residencia habitual del niño. En caso de cambio de residencia habitual, se rige
por la ley del Estado de la nueva residencia habitual.

Artículo 18 

La  responsabilidad  parental  prevista  en  el  artículo  16  podrá  concluir  o  las
condiciones  de  su  ejercicio  ser  modificadas,  por  medidas  tomadas  en
aplicación de la Convención.

Artículo 19 

1.  La  validez  de un acto  acordado entre  una tercera  parte  y  otra  persona
autorizada  a  actuar  como el  representante  legal  del  niño  según  la  ley  del
Estado donde se concluyó la negociación no se podrá impugnar, y la tercera
parte no mantiene la calidad de representante legal, por la única razón de que
la otra persona no estuviera facultada para actuar como representante legal
del  niño  en  virtud  de  la  ley  invocada  por  las  disposiciones  del  presente
Capítulo,  a  menos  que  la  tercera  parte  supiera  o  debiera  saber  que  la
responsabilidad parental se regía por dicha ley.
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2. El  parágrafo anterior solamente se aplica si  la transacción fue acordada
entre personas presentes en el territorio del mismo Estado.

Artículo 20 

Las disposiciones de este Capítulo se aplican aun si la ley invocada es la ley
del Estado no Contratante.

Artículo 21 

1. En este Capítulo el término "ley" se refiere a la ley vigente en un Estado
salvo que existan desacuerdos entre las normas de referencia.

2. Sin embargo, si la ley aplicable en virtud del artículo 16 es la de un Estado
no Contratante y si la elección de normas reguladoras designa la ley de otro
Estado  no  Contratante  que  fuera  aplicable  en  su  propia  legislación,
corresponde aplicar la ley de este último Estado. En caso de que dicho otro
Estado Contratante no aplique su propia ley, regirá la ley referida en el artículo
16.

Artículo 22 

La  aplicación  de  la  ley  designada  por  las  disposiciones  de  este  Capítulo
solamente podrán desestimarse si su aplicación es manifiestamente contraria
al interés público, teniendo en cuenta los mejores intereses del niño.

CAPITULO IV 

Reconocimiento y Ejecución de la ley 

Artículo 23 

1. Las medidas tomadas por las Autoridades de un Estado Contratante serán
reconocidas de pleno derecho en todos los demás Estados Contratantes.

2. Sin embargo, se podrá negar el reconocimiento:

a) si la medida fue tomada por una autoridad cuya competencia no se basaba
en algunos de los fundamentos previstos en el Capítulo II;
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b) si la medida se adoptó, salvo en el caso de urgencia, en el contexto de un
procedimiento judicial o administrativo, sin que el niño haya tenido oportunidad
de ser  escuchado,  en violación de los principios fundamentales del  Estado
requerido;

c)  a  solicitud  de cualquier  persona que reclama que la  medida infringe su
responsabilidad parental, si se toma dicha medida, salvo en caso de urgencia,
sin que la persona tenga la oportunidad de ser escuchado;

d)  si  dicha  manifestación  es  abiertamente  contraria  al  interés  público  del
Estado requerido, teniendo en cuenta los mejores intereses del niño;

e) si la medida es incompatible con cualquier medida posterior tomada en el
Estado  no  contratante  de  residencia  habitual  del  niño,  donde  esta  última
medida cumple los requisitos necesarios para su reconocimiento en el Estado
requerido;

f) si no se ha cumplido con el requisito previsto en el artículo 33.

Artículo 24 

Sin  perjuicio  del  artículo  23,  parágrafo  1,  toda  persona  interesada  podrá
demandar  a  las  autoridades  competentes  de  un  Estado  Contratante  que
decidan  sobre  el  reconocimiento  o  el  no  reconocimiento  de  una  medida
tomada en otro Estado Contratante. El  procedimiento se rige por la ley del
Estado requerido.

Artículo 25 

La autoridad del Estado requerido está obligada por las determinaciones de
hecho sobre las cuales la autoridad del Estado donde se tomaron las medidas
ha basado su competencia.

Artículo 26 

1. Si las medidas tomadas en un Estado Contratante y en el mismo ejecutables
exigen su cumplimiento en otro Estado Contratante, a solicitud de cualquier
parte  interesada  se  declaran  obligatorias  o  se  registran  para  el  fin  de  su
ejecución en dicho Estado de acuerdo con el procedimiento previsto por la ley
en el referido Estado.

2. Cada Parte Contratante aplicará a la declaración de ejecutabilidad o registro
un procedimiento rápido y simple.
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3.  La  declaración  de obligatoriedad o  registro  no  podrá  ser  rechazada por
ninguna de las razones previstas en el artículo 23, parágrafo 2.

Artículo 27 

Sin perjuicio de lo que resulte necesario para la aplicación de los artículos
precedentes, no se procederá a revisión alguna de fondo de la medida tomada.

Artículo 28 

Las medidas tomadas en un Estado Contratante y declaradas ejecutorias, o
registradas  para  el  fin  de  su  ejecución,  en  otro  Estado Contratante,  serán
obligatorias para este último Estado como si hubieran sido adoptadas por la
autoridad de ese Estado. La ejecución se lleva a cabo de acuerdo con la ley
del Estado requerido dentro de los límites previstos por dicha ley, teniendo en
cuenta los mejores intereses del niño.

CAPITULO V 

Cooperación 

Artículo 29 

1.  Cada uno de los Estados Contratantes designará una Autoridad Central
encargada de cumplir las obligaciones impuestas por la Convención a dichas
Autoridades.

2. Los Estados Federales, con más de un sistema de derecho o los Estados
que posean territorios autónomos unidos están en libertad de designar más de
una  Autoridad  Central  y  determinar  el  límite  territorial  o  personal  de  sus
funciones. Cuando el Estado nombra más de una Autoridad Central, designará
la Autoridad Central a la cual dirigir toda comunicación a fin de ser transmitida
a la correspondiente Autoridad Central dentro de dicho Estado.

Artículo 30 

1.  Las  Autoridades  Centrales  deben  cooperar  entre  ellas  y  promover  la
cooperación entre las autoridades competentes en sus Estados para lograr los
objetivos de la Convención.

158



2.  En  relación  con  la  aplicación  de  la  Convención,  tomarán  las  medidas
necesarias  para  suministrar  información  sobre  legislación  referente  a  la
legislación y servicios disponibles, en sus Estados en materia de protección al
niño.

Artículo 31 

La Autoridad Central de un Estado Contratante ya sea directamente o a través
de autoridades públicas u otros organismos, tomará las medidas necesarias
para:

a) facilitar las comunicaciones y ofrecer la asistencia prevista en los artículos 8
y 9 y en el presente Capítulo;

b)  facilitar,  por  mediación,  conciliación  o  medios  similares,  soluciones
acordadas para la protección de la persona o bienes del niño en situaciones en
las que la Convención es aplicable;

c)  ayudar,  por  solicitud  de  una  autoridad  competente  de  otro  Estado
Contratante, a localizar al niño cuando, al parecer, éste se encuentra en el
territorio del Estado requerido y tiene necesidad de protección.

Artículo 32 

Por solicitud fundada de la Autoridad Central o de otra autoridad competente
de un Estado Contratante con el  cual  el  niño tiene un vínculo estrecho,  la
Autoridad Central del Estado Contratante en el cual el niño tiene su residencia
habitual y en cual está presente, puede, ya sea directamente, ya sea con el
apoyo de autoridades públicas o de otros organismos:

a) suministrar un informe sobre la situación del niño;

b) solicitar a la autoridad competente de su Estado examinar la oportunidad de
adoptar medidas tendientes a la protección de la persona o bienes del niño.

Artículo 33 

1. Si la autoridad competente en virtud de los artículos 5 al 10 pretende la
colocación  del  niño  en una familia  adoptiva  o  en un establecimiento,  o  su
adopción legal por kafala o por una institución análoga, y que esta colocación o
adopción tenga lugar en otro Estado Contratante, consultará previamente a la
Autoridad Central o a otra autoridad competente de este último Estado. A estos
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efectos, la misma comunicará un informe sobre el niño y los motivos de su
propuesta sobre la colocación o disposición para el cuidado del niño.

2. La decisión referente a la colocación o disposición de cuidado del niño sólo
puede ser tomada en el Estado demandante si la Autoridad Central o cualquier
otra  autoridad  competente  del  Estado  requerido  aprobó  esta  colocación,
teniendo en cuenta el interés superior del niño.

Artículo 34 

1. En el caso de que se considere una medida de protección, las autoridades
competentes pueden, en virtud de la Convención y si la situación del niño lo
exige,  solicitar  a cualquier autoridad de otro Estado Contratante que posea
informaciones útiles para la protección del niño que se las comunique.

2. Cada Estado Contratante podrá declarar que las demandas previstas en el
parágrafo primero sólo podrán ser encauzadas por intermedio de su Autoridad
Central.

Artículo 35 

1. Las autoridades competentes de un Estado Contratante pueden solicitar a
las  autoridades de otro  Estado Contratante  que presten su  asistencia  a  la
puesta en aplicación de las medidas de protección adoptadas en aplicación de
la presente Convención, particularmente para garantizar el ejercicio efectivo de
un derecho de visita,  así  como el  derecho de mantener  contactos directos
regulares.

2. Las autoridades de un Estado Contratante en el cual el niño no tiene su
residencia habitual pueden, a solicitud de un familiar residente en ese Estado y
que  desea  obtener  o  mantener  un  derecho  de  visita,  recabar  informes  o
pruebas y pronunciarse sobre la aptitud de este familiar para ejercer el derecho
de visita y sobre las condiciones en las cuales las podrá ejercer. La autoridad
competente en virtud de los artículos 5 a 10 para determinar el derecho de
visita, admitirá y considerará dicha información, pruebas o conclusiones antes
de tomar una decisión.

3. La autoridad competente en virtud de los artículos 5 a 10 para decidir sobre
el derecho de visita puede suspender cualquier procedimiento pendiente de
resolución  relativo  a una solicitud  prevista  en el  parágrafo  2,  en particular,
cuando está considerando una demanda para restringir o terminar el derecho
de visita otorgado por las autoridades en el Estado de la anterior residencia del
niño.
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4. Nada en este artículo impide que la autoridad competente en virtud de los
artículos 5 a 10 tomen medidas provisorias a la espera del resultado de la
solicitud realizada, prevista en el parágrafo 2.

Artículo 36 

En caso de que el niño esté expuesto a una grave peligro, las autoridades
competentes del Estado Contratante donde se han tomado o están en vía de
consideración medidas para la protección del niño, si se les informa del cambio
de  residencia,  o  de  la  presencia  del  niño  en  el  Estado,  informará  a  las
autoridades de dicho otro Estado acerca del peligro presente y de las medidas
tomadas o en vías de consideración.

Artículo 37 

Una autoridad no podrá solicitar o transferir información en aplicación de este
Capítulo si la misma es de opinión que una tal demanda o transmisión podrían
poner en peligro la persona o los bienes del niño, o constituir una amenaza
grave para la libertad o la vida de un miembro de su familia.

Artículo 38 

1.  Sin  perjuicio  de  la  posibilidad  de  reclamar  los  gastos  por  los  servicios
prestados,  las  Autoridades  Centrales  y  otras  autoridades  públicas  de  los
Estados Contratantes, se harán cargo de sus propios gastos en aplicación de
las disposiciones del presente Capítulo.

2.  Cualquier  Estado  Contratante  podrá  concluir  acuerdos  con  uno  o  más
Estados Contratantes con relación a la adjudicación de gastos.

Artículo 39 

Todos  los  Estados  Contratantes  podrán  concluir  acuerdos  con  uno  o  más
Estados Contratantes con el fin de favorecer la aplicación de este Capítulo en
sus mutuas relaciones.  Los Estados que hubieran concluido dicho acuerdo
enviarán copia al depositario de la Convención.

CAPITULO VI 

Disposiciones Generales 
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Artículo 40 

1. Las autoridades del Estado Contratante de la residencia habitual del niño, o
del Estado Contratante donde se hubiera tomado una medida de protección,
podrán enviar a la persona con responsabilidad parental o a la persona a quien
se ha confiado la protección del niño o de sus bienes, a solicitud del mismo, un
certificado indicando la calidad en que esa persona está facultada para actuar
y las facultades que le fueron conferidas.

2. La calidad y facultades indicadas en el certificado se presumen otorgadas a
dicha persona, en ausencia de prueba en contrario.

3.  Cada  una  de  las  Partes  Contratantes  designará  a  las  autoridades
competentes para extender el certificado.

Artículo 41 

La información personal obtenida o transmitida conforme a la Convención se
empleará solamente para los fines por los que fuera obtenida o transmitida.

Artículo 42 

Las autoridades a quien se transmite la información asegurarán su carácter
confidencial, de acuerdo con la ley de su Estado.

Artículo 43 

Todos los documentos transmitidos o enviados en aplicación de la Convención
están exentos de legalización u otra formalidad análoga.

Artículo 44 

Cada Estado Contratante podrá designar las autoridades a quien dirigir  las
solicitudes en cumplimiento con los artículos 8, 9 y 33.

Artículo 45 
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1. Las designaciones mencionadas en los artículos 29 y 44 son comunicadas a
la  Oficina  Permanente  de  la  Conferencia  de  La  Haya  sobre  Derecho
Internacional Privado.

2. La declaración mencionada en el artículo 34, parágrafo 2, se convertirá en
depositaria de la Convención.

Artículo 46 

El Estado Contratante en el cual se aplican diferentes sistemas de derecho o
conjunto de normas en materia de protección al niño y a sus bienes, no está
obligado a aplicar las normas de la Convención para los conflictos exclusivos
entre dichos sistemas o conjuntos de normas diferentes.

Artículo 47 

Con relación a un Estado en el que dos o más sistemas de derecho o conjunto
de  normas  legales  referentes  a  cualquier  asunto  que  se  trate  en  esta
Convención, se aplica en diferentes unidades territoriales:

1. toda referencia a la residencia habitual en dicho Estado se entenderá como
referencia a la residencia habitual en una unidad territorial;

2. toda referencia a la presencia del niño en ese Estado se entenderá como la
presencia del niño en una unidad territorial;

3.  toda referencia a la  ubicación de los bienes del  niño en ese Estado se
entenderá como la ubicación de los bienes del niño en una unidad territorial;

4.  toda  referencia  al  Estado  del  cual  el  niño  posee  la  nacionalidad  se
entenderá como la unidad territorial designada por la ley de dicho Estado o en
ausencia de normas pertinentes, como la unidad territorial con la cual el niño
tiene más estrecha conexión;

5. toda referencia al Estado cuyas autoridades tienen la competencia absoluta
sobre una solicitud de divorcio o separación legal de los padres del niño, o
sobre la anulación de su matrimonio, se entenderá como la unidad territorial
cuyas autoridades tienen la competencia absoluta sobre dicha solicitud;

6. toda referencia al Estado con el cual el niño tiene una conexión sustancial
se  entenderá  como  la  unidad  territorial  con  la  cual  el  niño  posee  dicha
conexión;
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7. toda referencia al Estado a la cual el niño ha sido trasladado o retenido, se
entenderá  como la  unidad territorial  a  la  que el  niño  ha sido  trasladado o
retenido;

8.  toda  referencia  a  los  organismos  o  autoridades  de  dicho  Estado
exceptuando  las  autoridades  centrales,  se  entenderá  como  aquellas
autorizadas para actuar en la unidad territorial pertinente;

9. toda referencia a la ley, o al procedimiento o autoridad del Estado donde se
ha tomado una medida se entenderá como la ley o procedimiento o autoridad
de la unidad territorial donde se tomó dicha medida;

10. toda referencia a la ley o procedimiento o autoridad del Estado requerido
se entenderá como la ley, o procedimiento o autoridad de la unidad territorial
en la que se busca su reconocimiento o ejecución.

Artículo 48 

Para  identificar  la  ley  aplicable  en  virtud  del  Capítulo  III,  en  relación  a  un
Estado  que  comprende  dos  o  más  unidades  territoriales  cada  uno  de  los
cuales tiene su propio sistema de derecho o conjunto de normas legales con
relación a los asuntos regidos por esta Convención, se aplicarán las normas
siguientes:

a. Si existen normas vigentes en dicho Estado que identifiquen cuál ley de
unidad territorial es aplicable, se aplica la ley de ese Estado;

b. en ausencia de dichas normas, se aplicará la ley de la unidad territorial
pertinente según lo establece el artículo 47.

Artículo 49 

Para identificar la ley aplicable en virtud del Capítulo III, con relación al Estado
que  tenga  dos  o  más  sistemas  de  derecho  o  conjunto  de  normas  legales
aplicables a diferentes categorías de personas para los asuntos que rige la
presente Convención, se aplicará lo siguiente:

a. si existen normas vigentes en dicho Estado que identifiquen cuáles entre
dichas legislaciones es aplicable, se aplica esa ley;

b. en ausencia de dichas normas, el derecho del sistema o conjunto de normas
legales con las cuales el niño posee su más próxima vinculación se aplicará.

Artículo 50 
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Esta Convención no afectará la aplicación de la Convención del 25 de octubre
de 1980 sobre Aspectos Civiles del Secuestro Internacional de Niños, en las
relaciones  entre  las  Partes  de  ambas  Convenciones.  Sin  embargo,  nada
impide que las disposiciones de esta Convención se invoquen a fin de obtener
el retorno del niño que hubiera sido ilícitamente trasladado o retenido, o para
organizar los derechos de visita.

Artículo 51 

En  las  relaciones  entre  los  Estados  Contratantes,  la  presente  Convención
sustituye a la Convención del 5 de octubre de 1961 referente a la competencia
de las autoridades y a la ley aplicable en materia de protección de menores y a
la Convención que regula la tutela de menores, firmada en La Haya el 12 de
junio de 1902, sin perjuicio del reconocimiento de las medidas adoptadas de
acuerdo a la Convención del 5 de octubre antes mencionada.

Artículo 52 

1. La Convención no afecta ninguno de los instrumentos internacionales de los
cuales  los  Estados  Contratantes  son  Parte  y  que  contienen  disposiciones
sobre  asuntos  regidos  por  la  Convención  a  menos  que  se  realice  una
declaración  en  contrario  por  los  Estados  Parte  vinculados  a  dichos
instrumentos.

2. La Convención no afecta la posibilidad de uno o más Estados contratantes
de concluir  acuerdos que contenga, con relación a los niños habitualmente
residentes  en  cualesquiera  de  los  Estados  Parte  de  tales  Acuerdos,
disposiciones sobre asuntos regidos por la presente Convención.

3. Los acuerdos a ser concluidos por uno o más Estados contratantes sobre
asuntos  regidos  por  la  presente  Convención  no  afectan  en  la  relación  de
dichos  Estados  con  otros  Estados  Contratantes  la  aplicación  de  las
disposiciones de la presente Convención.

4. Los parágrafos precedentes se aplican también a leyes uniformes basadas
en  vínculos  especiales  de  naturaleza  regional  u  otra  entre  los  Estados
involucrados.

Artículo 53 

1. La Convención se aplicará a medidas que solamente se tomen en un Estado
después que la Convención haya entrado en vigor en dicho Estado.
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2. La Convención se aplicará al reconocimiento y a la ejecución de medidas
tomadas después de su entrada en vigor en sus relaciones entre el Estado
donde las medidas se toman y el Estado requerido.

Artículo 54 

1.  Todas  las  comunicaciones  enviadas  a  la  Autoridad  Central  o  a  otra
Autoridad  de  un  Estado  Contratante  se  emitirán  en  el  idioma  original  y
acompañadas de una traducción en el  idioma oficial  o  uno de los idiomas
oficiales del otro Estado o, cuando la misma no es factible, una traducción al
francés o inglés.

2.  Sin  embargo,  el  Estado  contratante  podrá,  haciendo  uso  de  la  reserva
prevista en el artículo 60, objetar el uso del francés o inglés pero no de ambos.

Artículo 55 

1. El Estado Contratante podrá, de acuerdo con el artículo 60:

a. reservar la competencia de sus autoridades para tomar medidas tendientes
a la protección de los bienes del niño situados en su territorio;

b.  reservar  el  derecho de no reconocer ninguna responsabilidad parental  o
medida  en  tanto  sea  incompatible  con  cualquier  medida  tomada  por  sus
autoridades con relación a dichos bienes.

2. La reserva se podrá restringir a cierta categoría de bienes.

Artículo 56 

El  Secretario  General  de  la  Conferencia  de  La  Haya  sobre  Derecho
Internacional Privado convocará periódicamente a una Comisión Especial a fin
de examinar el funcionamiento práctico de la Convención.

CAPITULO VII 

Cláusulas finales 

Artículo 57 

1. La Convención estará abierta a la firma por los Estados que eran miembros
de la Conferencia de La Haya sobre Derecho Internacional Privado a la fecha
de su Decimoctava Sesión.
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2.  La  misma  será  ratificada,  aceptada  o  aprobada  y  los  instrumentos  de
ratificación,  aceptación  o  aprobación  se  depositarán  en  el  Ministerio  de
Relaciones  Exteriores  del  Reino  de  los  Países  Bajos,  depositario  de  la
Convención.

Artículo 58 

1. Cualquier otro Estado podrá acceder a la Convención después de haber
entrado en vigor en virtud del artículo 61, parágrafo 1.

2. El instrumento de adhesión será depositado ante el Depositario.

3. Dicha adhesión solamente tendrá efecto en lo que respecta a las relaciones
entre  el  Estado  adherente  y  aquellos  Estados  contratantes  que  no  hayan
presentado  objeciones  a  su  adhesión  seis  meses  después  de  recibir  la
notificación  prevista  en  el  sub-parágrafo  b.  del  artículo  63.  Dicha  objeción
podrá igualmente ser elevada por los Estados cuando se ratifique, acepte o se
apruebe  la  Convención  después  de  su  adhesión.  Cualquier  objeción  se
notificará al Depositario.

Artículo 59 

1. Si un Estado tiene dos o más unidades territoriales en las cuales se aplican
diferentes sistemas de derecho con relación a asuntos regidos por la presente
Convención,  se  podrá  a  la  fecha  de  la  firma,  ratificación,  aceptación,
aprobación o adhesión, declarar que la Convención se extenderá o aplicará a
todas sus unidades territoriales o solamente a una o más de ellas y podrá, en
cualquier  momento,  modificar  esta  declaración  presentando  una  nueva
declaración.

2.  Dichas  declaraciones  serán  notificadas  al  depositario  e  indicará
expresamente las unidades territoriales a las cuales se aplica la Convención.

3.  Si  un  Estado  no  hace  declaraciones  en  virtud  del  presente  artículo,  la
Convención se aplicará a todas las unidades territoriales de dicho Estado.

Artículo 60 

1. Antes de la fecha de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión o al
momento  de  realizar  una  declaración  en  virtud  del  artículo  59,  todos  los
Estados podrán hacer o realizar una o ambas de las reservas previstas en los
artículos 54, parágrafo 2 y 55. No se permitirá ninguna otra reserva.
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2.  Todos  los  Estados,  en  cualquier  momento,  podrán  retirar  una  de  las
reservas realizadas. El retiro se notificará al Depositario.

3.  La  reserva  cesará  sus  efectos  el  primer  día  del  tercer  mes  calendario
posterior a la notificación mencionada en el parágrafo precedente.

Artículo 61 

1.  La  Convención  entrará  en  vigor  el  primer  día  del  mes  siguiente  al
vencimiento  de un  período de tres  meses después del  depósito  del  tercer
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación previsto por el artículo 57.

2. Luego, la Convención entrará en vigor:

a) para cada Estado que ratifica, acepta o aprueba posteriormente, el primer
día del mes siguiente al vencimiento de un período de tres meses después del
depósito de su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión;

b)  para  cada  Estado  que  adhiere,  el  primer  día  del  mes  siguiente  al
vencimiento de un período de tres meses después del vencimiento del plazo
de seis meses previsto en el artículo 59, parágrafo 3;

c) para las unidades territoriales a las cuales la Convención se extiende de
conformidad con el artículo 59, el primer día del mes siguiente al vencimiento
de  un  período  de  tres  meses  después  de  la  notificación  referida  en  este
artículo.

Artículo 62 

1. Cualquier Estado Parte de la Convención podrá denunciarla por notificación
escrita dirigida al depositario. La denuncia se podrá limitar a ciertas unidades
territoriales en las cuales se aplica la Convención.

2. La denuncia entrará en vigor el primer día del mes siguiente al vencimiento
del  período  de  doce  meses  posteriores  al  recibo  de  la  notificación  por  el
depositario. En caso de que se especifique en la notificación un período más
prolongado para que la denuncia surta efecto, la denuncia entrará en vigor al
vencimiento del período en cuestión.

Artículo 63 

El depositario notificará a los Estados miembros de la Conferencia de La Haya
sobre Derecho Internacional Privado así como a los Estados que se hubieran
adherido de acuerdo con las disposiciones del artículo 58:
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a)  las  firmas,  ratificaciones,  aceptaciones  y  aprobaciones  referidas  en  el
artículo 57;

b) las adhesiones y objeciones a las adhesiones referidas en el artículo 58;

c)  la  fecha  en  la  cual  la  Convención  entrará  en  vigor  conforme  a  las
disposiciones del artículo 61;

d) las declaraciones mencionadas en los artículos 34, parágrafos 2 y 59;

e) los acuerdos mencionados en el artículo 39;

f) las reservas referidas en los artículos 54, parágrafo 2, y 55 y el retiro de las
reservas previsto en el artículo 60, parágrafo 2;

g) las denuncias referidas en el artículo 62.

En fe de lo cual, los suscritos debidamente autorizados, firman la presente
Convención. Hecho en La Haya,  el  19 de octubre de 1996, en los idiomas
inglés  y  francés,  siendo  los  dos  textos  igualmente  auténticos  en  un  solo
ejemplar  que se  depositará  en los archivos del  Gobierno del  Reino de los
Países Bajos y del que se enviará, a través de los canales diplomáticos, copia
certificada a cada uno de los Estados Miembros de la Conferencia de La Haya
sobre Derecho Internacional Privado con motivo de su Decimoctava Sesión.

Status

Miembros de la Organización 

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Albania 18-V-2006 A** 1-IV-2007 1 D,Res

Alemania 1-IV-2003 17-IX-2010 R 1-I-2011 2 D,Res

Australia 1-IV-2003 29-IV-2003 R 1-VIII-2003 2

Austria 1-IV-2003 22-XII-2010 R 1-IV-2011 1 D

Bélgica 1-IV-2003 D

Bulgaria 8-III-2006 A 1-II-2007 1 D,N,Res
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Chipre 14-X-2003 21-VII-2010 R 1-XI-2010 1 D,Res

Croacia 30-X-2008 4-IX-2009 R 1-I-2010 2 D,Res

Dinamarca 1-IV-2003 30-VI-2011 R 1-X-2011 1 D

Ecuador 5-XI-2002 A** 1-IX-2003 1

Eslovaquia 1-VI-1999 21-IX-2001 R 1-I-2002 3 D,Res

Eslovenia 13-V-2004 11-X-2004 R 1-II-2005 1 D

España 1-IV-2003 6-IX-2010 R 1-I-2011 1 D,Res

Estados Unidos de América 22-X-2010

Estonia 6-VIII-2002 A 1-VI-2003 1 D,Res

Finlandia 1-IV-2003 19-XI-2010 R 1-III-2011 1 D

Francia 1-IV-2003 15-X-2010 R 1-II-2011 1 D

Grecia 1-IV-2003 7-II-2012 R 1-VI-2012 1 D

Hungría 4-VII-2005 13-I-2006 R 1-V-2006 1 D

Irlanda 1-IV-2003 30-IX-2010 R 1-I-2011 1 D

Italia 1-IV-2003 D

Letonia 15-V-2002 12-XII-2002 R 1-IV-2003 2 D,Res

Lituania 29-X-2003 A 1-IX-2004 3 D,Res

Luxemburgo 1-IV-2003 5-VIII-2010 R 1-XII-2010 1 D

Malta 24-II-2011 A 1-I-2012 1 D,Res
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Marruecos 19-X-1996 22-VIII-2002 R 1-XII-2002 1

Mónaco 14-V-1997 14-V-1997 R 1-I-2002 1

Montenegro 14-II-2012 A 1-I-2013 2 D

Países Bajos 1-IX-1997 31-I-2011 R 1-V-2011 2 1 D

Polonia 22-XI-2000 27-VII-2010 R 1-XI-2010 1 D,Res

Portugal 1-IV-2003 14-IV-2011 R 1-VIII-2011 1 D

Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte

1-IV-2003 27-VII-2012 R 1-XI-2012 1 1 D,Res

República Checa 4-III-1999 13-III-2000 R 1-I-2002 2 D,N

Rumania 15-XI-2006 8-IX-2010 R 1-I-2011 3 D,Res

Rusia, Federación de 20-VIII-2012 A 1-VI-2013 1 D,Res

Suecia 1-IV-2003 26-IX-2012 R 1-I-2013 1 D,Res

Suiza 1-IV-2003 27-III-2009 R 1-VII-2009 1 Res

Ucrania 3-IV-2007 A** 1-II-2008 1 D,Res

Uruguay 17-XI-2009 17-XI-2009 R 1-III-2010 1

Estados no Miembros de la Organización 

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Armenia 1-III-2007 A** 1-V-2008 1 D,Res

Lesotho 18-VI-2012 A 1-VI-2013 1

República Dominicana 14-XII-2009 A** 1-X-2010 1
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1) F = Firma
2) R/A/Su = Ratificación, Adhesión o Sucesión
3) Tipo = R: Ratificación;
A: Adhesión;
A*: Adhesión sometida al procedimiento de aceptación; haga clic en A* para más detalles sobre las aceptaciones de la 
adhesión;
C: Continuación;
Su: Sucesión;
Den: Denuncia;
4) VIG = Entrada en vigor
5) Ext = Extensiones de la aplicación
6) Aut = Designación de Autoridades
7) Res/D/N = Reservas, declaraciones o notificaciones
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- Convención  Interamericana  sobre  conflicto  de  leyes  en  materia  de
adopción de menores (La Paz, 1984). Aprobada por ley N° 18.336 del
21 de agosto de 2008.

Artículo 1

La presente Convención se aplicará a la adopción de menores bajo las formas
de  adopción  plena,  legitimación  adoptiva  y  otras  instituciones  afines,  que
equiparen al adoptado a la condición de hijo cuya filiación esté legalmente
establecida,  cuando  el  adoptante  (o  adoptantes)  tenga  su  domicilio  en  un
Estado Parte y el adoptado su residencia habitual en otro Estado Parte.

Artículo 2

Cualquier Estado Parte podrá declarar, al momento de firmar o ratificar esta
Convención, o de adherirse a ella, que se extiende su aplicación a cualquier
otra forma de adopción internacional de menores.

Artículo 3

La ley de la residencia habitual del menor regirá la capacidad, consentimiento
y demás requisitos para ser adoptado, así como cuáles son los procedimientos
y formalidades extrínsecas necesarios para la constitución del vínculo.

Artículo 4

La ley del domicilio del adoptante (o adoptantes) regirá:

a. La capacidad para ser adoptante;

b. Los requisitos de edad y estado civil del adoptante;

c. El consentimiento del cónyuge del adoptante, si fuere del caso, y

d. Los demás requisitos para ser adoptante. 

En el supuesto de que los requisitos de la ley del adoptante (o adoptantes)
sean  manifiestamente  menos  estrictos  a  los  señalados  por  la  ley  de  la
residencia habitual del adoptado, regirá la ley de éste.
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Artículo 5

Las adopciones que se ajusten a la presente Convención surtirán sus efectos
de  pleno  derecho,  en  los  Estados  Partes,  sin  que  pueda  invocarse  la
excepción de la institución desconocida.

Artículo 6

Los requisitos de publicidad y registro de la adopción quedan sometidos a la
ley del Estado donde deben ser cumplidos.

En  el  asiento  registral,  se  expresarán  la  modalidad  y  características  de  la
adopción.

Artículo 7

Se garantizará el secreto de la adopción cuando correspondiere. No obstante,
cuando ello  fuere  posible,  se  comunicarán a quien legalmente  proceda los
antecedentes clínicos del menor y de los progenitores si se los conociere, sin
mencionar sus nombres ni otros datos que permitan su identificación.

Artículo 8

En las adopciones regidas por esta Convención las autoridades que otorgaren
la adopción podrán exigir que el adoptante (o adoptantes) acredite su aptitud
física,  moral,  psicológica  y  económica,  a  través  de instituciones públicas  o
privadas cuya finalidad específica se relacione con la protección del menor.
Estas instituciones deberán estar expresamente autorizadas por algún Estado
u organismo internacional.

Las instituciones que acrediten las aptitudes referidas se comprometerán a
informar a la autoridad otorgante de la adopción acerca de las condiciones en
que se ha desarrollado la adopción, durante el  lapso de un año. Para este
efecto  la  autoridad  otorgante  comunicará  a  la  institución  acreditante,  el
otorgamiento de la adopción.

Artículo 9

En caso de adopción plena, legitimación adoptiva y figuras afines:

174



a.  Las  relaciones entre  adoptante  (o  adoptantes)  y  adoptado,  inclusive  las
alimentarias, y las del adoptado con la familia del adoptante (o adoptantes), se
regirán por la misma ley que rige las relaciones del adoptante (o adoptantes)
con su familia legítima;

b.  Los  vínculos  del  adoptado  con  su  familia  de  origen  se  considerarán
disueltos.  Sin  embargo,  subsistirán  los  impedimentos  para  contraer
matrimonio. 

Artículo 10

En caso de adopciones distintas a la adopción plena, legitimación adoptiva y
figuras afines, las relaciones entre adoptante (o adoptantes) y adoptado se
rigen por la ley del domicilio del adoptante (o adoptantes).

Las relaciones del adoptado con su familia de origen se rigen por la ley de su
residencia habitual al momento de la adopción.

Artículo 11

Los  derechos  sucesorios  que  corresponden  al  adoptado  o  adoptante  (o
adoptantes) se regirán por las normas aplicables a las respectivas sucesiones.

En  los  casos  de  adopción  plena,  legitimación  adoptiva  y  figuras  afines,  el
adoptado, el adoptante (o adoptantes) y la familia de éste (o de éstos), tendrán
los mismos derechos sucesorios que corresponden a la filiación legítima.

Artículo 12

Las adopciones referidas en el artículo 1 serán irrevocables. La revocación de
las adopciones a que se refiere el artículo 2 se regirá por la ley de la residencia
habitual del adoptado al momento de la adopción.

Artículo 13

Cuando sea posible la conversión de la adopción simple en adopción plena o
legitimación adoptiva o instituciones afines, la conversión se regirá, a elección
del actor, por la ley de la residencia habitual del adoptado, al momento de la
adopción, o por la ley del Estado donde tenga su domicilio el adoptante (o
adoptantes) al momento de pedirse la conversión.
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Si  el  adoptado  tuviera  más  de  14  años  de  edad  será  necesario  su
consentimiento.

Artículo 14

La  anulación  de  la  adopción  se  regirá  por  la  ley  de  su  otorgamiento.  La
anulación sólo será decretada judicialmente, velándose por los intereses del
menor de conformidad con el artículo 19 de esta Convención.

Artículo 15

Serán competentes en el otorgamiento de las adopciones a que se refiere esta
Convención las autoridades del Estado de la residencia habitual del adoptado.

Artículo 16

Serán competentes para decidir sobre anulación o revocación de la adopción
los jueces del Estado de la residencia habitual del adoptado al momento del
otorgamiento de la adopción.

Serán  competentes  para  decidir  la  conversión  de  la  adopción  simple  en
adopción  plena  o  legitimación  adoptiva  o  figuras  afines,  cuando  ello  sea
posible, alternativamente y a elección del actor, las autoridades del Estado de
la residencia habitual del adoptado al momento de la adopción o las del Estado
donde tenga domicilio el  adoptante (o adoptantes),  o las del  Estado donde
tenga domicilio  el  adoptado cuando tenga domicilio  propio,  al  momento  de
pedirse la conversión.

Artículo 17

Serán competentes para decidir las cuestiones relativas a las relaciones entre
adoptado y adoptante (o  adoptantes)  y  la  familia  de éste (o  de éstos),  los
jueces  del  Estado  del  domicilio  del  adoptante  (o  adoptantes)  mientras  el
adoptado no constituya domicilio propio.

A  partir  del  momento  en  que  el  adoptado  tenga  domicilio  propio  será
competente,  a  elección  del  actor,  el  juez  del  domicilio  del  adoptado  o  del
adoptante (o adoptantes).

Artículo 18

176



Las  autoridades  de  cada  Estado  Parte  podrán  rehusarse  a  aplicar  la  ley
declarada  competente  por  esta  Convención  cuando  dicha  ley  sea
manifiestamente contraria a su orden público.

Artículo 19

Los términos de la presente Convención y las leyes aplicables según ella se
interpretarán armónicamente  y  en  favor  de  la  validez  de la  adopción y  en
beneficio del adoptado.

Artículo 20

Cualquier  Estado  Parte  podrá,  en  todo  momento,  declarar  que  esta
Convención se aplica a las adopciones de menores con residencia habitual en
él por personas que también tengan residencia habitual en el mismo Estado
Parte, cuando, de las circunstancias del caso concreto, a juicio de la autoridad
interviniente, resulte que el adoptante (o adoptantes) se proponga constituir
domicilio en otro Estado Parte después de constituida la adopción.

Artículo 21

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 22

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 23

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión de depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 24
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Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o más disposiciones específicas.

Artículo 25

Las adopciones otorgadas conforme al derecho interno, cuando el adoptante
(o  adoptantes)  y  el  adoptado  tengan  domicilio  o  residencia  habitual  en  el
mismo Estado Parte, surtirán efectos de pleno derecho en los demás Estados
Partes, sin perjuicio de que tales efectos se rijan por la ley del nuevo domicilio
del adoptante (o adoptantes).

Artículo 26

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 27

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 28

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
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Transcurrido un año, contado a partir de la fecha del depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 29

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas,
para su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 de su Carta
constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los artículos 2,
20 y 27 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  Plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día veinticuatro de mayo de
mil novecientos ochenta y cuatro

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

===============================================================================

PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  INFORMA REF

===============================================================================

Belize ..............     /  /         06/11/97       07/16/97 RA     /  /     

Bolivia .............   05/24/84         /  /           /  /          /  /     

Brasil ..............   05/24/84       07/03/97       07/08/97 RA     /  /     

Chile ...............   05/24/84       10/26/01 R  b  01/17/02 RA     /  /     

Colombia ............   05/24/84       03/15/88       04/26/88 RA     /  /     

Ecuador .............   05/24/84         /  /           /  /          /  /     

Haiti ...............   05/24/84         /  /           /  /          /  /     

Honduras ............     /  /         07/07/08 R  c  09/05/08 AD

México ..............   12/02/86       02/11/87 D  a  06/12/87 RA     /  /     

Panamá ..............   05/28/98       02/25/99       03/18/99 RA     /  /     

Paraguay ............   08/07/96         /  /           /  /          /  /     

República Dominicana    05/24/84       09/30/11       01/27/12 RA     /  /     

Uruguay .............   05/24/84       05/05/09       06/16/09 RA     /  /    

Venezuela ...........   05/24/84         /  /           /  /          /  /     

===============================================================================
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REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE INSTRUMENTO

      D = DECLARACION                                       RA = RATIFICACION

      R = RESERVA                                           AC = ACEPTACION

INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = ADHESION
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-  Convención  Interamericana  sobre  restitución  internacional  de  menores
(Montevideo, 1989). Aprobada por ley N° 17.335 del 17 de mayo de 2001.

AMBITO DE APLICACION 

Artículo 1

La  presente  Convención  tiene  por  objeto  asegurar  la  pronta  restitución  de
menores que tengan residencia habitual en uno de los Estados Parte y hayan
sido trasladados ilegalmente desde cualquier Estado a un Estado Parte o que
habiendo sido trasladados ilegalmente hubieren sido retenidos ilegalmente. Es
también objeto de esta Convención hacer respetar el ejercicio del derecho de
visita y el de custodia o guarda por parte de sus titulares.

Artículo 2

Para los efectos de este Convención se considera menor a toda persona que
no hayan cumplido dieciséis años de edad.

Artículo 3

Para los efectos de esta Convención:

a. El derecho de custodia o guarde comprende el derecho relativo al cuidado
del menor y, en especial, el de decidir su lugar de residencia;

b. El derecho de visita comprende la facultad de llevar al menor por un período
limitado a un lugar diferente al de su residencia habitual. 

Artículo 4

Se  considera  ilegal  el  traslado  o  la  retención  de  un  menor  cuando  a  se
produzca  en  violación  de  los  derechos  que  ejercían,  individual  o
conjuntamente,  los  padres,  tutores  o  guardadores,  o  cualquier  institución,
inmediatamente antes de ocurrir  el  hecho, de conformidad con la ley de la
residencia habitual del menor.

Artículo 5
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Podrán instaurar el procedimiento de restitución de menores, en ejercicio del
derecho de custodia o de otro similar, las personas e instituciones designadas
en el Artículo 4.

Artículo 6

Son competentes para conocer de la solicitud de restitución de menores a que
se  refiere  esta  Convención,  las  autoridades judiciales  o  administrativas  del
Estado Parte donde el menor tuviere su residencia habitual inmediatamente
antes de su traslado o de su retención.

A opción del actor y cuando existan razones de urgencia, podrá presentarse la
solicitud de restitución ante las autoridades del Estado Parte en cuyo territorio
se encontrare o se supone se encontrare el menor ilegalmente trasladado o
retenido,  al  momento  de  efectuarse  dicha  solicitud;  igualmente,  ante  las
autoridades del Estado Parte donde se hubiere producido el hecho ilícito que
dio motivo a la reclamación.

El hecho de promover la solicitud bajo las condiciones previstas en el párrafo
anterior no conlleva modificación de las normas de competencia internacional
definidas en el primer párrafo de este artículo.

AUTORIDAD CENTRAL 

Artículo 7

Para  los  efectos  de  esta  Convención  cada  Estado  Parte  designará  una
autoridad  central  encargada  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  le
establece esta Convención, y comunicará dicha designación a la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

En especial la autoridad central colaborará con los actores del Procedimiento y
con las autoridades competentes de los respectivos Estados para obtener la
localización y la restitución del menor; asimismo, llevará a cabo los arreglos
que  faciliten  el  rápido  regreso  y  la  recepción  del  menor,  auxiliando  a  los
interesados  en  la  obtención  de  los  documentos  necesarios  para  el
procedimiento previsto en esta Convención.

Las  autoridades  centrales  de  los  Estados  Parte  cooperarán  entre  sí  e
intercambiarán información sobre el funcionamiento de la Convención con el
fin de garantizar la restitución inmediata de los menores y los otros objetivos
de esta Convención.
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PROCEDIMIENTO PARA LA RESTITUCION 

Artículo 8

Los titulares del procedimiento de restitución podrán ejercitarlo conforme a lo
dispuesto en el Artículo 6, de la siguiente forma:

a. A través de exhorto o carta rogatoria; o

b. Mediante solicitud a la autoridad central, o

c. Directamente, o por la vía diplomática o consular. 

Artículo 9

1. La solicitud o demanda a que se refiere el artículo anterior, deberá contener:

a. Los antecedentes o hechos relativos el traslado o retención, así como la
información  suficiente  respecto  a  la  identidad  del  solicitante,  del  menor
sustraído o retenido y,  de ser posible,  de la  persona a quien se imputa el
traslado o la retención;

b. La información pertinente relativa a la presunta ubicación del menor, a las
circunstancias  y  fechas  en  que  se  realizó  el  traslado  al  extranjero  o  al
vencimiento del plazo autorizado, y

c. Los fundamentos de derecho en que se apoya la restitución del menor. 

2. A la solicitud o demanda se deberá acompañar:

a. Copia íntegra y auténtica de cualquier resolución judicial o administrativa si
existiera, o del acuerdo que lo motive; la comprobación sumaria de la situación
fáctica  existente  o,  según  el  caso,  la  alegación  del  derecho  respectivo
aplicable;

b.  Documentación  auténtica  que  acredite  la  legitimación  procesal  del
solicitante;

c. Certificación o información extendida por la autoridad central del Estado de
residencia  habitual  del  menor  o  de  alguna  otra  autoridad  competente  del
mismo Estado,  en  relación  con  el  derecho  vigente  en  la  materia  en  dicho
Estado;

d. Cuando sea necesario, traducción al idioma oficial del Estado requerido de
todos los documentos a que se refiere este artículo, y

e. Indicación de las medidas indispensables para hacer efectivo el retorno. 
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3. La autoridad competente podrá prescindir de alguno de los requisitos o de la
presentación de los documentos exigidos en este artículo si  a su juicio,  se
justificare la restitución.

4. Los exhortos, las solicitudes y los documentos que los acompañaren no
requerirán  de  legalización  cuando  se  transmitan  por  la  vía  diplomática  o
consular, o por intermedio de la autoridad central.

Artículo 10

El Juez exhortado, la autoridad central u otras autoridades del Estado donde
se encuentra el menor, adoptarán, de conformidad con su derecho y cuando
sea pertinente,  todas las medidas que sean adecuadas para  la  devolución
voluntaria del menor.

Si la devolución no se obtuviere en forma voluntaria, las autoridades judiciales
o  administrativas,  previa  comprobación  del  cumplimiento  de  los  requisitos
exigido por el Artículo 9 y sin más trámite, tomarán conocimiento personal del
menor, adoptarán las medidas necesarias para asegurar su custodia o guarde
provisional en las condiciones que aconsejaren las circunstancias y, si fuere
procedente,  dispondrán  sin  demora  su  restitución.  En  este  caso,  se  le
comunicará a la institución que, conforme a su derecho interno, corresponda
tutelar los derechos del menor.

Asimismo,  mientras  se  resuelve  la  petición  de  restitución,  las  autoridades
competentes  adoptarán  las  medidas  necesarias  para  impedir  la  salida  del
menor del territorio de su jurisdicción.

Artículo 11

La autoridad judicial o administrativo del Estado requerido no estará obligada a
ordenar  la  restitución  del  menor,  cuando  la  persona  o  la  institución  que
presentare oposición demuestre:

a.  Que  los  titulares  de  la  solicitud  o  demanda  de  restitución  no  ejercían
efectivamente su derecho en el  momento del  traslado o de la  retención,  o
hubieren consentido o prestado su anuencia con posterioridad a tal traslado o
retención, o

b.  Que  existiere  un  riesgo  grave  de  que  la  restitución  del  menor  pudiere
exponerle a un peligro físico o psíquico. 

La autoridad exhortada puede también rechazar  la  restitución del  menor si
comprobare que éste se opone a regresar y a juicio de aquélla,  la edad y
madurez del menor justificase tomar en cuenta su opinión.
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Artículo 12

La  oposición  fundamentada  a  la  que  se  refiere  el  artículo  anterior  deberá
presentarse  dentro  del  término  de  ocho  días  hábiles  contados  a  partir  del
momento en que la autoridad tomare conocimiento personal del menor y lo
hiciere saber a quien lo retiene.

Las autoridades judiciales o administrativas evaluarán las circunstancias y las
pruebas  que  aporte  la  parte  opositora  para  fundar  la  negativa.  Deberán
enterarse  del  derecho  aplicable  y  de  los  precedentes  jurisprudenciales  o
administrativos existentes en el Estado de la residencia habitual del menor, y
requerirán,  en  caso  de  ser  necesario,  la  asistencia  de  las  autoridades
centrales, o de los agentes diplomáticos o consulares de los Estados Parte.

Dentro  de  los  sesenta  días  calendario  siguientes  a  la  recepción  de  la
oposición,  la  autoridad  judicial  o  administrativa  dictará  la  resolución
correspondiente.

Artículo 13

Si  dentro  del  plazo  de  cuarenta  y  cinco  días  calendario  desde  que  fuere
recibida por  la  autoridad requirente la  resolución  por  la  cual  se  dispone la
entrega, no se hubieren tomado las medidas necesarias para hacer efectivo el
traslado  del  menor,  quedarán  sin  efecto  la  restitución  ordenada  y  las
providencias adoptadas.

Los  gastos  del  traslado  estarán  a  cargo  del  actor;  en  caso  de  que  éste
careciere  de  recursos  económicos,  las  autoridades  del  Estado  requirente
podrán  facilitar  los  gastos  del  traslado,  sin  perjuicio  de  repetir  los  mismos
contra quien resultara responsable del desplazamiento o retención ilegal.

Artículo 14

Los  procedimientos  previstos  en  esta  Convención  deberán  ser  instaurados
dentro del plazo de un año calendario contado a partir de la fecha en que el
menor hubiere sido trasladado o retenido ilegalmente.

Respecto de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará a
partir del momento en que fueren precisa y efectivamente localizados.

Por excepción el vencimiento del plazo del año no impide que se acceda a la
solicitud de restitución si a criterio de la autoridad requerida lo justifican las
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circunstancias  del  caso,  a  menos  que  se  demostrare  que  el  menor  se  ha
integrado a su nuevo entorno.

Artículo 15

La restitución  del  menor  no  implica  prejuzgamiento  sobre  la  determinación
definitiva de su custodia o guarda.

Artículo 16

Después de haber sido informadas del traslado ilícito de un menor o de su
retención  en  el  marco  del  Artículo  4,  las  autoridades  judiciales  o
administrativas del Estado Parte a donde el menor ha sido trasladado o donde
está retenido, no podrán decidir sobre el fondo del derecho de guarda hasta
que se demuestre que no se reúnen las condiciones de la Convención para un
retorno del menor o hasta que un período razonable haya transcurrido sin que
haya sido presentada una solicitud de aplicación de esta Convención.

Artículo 17

Las disposiciones anteriores que sean pertinentes no limitan el  poder de la
autoridad judicial  o  administrativa  para  ordenar  la  restitución  del  menor  en
cualquier momento.

LOCALIZACION DE MENORES 

Artículo 18

La  autoridad  central,  o  las  autoridades  judiciales  o  administrativas  de  un
Estado Parte,  a solicitud de cualquiera de las personas mencionadas en el
Artículo 5 así  como éstas directamente,  podrán requerir  de las autoridades
competentes de otro Estado Parte la localización de menores que tengan la
residencia habitual en el Estado de la autoridad solicitante y quepresuntamente
se encuentran en forma ilegal en el territorio del otro Estado.

La solicitud deberá ser acompañada de toda la información que suministre el
solicitante o recabe la autoridad requirente, concerniente a la localización del
menor y a la identidad de la persona con la cual se presume se encuentra
aquél.
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Artículo 19

La autoridad central o las autoridades judiciales o administrativas de un Estado
Parte que, a raíz de la solicitud a que se refiere el artículo anterior, llegaren a
conocer que en su jurisdicción se encuentra un menor ilegalmente fuera de su
residencia habitual, deberán adoptar de inmediato todas las medidas que sean
conducentes para asegurar su salud y evitar su ocultamiento o traslado a otra
jurisdicción.

La localización se comunicará a las autoridades del Estado requirente.

Artículo 20

Si la restitución no fuere solicitada dentro del plazo de sesenta días calendario,
contados  a  partir  de  la  comunicación  de  la  localización  del  menor  a  las
autoridades  del  Estado  requirente,  las  medidas  adoptadas  en  virtud  del
Artículo 19 podrán quedar sin efecto.

El levantamiento de las medidas no impedirá el ejercicio del derecho a solicitar
la restitución, de acuerdo con los procedimientos y plazos establecidos en este
Convención.

Artículo 21

La solicitud que tuviere por objeto hacer respetar el ejercicio de los derechos
de  visita  por  parte  de  sus  titulares  podrá  ser  dirigida  a  las  autoridades
competentes de cualquier Estado Parte conforme a lo dispuesto en el Artículo
6 de la presente Convención. El procedimiento respectivo será el previsto en
esta Convención para la restitución del menor.

DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 22

Los exhortos y solicitudes relativas a la restitución y localización podrán ser
transmitidos al  órgano requerido por las propias partes interesadas, por vía
judicial,  por  intermedio  de  los  agentes  diplomáticos  o  consulares,  o  por  la
autoridad central competente del Estado requirente o requerido, según el caso.

Artículo 23
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La  tramitación  de  los  exhortos  o  solicitudes  contemplados  en  la  presente
Convención y las medidas a que diere lugar, serán gratuitas y estarán exentas
de cualquier clase de impuesto, depósito o caución, cualquiera que sea su
denominación.

Si los interesados en la tramitación del exhorto o solicitud hubieren designado
apoderado en el  foro requerido,  los gastos  y honorarios que ocasionare el
ejercicio del poder que otorgue, estarán a su cargo.

Sin embargo, al ordenar la restitución de un menor conforme a lo dispuesto en
la  presente  Convención,  las  autoridades  competentes  podrán  disponer,
atendiendo a las circunstancias del caso, que la persona que trasladó o retuvo
ilegalmente al  menor pague los gastos necesarios en que haya incurrido el
demandante, los otros incurridos en la localización del menor, así como las
costas y gastos inherentes a su restitución.

Artículo 24

Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de
los exhortos  o cartas rogatorias deben ser  practicados directamente  por  la
autoridad  exhortada,  y  no  requieren  intervención  de  parte  interesada.  Lo
anterior no obsta para que las partes intervengan por sí o por intermedio de
apoderado.

Artículo 25

La restitución del menor dispuesta conforme a la presente Convención podrá
negarse  cuando  sea  manifiestamente  violatoria  de  los  principios
fundamentales del Estado requerido consagrados en instrumentos de carácter
universal y regional sobre derechos humanos y del niño.

Artículo 26

La  presente  Convención  no  será  obstáculo  para  que  las  autoridades
competentes ordenen la restitución inmediata del menor cuando el traslado o
retención del mismo constituya delito.

Artículo 27

El  Instituto  Interamericano  del  Niño  tendrá  a  su  cargo,  como  Organismo
Especializado de la Organización de los Estados Americanos, coordinar las

188



actividades de las autoridades centrales en el ámbito de esta Convención, así
como las atribuciones para recibir y evaluar información de los Estados Parte
de esta Convención derivada de la aplicación de 1a misma.

Igualmente, tendrá a su cargo la tarea de cooperación con otros Organismos
Internacionales competentes en la materia.

DISPOSICIONES FINALES 

Artículo 28

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 29

La  presente  Convención  esta  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 30

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 31

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o el adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o mío disposiciones específicas, y que no sea incompatible con el objeto y
fines de esta Convención.

Artículo 32

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
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Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 33

Respecto a un Estado que tenga en materia de guarda de menores dos o más
sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales diferentes:

a. Cualquier referencia a la residencia habitual en ese Estado contempla la
residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado; 

b. Cualquier referencia a la ley del Estado de la residencia habitual contempla
la ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su residencia habitual. 

Artículo 34

Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos
que fueren parte de esta Convención y de la Convención de La Haya del 25 de
octubre de 1980 sobre los Aspectos  Civiles del  Secuestro Internacional  de
Menores, regirá la presente Convención.

Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral
la aplicación prioritaria de la citada Convención de La Haya del 25 de octubre
de 1980.

Artículo 35

La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que
sobre esta misma materia hubieran sido suscritas o que se suscribieren en el
futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Parte, o las prácticas
mas favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia.

Artículo 36

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
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entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 37

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Parte podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Parte.

Artículo 38

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas
para su registro y publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su Carta
constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los
Estados que  hayan  adherido  a  la  Convención  las  firmas,  los  depósitos  de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los artículos
pertinentes de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  Plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO,  REPUBLICA ORIENTAL DEL
URUGUAY, el día quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve.

  INFORMACION GENERAL DEL TRATADO  
              
===============================================================================
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  INFORMA REF
===============================================================================
Antigua y Barbuda....     /  /         05/24/05       05/31/05 RA   05/31/05 8
Argentina ...........   11/24/92       01/11/01       02/15/01 RA   02/16/01 4   
Belize ..............     /  /         06/11/97       07/16/97 RA     /  /     
Bolivia .............   07/15/89       08/12/98       10/08/98 RA     /  /   7  
Brasil ..............   07/15/89       03/17/94       05/03/94 RA     /  /     
Colombia ............   07/15/89   10  12/05/08   D   03/11/09 RA     /  /  
Costa Rica ..........   05/22/97       11/22/00       04/26/01 RA     /  /     
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Ecuador .............   07/15/89       01/25/02       03/08/02 RA     /  /   6  
Guatemala ...........   07/15/89         /  /           /  /          /  /     
Haiti ...............   07/15/89         /  /           /  /          /  /     
México ..............   04/06/92       07/29/94       10/05/94 RA     /  /   5   
Nicaragua............     /  /         10/20/04       12/06/04 AD   06/07/05 9
Paraguay ............   07/15/89       09/27/96       10/08/96 RA     /  /   2 
Perú ................   07/15/89       01/25/05       03/02/05 RA     /  /     
Uruguay .............   07/15/89       06/05/01       08/31/01 RA     /  /     
Venezuela ...........   07/15/89   1   05/28/96  R    06/26/96 RA   05/12/97 3 
===============================================================================
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = ACEPTACION
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- Convención  Interamericana  sobre  obligaciones  alimentarias
(Montevideo,  1989).  Aprobada por  ley  N°  17.334 del  17  a  mayo  de
2001.

AMBITO DE APLICACIÓN

Artículo 1

La  presente  Convención  tiene  como  objeto  la  determinación  del  derecho
aplicable a las obligaciones alimentarias, así como a la competencia y a la
cooperación procesal internacional, cuando el acreedor de alimentos tenga su
domicilio o residencia habitual en un Estado Parte y el deudor de alimentos
tenga su  domicilio  o  residencia  habitual,  bienes o  ingresos en otro  Estado
Parte.

La presente Convención se aplicará a las obligaciones alimentarias respecto
de menores por su calidad de tales y a las que se deriven de las relaciones
matrimoniales entre cónyuges o quienes hayan sido tales.

Los Estados podrán declarar al suscribir, ratificar o adherir a esta Convención
que la restringen a las obligaciones alimentarias respecto de menores.

Artículo 2

A los efectos de la presente Convención se considerará menor a quien no
haya  cumplido  la  edad de dieciocho años.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  los
beneficios de esta Convención se extenderán a quien habiendo cumplido dicha
edad, continúe siendo acreedor de prestaciones alimentarias de conformidad a
la legislación aplicable prevista en los Artículos 6 y 7.

Artículo 3

Los  Estados  al  momento  de  suscribir,  ratificar  o  adherir  a  la  presente
Convención, así como con posterioridad a la vigencia de la misma, podrán
declarar que esta Convención se aplicará a las obligaciones alimentarias en
favor de otros acreedores; asimismo, podrán declarar el grado de parentesco u
otros  vínculos  legales  que determinen la  calidad  de  acreedor  y  deudor  de
alimentos en sus respectivas legislaciones.

Artículo 4
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Toda persona tiene derecho a recibir alimentos, sin distinción de nacionalidad,
raza,  sexo,  religión,  filiación,  origen o  situación  migratoria,  o  cualquier  otra
forma de discriminación.

Artículo 5

Las  decisiones  adoptadas  en  aplicación  de  esta  Convención  no  prejuzgan
acerca de las relaciones de filiación y de familia entre el acreedor y el deudor
de alimentos. No obstante, podrán servir de elemento probatorio en cuanto sea
pertinente.

DERECHO APLICABLE

Artículo 6

Las obligaciones alimentarias, así como las calidades de acreedor y de deudor
de alimentos, se regularán por aquel de los siguientes órdenes jurídicos que, a
juicio  de  la  autoridad  competente,  resultare  más  favorable  al  interés  del
acreedor.

a. El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual
del acreedor;

b. El ordenamiento jurídico del Estado del domicilio o de la residencia habitual
del deudor.

Artículo 7 

Serán regidas por el derecho aplicable de conformidad con el Artículo 6 las
siguientes materias:

a. El  monto del  crédito alimentario y los plazos y condiciones para hacerlo
efectivo;

b. La determinación de quienes pueden ejercer la acción alimentaria en favor
del acreedor, y

c.  Las  demás  condiciones  requeridas  para  el  ejercicio  del  derecho  de
alimentos. 

COMPETENCIA EN LA ESFERA INTERNACIONAL

Artículo 8
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Serán  competentes  en  la  esfera  internacional  para  conocer  de  las
reclamaciones alimentarias, a opción del acreedor.

a. El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual del
acreedor;

b. El juez o autoridad del Estado del domicilio o de la residencia habitual del
deudor, o

c.  El  juez  o  autoridad  del  Estado  con  el  cual  el  deudor  tenga  vínculos
personales  tales  como:  posesión  de  bienes,  percepción  de  ingresos,  u
obtención de beneficios económicos. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  se  considerarán  igualmente
competentes las autoridades judiciales o administrativas de otros Estados a
condición de que el demandado en el juicio, hubiera comparecido sin objetar la
competencia.

Artículo 9

Serán  competentes  para  conocer  las  acciones  de  aumento  de  alimentos,
cualesquiera de las autoridades señaladas en el Artículo 8. Serán competentes
para  conocer  de  las  acciones  de  cese  y  reducción  de  alimentos,  las
autoridades que hubieren conocido de la fijación de los mismos.

Artículo 10

Los alimentos deben ser proporcionales tanto a la necesidad del alimentario,
como a la capacidad económica del alimentante.

Si el juez o autoridad responsable del aseguramiento o de la ejecución de la
sentencia adopta medidas provisionales, o dispone la ejecución por un monto
inferior al solicitado, quedarán a salvo los derechos del acreedor.

COOPERACION PROCESAL INTERNACIONAL

Artículo 11

Las sentencias  extranjeras  sobre  obligaciones alimentarias  tendrán eficacia
extraterritorial en los Estados Parte si reúnen las siguientes condiciones:

a. Que el juez o autoridad que dictó la sentencia haya tenido competencia en
esfera internacional de conformidad con los Artículos 8 y 9 de esta Convención
para conocer y juzgar el asunto; 
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b. Que la sentencia y los documentos anexos que fueren necesarios según la
presente  Convención,  estén  debidamente  traducidos  al  idioma  oficial  del
Estado donde deban surtir efecto;

c.  Que  la  sentencia  y  los  documentos  anexos  se  presenten  debidamente
legalizados de acuerdo con la ley del Estado en donde deban surtir efecto,
cuando sea necesario;

d.  Que  la  sentencia  y  los  documentos  anexos  vengan  revestidos  de  las
formalidades externas necesarias para que sean considerados auténticos en el
Estado de donde proceden;

e. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal
de  modo sustancialmente  equivalente  a  la  aceptada  por  la  ley  del  Estado
donde la sentencia deba surtir efecto;

f. Que se haya asegurado la defensa de las partes;

g. Que tengan el carácter de firme en el Estado en que fueron dictadas. En
caso  de  que  existiere  apelación  de  la  sentencia  ésta  no  tendrá  efecto
suspensivo. 

Artículo 12

Los  documentos  de  comprobación  indispensables  para  solicitar  el
cumplimiento de las sentencias son los siguientes:

a. Copia auténtica de la sentencia;

b. Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado
cumplimiento a los incisos e) y f) del artículo 11, y

c. Copia auténtica del auto que declare que la sentencia tiene el carácter de
firme o que ha sido apelada. 

Artículo 13

El control de los requisitos anteriores corresponderá directamente al juez que
deba conocer de la ejecución, quien actuará en forma sumaria, con audiencia
de  la  parte  obligada,  mediante  citación  personal  y  con  vista  al  Ministerio
Público,  sin  entrar  en la  revisión  del  fondo del  asunto.  En caso de que la
resolución fuere apelable, el recurso no suspenderá las medidas provisionales
ni el cobro y ejecución que estuvieren en vigor.
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Artículo 14

Ningún  tipo  de  caución  será  exigible  al  acreedor  de  alimentos  por  la
circunstancia  de  poseer  nacionalidad  extranjera,  o  tener  su  domicilio  o
residencia habitual en otro Estado.

El beneficio de pobreza declarado en favor del acreedor en el Estado Parte
donde hubiere ejercido su reclamación, será reconocido en el  Estado Parte
donde se hiciere efectivo el reconocimiento o la ejecución. Los Estados Parte
se comprometen a prestar asistencia judicial gratuita a las personas que gocen
del beneficio de pobreza.

Artículo 15

Las  autoridades  jurisdiccionales  de  los  Estados  Parte  en  esta  Convención
ordenarán y ejecutarán, a solicitud fundada de parte o a través del  agente
diplomático  o  consular  correspondiente,  las  medidas  provisionales  o  de
urgencia  que  tengan  carácter  territorial  y  cuya  finalidad  sea  garantizar  el
resultado de una reclamación de alimentos pendiente o por instaurarse.

Lo anterior se aplicará cualquiera que sea la jurisdicción internacionalmente
competente, bastando para ello que el bien o los ingresos objeto de la medida
se encuentren dentro del territorio donde se promueve la misma.

Artículo 16

El  otorgamiento  de  medidas  provisionales  o  cautelares  no  implicará  el
reconocimiento  de  la  competencia  en  la  esfera  internacional  del  órgano
jurisdiccional  requirente,  ni  el  compromiso  de  reconocer  la  validez  o  de
proceder a la ejecución de la sentencia que se dictare.

Artículo 17

Las  resoluciones  interlocutorias  y  las  medidas  provisionales  dictadas  en
materia  de  alimentos,  incluyendo  aquellas  dictadas  por  los  jueces  que
conozcan de los procesos de nulidad,  divorcio  y  separación de cuerpos,  u
otros  de  naturaleza  similar  a  éstos,  serán  ejecutadas  por  la  autoridad
competente  aun  cuando  dichas  resoluciones  o  medidas  provisionales
estuvieran  sujetas  a  recursos  de  apelación  en  el  Estado  donde  fueron
dictadas.
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Artículo 18

Los Estados podrán declarar al suscribir, ratificar o adherir a esta Convención,
que será su derecho procesal el que regulará la competencia de los tribunales
y el procedimiento de reconocimiento de la sentencia extranjera.

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 19

Los Estados Parte procurarán suministrar asistencia alimentaria provisional en
la  medida  de  sus  posibilidades  a  los  menores  de  otro  Estado  que  se
encuentren abandonados en su territorio.

Artículo 20

Los Estados Parte se comprometen a facilitar la transferencia de fondos que
procediere por aplicación de esta Convención.

Artículo 21

Las disposiciones de esta Convención no podrán ser interpretadas de modo
que restrinjan los derechos que el acreedor de alimentos tenga conforme a la
ley del foro.

Artículo 22

Podrá rehusarse el cumplimiento de sentencias extranjeras o la aplicación del
derecho extranjero previstos en esta Convención cuando el Estado Parte del
cumplimiento  o  de  la  aplicación,  según  sea  el  caso,  lo  considerare
manifiestamente contrario a los principios fundamentales de su orden público.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 23

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.
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Artículo 24

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 25

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 26

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o más disposiciones específicas y no sea incompatible con el objeto y fines
fundamentales de esta Convención.

Artículo 27

Los Estados Parte que tengan dos o más unidades territoriales en las que rijan
distintos  sistemas  jurídicos  relacionados  con  cuestiones  tratadas  en  la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 28

Respecto a un Estado que tenga en materia de obligaciones alimentarias de
menores, dos o más sistemas de derecho aplicable en unidades territoriales
diferentes.

a. Cualquier referencia al domicilio o a la residencia habitual en ese Estado
contempla la residencia habitual en una unidad territorial de ese Estado;
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b. Cualquier referencia a la Ley del Estado del domicilio o de la residencia
habitual contempla la Ley de la unidad territorial en la que el menor tiene su
residencia habitual. 

Artículo 29

Entre los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos
que fueren Partes de esta Convención y de las Convenciones de La Haya del
2  de  octubre  de  1973  sobre  Reconocimiento  y  Eficacia  de  Sentencias
relacionadas  con  Obligaciones  Alimentarias  para  Menores  y  sobre  la  Ley
Aplicable a Obligaciones Alimentarias, regirá la presente Convención.

Sin embargo, los Estados Parte podrán convenir entre ellos de forma bilateral
la  aplicación  prioritaria  de  las  citadas  Convenciones  de  La  Haya  del  2  de
octubre de 1973.

Artículo 30

La presente Convención no restringirá las disposiciones de convenciones que
sobre esta misma materia hubieran sido suscritas, o que se suscribieren en el
futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Partes, ni las prácticas
más favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia.

Artículo 31

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

DECLARACION INTERPRETATIVA DE GUATEMALA

La Delegación de Guatemala desea hacer constar su interpretación acerca de
lo  dispuesto  por  el  Artículo  11  de  la  Convención  Interamericana  sobre
Obligaciones Alimentarias.

Conforme  a  la  ley  procesal  civil  vigente  en  Guatemala,  norma  que  tiene
carácter de ley de orden público y que es aplicable al caso de esta Convención
para reconocer eficacia extraterritorial a una sentencia extranjera se requiere,
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inter alia, que ésta no se haya dictado en rebeldía del demandado y que en el
país donde se dictó se reconozca igual eficacia a las sentencias nacionales.

En consecuencia, con el propósito de no insertar en el texto de la Convención
requisitos que no son aplicables a otros países y para no desvirtuar uno de los
principales propósitos de este instrumento cual es la cooperación internacional,
Guatemala interpreta los incisos e. y f. del Artículo 11 en el sentido de su ley
procesal vigente, es decir, que la sentencia no haya sido dictada en rebeldía
del  demandado.  Además,  Guatemala  interpreta  que  el  requisito  de  la
efectividad  extraterritorial  recíproca  se  cumple  en  el  caso  que  el  Estado
extranjero cuya sentencia se pretenda hacer efectivo en Guatemala, sea parte
ratificante de la Convención al igual que el Estado de Guatemala.

Artículo 32

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Parte podrá denunciarle. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Parte.

Artículo 33

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas,
para su registro y publicación, de conformidad con el Artículo 102 de su Carta
constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los
Estados que hayan  adherido a la  Convención,  las firmas,  los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere.  También  transmitirá  las  declaraciones  previstas  en  la  presente
Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  Plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.
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HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO,  REPUBLICA ORIENTAL DEL
URUGUAY, el día quince de julio de mil novecientos ochenta y nueve.

 
  INFORMACION GENERAL DEL TRATADO: B-54                
===============================================================================
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  INFORMA REF
===============================================================================
Argentina............     /  /         07/18/02   4   09/05/02 AD     /  /   R
Belize ..............     /  /         06/11/97       07/16/97 RA     /  /     
Bolivia .............   07/15/89       08/12/98       10/08/98 RA     /  /   8   
Brasil ..............   01/15/93       06/16/97       07/11/97 RA     /  /   6
Colombia ............   07/15/89       05/20/10       07/28/10 RA     /  /   7
Costa Rica ..........   07/01/93       01/19/01       04/26/01 RA     /  /     
Ecuador .............   07/15/89       10/05/00       01/10/01 RA     /  /   5  
Guatemala ...........   07/15/89 D  1  09/13/95       02/05/96 RA     /  /     
Haiti ...............   07/15/89         /  /           /  /          /  /     
México ..............   04/06/92       07/29/94   2   10/05/94 RA     /  /     
Panamá ..............   05/28/98       07/21/98   3   03/18/99 RA   03/18/99   
Paraguay ............   07/15/89       08/31/96       05/20/97 RA     /  /     
Perú ................   07/15/89       10/27/05       12/21/05 AD     /  /     
Uruguay .............   07/15/89       06/05/01       08/31/01 RA     /  /     
Venezuela ...........   07/15/89         /  /           /  /          /  /     
===============================================================================
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = ADHESION
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- Convención  Interamericana  sobre  tráfico  internacional  de  menores
(México,  1994).  Aprobada  por  ley  N°  16.860  del  9  de  setiembre  de
1997.

CAPITULO PRIMERO

NORMAS GENERALES

Artículo 1

El objeto de la presente Convención, con miras a la protección de los derechos
fundamentales y el interés superior del menor, es la prevención y sanción del
tráfico internacional de menores, así como la regulación de los aspectos civiles
y penales del mismo.

En tal sentido, los Estados Parte de esta Convención se obligan a:

a) asegurar la protección del menor en consideración a su interés superior;

b) instaurar un sistema de cooperación jurídica entre los Estados Parte que
consagre  la  prevención y  sanción  del  tráfico  internacional  de  menores,  así
como adoptar las disposiciones legales y administrativas en la materia con ese
propósito; y

c) asegurar la pronta restitución del menor víctima del tráfico internacional al
Estado de su residencia habitual, teniendo en cuenta el interés superior del
menor. 

Artículo 2

Esta Convención se aplicará a cualquier  menor que se encuentre o resida
habitualmente en un Estado Parte al  tiempo de la comisión de un acto de
tráfico internacional contra dicho menor.

Para los efectos de la presente Convención:

a) "Menor" significa todo ser humano cuya edad sea inferior a dieciocho años.

b) "Tráfico internacional de menores" significa la substracción, el traslado o la
retención, o la tentativa de substracción, traslado o retención, de un menor con
propósitos o medios ilícitos.

c) "Propósitos ilícitos" incluyen,  entre otros, prostitución, explotación sexual,
servidumbre o cualquier otro propósito ilícito, ya sea en el Estado de residencia
habitual del menor o en el Estado Parte en el que el menor se halle localizado.
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d) "Medios ilícitos" incluyen, entre otros, secuestro, consentimiento fraudulento
o forzado, la entrega o recepción de pagos o beneficios ilícitos con el fin de
lograr el  consentimiento de los padres, las personas o la institución a cuyo
cargo se halla el menor, o cualquier otro medio ilícito ya sea en el Estado de
residencia habitual  del  menor o en el  Estado Parte en el  que el  menor se
encuentre. 

Artículo 3

Esta Convención abarcará, asimismo, los aspectos civiles de la sustracción, el
traslado y la retención ilícitos de los menores en el  ámbito internacional no
previstos por otras convenciones internacionales sobre la materia.

Artículo 4

Los Estados Parte, en la medida de lo posible, cooperarán con los Estados no
Parte en la prevención y sanción del tráfico internacional de menores y en la
protección y cuidado de los menores víctimas del hecho ilícito.

En tal  sentido,  las  autoridades competentes  de los  Estados Parte  deberán
notificar a las autoridades competentes de un Estado no Parte, en aquellos
casos en que se encuentre en su territorio a un menor que ha sido víctima del
tráfico internacional de menores en un Estado Parte.

Artículo 5

A los efectos de la presente Convención, cada Estado Parte designará una
Autoridad Central y comunicará dicha designación a la Secretaría General de
la Organización de los Estados Americanos.

Un Estado Federal, o un Estado en el que están en vigor diversos sistemas
jurídicos, o un Estado con unidades territoriales autónomas, puede designar
más de una Autoridad Central y especificar la extensión jurídica o territorial de
sus funciones. El Estado que haga uso de esta facultad designará la Autoridad
Central a la que puede dirigirse toda comunicación.

En caso de que un Estado Parte designara más de una Autoridad Central hará
la comunicación pertinente a la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 6
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Los  Estados  Parte  velarán  por  el  interés  del  menor,  procurando  que  los
procedimientos de aplicación de la Convención permanezcan confidenciales
en todo momento.

CAPITULO II

ASPECTOS PENALES

Artículo 7

Los Estados Parte se comprometen a adoptar medidas eficaces, conforme a
su  derecho  interno,  para  prevenir  y  sancionar  severamente  el  tráfico
internacional de menores definido en esta Convención.

Artículo 8

Los Estados Parte se comprometen a:

a) Prestarse asistencia mutua en forma pronta y expedita por intermedio de
sus Autoridades Centrales,  dentro  de los límites  de la  ley interna de cada
Estado Parte y conforme a los tratados internacionales aplicables, para las
diligencias judiciales y administrativas, la obtención de pruebas y demás actos
procesales que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta
Convención;

b)  Establecer  por  medio  de  sus  Autoridades  Centrales  mecanismos  de
intercambio de información sobre legislación nacional, jurisprudencia, prácticas
administrativas,  estadísticas  y  modalidades  que  haya  asumido  el  tráfico
internacional de menores en sus respectivos Estados; y

c) Disponer las medidas que sean necesarias para remover los obstáculos que
puedan afectar en ellos la aplicación de esta Convención en sus respectivos
Estados. 

Artículo 9

Tendrán  competencia  para  conocer  de  los  delitos  relativos  al  tráfico
internacional de menores:

a) el Estado Parte donde tuvo lugar la conducta ilícita; 

b) el Estado Parte de residencia habitual del menor;

c) el Estado Parte en el que se hallare el presunto delincuente si éste no fuere
extraditado; y
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d) El  Estado Parte en el  que se hallare el  menor víctima de dicho tráfico.
Tendrá  preferencia  a  los  efectos  del  párrafo  anterior  el  Estado  Parte  que
hubiere prevenido en el conocimiento del hecho ilícito. 

Artículo 10

Si uno de los Estados Parte que supedita la extradición a la existencia de un
tratado recibe una solución de extradición proveniente de un estado Parte con
el cual no ha celebrado tratado, o en caso de haberlo no lo contemple entre los
delitos extraditables, podrá considerar la presente Convención como la base
jurídica  necesaria  para  concederla  en  caso  de  tráfico  internacional  de
menores.

Asimismo, los Estados Parte que no supeditan la extradición a la existencia de
un tratado reconocerán el  tráfico internacional  de menores como causal  de
extradición entre ellos.

Cuando  no  exista  Tratado  de  extradición,  ésta  estará  sujeta  a  las  demás
condiciones exigibles por el derecho interno del Estado requerido.

Artículo 11

Las acciones instauradas conforme a lo dispuesto en este capítulo no impiden
que  las  autoridades  competentes  del  Estado  Parte  donde  el  menor  se
encontrare ordenen en cualquier momento su restitución inmediata al Estado
de su residencia habitual, considerando el interés superior del menor.

CAPITULO III

ASPECTOS CIVILES

Artículo 12

La  solicitud  de  localización  y  restitución  del  menor  derivada  de  esta
Convención será promovida por aquellos titulares que establezca el derecho
del Estado de la residencia habitual del menor.

Artículo 13

Serán  competentes  para  conocer  de  la  solicitud  de  localización  y  de
restitución,  a  opción  de  los  reclamantes,  las  autoridades  judiciales  o
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administrativas del Estado Parte de residencia habitual del menor, o las del
Estado Parte donde se encontrare o se presuma que se encuentra retenido.

Cuando  existan  razones  de  urgencia  a  juicio  de  los  reclamantes,  podrá
presentarse la solicitud ante las autoridades judiciales o administrativas del
lugar donde se produjo el hecho ilícito.

Artículo 14

La solicitud de localización y de restitución se tramitará por intermedio de las
Autoridades  Centrales  o  directamente  ante  las  autoridades  competentes
previstas en el  artículo 13 de esta Convención. Las autoridades requeridas
acordarán los procedimientos más expeditos para hacerla efectiva.

Recibida  la  solicitud  respectiva,  las  autoridades  requeridas  dispondrán  las
medidas  necesarias  de  conformidad  con  su  derecho  interno  para  iniciar,
facilitar  y  coadyuvar  con  los  procedimientos  judiciales  y  administrativos
relativos a la localización y restitución del menor. Además, se adoptarán las
medidas para proveer la inmediata restitución del menor y, de ser necesario,
asegurar  su  cuidado,  custodia  o  guarda  provisional,  conforme  a  las
circunstancias,  e  impedir  de  modo  preventivo  que  el  menor  pueda  ser
trasladado indebidamente a otro Estado.

La solicitud  fundada de localización  y  de  restitución  deberá  ser  promovida
dentro de los ciento veinte días de conocida la sustracción, el traslado o la
retención ilícitos del menor.

Cuando la solicitud de localización y de restitución fuere promovida por un
Estado Parte, éste dispondrá para hacerlo de un plazo de ciento ochenta días.
Cuando  fuere  necesario  proceder  con  carácter  previo  a  la  localización  del
menor,  el  plazo  anterior  se  contará  a  partir  del  día  en  que  ella  fuere  del
conocimiento de los titulares de la acción.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos anteriores, las autoridades del
Estado  Parte  donde  el  menor  fuere  retenido  podrán  ordenar  en  cualquier
momento la restitución del mismo conforme al interés superior de dicho menor.

Artículo 15

En  las  solicitudes  de  cooperación  comprendidas  en  esta  Convención
transmitidas por vía consular o diplomática o por intermedio de las Autoridades
Centrales, será innecesario el  requisito de legalización u otras formalidades
similares.  En  el  caso de solicitudes  de  cooperación  cursadas directamente
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entre  tribunales  de  la  zona  fronteriza  de  los  Estados  Parte  tampoco  será
necesario  el  requisito  de  la  legalización.  Asimismo,  estarán  exentos  de
legalización  en  el  Estado  Parte  solicitante  los  documentos  que  sobre  el
particular se devuelvan por las mismas vías.

Las  solicitudes  deberán  estar  traducidas,  en  su  caso,  al  idioma o  idiomas
oficiales del Estado Parte al que se dirijan. Respecto a los anexos, bastará la
traducción de un sumario que contenga los datos esenciales de los mismos.

Artículo 16

Las autoridades competentes de un Estado Parte que constaten en el territorio
sometido a su jurisdicción la presencia de una víctima de tráfico internacional
de menores deberán adoptar  las  medidas inmediatas que sean necesarias
para  su  protección,  incluso aquellas  de carácter  preventivo  que impidan el
traslado indebido del menor a otro Estado.

Estas medidas serán comunicadas por medio de las Autoridades Centrales a
las autoridades competentes del Estado de la anterior residencia habitual del
menor.  Las  autoridades  intervinientes  adoptarán  cuantas  medidas  sean
necesarias para que los titulares de la acción de localización y restitución del
menor estén informados de las medidas adoptadas.

Artículo 17

De  conformidad  con  los  objetivos  de  esta  Convención,  las  Autoridades
Centrales de los Estados Parte intercambiarán información y colaborarán con
sus autoridades competentes judiciales y administrativas en todo lo relativo al
control de la salida y entrada de menores a su territorio.

Artículo 18

Las adopciones y otras instituciones afines constituidas en un Estado Parte
serán  susceptibles  de  anulación  cuando  su  origen  o  fin  fuere  el  tráfico
internacional de menores.

En la respectiva acción de anulación, se tendrá en cuenta en todo momento el
interés superior del menor.

La anulación se someterá a la ley y a las autoridades competentes del Estado
de constitución de la adopción o de la institución de que se trate.

208



Artículo 19

La guarda o custodia serán susceptibles de revocación cuando tuvieren su
origen o fin en el tráfico internacional de menores, en las mismas condiciones
previstas en el artículo anterior.

Artículo 20

La solicitud de localización y de restitución del menor podrá promoverse sin
perjuicio de las acciones de anulación y revocación previstas en los artículos
18 y 19.

Artículo 21

En  los  procedimientos  previstos  en  el  presente  capítulo,  la  autoridad
competente podrá ordenar que el particular o la organización responsable del
tráfico  internacional  de  menores  pague  los  gastos  y  las  costas  de  la
localización y restitución, en tanto dicho particular u organización haya sido
parte de ese procedimiento.

Los  titulares  de  la  acción  o,  en  su  caso,  la  autoridad  competente  podrán
entablar acción civil para obtener el resarcimiento de las costas, incluidos los
honorarios profesionales y los gastos de localización y restitución del menor, a
menos  que  éstos  hubiesen  sido  fijados  en  un  procedimiento  penal  o  un
procedimiento de restitución conforme a lo previsto en esta Convención.

La autoridad competente o cualquier persona lesionada podrá entablar acción
civil  por  daños  y  perjuicios  contra  los  particulares  o  las  organizaciones
responsables del tráfico internacional del menor.

Artículo 22

Los Estados Parte adoptarán las medidas que sean necesarias para lograr la
gratuidad  de  los  procedimientos  de  restitución  del  menor  conforme  a  su
derecho interno e informarán a las personas legítimamente interesadas en la
restitución del  menor de las defensorías de oficio,  beneficios de pobreza e
instancias  de  asistencia  jurídica  gratuita  a  que  pudieran  tener  derecho,
conforme a las leyes y los reglamentos de los Estados Parte respectivos.

CAPITULO IV
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CLAUSULAS FINALES

Artículo 23

Los  Estados  Parte  podrán  declarar,  al  momento  de  la  firma,  ratificación  o
adhesión  a  esta  Convención  o  con  posterioridad,  que  se  reconocerán  y
ejecutarán las sentencias penales dictadas en otro Estado Parte en lo relativo
a la indemnización de los daños y perjuicios derivados del tráfico internacional
de menores.

Artículo 24

Respecto  a  un  Estado  que  tenga  en  cuestiones  tratadas  en  la  presente
Convención dos o más sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales
diferentes, toda mención

a) a la ley del  Estado se entenderá referida a la ley en la correspondiente
unidad territorial;

b)  a  la  residencia  habitual  en  dicho  Estado  se  entenderá  referida  a  la
residencia habitual en una unidad territorial de dicho Estado;

c) a las autoridades competentes de dicho Estado se entenderá referida a las
autoridades autorizadas para actuar en la correspondiente unidad territorial. 

Artículo 25

Los  Estados  que  tengan  dos  o  más  unidades  territoriales  en  las  que  se
apliquen sistemas jurídicos diferentes en cuestiones tratadas en la presente
Convención  podrán  declarar,  en  el  momento  de  la  firma,  ratificación  o
adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto noventa días después de recibidas.

Artículo 26

Los  Estados  Parte  podrán  declarar,  al  momento  de  la  firma,  ratificación  o
adhesión  a  la  presente  Convención  o  con  posterioridad,  que  no  se  podrá
oponer en juicio civil  en ese Estado Parte excepción o defensa alguna que
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tienda  a  demostrar  la  inexistencia  del  delito  o  irresponsabilidad  de  una
persona,  cuando exista  sentencia condenatoria ejecutoriada por este delito,
pronunciada en otro Estado Parte.

Artículo 27

Las autoridades competentes de las zonas fronterizas de los Estados Parte
podrán  acordar,  directamente  y  en  cualquier  momento,  procedimientos  de
localización  y  restitución  más  expeditos  que  los  previstos  en  la  presente
Convención y sin perjuicio de ésta.

Nada de lo  dispuesto en esta Convención se interpretará en el  sentido de
restringir  las  prácticas  más  favorables  que  entre  sí  pudieran  observar  las
autoridades competentes de los Estados Parte para los propósitos tratados en
ella.

Artículo 28

Esta  Convención  está  abierta  a  la  firma  de  los  Estados  miembros  de  la
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 29

Esta Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se
depositarán  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.

Artículo 30

Esta  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro  Estado
después  que  haya  entrado  en  vigor.  Los  instrumentos  de  adhesión  se
depositarán  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.

Artículo 31

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y
fines de esta Convención.
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Artículo 32

Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido
restrictivo  de  otros  tratados  bilaterales  o  multilaterales  u  otros  acuerdos
suscritos entre las Partes.

Artículo 33

Esta Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día
a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de
ratificación.

Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella después
de  haber  sido  depositado  el  segundo  instrumento  de  ratificación,  la
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal el
Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 34

Esta Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Parte
podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será  depositado  en  la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante.

Artículo 35

El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en español, francés,
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia
auténtica  de su  texto  para  su  registro  y  publicación  a la  Secretaría  de las
Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su Carta constitutiva.
La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará
a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan
adherido  a  la  Convención,  las  firmas,  los  depósitos  de  instrumentos  de
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiera y el retiro
de las últimas.
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EN  FE  DE  LO  CUAL  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman esta Convención.

HECHO EN LA CIUDAD DE MEXICO,  D.F.,  MEXICO,  el  día  dieciocho de
marzo de mil novecientos noventa y cuatro.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO: B-57

===============================================================================

PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  INFORMA REF

===============================================================================

Argentina............     /  /         12/13/99       02/28/00 AD     /  /   2

Belize ..............     /  /         06/11/97       07/16/97 RA     /  /     

Bolivia .............   03/18/94       10/31/03       12/04/03 RA     /  /   5  

Brasil ..............   03/18/94       07/03/97       07/08/97 RA     /  /   8  

Colombia.............     /  /         06/12/00       08/23/00 AD     /  /   4

Costa Rica ..........   05/22/97       05/22/01       09/04/01 RA     /  /     

Ecuador .............   06/11/98       05/20/02       05/28/02 RA     /  /   1  

El Salvador .........     /  /         10/17/05       12/22/05 AD     /  /   7

Honduras ............     /  /         10/23/08       11/21/08 AD     /  /

México ..............   11/27/95         /  /           /  /          /  /     

Nicaragua............   /  /         10/07/05       11/18/05 AD     /  /   

Panamá ..............   05/28/98       01/18/00       03/21/00 RA     /  /   3     

Paraguay ............   08/07/96       11/28/97       05/12/98 RA     /  /     

Perú.................     /  /         04/20/04       05/04/04 AD     /  /   6

República Dominicana.     /  /         09/23/11       11/14/11 AD     /  /    

Uruguay .............   03/18/94       10/28/98       12/07/98 RA     /  /     

Venezuela ...........   03/18/94         /  /           /  /          /  /     

===============================================================================

REF = REFERENCIA INST = TIPO DE INSTRUMENTO

D = DECLARACION RA = RATIFICACION

R = RESERVA AC = ACEPTACION

AD = ADHESION

INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO
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3 – Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional de 1889 y 1940. 

Ver  textos  de  derecho  positivo  en  el  Capítulo  III  –  “Derecho  Internacional
Privado Civil y Comercial – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver arts. 1 en ambos Tratados.

o Ausencia: ver arts. 10 y 12 respectivamente.

o Matrimonio: ver arts. 11 y 13 respectivamente.

o Divorcio y separación conyugal: ver arts. 13 y 15 respectivamente.

o Relaciones  personales  de  los  cónyuges:  ver  arts.  12  y  14

respectivamente.

o Filiación: ver arts. 16 a 18 y 20 a 24 respectivamente.

o Protección de incapaces (patria potestad, tutela y curatela): ver arts.

14 a 15 y 19 a 23, así como 18 a 19 y 25 a 29 respectivamente.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver arts. 40 a 43 y 16 a 17

respectivamente.

o Sucesión: ver art. 44 a 50 en ambos tratados.
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 II.I.II – Regulaciones bilaterales

- Convenio  entre  la  República  Argentina  y  la  República  Oriental  del
Uruguay  sobre  protección  internacional  de  menores.  Aprobado  por
decreto ley 15.218 del 17 de noviembre de 1981. 

ARTÍCULO 1º 

El  presente  Convenio  tiene  por  objeto  asegurar  la  pronta  restitución  de
menores que, indebidamente, se encuentren fuera del Estado de su residencia
habitual y en el territorio del otro Estado Parte.

ARTÍCULO 2º 

La  presencia  de  un  menor  en  el  territorio  del  otro  Estado  Parte  será
considerada indebida cuando se produzca en violación de la tenencia, guarda
o  derecho  que,  sobre  él  o  a  su  respecto,  ejerzan  los  padres,  tutores  o
guardadores.

Los titulares  de la  acción  de restitución  serán las  personas mencionadas
precedentemente.

ARTÍCULO 3º 

A  los  efectos  de  este  Convenio,  se  entiende  por  residencia  habitual  del
menor el Estado donde tiene su centro de vida.

ARTÍCULO 4º 

A los efectos de este Convenio, una persona será considerada menor de
acuerdo con la establecido por el derecho del Estado de su residencia habitual.

ARTÍCULO 5º 

Para conocer en la acción de restitución de menores, serán competentes los
jueces del Estado de su residencia habitual.

ARTÍCULO 6º 

La solicitud de restitución deberá acreditar:

1. Legitimación procesal del actor.

2. Fundamento de la competencia del exhortante.

3. Fecha en que se entabló la acción.
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Asimismo deberán suministrarse datos sobre la ubicación del menor en el
Estado requerido.

ARTÍCULO 7º 

El juez exhortado, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos
exigidos por el artículo 6, de inmediato y, sin trámite, tomará conocimiento “de
visu” del menor, adoptará las medidas necesarias para asegurar su guarda
provisional en las condiciones que aconsejen las circunstancias y dispondrá,
sin  demora,  la  del  menor,  pudiendo únicamente  retardar  la  entrega en los
casos en que ello signifique grave riesgo para su salud.

ARTÍCULO 8º 

Con  carácter  de  excepción  y  en  los  casos  en  que  el  juez  lo  entienda
necesario, hasta el quinto día desde que tomare conocimiento “de visu” del
menor,  podrá  admitir  la  presentación  de  éste  o  de  quien  controvierta  la
procedencia de la restitución exhortada, sólo cuando el derecho en que se
funde la oposición se justificare con la agregación de prueba documental.

El juez exhortado, si considerare atendible el derecho invocado, en el plazo
de los tres (3) días siguientes lo comunicará al juez exhortante, acompañando
copia íntegra de la oposición deducida y de la documentación pertinente.

En el caso de reiterarse el exhorto de restitución, el juez exhortado deberá
ordenar, sin demora, la entrega del menor.

Si dentro del plazo de sesenta (60) días corridos desde que fuere transmitida
la comunicación de oposición por el Ministerio de Justicia del Estado requerido,
no se recibiere exhorto reiterando la solicitud de restitución, el juez exhortado
ordenará sin más trámite el levantamiento de las medidas dispuestas.

ARTÍCULO 9º 

Si  dentro  del  plazo de cuarenta  y cinco (45)  días corridos desde que se
comunicare al Ministerio de Justicia del Estado requeriente la resolución por la
cual  se  dispone  la  entrega,  el  juez  exhortante  no  arbitrare  las  medidas
necesarias para hacer efectivo el traslado del menor, quedarán sin efecto la
restitución ordenada y las medidas adoptadas. 

Los gastos que demande este traslado, estarán a cargo de quien ejerza la
acción.

ARTÍCULO 10 

No se dará curso a las acciones previstas en este Convenio, cuando ellas
fueren entabladas luego de transcurrido el plazo de un (1) año a partir de la
fecha en que el menor se encontrare indebidamente fuera del Estado de su
residencia habitual.
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En caso de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará
desde el momento en que fueren localizados.

ARTÍCULO 11 

El  pedido  o  la  entrega  del  menor  no  importará  prejuzgamiento  sobre  la
determinación definitiva de la guarda.

ARTÍCULO 12 

Los jueces de un Estado Parte a solicitud de cualquiera de las personas
mencionadas en el artículo 2° podrán requerir la localización de menores que
residan habitualmente en su jurisdicción y presuntivamente se encuentren en
forma indebida en el territorio del otro.

El pedido no necesitará ser acompañado de la documentación señalada en el
artículo 6°.

ARTÍCULO 13 

Las autoridades competentes de un Estado Parte que tuvieran conocimiento
que  en  su  jurisdicción  se  encuentra  un  menor  indebidamente  fuera  de  su
residencia  habitual,  deberán  adoptar  de  inmediato  todas  las  medidas
conducentes para asegurar su salud física y moral y evitar su ocultamiento o
traslado a otra jurisdicción.

La localización se comunicará por conducto de los respectivos Ministerios de
Justicia.

ARTÍCULO 14 

Las medidas adoptadas en virtud  del  artículo  anterior,  podrán quedar  sin
efecto, si no se solicitare la restitución del menor dentro del plazo de sesenta
(60) días corridos, contados a partir de que se comunicare la localización al
Ministerio de Justicia del Estado de su residencia habitual.

El  levantamiento  de  las  medidas  no  impedirá  el  ejercicio  del  derecho  a
solicitar la restitución de acuerdo con los procedimientos establecidos en este
Convenio.

ARTÍCULO 15 

Las solicitudes de restitución y localización serán transmitidas a través del
Ministerio de Justicia del Estado requeriente al del Estado requerido, que las
hará llegar al juez competente.

Las solicitudes y la documentación anexa no necesitarán legalización.

ARTÍCULO 16 
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Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimiento de
las  solicitudes  no  requerirán  petición  expresa  ni  la  intervención  de  parte
interesada, debiendo ser practicadas de oficio por el juez exhortado, lo cual no
obsta a que las partes intervengan por sí o por intermedio de apoderado.

ARTÍCULO 17 

La tramitación de los exhortos contemplados en el presente Convenio y las
medidas a que dieren lugar, serán recíprocamente gratuitas.

Si el interesado en la ejecución del exhorto ha designado un apoderado en el
foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el ejercicio del poder
que otorgó no estarán a cargo de los Estados Parte.

ARTÍCULO 18 

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por canje de
los respectivos instrumentos de ratificación que se efectuará en la ciudad de
Buenos Aires.

Cualesquiera de las Partes podrá denunciar y cesarán sus efectos a los seis
(6) meses contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho en la ciudad de Montevideo, a los treinta y un días del mes de julio del
año mil  novecientos  ochenta  y  uno,  en  dos  ejemplares  en idioma español
igualmente auténticos.
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- Convenio  entre  la  República  de  Chile  y  la  República  Oriental  del
Uruguay  sobre  restitución  internacional  de  menores.  Aprobado  por
decreto ley 15.250 del 23 de marzo de 1982.

Los Gobiernos de la  República Oriental  del  Uruguay y de la  República de
Chile,  animados  del  deseo  de  establecer  un  régimen  jurídico  bilateral  que
permita  la  protección  y  la  pronta  restitución  internacional  de  menores,  e
inspirados  en  el  común anhelo  de  fortalecer  sus  tradicionales  y  amistosas
relaciones, han convenido en celebrar el siguiente convenio:

Artículo 1°

El  presente  Convenio  tiene  por  objeto  asegurar  la  pronta  restitución  de
menores que ilegítimamente se hayan trasladado o hayan sido trasladados del
Estado de su residencia habitual al territorio de otro Estado parte. Asimismo, el
convenio se aplicará respecto a aquellos menores indebidamente retenidos
fuera del Estado de su residencia habitual. 

Artículo 2° 

La  presencia  de  un  menor  en  el  territorio  del  otro  Estado  Parte  será
considerada  ilegítima  e  indebida  cuando  se  produzca  en  violación  de  la
tenencia, guarda o derecho que, sobre él o a su respecto, ejerzan los padres,
tutores o guardadores.

Artículo 3° 

A los efectos de este Convenio, se entiende por residencia habitual del el
Estado donde tiene su centro de vida.

Artículo 4° 

A los efectos de este Convenio, una persona será considerada menor de
acuerdo a lo que establezca el derecho del Estado de su residencia habitual.

Artículo 5° 

Para conocer  en la  acción de restitución internacional  de menores,  serán
competentes los jueces de su residencia habitual.

Artículo 6°

Serán  titulares  de  la  acción  de  restitución  internacional,  los  padres,
guardadores  o  tutores  reconocidos por  la  ley  de  la  residencia  habitual  del
mejor cuya entrega se reclama.

Artículo 7° 

Las solicitudes de restitución deberán provenir de jueces internacionalmente
competentes y serán acompañadas de:
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1) Copia íntegra y auténtica de la resolución que motiva la solicitud;
2) Copia íntegra y auténtica de la documentación que acredita la legitimación

procesal de los actores;
3) Ubicación en el Estado requerido del menor cuya restitución se solicita; y
4) Constancia de la fecha en que el menor salió ilegítima o indebidamente

del  Estado de su residencia habitual o de la fecha del vencimiento del
plazo por el que se hubiera autorizado su viaje al extranjero.

Artículo 8°

Las  solicitudes  de  restitución  internacional  serán  transmitidas  a  través  del
Ministerio de Justicia del Estado requirente al Ministerio de Justicia del Estado
requerido, que la hará llegar hasta el  juez competente. Sin perjuicio de las
garantías de autenticidad que establezcan los Estados Partes, el pedido y la
documentación anexa, no necesitarán el requisito de la legalización.

Artículo 9°

El  órgano  jurisdiccional  exhortado  competente,  previa  aprobación  con
intervención del Ministerio Público del cumplimiento de los requisitos exigidos
por  el  artículo  7°,  tomará  conocimiento  de visu  del  menor  y  dispondrá  sin
demora su restitución. De inmediato a la recepción del pedido y mientras se
controla el mismo, el juez exhortado deberá adoptar las medidas necesarias
para evitar el traslado del menor fuera de su jurisdicción.

Artículo 10°

El órgano jurisdiccional requerido podrá denegar o retardar en forma fundada y
previa  las  comprobaciones  del  caso,  la  restitución  solicitada,  únicamente
cuando existan serias razones que hagan previsible que el retorno del menor
signifique grave riesgo para su salud.

Artículo 11°

El  juez  exhortado  deberá  pronunciarse  sobre  el  fondo  de  la  solicitud  de
restitución, dentro de un término no mayor a los 45 días corridos, contados
desde el momento que ha recibido el exhorto.

En caso de no resolver  dentro  del  término señalado deberá  dar  cuenta  al
exhortante de los motivos de la demora.

Artículo 12°

Este  Convenio  se  aplicará  a  las  demandas  de  restitución  internacional  de
menores hechas llegar al Ministerio de Justicia del Estado requerido, dentro
del término de un año contado desde la fecha en que el menor salió ilegítima o
indebidamente del Estado de su residencia habitual o desde que venciera el
plazo por el que se hubiera autorizado su viaje al extranjero.

220



Artículo 13°

El  período de un año no comenzará a contarse en caso de menores cuyo
paradero  se  desconozca,  sino  desde  el  momento  en  que  el  menor  fuera
localizado y comunicado su hallazgo al Ministerio de Justicia del Estado de su
residencia habitual o al tribunal competente según el caso.

Artículo 14°

El vencimiento del término establecido en el artículo precedente, no impide a
las autoridades competentes del Estado donde se encuentre el menor, hacer
lugar al pedido de restitución planteada por el Estado de su anterior residencia
habitual, consideradas las circunstancias del caso.

Artículo 15°

La entrega internacional del menor por el Estado requerido no prejuzga sobre
la  cuestión  relativa  a  la  determinación  de  quién  ha  de  corresponder,  en
definitiva, la guarda del menor.

LOCALIZACIÓN DE MENORES

Artículo 16°

Las  autoridades  jurisdiccionales  de  un  Estado  Parte,  en  caso  de  serias
sospechas acerca de que un menor con residencia habitual en su jurisdicción
se encuentra ilegítima o indebidamente en el territorio de otro Estado Parte,
podrá solicitar que las autoridades de éste dispongan las medidas necesarias
para su inmediata localización.

A  tales  efectos,  el  Ministerio  de  Justicia  requirente  se  comunicará  con  su
similar del Estado Parte requerido. El pedido no necesitará ser acompañado de
la documentación señalada en el artículo 7°.  

Artículo 17°

Los órganos jurisdiccionales de un Estado Parte que en virtud de lo dispuesto
por  el  artículo  anterior,  o  que  por  cualquier  otra  circunstancia  tuvieran
conocimiento que en su jurisdicción se encuentra en forma ilegítima o indebida
un  menor  fuera  del  Estado  de  su  residencia  habitual,  deberá  adoptar  de
inmediato, todas las medidas conducentes a asegurar su protección integral,
así  como  aquellas  destinadas  a  evitar  su  desaparición  y,  en  especial,  su
traslado a terceros países.

Asimismo,  a  través  del  respectivo  Ministerio  de  Justicia,  se  comunicará  el
hallazgo al similar de la residencia habitual del menor, a efectos de que se
pueda  iniciar  la  acción  de  restitución  internacional  ante  los  tribunales
competentes.

Artículo 18°
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Las  medidas  asegurativas  adoptadas  en  aplicación  del  artículo  anterior  se
mantendrán  por  el  término  de  sesenta  días  corridos,  contados  desde  el
momento en que el Ministerio de Justicia del Estado en que fue encontrado el
menor,  comunique  el  hallazgo  a  su  similar  del  Estado  de  su  residencia
habitual.

Artículo 19°

Transcurrido el término señalado en el artículo anterior sin que se solicite la
restitución internacional,  queda a criterio de los órganos jurisdiccionales del
Estado donde el menor fue hallado, dejar sin efecto las medidas cautelares
adoptadas.  El  levantamiento  de  las  cautelas  no  afecta  al  derecho  de  los
padres, guardadores o tutores del menor, a solicitar su restitución de acuerdo a
los procedimientos establecidos en este Convenio.

Artículo 20°

Este  Convenio  no  restringirá  las  disposiciones  de  Convenios  bilaterales  o
multilaterales vigentes en la materia entre los Estados Parte.

Artículo 21°

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor en la fecha del
canje de los instrumentos de ratificación que se efectuará en la  ciudad de
Santiago de Chile. Cualquiera de las partes podrá denunciarlo y cesarán sus
efectos  transcurridos  seis  meses  contados  a  partir  de  la  recepción  de  la
denuncia.

Hecho en la ciudad de Montevideo, a los quince días del mes de octubre del
año  mil  novecientos  ochenta  y  uno,  en  dos  ejemplares  del  mismo  tenor,
igualmente válidos y auténticos
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- Convenio sobre restitución internacional de menores entre la República
del Perú y la República Oriental del Uruguay. Aprobado por decreto ley
15.720 del 30 de enero de 1985.

ARTÍCULO I 

El  presente  Convenio  tiene  por  objeto  asegurar  la  pronta  restitución  de
menores que, indebidamente, se encuentren fuera del Estado de su residencia
habitual y en el territorio del otro Estado Parte.

ARTÍCULO II 

La presencia de un menor en el territorio del otro Estado Parte será indebida
cuando se produzca en violación de la tenencia, guarda o que, sobre él o a su
respecto, ejerzan los padres, tutores o guardadores.

Los titulares  de la  acción  de restitución  serán las  personas mencionadas
precedentemente.

ARTÍCULO III 

A los efectos de este Convenio, se entiende por residencia habitual del el
Estado donde tiene su centro de vida.

ARTÍCULO IV 

A los efectos de este Convenio, una persona será considerada menor de
acuerdo con lo establecido por el derecho del Estado de su residencia habitual.

ARTÍCULO V 

Para conocer en la acción de restitución de menores, serán competentes los
jueces del Estado de su residencia habitual.

ARTÍCULO VI 

La solicitud de restitución deberá acreditar:

1) Legitimación procesal del actor, 

2) Fundamento de la competencia del exhortante,

3) Fecha en que se entabló la acción.

Asimismo, deberán suministrarse datos sobre la ubicación del menor en el
Estado requerido.

ARTÍCULO VII 
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El juez exhortado, de los requisitos exigidos por el Artículo VI, de inmediato y
sin  más  trámite,  tomará  conocimiento  "de  visu"  del  menor,  adoptará  las
medidas necesarias para asegurar su guarda provisional en las condiciones
que aconsejen las circunstancias y dispondrá, sin demora, la restitución del
menor, pudiendo denegar o retardar la entrega en los casos en que ello riesgo
para su salud.

ARTÍCULO VIII 

Con carácter de excepción y en los casos en que el juez entienda necesario,
hasta  el  quinto  día  desde  que  tomare  conocimiento  "de  del  menor,  podrá
admitir  la  presencia  de  éste  o  de  quien  controvierta  la  procedencia  de  la
restitución exhortada, sólo cuando el derecho en que se funda la oposición se
justificará con la agregación de prueba documental.

El juez exhortado, si considerare atendible el derecho invocado, en el de los
tres  días  siguientes,  lo  comunicará  al  juez  exhortante,  acompañando copia
integra de la oposición deducida y de la documentación pertinente.

En el caso de reiterarse el exhorto de restitución, el juez exhortado ordenar
sin demora, la entrega del menor.

Si dentro del plazo de sesenta días corridos desde que fuere trasmitida la
comunicación de oposición por el Ministerio de Justicia del Estado requerido,
no se recibiere exhorto reiterando la solicitud de restitución, el Juez exhortado
ordenará sin más trámite el levantamiento de las medidas dispuestas.

ARTÍCULO IX 

Si  dentro  del  plazo  de  cuarenta  y  cinco  días  corridos  desde  que  se  al
Ministerio de Justicia del Estado requirente la resolución por la se dispone la
entrega, el  Juez exhortante no arbitrare las medidas necesarias para hacer
efectivo el traslado del menor, quedarán sin efecto la ordenada y las medidas
adoptadas.

Los gastos que demande este traslado, estarán a cargo de quien ejerza la
acción.

ARTÍCULO X 

No se dará curso a las acciones previstas en este Convenio, cuando ellas
entabladas luego de transcurrido el plazo de un año a partir de la fecha que el
menor  se  encontrare  indebidamente  fuera  del  Estado  de  su  residencia
habitual.

En caso de menores cuyo paradero se desconozca, el plazo se computará el
momento en que fueran localizados.

ARTÍCULO XI 
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El  pedido  o  la  entrega  del  menor  no  importará  prejuzgamiento  sobre  la
definitiva de su guarda.

ARTÍCULO XII 

Los jueces de un Estado Parte a solicitud de cualquiera de las personas en el
Artículo II, podrán requerir la localización de menores que habitualmente en su
jurisdicción y presuntivamente se encuentren en indebida en el territorio del
otro.

El pedido no necesitará ser acompañado de la documentación señalada en el
VI.

ARTÍCULO XIII 

Las autoridades competentes de un Estado Parte que tuvieran conocimiento
en su jurisdicción se encuentra un menor indebidamente fuera de su residencia
habitual, deberán adoptar de todas las medidas conducentes para asegurar su
salud física y moral y su ocultamiento o traslado a otra jurisdicción.

La localización se comunicará por conducto de los respectivos Ministerios
Justicia.

ARTÍCULO XIV 

Las medidas adoptadas en virtud del artículo anterior, podrán quedar sin si
no se solicitara la restitución del menor dentro del plazo de sesenta corridos,
contados a partir de que se comunicare la localización al Ministerio de Justicia
del Estado de su residencia habitual.

El levantamiento de las medidas no impedirá el  ejercicio del derecho a la
restitución, de acuerdo con los procedimientos establecidos en Convenio.

ARTÍCULO XV 

Las  solicitudes  de  restitución  y  localización  serán  trasmitidas  a  través
Ministerio de Justicia del Estado requirente al del Estado requerido, que hará
llegar al juez competente.

Las solicitudes y la documentación anexa no necesitarán legalización.

ARTÍCULO XVI 

Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimento las
solicitudes no requerirán petición expresa ni la intervención de parte debiendo
ser practicadas de oficio por el Juez exhortado, lo cual obsta a que las Partes
intervengan por sí o por intermedio de apoderado.

ARTÍCULO XVII 
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La tramitación de los exhortos contemplados en el presente Convenio y las a
que dieran lugar, serán recíprocamente gratuitas.

Si el interesado en la ejecución del exhorto ha designado un apoderado en
foro requerido,  los gastos y honorarios que ocasionare el  ejercicio  del  que
otorgó no estarán a cargo de los Estados Partes.

ARTÍCULO XVIII 

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por el canje
de los respectivos instrumentos de ratificación que se efectuará en la de Lima.

Cualesquiera de las Partes podrá denunciarlo y cesarán sus efectos a los
seis meses contados a partir de la recepción de la denuncia.
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- Convenio sobre reclamación internacional y ejecución de la sentencia
en materia de alimentos entre la República Oriental del Uruguay y la
República del Perú. Aprobado por decreto ley 15.719 del 30 de enero de
1985.

ARTICULO I

El presente Convenio tiene por objeto establecer entre los Estados Partes,
relativas  al  derecho  aplicable  y  la  jurisdicción  competente  en  materia
reclamación  internacional  de  alimentos,  con  la  sola  excepción  de  aquellas
cuyas únicas casas fueren el contrato o las disposiciones entre actores con
residencia habitual  en un Estado Parte y  con residencia habitual,  bienes o
ingresos en el otro; así como la extraterritorial de las sentencias que en dicha
materia se dicten por sus tribunales.

ARTICULO II

La reclamación internacional de alimentos se regirá, de entre las leyes de
residencia habitual del reclamante o de la residencia habitual del por aquella
que eligiere el actor.

A efectos de la información del contenido del Derecho del otro estado el Juez
interviniente  estará  a  lo  establecido  por  las  Convenciones  de  1979  sobre
Normas  Generales (Artículos  2º y  4º),  y  sobre  Prueba  e  Información  del
Derecho Extranjero.

ARTICULO III

Si en virtud de lo dispuesto en el artículo precedente, aplicable el derecho de
un tercer Estado, los Estados Partes lo de oficio del mismo modo que aplican
el derecho del otro Estado Parte.

ARTICULO IV

A los efectos de este Convenio, se entiende por residencia habitual de las
personas, el estado en donde tienen su centro de vida.

ARTICULO V

A  opción  del  actor,  serán  competentes  para  conocer  en  la  acción  de
internacional  de  alimentos,  los  jueces  del  Estado  Parte  de  la  habitual  del
demandante,  del  demandado  o  del  lugar  donde  éste  bienes  o  percibiere
ingresos.

ARTICULO VI

Los jueces del Estado Parte que hubiesen conocido en la internacional de
reclamación de alimentos, serán competentes para conocer en una eventual
acción de modificación o de la pensión alimenticia.
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ARTICULO VII

Las  sentencias  de  condena  y  homologatorias  de  acuerdo  de  partes  en
materia  alimentos,  dictadas  en  un  Estado  Parte,  se  ejecutarán  en  el  otro
siempre que los siguientes requisitos:

a) Que  hayan  sido  dictadas  por  Tribunal  competente  en  el  orden
internacional.  A  ese  efecto,  se  estará  a  las  reglas  de  competencia
contenidas en los Artículos V y VI del Presente Convenio.

b) Que puedan ser ejecutadas de conformidad con el derecho del Estado que
las dictó, es decir que tengan la calidad de consentidas o ejecutoriadas, sin
perjuicio de lo dispuesto en el Artículo VI.

c) Que  la  parte  contra  la  cual  se  hubieren dictado,  haya  sido  legalmente
citada y  representada o  declarada  rebelde,  conforme a  la  ley del  país
donde se dictó la sentencia.

ARTICULO VIII

Las sentencias dictadas en materia de alimentos serán trasmitidas por de los
Ministerio  de Justicia  de los Estados Partes y no necesitarán de firmas.  A
solicitud del interesado, el Tribunal que las pronuncio, remitirá directamente el
pedido de ejecución extraterritorial a su Ministerio de Justicia que lo hará llegar
a  su  similar  del  otro  Estado  Parte.  El  Ministerio  de  Justicia  del  Estado
requerido enviará de inmediato la  solicitud de ejecución al  Juez o Tribunal
competente  que  determine  su  ordenamiento  legal  interno  y  hará  saber  al
Ministerio remitente la denominación y localización de la sede en que la misma
quedó radicada.

ARTICULO IX

Los pedidos de ejecución de sentencia en materia alimentaría deberán tener:

a) copia íntegra de la sentencia de condena y homologatoria;

b) copia de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado cumplimiento
a lo dispuesto por los literales b) y c) del Artículo VII;

c) denominación  y  dirección  del  órgano  jurisdiccional  que  ha  dictado  la
sentencia, con nombre del titular, y secretario actuario o interviniente.

ARTICULO X
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El juez competente del Estado Parte requerido, con audiencia del Público si
correspondiera, previa comprobación del cumplimiento de requisitos exigidos
por los Artículos VII y IX, ordenará la ejecución de la sentencia.

De  oficio  o  a  petición  del  Ministerio  Público,  podrá  oírse  sin  otra  forma
defensa, a la parte contra la cual se pretende hacer efectiva la condena.

ARTICULO XI

El juez del Estado requerido deberá, a petición de parte o de oficio, todas las
medidas necesarias para asegurar la efectividad del fallo.

ARTICULO XII

Sólo podrá negarse el cumplimiento de la sentencia si ella resultase contraria
a los principios de orden público internacional del requerido o en el supuesto
de que contraríe la autoridad de cosa juzgada una sentencia nacional.

Si una sentencia dictada en un Estado Parte, no pudiera tener eficacia en
totalidad en el  otro,  el  tribunal requerido deberá admitir  su eficacia en todo
aquello  que  no  afecte  los  principios  de  orden  público  de  su  ordenamiento
jurídico.

ARTICULO XIII

La ejecución extraterritorial  de la sentencia de alimentos no implica el  del
título de familia en que se funde, ni la atribución de de cosa juzgada material a
lo resuelto por ella.

ARTICULO XIV

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por el canje
de los respectivos instrumentos de ratificación que se efectuará en la ciudad
de Lima.

Cualesquiera de las Partes podrá denunciarlo y cesarán sus efectos a los
seis meses contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho en la ciudad de Montevideo a los días del mes de del año mil ochenta
y cuatro, en dos ejemplares en idioma español igualmente válidos.
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II.II – Regulaciones de fuente nacional

- Apéndice del Código Civil. 

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del
Derecho Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver. art. 2393.

o Matrimonio: ver art. 2395.

o Divorcio, relaciones personales de los cónyuges y relaciones de los

padres con sus hijos: ver art. 2396.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver art. 2397.

o Sucesión: ver art. 2400.
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Adopción Internacional. Disposiciones del Código de la Niñez y la 
Adolescencia (ley 17.823 del 7 de setiembre de 2004, en la redacción dada por
la ley 18.590 del 9 de setiembre de 2009).

De la adopción internacional 

ARTÍCULO  149.  (Principio  general).-  En  defecto  de  convenios
internacionales ratificados por la República, las adopciones internacionales se
regularán por las disposiciones de este capítulo.

Se  considera  adopción  internacional  a  la  que  se  lleva  a  cabo  por
personas con domicilio o residencia habitual en un país diferente del domicilio
o residencia habitual del niño, niña o adolescente.

ARTÍCULO 150. (Preferencia).- El Instituto del Niño y Adolescente del
Uruguay y las demás autoridades con competencia en materia de adopción,
deberán dar preferencia a la ubicación de los niños, niñas o adolescentes en
condiciones  de  adopción,  en  familias  u  hogares que  los  requieran  y  vivan
dentro del territorio nacional.

ARTÍCULO  151.  (Competencia).-  Serán  competentes  para  el
otorgamiento de la adopción internacional los Jueces de Familia del domicilio
del  adoptado,  quienes  procederán  de  acuerdo  con  los  trámites  del  juicio
extraordinario del Código General del Proceso (artículo 346). La apelación se
regirá por la misma normativa (artículo 347).

Los  solicitantes  deberán  comparecer  a  la  audiencia  única  en  forma
personal, preceptivamente. También deberán hacerlo cuando el Tribunal, en
forma fundada, lo considere conveniente.

El impedimento fundado de los solicitantes a concurrir personalmente a
la audiencia hará que el Juzgado fije otra, pero en ningún caso se permitirá la
representación por apoderado.

Hasta tanto no haya recaído sentencia firme, para que el niño, niña o
adolescente pueda salir del país deberá hacerlo en compañía de uno de los
solicitantes, contando con autorización judicial, la que no podrá concederse sin
intervención preceptiva del Ministerio Público (Redacción del artículo dada por
la ley 19.092 del 17 de junio de 2013).

ARTÍCULO  152.  (Requisitos).-  Las  adopciones  internacionales  se
constituirán con la intervención preceptiva del Instituto del Niño y Adolescente
del Uruguay, quien una vez obtenidos todos los antecedentes presentará en el
plazo de sesenta días un informe pormenorizado, debiendo cumplir, asimismo,
los demás requisitos previstos en los artículos 132 a 160 de este Código, en
cuanto fueren aplicables.
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La adopción internacional tendrá efectos de adopción plena, pudiendo
acceder a ella cónyuges cuya unión matrimonial no sea inferior a cuatro años.

Sólo  se  realizará  con  aquellos  países  cuyas  normas  en  materia  de
adopción y protección de niños, niñas y adolescentes tengan una razonable
equivalencia con las de nuestro país.

ARTÍCULO  153.  (Residencia).-  Los  adoptantes  deberán  residir  y
convivir con el niño, niña o adolescente en el territorio nacional, aun en forma
alternada, por un plazo de seis meses durante el lapso de la tenencia. Por
razones fundadas y teniendo en cuenta el interés superior del niño o niña, el
plazo podrá ser reducido por el Juez competente.

ARTÍCULO  154.  (Documentos  necesarios).-  Con  la  solicitud  de  la
adopción se deberá presentar la documentación justificativa de las condiciones
físicas, morales, psicológicas, económicas y familiares de los solicitantes. Los
informes  y  documentos  al  respecto  deberán  tramitarse  por  medio  de  las
autoridades centrales del país de los adoptantes y de la República.

ARTÍCULO 155.  (Nacionalidad).-  Los niños,  niñas y adolescentes de
nacionalidad  oriental  adoptados  por  extranjeros  domiciliados  en  el  exterior,
mantienen  su  nacionalidad,  sin  perjuicio  de  adquirir,  además,  la  de  los
adoptantes.
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- Ley 18.895 del 20 de abril de 2012: Restitución de personas menores
de dieciséis años trasladadas o retenidas ilícitamente.

Artículo     1º.  Objeto.-  Será  objeto  del  proceso  regulado  en  la  presente  ley
determinar si ha existido traslado o retención ilícitos de una persona de menos
de dieciséis años de edad, toda vez que se haya verificado en violación a un
derecho de guarda o de custodia y preservar el derecho de visita conforme a la
Convención de  La  Haya  sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional de Menores aprobada por la  Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de
1999, y por la  Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de
Menores, ratificada por la Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de 2001.

Igualmente asegurar el tratamiento de tales casos conforme a los principios
de los Convenios citados, la resolución de los mismos en forma rápida y, de
accederse a la restitución, que la misma se realice en forma segura para la
persona de menos de dieciséis años de edad.

A los efectos de esta ley se entiende por derecho de guarda o de custodia
aquel  comprensivo  del  derecho  de  cuidado  y  a  decidir  sobre  el  lugar  de
residencia de la persona de menos de dieciséis años de edad -incluyendo su
traslado al extranjero- de conformidad con la ley del Estado de su residencia
habitual. Tal derecho puede resultar de la aplicación de pleno derecho de una
norma legal, de una decisión judicial o administrativa o de un acuerdo vigente
según el derecho de dicho Estado.

Este derecho debe haber sido ejercido en forma efectiva, ya sea individual o
conjuntamente,  por  padres,  madres,  tutores,  guardadores  o  instituciones,
inmediatamente antes del hecho.

La persona de menos de dieciséis años de edad,  en consecuencia, debe
haber  sido  desplazada  ilícitamente  de  su  centro  habitual  de  vida,
encontrándose en el Uruguay.

Artículo     2º.- Se excluye expresamente del proceso regulado en la presente
ley  la  decisión  sobre  el  fondo del  asunto  de la  guarda,  la  que es  materia
privativa de la jurisdicción del Estado de residencia habitual de la persona de
menos de dieciséis años de edad. Mientras se tramita la solicitud de restitución
quedan en suspenso los procesos tendientes a resolver sobre el fondo de la
guarda o custodia, que puedan encontrarse en trámite.

Artículo     3º.  Normas procesales  y  principio  interpretativo.-  El  procedimiento
estará regido por la Constitución de la República, la Convención de La Haya
sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción  Internacional  de  Menores
aprobada por la  Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de 1999, por la Convención
Interamericana sobre Restitución Internacional de Menores, ratificada por la
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Ley  Nº     17.335,  de  17  de  mayo  de  2001,  por  la  presente  ley,  por  la  Ley
Nº     17.823, de 7 de setiembre de 2004 (Código de la Niñez y la Adolescencia) y
por la Ley Nº     15.982, de 18 de octubre de 1988 (Código General del Proceso).

Se  consagra  como  principio  rector  de  interpretación  y,  en  su  caso,  de
integración, el del interés superior del niño. Considerándose tal a los efectos
de la presente ley, el derecho a no ser trasladado o retenido ilícitamente y a
que se dilucide ante el Juez del Estado de su residencia habitual la decisión
sobre  su  guarda  o  custodia;  a  mantener  contacto  fluido  con  ambos
progenitores y sus familias y a obtener una rápida resolución de la solicitud de
restitución o de visita internacional.

Artículo     4º. Competencia.- Se determinará conforme a las normas generales,
con  especial  aplicación  por  el  Tribunal  especializado  de  los  principios  de
concentración  y  de  pronta  y  eficiente  administración  de  justicia,  tanto  en
Primera Instancia como en Apelación.

Serán competentes en la Primera Instancia, los Juzgados de la Materia de
Familia  que  designe  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  dentro  del  sistema  de
turnos que la misma establecerá. Serán competentes en Segunda Instancia,
los Tribunales de Apelaciones de Familia. Para determinar la competencia en
razón de lugar, se atendrá al lugar donde se encontrare la persona de menos
de dieciséis años de edad.

A  los  efectos  de  las  solicitudes  de  localización,  serán  competentes  los
Juzgados Letrados de Primera Instancia de Familia que designe la Suprema
Corte  de  Justicia,  sin  perjuicio  de  la  aplicación,  una  vez  efectuada  la
localización  correspondiente,  del  criterio  definido  en  el  inciso segundo  del
presente artículo.

Artículo     5º. Legitimación activa.- Será titular de la acción de restitución aquel
padre,  madre,  tutor,  guardador u otra  persona,  institución u organismo que
fuere titular del derecho de guarda o de custodia, conforme al régimen jurídico
del país de residencia habitual de la persona de menos de dieciséis años de
edad, inmediatamente antes de su traslado o retención.

Artículo     6º. Legitimación pasiva.- Estará legitimado pasivamente, aquel que
es denunciado por quien tiene la titularidad activa, como la persona que ha
sustraído o retiene en forma ilegítima a la persona de menos de dieciséis años
de edad cuyo desplazamiento o retención constituye la causa de la solicitud.

Artículo     7º. Asistencia o representación de la persona de menos de dieciséis
años de edad.- Será preceptiva la designación de un abogado defensor a la
persona de menos de dieciséis años de edad, que la asista y represente según
la evolución de sus facultades, apreciado a criterio del Tribunal que entiende
en la causa.

Artículo     8º. De la intervención del representante del Ministerio Público.- De
toda pretensión de restitución internacional de personas de menos de dieciséis
años de edad se dará cuenta al Ministerio Público quien, en cumplimiento del
deber de intervención preceptiva, comparecerá ante el Tribunal a los efectos
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de ser noticiado de las resultancias del proceso y a ejercer los actos que le
competen. Su ausencia no implicará dilación del trámite.

La competencia se fijará de acuerdo con las normas generales que rigen su
intervención.  Ninguna  discusión  sobre  este  extremo  implicará  detención  o
paralización del trámite.

Artículo     9º. Autoridad policial.- La autoridad policial prestará sin demoras la
colaboración en notificaciones, conducciones y otras diligencias, en cuanto le
sea requerida.

Artículo     10.  Autoridad  central.-  A  los  efectos  del  cumplimiento  de  los
cometidos por el artículo 7 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos
Civiles  de  la  Sustracción  Internacional  de  Menores  aprobada  por  la  Ley
Nº     17.109,  de  21  de  mayo  de  1999,  y  por  el  artículo 7  de  la  Convención
Interamericana sobre Restitución  Internacional  de Menores ratificada por  la
Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de 2001, se consagra que la autoridad central
deberá ser informada por el Tribunal de las actuaciones y tendrá libre acceso a
las mismas.  Podrá participar  de las audiencias que se convoquen a cuyos
efectos deberá ser notificada.

Artículo     11.  Fase  preliminar.-  La  demanda  o  solicitud  de  restitución,  que
deberá  ajustarse  a  los  requisitos  establecidos  en  los  artículos 8  de  la
Convención  de  La  Haya  sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional de Menores aprobada por la  Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de
1999, y por el artículo 9 de la Convención Interamericana sobre Restitución
Internacional de Menores ratificada por la  Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de
2001, se podrá presentar en forma directa ante el Tribunal competente, vía
exhorto  o  carta  rogatoria,  o  por  solicitud  directa  ante  la  autoridad  central
(artículo 8 de la Convención Interamericana sobre Restitución Internacional de
Menores,  ratificada por  la  Ley Nº     17.335,  de 17 de mayo de 2001).  Si  los
recaudos fueren insuficientes o carecieren de los requisitos necesarios para su
validez  se  peticionará  vía  autoridad  central  la  remisión  de  nueva
documentación al Estado requirente dentro de un plazo razonable.

El  Tribunal  competente  tomará conocimiento inmediato,  ordenará las más
urgentes medidas para la localización y protección de la persona de menos de
dieciséis años de edad: cierre de fronteras, retención de documentación de
viaje de la persona y de quien presuntamente la ha sustraído.

Verificada la localización, lo comunicará de inmediato al Estado requirente
vía autoridad central o a través del organismo que haga sus veces.

La autoridad central del Estado actuará de manera de conseguir la restitución
voluntaria de la persona de menos de dieciséis años de edad.

A  partir  de  dicha  noticia,  en  caso  de  que  se  hubiere  solicitado  la  previa
localización de la persona de menos de dieciséis años de edad, comenzará a
correr un plazo de treinta días a efectos de la correspondiente presentación de
demanda o solicitud de restitución, para el caso de que esta no se hubiese
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deducido. Vencido el mismo, las medidas adoptadas liminarmente caducarán
de pleno derecho.

La documentación que se acompañe a la demanda o solicitud de restitución,
con el fin de acreditar la legitimación activa del requirente (copia de sentencia
o convenio homologado) y demás recaudos, deberá presentarse traducida, en
caso de así corresponder, no requiriéndose su legalización (artículo 23 de la
Convención  de  La  Haya  sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional de Menores aprobada por la  Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de
1999, y por el artículo 9.4 de la Convención Interamericana sobre Restitución
Internacional de Menores, ratificada por la  Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de
2001).

Artículo     12. Procedimiento.- Una vez presentada la demanda o solicitud de
restitución,  el  Tribunal  procederá  a  la  calificación  de  las  condiciones  de
admisibilidad y legitimación activa, según las definiciones de los artículos 1º y
5º de esta ley.

A los efectos de esta última, el peticionante deberá acreditar la verosimilitud
de su derecho, demostrando sumariamente en la solicitud o demanda que se
encuentra  en  el  ejercicio  de  la  guarda  o  custodia,  de  conformidad  con  lo
dispuesto por el artículo 1º de la presente ley.

La presentación de la demanda o solicitud de restitución ante el  Tribunal
competente marcará la fecha de iniciación de los procedimientos a los efectos
establecidos en el artículo 12 incisos primero y segundo de la Convención de
La Haya sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores
aprobada por la Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de 1999, y por el artículo 14 de
la  Convención  Interamericana  sobre  Restitución  Internacional  de  Menores,
ratificada por la Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de 2001.

Artículo     13.- Si el Tribunal rechaza liminarmente la demanda o solicitud de
restitución, la resolución admite el recurso de apelación, interpuesto dentro de
los tres días siguientes a la notificación.

Si la denegatoria fuese confirmada en segunda instancia, dicha resolución
deberá  comunicarse al  Estado requirente  para que una vez  notificados los
interesados  queden  habilitados  a  iniciar  las  acciones  que  puedan
corresponder.

Artículo     14.- Admitida  la  demanda,  en  veinticuatro  horas  el  Tribunal
despachará mandamiento de restitución; citará de excepciones por el término
de diez días al requerido; dispondrá las medidas cautelares necesarias a los
efectos de la protección y sujeción de la persona de menos de dieciséis años
de  edad  al  país,  dictando  el  cierre  de  fronteras  y  la  retención  de
documentación para viajar de la persona de menos de dieciséis años de edad
y  de  la  persona  que  la  ha  sustraído,  o  bien,  modificará  o  mantendrá  las
adoptadas  inicialmente;  designará  Defensor  a  la  persona  de  menos  de
dieciséis años de edad de no haber sido designado anteriormente; designará
en todos los casos un Defensor del solicitante que actuará con las facultades
de representación -salvo que el mismo lo designe personalmente- y notificará
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la decisión al Ministerio Público. Comunicará tal decisión a la autoridad central
a sus efectos.

No se admitirán cuestiones previas, incidentes ni reconvenciones que obsten
a la prosecución del trámite.

Artículo     15. Oposición de excepciones.- La defensa del demandado deberá
realizarse en escrito fundado al que deberá acompañarse de toda la prueba de
que haya de valerse. Será válida la oposición cuando se exprese y demuestre
que:

A) La persona,  institución  u organismo que se hubiere  hecho cargo de la
persona de menos de dieciséis años de edad, no ejercía de modo efectivo
el derecho de custodia en el momento en que fue trasladada o retenida o
había consentido o posteriormente aceptado el traslado o retención.

B) Existe un grave riesgo de que la restitución de la persona de menos de
dieciséis años de edad la exponga a un peligro físico, psíquico o que de
cualquier otra manera ponga a la persona en una situación intolerable.

Artículo     16.- Se podrá rechazar asimismo la solicitud de restitución:

A) Si se comprobare que la persona de menos de dieciséis años de edad se
opone por motivos fundados a regresar y, a juicio del Tribunal, su edad y
madurez  justificare  tomar  en  cuenta  su  opinión  (artículo 8º  de  la  Ley
Nº     17.823,  de  7  de  setiembre  de  2004,  Código  de  la  Niñez  y  la
Adolescencia).

B) Si dicha solicitud se presentó vencido el año del traslado o retención ilegal
y se prueba que la persona de menos de dieciséis años de edad se ha
integrado a su nuevo centro de vida.

C) Cuando sea manifiestamente violatoria de los principios fundamentales en
materia  de  protección  de  los  derechos  humanos  y  libertades
fundamentales.

El Tribunal rechazará sin sustanciar toda excepción fuera de las enumeradas
en los artículos 15 y 16 de la presente ley.

Artículo     17.- Si  no  fueren  opuestas  excepciones  quedará  firme  el
mandamiento  de  restitución  y  se  dispondrá  hacer  efectivo  el  mismo
comunicándolo a la autoridad central.

Se hará saber al Estado requirente, en su caso, que si dentro de los treinta
días  calendario  desde  que  fuere  comunicada  la  sentencia  no  adopta  las
medidas necesarias a efectos del traslado de la persona de menos de dieciséis
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años de edad, quedarán sin efecto la restitución ordenada y las providencias
adoptadas.

Artículo     18.- Opuestas  excepciones,  se  sustanciarán  con  un  traslado  al
requirente por el término de seis días.

Contestadas las excepciones o vencido el término, se convocará a audiencia
que se celebrará dentro de los tres días de haber sido puestos los autos al
Despacho al efecto. En dicha providencia, el Tribunal se expedirá sobre los
medios probatorios ofrecidos por las partes, rechazando in límine toda aquella
prueba inadmisible, inconducente o manifiestamente impertinente.

La resolución que admita o deniegue el despacho de diligencias probatorias
será apelable con efecto diferido.

El número de testigos se limitará a tres por cada parte.

Artículo     19.- La  audiencia  será  presidida  por  el  Tribunal  y  no  dejará  de
celebrarse por ausencia de alguno de los citados.

En ella se tentará la conciliación, la que verificada se hará constar en acta y
será homologada por el Juez. De no ser posible, será oído el Ministerio Público
y se resolverán, de haberse planteado, las cuestiones procesales que obsten a
la  decisión  final.  Se procederá  a  la  fijación  de los  puntos  de  debate  y  se
diligenciarán los medios probatorios dispuestos, a cuyo fin la audiencia podrá
ser prorrogada hasta por setenta y dos horas.

Se oirá a la persona de menos de dieciséis años de edad, a las partes y al
Ministerio Público. La ausencia de este último no obstará a la prosecución del
trámite ni al dictado de sentencia. De acuerdo con la edad y circunstancias de
la persona cuya restitución se solicita será oída directamente por el Tribunal o
a través de profesionales especializados designados por el Tribunal.

A los fines de su dictado, podrá el Tribunal prorrogar la audiencia hasta por
veinticuatro horas.

Artículo     20.  Segunda  instancia.-  La  sentencia  definitiva  será  pasible  del
recurso de apelación interpuesto dentro del tercer día siguiente a la notificación
y sustanciado con un traslado por idéntico plazo a las partes,  al  Ministerio
Público y al defensor de la persona de menos de dieciséis años de edad.

El recurso de apelación será concedido con efecto suspensivo.

Los  autos  serán  elevados  dentro  del  término  de  veinticuatro  horas  de
evacuados los traslados.

El Tribunal de Alzada se expedirá dentro del cuarto día. Podrá hacerlo en
audiencia o dictarse decisión anticipada.

La  segunda  instancia  debe  tramitarse  dentro  de  los  plazos  máximos
establecidos en los artículos de la Convención de La Haya sobre los Aspectos
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Civiles  de  la  Sustracción  Internacional  de  Menores  aprobada  por  la  Ley
Nº     17.109,  de 21 de mayo de 1999,  y la Convención Interamericana sobre
Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley Nº     17.335, de 17 de
mayo de 2001.

Artículo     21. Del contenido de la sentencia.- Se ordenará la restitución en todo
caso cuando se tratare de una persona de menos de dieciséis años de edad,
que haya sido trasladada o retenida ilícitamente en violación de un derecho de
guarda o custodia efectivamente ejercido al momento del hecho en el país de
su  residencia  habitual.  El  fallo  ordenará  la  prevención  para  el  Estado
requirente señalada en el artículo 17 de la presente ley, si así correspondiere.
Los gastos de restitución serán de cargo del actor o en su caso del Estado
requirente.

Artículo     22. Restitución segura.- El Tribunal no podrá denegar la restitución
de  una  persona  de  menos  de  dieciséis  años  de  edad  basándose  en  lo
dispuesto en el  literal b) del artículo 13 del Convenio de La Haya sobre los
Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores aprobada por la
Ley  Nº     17.109,  de  21  de  mayo  de  1999,  y  literal b)  del  artículo 11  de  la
Convención  Interamericana  sobre  Restitución  Internacional  de  Menores
ratificada por la Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de 2001, si se demuestra que
se han adoptado las medidas adecuadas para garantizar la protección de la
misma tras la restitución.

Artículo     23.- Si ha transcurrido un lapso mayor a un año entre la fecha de la
solicitud o demanda de restitución y la de sustracción o retención ilícitas, podrá
asimismo ser ordenada la restitución, según las circunstancias acreditadas en
la causa, salvo demostración durante el proceso que la persona de menos de
dieciséis años de edad ha quedado integrada a su nuevo ambiente y, en este
caso, solo si a juicio del Juez la permanencia en este resulta favorable a su
prioritario  interés.  En  caso  contrario,  podrá  siempre  ordenar  la  restitución
(artículo 18 de la Convención de La Haya sobre los Aspectos Civiles de la
Sustracción Internacional de Menores aprobada por la Ley Nº     17.109, de 21 de
mayo de 1999,  y  por  el  artículo 17 de la Convención Interamericana sobre
Restitución Internacional de Menores ratificada por la Ley Nº     17.335, de 17 de
mayo de 2001).

Artículo     24.  Impugnaciones.-  Serán  pasibles  del  recurso  de  apelación
únicamente la  sentencia que disponga el  rechazo liminar  -en cuyo  caso la
apelación no se sustancia- y la sentencia definitiva.

En  segunda  instancia  podrá  convocarse  a  audiencia  o  dictarse  decisión
anticipada; en este último caso, el plazo para deducir el recurso de aclaración
y ampliación será de cuarenta y ocho horas, debiéndose decidir dentro de las
cuarenta y ocho horas.

Contra la sentencia de segunda instancia no se admitirá otro recurso.

Artículo     25. Visita.- La solicitud que tiene por objeto hacer efectivo el derecho
de visitas por parte de sus titulares en los casos previstos en los Convenios
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Internacionales  de  Restitución,  seguirá  el  procedimiento  establecido  en  la
presente ley.

El  derecho de visitas  comprenderá  el  derecho  de  llevar  a  la  persona  de
menos de dieciséis años de edad, por un período de tiempo limitado, a otro
país diferente a aquel en que tiene su residencia habitual.

No  constituye  requisito  necesario  para  la  procedencia  de  la  solicitud  de
visitas,  en  el  marco  de  los  Convenios  Internacionales  de  Restitución,  la
existencia  de  un previo  traslado  o  retención  ilícitos,  ni  la  existencia  de  un
régimen de visitas establecido con anterioridad.

Artículo     26.- El  Tribunal  nacional,  requerida  su  intervención,  en  caso  de
existencia  de  régimen  de  visitas  fijado  en  sentencia  ejecutoriada  o  por
convenio homologado judicialmente, puede incluso modificar dicho régimen en
caso de que sea necesario.

Intervendrá  en  la  cuestión  de  las  visitas,  en  ejercicio  de  su  jurisdicción
natural,  en  carácter  de  jurisdicción  más  próxima,  y  sin  perjuicio  de  la
competencia  originaria  del  Juez  del  Estado  de  residencia  habitual,  ya  sea
cuando haya denegado la solicitud de restitución o bien en los casos en que,
habiéndose logrado la auto composición del  litigio,  se obtiene la restitución
voluntaria.

Recibida la solicitud o demanda, se correrá traslado de seis días hábiles y se
convocará a una audiencia en la que se dictará sentencia.

Dispondrá sobre el régimen de visitas, siempre bajo el apercibimiento para
las partes de que el incumplimiento hará incurrir al trasgresor en traslado o
retención ilícitos,  a los efectos establecidos por la Convención de La Haya
sobre  los  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción  Internacional  de  Menores
aprobada por la  Ley Nº     17.109, de 21 de mayo de 1999, y en la Convención
Interamericana sobre Restitución  Internacional  de Menores ratificada por  la
Ley Nº     17.335, de 17 de mayo de 2001.

Artículo     27.- Si no hubiere régimen establecido, el proceso de visitas constará
de demanda o solicitud, reguladas en lo aplicable por los artículos 2º a 10 de la
presente ley. Se sustanciará con un traslado por seis días a quien tuviera la
tenencia circunstancial de la persona de menos de dieciséis años de edad.

Se convocará a audiencia donde se tentará la conciliación, se diligenciará la
prueba,  se  escuchará  a  las  partes  y  al  Ministerio  Público  y  se  dictará
sentencia,  aplicándose  en  lo  pertinente  los  artículos 17  a  20  y  24  de  la
presente ley.

Artículo     28.  Comunicaciones  judiciales  directas.-  La  Suprema  Corte  de
Justicia  designará  un  Juez  de  Enlace  con  el  cometido  de  facilitar  las
comunicaciones judiciales directas sobre los asuntos en trámite comprendidos
por la presente ley entre los Tribunales extranjeros y los Tribunales nacionales.
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Las consultas podrán ser recíprocas, se realizarán por intermedio del Juez de
Enlace y se dejará constancia de las mismas en los respectivos expedientes,
con comunicación a las partes.
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-  Proyecto de ley general de Derecho Internacional Privado.

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del
Derecho Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Estado y capacidad: ver art. 17 y 20.

o Protección de incapaces: ver art. 21. 

o Matrimonio: ver art. 22.

o Uniones no matrimoniales: ver art. 27.

o Filiación: ver art. 28.

o Obligaciones alimentarias: ver art. 29.

o Relaciones personales entre los cónyuges: ver art. 24.

o Divorcio y separación conyugal: ver art. 26.

o Régimen de bienes en el matrimonio: ver art. 25.

o Sucesión: ver art. 18, 30, 31 y 32.
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III.- Derecho Internacional Privado Civil y Comercial

III.I. Regulaciones supranacionales

III.I.I Regulaciones multilaterales

1 - Regulaciones de alcance mundial

- Convenio  de  las  Naciones  Unidas  sobre  los  contratos  de  compraventa
internacional de mercaderías (Viena 1980). Aprobada por Uruguay por ley
Nº 16.879 del 8 de octubre de 1997.

- Convenio suprimiendo la  exigencia de la  legalización de los documentos
públicos (Haya 1961). Aprobado por  Uruguay por  ley Nº 18.836  del 8 de
noviembre de 2011. 

- Convención  sobre  el  Reconocimiento  y  Ejecución  de  las  Sentencias
Arbitrales  Extranjeras  (Nueva  York  1958).  Aprobada  por  Uruguay  por
Decreto  ley Nº 15.229 del 8 de diciembre de 1981.

2 - Regulaciones interamericanas

- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de letras de
cambio,  pagarés  y  facturas  (Panamá 1975).  Aprobada  por Uruguay  por
Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de 1976.

- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de cheques
(Panamá 1975). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.534 del 22 de
junio de 1976.

- Convención Interamericana sobre el régimen legal de los poderes para ser
utilizados  en  el  extranjero  (Panamá  1975).   Aprobada  por Uruguay  por
Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de 1976.

- Convención Interamericana sobre arbitraje comercial internacional (Panamá
1975). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de
1976.

- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de cheques
(Montevideo 1979). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.953 el 6 de
noviembre de 1979.

- Convención  Interamericana  sobre  conflictos  de  leyes  en  materia  de
sociedades  mercantiles  (Montevideo  1979).  Aprobada  por Uruguay  por
Decreto ley Nº 14.953 el 6 de noviembre de 1979.

- Convención  Interamericana  sobre  derecho  aplicable  a  los  contratos
internacionales (México 1994). No vigente para Uruguay.

3-  Regulaciones  de  alcance regional:  Tratados de  Montevideo  de Derecho
Internacional de 1889 y 1940 y Protocolos y Acuerdos del Mercosur
- Tratado de Derecho Civil  de Montevideo de 1889. Aprobado  por Uruguay

por ley Nº 2.207 del 1º de octubre de 1892.
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- Tratado de Derecho Civil  de Montevideo de 1940. Aprobado  por Uruguay
por Decreto ley Nº 10.272 del 12 de noviembre de 1942.

- Tratado de Derecho Comercial de 1889. Aprobado por Uruguay por ley Nº
2.207 del 1º de octubre de 1892.

- Tratado  de  Derecho  Comercial  Terrestre  Internacional  de  1940.
Aprobado por  Uruguay por  Decreto ley Nº 10.272 del  12 de noviembre de
1942.
- Protocolo en Materia de Responsabilidad Civil Emergente de Accidentes
de Tránsito (San Luis 1996). Aprobado por Uruguay por ley Nº 17.050 del 14
de diciembre de 1998. CMC/DEC.Nº 1/96. 
- Acuerdo  sobre  Arbitraje  Comercial  Internacional  del  MERCOSUR.
(Buenos Aires). CMC DEC. 03/98. Aprobado por Uruguay por ley Nº 17.834 del
14 de setiembre de 2004.
- Acuerdo de Arbitraje Comercial Internacional entre el MERCOSUR, la
República de Bolivia y la República de Chile. CMC DEC. 04/98. Aprobado por
Uruguay por ley Nº 17.751 del 17 de marzo de 2004.

III. I.II - Regulaciones bilaterales
- Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República
Argentina sobre Responsabilidad Civil Emergente de Accidentes de Tránsito.
Aprobado por Uruguay por ley Nº 16.522 del 25 de julio de 1994.
-

III. II - Regulaciones de fuente nacional
- Apéndice del Código Civil. 

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del Derecho
Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Régimen de la existencia y capacidad de las personas jurídicas: ver
art. 2394

o Régimen regulador de la categoría bienes: ver art. 2398
o Régimen de los contratos: ver art. 2399.
o Régimen de la responsabilidad extra contractual: ver art. 2399.

- Ley Nº 14.412 del 8 de agosto de 1974 sobre Cheques art. 20. 
-  Ley Nº 14.701 del 12 de setiembre de 1977 sobre Títulos Valores art.

30.
- Decreto  Ley  15.441  del  26  de  julio  de  1986  sobre  documentos

extranjeros –legalización y traducción- texto completo.
- Ley  Nº  16.060  del  4  de  setiembre  de  1989  sobre  Sociedades

Comerciales Capítulo I SECCION XVI De las sociedades constituidas
en el extranjero, art. 192 a 198. 

- Ley 17.163 del 18 de agosto de 1999 sobre Fundaciones, art. 30.
- Ley 18.362 del 30 de setiembre de 2008 sobre rendición de cuentas, art.

291 en sede de Poderes.
- Ley 18.387 del 15 de octubre de 2008 sobre concursos, art. 239 a art.

247.
- Proyecto de ley general de Derecho Internacional Privado.

244



Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del Derecho
Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”

o Régimen  de las personas jurídicas: ver art. 33 a 38
o Régimen regulador de la categoría bienes: ver art.39 a 41
o Régimen de los contratos: ver art. 43 a 51
o Régimen de la responsabilidad extra contractual: ver art. 52 y 53
o Arbitraje: ver art. 61

III.  III.  PRINCIPIOS  de  UNIDROIT  sobre  los   contratos  comerciales
Internacionales. Año 2010 
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Derecho  Internacional  Privado  Civil  y  Comercial–  Regulaciones  de
Derecho Positivo

III.I. Regulaciones supranacionales

III.I.I Regulaciones multilaterales

1 - Regulaciones de alcance mundial

- Convenio  de  las  Naciones  Unidas  sobre  los  contratos  de  compraventa
internacional de mercaderías (Viena 1980). Aprobada por Uruguay por ley
Nº 16.879 del 8 de octubre de 1997.

Los Estados partes en la presente Convención,

Teniendo en cuenta los amplios objetivos de las resoluciones aprobadas en el
sexto  período  extraordinario  de  sesiones  de  la  Asamblea  General  de  las
Naciones  Unidas  sobre  el  establecimiento  de  un  nuevo  orden  económico
internacional,

Considerando que el desarrollo del comercio internacional sobre la base de la
igualdad  y  del  beneficio  mutuo  constituye  un  importante  elemento  para  el
fomento de las relaciones amistosas entre los Estados,

Estimando que la adopción de normas uniformes aplicables a los contratos de
compraventa internacional de mercaderías en las que se tengan en cuenta los
diferentes sistemas sociales, económicos y jurídicos contribuiría a la supresión
de  los  obstáculos  jurídicos  con  que  tropieza  el  comercio  internacional  y
promovería el desarrollo del comercio internacional,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE PRIMERA

Ámbito de aplicación y disposiciones generales

CAPÍTULO PRIMERO
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Ámbito de aplicación

Artículo 1.

1. La presente Convención se aplicará a los contratos de compra-venta de
mercaderías  entre  partes  que  tengan  sus  establecimientos  en  Estados
diferentes:

a) Cuando esos Estados sean Estados contratantes; o

b) Cuando las normas de derecho internacional privado prevean la aplicación
de la Ley de un Estado contratante.

2.  No  se  tendrá  en  cuenta  el  hecho  de  que  las  partes  tengan  sus
establecimientos en Estados diferentes cuando ello no resulte del contrato, ni
de los tratos entre ellas ni de información revelada por las partes en cualquier
momento  antes  de  la  celebración  del  contrato  o  en  el  momento  de  su
celebración.

3. A los efectos de determinar la aplicación de la presente Convención no se
tendrán  en  cuenta  ni  la  nacionalidad  de  las  partes  ni  el  carácter  civil  o
comercial de las partes o del contrato.

Artículo 2.

La presente Convención no se aplicará a las compraventas:

a) De mercaderías compradas para uso personal, familiar o doméstico, salvo
que el vendedor, en cualquier momento antes de la celebración del contrato o
en el momento de su celebración, no hubiera tenido ni debiera haber tenido
conocimiento de que las mercaderías se compraban para ese uso.

b) En subastas.

c) Judiciales.
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d) De valores mobiliarios, títulos o efectos de comercio y dinero.

e) De buques, embarcaciones, aerodeslizadores y aeronaves.

f) De electricidad.

Artículo 3.

1. Se considerarán compraventas los contratos de suministro de mercaderías
que hayan de ser manufacturadas o producidas, a menos que la parte que las
encargue asuma la  obligación  de proporcionar  una parte  sustancial  de  los
materiales necesarios para esa manufactura o producción.

2. La presente Convención no se aplicará a los contratos en los que la parte
principal  de  las  obligaciones  de  la  parte  que  proporcione  las  mercaderías
consista en suministrar mano de obra o prestar otros servicios.

Artículo 4.

La presente Convención regula exclusivamente la formación del contrato de
compraventa  y  los  derechos  y  obligaciones  del  vendedor  y  del  comprador
dimanantes  de  ese  contrato.  Salvo  disposición  expresa  en  contrario  de  la
presente Convención, ésta no concierne, en particular:

a)  A  la  validez  del  contrato  ni  a  la  de  ninguna  de  sus  estipulaciones,  ni
tampoco a la de cualquier uso.

b)  A los  efectos  que el  contrato pueda producir  sobre  la  propiedad de las
mercaderías vendidas.

Artículo 5.
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La presente Convención no se aplicará a la responsabilidad del vendedor por
la  muerte  o  las  lesiones  corporales  causadas  a  una  persona  por  las
mercaderías.

Artículo 6.

Las  partes  podrán  excluir  la  aplicación  de  la  presente  Convención  o,  sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 12, establecer excepciones a cualquiera
de sus disposiciones o modificar sus efectos.

CAPÍTULO II

Disposiciones generales

Artículo 7.

1. En la interpretación de la presente Convención se tendrán en cuenta su
carácter  internacional  y  la  necesidad  de  promover  la  uniformidad  en  su
aplicación  y  de  asegurar  la  observancia  de  la  buena  fe  en  el  comercio
internacional.

2.  Las  cuestiones  relativas  a  las  materias  que  se  rigen  por  la  presente
Convención  que  no  estén  expresamente  resueltas  en  ella  se  dirimirán  de
conformidad  con  los  principios  generales  en  los  que  se  basa  la  presente
Convención o, a falta de tales principios, de conformidad con la Ley aplicable
en virtud de las normas de derecho internacional privado.

Artículo 8.

1. A los efectos de la presente Convención, las declaraciones y otros actos de
una parte deberán interpretarse conforme a su intención cuando la otra parte
haya conocido o no haya podido ignorar cuál era esa intención.

2. Si el párrafo precedente no fuere aplicable, las declaraciones y otros actos
de una parte deberán interpretarse conforme al sentido que les habría dado en
igual situación una persona razonable de la misma condición que la otra parte.
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3. Para determinar la intención de una parte o el sentido que habría dado una
persona  razonable  deberán  tenerse  debidamente  en  cuenta  todas  las
circunstancias  pertinentes  del  caso,  en  particular  las  negociaciones,
cualesquiera prácticas que las partes hubieran establecido entre ellas, los usos
y el comportamiento ulterior de las partes.

Artículo 9.

1. Las partes quedarán obligadas por cualquier uso en que hayan convenido y
por cualquier práctica que hayan establecido entre ellas.

2.  Salvo  pacto  en  contrario  se  considerará  que  las  partes  han  hecho
tácitamente aplicable al  contrato o a su formación un uso del que tenían o
debían haber  tenido conocimiento y que,  en el  comercio  internacional,  sea
ampliamente conocido y regularmente observado por las partes en contratos
del mismo tipo en el tráfico mercantil de que se trate.

Artículo 10.

A los efectos de la presente Convención:

a) Si una de las partes tiene, más de un establecimiento, su establecimiento
será el que guarde la relación más estrecha con el contrato y su cumplimiento,
habida cuenta de las circunstancias conocidas o previstas por las partes en
cualquier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de su
celebración.

b)  Si  una  de  las  partes  no  tiene  establecimiento,  se  tendrá  en  cuenta  su
residencia habitual.

Artículo 11.

El contrato de compraventa no tendrá que celebrarse ni probarse por escrito ni
estará sujeto a ningún otro requisito de forma. Podrá probarse por cualquier
medio, incluso por testigos.
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Artículo 12.

No se aplicará ninguna disposición del articulo 11, del artículo 29 ni de la parte
II de la presente Convención que permita que la celebración, la modificación o
la extinción por mutuo acuerdo del  contrato de compraventa  o la oferta,  la
aceptación  o  cualquier  otra  manifestación  de  intención  se  hagan  por  un
procedimiento que no sea por escrito, en el  caso de que cualquiera de las
partes tenga su establecimiento en un Estado contratante que haya hecho una
declaración con arreglo al artículo 96 de la presente Convención. Las partes no
podrán establecer excepciones a este artículo ni modificar sus efectos.

Artículo 13.

A los efectos de la presente Convención, la expresión «por escrito» comprende
el telegrama y el télex.

PARTE II

Formación del contrato

Artículo 14.

1.  La  propuesta  de celebrar  un  contrato,  dirigida  a  una o  varias  personas
determinadas,  constituirá  oferta  si  es  suficientemente  precisa  e  indica  la
intención  del  oferente  de  quedar  obligado  en  caso  de  aceptación.  Una
propuesta es suficientemente precisa si indica las mercaderías y expresa o,
tácitamente,  señala  la  cantidad  y  el  precio  o  prevé  un  medio  para
determinarlos.

2.  Toda  propuesta  no  dirigida  a  una  o  varias  personas determinadas será
considerada  como  una  simple  invitación  a  hacer  ofertas,  a  menos  que  la
persona que haga la propuesta indique claramente lo contrario.

Artículo 15.

1. La oferta surtirá efecto cuando llegue al destinatario.
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2. La oferta, aun cuando sea irrevocable, podrá ser retirada si su retiro llega al
destinatario antes o al mismo tiempo que la oferta.

Artículo 16.

1.  La oferta  podrá ser revocada hasta que se perfeccione el  contrato si  la
revocación llega al destinatario antes que éste haya enviado la aceptación.

2. Sin embargo, la oferta no podrá revocarse:

a) Si indica, al señalar un plazo fijo para la aceptación o de otro modo, que es
irrevocable; o

b)  Si  el  destinatario  podía  razonablemente  considerar  que  la  oferta  era
irrevocable y ha actuado basándose en esa oferta.

Artículo 17.

La oferta, aun cuando se irrevocable, quedará extinguida cuando su rechazo
llegue al oferente.

Artículo 18.

1. Toda declaración u otro acto del destinatario que indique asentimiento a una
oferta  constituirá  aceptación.  El  silencio  o  la  inacción,  por  si  solos,  no
constituirán aceptación.

2. La aceptación de la oferta surtirá efecto en el momento en que la indicación
de  asentimiento  llegue  al  oferente.  La  aceptación  no  surtirá  efecto  si  la
indicación de asentimiento no llega al oferente dentro del plazo que éste haya
fijado o, si no se ha fijado plazo, dentro de un plazo razonable, habida cuenta
de las circunstancias de la transacción y,  en particular, de la rapidez de los
medios  de  comunicación  empleados  por  el  oferente.  La  aceptación  de  las
ofertas verbales tendrá que ser inmediata, a menos que de las circunstancias
resulte otra cosa.
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3. No obstante, si  en virtud de la oferta de prácticas que las partes hayan
establecido  entre  ellas  o  de  los  usos,  el  destinarlo  puede  indicar  su
asentimiento ejecutando un acto relativo, por ejemplo, a la expedición de las
mercaderías o al pago del precio, sin comunicación al oferente, la aceptación
surtirá efecto en el  momento en que se ejecute ese acto, siempre que esa
ejecución tenga lugar dentro del plazo establecido en el párrafo precedente.

Artículo 19.

1. La respuesta a un oferta que pretenda ser una aceptación y que contenga
adiciones, limitaciones u otras modificaciones, se considerará como rechazo
de la oferta y. constituirá una contraoferta.

2. No obstante, la respuesta a una oferta que pretenda ser una aceptación y
que  contenga  elementos  adicionales  o  diferentes  que  no  alteren
sustancialmente  los  de  la  oferta  constituirá  aceptación  a  menos  que  el
oferente, sin demora injustificada, objete verbalmente la discrepancia o envíe
una comunicación en tal sentido. De no hacerlo así, los términos del contrato
serán los de la oferta con las modificaciones contenidas en la aceptación.

3.  Se  considerará  que  los  elementos  adicionales  o  diferentes  relativos,  en
particular, al precio, al pago, a la calidad y la cantidad de las mercaderías, al
lugar y la fecha de la entrega, al grado de responsabilidad de una parte con
respecto a la otra o a la solución de las controversias alteran sustancialmente
los elementos de la oferta.

Artículo 20.

1. El plazo de aceptación fijado por el oferente en un telegrama o en una carta
comenzará a correr desde el  momento en que el  telegrama sea entregado
para su expedición o desde la fecha de la carta o, si no se hubiere indicado
ninguna, desde la fecha que figure en el sobre. El plazo de aceptación fijado
por el oferente por teléfono, télex u otros medios de comunicación instantánea
comenzará a correr desde el momento en que la oferta llegue al destinatario.

2. Los días feriados oficiales o no laborables no se excluirán del cómputo del
plazo  de  aceptación.  Sin  embargo,  si  la  comunicación  de  aceptación  no
pudiere ser entregada en la dirección del oferente el día del vencimiento del
plazo,  por  ser  ese  día  feriado  oficial  o  no  laborable  en  el  lugar  del
establecimiento  del  oferante,  el  plazo  se  prorrogará  hasta  el  primer  día
laborable siguiente.

253



Artículo 21.

1.  La  aceptación  tardía  surtirá,  sin  embargo,  efecto  como aceptación  si  el
oferente, sin demora, informa verbalmente de ello al destinatario o le envía una
comunicación en tal sentido.

2. Si la carta u otra comunicación por escrito que contenga una aceptación
tardía indica que ha sido enviada en circunstancias tales que si su transmisión
hubiera  sido  normal  habría  llegado  al  oferente  en  el  plazo  debido,  la
aceptación tardía surtirá efecto como aceptación a menos que, sin demora, el
oferente  informe  verbalmente  al  destinatario  de  que  considera  su  oferta
caducada o le envíe una comunicación en tal sentido.

Artículo 22.

La aceptación podrá ser retirada si  su retiro llega al  oferente antes que la
aceptación haya surtido efecto o en ese momento.

Artículo 23.

El contrato se perfeccionará en el momento de surtir efecto la aceptación de la
oferta conforme a lo dispuesto en la presente Convención.

Artículo 24.

A los efectos de esta parte de la presente Convención, la oferta, la declaración
de  aceptación  o  cualquier  otra  manifestación  de  intención  «llega»  al
destinatario cuando se le comunica verbalmente o se entrega por cualquier
otro medio al destinatario personalmente, o en su establecimiento o dirección
postal,  o  si  no  tiene  establecimiento  ni  dirección  postal,  en  su  residencia
habitual.

PARTE III

Compraventa de mercaderías
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CAPÍTULO PRIMERO

Disposiciones generales

Artículo 25.

El  incumplimiento del  contrato por  una de las partes será esencial  cuando
cause a la otra parte un perjuicio tal que la prive sustancialmente de lo que
tenía derecho a esperar en virtud del contrato, salvo que la parte que haya
incumplido no hubiera previsto tal resultado y que una persona razonable de la
misma condición no lo hubiera previsto en igual situación.

Artículo 26.

La declaración de resolución del contrato surtirá efecto sólo si se comunica a la
otra parte.

Artículo 27.

Salvo  disposición  expresa  en  contrario  de  esta  parte  de  la  presente
Convención, si una de las partes hace cualquier notificación, petición u otra
comunicación  conforme  a  dicha  parte  y  por  medios  adecuados  a  las
circunstancias,  las  demoras  o  los  errores  que  puedan  producirse  en  la
transmisión de esa comunicación o el hecho de que no llegue a su destino no
privarán a esa parte del derecho a invocar tal comunicación.

Artículo 28.

Si conforme a lo dispuesto en la presente Convención una parte tiene derecho
a exigir  de la otra el  cumplimiento de una obligación, el  Tribunal  no estará
obligado a ordenar el cumplimiento específico a menos que lo hiciere, en virtud
de  su  propio  derecho,  respecto  de  contratos  de  compraventa  similares  no
regidos por la presente Convención.

Artículo 29.
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1.  El  contrato  podrá  modificarse  o  extinguirse  por  mero  acuerdo  entre  las
partes.

2. Un contrato por escrito que contenga una estipulación que exija que toda
modificación  o  extinción  por  mutuo  acuerdo  se  haga  por  escrito  no  podrá
modificarse  ni  extinguirse  por  mutuo  acuerdo  de  otra  forma.  No  obstante,
cualquiera de las partes quedará vinculada por sus propios actos y no podrá
alegar esa estipulación en la medida en que la otra parte se haya basado en
tales actos.

CAPÍTULO II

Obligaciones del vendedor

Artículo 30

El  vendedor  deberá  entregar  las  mercaderías  transmitir  su  propiedad  y
entregar cualesquiera documentos relacionados con ellas en las condiciones
establecidas en el contrato y en la presente Convención.

Sección I. Entrega de las mercaderías y de los documentos

Artículo 31.

Si el vendedor no estuviere obligado a entregar las mercaderías en otro lugar
determinado, su obligación de entrega consistirá:

a)  Cuando  el  contrato  de  compraventa  implique  el  transporte  de  las
mercaderías, en ponerlas en poder del primer porteador para que las traslade
al comprador.

b)  Cuando,  en  los  casos  no  comprendidos  en  el  apartado  precedente,  el
contrato verse sobre mercaderías ciertas o sobre mercaderías no identificadas
que  hayan  de  extraerse  de  una  masa  determinada  o  que  deban  ser
manufacturadas o producidas y cuando, en el momento de la celebración del
contrato, las partes sepan que las mercaderías se encuentran o deben ser
manufacturadas  o  producidas  en  un  lugar  determinado,  en  ponerlas  a
disposición del comprador en ese lugar.
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c) En los demás casos, en poner las mercaderías a disposición del comprador
en el lugar donde el vendedor tenga su establecimiento en el momento de la
celebración del contrato.

Artículo 32

1. Si el vendedor, conforme al contrato o a la presente Convención, pusiere las
mercaderías  en  poder  de  un  porteador  y  éstas  no  estuvieren  claramente
identificadas a los efectos del contrato mediante señales en ellas, mediante los
documentos  de  expedición  o  de  otro  modo,  el  vendedor  deberá  enviar  al
comprador un aviso de expedición en el que se especifiquen las mercaderías.

2.  El  vendedor,  si  estuviere  obligado  a  disponer  el  transporte  de  las
mercaderías,  deberá  concertar  los  contratos  necesarios  para  que  éste  se
efectúe hasta el lugar señalado por los medios de transporte adecuados a las
circunstancias y en las condiciones usuales para tal transporte.

3. El vendedor, si no estuviere obligado a contratar el seguro de transporte,
deberá  proporcionar  al  comprador,  a  petición  de  éste,  toda  la  información
disponible que sea necesaria para contratar ese seguro.

Artículo 33

El vendedor deberá entregar las mercaderías:

a) Cuando, con arreglo al contrato, se haya fijado o pueda determinarse una
fecha, en esa fecha; o

b) Cuando, con arreglo al contrato, se haya fijado o pueda determinarse un
plazo,  en  cualquier  momento  dentro  de  ese  plazo,  a  menos  que  de  las
circunstancias resulte que corresponde al comprador elegir la fecha; o

c)  En  cualquier  otro  caso,  dentro  de  un  plazo  razonable  a  partir  de  la
celebración del contrato.
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Artículo 34.

El vendedor, si estuviere obligado a entregar documentos relacionados con las
mercaderías,  deberá entregarlos en el  momento,  en el  lugar  y  en la forma
fijados  por,  el  contrato.  En  caso  de  entrega  anticipada  de  documentos,  el
vendedor podrá, hasta el momento fijado para la entrega, subsanar cualquier
falta  de conformidad de los documentos,  si  el  ejercicio  de ese derecho no
ocasiona al  comprador inconvenientes ni  gastos excesivos.  No obstante,  el
comprador conservará el  derecho a exigir  la indemnización de los daños y
perjuicios conforme a la presente convención.

Sección II. Conformidad de las mercaderías y pretensiones de terceros

Artículo 35.

1.  El  vendedor  deberá  entregar  mercaderías  cuya  cantidad,  calidad  y  tipo
correspondan  a  los  estipulados  en  el  contrato  y  que  estén  envasadas  o
embaladas en la forma fijada por el contrato.

2. Salvo que las partes hayan pactado otra cosa, las mercaderías no serán
conformes al contrato a menos:

a)  Que  sean  aptas  para  los  usos  a  que  ordinariamente  se  destinen
mercaderías del mismo tipo.

b) Que sean aptas para cualquier uso especial que expresa o tácitamente se
haya hecho saber al vendedor en el momento de la celebración del contrato,
salvo que de las circunstancias resulte que el comprador no confió, o no sea
razonable que confiara, en la competencia y el juicio del vendedor.

c) Que posean las cualidades de la muestra o modelo que el vendedor haya
presentado al comprador.

d)  Que  estén  envasadas  o  embaladas  en  la  forma  habitual  para  tales
mercaderías  o,  si  no  existe  tal  forma,  de  una  forma  adecuada  para
conservarlas y protegerlas.

258



3. El vendedor no será responsable, en virtud de los apartados a) a d) del
párrafo precedente, de ninguna falta de conformidad de las mercaderías que el
comprador  conociera  o  no  hubiera  podido  ignorar  en  el  momento  de  la
celebración del contrato.

Artículo 36.

1.  El  vendedor  será  responsable,  conforme  al  contrato  y  a  la  presente
Convención,  de toda falta  de conformidad que exista  en el  momento de la
transmisión del riesgo al comprador, aun cuando esa falta sólo sea manifiesta
después de ese momento.

2. El vendedor también será responsable de toda falta de conformidad ocurrida
después del momento indicado en el párrafo precedente y que sea imputable
al incumplimiento de cualquiera de sus obligaciones, incluido el incumplimiento
de cualquier garantía de que, durante determinado período, las mercaderías
seguirán  siendo  aptas  para  su  uso  ordinario  o  para  un  uso  especial  o
conservarán las cualidades y características especificadas.

Artículo 37.

En caso de entrega anticipada, el vendedor podrá, hasta la fecha fijada para la
entrega de las mercaderías, bien entregar la parte o cantidad que falte de las
mercaderías o entregar otras mercaderías en sustitución de las entregadas
que no sean conformes, bien subsanar cualquier falta de conformidad de las
mercaderías entregadas, siempre que el ejercicio de ese derecho no ocasione
al comprador inconvenientes ni gastos excesivos. No obstante, el comprador
conservará  el  derecho  a  exigir  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios
conforme a la presente Convención.

Artículo 38.

1.  El  comprador  deberá examinar  o  hacer  examinar  las mercaderías  en el
plazo más breve posible atendidas las circunstancias.

2. Si el  contrato implica el  transporte de las mercaderías, el  examen podrá
aplazarse hasta que éstas hayan llegado a su destino.
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3.  Si  el  comprador  cambia en tránsito  el  destino de las mercaderías o las
reexpide sin haber tenido una oportunidad razonable de examinarlas y si en el
momendo  de  la  celebración  del  contrato  el  vendedor  tenía  o  debía  haber
tenido conocimiento de la posibilidad de tal cambio de destino o reexpedición,
el  examen podrá aplazarse hasta que las mercaderías hayan llegado a su
nuevo destino.

Artículo 39.

1. El comprador perderá el derecho a invocar la falta de conformidad de las
mercaderías  si  no  lo  comunica  al  vendedor,  especificando  su  naturaleza,
dentro de un plazo razonable a partir del momento en que la haya o debiera
haberla descubierto.

2.  En  todo  caso,  el  comprador  perderá  el  derecho  a  invocar  la  falta  de
conformidad de las mercaderías si no lo comunica al vendedor en un plazo
máximo de dos años contados desde la  fecha en que las  mercaderías  se
pusieron efectivamente en poder del comprador, a menos que ese plazo sea
incompatible con un periodo de garantía contractual.

Artículo 40.

El vendedor no podrá invocar las disposiciones de los artículos 38 y 39 si la
falta de conformidad se refiere a hechos que conocía o no podía ignorar y que
no haya revelado al comprador.

Artículo 41.

El vendedor deberá entregar las mercaderías libres de cualesquiera derechos
o  pretensiones  de  un  tercero,  a  menos  que  el  comprador  convenga  en
aceptarlas  sujetas  a  tales  derechos  o  pretensiones.  No  obstante,  si  tales
derechos o pretensiones se basan en la propiedad industrial u otros tipos de
propiedad intelectual, la obligación del vendedor se regirá por el artículo 42.

Artículo 42.

1.  El  vendedor  deberá  entregar  las  mercaderías  libres  de  cualesquiera
derechos o pretensiones de un tercero basados en la propiedad industrial u
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otros tipos de propiedad intelectual que conociera o no hubiera podido ignorar
en el  momento de la celebración del  contrato, siempre que los derechos o
pretensiones se basen en la propiedad industrial u otros tipos de propiedad
intelectual:

a) En virtud de la Ley del Estado en que hayan de revenderse o utilizarse las
mercaderías, si las partes hubieren previsto en el momento de la celebración
del contrato que las mercaderías se revenderían o utilizarían en ese Estado; o

b) En cualquier otro caso, en virtud de la Ley del Estado en que el comprador
tenga su establecimiento.

2. La obligación del vendedor conforme al párrafo precedente no se extenderá
a los casos en que:

a) En el momento de la celebración del contrato, el comprador conociera o no
hubiera podido ignorar la existencia del derecho o de la pretensión; o

b)  El  derecho  a  la  pretensión  resulte  de  haberse  ajustado  el  vendedor  a
fórmulas,  diseños  y  dibujos  técnicos  o  a  aleas  especificaciones  análogas
proporcionados por el comprador.

Artículo 43.

1. El comprador perderá el derecho a invocar las disposiciones del artículo 41
o del artículo 42 si  no comunica al vendedor la existencia del derecho o la
pretensión  del  tercero,  especificando  su  naturaleza,  dentro  de  un  plazo
razonable a partir  del momento en que haya tenido o debiera haber tenido
conocimiento de ella.

2.  El  vendedor  no  tendrá  derecho  a  invocar  las  disposiciones  del  párrafo
precedente si conocía el derecho o la pretensión del tercero y su naturaleza.

Artículo 44.

261



No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 39 y en el párrafo 1 del
artículo 43,  el  comprador  podrá rebajar el  precio conforme al  artículo 50 o
exigir la indemnización de los daños y perjuicios, excepto el lucro cesante, si
puede  aducir  una  excusa  razonable  por  haber  omitido  la  comunicación
requerida.

Sección III. Derechos y acciones en caso de incumplimiento del contrato por el
vendedor

Artículo 45

1. Si el vendedor no cumple cualquiera de las obligaciones que le incumben
conforme al contrato o a la presente Convención, el comprador podra:

a) Ejercer los derechos establecidos en los artículos 46 a 52.

b) Exigir la indemnización de los daños y perjuicios conforme a los artículos 74
a 77.

2. El comprador no perderá el derecho a exigir la indemnización de los daños y
perjuicios aunque ejercite cualquier otra acción conforme a su derecho.

3. Cuando el comprador ejercite una acción por incumplimiento del contrato, el
juez o el árbitro no podrán conceder al vendedor ningún plazo de gracia.

Artículo 46.

1. El comprador podrá exigir al vendedor el cumplimiento de sus obligaciones,
a  menos  que  haya  ejercitado  un  derecho  o  acción  incompatible  con  esa
exigencia.

2. Si las mercaderías no fueren conformes al contrato, el  comprador podrá
exigir la entrega de otras mercaderías en sustitucion de aquéllas sólo si la falta
de conformidad constituye un incumplimiento esencial del contrato y la petición
de sustitución de las mercaderías se formula al hacer la comunicación a que
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se  refiere  el  artículo  39  o  dentro  de  un  plazo  razonable  a  partir  de  ese
momento.

3. Si las mercaderías no fueron conformes al contrato, el  comprador podrá
exigir  al  vendedor que las repare para subsanar la falta de conformidad, a
menos que esto no sea razonable habida cuenta de todas las circunstancias.
La petición de que no se reparen las mercaderías deberá formularse al hacer
la comunicación a que se refiere el artículo 39 o dentro de un plazo razonable
a partir de ese momento.

Artículo 47.

1. El comprador podrá fijar un plazo suplementario de duración razonable para
el cumplimiento por el vendedor de las obligaciones que le incumban.

2. El comprador, a menos que haya recibido la comunicación del vendedor de
que no cumplirá  lo  que le  incumbe en el  plazo fijado  conforme al  párrafo
precedente,  no  podrá,  durante  ese  plazo,  ejercitar  acción  alguna  por
incumplimiento del contrato. Sin embargo, el comprador no perderá por ello el
derecho a exigir la indemnización de los daños y perjuicios por demora en el
cumplimiento.

Artículo 48.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49, el vendedor podrá, incluso
después  de  la  fecha  de  entrega,  subsanar  a  su  propia  costa  todo
incumplimiento de sus obligaciones, si puede hacerlo sin una demora excesiva
y sin causar al comprador inconvenientes excesivos o incertidumbre en cuanto
al reembolso por el vendedor de los gastos anticipados por el comprador. No
obstante, el comprador conservará el derecho a exigir la indemnización de los
daños y perjuicios conforme a la presente Convención.

2.  Si  el  vendedor  pide  al  comprador  que  le  haga  saber  si  acepta  el
cumplimiento y el comprador no atiende la petición en un plazo razonable, el
vendedor podrá cumplir sus obligaciones en el plazo indicado en su petición. El
comprador  no  podrá,  antes  del  vencimiento  de  ese  plazo,  ejercitar  ningún
derecho o acción incompatible  con el  cumplimiento  por  el  vendedor de las
obligaciones que le incumban.
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3. Cuando el vendedor comunique que cumplirá sus obligaciones en un plazo
determinado,  se  presumirá  que  pide  al  comprador  que  le  haga  saber  su
decisión conforme al párrafo precedente.

4. La petición o comunicación hecha por el vendedor conforme al párrafo 2 o al
párrafo 3 de este artículo no surtirá efecto a menos que sea recibida por el
comprador.

Artículo 49.

1. El comprador podrá declarar resuelto el contrato:

a) Si el incumplimiento por el vendedor de cualquiera de las obligaciones que
le incumban conforme al contrato o a la presente Convención constituye un
incumplimiento esencial del contrato; o

b) En caso de falta de entrega, si  el  vendedor no entrega las mercaderías
dentro del plazo suplementario fijado por el comprador conforme al párrafo 1
del artículo 47 o si declara que no efectuará la entrega dentro del plazo así
fijado.

2.  No  obstante,  en  los  casos  en  que  el  vendedor  haya  entregado  las
mercaderías, el comprador perderá el derecho a declarar resuelto el contrato sí
no lo hace:

a) En caso de entrega tardía, dentro de un plazo razonable después de que
haya tenido conocimiento de que se ha efectuado la entrega.

b) En caso de incumplimiento distinto de la entrega tardía, dentro de un plazo
razonable;

i)  Después  de  que  haya  tenido  o  debiera  haber  tenido  conocimiento  del
incumplimiento; o

ii) Después del vencimiento del plazo suplementario fijado por el comprador
conforme al  párrafo 1 del  artículo 47,  o después de que el  vendedor haya
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declarado  que  no  cumplirá  sus  obligaciones  dentro  de  ese  plazo
suplementario; o

iii) Después del vencimiento del plazo suplementario indicado por el vendedor
conforme al párrafo 2 del artículo 48, o después de que el comprador haya
declarado que no aceptará el cumplimiento.

Artículo 50.

Si las mercaderías no fueren conformes al contrato, háyase pagado o no el
precio, el comprador podrá rebajar el precio proporcionalmente a la diferencia
existente entre el valor que las mercaderías efectivamente entregadas tenían
en el momento de la entrega y el valor que habrían tenido en ese momento
mercaderías  conformes  al  contrato.  Sin  embargo,  el  comprador  no  podrá
rebajar  el  precio  si  el  vendedor  subsana  cualquier  incumplimiento  de  sus
obligaciones conforme al artículo 37 o al artículo 48 o si el comprador se niega
a aceptar el cumplimiento por el vendedor conforme a esos artículos.

Artículo 51.

1. Si el vendedor sólo entrega una parte de las mercaderías o si sólo una parte
de  las  mercaderías  entregadas  es  conforme  al  contrato,  se  aplicarán  los
artículos 46 a 50 respecto de la parte que falte o que no sea conforme.

2. El comprador podrá declarar resuelto el contrato en su totalidad sólo si la
entrega  parcial  o  no  conforme  al  contrato  constituye  un  incumplimiento
esencial de éste.

Artículo 52.

1.  Si  el  vendedor  entrega  las  mercaderías  antes  de  la  fecha  fijada,  el
comprador podrá aceptar o rehusar su recepción.

2.  Si  el  vendedor  entrega  una  cantidad  de  mercaderías  mayor  que  la
expresada en el contrato, el comprador podrá aceptar o rehusar la recepción
de la cantidad excedente. Si el comprador acepta la recepción de la totalidad o
de parte de la cantidad excedente, deberá pagarla al precio del contrato.
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CAPÍTULO III

Obligaciones del comprador

Artículo 53.

El comprador deberá pagar el  precio de las mercaderías y recibirlas en las
condiciones establecidas en el contrato y en la presente Convención.

Sección I. Pago del precio

Artículo 54.

La obligación del comprador de pagar el precio comprende la de adoptar las
medidas y cumplir los requisitos fijados por el contrato o por las leyes o los
reglamentos pertinentes para que sea posible el pago.

Artículo 55.

Cuando el contrato haya sido válidamente celebrado pero en él ni expresa ni
tácitamente  se  haya  señalado  el  precio  o  estipulado  un  medio  para
determinarlo, se considerará, salvo indicación en contrario, que las partes han
hecho  referencia  implícitamente  al  precio  generalmente  cobrado  en  el
momento de la celebración del contrato por tales mercaderías, vendidas en
circunstancias semejantes. en el tráfico mercantil de que se trate.

Artículo 56.

Cuando el precio se señale en función del peso de las mercaderías, será el
peso neto, en caso de duda, el que determine dicho precio.

Artículo 57.
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1.  El  comprador,  si  no  estuviere  obligado  a  pagar  el  precio  en  otro  lugar
determinado, deberá pagarlo al vendedor:

a) En el establecimiento del vendedor, o

b)  Si  el  pago  debe  hacerse  contra  entrega  de  las  mercaderías  o  de
documentos, en el lugar en que se efectúe la entrega.

2. El vendedor deberá soportar todo aumento de los gastos relativos al pago
ocasionado  por  un  cambio  de  su  establecimiento  acaecido  después  de  la
celebración del contrato.

Artículo 58.

1. El comprador, si no estuviere obligado a pagar el precio en otro momento
determinado, deberá pagarlo cuando el vendedor ponga a su disposición las
mercaderías o los correspondientes documentos representativos conforme al
contrato y a la presente Convención. El vendedor podrá hacer del pago una
condición para la entrega de las mercaderías o los documentos.

2. Si el contrato implica el transporte de las mercaderías, el vendedor podrá
expedirlas  estableciendo  que  las  mercaderías  o  los  correspondientes
documentos representativos no se pondrán en poder del comprador más que
contra el pago del precio.

3. El comprador no estará obligado a pagar el precio mientras no haya tenido
la posibilidad de examinar las mercaderías, a menos que las modalidades de
entrega  o  de  pago  pactadas  por  las  partes  sean  incompatibles  con  esa
posibilidad.

Artículo 59.

El  comprador  deberá  pagar  el  precio  en  la  fecha  fijada  o  que  pueda
determinarse con arreglo al contrato y a la presente Convención, sin necesidad
de requerimiento ni de ninguna otra formalidad por parte del vendedor.
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Sección II. Recepción

Artículo 60.

La obligación del comprador de proceder a la recepción consiste:

a) En realizar todos los actos que razonablemente quepa esperar de él para
que el vendedor pueda efectuar la entrega; y

b) En hacerse cargo de las mercaderías.

Sección III. Derechos y acciones en caso de incumplimiento del contrato por el
comprador

Artículo 61.

1. Si el comprador no cumple cualquiera de las obligaciones que le incumben
conforme al contrato o a la presente Convención, el vendedor podrá:

a) Ejercer los derechos establecidos en los artículos 62 a 65.

b) Exigir la indemnización de los daños y perjuicios conforme a los artículos 74
a 77.

2. El vendedor no perderá el derecho a exigir la indemnización de los daños y
perjuicios aunque ejercite cualquier otra acción conforme a su derecho.

3. Cuando el vendedor ejercite una acción por incumplimiento del contrato, el
juez o el árbitro no podrán conceder al comprador ningún plazo de gracia.

Artículo 62.
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El vendedor podrá exigir al  comprador que pague el precio,  que reciba las
mercaderías o que cumpla las demás obligaciones que le incumban, a menos
que el vendedor haya ejercitado un derecho o acción incompatible con esa
exigencia.

Artículo 63.

1. El vendedor podrá fijar un plazo suplementario de duración razonable para
el cumplimiento por el comprador de las obligaciones que le incumban.

2. El vendedor, a menos que haya recibido comunicación del comprador de
que no cumplirá  lo  que le  incumbe en el  plazo fijado  conforme al  párrafo
precedente,  no  podrá,  durante  ese  plazo,  ejercitar  acción  alguna  por
incumplimiento del contrato. Sin embargo, el vendedor no perderá por ello el
derecho que pueda tener a exigir la indemnización de los daños y perjuicios
por demora en el cumplimiento.

Artículo 64.

1. El vendedor podrá declarar resuelto el contrato:

a) Si el incumplimiento por el comprador de cualquiera de las obligaciones que
le incumben conforme al contrato o a la presente Convención constituye un
incumplimiento esencial del contrato; o

b) Si el comprador no cumple su obligación de pagar el precio o no recibe las
mercaderías dentro del plazo suplementario fijado por el vendedor conforme al
párrafo 1 del artículo 63 o si declara que no lo hará dentro del plazo así fijado.

2. No obstante, en lo casos en que el comprador haya pagado el precio, el
vendedor perderá el derecho a declarar resuelto el contrato si no lo hace:

a) En caso de cumplimiento tardío por el comprador, antes de que el vendedor
tenga conocimiento de que se ha efectuado el cumplimiento; o
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b)  En  caso  de  incumplimiento  distinto  del  cumplimiento  tardío  por  el
comprador, dentro de un plazo razonable:

i)  Después  de  que  el  vendedor  haya  tenido  o  debiera  haber  tenido
conocimiento del incumplimiento; o

ii)  Después del  vencimiento del  plazo suplementario  fijado por  el  vendedor
conforme al párrafo 1 del artículo 63, o después de que el comprador haya
declarado  que  no  cumplirá  sus  obligaciones  dentro  de  ese  plazo
suplementario.

Artículo 65.

1. Si conforme al contrato correspondiere al comprador especificar la forma,
las dimensiones u otras características de las mercaderías y el comprador no
hiciere  tal  especificación  en  la  fecha  convenida  o  en  un  plazo  razonable
después  de haber  recibido  un requerimiento  del  vendedor,  éste  podrá,  sin
perjuicio  de  cualesquiera  otros  derechos  que  le  correspondan,  hacer  la
especificación él mismo de acuerdo con las necesidades del comprador que le
sean conocidas.

2. El vendedor, si hiciere la especificación él mismo, deberá informar de sus
detalles al comprador y fijar un plazo razonable para que éste pueda hacer una
especificación  diferente.  Si,  después  de  recibir  esa  comunicación,  el
comprador no hiciere uso de esta posibilidad dentro del  plazo así fijado, la
especificación hecha por el vendedor tendrá fuerza vinculante.

CAPÍTULO IV

Transmisión del riesgo

Artículo 66.

La  pérdida  o  el  deterioro  de  las  mercaderías  sobrevenidos  después  de  la
transmisión del riesgo al comprador no liberarán a éste de su obligación de
pagar el precio, a menos que se deban a un acto u omisión del vendedor.

Artículo 67.
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1.  Cuando  el  contrato  de  compraventa  implique  el  transporte  de  las
mercaderías  y  el  vendedor  no  esté  obligado  a  entregarlas  en  un  lugar
determinado, el riesgo se transmitirá al comprador en el momento en que las
mercaderías se pongan en poder del primer porteador para que las traslade al
comprador conforme al contrato de compraventa.  Cuando el  vendedor esté
obligado  a  poner  las  mercaderías  en  poder  de  un  porteador  en  un  lugar
determinado,  el  riesgo  no  se  transmitirá  al  comprador  hasta  que  las
mercaderías se pongan en poder del porteador en ese lugar. El hecho de que
el vendedor esté autorizado a retener los documentos representativos de las
mercaderías no afectará a la transmisión del riesgo.

2.  Sin  embargo,  el  riesgo  no  se  transmitirá  al  comprador  hasta  que  las
mercaderías estén claramente identificadas a Ios efectos del contrato mediante
señales  en  ellas,  mediante  los  documentos  de  expedición,  mediante
comunicación enviada al comprador o de otro modo.

Artículo 68.

El riesgo respecto de las mercaderías vendidas en tránsito se transmitirá al
comprador desde el momento de la celebración del contrato. No obstante, si
así resultare de las circunstancias, el riesgo será asumido por el comprador
desde el  momento en que las  mercaderías  se hayan  puesto en poder  del
porteador que haya expedido los documentos acreditativos del transporte. Sin
embargo, si en el momento de la celebración del contrato de compraventa el
vendedor tuviera o debiera haber tenido conocimiento de que las mercaderías
habían sufrido pérdida o deterioro y no lo hubiera revelado al comprador, el
riesgo de la pérdida o deterioro será de cuenta del vendedor.

Artículo 69.

1.  En  los  casos  no  comprendidos  en  los  artículos  67  y  68,  el  riesgo  se
transmitirá al  comprador cuando éste se haga cargo de las mercaderías se
pongan a su disposición e incurra en incumplimiento del contrato al rehusar su
recepción.

2.  No obstante,  si  el  comprador  estuviere obligado a hacerse cargo de las
mercaderías en un lunar distinto de un establecimiento del vendedor, el riesgo
se  transmitirá  cuando  deba  efectuarse  la  entrega  y  el  comprador  tenga
conocimiento de que las mercaderías están a su disposición en ese lugar.
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3. Si el contrato versa sobre mercaderías aun sin identificar, no se considerará
que las mercaderías se han puesto a disposición del comprador hasta que
estén claramente identificadas a los efectos del contrato.

Artículo 70.

Si  el  vendedor  ha  incurrido  en  incumplimiento  esencial  del  contrato,  las
disposiciones  de  los  artículos  67,  68  y  69  no  afectarán  a  los  derechos  y
acciones  de  que  disponga  el  comprador  como  consecuencia  del
incumplimiento.

CAPÍTULO V

Disposiciones comunes a las obligaciones del vendedor y del comprador

Sección I. Incumplimiento previsible y contratos con entregas sucesivas

Artículo 71.

1. Cualquiera de las partes podrá diferir el cumplimiento de sus obligaciones si,
después de la celebración del contrato, resulta manifiesto que la otra parte no
cumplirá una parte sustancial de sus obligaciones a causa de:

a) Un grave menoscabo de su capacidad para cumplirlas o de su solvencia, o

b) Su comportamiento al disponerse a cumplir o al cumplir el contrato.

2. El vendedor, si ya hubiere expedido las mercaderías antes de que resulten
evidentes los motivos a que se refiere el párrafo precedente, podrá oponerse a
que las mercaderías se pongan en poder del comprador, aun cuando éste sea
tenedor de un documento que le permita obtenerlas. Este párrafo concierne
sólo  a  los  derechos  respectivos  del  comprador  y  del  vendedor  sobre  las
mercaderías.

3. La parte que difiera el cumplimiento de lo que le incumbe, antes o después
de la expedición de las mercaderías, deberá comunicarlo inmediatamente a la
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otra parte y deberá proceder al cumplimiento si esa otra parte da seguridades
suficientes de que cumplirá sus obligaciones.

Artículo 72.

1. Si antes de la fecha de cumplimiento fuere patente que una de las partes
incurrirá en incumplimiento esencial del contrato, la otra parte podrá declararlo
resuelto.

2. Si hubiere tiempo para ello, la parte que tuviere la intención de declarar
resuelto  el  contrato  deberá  comunicarlo  con antelación  razonable  a la  otra
parte para que ésta pueda dar seguridades suficientes de que cumplirá sus
obligaciones.

3. Los requisitos del párrafo precedente no se aplicarán si la otra parte hubiere
declarado que no cumplirá sus obligaciones.

Artículo 73.

1. En los contratos que estipulen entregas sucesivas de mercaderías, si  el
incumplimiento  por  una  de  las  partes  de  cualquiera  de  sus  obligaciones
relativas a cualquiera de las entregas constituye un incumplimiento esencial
del contrato en relación con esa entrega, la otra parte podrá declarar resuelto
el contrato en lo que respecta a esa entrega.

2. Si el incumplimiento por una de las partes de cualquiera de sus obligaciones
relativas a cualquiera de las entregas da a la otra parte fundados motivos para
inferir que se producirá un incumplimiento esencial del contrato en relación con
futuras entregas,  esa otra  parte  podrá declarar  resuelto  el  contrato para el
futuro, siempre que lo haga dentro de un plazo razonable.

3. El comprador que declare resuelto el contrato respecto de cualquier entrega
podrá,  al  mismo  tiempo,  declararlo  resuelto  respecto  de  entregas  ya
efectuadas o de futuras entregas si, por razón de su interdependencia, tales
entregas no pudieren destinarse al uso previsto por las partes en el momento
de la celebración del contrato.

Sección II. Indemnizacion de daños y perjuicios
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Artículo 74.

La indemnización de daños y perjuicios por el incumplimiento del contrato en
que haya incurrido una de las partes comprenderá el valor de la pérdida sufrida
y el de la ganancia dejada de obtener por la otra parte como consecuencia del
incumplimiento.  Esa  indemnización  no podrá  exceder  de  la  pérdida  que  la
parte que haya incurrido en incumplimiento hubiera previsto o debiera haber
previsto  en  el  momento  de  la  celebración  del  contrato,  tomando  en
consideración los hechos de que tuvo o debió haber tenido conocimiento en
ese momento, como consecuencia posible del incumplimiento del contrato.

Artículo 75.

Si  se resuelve el  contrato y si,  de manera razonable y dentro de un plazo
razonable después de la resolución el comprador procede a una compra de
reemplazo o el  vendedor  a una venta  de reemplazo,  la  parte  que exija  la
indemnización  podrá  obtener  la  diferencia  entre  el  precio  del  contrato  y  el
precio estipulado en la operación de reemplazo, así como cualesquiera otros
daños y perjuicios exigibles conforme al artículo 74.

Artículo 76.

1. Si se resuelve el contrato y existe un precio corriente de las mercaderías, la
parte  que exija  la  indemnización  podrá  obtener,  si  no  ha procedido a  una
compra de reemplazo o a una venta de reemplazo conforme al artículo 75, la
diferencia entre el precio señalado en el contrato y el precio corriente en el
momento  de  la  resolución,  asi  como cualesquiera  otros  daños y  perjuicios
exigibles  conforme  al  artículo  74.  No  obstante,  si  la  parte  que  exija  la
indemnización ha resuelto el contrato después de haberse hecho cargo de las
mercaderías, se aplicará el precio corriente en el momento en que se haya
hecho  cargo  de  ellas  en  vez  del  precio  corriente  en  el  momento  de  la
resolución:

2. A los efectos del párrafo precedente, el precio corriente es el del lugar en
que debiera haberse efectuado la entrega de las mercaderías o, si no hubiere
precio  corriente  en  ese  lugar,  el  precio  en  otra  plaza  que  pueda
razonablemente sustituir ese lugar, habida cuenta de las diferencias de costo
del transporte de las mercaderías.
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Artículo 77.

La  parte  que  invoque  el  incumplimiento  del  contrato  deberá  adoptar  las
medidas que sean razonables, atendidas las circunstancias,  para reducir  la
pérdida, incluido el lucro cesante, resultante del incumplimiento. Si no adopta
tales medidas, la otra parte podrá pedir que se reduzca la indemnización de los
daños y perjuicios en la cuantía en que debía haberse reducido la pérdida.

Sección III. Intereses

Artículo 78.

Si una parte no paga el precio o cualquier otra suma adeudada, la otra parte
tendrá derecho a percibir los intereses correspondientes, sin perjuicio de toda
acción  de  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  exigibles  conforme  al
artículo 74.

Sección lV. Exoneración

Artículo 79.

1. Una parte no será responsable de la falta de cumplimiento de cualquiera de
sus  obligaciones  si  prueba  que  esa  falta  de  cumplimiento  se  debe  a  un
impedimento ajeno a su voluntad y si no cabía razonablemente esperar que
tuviese  en  cuenta  el  impedimento  en  el  momento  de  la  celebración  del
contrato,  que  lo  evitase  o  superase  o  que  evitase  o  superase  sus
consecuencias.

2.  Si  la  falta  de  cumplimiento  de una de las  partes  se  debe a  la  falta  de
cumplimiento de un tercero al que haya encargado la ejecución total o parcial
del contrato, esa parte sólo quedará exonerada de responsabilidad:

a) Si está exonerada conforme al párrafo precedente, y

b) Sí el tercero encargado de la ejecución también estaría exonerado en el
caso de que se le aplicarán las disposiciones de ese párrafo.
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3.  La  exoneración  prevista  en  este  artículo  surtirá  efecto  mientras  dure  el
impedimento.

4. La parte que no haya cumplido sus obligaciones deberá comunicar a la otra
parte el impedimento y sus efectos sobre su capacidad para cumplirlas. Si la
otra parte no recibiera la comunicación dentro de un plazo razonable después
de  gue  la  parte  que  no  haya  cumplido  tuviera  o  debiera  haber  tenido
conocimiento  del  impedimento,  esta  última  parte  será  responsable  de  los
daños y perjuicios causados por esa falta de recepción.

5. Nada de lo dispuesto en este artículo impedirá a una u otra de las partes
ejercer cualquier derecho distinto del derecho a exigir la indemnización de los
daños y perjuicios conforme a la presente Convención.

Artículo 80.

Una parte no podrá invocar el incumplimiento de la otra en la medida en que
tal incumplimiento haya sido causado por acción u omisión de aquella.

Seccion V. Efectos de la resolución

Artículo 81.

1. La resolución del  contrato liberará a las dos partes de sus obligaciones,
salvo  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  pueda  ser  debida.  La
resolución no afectará a las estipulaciones del contrato relativas a la solución
de controversias ni  a  ninguna otra  estipulación del  contrato  que regule los
derechos y obligaciones de las partes en caso de resolución.

2. La parte que haya cumplido total o parcialmente el contrato podrá reclamar
a la otra parte la restitución de lo que haya suministrado o pagado conforme al
contrato.  Si  las dos partes están obligadas a restituir,  la  restitución deberá
realizarse simultáneamente.

Artículo 82.

276



1. El comprador perderá el derecho a declarar resuelto el contrato o a exigir al
vendedor  la  entrega  de  otras  mercaderías  en  sustitución  de  las  recibidas
cuando le sea imposible restituir éstas en un estado sustancialmente idéntico a
aquél en que las hubiera recibido.

2. El párrafo precedente no se aplicará:

a) Si la imposibilidad de restituir las mercaderías o de restituirlas en un estado
sustancialmente idéntico a aquél en que el comprador las hubiera recibido no
fuere imputable a un acto u omisión de éste.

b) Si las mercaderías o una parte de ellas hubieren perecido o se hubieren
deteriorado como consecuencia del examen prescrito en el artículo 38; o

c) Si el comprador, antes de que descubriera o debiera haber descubierto la
falta de conformidad, hubiere vendido las mercaderías o una parte de ellas en
el  curso  normal  de  sus negocios  o  las  hubiere  consumido  o  transformado
conforme a un uso normal.

Artículo 83.

El comprador que haya perdido el derecho a declarar resuelto el contrato o a
exigir  al  vendedor  la  entrega  de  otras  mercaderías  en  sustitución  de  las
recibidas,  conforme al  artículo  82,  conservará todos los demás derechos y
acciones  que  le  correspondan  conforme  al  contrato  y  a  la  presente
Convención.

Artículo 84.

1.  El  vendedor,  si  estuviere  obligado  a  restituir  el  precio,  deberá  abonar
también los intereses correspondientes a partir  de la fecha en que se haya
efectuado el pago.

2. El comprador deberá abonar al vendedor el importe de todos los beneficios
que haya obtenido de las mercaderías o de una parte de ellas:
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a) Cuando deba restituir las mercaderías o una parte de ellas; o

b) Cuando le sea imposible restituir la totalidad o una parte de las mercaderías
o  restituir  la  totalidad  o  una  parte  de  las  mercaderías  en  un  estado
sustancialmente  idéntico  a  aquel  en  que  las  hubiera  recibido,  pero  haya
declarado resuelto el contrato o haya exigido al vendedor la entrega de otras
mercaderías en sustitución de las recibidas.

Sección VI. Conservacion de las mercaderías

Artículo 85.

Si el comprador se demora en la recepción de las mercaderías o, cuando el
pago  del  precio  y  la  entrega  de  las  mercaderías  deban  hacerse
simultáneamente, no paga el precio, el vendedor, si está en posesión de las
mercaderías o tiene de otro modo poder de disposición sobre ellas, deberá
adoptar las medidas que sean razonables, atendidas las circunstancias, para
su conservación. El vendedor tendrá derecho a retener las mercaderías hasta
que haya obtenido del comprador el reembolso de los gastos razonables que
haya realizado.

Artículo 86.

1. El comprador, si ha recibido las mercaderías y tiene la intención de ejercer
cualquier derecho a rechazarlas que le corresponda conforme al contrato o a la
presente  Convención,  deberá  adoptar  las  medidas  que  sean  razonables,
atendidas  las  circunstancias,  para  su  conservación.  El  comprador  tendrá
derecho a retener las mercaderías hasta que haya obtenido del vendedor el
reembolso de los gastos razonables que haya realizado.

2. Si las mercaderías expedidas al comprador han sido puestas a disposición
de éste en el lugar de destino y el comprador ejerce el derecho a rechazarlas,
deberá tomar posesión de ellas por cuenta del  vendedor,  siempre que ello
pueda hacerse sin pago del precio y sin inconvenientes ni gastos excesivos.
Esta disposición no se aplicará cuando el vendedor o una persona facultada
para hacerse cargo de las mercaderías por cuenta de aquél está presente en
el  lugar  de  destino.  Si  el  comprador  toma  posesión  de  las  mercaderías
conforme a este párrafo, sus derechos y obligaciones se regirán por el párrafo
precedente.
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Artículo 87.

La parte que esté obligada a adoptar medidas para la conservación de las
mercaderías podrá depositarlas en los almacenes de un tercero a expensas de
la otra parte siempre que los gastos resultantes no sean excesivos.

Artículo 88.

1.  La parle  que esté obligada a conservar  las mercaderías conforme a los
artículos 85 u 86 podrá vender las por cualquier medio apropiado si la otra
parte se ha demorado excesivamente en tomar posesión de ellas, en aceptar
su devolución o en pagar el precio o los gastos de su conservación, siempre
que comunique  con antelación  razonable  a  esa otra  parte  su  intención  de
vender.

2. Si las mercaderías están expuestas a deterioro rápido, o si su conservación
entraña gastos excesivos, la parte que esté obligada a conservarlas conforme
a los artículos 85 u 86 deberá adoptar medidas razonables para venderlas. En
la  medida  de lo  posible  deberá  comunicar  a  la  otra  parte  su  intención  de
vender.

3. La parte que venda las mercaderías tendrá derecho a retener del producto
de la  venta una suma igual  a los gastos razonables de su conservación y
venta. Esa parte deberá abonar el saldo a la otra parte.

PARTE IV

Disposiciones finales

Artículo 89.

El Secretario general de las Naciones Unidas queda designado depositario de
la presente Convención.

Artículo 90.
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La presente Convención no prevalecerá sobre ningún acuerdo internacional ya
celebrado o que se celebre que contenga disposiciones relativas a las materias
que se rigen por la presente Convención, siempre que las partes tengan sus
establecimientos en Estados partes en ese acuerdo.

Artículo 91.

1. La presente Convención estará abierta a la firma en la sesión de clausura de
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Contratos de Compraventa
Internacional de Mercaderías y permanecerá abierta a la firma de todos los
Estados  en  la  sede  de  las  Naciones  Unidas,  Nueva  York,  hasta  el  30  de
septiembre de 1981.

2.  La  presente  Convención  estará  sujeta  a  ratificación,  aceptación  o
aprobación por los Estados signatarios.

3. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados
que no sean Estados signatarios desde la fecha en que quede abierta a la
firma.

4.  Los  instrumentos  de  ratificación,  aceptación,  aprobación  y  adhesión  se
depositarán en poder del Secretario general de las Naciones Unidas.

Artículo 92.

1.  Todo  Estado  contratante  podrá  declarar  en  eI  momento  de  la  firma,  la
ratificación,  la  aceptación,  la  aprobación  o  la  adhesión  que  no  quedará
obligado por la parte II de la presente Convención o que no quedará obligado
por la parte III de la presente Convención.

2.  Todo Estado contratante  que haga una declaración  conforme al  párrafo
precedente respecto de la parte II o de la parte III de la presente Convención
no será considerado Estado contratante a los efectos del párrafo 1 del artículo
1 de la presente Convención respecto de las materias que se rijan por la parte
a la que se aplique la declaración.

Artículo 93.
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1. Todo Estado contratante integrado por dos o más unidades territoriales en
las  que,  con  arreglo  a  su  constitución,  sean  aplicables  distintos  sistemas
jurídicos en relación con las materias objeto de la presente Convención podrá
declarar en el momento de la firma la ratificación, la aceptación, la aprobación
o la adhesión que la presente Convención se aplicará a todas sus unidades
territoriales  o  sólo  a  una  o  varias  de  ellas  y  podrá  modificar  en  cualquier
momento su declaración mediante otra declaración.

2.  Esas  declaraciones  serán  notificadas  al  depositario  y  en  ellas  se  hará
constar expresamente a qué unidades territoriales se aplica la Convención.

3. Si, en virtud de una declaración hecha conforme a este artículo, la presente
Convención se aplica a una o varias de las unidades territoriales de un Estado
contratante, pero no a todas ellas, y si el establecimiento de una de las partes
está situado en ese Estado, se considerará que, a los efectos de la presente
Convención, ese establecimiento no está en un Estado contratante, a menos
que se encuentre en una unidad territorial a la que se aplique la Convención.

4. Si el Estado contratante no hace ninguna declaración conforme al párrafo 1
de este artículo, la Convención se aplicará a todas las unidades territoriales de
ese Estado.

Artículo 94.

1. Dos o más Estados contratantes que, en las materias que se rigen por la
presente  Convención,  tengan normas jurídicas  idénticas o  similares podrán
declarar,  en  cualquier  momento,  que  la  Convención  no  se  aplicará  a  los
contratos de compraventa  ni  a  su formación cuando las partes tengan sus
establecimientos  en  esos  Estados.  Tales  declaraciones  podrán  hacerse
conjuntamente o mediante declaraciones unilaterales recíprocas.

2. Todo Estado contratante que, en las materias que se rigen por la presente
Convención, tenga normas jurídicas idénticas o similares a las de uno o varios
Estados  no  contratantes  podrá  declarar,  en  cualquier  momento,  que  la
Convención no se aplicará a los contratos de compraventa ni a su formación
cuando las partes tengan sus establecimientos en esos Estados.

3. Si un Estado respecto del cual se haya hecho una declaración conforme al
párrafo precedente llega a ser ulteriormente Estado contratante, la declaración
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surtirá los efectos de una declaración hecha con arreglo al párrafo 1 desde la
fecha  en  que  la  Convención  entre  en  vigor  respecto  del  nuevo  Estado
contratante, siempre que el nuevo Estado contratante suscriba esa declaración
o haga una declaración unilateral de carácter reciproco.

Artículo 95.

Todo Estado podrá declarar en el momento del depósito de su instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión que no quedará obligado por el
apartado b) del párrafo 1 del artículo 1 de la presente Convención.

Artículo 96.

E] Estado contratante cuya legislación exija que los contratos de compraventa
se celebren o se aprueben por escrito podrá hacer en cualquier momento una
declaración conforme al artículo 12 en el sentido de que cualquier disposición
del artículo 11, del artículo 29 o de la parte II de la presente Convención que
permita que la celebración, la modificación o la extinción por mutuo acuerdo
del  contrato  de  compraventa,  o  la  oferta,  la  aceptación  o  cualquier  otra
manifestación de intención, se hagan por un procedimiento que no sea por
escrito no se aplicará en el caso de que cualquiera de las partes tenga su
establecimiento en ese Estado.

Artículo 97.

1.  Las  declaraciones  hechas  conforme  a  la  presente  Convención  en  el
momento de la firma estarán sujetas a confirmación cuando se proceda a la
ratificación, la aceptación o la aprobación.

2. Las declaraciones y las confirmaciones de declaración se harán constar por
escrito y se notificarán formalmente al depositario.

3. Toda declaración surtirá efecto en el momento de la entrada en vigor de la
presente Convención respecto del Estado de que se trate. No obstante, toda
declaración de la que el depositario reciba notificación formal después de tal
entrada en vigor surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración
de un plazo de seis meses contados desde la fecha en que haya sido recibida
por el depositario. Las declaraciones unilaterales recíprocas hechas conforme
al artículo 94 surtirán efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de
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un plazo de seis meses contados desde la fecha en que el depositario haya
recibido la última declaración.

4. Todo Estado que haga una declaración conforme a la presente Convención
podrá retirarla en cualquier momento mediante notificación formal hecha por
escrito al depositario. Este retiro surtirá efecto el primer día del mes siguiente a
la expiración de un plazo de seis meses contados desde la techa en que el
depositarlo haya recibido la notificación.

5. El retiro de una declaración hecha conforme al artículo 94 hará ineficaz, a
partir de la fecha en que surta efecto el retiro, cualquier declaración de carácter
recíproco hecha por otro Estado conforme a ese artículo.

Artículo 98.

No se podrán hacer más reservas que las expresamente autorizadas por la
presente Convención.

Artículo 99.

1. La presente Convención entrará en vigor, sin perjuicio de lo dispuesto en el
párrafo 6 de este artículo, el primer día del mes siguiente a la expiración de un
plazo de doce meses, contados desde la fecha en que haya sido depositado el
décimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, incluido
todo instrumento que contenga una declaración hecha conforme al artículo 92.

2. Cuando un Estado ratifique, acepte o apruebe la presente Convención, o se
adhiera a ella, después de haber sido depositado el décimo instrumento de
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la Convención, salvo la parte
excluida, entrará en vigor respecto de ese Estado, sin perjuicio de lo dispuesto
en el párrafo 6 de este artículo, el primer día del mes siguiente a la expiración
de un plazo de doce meses, contados desde la fecha en que haya depositado
su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3. Todo Estado que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención, o se
adhiera a ella, y que sea parte en la Convención relativa a una Ley uniforme
sobre la formación de contratos para la venta internacional de mercaderías,
hecha en La Haya el 1 de julio de 1964 (Convención de La Haya sobre la
formación, de 1964), o en la Convención relativa a una Ley uniforme sobre la
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venta internacional de mercaderías, hecha en La Haya el 1 de julio de 1964
(Convención de La Haya sobre la venta, de 1964), o en ambas Convenciones,
deberá denunciar al mismo tiempo, según el caso, la Convención de La Haya
sobre la venta, de 1964; la Convención de La Haya sobre la formación, de
1964, o ambas Convenciones, mediante notificación al efecto al Gobierno de
los Países Bajos.

4. Todo Estado parte en la Convención de La Haya sobre la venta, de 1964,
que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención, o se adhiera a ella, y
que  declare  o  haya  declarado,  conforme  al  artículo  92,  que  no  quedará
obligado por la parte II de la presente Convención denunciará en el momento
de la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión la Convención de
La Haya sobre la venta, de 1964, mediante notificación al efecto al Gobierno
de los Países Bajos.

5. Todo Estado parte en la Convención de La Haya sobre la formación, de
1964, que ratifique, acepte o apruebe la presente Convención, o se adhiera a
ella, y que declare o haya declarado, conforme al artículo 92, que no quedará
obligado por la parte III de la presente Convención denunciará en el momento
de la ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión la Convención de
La  Haya  sobre  la  formación,  de  1964,  mediante  notificación  al  efecto  al
Gobierno de los Países Bajos.

6. A los efectos de este artículo, las ratificaciones, aceptaciones, aprobaciones
y  adhesiones formuladas respecto  de  la  presente  Convención  por  Estados
partes en la Convención de La Haya sobre la formación, de 1964, o en la
Convención de La Haya sobre la venta, de 1964, no surtirán efecto hasta que
las denuncias que esos Estados deban hacer, en su caso, respecto de estas
dos últimas Convenciones hayan surtido a su vez efecto. El depositario de la
presente Convención consultará con el Gobierno de los Países Bajos, como
depositario  de  las  Convenciones  de  1964,  a  fin  de  lograr  la  necesaria
coordinación a este respecto.

Artículo 100.

1. La presente Convención se aplicará a la formación del contrato sólo cuando
la propuesta de celebración del contrato se haga en la fecha de entrada en
vigor de la Convención respecto de los Estados contratantes a que se refiere el
apartado a) del párrafo 1 del artículo 1, o respecto del Estado contratante a
que se refiere el apartado b) del párrafo 1 del artículo 1, o después de esa
fecha.
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2. La presente Convención se aplicará a los contratos celebrados en la fecha
de  entrada  en  vigor  de  la  presente  Convención  respecto  de  los  Estados
contratantes a que se refiere el  apartado a) del  párrafo 1 del  artículo 1,  o
respecto del Estado contratante a que se refiere el apartado b) del párrafo 1
del artículo 1, o después de esa fecha.

Artículo 101.

1.  Todo Estado contratante  podrá  denunciar  la  presente  Convención,  o  su
parte  II  o  su  parte  III,  mediante  notificación  formal  hecha  por  escrito  al
depositario.

2. La denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de
un plazo de doce meses, contados desde la fecha en que la notificación haya
sido recibida por el  depositario.  Cuando en la notificación se establezca un
plazo más largo para que la denuncia surta efecto, la denuncia surtirá efecto a
la expiración de ese plazo, contado desde la fecha en que la notificación haya
sido recibida por el depositario.

Hecha en Viena el día 11 de abril de 1980, en un solo original, cuyos textos en
árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos.

En  testimonio  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados  por  sus  respectivos  Gobiernos,  han  firmado  la  presente
Convención.

Estado Notas Firma
Ratificación,  adhesión(*),
aprobación(†),  aceptación(‡)  o
sucesión(§)

Entrada  en
vigor

Albania   13/05/2009(*) 01/06/2010

Alemania (e) 26/05/1981 21/12/1989 01/01/1991

Argentina (a)  19/07/1983(*) 01/01/1988

Armenia
(a),
(b)

 02/12/2008(*) 01/01/2010

Australia   17/03/1988(*) 01/04/1989

Austria  11/04/1980 29/12/1987 01/01/1989

Bahrein   25/09/2013(*) 01/10/2014
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Belarús (a)  09/10/1989(*) 01/11/1990

Bélgica   31/10/1996(*) 01/11/1997

Benin   29/07/2011(*) 01/08/2012

Bosnia y Herzegovina   12/01/1994(§) 06/03/1992

Brasil   04/03/2013(*) 01/04/2014

Bulgaria   09/07/1990(*) 01/08/1991

Burundi   04/09/1998(*) 01/10/1999

Canadá (c)  23/04/1991(*) 01/05/1992

Chile (a) 11/04/1980 07/02/1990 01/03/1991

China (b) 30/09/1981 11/12/1986(†) 01/01/1988

Chipre   07/03/2005(*) 01/04/2006

Colombia   10/07/2001(*) 01/08/2002

Croacia   08/06/1998(§) 08/10/1991

Cuba   02/11/1994(*) 01/12/1995

Dinamarca (d) 26/05/1981 14/02/1989 01/03/1990

Ecuador   27/01/1992(*) 01/02/1993

Egipto   06/12/1982(*) 01/01/1988

El Salvador   27/11/2006(*) 01/12/2007

Eslovaquia (b)  28/05/1993(§) 01/01/1993

Eslovenia   07/01/1994(§) 25/06/1991

España   24/07/1990(*) 01/08/1991

Estados  Unidos  de
América

(b) 31/08/1981 11/12/1986 01/01/1988

Estonia   20/09/1993(*) 01/10/1994

Federación de Rusia (a)  16/08/1990(*) 01/09/1991

Finlandia (d) 26/05/1981 15/12/1987 01/01/1989

Francia  27/08/1981 06/08/1982(†) 01/01/1988

Gabón   15/12/2004(*) 01/01/2006

Georgia   16/08/1994(*) 01/09/1995

Ghana  11/04/1980   

Grecia   12/01/1998(*) 01/02/1999

Guinea   23/01/1991(*) 01/02/1992
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Honduras   10/10/2002(*) 01/11/2003

Hungría (a), (f) 11/04/1980 16/06/1983 01/01/1988

Iraq   05/03/1990(*) 01/04/1991

Islandia (d)  10/05/2001(*) 01/06/2002

Israel   22/01/2002(*) 01/02/2003

Italia  30/09/1981 11/12/1986 01/01/1988

Japón   01/07/2008(*) 01/08/2009

Kirguistán   11/05/1999(*) 01/06/2000

La  ex  República
Yugoslava  de
Macedonia

  22/11/2006(§) 17/11/1991

Lesotho  18/06/1981 18/06/1981 01/01/1988

Letonia   31/07/1997(*) 01/08/1998

Líbano   21/11/2008(*) 01/12/2009

Liberia   16/09/2005(*) 01/10/2006

Lituania (a)  18/01/1995(*) 01/02/1996

Luxemburgo   30/01/1997(*) 01/02/1998

Mauritania   20/08/1999(*) 01/09/2000

México   29/12/1987(*) 01/01/1989

Mongolia   31/12/1997(*) 01/01/1999

Montenegro   23/10/2006(§) 03/06/2006

Noruega (d) 26/05/1981 20/07/1988 01/08/1989

Nueva Zelandia   22/09/1994(*) 01/10/1995

Países Bajos  29/05/1981 13/12/1990(‡) 01/01/1992

Paraguay (a)  13/01/2006(*) 01/02/2007

Perú   25/03/1999(*) 01/04/2000

Polonia  28/09/1981 19/05/1995 01/06/1996

República Árabe Siria   19/10/1982(*) 01/01/1988

República Checa (b)  30/09/1993(§) 01/01/1993

República de Corea   17/02/2004(*) 01/03/2005

República de Moldova   13/10/1994(*) 01/11/1995

República Dominicana   07/06/2010(*) 01/07/2011
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Rumania   22/05/1991(*) 01/06/1992

San Marino   22/02/2012(*) 01/03/2013

San  Vicente  y  las
Granadinas

(b)  12/09/2000(*) 01/10/2001

Serbia   12/03/2001(§) 27/04/1992

Singapur (b) 11/04/1980 16/02/1995 01/03/1996

Suecia (d) 26/05/1981 15/12/1987 01/01/1989

Suiza   21/02/1990(*) 01/03/1991

Turquía   07/07/2010(*) 01/08/2011

Ucrania (a)  03/01/1990(*) 01/02/1991

Uganda   12/02/1992(*) 01/03/1993

Uruguay   25/01/1999(*) 01/02/2000

Uzbekistán   27/11/1996(*) 01/12/1997

Venezuela  (República
Bolivariana de)

 28/09/1981   

Zambia   06/06/1986(*) 01/01/1988

Estados parte: 80

Notas 

(a) Este Estado declaró, con arreglo a los artículos 12 y 96 de la Convención que no
sería aplicable ninguna disposición del artículo 11, del artículo 29 ni de la Parte II de la
Convención  que  permitiera  que  la  celebración,  la  modificación  o  la  extinción,  por
mutuo acuerdo,  de  un  contrato  de  compraventa,  o  que la  oferta,  la  aceptación  o
cualquier otra manifestación de intención se hiciera por un procedimiento que no fuera
por escrito, en el caso de que cualquiera de las partes tuviera su establecimiento en
su territorio.

(b) Este Estado declaró que no quedaría obligado por el inciso b) del párrafo 1) del
artículo 1.

(c) Al dar su adhesión el Gobierno del Canadá declaró que, de conformidad con el
artículo 93 de la Convención, ésta sería aplicable a Alberta, la Columbia Británica,
Manitoba,  Nueva  Brunswick,  Terranova,  Nueva  Escocia,  Ontario,  Isla  del  Príncipe
Eduardo y los Territorios del Noroeste. En una declaración recibida el 9 de abril de
1992, el Gobierno del Canadá extendió el ámbito de aplicación de la Convención a
Quebec y a Saskatchewan. Por notificación recibida el 29 de junio de 1992, el Canadá
extendió  el  ámbito  de  aplicación  de  la  Convención  al  Territorio  del  Yukón.  Por
notificación  recibida  el  18  de  junio  de  2003,  el  Canadá  extendió  el  ámbito  de
applicación de la Convención al Territorio de Nunavut.

(d)  Noruega  declaró  que  no  quedaría  obligada  por  la  parte  II  de  la  Convención
("Formación  del  contrato").  Dinamarca,  Finlandia,  Islandia,  Noruega  y  Suecia
declararon que la Convención no se aplicaría a los contratos de compraventa cuando
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las partes tuvieran sus establecimientos en Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega o
Suecia.

(e) Al ratificar la Convención,  el Gobierno de Alemania declaró que no aplicaría el
inciso b) del párrafo 1) del artículo 1 con respecto a cualquier Estado que hubiese
hecho una declaración por la que ese Estado no aplicaría el inciso b) del párrafo 1)
del artículo 1.

(f)  En el momento de ratificar la Convención,  el Gobierno de Hungría declaró que
consideraba  que  las  condiciones  generales  de  entrega  de  mercaderías  entre
organizaciones de los Estados miembros del Consejo de Ayuda Mutua Económica
estaban sujetas a las disposiciones del artículo 90 de la Convención.
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- Convenio suprimiendo la exigencia de la legalización de los documentos 
públicos (Haya 1961). Aprobado por Uruguay por ley Nº 18.836  del 8 de 
noviembre de 2011. 

 
Los Estados signatarios del presente Convenio,
Deseando suprimir la exigencia de legalización diplomática o consular para los
documentos públicos extranjeros,
Han  resuelto  concluir  un  Convenio  a  tal  efecto  y  han  acordado  las
disposiciones siguientes:
 
Artículo 1
El presente Convenio se aplicará a los documentos públicos que hayan sido
autorizados  en  el  territorio  de  un  Estado  contratante  y  que  deban  ser
presentados en el territorio de otro Estado contratante.
Se  considerarán  como  documentos  públicos  en  el  sentido  del  presente
Convenio:
a) los documentos dimanantes de una autoridad o funcionario vinculado a una
jurisdicción del Estado, incluyendo los provenientes del ministerio público, o de
un secretario, oficial o agente judicial;
b) los documentos administrativos;
c) los documentos notariales;
d) las  certificaciones  oficiales  que  hayan  sido  puestas  sobre  documentos
privados, tales como menciones de registro, comprobaciones sobre la certeza
de una fecha y autenticaciones de firmas.
Sin embargo, el presente Convenio no se aplicará:
a) a los documentos expedidos por agentes diplomáticos o consulares;
b) a  los  documentos  administrativos  que  se  refieran  directamente  a  una
operación mercantil o  aduanera.

Artículo 2
Cada Estado contratante eximirá de legalización a los documentos a los que
se aplique el presente Convenio y que deban ser presentados en su territorio.
La legalización, en el sentido del presente Convenio, sólo cubrirá la formalidad
por la que los agentes diplomáticos o consulares del país en cuyo territorio el
documento deba surtir efecto certifiquen la autenticidad de la firma, la calidad
en que el signatario del documento haya actuado y, en su caso, la identidad
del sello o timbre que el documento ostente.

Artículo 3
La única formalidad que pueda exigirse para certificar la autenticidad de la
firma, la calidad en que el signatario del documento haya actuado y,  en su
caso, la identidad del sello o timbre del que el documento esté revestido, será
la fijación de la Apostilla descrita en el artículo 4, expedida por la autoridad
competente del Estado del que dimane el documento.
Sin embargo,  la formalidad mencionada en el  párrafo precedente no podrá
exigirse cuando las leyes, reglamentos o usos en vigor en el Estado en que el
documento deba surtir  efecto, o bien un acuerdo entre dos o más Estados
contratantes, la rechacen, la simplifiquen o dispensen de legalización al propio
documento.
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Artículo 4
La Apostilla prevista  en el  artículo 3,  párrafo primero,  se colocará sobre el
propio documento o sobre una prolongación del mismo y deberá acomodarse
al modelo anejo al presente Convenio.
Sin embargo, la Apostilla podrá redactarse en la lengua oficial de la autoridad
que la expida. Las menciones que figuren en ella podrán también ser escritas
en  una  segunda  lengua.  El  título  "Apostille  (Convention  de  La  Haye  du  5
octobre 1961)" deberá mencionarse en lengua francesa.

Artículo 5
La Apostilla se expedirá a petición del signatario o de cualquier portador del
documento.
Debidamente cumplimentada, certificará la autenticidad de la firma, la calidad
en que el signatario haya actuado y, en su caso, la identidad del sello o timbre
que el documente lleve.
La firma, sello o timbre que figuren sobre la Apostilla quedarán exentos de toda
certificación.

Artículo 6
Cada Estado contratante designará las autoridades, consideradas en base al
ejercicio  de  sus  funciones  como  tales,  a  las  que  dicho  Estado  atribuye
competencia para expedir la Apostilla prevista en el párrafo primero del artículo
3.
Cada Estado contratante notificará esta designación al Ministerio de Asuntos
Exteriores de los Países Bajos en el momento del depósito de su instrumento
de ratificación o de adhesión o de su declaración de extensión. Le notificará
también a dicho Ministerio cualquier modificación en la designación de estas
autoridades.

Artículo 7
Cada una de las autoridades designadas conforme al artículo 6 deberá llevar
un registro  o  fichero  en el  que  queden anotadas  las  Apostillas  expedidas,
indicando:
a) el número de orden y la fecha de la Apostilla,
b) el nombre del signatario del documento público y la calidad en que haya
actuado o, para los documentos no firmados, la indicación de la autoridad que
haya puesto el sello o timbre.
A instancia de cualquier interesado, la autoridad que haya expedido la Apostilla
deberá comprobar si las anotaciones incluidas en la Apostilla se ajustan a las
del registro o fichero.

Artículo 8
Cuando entre dos o más Estados contratantes exista un tratado, convenio o
acuerdo que contenga disposiciones que sometan la certificación de una firma,
sello o timbre a ciertas formalidades, el presente Convenio sólo anulará dichas
disposiciones si tales formalidades son más rigurosas que las previstas en los
artículos 3 y 4.

Artículo 9
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Cada Estado contratante adoptará las medidas necesarias para evitar que sus
agentes diplomáticos o consulares procedan a legalizaciones, en los casos en
que el presente Convenio prevea la exención de las mismas.

Artículo 10
El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados representados
en la Novena Sesión de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional
Privado, así como de Irlanda, Islandia, Liechtenstein y Turquía.
Será  ratificado,  y  los  instrumentos  de  ratificación  se  depositarán  en  el
Ministerio de Asuntos Exteriores de los Países Bajos.

Artículo 11
El  presente  Convenio entrará  en vigor  a  los sesenta  días  del  depósito  del
tercer instrumento de ratificación previsto en el párrafo segundo del artículo 10.
El  Convenio  entrará  en vigor,  para  cada Estado signatario  que  lo  ratifique
posteriormente,  a  los  sesenta  días  del  depósito  de  su  instrumento  de
ratificación.

Artículo 12
Cualquier  Estado  al  que  no  se  refiera  el  artículo  10,  podrá  adherirse  al
presente Convenio, una vez entrado éste en vigor en virtud del artículo 11,
párrafo primero. El instrumento de adhesión se depositará en el Ministerio de
Asuntos Exteriores de los Países Bajos.
La adhesión sólo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado adherente y
los Estados contratantes que no hayan formulado objeción en los seis meses
siguientes a la  recepción  de la  notificación a que se  refiere el  artículo  15,
letra d). Tal objeción será notificada al Ministerio de Asuntos Exteriores de los
Países Bajos.
El Convenio entrará en vigor entre el Estado adherente y los Estados que no
hayan formulado objeción a la adhesión a los sesenta días del vencimiento del
plazo de seis meses mencionado en el párrafo precedente.

Artículo 13
Todo  Estado  podrá  declarar,  en  el  momento  de  la  firma,  ratificación  o
adhesión, que el  presente Convenio se extenderá a todos los territorios de
cuyas relaciones internacionales esté encargado, o a uno o más de ellos. Esta
declaración surtirá efecto en el momento de la entrada en vigor del Convenio
para dicho Estado.
Posteriormente,  cualquier  extensión  de  esta  naturaleza  se  notificará  al
Ministerio de Asuntos Exteriores de los Países Bajos.
Cuando la declaración de extensión se haga por un Estado que haya firmado y
ratificado  el  Convenio,  éste  entrará  en  vigor  para  los  territorios  afectados
conforme a lo previsto en el artículo 11. Cuando la declaración de extensión se
haga por un Estado que se haya adherido al Convenio, éste entrará en vigor
para los territorios afectados conforme a lo previsto en el artículo 12.

Artículo 14
El presente Convenio tendrá una duración de cinco años a partir de la fecha de
su entrada en vigor conforme al párrafo primero del artículo 11, incluso para
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los Estados que lo hayan ratificado o se hayan adherido posteriormente al
mismo.
Salvo denuncia, el Convenio se renovará tácitamente cada cinco años.
La  denuncia  deberá  notificarse  al  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores  de  los
Países Bajos al menos seis meses antes del vencimiento del plazo de cinco
años.
Podrá limitarse a ciertos territorios a los que se aplique el Convenio.
La denuncia sólo tendrá efecto con respecto al Estado que la haya notificado.
El Convenio permanecerá en vigor para los demás Estados contratantes.

Artículo 15
El Ministerio de Asuntos Exteriores de los Países Bajos notificará a los Estados
a que se hace referencia en el artículo 10, así como a los Estados que se
hayan adherido conforme al artículo 12:
a) las notificaciones a las que se refiere el artículo 6, párrafo segundo;
b) las firmas y ratificaciones previstas en el artículo 10;
c) la  fecha en la  que el  presente Convenio entrará en vigor  conforme a lo
previsto en el artículo 11, párrafo primero;
d) las adhesiones y objeciones mencionadas en el artículo 12 y la fecha en la
que las adhesiones hayan de tener efecto;
e) las extensiones previstas  en el  artículo  13 y la  fecha en la  que tendrán
efecto;
f) las denuncias reguladas en el párrafo tercero del artículo 14.
 
En fe de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman el presente
Convenio.
Hecho en La Haya, el 5 de octubre de 1961, en francés e inglés, haciendo fe el
texto francés en caso de divergencia entre ambos textos, en un solo ejemplar,
que deberá depositarse en los archivos del Gobierno de los Países Bajos y del
que se remitirá por vía  diplomática una copia auténtica, a cada uno de los
Estados representados en la Novena Sesión de la Conferencia de La Haya de
Derecho Internacional Privado, y también a Islandia, Irlanda, Liechtenstein y
Turquía.
Anexo al Convenio
Modelo de Apostilla *
La Apostilla tendrá la forma de un cuadrado de 9 centímetros de lado, como
mínimo
 
APOSTILLE
(Convention de La Haye du 5 octobre 1961)
1.
País:..........................................................................
El presente documento público
2. ha sido firmado por.................................................
3. quien actúa en calidad de........................................
4. y está revestido del sello/timbre de........................
..............................................................................
Certificado
5. en ............................ 6. el día .......................
7. por...........................................................................
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................................................. ..............................
8. Nº ...........................
9. Sello/timbre: 10. Firma:
........................ ..........................................
* Aunque se incluye aquí la versión castellana, debe recordarse la obligación
impuesta por el artículo 4 del Convenio.
 
 

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Albania 3-IX-2003 A** 9-V-2004 1

Alemania 5-X-1961 15-XII-1965 R 13-II-1966 1 N

Argentina 8-V-1987 A 18-II-1988 1 D

Australia 11-VII-1994 A 16-III-1995 1 D

Austria 5-X-1961 14-XI-1967 R 13-I-1968 1

Belarús 16-VI-1992 Su 31-V-1992 1

Bélgica 10-III-1970 11-XII-1975 R 9-II-1976 1

Bosnia  y
Herzegovina

23-VIII-1993 Su 6-III-1992 1 D

Bulgaria 1-VIII-2000 A 29-IV-2001 1

China,
República
Popular

C 2 D,N

Chipre 26-VII-1972 A 30-IV-1973 1

Corea,
República
de

25-X-2006 A 14-VII-2007 1

Costa Rica 6-IV-2011 A 14-XII-2011 1

Croacia 23-IV-1993 Su 8-X-1991 1

Dinamarca 20-X-2006 30-X-2006 R 29-XII-2006 1 D

Ecuador 2-VII-2004 A 2-IV-2005 1 D

Eslovaquia 6-VI-2001 A 18-II-2002 1

Eslovenia 8-VI-1992 Su 25-VI-1991 1

España 21-X-1976 27-VII-1978 R 25-IX-1978 1 D

Estados
Unidos  de
América

24-XII-1980 A 15-X-1981 1 D

Estonia 11-XII-2000 A 30-IX-2001 1

Finlandia 13-III-1962 27-VI-1985 R 26-VIII-1985 1

Francia 9-X-1961 25-XI-1964 R 24-I-1965 1 D
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Georgia 21-VIII-2006 A** 14-V-2007 1 D

Grecia 5-X-1961 19-III-1985 R 18-V-1985 1

Hungría 18-IV-1972 A 18-I-1973 1 D

India 26-X-2004 A** 14-VII-2005 1

Irlanda 29-X-1996 8-I-1999 R 9-III-1999 1

Islandia 7-IX-2004 28-IX-2004 R 27-XI-2004 1

Israel 11-XI-1977 A 14-VIII-1978 1

Italia 15-XII-1961 13-XII-1977 R 11-II-1978 1

Japón 12-III-1970 28-V-1970 R 27-VII-1970 1

La  ex
República
Yugoslava
de
Macedonia

20-IX-1993 Su 17-XI-1991 1

Letonia 11-V-1995 A 30-I-1996 1

Lituania 5-XI-1996 A 19-VII-1997 1

Luxemburgo 5-X-1961 4-IV-1979 R 3-VI-1979 1

Malta 12-VI-1967 A 3-III-1968 1

Mauricio 20-XII-1968 Su 12-III-1968 1

México 1-XII-1994 A 14-VIII-1995 1

Mónaco 24-IV-2002 A 31-XII-2002 1

Montenegro 30-I-2007 Su 3-VI-2006 1

Noruega 30-V-1983 30-V-1983 R 29-VII-1983 1

Nueva
Zelandia

7-II-2001 A 22-XI-2001 1 D

Países
Bajos

30-XI-1962 9-VIII-1965 R 8-X-1965 4 1 D

Panamá 30-X-1990 A 4-VIII-1991 1

Paraguay 10-XII-2013 A 30-VIII-2014 1

Perú 13-I-2010 A** 30-IX-2010 1

Polonia 19-XI-2004 A 14-VIII-2005 1

Portugal 20-VIII-1965 6-XII-1968 R 4-II-1969 1 D

Reino Unido
de  Gran
Bretaña  e
Irlanda  del
Norte

19-X-1961 21-VIII-1964 R 24-I-1965 13 1 D
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

República
Checa

23-VI-1998 A 16-III-1999 1

Rumania 7-VI-2000 A 16-III-2001 1

Rusia,
Federación
de

4-IX-1991 Su 31-V-1992 1 N

Serbia 26-IV-2001 Su 27-IV-1992 1 D

Sudáfrica 3-VIII-1994 A 30-IV-1995 1

Suecia 2-III-1999 2-III-1999 R 1-V-1999 1

Suiza 5-X-1961 10-I-1973 R 11-III-1973 1

Suriname 29-X-1976 Su 25-XI-1975 1

Turquía 8-V-1962 31-VII-1985 R 29-IX-1985 1

Ucrania 2-IV-2003 A 22-XII-2003 1

Uruguay 9-II-2012 A 14-X-2012 1

Venezuela 1-VII-1998 A 16-III-1999 1

Estados  no  Miembros  de  la  Organización  (Haga  clic  aquí  para  los
Miembros)

Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Andorra 15-IV-1996 A 31-XII-1996 1

Antigua  y
Barbuda

1-V-1985 Su 1-XI-1981 1

Armenia 19-XI-1993 A 14-VIII-1994 1

Azerbaiyán 13-V-2004 A** 2-III-2005 1

Bahamas 30-IV-1976 Su 10-VII-1973 1

Bahrein 10-IV-2013 A 31-XII-2013 1 D

Barbados 11-VIII-1995 Su 30-XI-1966 1

Belice 17-VII-1992 A 11-IV-1993 1

Botswana 16-IX-1968 Su 30-IX-1966 1

Brunei
Darussalam

23-II-1987 A 3-XII-1987 1

Cabo Verde 7-V-2009 A 13-II-2010 1

Colombia 27-IV-2000 A 30-I-2001 1 D

Cook, Islas 13-VII-2004 A 30-IV-2005 1

Dominica 22-X-2002 Su 3-XI-1978 1

El Salvador 14-IX-1995 A 31-V-1996 1

Fiji 29-III-1971 Su 10-X-1970 1
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Estados F1 R/A/Su 2 Tipo 3 VIG 4 Ext 5 Aut 6 Res/D/N 7

Granada 17-VII-2001 A 7-IV-2002 1

Honduras 20-I-2004 A 30-IX-2004 1

Kazajstán 5-IV-2000 A 30-I-2001 1 D

Kirguistán 15-XI-2010 A** 31-VII-2011 1

Lesotho 24-IV-1972 Su 4-X-1966 1

Liberia 24-V-1995 A** 8-II-1996 1

Liechtenstein 18-IV-1962 19-VII-1972 R 17-IX-1972 1

Malawi 24-II-1967 A 2-XII-1967 1

Marshall,
Islas

18-XI-1991 A 14-VIII-1992 1

Mongolia 2-IV-2009 A** 31-XII-2009 1

Namibia 25-IV-2000 A 30-I-2001 1

Nicaragua 7-IX-2012 A 14-V-2013 1

Niue 10-VI-1998 A 2-III-1999 1

Omán 12-V-2011 A 30-I-2012 1

República de
Moldova

19-VI-2006 A** 16-III-2007 1

República
Dominicana

12-XII-2008 A** 30-VIII-2009 1

Saint  Kitts  y
Nevis

26-II-1994 A 14-XII-1994 1

Samoa 18-I-1999 A 13-IX-1999 1

San Marino 26-V-1994 A 13-II-1995 1

San  Vicente
y  las
Granadinas

2-V-2002 Su 27-X-1979 1

Santa Lucía 5-XII-2001 A 31-VII-2002 1

Santo  Tomé
y Príncipe

19-XII-2007 A 13-IX-2008 1

Seychelles 9-VI-1978 A 31-III-1979 1

Swazilandia 3-VII-1978 Su 6-IX-1968 1

Tonga 28-X-1971 Su 4-VI-1970 1 D

Trinidad  y
Tabago

28-X-1999 A 14-VII-2000 1

Uzbekistán 25-VII-2011 A** 15-IV-2012 1

Vanuatu 1-VIII-2008 Su 30-VII-1980 1
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1) F = Firma
2) R/A/Su = Ratificación, Adhesión o Sucesión
3) Tipo = R: Ratificación o aprobación;
A: Adhesión;
A*: Adhesión sometida al procedimiento de aceptación; haga clic en A* para 
más detalles sobre las aceptaciones de la adhesión;
C: Continuación;
Su: Sucesión;
Den: Denuncia;
4) VIG = Entrada en vigor
5) Ext = Extensiones de la aplicación
6) Aut = Designación de Autoridades
7) Res/D/N = Reservas, declaraciones o notificaciones
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- Convención  sobre  el  Reconocimiento  y  Ejecución  de  las  Sentencias
Arbitrales Extranjeras (Nueva York 1958). Aprobada por Uruguay por Decreto
ley Nº 15.229 del 8 de diciembre de 1981.

Artículo I

1. La presente Convención se aplicará al reconocimiento y la ejecución de las
sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado distinto de aquel en
que se  pide  el  reconocimiento  y  la  ejecución  de  dichas sentencias,  y  que
tengan  su  origen  en  diferencias  entre  personas  naturales  o  jurídicas.  Se
aplicará también a las sentencias arbitrales que no sean consideradas como
sentencias nacionales en el  Estado en el  que se pide su reconocimiento y
ejecución.

2.  La  expresión  "sentencia  arbitral"  no  sólo  comprenderá  las  sentencias
dictadas por los árbitros nombrados para casos determinados, sino también las
sentencias  dictadas  por  los  órganos  arbitrales  permanentes  a  los  que  las
partes se hayan sometido.

3. En el momento de firmar o de ratificar la presente Convención, de adherirse
a ella o de hacer la notificación de su extensión prevista en el artículo X, todo
Estado  podrá,  a  base  de  reciprocidad,  declarar  que  aplicará  la  presente
Convención al  reconocimiento y a la  ejecución de las sentencias arbitrales
dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente. Podrá también
declarar que sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales por su derecho
interno.

Artículo II

1. Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá el acuerdo por escrito
conforme  al  cual  las  partes  se  obliguen  a  someter  a  arbitraje  todas  las
diferencias o ciertas diferencias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas
respecto  a  una  determinada  relación  jurídica,  contractual  o  no  contractual,
concerniente a un asunto que pueda ser resuelto por arbitraje.

2.  La expresión "acuerdo por escrito"  denotará una cláusula compromisoria
incluida en un contrato o un compromiso, firmados por las partes o contenidos
en un canje de cartas o telegramas.

3. El tribunal de uno de los Estados Contratantes al que se someta un litigio
respecto del  cual  las partes hayan concluido un acuerdo en el  sentido del
presente artículo, remitirá a las partes al arbitraje, a instancia de una de ellas,
a menos que compruebe que dicho acuerdo es nulo, ineficaz o inaplicable.

Artículo III

Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá la autoridad de la sentencia
arbitral  y  concederá  su  ejecución  de  conformidad  con  las  normas  de
procedimiento vigentes en el territorio donde la sentencia sea invocada, con
arreglo a las condiciones que se establecen en los artículos siguientes. Para el
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reconocimiento o la ejecución de las sentencias arbitrales a que se aplica la
presente  Convención,  no  se  impondrán  condiciones  apreciablemente  más
rigurosas,  ni  honorarios  o  costas  más  elevados,  que  los  aplicables  al
reconocimiento o a la ejecución de las sentencias arbitrales nacionales.

Artículo IV

1.  Para  obtener  el  reconocimiento  y  la  ejecución  previstos  en  el  artículo
anterior, la parte que pida el reconocimiento y la ejecución deberá presentar,
junto con la demanda:

a) El original debidamente autenticado de la sentencia o una copia de ese
original que reúna las condiciones requeridas para su autenticidad;

b) El original del acuerdo a que se refiere el artículo II, o una copia que
reúna las condiciones requeridas para su autenticidad.
2. Si esa sentencia o ese acuerdo no estuvieran en un idioma oficial del país
en  que  se  invoca  la  sentencia,  la  parte  que  pida  el  reconocimiento  y  la
ejecución de esta última deberá presentar  una traducción a ese idioma de
dichos  documentos.  La  traducción  deberá  ser  certificada  por  un  traductor
oficial o un traductor jurado, o por un agente diplomático o consular.

Artículo V

1. Sólo se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a
instancia de la parte contra la cual es invocada, si esta parte prueba ante la
autoridad competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución:

a) Que las partes en el  acuerdo a que se refiere el  artículo  II  estaban
sujetas a alguna incapacidad en virtud de la ley que le es aplicable o que dicho
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si
nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se
haya dictado la sentencia; o

b) Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no ha sido
debidamente notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de
arbitraje o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de
defensa; o

c) Que  la  sentencia  se  refiere  a  una  diferencia  no  prevista  en  el
compromiso  o  no  comprendida  en  las  disposiciones  de  la  cláusula
compromisoria,  o  contiene  decisiones  que  exceden  de  los  términos  del
compromiso o de la cláusula compromisoria; no obstante, si las disposiciones
de la sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden
separarse  de  las  que  no  han  sido  sometidas  al  arbitraje,  se  podrá  dar
reconocimiento y ejecución a las primeras; o

d) Que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se
han  ajustado  al  acuerdo  celebrado  entre  las  partes  o,  en  defecto  de  tal
acuerdo, que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no
se han ajustado a la ley del país donde se ha efectuado el arbitraje; o
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e) Que la sentencia no es aún obligatoria para las partes o ha sido anulada
o suspendida por una autoridad competente del país en que, o conforme a
cuya ley, ha sido dictada esa sentencia.
2.  También  se  podrá  denegar  el  reconocimiento  y  la  ejecución  de  una
sentencia  arbitral  si  la  autoridad  competente  del  país  en  que  se  pide  el
reconocimiento y la ejecución, comprueba:

a) Que,  según  la  ley  de  ese  país,  el  objeto  de  la  diferencia  no  es
susceptible de solución por vía de arbitraje; o

b) Que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serían contrarios al
orden público de ese país.
Artículo VI

Si se ha pedido a la autoridad competente prevista en el artículo V, párrafo 1
e), la anulación o la suspensión de la sentencia, la autoridad ante la cual se
invoca dicha sentencia podrá, si lo considera procedente, aplazar la decisión
sobre  la  ejecución  de  la  sentencia  y,  a  instancia  de  la  parte  que  pida  la
ejecución, podrá también ordenar a la otra parte que dé garantías apropiadas.

Artículo VII

1. Las disposiciones de la presente Convención no afectarán la validez de los
acuerdos multilaterales o bilaterales relativos al reconocimiento y la ejecución
de  las  sentencias  arbitrales  concertados  por  los  Estados  Contratantes  ni
privarán a ninguna de las partes interesadas de cualquier derecho que pudiera
tener a hacer valer una sentencia arbitral en la forma y medida admitidas por la
legislación o los tratados del país donde dicha sentencia se invoque.

2. El Protocolo de Ginebra de 1923 relativo a las Cláusulas de arbitraje y la
Convención  de  Ginebra  de  1927  sobre  la  ejecución  de  las  Sentencias
Arbitrales Extranjeras dejarán de surtir efectos entre los Estados Contratantes
a partir  del momento y en la medida en que la presente Convención tenga
fuerza obligatoria para ellos.

Artículo VIII

1. La presente Convención estará abierta hasta el 31 de diciembre de 1958 a
la firma de todo Miembro de las Naciones Unidas, así como de cualquier otro
Estado que sea o llegue a ser miembro de cualquier organismo especializado
de las Naciones Unidas, o sea o llegue a ser parte en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia, o de todo otro Estado que haya sido invitado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas.

2.  La  presente  Convención  deberá  ser  ratificada  y  los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo IX
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1.  Podrán adherirse a la  presente Convención todos los Estados a que se
refiere el artículo VIII.

2.  La  adhesión  se  efectuará  mediante  el  depósito  de  un  instrumento  de
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo X

1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma, de la ratificación o
de la adhesión, que la presente Convención se hará extensiva a todos los
territorios cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo, o a uno o varios
de  ellos.  Tal  declaración  surtirá  efecto  a  partir  del  momento  en  que  la
Convención entre en vigor para dicho Estado.

2.  Posteriormente,  esa  extensión  se  hará  en  cualquier  momento  por
notificación  dirigida  al  Secretario  General  de  las  Naciones Unidas y  surtirá
efecto a partir del nonagésimo día siguiente a la fecha en que el Secretario
General de las Naciones Unidas haya recibido tal notificación o en la fecha de
entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta última fecha fuere
posterior.

3.  Con respecto  a  los  territorios  a  los  que no se  haya  hecho extensiva  la
presente Convención en el  momento de la  firma,  de la  ratificación o de la
adhesión,  cada  Estado  interesado  examinará  la  posibilidad  de  adoptar  las
medidas  necesarias  para  hacer  extensiva  la  aplicación  de  la  presente
Convención a tales territorios, a reserva del consentimiento de sus gobiernos
cuando sea necesario por razones constitucionales.

Artículo XI

Con  respecto  a  los  Estados  federales  o  no  unitarios,  se  aplicarán  las
disposiciones siguientes:

a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la competencia legislativa del poder federal, las obligaciones del
gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de los Estados
Contratantes que no son Estados federales;

b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la competencia legislativa de cada uno de los Estados o provincias
constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federación, no
estén obligados a adoptar medidas legislativas, el gobierno federal, a la mayor
brevedad posible y con su recomendación favorable, pondrá dichos artículos
en conocimiento de las autoridades competentes de los Estados o provincias
constituyentes;

c) Todo  Estado  federal  que  sea  Parte  en  la  presente  Convención
proporcionará, a solicitud de cualquier otro Estado Contratante que le haya
sido transmitida por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
una exposición de la legislación y de las prácticas vigentes en la federación y
en sus entidades constituyentes con respecto a determinada disposición de la

302



Convención, indicando la medida en que por acción legislativa o de otra índole,
se haya dado efecto a tal disposición.
Artículo XII

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la
fecha del depósito del tercer instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto a cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a
ella después del depósito del tercer instrumento de ratificación o de adhesión,
la presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha
del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo XIII

1. Todo Estado Contratante podrá denunciar la presente Convención mediante
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La
denuncia  surtirá  efecto  un  año  después  de  la  fecha  en  que  el  Secretario
General haya recibido la notificación.

2. Todo Estado que haya hecho una declaración o enviado una notificación
conforme a lo previsto en el artículo X, podrá declarar en cualquier momento
posterior, mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas, que la Convención dejará de aplicarse al territorio de que se trate un
año  después  de  la  fecha  en  que  el  Secretario  General  haya  recibido  tal
notificación.

3. La presente Convención seguirá siendo aplicable a las sentencias arbitrales
respecto  de  las  cuales  se  haya  promovido  un  procedimiento  para  el
reconocimiento o la ejecución antes de que entre en vigor la denuncia.

Artículo XIV

Ningún  Estado  Contratante  podrá  invocar  las  disposiciones  de  la  presente
Convención respecto de otros Estados Contratantes más que en la medida en
que él mismo esté obligado a aplicar esta Convención.

Artículo XV

El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Estados a
que se refiere el artículo VIII:

a) Las firmas y ratificaciones previstas en el artículo VIII;

b) Las adhesiones previstas en el artículo IX;

c) Las declaraciones y notificaciones relativas a los artículos I, X y XI;

d) La  fecha  de  entrada  en  vigor  de  la  presente  Convención,  en
conformidad con el artículo XII;

e) Las denuncias y notificaciones previstas en el artículo XIII.
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Artículo XVI

1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso
serán igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones
Unidas.

2.  El  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas  transmitirá  una  copia
certificada de la presente Convención a los Estados a que se refiere el artículo
VIII.

RESERVAS Y DECLARACIONES

Argentina.

Con sujeción a la declaración contenida en el Acta Final.

Dicha  declaración  dice  lo  siguiente:  "Si  otra  Parte  Contratante  hace  la
aplicación  de la  Convención extensiva  a territorios bajo la  soberanía  de la
República Argentina, los derechos de esta no se verán afectados en modo
alguno por esa extensión".

Austria.

La República de Austria aplicará la Convención, de conformidad con la primera
oración del párrafo 3 del artículo I de ésta, al reconocimiento y a la ejecución
de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante
únicamente.

Botswana.

La República de Botswana sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos
de relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales con
arreglo al derecho de Botswana.

La  República  de  Botswana  aplicará  la  Convención  al  reconocimiento  y
ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante.

Bulgaria.

Bulgaria  aplicará  la  Convención  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante.
Respecto de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de Estados no
contratantes, sólo aplicará la Convención en la medida en que esos Estados
concedan un trato recíproco.

Checoslovaquia.

Checoslovaquia aplicará la Convención al reconocimiento y ejecución de las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante.
Respecto  de  las  sentencias  dictadas  en  el  territorio  de  Estados  no
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contratantes, sólo aplicará la Convención en la medida en que esos Estados
concedan un trato recíproco.

Ecuador.

Ecuador,  con  base  en  la  reciprocidad,  aplicará  la  Convención  al
reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  el
territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente  si  dichas  sentencias  se
dictaron  respecto  de  litigios  surgidos  de  relaciones  jurídicas  consideradas
comerciales con arreglo al derecho ecuatoriano.

Estados Unidos de América.

Los  Estados  Unidos  de  América  aplicarán  la  Convención,  a  base  de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente.

Los Estados Unidos de América sólo aplicarán la  Convención a los litigios
surgidos  de  relaciones  jurídicas,  sean  o  no  contractuales,  consideradas
comerciales con arreglo al derecho interno de los Estados Unidos.

En una comunicación recibida el 3 de noviembre de 1970, el Gobierno de los
Estados Unidos de América notificó al Secretario General que la Convención
se  aplicaría  a  todos  los  territorios  de  cuyas  relaciones  internacionales  se
encargaran los Estados Unidos de América.

Filipinas. (en el momento de la firma)

La  delegación  de  Filipinas  firma  ad  referendum  esta  Convención,  con  la
reserva  de que lo  hace sobre  una base de reciprocidad,  y  manifiesta  que
Filipinas aplicará la Convención al reconocimiento y ejecución de sentencias
arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente, con
arreglo al párrafo 3 del artículo I de la Convención.

(En el momento de la ratificación)

Filipinas aplicará la Convención a base de reciprocidad, al reconocimiento y la
ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante únicamente y sólo a los litigios surgidos de relaciones jurídicas,
sean o  no  contractuales,  consideradas  comerciales  con arreglo  al  derecho
interno del Estado que haga dicha declaración.

Francia.

En  una  notificación  hecha  al  depositar  el  instrumento  de  ratificación,  el
Gobierno de Francia manifestó que la Convención se haría extensiva a todos
los territorios de la República Francesa.

Respecto  de  la  posibilidad  ofrecida  por  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, Francia declara que aplicará la Convención, sobre una base de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
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dictadas  en el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente;  manifiesta
además que aplicará la Convención sólo a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean contractuales o no, consideradas comerciales con arreglo a su
derecho interno.

Hungría.

la  República  Popular  Húngara  aplicará  la  Convención  solamente  al
reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  el
territorio de cualquiera de los demás Estados Contratantes, y que se refieran a
litigios  surgidos  respecto  de  una  relación  jurídica  que  el  derecho  húngaro
considere comercial.

India.

De conformidad con el artículo I de la Convención, el  Gobierno de la India
declara que sólo aplicará la Convención al reconocimiento y la ejecución de las
sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado que sea Parte en la
Convención.  Declara además que aplicará la Convención únicamente a los
litigios surgidos en relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas
comerciales con arreglo al derecho de la India.

Japón.

sólo aplicará la Convención al reconocimiento y la ejecución de las sentencias
arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante.

Madagascar.

La  República  Malgache  declara  que  aplicará  la  Convención,  a  base  de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente:  declara
además que sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales con arreglo a su
derecho interno.

Marruecos.

El Gobierno de su Majestad el Rey de Marruecos sólo aplicará la Convención
al reconocimiento y la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el
territorio de otro Estado Contratante.

Nigeria.

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, el  Gobierno Militar Federal de la República Federal de Nigeria
declara que aplicará la Convención, a base de reciprocidad, al reconocimiento
y la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado
Parte  en  la  Convención  y  a  los  litigios  surgidos  de  relaciones  jurídicas,
contractuales o no, que se consideren comerciales con arreglo a las leyes de
la República Federal de Nigeria.
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Noruega.

1. Aplicaremos la Convención solamente al reconocimiento y ejecución de las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  uno  de  los  Estados
Contratantes.

2. No aplicaremos la Convención a las controversias cuyo objeto sean bienes
inmuebles situados en Noruega, o algún derecho respecto de dichos bienes.

Países Bajos.

El instrumento de ratificación establece que la Convención se ratifica respecto
del Reino en Europa, Surinam y las Antillas Neerlandesas.

En  lo  tocante  al  párrafo  3  del  artículo  I  de  la  Convención  sobre  el
reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  extranjeras,  el
Gobierno del Reino declara que aplicará la Convención al reconocimiento y a
la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante únicamente.

Polonia.

Con la reserva mencionada en el párrafo 3 del artículo I.

República Centroafricana.

Refiriéndose  a  la  posibilidad  ofrecida  por  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, la República Centroafricana declara que aplicará la Convención, a
base  de  reciprocidad,  al  reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias
arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente;
declara  además que sólo  aplicará  la  Convención a  los  litigios  surgidos de
relaciones jurídicas, sean contractuales o no, consideradas comerciales con
arreglo a su derecho interno.

República Federal de Alemania.

1) La Convención se aplicará también al Land de Berlín a partir de la fecha en
que la Convención entre en vigor para la República Federal de Alemania.

2) Respecto del párrafo I del artículo I, y de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 3 del artículo I de la Convención, la República Federal de Alemania
aplicará la Convención al reconocimiento y a la ejecución de las sentencias
arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente.

República Socialista Soviética de Bielorrusia.

La República Socialista Soviética de Bielorrusia aplicará las disposiciones de
esta  Convención  respecto  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  los
territorios de Estados no contratantes sólo a base de reciprocidad.
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República Socialista Soviética de Ucrania.

La República Socialista Soviética de Ucrania aplicará las disposiciones de esta
Convención respecto de las sentencias arbitrales dictadas en los territorios de
Estados no contratantes sólo a base de reciprocidad.

República Unida de Tanzania.

El  Gobierno  de  la  República  Unida  de  Tanganyika  y  Zanzibar  aplicará  la
Convención, de conformidad con la primera oración del párrafo 3 de su artículo
I, al reconocimiento y a la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el
territorio de otro Estado Contratante únicamente.

Rumania.

La República Socialista de Rumania sólo aplicará la Convención a los litigios
surgidos  en  relaciones  jurídicas,  sean  contractuales  o  no,  consideradas
comerciales con arreglo a su legislación.

La República Socialista de Rumania aplicará la Convención al reconocimiento
y ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante. En lo tocante a las sentencias arbitrales dictadas en el territorio
de determinados Estados no contratantes, aplicará la Convención sólo a base
de reciprocidad establecida por acuerdo conjunto entre las partes.

Estado Notas Firma

Ratificación,  adhesión(*),
aprobación(†),
aceptación(‡)  o
sucesión(§)

Entrada  en
vigor

Afganistán (a), (c)  30/11/2004(*) 28/02/2005
Albania   27/06/2001(*) 25/09/2001
Alemania  10/06/1958 30/06/1961 28/09/1961
Antigua y Barbuda (a), (c)  02/02/1989(*) 03/05/1989
Arabia Saudita (a)  19/04/1994(*) 18/07/1994
Argelia (a), (c)  07/02/1989(*) 08/05/1989
Argentina (a), (c) 26/08/1958 14/03/1989 12/06/1989
Armenia (a), (c)  29/12/1997(*) 29/03/1998
Australia   26/03/1975(*) 24/06/1975
Austria   02/05/1961(*) 31/07/1961
Azerbaiyán   29/02/2000(*) 29/05/2000
Bahamas   20/12/2006(*) 20/03/2007
Bahrein (a), (c)  06/04/1988(*) 05/07/1988
Bangladesh   06/05/1992(*) 04/08/1992
Barbados (a), (c)  16/03/1993(*) 14/06/1993
Belarús (b) 29/12/1958 15/11/1960 13/02/1961
Bélgica (a) 10/06/1958 18/08/1975 16/11/1975
Benin   16/05/1974(*) 14/08/1974
Bolivia  (Estado
Plurinacional de)

  28/04/1995(*) 27/07/1995
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Bosnia y Herzegovina
(a),
(c), (i)

 01/09/1993(§) 06/03/1992

Botswana (a), (c)  20/12/1971(*) 19/03/1972
Brasil   07/06/2002(*) 05/09/2002
Brunei Darussalam (a)  25/07/1996(*) 23/10/1996
Bulgaria (a), (b) 17/12/1958 10/10/1961 08/01/1962
Burkina Faso   23/03/1987(*) 21/06/1987
Camboya   05/01/1960(*) 04/04/1960
Camerún   19/02/1988(*) 19/05/1988
Canadá (d)  12/05/1986(*) 10/08/1986
Chile   04/09/1975(*) 03/12/1975

China
(a),
(c), (h)

 22/01/1987(*) 22/04/1987

Chipre (a), (c)  29/12/1980(*) 29/03/1981
Colombia   25/09/1979(*) 24/12/1979
Costa Rica  10/06/1958 26/10/1987 24/01/1988
Côte d'Ivoire   01/02/1991(*) 02/05/1991

Croacia
(a),
(c), (i)

 26/07/1993(§) 08/10/1991

Cuba (a), (c)  30/12/1974(*) 30/03/1975

Dinamarca
(a),
(c), (f)

 22/12/1972(*) 22/03/1973

Djibouti (a), (c)  14/06/1983(§) 27/06/1977
Dominica   28/10/1988(*) 26/01/1989
Ecuador (a), (c) 17/12/1958 03/01/1962 03/04/1962
Egipto   09/03/1959(*) 07/06/1959
El Salvador  10/06/1958 26/02/1998 27/05/1998
Emiratos  Árabes
Unidos (los)

  21/08/2006(*) 19/11/2006

Eslovaquia (a), (b)  28/05/1993(§) 01/01/1993
Eslovenia (i)  06/07/1992(§) 25/06/1991
España   12/05/1977(*) 10/08/1977
Estados  Unidos  de
América (los)

(a), (c)  30/09/1970(*) 29/12/1970

Estonia   30/08/1993(*) 28/11/1993
Federación de Rusia (b) 29/12/1958 24/08/1960 22/11/1960
Fiji   27/09/2010(*) 26/12/2010
Filipinas (a), (c) 10/06/1958 06/07/1967 04/10/1967
Finlandia  29/12/1958 19/01/1962 19/04/1962
Francia (a) 25/11/1958 26/06/1959 24/09/1959
Gabón   15/12/2006(*) 15/03/2007
Georgia   02/06/1994(*) 31/08/1994
Ghana   09/04/1968(*) 08/07/1968
Grecia (a), (c)  16/07/1962(*) 14/10/1962
Guatemala (a), (c)  21/03/1984(*) 19/06/1984
Guinea   23/01/1991(*) 23/04/1991
Haití   05/12/1983(*) 04/03/1984
Honduras (a),  03/10/2000(*) 01/01/2001
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(c) 
Hungría (a), (c)  05/03/1962(*) 03/06/1962
India (a), (c) 10/06/1958 13/07/1960 11/10/1960
Indonesia (a), (c)  07/10/1981(*) 05/01/1982
Irán  (República
Islámica del)

(a), (c)  15/10/2001(*) 13/01/2002

Irlanda (a)  12/05/1981(*) 10/08/1981
Islandia   24/01/2002(*) 24/04/2002
Islas Cook   12/01/2009(*) 12/04/2009
Islas Marshall   21/12/2006(*) 21/03/2007
Israel  10/06/1958 05/01/1959 07/06/1959
Italia   31/01/1969(*) 01/05/1969
Jamaica (a), (c)  10/07/2002(*) 08/10/2002
Japón (a)  20/06/1961(*) 18/09/1961
Jordania  10/06/1958 15/11/1979 13/02/1980
Kazajstán   20/11/1995(*) 18/02/1996
Kenya (a)  10/02/1989(*) 11/05/1989
Kirguistán   18/12/1996(*) 18/03/1997
Kuwait (a)  28/04/1978(*) 27/07/1978
La  ex  República
Yugoslava  de
Macedonia

(c), (i)  10/03/1994(§) 17/11/1991

Lesotho   13/06/1989(*) 11/09/1989
Letonia   14/04/1992(*) 13/07/1992
Líbano (a)  11/08/1998(*) 09/11/1998
Liberia   16/09/2005(*) 15/12/2005
Liechtenstein (a)  07/07/2011(*) 05/10/2011
Lituania (b)  14/03/1995(*) 12/06/1995
Luxemburgo (a) 11/11/1958 09/09/1983 08/12/1983
Madagascar (a), (c)  16/07/1962(*) 14/10/1962
Malasia (a), (c)  05/11/1985(*) 03/02/1986
Malí   08/09/1994(*) 07/12/1994
Malta (a), (i)  22/06/2000(*) 20/09/2000
Marruecos (a)  12/02/1959(*) 07/06/1959
Mauricio   19/06/1996(*) 17/09/1996
Mauritania   30/01/1997(*) 30/04/1997
México   14/04/1971(*) 13/07/1971
Mónaco (a), (c) 31/12/1958 02/06/1982 31/08/1982
Mongolia (a), (c)  24/10/1994(*) 22/01/1995

Montenegro
(a),
(c), (i)

 23/10/2006(§) 03/06/2006

Mozambique (a)  11/06/1998(*) 09/09/1998
Myanmar   16/04/2013(*) 15/07/2013
Nepal (a), (c)  04/03/1998(*) 02/06/1998
Nicaragua   24/09/2003(*) 23/12/2003
Níger   14/10/1964(*) 12/01/1965
Nigeria (a), (c)  17/03/1970(*) 15/06/1970
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Noruega (a), (j)  14/03/1961(*) 12/06/1961
Nueva Zelandia (a)  06/01/1983(*) 06/04/1983
Omán   25/02/1999(*) 26/05/1999
Países Bajos (los) (a), (e) 10/06/1958 24/04/1964 23/07/1964
Pakistán (a) 30/12/1958 14/07/2005 12/10/2005
Panamá   10/10/1984(*) 08/01/1985
Paraguay   08/10/1997(*) 06/01/1998
Perú   07/07/1988(*) 05/10/1988
Polonia (a), (c) 10/06/1958 03/10/1961 01/01/1962
Portugal (a)  18/10/1994(*) 16/01/1995
Qatar   30/12/2002(*) 30/03/2003
Reino Unido de Gran
Bretaña e Irlanda del
Norte

(a), (g)  24/09/1975(*) 23/12/1975

República Árabe Siria   09/03/1959(*) 07/06/1959
República
Centroafricana

(a), (c)  15/10/1962(*) 13/01/1963

República Checa (a), (b)  30/09/1993(§) 01/01/1993
República de Corea (a), (c)  08/02/1973(*) 09/05/1973
República  de
Moldova (la)

(a), (i)  18/09/1998(*) 17/12/1998

República
Democrática  Popular
Lao

  17/06/1998(*) 15/09/1998

República
Dominicana

  11/04/2002(*) 10/07/2002

República  Unida  de
Tanzanía

(a)  13/10/1964(*) 11/01/1965

Rumania
(a),
(b), (c)

 13/09/1961(*) 12/12/1961

Rwanda   31/10/2008(*) 29/01/2009
San Marino   17/05/1979(*) 15/08/1979
Santa Sede (a), (c)  14/05/1975(*) 12/08/1975
Santo  Tomé  y
Príncipe

  20/11/2012(*) 18/02/2013

San  Vicente  y  las
Granadinas

(a), (c)  12/09/2000(*) 11/12/2000

Senegal   17/10/1994(*) 15/01/1995

Serbia
(a),
(c), (i)

 12/03/2001(§) 27/04/1992

Singapur (a)  21/08/1986(*) 19/11/1986
Sri Lanka  30/12/1958 09/04/1962 08/07/1962
Sudáfrica   03/05/1976(*) 01/08/1976
Suecia  23/12/1958 28/01/1972 27/04/1972
Suiza  29/12/1958 01/06/1965 30/08/1965
Tailandia   21/12/1959(*) 20/03/1960

Tayikistán
(a),  (i),
(j)

 14/08/2012(*) 12/11/2012

Trinidad y Tabago (a), (c)  14/02/1966(*) 15/05/1966
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Túnez (a), (c)  17/07/1967(*) 15/10/1967
Turquía (a), (c)  02/07/1992(*) 30/09/1992
Ucrania (b) 29/12/1958 10/10/1960 08/01/1961
Uganda (a)  12/02/1992(*) 12/05/1992
Uruguay   30/03/1983(*) 28/06/1983
Uzbekistán   07/02/1996(*) 07/05/1996
Venezuela (República
Bolivariana de)

(a), (c)  08/02/1995(*) 09/05/1995

Viet Nam
(a),
(b), (c)

 12/09/1995(*) 11/12/1995

Zambia   14/03/2002(*) 12/06/2002
Zimbabwe   29/09/1994(*) 28/12/1994
Estados partes: 149
Notas
Declaraciones y demás notificaciones presentadas en cumplimiento del
artículo I, párrafo 3 y del artículo X, párrafo 1
(a) Este Estado sólo aplicará la Convención al reconocimiento y la ejecución
de laudos dictados en el territorio de otro Estado Contratante.
(b)  Con  respecto  a  los  laudos  dictados  en  el  territorio  de  Estados  no
contratantes, el Estado aplicará la Convención sólo en la medida en que estos
Estados otorguen un trato recíproco.
(c) Este Estado aplicará la Convención sólo a las controversias derivadas de
relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas como mercantiles
por el derecho interno.
(d)  El  Canadá  declaró  que  aplicaría  la  Convención  únicamente  a  las
controversias  derivadas  de  relaciones  jurídicas,  fueran  o  no  contractuales,
consideradas como mercantiles por el derecho interno del Canadá, excepto en
el caso de la Provincia de Quebec, donde la ley no preveía esa limitación.
(e) El 24 de abril de 1964, los Países Bajos declararon que la Convención se
aplicará a las Antillas Neerlandesas.
(f) El 10 de febrero de 1976, Dinamarca declaró que la Convención se aplicará
a las Islas Feroe y Groenlandia.
(g) El Reino Unido extendió la aplicación territorial  de la Convención, en el
caso  de  los  laudos  arbitrales  dictados  únicamente  en  el  territorio  de  otro
Estado Contratante, a los siguientes territorios: Gibraltar (24 de septiembre de
1975), Isla de Man (22 de febrero de 1979), Bermudas (14 de noviembre de
1979),  Islas Caimán (26 de noviembre de 1980),  Guernsey (19 de abril  de
1985)  y  Jersey  (28  de  mayo  de  2002). 
The United Kingdom also extended the territorial application of the Convention
to the British Virgin Islands (24 February 2014)
(h) Cuando recuperó la soberanía sobre Hong Kong el 1º de julio de 1997, el
Gobierno de China extendió la aplicación territorial de la Convención a Hong
Kong, Región Administrativa Especial de China, a reserva de la declaración
formulada inicialmente por China al adherirse a la Convención. El 19 de julio
de  2005,  China  declaró  que  la  Convención  se  aplicará  a  Macao,  Región
Administrativa  Especial  de  China,  a  reserva  de  la  declaración  formulada
inicialmente por China al adherirse a la Convención.
Reservas y otras notificaciones
(i)  Este  Estado  formuló  una  reserva  con  respecto  a  la  aplicación  de  la
Convención con carácter retroactivo.
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(j)  Este  Estado  formuló  una  reserva  con  respecto  a  la  aplicación  de  la
Convención en casos relativos a bienes inmuebles.
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2 - Regulaciones interamericanas

- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de letras de
cambio,  pagarés  y  facturas  (Panamá 1975).  Aprobada  por Uruguay  por
Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de 1976.

 Artículo 1

 La capacidad para obligarse mediante una letra de cambio se rige por la ley
del lugar donde la obligación ha sido contraída.

 Sin embargo, si la obligación hubiere sido contraída por quien fuere incapaz
según dicha ley, tal incapacidad no prevalecerá en el territorio de cualquier
otro  Estado  Parte  en  esta  Convención  cuya  ley  considerare  válida  la
obligación.

 

Artículo 2

 La forma del giro, endoso, aval, intervención, aceptación o protesto de una
letra de cambio, se somete a la ley del lugar en que cada uno de dichos actos
se realice.

 

Artículo3 
  
 Todas las obligaciones resultantes de una letra de cambio se rigen por la ley
del lugar donde hubieren sido contraídas.

 Artículo4 
  
 Si una o más obligaciones contraídas en una letra de cambio fueren inválidas
según la ley aplicable conforme a los artículos anteriores, dicha invalidez no
afectará aquellas otras obligaciones válidamente contraídas de acuerdo con la
ley del lugar donde hayan sido suscritas.

 Artículo 5

 Para los efectos de esta Convención, cuando una letra de cambio no indicare
el lugar en que se hubiere contraído una obligación cambiaria, ésta se regirá
por la ley del lugar donde la letra deba ser pagada, y si éste no constare, por
la del lugar de su emisión.

 Artículo 6

 Los procedimientos y plazos para la aceptación, el  pago y el  protesto, se
someten a la ley del lugar en que dichos actos se realicen o deban realizarse.

 Artículo 7
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 La ley del Estado donde la letra de cambio deba ser pagada determina las
medidas  que  han  de  tomarse  en  caso  de  robo,  hurto,  falsedad,  extravío,
destrucción o inutilización material del documento.

 Artículo 8

 Los tribunales del Estado Parte donde la obligación deba cumplirse o los del
Estado Parte donde el  demandado se encuentre domiciliado,  a opción del
actor, serán competentes para conocer de las controversias que se susciten
con motivo de la negociación de una letra de cambio.

 

Artículo 9

 Las disposiciones de los artículos anteriores son aplicables a los pagarés.

 

Artículo 10

 Las  disposiciones  de  los  artículos  anteriores  se  aplicarán  también  a  las
facturas entre Estados Partes en cuyas legislaciones tengan el carácter de
documento negociables.

 Cada Estado Parte informará a la Secretaría General de la Organización de
los  Estados  Americanos  si,  de  acuerdo  con  su  legislación,  la  factura
constituye documento negociable.

 Artículo 11

 La ley declarada aplicable por esta Convención podrá no ser aplicada en el
territorio del Estado Parte que la considere manifiestamente contraria a su
orden público.

 

Artículo 12

 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

 

Artículo 13

 La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

 Artículo 14

 La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado.  Los  instrumentos  de  adhesión  se  depositarán  en  la  Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 15

 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.
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 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

 Artículo 16

 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las
que se aplicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

 

Artículo 17

 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados  Partes  podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.  Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes. 

 Artículo 18

 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de los Estados Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá la información a
que se refiere el párrafo segundo del artículo 10 y las declaraciones previstas
en el artículo 16 de la presente Convención.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.

 HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMÁ, República de Panamá, el día treinta
de enero de mil novecientos setenta y cinco.

                                                                              
a.Argentina:                                                                  
                                                                              
(Información suministrada conforme al Artículo 10)                            
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En cumplimiento de lo establecido en el  Artículo 10,  segundo párrafo de la
referida  Convención,  cumplo  en  informar  a  Vuestra  Excelencia  que,  en  la
República  Argentina  en  virtud  de   las  disposiciones  del  Decreto  Ley  No.
6601/63,  el  documento  denominado  "factura  conformada",  tiene  carácter
negociable.                   
                                                                              
b.El Salvador:                                                                
                                                                              
(Declaración hecha al ratificar la Convención)                                
                                                                              
En relación al Artículo 10 de la Convención Interamericana sobre Conflictos de
Leyes en Materia de Letras de Cambio,   Pagarés y Facturas, "en El Salvador
las  Facturas  no  constituyen   Documentos
Negociables".                                                      
                                                                              
c.México:                                                                     
                                                                              
(Información suministrada conforme al Artículo 10)                            
                                                                              
Tengo la honra de referirme a la Convención Interamericana  sobre Conflictos
de Leyes en Materia de Letras de Cambio,  Pagarés y Facturas hecha en la
ciudad  de  Panamá,  el  30  de  enero   de
1975.                                                                      
Como es del conocimiento de Vuestra Excelencia, México es parte de dicha
Convención.  Al respecto, para los efectos de lo  dispuesto en el Artículo 10,
párrafo II de esa Convención,   notifico a Vuestra Excelencia que las facturas
no son   documentos negociables de conformidad con la legislación  mexicana
(12 de diciembre de 1983).                                           
                                                                              
d.Venezuela:                                                                  
                                                                              
(Información suministrada conforme al Artículo 10)                            
                                                                              
De  conformidad  con  el  Artículo  10  de  la  Convención Interamericana  sobre
Conflictos de Leyes en Materia  de Letras  de Cambio,  Pagarés y Facturas,
suscrita  en  Panamá  el  30  de enero  de  1975,  la  factura  no  constituye  un
documento   negociable, según la legislación interna de Venezuela.     

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   02/09/83       02/09/83       03/10/83 RA   
03/10/83  a
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
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Chile ...............   01/30/75       04/08/76       05/17/76 RA     
/  /     
Colombia ............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 RA     
/  /     
Ecuador .............   01/30/75       08/12/75       09/10/75 RA     
/  /     
El Salvador .........   01/30/75       06/27/80 D  b  08/11/80 RA   
08/11/80  b
Guatemala ...........   01/30/75       12/29/76       02/18/77 RA     
/  /     
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 RA     
/  /     
México ..............   10/27/77    1  02/13/78       03/27/78 RA   
12/12/83  c
Nicaragua ...........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 RA     
/  /     
Paraguay ............   08/26/75    1  12/02/76       12/15/76 RA     
/  /     
Perú ................   01/30/75       07/05/77       08/25/77 RA     
/  /     
República Dominicana    11/10/76       10/06/77       10/06/77 RA     
/  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA     
/  /     
Venezuela ...........   01/30/75       01/30/85       05/16/85 RA   
05/16/85  d
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de cheques 
(Panamá 1975). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.534 del 22 de 
junio de 1976.

Artículo 1
 Las disposiciones de la Convención Interamericana sobre Conflictos de Leyes
en Materia  de Letras de Cambio,  Pagarés y Facturas son aplicables a los
cheques, en cuanto fuere del caso con las siguientes modificaciones:
 La ley del Estado Parte en que el cheque debe pagarse determina:
 a.El  término  de  presentación; 
 b. Si puede ser aceptado, cruzado, certificado o confirmado, y los efectos de
esas operaciones;
 c. Los derechos del tenedor sobre la provisión de fondos y su naturaleza;
 d. Los derechos del girador para revocar el cheque u oponerse al pago;
 e.  La  necesidad  del  protesto  u  otro  acto  equivalente  para  conservar  los
derechos contra los endosantes, el girador u otros obligados, y
 f. Las demás situaciones referentes a las modalidades del cheque.

Artículo 2
 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 3
 La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 4
 La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado.  Los  instrumentos  de  adhesión  se  depositarán  en  la  Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 5
 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.
 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 6
 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las
que se aplicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se
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transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 7
 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados  Partes  podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos. Transcurrido un año contado a partir de la fecha de depósito del
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 8
 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá las declaraciones
previstas en el artículo 6 de la presente Convención.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.
 HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMÁ, República de Panamá, el día treinta de
enero de mil novecientos setenta y cinco.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Chile ...............   01/30/75       04/08/76       05/17/76 RA     
/  /     
Colombia ............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 RA     
/  /     
Ecuador .............   01/30/75       09/05/75       10/03/75 RA     
/  /     
El Salvador .........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   01/30/75       10/24/79       12/17/79 RA     
/  /     
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 RA     
/  /     
Nicaragua ...........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
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Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 RA     
/  /     
Paraguay ............   08/26/75    1  12/02/76       12/15/76 RA     
/  /     
Perú ................   01/30/75       07/05/77       08/25/77 RA     
/  /     
República Dominicana    11/10/76         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA     
/  /     
Venezuela ...........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
                                                                       
   

321



- Convención Interamericana sobre el régimen legal de los poderes para ser 
utilizados en el extranjero (Panamá 1975).  Aprobada por Uruguay por 
Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de 1976.

Artículo 1
Los poderes debidamente otorgados en uno de los Estados Partes en esta
Convención serán válidos en cualquiera de los otros, si cumplen con las reglas
establecidas en la Convención.

Artículo 2
Las formalidades y solemnidades relativas al  otorgamiento de poderes, que
hayan de ser utilizados en el extranjero se sujetarán a las leyes del Estado
donde se otorguen, a menos que el otorgante prefiera sujetarse a la ley del
Estado en que hayan  de ejercerse.  En todo caso,  si  la  ley de  este  último
exigiere solemnidades esenciales para la validez del poder, regirá dicha ley.

Artículo 3
Cuando en el Estado en que se otorga el poder es desconocida la solemnidad
especial  que  se  requiere  conforme  a  la  ley  del  Estado  en  que  haya  de
ejercerse,  bastará  que  se  cumpla  con  lo  dispuesto  en  el  artículo  7  de  la
presente Convención.

Artículo 4
Los requisitos de publicidad del poder se someten a la ley del Estado en que
éste se ejerce.

Artículo 5
Los efectos y el ejercicio del poder se sujetan a la ley del Estado donde éste se
ejerce.

Artículo 6
En todos los poderes el funcionario que los legaliza deberá certificar o dar fe si
tuviere facultades para ello, sobre lo siguiente:
a. La identidad del otorgante, así como la declaración del mismo acerca de su
nacionalidad, edad, domicilio y estado civil;
b. El derecho que el otorgante tuviere para conferir poder en representación de
otra persona física o
c.  La  existencia  legal  de  la  persona  moral  o  jurídica  en  cuyo  nombre  se
otorgare el poder;
d. La representación de la persona moral o jurídica, as! como el derechi que
tuviere el otorgante para conferir el poder.

Articulo 7
Si  en  el  Estado  del  otorgamiento  no  existiere  funcionario  autorizado  para
certificar  o  dar  fe  sobre  los  puntos  señalados  en  el  artículo  6,  deberán
observarse las siguientes formalidades:
a. El poder contendrá una declaración jurada o aseveración del otorgante de
decir verdad sobre lo dispuesto en la letra a) del artículo 6;
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b. Se agregarán al poder copias certificadas u otras pruebas con respecto a los
puntos señalados en las letras b), c) y d) del mismo artículo;
c. La firma del otorgante deberá ser autenticada;
d. Los demás requisitos establecidos por la ley del otorgamiento.

Artículo 8
Los poderes deberán ser legalizados cuando así lo exigiere la ley del lugar de
su ejercicio.

Artículo 9
Se traducirán al idioma oficial del Estado de su ejercicio los poderes otorgados
en idioma distinto.

Artículo 10
Esta  Convención  no  restringirá  las  disposiciones  de  convenciones  que  en
materia de poderes hubieran sido suscritas o se suscribieren en el futuro en
forma bilateral o multilateral por los Estados Partes; en particular el Protocolo
sobre  Uniformidad  del  Régimen  Legal  de  los  Poderes  o  Protocolo  de
Washington de 1940, o las prácticas más favorables que los Estados Partes
pudieran observar en la materia.

Artículo 11
No es necesario para la eficacia del poder que el apoderado manifieste en
dicho acto su aceptación. Esta resultará de su ejercicio.

Artículo 12
El Estado requerido podrá rehusar el cumplimiento de un poder cuando éste
sea manifiestamente contrario a su orden público.

Artículo 13
La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 14
La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 15
La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 16
La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.
Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
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Artículo 17
Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 18
La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un ano, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 19
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá las declaraciones
previstas en el artículo 17 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.
HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMÁ, República de Panamá, el dfa treinta de
enero de mil novecientos setenta y cinco.

                                                                              
a.Argentina:   (Declaraciones  interpretativas  hechas  al  ratificar
la  Convención)                                                                   
                                                                              
La República Argentina interpreta que también la validez  intrínseca del poder,
se  sujeta  a  la  ley  del  Estado  donde  éste se
ejerce.                                                                    
                                                                              
La  República  Argentina  interpreta,  con  relación  al   artículo  sexto,  que  la
expresión "funcionario que los   legaliza", se refiere a aquel funcionario ante
quien pasa o  quien autoriza el documento.                                                  
                                                                              
b.México:                                                                     
                                                                              
(Declaración hecha al ratificar la Convención)                                

324



                                                                              
Los Estados Unidos Mexicanos interpretan el Artículo 5 de  esta Convención
Interamericana en el sentido de que se   entenderá que el mandato ha sido
extendido  con  toda  la  amplitud   prevista  por  el  Artículo  4  del  Protocolo
mencionado  en  el    Artículo  10  de  la  Convención  Interamericana  sobre
Régimen Legal  de Poderes para ser Utilizados en el Extranjero. 

 

 INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   09/22/82       10/28/82 D  a  12/07/82 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83       04/20/88       01/17/89 RA     
/  /     
Brasil ..............   01/30/75       03/17/94       05/03/94 RA     
/  /     
Chile ...............   01/30/75       07/09/76       08/13/76 RA     
/  /     
Colombia ............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 RA     
/  /     
Ecuador .............   01/30/75       06/24/75       08/06/75 RA     
/  /     
El Salvador .........   01/30/75       06/27/80       08/11/80 RA     
/  /     
Guatemala ...........   01/30/75       11/16/79       01/10/80 RA     
/  /     
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 RA     
/  /     
México ..............   12/02/86    1  02/11/87 D  b  06/12/87 RA     
/  /     
Nicaragua ...........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 RA     
/  /     
Paraguay ............   08/26/75    1  12/02/76       12/15/76 RA     
/  /     
Perú ................   01/30/75       07/05/77       08/25/77 RA     
/  /     
República Dominicana    11/17/76       10/06/77       10/06/77 RA     
/  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA     
/  /     
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Venezuela ...........   01/30/75       11/06/85       12/18/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre arbitraje comercial internacional (Panamá 
1975). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.534 del 22 de junio de 
1976.

Artículo 1
 Es válido el acuerdo de las partes en virtud del cual se obligan a someter a
decisión arbitral las diferencias que pudiesen surgir o que hayan surgido entre
ellas con relación a un negocio de carácter mercantil.  El acuerdo respectivo
constará  en  el  escrito  firmado  por  las  partes  o  en  el  canje  de  cartas,
telegramas o comunicaciones por telex.

Artículo 2
 El nombramiento de los árbitros se hará en la forma convenida por las partes.
Su  designación  podrá  delegarse  a  un  tercero  sea  éste  persona  natural  o
jurídica.
Los árbitros podrán ser nacionales o extranjeros.

Artículo 3
 A falta  de acuerdo expreso entre las partes  el  arbitraje  se llevará  a cabo
conforme a  las  reglas  de procedimiento  de la  Comisión  Interamericana de
Arbitraje Comercial.

Artículo 4
 Las  sentencias  o  laudos  arbitrales  no  impugnables  según  la  ley  o  reglas
procesales aplicables, tendrán fuerza de sentencia judicial  ejecutoriada.  Su
ejecución o reconocimiento podrá exigirse en la misma forma que la de las
sentencias dictadas por tribunales ordinarios nacionales o extranjeros, según
las  leyes  procesales  del  país  donde  se  ejecuten,  y  lo  que  establezcan  al
respecto los tratados internacionales.

Artículo 5
 1.  Solo se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a
solicitud de la parte contra la cual es invocada, si ésta prueba ante la autoridad
competente del Estado en que se pide el reconocimiento y la ejecución:
a.  Que las partes en el  acuerdo estaban sujetas a alguna incapacidad en
virtud de la ley que les es aplicable o que dicho acuerdo no es válido en virtud
de la ley a que las partes lo han sometido, o si nada se hubiere indicado a este
respecto, en virtud de la ley del Estado en que se haya dictado la sentencia; o
b.  Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral  no haya sido
debidamente notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de
arbitraje o no haya podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de
defensa; o
c.  Que la sentencia se refiera a una diferencia no prevista en el acuerdo de las
partes  de  sometimiento  al  procedimiento  arbitral;  no  obstante,  si  las
disposiciones de la sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al
arbitraje pueden separarse de las que no hayan sido sometidas al arbitraje, se
podrá dar reconocimiento y ejecución a las primeras; o
d.  Que la constitución del tribunal arbitral  o el  procedimiento arbitral  no se
hayan  ajustado al  acuerdo celebrado entre  las  partes  o,  en  defecto  de tal
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acuerdo, que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no
se hayan ajustado a la ley del Estado donde se haya efectuado el arbitraje; o
e.  Que la sentencia no sea aún obligatoria para las partes o haya sido anulada
o suspendida por una autoridad competente del Estado en que, o conforme a
cuya ley, haya sido dictada esa sentencia.
2.  También  se  podrá  denegar  el  reconocimiento  y  la  ejecución  de  una
sentencia arbitral  si  la  autoridad competente del  Estado en que se pide el
reconocimiento y la ejecución comprueba:
a.  Que,  según  la  ley  de  este  Estado,  el  objeto  de  la  diferencia  no  es
susceptible de solución por vía de arbitraje; o
b.  Que el  reconocimiento o la  ejecución de la  sentencia sean contrarios al
orden publico del mismo Estado.

Artículo 6
 Si se ha pedido a la autoridad competente prevista en el Artículo 5, párrafo 1
e), la anulación o la suspensión de la sentencia, la autoridad ante la cual se
invoca dicha sentencia podrá, si lo considera procedente, aplazar la decisión
sobre  la  ejecución  de  la  sentencia  y,  a  solicitud  de  la  parte  que  pida  la
ejecución,  podrá  también  ordenar  a  la  otra  parte  que  otorgue  garantías
apropiadas.

Artículo 7
 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 8
 La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de rati
ficación se depositaran en la Secretaría General  de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 9
   La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro
Estado.  Los  instrumentos  de  adhesión  se  depositarán  en  la  Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 10
 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación. 
 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 11
 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las
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que se a plicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se
transmitirán  a  la  Secretarla  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 12
 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados  Partes  podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.  Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 13
 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reserves que hubiere.  También les transmitirá las declaraciones
previstas en el Artículo 11 de la presente Convención.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.
 HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMÁ, República de Panamá, el día treinta de
enero de mil novecientos setenta y cinco.

                                                                              
                  1.Al  menos  que  entre  las  partes  en  un  acuerdo  sobre arbitraje
exista un compromiso expreso en contrario, cuando se cumplan los requisitos
para  la  aplicación  tanto  de  la  Convención  Interamericana  sobre  Arbitraje
Comercial Internacional como de la  Convención sobre el Reconocimiento y la
Ejecución de Sentencias Arbitrales Extranjeras, si la mayoría de dichas partes
son   ciudadanos de un Estado o Estados que han ratificado o hayan  adherido
a la Convención Interamericana y sean Estados miembros de   la Organización
de los Estados Americanos, se aplicará la Convención   Interamericana.  En
todos los demás casos se aplicará la Convención    sobre el Reconocimiento y
la  Ejecución  de  las  Sentencias
Arbitrales   Extranjeras.                                                                  
                                                                              
                  2.Los  Estados  Unidos  de  América  aplicarán  las  reglas  de
procedimiento  de  la  Comisión  Interamericana  de  Arbitraje   Comercial  que
estén vigentes en la fecha en que depositen el  instrumento de ratificación, al
menos  que  con  posterioridad  los   Estados  Unidos  de  América  tomen  una
decisión oficial  de adoptar  y  aplicar  las modificaciones ulteriores de dichas
reglas.                       
                                                                              
                  3. Los Estados Unidos de América aplicarán la  Convención sobre
la  base  de  reciprocidad,  sólo  para  el   reconocimiento  y  ejecución  de  las
sentencias dictadas en el  territorio de otro Estado  Contratante.   
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INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   03/15/91       11/03/94       01/05/95 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83       10/08/98       04/29/99 RA     
/  /     
Brasil ..............   01/30/75       08/31/95       11/27/95 RA     
/  /     
Chile ...............   01/30/75       04/08/76       05/17/76 RA     
/  /     
Colombia ............   01/30/75       11/18/86       12/29/86 RA     
/  /     
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 RA     
/  /     
Ecuador .............   01/30/75       08/06/91       10/23/91 RA     
/  /     
El Salvador .........   01/30/75       06/27/80       08/11/80 RA     
/  /     
Estados Unidos ......   06/09/78       11/10/86    a  09/27/90 RA     
/  /     
Guatemala ...........   01/30/75       07/07/86       08/20/86 RA     
/  /     
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 RA     
/  /     
México ..............   10/27/77    1  02/15/78       03/27/78 RA     
/  /     
Nicaragua ...........   01/30/75       07/15/03       10/02/03 RA     
/  /     
Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 RA     
/  /     
Paraguay ............   08/26/75    1  12/02/76       12/15/76 RA     
/  /     
Perú ................   04/21/88       05/02/89       05/22/89 RA     
/  /     
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República Dominicana    04/18/77       02/11/08       07/07/08 RA     
/  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA     
/  /     
Venezuela ...........   01/30/75       03/22/85       05/16/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre conflicto de leyes en materia de cheques 
(Montevideo 1979). Aprobada por Uruguay por Decreto ley Nº 14.953 el 6 de
noviembre de 1979.

 Artículo 1
 La capacidad para obligarse por medio de un cheque se rige por la ley del
lugar donde la obligación ha sido contraída.
 Sin embargo, si la obligación hubiere sido contraída por quien fuere incapaz
según dicha ley, tal incapacidad no prevalecerá en el territorio de cualquier otro
Estado Parte en esta Convención cuya ley considere válida la obligación.

 Artículo 2
 La forma del giro, endoso, aval, protesta y demás actos jurídicos que puedan
materializarse en el cheque, se somete a la ley del lugar en que cada uno de
dichos actos se realizare.

 Artículo 3
 Todas las obligaciones resultantes de un cheque se rigen por la ley del lugar
donde hubieren sido contraídas.

 Artículo 4
 Si una o más obligaciones contraídas en un cheque fueren inválidas según la
ley aplicable conforme a los artículos anteriores, dicha invalidez no afectará
aquellas otras obligaciones válidamente contraídas de acuerdo con la ley del
lugar donde hayan sido suscritas.

 Artículo 5
 Para los efectos de esta Convención, cuando un cheque no indicare el lugar
en que se hubiere contraído la obligación respectiva o realizado el acto jurídico
materializado en el documento, se entenderá que dicha obligación o acto tuvo
su origen en el lugar donde el cheque deba ser pagado, y si éste no constare,
en el lugar de su emisión.

 Artículo 6
 Los  procedimientos  y  plazos  para  el  protesto  de  un  cheque  u  otro  acto
equivalente para conservar los derechos contra los endosantes, el girador u
otros obligados, se someten a la ley del lugar en que el protesto o ese otro
acto equivalente se realicen o deban realizarse.

 Artículo 7
 La ley del lugar en que el cheque debe pagarse determina:
 a. Su naturaleza;
 b. Las modalidades y sus efectos;
 c. El término de presentación;
 d. Las personas contra las cuales pueda ser librado;
 e.  Si  puede  girarse  para  "abono  en  cuenta",  cruzado,  ser  certificado  o
confirmado, y los efectos de estas operaciones;
 f.  Los  derechos del  tenedor  sobre  la  provisión  de fondos y  naturaleza de
dichos derechos;
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 g. Si el tenedor puede exigir o si está obligado a recibir un pago parcial;
 h. Los derechos del girador para revocar el cheque u oponerse al pago;
 i.  La  necesidad  del  protesto  u  otro  acto  equivalente  para  conservar  los
derechos contra los endosantes, el girador u otros obligados;
 j. Las medidas que han de tomarse en caso de robo, hurto, falsedad, extravío,
destrucción o inutilización material del documento, y
 k. En general, todas las situaciones referentes al pago del cheque.

 Artículo 8
 Los  cheques  que  sean  presentados  a  una  cámara  de  compensación
intrarregional se regirán, en lo que fuere aplicable, por la presente Convención.

 Artículo 9
 La ley declarada aplicable por esta Convención podrá no ser aplicada en el
territorio del Estado Parte que la considerare manifiestamente contraria a su
orden público.

 Artículo 10
 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 11
 La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

 Artículo 12
 La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado.  Los  instrumentos  de  adhesión  se  depositarán  en  la  Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 13
 Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento
de firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre
una o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y
fin de la Convención.
 
Artículo 14
 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya  sido  depositado el  segundo instrumento  de ratificación.  Para
cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber
sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrar
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado
su instrumento de ratificación o adhesión.
 A medida que los  Estados Partes  en la  Convención Interamericana sobre
Conflictos de Leyes en Materia de Cheques suscrita el 30 de enero de 1975 en
la  ciudad  de  Panamá,  República  de  Panamá,  ratifiquen  la  presente
Convención  o  se  adhieran  a  ella,  cesarán para  dichos Estados Partes  los
efectos de la mencionada Convención de Panamá.

 Artículo 15
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 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar en el momento de la firma, ratificación o
adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.  Tales declaraciones podrán ser modificadas
mediante declaraciones ulteriores,  que especificarán expresamente la  o  las
unidades  territoriales  a  que  se  aplicará  la  presente  Convención.  Dichas
declaraciones  ulteriores  se  transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la
Organización de los Estados Americanos y surtirán efecto treinta días después
de recibidas.

 Artículo 16
 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados  Partes  podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.  Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.

 Artículo 17
 El  instrumento  original  de  la  presente  Convención,  cuyos  textos  en
español,francés,  inglés  y  portugués  son  igualmente  auténticos,  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos,  la  que enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su  registro  y
publicación a la Secretaría  de las Naciones Unidas, de conformidad con el
artículo  102  de  su  Carta  constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la
Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros de
dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere.  También les transmitirá las declaraciones
previstas en el artículo 15 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.
HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/08/79       05/03/94       03/17/94 RA     
/  /     
Chile ...............   05/08/79       07/25/96       09/06/96 RA     
/  /     
Colombia ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
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Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79       04/27/82       05/18/82 RA     
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79       12/15/87       01/13/88 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  1  02/12/80 D  a  05/15/80 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/08/79       01/30/85       02/28/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre conflictos de leyes en materia de 
sociedades mercantiles (Montevideo 1979). Aprobada por Uruguay por 
Decreto ley Nº 14.953 el 6 de noviembre de 1979.

 Artículo 1
 La presente Convención se aplicará a las sociedades mercantiles constituidas
en cualquiera de los Estados Partes.

 Artículo 2
 La  existencia,  capacidad,  funcionamiento  y  disolución  de  las  sociedades
mercantiles se rigen por la ley del lugar de su constitución.
 Por "ley del  lugar  de su constitución"  se entiende la  del  Estado donde se
cumplan los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de dichas
sociedades.

 Artículo 3
 Las  sociedades  mercantiles  debidamente  constituidas  en  un  Estado  serán
reconocidas de pleno derecho en los demás Estados.
 El reconocimiento de pleno derecho no excluye la facultad del Estado para
exigir comprobación de la existencia de la sociedad conforme a la ley del lugar
de su constitución.
 En ningún caso, la capacidad reconocida a las sociedades constituidas en un
Estado  podrá  ser  mayor  que  la  capacidad  que  la  ley  del  Estado  de
reconocimiento otorgue a las sociedades constituidas en este último.

 Artículo 4
 Para el ejercicio directo o indirecto de los actos comprendidos en el objeto
social  de  las  sociedades mercantiles,  éstas  quedarán  suJetas  a  la  ley  del
Estado donde los realizaren.
 La misma ley se aplicará al control que una sociedad mercantil, que ejerza el
comercio  en  un  Estado,  obtenga  sobre  una  sociedad  constituída  en  otro
Estado.

 Artículo 5
 Las sociedades constituidas en un Estado que pretendan establecer la sede
efectiva de su administración central en otro Estado, podrán ser obligadas a
cumplir con los requisitos establecidos en la legislación de este último.

 Artículo 6
 Las sociedades mercantiles constituidas en un Estado, para el ejercicio directo
o indirecto de los actos comprendidos en su objeto social, quedarán sujetas a
los órganos juridsiccionales del Estado donde los realizaren.

 Artículo 7
 La ley declarada aplicable por esta Convención podrá no ser aplicada en el
territorio del  Estado que la  considere manifiestamente contraria  a su orden
público.

 Artículo 8
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 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 9
 La  presente  Convención  está  suJeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

 Artículo 10
 La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 11
 Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento
de firmarla, ratificarla o al adherfrse a ella, siempre que la reserva verse sobre
una o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y
fin de la Convención.

 Artículo 12
 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya  sido  depositado el  segundo instrumento  de ratificación.  Para
cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de haber
sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará
en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado
su instrumento de ratificación o adhesión.

 Artículo 13
 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a que
se  aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

 Artículo 14
 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados  Partes  podrá  denunciarla.  El  instrumento  de  denuncia  será
depositado  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.  Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del
instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado
denunciante, quedando subsistente para los demás Estados Partes.

 Artículo 15
 E1 instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
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enviará copia auténtica de su texto a la Secretaría de las Naciones Unidas,
para su registro y publicación, de conformidad con el artículo 102 de su Carta
constitutiva.  La  Secretaria  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, asi como las reservas que
hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en el artículo 13
de la presente Convención.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.
 HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho mayo de mil novecientos setenta y nueve.

                                                                              
   1.- Respecto al  artículo 4 de la Convención, la República de   Guatemala
declara que aplicará la disposición contenida en el  artículo 213 del Código de
Comercio la cual prohibe el   funcionamiento de sociedades extranjeras que se
dediquen  a  la  prestación  de  servicios  profesionales  para  cuyo  ejercicio
se requiere grado, título o diploma universitarios legalmente  reconocidos.  En
consecuencia, no permitirá el funcionamiento de las   sociedades mercantiles
constituidas  en  otro  Estado,  cuando  su  objeto  directa  o  indirectamente
consista  en  la  prestación  de  dicho  tipo
de    servicios.                                                                    
                                                                              
   2.- En cuanto al artículo 5 de la Convención, la República de   Guatemala
aplicará  a  las  sociedades  constituidas  en  otro  Estado  que pretendan
establecer  en territorio  guatemalteco la  sede efectiva de   su administración
central o bien sus agencias o sucursales, las  disposiciones pertinentes de su
legislación  interna  en  forma obligatoria,  de  manera  que  dichas  sociedades
deberán  sujetarse  a  los  requisitos  requeridos  por  las  normas  legales  de
Guatemala. 

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO: 

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   12/01/83       11/07/83       12/01/83 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/08/79       08/31/95       11/27/95 RA     
/  /     
Chile ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
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Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79       06/06/83  R a  11/07/84 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   08/03/82    1  01/21/83       03/09/83 RA     
/  /     
Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  2  02/12/80 D  b  05/15/80 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/08/79       03/29/85       05/16/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Convención Interamericana sobre derecho aplicable a los contratos 
internacionales (México 1994). No vigente para Uruguay.

Los Estados Partes de esta Convención,
 REAFIRMANDO  su  voluntad  de  continuar  el  desarrollo  progresivo  y  la
codificación del derecho internacional privado entre Estados miembros de la
Organización de los Estados Americanos;
 REITERANDO  la conveniencia de armonizar las soluciones de las cuestiones
relativas al comercio internacional;
 CONSIDERANDO  que  la  interdependencia  económica  de  los  Estados  ha
propiciado  la  integración  regional  y  continental,  y  que  para  estimular  este
proceso  es  necesario  facilitar  la  contratación  internacional  removiendo  las
diferencias que presenta su marco jurídico,
 HAN CONVENIDO  aprobar la siguiente Convención:

CAPITULO PRIMERO

Ámbito de aplicación 

Artículo 1
 Esta  Convención  determina  el  derecho  aplicable  a  los  contratos
internacionales.
 Se entenderá que un contrato es internacional si las partes del mismo tienen
su residencia habitual o su establecimiento en Estados Partes diferentes, o si
el contrato tiene contactos objetivos con más de un Estado Parte.
 Esta  Convención  se  aplicará  a  contratos  celebrados  o  en  que sean  parte
Estados,  entidades u  organismos  estatales,  a  menos que las  partes  en el
contrato  la  excluyan  expresamente.  Sin  embargo,  cualquier  Estado  Parte
podrá declarar en el momento de firmar, ratificar o adherir a esta Convención
que ella no se aplicará a todos o a alguna categoría de contratos en los cuales
el Estado o las entidades u organismos estatales sean parte.
 Cualquier Estado Parte podrá, al momento de firmar, ratificar o adherir a la
presente  Convención,  declarar  a  qué  clase  de  contratos  no  se  aplicará  la
misma.

 Artículo 2
 El  derecho  designado  por  esta  Convención  se  aplicará  aun  cuando  tal
derecho sea el de un Estado no Parte.

 Artículo 3
 Las  normas  de  esta  Convención  se  aplicarán,  con  las  adaptaciones
necesarias y posibles,  a  las nuevas modalidades de contratación utilizadas
como consecuencia del desarrollo comercial internacional.

 Artículo 4
 Para los efectos de interpretación y aplicación de esta Convención, se tendrá
en cuenta su carácter internacional y la necesidad de promover la uniformidad
de su aplicación.

 Artículo 5
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 Esta Convención no determina el derecho aplicable a:
 a)  las  cuestiones  derivadas  del  estado  civil  de  las  personas  físicas,  la
capacidad de las  partes  o  las  consecuencias  de la  nulidad o  invalidez del
contrato que dimanen de la incapacidad de una de las partes;
 b)  las  obligaciones  contractuales  que  tuviesen  como  objeto  principal
cuestiones sucesorias, cuestiones testamentarias, regímenes matrimoniales o
aquellas derivadas de relaciones de familia;
 c) las obligaciones provenientes de títulos de crédito;
 d) las obligaciones provenientes de la venta, transferencia o comercialización
de títulos en los mercados de valores;
 e) los acuerdos sobre arbitraje o elección de foro;
 f)  las  cuestiones  de  derecho  societario,  incluso  la  existencia,  capacidad,
funcionamiento y disolución de las sociedades comerciales y de las personas
jurídicas en general.

 Artículo 6
 Las normas de esta Convención no se aplicarán a aquellos contratos que
tengan  una  regulación  autónoma  en  el  derecho  convencional  internacional
vigente entre los Estados Partes de esta Convención.

 CAPITULO SEGUNDO

 Determinación del derecho aplicable

 Artículo 7
 El contrato se rige por el derecho elegido por las partes.  El acuerdo de las
partes  sobre  esta  elección  debe  ser  expreso  o,  en  caso  de  ausencia  de
acuerdo expreso, debe desprenderse en forma evidente de la conducta de las
partes y de las cláusulas contractuales, consideradas en su conjunto.  Dicha
elección podrá referirse a la totalidad del contrato o a una parte del mismo.
 La  selección  de  un  determinado  foro  por  las  partes  no  entraña
necesariamente la elección del derecho aplicable.

 Artículo 8
 En  cualquier  momento,  las  partes  podrán  acordar  que  el  contrato  quede
sometido en todo o en parte a un derecho distinto de aquel por el que se regía
anteriormente, haya sido o no éste elegido por las partes.  Sin embargo, dicha
modificación no afectará la validez formal del contrato original ni los derechos
de terceros.

 Artículo 9
 Si  las  partes  no  hubieran  elegido  el  derecho  aplicable,  o  si  su  elección
resultara ineficaz, el contrato se regirá por el derecho del Estado con el cual
tenga los vínculos más estrechos.
 El tribunal tomará en cuenta todos los elementos objetivos y subjetivos que se
desprendan del contrato para determinar el  derecho del Estado con el cual
tiene  vínculos  más  estrechos.  También  tomará  en  cuenta  los  principios
generales  del  derecho  comercial  internacional  aceptados  por  organismos
internacionales.
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 No obstante, si una parte del contrato fuera separable del resto del contrato y
tuviese una conexión más estrecha con otro Estado, podrá aplicarse, a título
excepcional, la ley de este otro Estado a esta parte del contrato.

 Artículo 10
 Además  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  anteriores,  se  aplicarán,  cuando
corresponda, las normas, las costumbres y los principios del derecho comercial
internacional, así como los usos y prácticas comerciales de general aceptación
con la finalidad de realizar las exigencias impuestas por la justicia y la equidad
en la solución del caso concreto.

 Artículo 11
 No  obstante  lo  previsto  en  los  artículos  anteriores,  se  aplicarán
necesariamente las disposiciones del derecho del foro cuando tengan carácter
imperativo.
 Será  discreción  del  foro,  cuando  lo  considere  pertinente,  aplicar  las
disposiciones imperativas del derecho de otro Estado con el cual el contrato
tenga vínculos estrechos.

CAPITULO TERCERO

Existencia y validez del contrato

Artículo 12
 La existencia y la validez del contrato o de cualquiera de sus disposiciones,
así como la validez sustancial del consentimiento de las partes respecto a la
elección  del  derecho  aplicable,  se  regirán  por  la  norma  que  corresponda
conforme a  esta  Convención  de  acuerdo  con  los  términos  de  su  Capítulo
Segundo.
 Sin embargo, para establecer que una parte no ha consentido debidamente, el
juez  deberá  determinar  el  derecho  aplicable  tomando  en  consideración  la
residencia habitual o el establecimiento de dicha parte.

 Artículo 13
 Un contrato celebrado entre partes que se encuentren en el mismo Estado
será valido, en cuanto a la forma, si cumple con los requisitos establecidos en
el derecho que rige dicho contrato según esta Convención o con los fijados en
el derecho del Estado en que se celebre o con el derecho del lugar de su
ejecución.
 Si  las  personas  se  encuentran  en  Estados  distintos  en  el  momento  de la
celebración del contrato, éste será válido en cuanto a la forma si cumple con
los requisitos establecidos en el derecho que rige según esta Convención en
cuanto al fondo o con los del derecho de uno de los Estados en que se celebra
o con el derecho del lugar de su ejecución.

CAPITULO CUARTO

Ámbito del derecho aplicable

Artículo 14
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 El  derecho  aplicable  al  contrato  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  Capítulo
Segundo de esta Convención regulará principalmente:
 a) su interpretación;
 b) los derechos y las obligaciones de las partes;
 c)  la  ejecución de las obligaciones que establece y las consecuencias del
incumplimiento  del  contrato,  comprendiendo  la  evaluación  del  daño  en  la
medida que pueda determinar el pago de una indemnización compensatoria;
 d) los diversos modos de extinción de las obligaciones, incluso la prescripción
y caducidad de las acciones;
 e) las consecuencias de la nulidad o invalidez del contrato.

 Artículo 15
 Lo dispuesto en el artículo 10 se tomará en cuenta para decidir la cuestión
acerca de si un mandatario puede obligar a su mandante o un órgano a una
sociedad o a una persona jurídica.

 Artículo 16
 El  derecho  del  Estado  donde  deban  inscribirse  o  publicarse  los  contratos
internacionales regulará todas las materias concernientes a la publicidad de
aquéllos.

 Artículo 17
 Para los efectos de esta Convención se entenderá por "derecho" el vigente en
un Estado, con exclusión de sus normas relativas al conflicto de leyes.

 Artículo 18
 El derecho designado por esta Convención sólo podrá ser excluido cuando
sea manifiestamente contrario al orden público del foro.

 CAPITULO QUINTO

 Disposiciones generales

 Artículo 19
 Las disposiciones de esta Convención se aplicarán en un Estado Parte a los
contratos concluidos después de su entrada en vigor en ese Estado Parte.

 Artículo 20
 Esta Convención no afectará la aplicación de otros convenios internacionales
que contengan normas sobre el mismo objeto en los que un Estado Parte de
esta Convención es o llegue a ser parte, cuando se celebren dentro del marco
de los procesos de integración.

 Artículo 21
 En el momento de firmar, ratificar o adherir a esta Convención, los Estados
podrán  formular  reservas  que  versen  sobre  una  o  más  disposiciones
específicas  y  que  no  sean  incompatibles  con  el  objeto  y  fin  de  esta
Convención.
 Un Estado Parte  podrá  retirar  en  cualquier  momento  la  reserva  que haya
formulado.  El  efecto  de  la  reserva  cesará  el  primer  día  del  tercer  mes
calendario siguiente a la fecha de notificación del retiro.
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 Artículo 22
 Respecto  a  un  Estado  que  tenga  en  cuestiones  tratadas  en  la  presente
Convención dos o más sistemas jurídicos aplicables en unidades territoriales
diferentes: a) cualquier referencia al derecho del Estado contempla el derecho
en la correspondiente unidad territorial; b) cualquier referencia a la residencia
habitual o al establecimiento en el Estado se entenderá referida a la residencia
habitual o al establecimiento en una unidad territorial del Estado.

 Artículo 23
 Un  Estado  compuesto  de  diferentes  unidades  territoriales  que  tengan  sus
propios sistemas jurídicos en cuestiones tratadas en la presente Convención
no estará obligado a aplicar las normas de esta Convención a los conflictos
que  surjan  entre  los  sistemas  jurídicos  vigentes  en  dichas  unidades
territoriales.

 Artículo 24
 Los  Estados  que  tengan  dos  o  más  unidades  territoriales  en  las  que  se
apliquen sistemas jurídicos diferentes en cuestiones tratadas en la presente
Convención  podrán  declarar,  en  el  momento  de  la  firma,  ratificación  o
adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.
 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las
que se aplicará la presente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto noventa días después de recibidas.

CAPITULO SEXTO

Cláusulas finales

Artículo 25
 Esta  Convención  está  abierta  a  la  firma  de  los  Estados  miembros  de  la
Organización de los Estados Americanos.

 Artículo 26
 Esta Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumentos de ratificación se
depositarán  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.

 Artículo 27
 Esta  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro  Estado
después  que  haya  entrado  en  vigencia.  Los  instrumentos  de  adhesión  se
depositarán  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos.

 Artículo 28
 Esta Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día
a partir de la fecha en que haya sido depositado el segundo instrumento de
ratificación.
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 Para cada Estado que ratifique esta Convención o se adhiera a ella después
de  haber  sido  depositado  el  segundo  instrumento  de  ratificación,  la
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal
Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

 Artículo 29
 Esta  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los  Estados
Partes podrá denunciarla.  El instrumento de denuncia será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos. 
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante.

 Artículo 30
 El instrumento original de esta Convención, cuyos textos en español, francés,
inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos, la que enviará copia
auténtica  de su  texto  para  su  registro  y  publicación  a la  Secretaría  de las
Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su Carta constitutiva. 
La Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos notificará
a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados que hayan
adherido  a  la  Convención,  las  firmas,  los  depósitos  de  instrumentos  de
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiera y el retiro
de las últimas.

 EN  FE  DE  LO  CUAL  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman esta Convención.
 HECHO EN LA CIUDAD DE MÉXICO,  D.F.,  MÉXICO, el  día  diecisiete de
marzo de mil novecientos noventa y cuatro.   

    INFORMACION GENERAL DEL TRATADO
======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Bolivia .............   03/17/94         /  /           /  /          
/  /
Brasil ..............   03/17/94         /  /           /  /          
/  /
México ..............   11/27/95       08/20/96       11/15/96 RA     
/  /
Uruguay .............   03/17/94         /  /           /  /          
/  /
Venezuela ...........   03/17/94       09/22/95       10/26/95 RA     
/  /
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
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INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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3- Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho 
Internacional de 1889 y 1940 y Protocolos y Acuerdos del Mercosur

- Tratado  de  Derecho  Civil  de  Montevideo  de  1889.  Aprobado  por
Uruguay por ley Nº 2.207 del 1º de octubre de 1892.
- Tratado de Derecho Civil  de Montevideo de 1940. Aprobado  por Uruguay

por Decreto ley Nº 10.272 del 12 de noviembre de 1942.

Tratado de Derecho Civil de
Montevideo de 1989

TITULO I 

De las personas

Artículo 1º. La  capacidad  de  las
personas se rige por las leyes de
su domicilio.

      

                                                Artíc
ulo 2º. El  cambio  de  domicilio  no
altera  la  capacidad  adquirida  por
emancipación,  mayor  edad  o
habilitación judicial.

Artículo 3º.El  Estado,  en  el
carácter de persona jurídica tiene
capacidad para adquirir  derechos
y  contraer  obligaciones  en  el
territorio  de  otro  Estado,  de
conformidad  a  las  leyes  de  este
último.

Artículo 4º. La  existencia  y
capacidad  de  las  personas
jurídicas  de  carácter  privado,  se
rige  por  las  leyes  del  país  en  el
cual  han  sido  reconocidas  como
tales.

El  carácter  que  revisten,  las
habilita  plenamente  para  ejercitar
fuera  del  lugar  de  su  institución
todas las acciones y derechos que

Tratado de Derecho Civil de
Montevideo de 1940

TITULO I

De las personas

Artículo 1º. La  existencia,  el  estado,
y  la  capacidad  de  las  personas
físicas,  se  rigen  por  la  ley  de  su
domicilio.  No  se  reconocerá
incapacidad  de  carácter  penal,  ni
tampoco  por  razones  de  religión,
raza, nacionalidad u opinión.

Artículo 2º. El cambio de domicilio no
restringe la capacidad adquirida.

Artículo 3º. Los Estados y las demás
personas  jurídicas  de  derecho
público  extranjeras,  podrán  ejercer
su capacidad en el territorio de otro
Estado,  de  conformidad  con  las
leyes de este último.

Artículo 4º. La  existencia  y  la
capacidad de las personas jurídicas
de carácter privado, se rigen por las
leyes del país de su domicilio.

El  carácter  que revisten las habilita
plenamente  para  ejercitar  fuera  del
lugar  de  su  institución  todas  las
acciones  y  derechos  que  les
corresponda.

Mas,  para  el  ejercicio  habitual  de
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les correspondan.

Mas,  para  el  ejercicio  de  actos
comprendidos  en  el  objeto
especial  de  su  institución,  se
sujetarán  a  las  prescripciones
establecidas  por  el  Estado  en  el
cual intenten realizar dichos actos.

 TITULO II

Del domicilio

Artículo 5º. La  ley del  lugar  en el
cual  reside  la  persona  determina
las  condiciones  requeridas  para
que  la  residencia  constituya
domicilio.

Ver  Convención  Interamericana
sobre el domicilio de las personas
físicas (1979)

actos  comprendidos  en  el  objeto
especial  de  su  institución,  se
sujetarán  a  las  prescripciones
establecidas por el Estado en el cual
intenten realizar dichos actos.

La  misma  regla  se  aplicará  a  las
sociedades  civiles.

TITULO II

Del domicilio

Artículo 5º. En aquellos casos que no
se  encuentran  especialmente
previstos en el  presente Tratado, el
domicilio civil de una persona física,
en  lo  que  atañe  a  las  relaciones
jurídicas  internacionales,  será
determinado,  en  su  orden,  por  las
circunstancias que a continuación se
enumeran:

1º La  residencia  habitual  en  un
lugar, con ánimo de permanecer
en él.

2º A  falta  de  tal  elemento,  la
residencia habitual en un mismo
lugar del grupo familiar integrado
por  el  cónyuge  y  los  hijos
menores  o  incapaces;  o  la  del
cónyuge  con  quien  haga  vida
común; o, a falta de cónyuge, la
de  los  hijos  menores  o
incapaces con quienes conviva.

3º El  lugar  del  centro  principal  de
sus negocios.

4º En  ausencia  de  todas  estas
circunstancias se reputará como
domicilio la simple residencia.
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Artículo 6º. Los  padres,  tutores  y
curadores,  tienen su domicilio  en
el  territorio  del  Estado por  cuyas
leyes  se  rigen  las  funciones  que
desempeñan.

 
Artículo 7º. Los  incapaces  tienen
el domicilio de sus representantes
legales.

Artículo 8º. El  domicilio  de  los
cónyuges  es  el  que  tiene
constituido  el  matrimonio,  y  en
defecto de éste, se reputa por tal
el del marido.

La  mujer  separada  judicialmente
conserva  el  domicilio  del  marido
mientras no constituya otro.

Artículo 9º. Las  personas  que  no
tuvieren  domicilio  conocido  lo
tienen en el lugar de su residencia.

Ver Art. 7

Artículo 6º. Ninguna  persona  puede
carecer  de domicilio  ni  tener  dos o
más domicilios a la vez.

                                                         A
rtículo 7º. El  domicilio  de  las
personas incapaces sujetas a patria
potestad, a tutela o a curatela, es el
de sus representantes legales;  y  el
de  éstos,  el  lugar  de  su
representación.

Artículo 8º. El  domicilio  de  los
cónyuges existe en el lugar en donde
viven de consuno. En su defecto, se
reputa por tal el del marido.

Artículo 9º. La  mujer  separada
judicialmente  o  divorciada  conserva
el  domicilio  del  marido  mientras  no
constituya  otro.  La  mujer  casada
abandonada por su marido conserva
el  domicilio  conyugal,  salvo  que  se
pruebe  que  ha  constituido  por
separado,  en  otro  país,  domicilio
propio. (Reservado por Uruguay)

Artículo 10. Las  personas  jurídicas
de carácter  civil  tienen su  domicilio
en donde existe el  asiento principal
de sus negocios.

Los  establecimientos,  sucursales  o
agencias constituidos en un Estado
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TITULO III

De la ausencia

Artículo 10. Los  efectos  jurídicos
de  la  declaración  de  ausencia
respecto a los bienes de ausente,
se determinará por la ley del lugar
en  que  esos  bienes  se  hallan
situados.

Las demás relaciones jurídicas del
ausente  seguirán  gobernándose
por  la  ley  que  anteriormente  las
regía.

TITULO IV

Del matrimonio

Artículo 11. La  capacidad  de  las
personas  para  contraer
matrimonio, la forma del acto y la
existencia y validez del mismo, se
rigen por la ley del lugar en que se
celebra.

Sin  embargo,  los  Estados
signatarios no quedan obligados a

por  una  persona  jurídica  con
domicilio  en  otro,  se  consideran
domiciliados  en  el  lugar  en  donde
funcionan,  en  lo  concerniente a los
actos que allí practiquen.

Artículo 11. En  caso  de  cambio  de
domicilio,  el  ánimo  resultará,  salvo
prueba  en  contrario,  de  la
declaración  que  el  residente  haga
ante  la  autoridad  local  del  lugar,  a
donde llega; y, en su defecto, de las
circunstancias  del  cambio.

TITULO III

De la ausencia

Artículo 12. Los  efectos  jurídicos  de
la declaración de ausencia, respecto
de  los  bienes  del  ausente,  se
determinan  por  la  ley  del  lugar  en
donde  esos  bienes  se  hallan
situados.  Las  demás  relaciones
jurídicas  del  ausente  seguirán
gobernándose  por  la  ley  que
anteriormente  las  regía.

TITULO IV

Del matrimonio

Artículo 13. La  capacidad  de  las
personas  para  contraer  matrimonio,
la  forma  del  acto  y  la  existencia  y
validez del mismo, se rigen por la ley
del lugar en donde se celebra.

Sin embargo, los Estados signatarios
no quedan obligados a reconocer el
matrimonio que se hubiere celebrado
en  uno  de  ellos  cuando  se  halle
viciado de algunos de los siguientes
impedimentos:

a) La falta  de  edad de alguno de
los  contrayentes,  requiriéndose
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reconocer  el  matrimonio  que  se
hubiese celebrado en uno de ellos
cuando  se  halle  afectado  de
alguno  de  los  siguientes
impedimentos:

a) Falta  de  edad  de  alguno  de
los  contrayentes,
requiriéndose  como  mínimo
catorce años cumplidos en el
varón y doce en la mujer;

b) Parentesco en línea recta por
consanguinidad  o  afinidad,
sea legítimo o ilegítimo;

c) Parentesco  entre  hermanos
legítimos o ilegítimos;

d) Haber dado muerte a uno de
los  cónyuges,  ya  sea  como
autor  principal  o  como
cómplice, para casarse con el
cónyuge supérstite;

e) El  matrimonio  anterior  no
disuelto legalmente.

  

Artículo 12. Los  derechos  y
deberes de los cónyuges en todo
cuanto  afecta  sus  relaciones
personales, se rigen por las leyes
del domicilio matrimonial.

Si  los  cónyuges  mudaren  de
domicilio,  dichos  derechos  y
deberes  se  regirán  por  las  leyes
del nuevo domicilio.

                                              Artícu
lo 13.La  ley  del  domicilio
matrimonial rige:

como  mínimum  catorce  años
cumplidos en el varón y doce en
la mujer;

b) El parentesco en línea recta por
consanguinidad  o  por  afinidad,
sea legítimo o ilegítimo.

c) El  parentesco  entre  hermanos
legítimos o ilegítimos.

d) El hecho de haber dado muerte
a uno de los cónyuges,  ya  sea
como  autor  principal  o  como
cómplice,  para  casarse  con  el
cónyuge supérstite.

e) El  matrimonio  anterior  no
disuelto legalmente.

Artículo 14. Los derechos y deberes
de los cónyuges en todo cuanto se
refiere a sus relaciones personales,
se  rigen por  las  leyes  del  domicilio
conyugal.

Artículo 15. La  ley  del  domicilio
conyugal rige:

a) La separación conyugal.

b) La disolubilidad del  matrimonio;
pero su reconocimiento no será
obligatorio  para  el  Estado  en
donde el matrimonio se celebró
si  la  causal  de  disolución
invocada  fue  el  divorcio  y  las
leyes  locales  no  lo  admiten
como  tal.  En  ningún  caso  la
celebración  del  subsiguiente
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a) La separación conyugal;

b) La  disolubilidad  del
matrimonio,  siempre  que  la
causal  alegada  sea  admitida
por la ley del lugar en el cual
se celebró.

TITULO V

De la patria potestad

Artículo 14. La  patria  potestad  en
lo  referente  a  los  derechos  y
deberes personales se rige por la
ley del lugar en que se ejercita.

Artículo 15. Los  derechos  que  la
patria  potestad  confiere  a  los
padres  sobre  los  bienes  de  los
hijos, así como su enajenación y
demás actos  que los  afecten,  se
rigen por la ley del Estado en que

matrimonio,  realizado  de
acuerdo  con  las  leyes  de  otro
Estado, puede dar lugar al delito
de bigamia.

c) Los  efectos  de  la  nulidad  del
matrimonio  contraído  con
arreglo al artículo     13.

Artículo 16. Las  convenciones
matrimoniales y las relaciones de los
esposos  con  respecto  a  los  bienes
se  rigen  por  la  ley  del  primer
domicilio  conyugal  en  todo  lo  que,
sobre  materia  de  estricto  carácter
real, no esté prohibido por la ley del
lugar de la situación de los bienes.

Artículo 17. El  cambio  de  domicilio
no altera la ley competente para regir
las  relaciones  de  los  esposos  en
cuanto  a  los  bienes,  ya  sean
adquiridos  antes  o  después  del
cambio.

TITULO V

De la patria potestad

Artículo 18. La patria potestad, en lo
referente  a  los  derechos  y  a  los
deberes  personales,  se  rige  por  la
ley del domicilio de quien la ejercita.

Artículo 19. Por la misma ley se rigen
los  derechos  y  las  obligaciones
inherentes  a  la  patria  potestad
respecto de los bienes de los hijos,
así  como  su  enajenación  y  los
demás actos de que sean objeto, en
todo lo que, sobre materia de estricto
carácter real, no esté prohibido por la
ley del lugar de la situación de tales
bienes.

TITULO VI

De la filiación
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dichos bienes se hallan situados.

TITULO VI

De la filiación

Artículo 16. La  ley  que  rige  la
celebración  del  matrimonio
determina la filiación legítima y la
legitimación  por  subsiguiente
matrimonio.

Artículo 17. Las  cuestiones  sobre
legitimidad de la filiación ajenas a
la  validez  o  nulidad  del
matrimonio, se rigen por la ley del
domicilio conyugal en el momento
del nacimiento del hijo.

Artículo 18. Los  derechos  y
obligaciones  concernientes  a  la
filiación  ilegítima,  se  rigen  por  la
ley del Estado en el cual hayan de
hacerse efectivos.

Artículo 20. La  ley  que  rige  la
celebración  del  matrimonio
determina  la  filiación  legítima  y  la
legitimación  por  subsiguiente
matrimonio.

Artículo 21. Las  cuestiones  sobre
legitimidad de la filiación ajenas a la
validez o nulidad del matrimonio, se
rigen  por  la  ley  del  domicilio
conyugal  en  el  momento  del
nacimiento del hijo.

Artículo 22. Los  derechos  y  las
obligaciones  concernientes  a  la
filiación ilegítima, se rigen por la ley
del  Estado  en  el  cual  hayan  de
hacerse  efectivos.

TITULO VII

De la adopción

Artículo 23. La adopción se rige en lo
que  atañe  a  la  capacidad  de  las
personas  y  en  lo  que  respecta  a
condiciones,  limitaciones  y  efectos,
por las leyes de los domicilios de las
partes en cuanto sean concordantes,
con  tal  de  que  el  acto  conste  en
instrumento público.

Artículo 24. Las  demás  relaciones
jurídicas  concernientes  a las  partes
se  rigen  por  las  leyes  a  que  cada
una  de  éstas  se  halle  sometida.

TITULO VIII

De la tutela y curatela

Artículo 25. El  discernimiento  de  la
tutela y de la curatela se rige por la
ley  del  lugar  del  domicilio  de  los
incapaces.

Artículo 26. El  cargo  de  tutor  o  de
curador discernido en alguno de los
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TITULO VII

De la tutela y curatela

Artículo 19. El discernimiento de la
tutela y curatela se rige por la ley
del  lugar  del  domicilio  de  los
incapaces.

Artículo 20. El  cargo  de  tutor  o
curador  discernido  en  alguno  de
los  Estados  signatarios,  será
reconocido en todos los demás.

                                                Artíc
ulo 21. La  tutela  y  curatela,  en
cuanto  a  los  derechos  y
obligaciones  que  imponen,  se
rigen por  la  ley del  lugar  en que
fue discernido el cargo.

Artículo 22. Las  facultades  de  los
tutores  y  curadores  respecto  de
los  bienes  que  los  incapaces
tuviesen  fuera  del  lugar  de  su
domicilio,  se ejercitarán conforme
a la  ley  del  lugar  en  que  dichos
bienes se hallan situados.

Artículo 23. La hipoteca legal  que
las  leyes  acuerdan  a  los
incapaces,  sólo  tendrá  efectos
cuando la ley del Estado en el cual
se  ejerce  el  cargo  de  tutor  o
curador,  concuerde  con  la  de
aquel  en  que  se  hallan  situados
los bienes afectados por ella.

TITULO VIII

Disposiciones comunes a los 
Títulos IV, V y VIII

Estados signatarios, será reconocido
en los demás.

La obligación de ser tutor o curador,
y las excusas, se rigen por la ley del
domicilio de la persona llamada a la
representación.

Artículo 27. Los  derechos  y  las
obligaciones  inherentes  al  ejercicio
de la tutela y de la curatela, se rigen
por la ley del lugar del domicilio de
los incapaces.

Artículo 28. Las  facultades  de  los
tutores y de los curadores respecto a
los bienes de los incapaces situados
fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  se
regirán por las leyes de éste, en todo
cuanto  no  esté  prohibido  sobre
materia de estricto carácter real, por
la ley del lugar de la situación de los
bienes.

Artículo 29. La hipoteca legal que las
leyes acuerdan a los incapaces sólo
tendrá  efecto  cuando  la  ley  del
Estado en el cual se ejerce el cargo
de tutor o curador concuerde con la
de aquél en donde están situados los
bienes  afectados  por  ella.

TITULO IX

Disposiciones comunes a los títulos
IV, V y VIII

                                             Artículo  
30. Las  medidas  urgentes  que
conciernen  a  las  relaciones
personales  entre  cónyuges,  al
ejercicio de la patria potestad y al de
la tutela  o la  curatela,  se  rigen,  en
cada  paso,  por  la  ley  del  lugar  en
donde residen los cónyuges, padres
de familia y tutores o curadores.
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                                                 Artí
culo 24. Las  medidas  urgentes
que  conciernen  a  las  relaciones
personales  entre  cónyuges,  al
ejercicio de la patria potestad y a
la tutela y curatela, se rigen por la
ley  del  lugar  en  que  residan  los
cónyuges,  padres  de  familia,
tutores y curadores.

Artículo 25. La  remuneración  que
las  leyes  acuerdan a  los  padres,
tutores y curadores, y la forma de
la misma, se rige y determina por
la ley del Estado en el cual fueron
discernidos tales cargos.

TITULO IX

De los bienes

Artículo 26. Los bienes, cualquiera
que  sea  su  naturaleza,  son
exclusivamente regidos por la ley
del lugar donde existen en cuanto
a su calidad, a su posesión, a su
enajenabilidad absoluta o relativa,
y  a  todas  las  relaciones  de
derecho  de  carácter  real  de  que
son susceptibles.

Artículo 27.Los buques,  en aguas
no  jurisdiccionales,  se  reputan
situados  en  el  lugar  de  su
matrícula.

Artículo 28. Los  cargamentos  de
los  buques,  en  aguas  no
jurisdiccionales,  se  reputan
situados  en  el  lugar  del  destino
definitivo de las mercaderías.

Artículo 29. Los  derechos
creditorios se reputan situados en
el lugar en que la obligación de su
referencia debe cumplirse.

Artículo 31. La remuneración que las
leyes acuerdan a los padres, tutores
y curadores, y la forma de la misma,
se rigen y determinan por la ley del
Estado en el cual se ejerce la patria
potestad o en donde fue discernida
la  representación.

                                                          
TITULO X

De los bienes

Artículo 32. Los  bienes,  cualquiera
que  sea  su  naturaleza,  son
exclusivamente regidos por la ley del
lugar  en  donde  están  situados  en
cuanto a su calidad, a su posesión, a
su enajenabilidad absoluta o relativa
y a todas las relaciones de derecho
de  carácter  real  de  que  son
susceptibles.

Artículo 33. Los  derechos  sobre
créditos  se  reputan  situados  en  el
lugar  en  donde la  obligación de su
referencia  debe  cumplirse.  Si  este
lugar  no  pudiera  determinarse  a
tiempo  del  nacimiento  de  tales
derechos,  se reputarán situados en
el  domicilio  que en aquel  momento
tenía constituido el deudor.

Los títulos representativos de dichos
derechos y transmisibles por simple
tradición,  se reputan situados en el
lugar en donde se encuentran.

Artículo 34. El  cambio  de  situación
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Artículo 30. El cambio de situación
de los  bienes muebles  no afecta
los  derechos  adquiridos  con
arreglo  a  la  ley  del  lugar  donde
existían  al  tiempo  de  su
adquisición.

Sin  embargo,  los  interesados
están  obligados  a  llenar  los
requisitos  de  fondo  o  de  forma
exigidos por la ley del lugar de la
nueva  situación  para  la
adquisición o conservación de los
derechos mencionados.

                                                    Ar
tículo 31. Los derechos adquiridos
por  terceros  sobre  los  mismos
bienes, de conformidad a la ley del
lugar  de  su  nueva  situación,
después  del  cambio  operado  y
antes  de  llenarse  los  requisitos
referidos,  priman  sobre  el  primer
adquirente.

                                                       
TITULO X

De los actos jurídicos

Artículo 32. La ley del lugar donde
los  contratos  deben  cumplirse
decide  si  es  necesario  que  se
hagan por escrito y la calidad del

de los bienes muebles no afecta los
derechos adquiridos con arreglo a la
ley  del  lugar  en  donde  existían  a
tiempo  de  su  adquisición.  Sin
embargo,  los  interesados  están
obligados  a  llenar  los  requisitos  de
fondo y de forma exigidos por la ley
del lugar de la nueva situación para
la  adquisición  y  conservación  de
tales derechos.

El  cambio  de  situación  de  la  cosa
mueble litigiosa, operado después de
la promoción de la respectiva acción
real,  no  modifica  las  reglas  de
competencia legislativa y judicial que
originariamente fueron aplicables.

Artículo 35. Los derechos adquiridos
por  terceros  sobre  los  mismos
bienes, de conformidad con la ley del
lugar de su nueva situación, después
del  cambio  operado  y  antes  de
llenarse  los  requisitos  referidos,
priman  sobre  los  del  primer
adquirente.

TITULO XI

De los actos jurídicos

Artículo 36. La ley que rige los actos
jurídicos decide sobre la calidad del
documento  correspondiente.  Las
formas y solemnidades de los actos
jurídicos se rigen por la ley del lugar
en donde se celebran u otorgan. Los
medios de publicidad, por la ley de
cada Estado.

Artículo 37. La ley del lugar en donde
los contratos deben cumplirse rige:

a) Su existencia;

b) Su naturaleza;
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documento correspondiente.

                                                     A
rtículo 33. La misma ley rige:

a) Su existencia;

b) Su naturaleza;

c) Su validez;

d) Sus efectos;

e) Sus consecuencias;

f) Su ejecución;

g) En  suma,  todo  cuanto
concierne a los contratos, bajo
cualquier aspecto que sea.

 Artículo 34.  En consecuencia, los
contratos  sobre  cosas  ciertas  e
individualizadas se rigen por la ley
del  lugar  donde  ellas  existían  al
tiempo de su celebración.

Los  que  recaigan  sobre  cosas
determinadas  por  su  género,  por
la  del  lugar  del  domicilio  del
deudor  al  tiempo  en  que  fueron
celebrados.

Los referentes a cosas fungibles,
por  la  del  lugar  del  domicilio  del
deudor  al  tiempo  de  su
celebración.

c) Su validez;

d) Sus efectos;

e) Sus consecuencias;

f) Su ejecución;

g) En suma, todo cuanto concierne
a  los  contratos,  bajo  cualquier
aspecto que sea.

                                           Artículo  3
8. En  consecuencia,  los  contratos
sobre  cosas  ciertas  e
individualizadas  se  rigen  por  la  ley
del  lugar  en  donde ellas  existían  a
tiempo de su celebración.

Los  que  recaigan  sobre  cosas
determinadas por  su género, por la
del  lugar del  domicilio del deudor a
tiempo en que fueron celebrados.

Los referentes a cosas fungibles, por
la del lugar del domicilio del deudor a
tiempo de su celebración.

Los que versen sobre prestación de
servicios:

a) Si recaen sobre cosas, por la del
lugar  en donde ellas existían a
tiempo de su celebración;

b) Si  su  eficacia  se  relaciona con
algún  lugar  especial,  por  la  de
aquel  en  donde  hayan  de
producirse sus efectos;

c) Fuera de estos casos, por la del
lugar del domicilio del deudor, a
tiempo  de  la  celebración  del
contrato.
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Los  que  versen  sobre  prestación
de servicios:

a) Si recaen sobre cosas, por la
del lugar donde ellas existían
al tiempo de su celebración.

b) Si su eficacia se relaciona con
algún lugar especial, por la de
aquel  donde  hayan  de
producirse sus efectos.

c) Fuera de estos casos,  por la
del  lugar  del  domicilio  del
deudor  al  tiempo  de  la
celebración del contrato.

Artículo 35. El contrato de permuta
sobre cosas situadas en distintos
lugares,  sujetas  a  leyes
disconformes,  se  rige  por  la  del
domicilio  de  los  contrayentes  si
fuese  común  al  tiempo  de
celebrarse la permuta, y por la del
lugar en que la permuta se celebró
si el domicilio fuese distinto.

                                          

               

   Artículo 36. Los  contratos

Artículo 39. Los  actos  de
beneficencia se rigen por la ley del
domicilio del benefactor.

Artículo 40. Se  rigen  por  la  ley  del
lugar de su celebración, los actos y
contratos  en  los  cuales  no  pueda
determinarse,  a  tiempo  de  ser
celebrados  y  según  las  reglas
contenidas  en  los  artículos
anteriores, el lugar de cumplimiento.

                

                                    

                                        Artículo  41. 
Los  contratos  accesorios  se  rigen
por la ley del contrato principal.

              

 
Artículo 42. La  perfección  de  los
contratos  celebrados  por
correspondencia  o  por  mandatario,
se rige por la ley del lugar del cual
partió la oferta aceptada.

Artículo 43. Las  obligaciones  que
nacen sin convención, se rigen por la
ley del lugar en donde se produjo el
hecho lícito o ilícito de que proceden
y, en su caso, por la ley que regula
las  relaciones  jurídicas  a  que
responden.
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accesorios se rigen por la ley de la
obligación  principal  de  su
referencia.

 

 Artículo 37. La  perfección  de los
contratos  celebrados  por
correspondencia o mandatario, se
rige  por  la  ley  del  lugar  del  cual
partió la oferta.

Artículo 38. Las  obligaciones  que
nacen sin convención se rigen por
la ley del lugar donde se produjo
el  hecho  lícito  o  ilícito  de  que
proceden.

Artículo 39. Las  formas  de  los
instrumentos públicos se rigen por
la ley del lugar en que se otorgan.

Los instrumentos privados,  por la
ley del lugar del cumplimiento del
contrato respectivo.

TITULO XI

De las capitulaciones
matrimoniales

Artículo 40. Las  capitulaciones
matrimoniales rigen las relaciones
de  los  esposos  respecto  de  los
bienes  que  tengan  al  tiempo  de
celebrarlas y de los que adquieran
posteriormente, en todo lo que no
esté prohibido por la ley del lugar
de su situación.

Artículo 41. En  defecto  de
capitulaciones especiales, en todo

                                                       TI
TULO XII

De las sucesiones
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lo que ellas no hayan previsto y en
todo lo que no esté prohibido por
la ley del lugar de la situación de
los  bienes,  las  relaciones  de  los
esposos  sobre  dichos  bienes  se
rigen  por  la  ley  del  domicilio
conyugal  que  hubieren  fijado,  de
común  acuerdo,  antes  de  la
celebración del matrimonio.

Artículo 42. Si  no  hubiesen  fijado
de  antemano  un  domicilio
conyugal,  las  mencionadas
relaciones se rigen por la ley del
domicilio del marido al  tiempo de
la celebración del matrimonio.

Artículo 43.- El  cambio  de
domicilio  no  altera  las  relaciones
de  los  esposos  en  cuanto  a  los
bienes, ya sean adquiridos antes o
después del cambio.

 
TITULO XII

De las sucesiones

Artículo 44. La ley del lugar de la
situación  de  los  bienes
hereditarios,  al  tiempo  de  la
muerte  de  la  persona  de  cuya
sucesión se trate, rige la forma del
testamento.

Esto  no  obstante,  el  testamento
otorgado  por  acto  público  en
cualquiera  de  los  Estados
Contratantes,  será  admitido  en
todos los demás.

Artículo 45. La  misma  ley  de  la
situación rige:

a) La  capacidad  de  la  persona
para testar;

b) La  del  heredero  o  legatario
para suceder;

                                              Artículo  
44. La ley del lugar de la situación de
los bienes hereditarios, a tiempo de
la  muerte  de  la  persona  de  cuya
sucesión se trate,  rige la  forma del
testamento.

 Esto  no  obstante,  el  testamento
abierto o cerrado otorgado por acto
solemne  en  cualquiera  de  los
Estados  contratantes  será  admitido
en todos los demás.

Artículo 45. La  misma  ley  de  la
situación rige:

a) La  capacidad  del  heredero  o
legatario para suceder;

b) La  validez  y  efectos  del
testamento;

c) Los  títulos  y  derechos
hereditarios;

d) La existencia y proporción de las
legítimas;

e) La  existencia  y  monto  de  los
bienes disponibles;

f) En  suma,  todo  lo  relativo  a  la
sucesión  legítima  o
testamentaria.

Artículo 46. Las  deudas  que  deben
ser  satisfechas  en  alguno  de  los
Estados  contratantes  gozarán  de
preferencia  sobre  los  bienes  allí
existentes a tiempo de la muerte del
causante.

Artículo 47. Si  dichos  bienes  no
alcanzaren  para  el  pago  de  las
deudas  mencionadas,  los
acreedores  cobrarán  su  saldo
proporcionalmente  sobre  los  bienes
dejados  en  otros  lugares,  sin
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c) La  validez  y  efecto  del
testamento;

d) Los  títulos  y  derechos
hereditarios de los parientes y
del cónyuge supérstite;

e) La existencia y proporción de
las legítimas;

f) La existencia y monto de los
bienes reservables;

g) En suma, todo lo relativo a la
sucesión  legítima  o
testamentaria.

Artículo 46. Las  deudas  que
deben  ser  satisfechas  en  alguno
de  los  Estados  contratantes,
gozarán de preferencia sobre los
bienes allí existentes al tiempo de
la muerte del causante.

Artículo 47. Si  dichos  bienes  no
alcanzaren para la cancelación de
las  deudas  mencionadas,  los
acreedores  cobrarán  sus  saldos
proporcionalmente  sobre  los
bienes  dejados  en  otros  lugares,
sin  perjuicio  del  preferente
derecho de los acreedores locales.

Artículo 48. Cuando  las  deudas
deban  ser  canceladas  en  algún
lugar en que el causante no haya
dejado  bienes  los  acreedores
exigirán  su  pago
proporcionalmente  sobre  los
bienes  dejados  en  otros  lugares,
con la misma salvedad establecida
en el artículo precedente.

Artículo 49. Los legados de bienes
determinados por su género y que
no tuvieren lugar  designado para
su  pago,  se  rigen  por  la  ley  del
lugar del domicilio del testador al

perjuicio  del  derecho  preferente  de
los acreedores locales.

Artículo 48. Cuando  las  deudas
deban ser pagadas en algún lugar en
donde  el  causante  no  haya  dejado
bienes,  los  acreedores  exigirán  su
pago  proporcionalmente  sobre  los
bienes dejados en otros lugares, con
la misma salvedad establecida en el
artículo precedente.

Los  créditos  con  garantía  real
quedan exentos de lo  dispuesto en
este artículo y en los dos anteriores.

Artículo 49. Los  legados  de  bienes
determinados por  su género,  y  que
no tuvieren lugar designado para su
pago, se rigen por la ley del lugar del
domicilio del testador a tiempo de su
muerte; se harán efectivos sobre los
bienes que deje en dicho domicilio;
y, en defecto de ellos, o por su saldo,
se  pagarán  proporcionalmente  de
todos  los  demás  bienes  del
causante.

Artículo 50. La  obligación  de
colacionar  se  rige  por  la  ley  de  la
sucesión en donde ella sea exigida.

Si la colación consiste en algún bien
raíz  o  mueble,  se  limitará  a  la
sucesión  de  la  cual  ese  bien
depende.

Cuando consista en alguna suma de
dinero,  se  repartirá  entre  todas  las
sucesiones  a  que  concurra  el
heredero  que  deba  la  colación,
proporcionalmente  a  su  haber  en
cada  una  de  ellas.

TITULO XIII

De la prescripción
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tiempo  de  su  muerte,  se  harán
efectivos  sobre  los  bienes  que
deje  en  dicho  domicilio  y,  en
defecto de ellos o por su saldo, se
pagarán  proporcionalmente  de
todos  los  demás  bienes  del
causante.

Artículo 50. La  obligación  de
colacionar se rige por la ley de la
sucesión en que ella sea exigida.

Si  la  colación  consiste  en  algún
bien raíz o mueble, se limitará a la
sucesión  de  que  ese  bien
dependa.

Cuando consista en alguna suma
de dinero, se repartirá entre todas
las sucesiones a que concurra el
heredero  que  deba  la  colación,
proporcionalmente a su haber  en
cada una de ellas.

 
TITULO XIII

De la prescripción

Artículo 51. La  prescripción
extintiva  de  las  acciones
personales se rige por la ley a que
las obligaciones correlativas están
sujetas.

Artículo 52. La  prescripción
extintiva  de  acciones  reales  se
rige  por  la  ley  del  lugar  de  la
situación del bien gravado.

Artículo 53. Si  el  bien  gravado
fuese mueble y hubiese cambiado
de  situación,  la  prescripción  se
rige por la ley del lugar en que se
haya  completado  el  tiempo
necesario para prescribir.

Artículo 54. La  prescripción

Artículo 51. La  prescripción  extintiva
de  las  acciones  personales  se  rige
por  la  ley  a  que  las  obligaciones
correlativas están sujetas.

Artículo 52. La  prescripción  extintiva
de acciones reales se rige por la ley
del lugar de la situación del bien.

Artículo 53. Si el bien fuese mueble y
hubiese  cambiado  de  situación,  la
prescripción  se  rige  por  la  ley  del
lugar en donde se haya completado
el tiempo necesario para prescribir.

Artículo 54. La  prescripción
adquisitiva  de  bienes  muebles  o
inmuebles se rige por la ley del lugar
en donde están situados.

Artículo 55. Si el bien fuese mueble y
hubiese  cambiado  de  situación,  la
prescripción  se  rige  por  la  ley  del
lugar en donde se haya completado
el  tiempo necesario  para  prescribir.

TITULO XIV

De la jurisdicción

Artículo 56. Las acciones personales
deben entablarse ante los jueces del
lugar a cuya ley está sujeto el  acto
jurídico materia de juicio.

Podrán  entablarse  igualmente  ante
los  jueces  del  domicilio  del
demandado.

Se permite la prórroga territorial de la
jurisdicción  si,  después  de
promovida la acción, el  demandado
la  admite  voluntariamente,  siempre
que se trate de acciones referentes a
derechos personales patrimoniales.

La  voluntad  del  demandado  debe
expresarse  en  forma  positiva  y  no
ficta.
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adquisitiva  de  bienes  muebles  o
inmuebles  se  rige  por  la  ley  del
lugar en que están situados.

Artículo 55. Si  el  bien  fuese
mueble  y  hubiese  cambiado  de
situación,  la  prescripción  se  rige
por la ley del lugar en que se haya
completado  el  tiempo  necesario
para prescribir.

 
TITULO XIV

De la jurisdicción

Artículo 56. Las  acciones
personales deben entablarse ante
los  Jueces  del  lugar  a  cuya  ley
está sujeto el acto jurídico materia
del juicio.

Podrán  entablarse  igualmente
ante  los  Jueces del  domicilio  del
demandado.

Artículo 57. La  declaración  de
ausencia  debe  solicitarse  ante  el
Juez  del  último  domicilio  del
presunto ausente.

Artículo 58. El  juicio  sobre
capacidad  o  incapacidad  de  las
personas para  el  ejercicio  de  los
derechos  civiles,  debe  seguirse
ante el Juez de su domicilio.

Artículo 59. Las  acciones  que

Artículo 57. La  declaración  de
ausencia  debe  solicitarse  ante  el
juez del último domicilio del presunto
ausente.

Artículo 58. Los jueces  del  lugar  en
el  cual  fue  discernido  el  cargo  de
tutor  o  curador,  son  competentes
para conocer del juicio de rendición
de cuentas.

Artículo 59. Los juicios sobre nulidad
de  matrimonio,  divorcio,  disolución,
y,  en  general,  sobre  todas  las
cuestiones  que  afecten  las
relaciones  de  los  esposos,  se
iniciarán ante los jueces del domicilio
conyugal. (Reservado por Uruguay)

Si  el  juicio  se  promueve  entre
personas que se  hallan  en el  caso
previsto  en  el artículo     9º,  será
competente  el  juez  del  último
domicilio conyugal.
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proceden del ejercicio de la patria
potestad y de la tutela y curatela
sobre la persona de los menores e
incapaces,  y  de  éstos  contra
aquéllos, se ventilarán en todo lo
que  les  afecte  personalmente,
ante  los  Tribunales  del  país  en
que estén domiciliados los padres,
tutores o curadores.

Artículo 60. Las  acciones  que
versen  sobre  la  propiedad,
enajenación  o  actos  que  afecten
los  bienes  de  los  incapaces,
deben  ser  deducidas  ante  los
Jueces  del  lugar  en  que  esos
bienes se hallan situados.

                                                  Artí
culo 61.   Los Jueces del lugar en
el cual fue discernido el cargo de
tutor o  curador,  son competentes
para conocer el juicio de rendición
de cuentas.

Artículo 62.- El juicio sobre nulidad
del  matrimonio,  divorcio,
disolución y en general  todas las
cuestiones  que  afecten  las
relaciones  personales  de  los
esposos,  se  iniciará  ante  los
Jueces del domicilio conyugal.

Artículo 63.- Serán  competentes
para  resolver  las  cuestiones  que
surjan  entre  esposos  sobre
enajenación  u  otros  actos  que
afecten los  bienes matrimoniales,
los Jueces del lugar en que estén
ubicados esos bienes.

Artículo 64.- Los Jueces del  lugar

                                       Artículo  60. 
Serán competentes para resolver las
cuestiones que surjan entre esposos
sobre enajenación u otros actos que
afecten los bienes matrimoniales, en
materia de estricto carácter real, los
jueces  del  lugar  en  donde  estén
ubicados esos bienes.

                                                 Artícul
o 61. Los  jueces  del  lugar  de  la
residencia  de  las  personas  son
competentes  para  conocer  de  las
medidas  a  que  se  refiere
el artículo     30.

Artículo 62. Los  juicios  entre  socios
que  sean  relativos  a  la  sociedad,
competen a los jueces del domicilio
social.

                                              Artículo  
63. Los  juicios  a  que  dé  lugar  la
sucesión  por  causa  de  muerte  se
seguirán  ante  los  jueces  de  los
lugares en donde se hallen situados
los bienes hereditarios.

Artículo 64. Las acciones reales y las
denominadas  mixtas,  deben  ser
deducidas ante los jueces del lugar
en el cual exista la cosa sobre que la
acción recaiga.

Si comprendieren cosas ubicadas en
distintos  lugares,  el  juicio  debe  ser
promovido ante los jueces del lugar
de la situación de cada una de ellas.

                                                     Dis
posiciones generales

Artículo 65. No  es  indispensable
para la vigencia de este Tratado su
ratificación simultánea por todos los
Estados  signatarios.  El  que  lo
apruebe, lo comunicará al  Gobierno
de la República Oriental del Uruguay
a  fin  de  que  lo  haga  saber  a  los
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de la  residencia  de  las  personas
son competentes para conocer de
las  medidas  a  que  se  refiere
el artículo     24.

Artículo 65.- Los juicios relativos a
la  existencia  y  disolución  de
cualquiera  sociedad  civil,  deben
seguirse ante los Jueces del lugar
de su domicilio.

Artículo 66.- Los  juicios  a  que  dé
lugar  la  sucesión  por  causa  de
muerte  se  seguirán  ante  los
Jueces de los lugares en que se
hallen  situados  los  bienes
hereditarios.

Artículo 67.- Las acciones reales y
las  denominadas  mixtas,  deben
ser deducidas ante los Jueces del
lugar  en  el  cual  exista  la  cosa
sobre que la acción recaiga.

Si  comprendieren  cosas  situadas
en distintos lugares, el juicio debe
ser promovido ante los Jueces del
lugar de cada una de ellas.

Disposiciones generales

Artículo 68.- No  es  indispensable
para  la  vigencia  de  este  Tratado
su  ratificación  simultánea  por
todas las Naciones signatarias. La
que  lo  apruebe  lo  comunicará  a
los  Gobiernos  de  la  República
Oriental  del  Uruguay  y  de  la
República  Argentina  para  que  lo
hagan  saber  a  las  demás
Naciones  Contratantes.  Este
procedimiento  hará  las  veces  de
canje.

Artículo 69.- Hecho el canje en la
forma  del  artículo  anterior,  este
Tratado  quedará  en  vigor  desde
ese acto por tiempo indefinido.

demás  Estados  contratantes.  Este
procedimiento  hará  las  veces  de
canje.

                                           Artículo  6
6. Hecho  el  canje  en  la  forma  del
artículo anterior, este Tratado entrará
en  vigor  desde  ese  acto,  entre  los
Estados que hubieren llenado dicha
formalidad,  por  tiempo  indefinido,
quedando, por lo tanto, sin efecto el
firmado  en  Montevideo  el  día  doce
de Febrero del año mil  ochocientos
ochenta y nueve.

                                               Artícul
o 67. Si  alguno  de  los  Estados
signatarios  creyera  conveniente
desligarse  del  Tratado  o  introducir
modificaciones en él, lo avisará a los
demás,  pero  no  quedará  desligado
sino  dos  años  después  de  la
denuncia,  término  en  el  que  se
procurará llegar a un nuevo acuerdo.

Artículo 68. El artículo     65 es
extensivo  a  los  Estados  que,  sin
haber  concurrido  a  este  Congreso,
quisieran  adherir  al  presente
Tratado.

RESERVAS: De la Delegación de la
República Oriental del Uruguay.

La  Delegación  del  Uruguay  hace
reserva  respecto  de  los
artículos 9º y 59, entendiendo que su
contenido, en la aplicación a muchos
casos  reales,  significará  abandono
del  principio  general  del  domicilio
que  ha  sido  tomado  como  base
fundamental de este Tratado para la
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Artículo 70.- Si  alguna  de  las
Naciones  signatarias  creyese
conveniente  desligarse  del
Tratado  o  introducir
modificaciones en él, lo avisará a
las  demás;  pero  no  quedará
desligada sino dos años después
de la denuncia, término en que se
procurará  llegar  a  un  nuevo
acuerdo.

Artículo 71.- El artículo     68 es
extensivo a las Naciones que, no
habiendo  concurrido  a  este
Congreso,  quisieran  adherirse  al
presente Tratado.

determinación  de  la  competencia
legislativa  y  judicial  de  los  Estados
contratantes.

De la Delegación de la República del
Perú.

1º. Los  artículos  de  este  Tratado
referentes a estado y capacidad de
las  personas  físicas  y  jurídicas,  se
entenderán  aprobados  por  el  Perú
sin perjuicio de lo dispuesto en su ley
nacional respecto de los peruanos y
personas jurídicas constituidas en el
país.

2º. Las  reglas  adoptadas  en  este
Convenio  sobre  competencia
legislativa  y  judicial  en  todo  lo
referente  a  personas,  derechos  de
familia,  relaciones  personales  entre
cónyuges  y  régimen de  los  bienes,
no  impedirán  la  aplicación  de  lo
dispuesto por la ley peruana en favor
de nacionales peruanos.

3º. El artículo     11 de  este  Tratado
debe  entenderse  aprobado  sin
perjuicio de lo prescripto en la última
parte del artículo 22 del Código Civil
del Perú.

4º. El  Perú  no  vota  los
artículos 15 y 22 de  este  Tratado,
por hallarse ligado a las normas que
sobre  ley  aplicable  en  las  materias
matrimoniales y de filiación establece
el Código Bustamante.

5º. El artículo     36 se  entenderá
aprobado  sin  perjuicio  de  la  ley
optativa que en cuanto a la forma de
los  actos  jurídicos  y  de  los
instrumentos,  consagra  el
artículo XX del  Título  Preliminar  del
Código Civil del Perú.

6º. El  Perú  se  abstiene  de  votar
los artículos     37 a 39 de este Tratado,
por  su implicancia con lo dispuesto
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en el artículo VII del Título preliminar
del Código Civil peruano.

7º. Tampoco  presta  su  voto  a
los artículos     44 y 45 por estimar que
la  ley  aplicable  a  la  forma  del
testamento debe ser la del lugar de
celebración  del  mismo  o  la  del
domicilio  del  testador;  y  porque,  en
cuanto  al  régimen sucesorio,  la  ley
aplicable en el Perú es la prevista en
el  artículo VIII  del  Título  Preliminar
del Código Civil peruano.

8º. La  delegación  entiende  que  la
jurisdicción  que  corresponde  en  el
caso del artículo     63 de este Tratado,
es la del lugar por cuya ley se rige la
sucesión,  según  el  artículo VIII  del
Título  preliminar  del  Código  Civil
peruano.

Tratado de Montevideo Derecho Civil de 1889: Suscrito en el Primer Congreso
Sudamericano de Derecho Internacional Privado en Montevideo 1888 – 1889.
Países  Signatarios:  Argentina,  Bolivia,  Paraguay,  Perú  y  Uruguay.  Países
Ratificantes:  Argentina,  Bolivia,  Paraguay,  Perú  y  Uruguay.  Adhesiones:
Colombia.

Tratado  de  Montevideo  Derecho  Civil  de  1940:  Suscrito  en  el  Segundo
Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado en Montevideo el
19  de  marzo  de  1940.  Países  Signatarios:  Argentina,  Bolivia,  Colombia,
Paraguay,  Perú  y  Uruguay.  Países  Ratificantes:   Argentina,  Paraguay  y
Uruguay
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- Tratado de Derecho Comercial de 1889. Aprobado por Uruguay por ley Nº 
2.207 del 1º de octubre de 1892.
- Tratado de Derecho Comercial Terrestre Internacional de 1940. 
Aprobado por Uruguay por Decreto ley Nº 10.272 del 12 de noviembre de 
1942.

Tratado de Derecho Comercial  de
1889

TITULO I

De los actos de comercio y de los
comerciantes

Artículo  1º.-  Los  actos  jurídicos
serán  considerados  civiles  o
comerciales con arreglo a la ley del
país en que se efectúen.

Artículo  2º.-  El  carácter  de
comerciante  de  las  personas  se
determina por la ley del país en el
cual  tienen  el  asiento  de  sus
negocios.

Artículo  3º.-  Los  comerciantes  y
agentes  auxiliares  del  comercio
están  sujetos  a  las  leyes
comerciales  del  país  en  que
ejercen su profesión.

Tratado  de  Derecho  Comercial
Terrestre Internacional de 1940
TÍTULO I

De  los  hechos,  de  los  actos  de
comercio y de los comerciantes

Artículo 1º. Los hechos y los actos
jurídicos serán considerados civiles
o comerciales, con arreglo a la ley
del Estado en donde se realizan.

Artículo  2º. La  calidad  de
comerciante  atribuida  a  las
personas  se  determina  por  la  ley
del  Estado  en  la  cual  tienen  su
domicilio comercial. La inscripción y
sus efectos, se rigen por la ley del
Estado  en  donde  aquélla  es
exigida.

Artículo  3º. Domicilio  comercial  es
el lugar en donde el comerciante o
la  sociedad  comercial  tienen  el
asiento principal de sus negocios.
Si constituyen, sin embargo, en otro
u  otros  Estados,  establecimientos,
sucursales  o  agencias,  se
consideran domiciliados en el lugar
en donde funcionen, y sujetos a la
jurisdicción  de  las  autoridades
locales,  en  lo  concerniente  a  las
operaciones que allí se practiquen.

Artículo  4º.  Los  comerciantes  y
agentes  auxiliares  de  comercio
están  sujetos,  en  cuanto  a  las
actividades  inherentes  a  sus
profesiones, a las leyes del lugar en
donde las ejercen.

Artículo 5º. Los libros de comercio,
en  cuanto  a  su  clase,  número  y
formalidades, se rigen por la ley del
lugar  en  donde  se  impone  la
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TITULO II
De las sociedades
Artículo  4º.-  El  contrato  social  se
rige,  tanto  en  su  forma  como
respecto  a  las  relaciones jurídicas
entre los socios, y entre la sociedad
y los terceros, por la ley del país en
que  ésta  tiene  su  domicilio
comercial.

Artículo  5º.-  Las  sociedades  o
asociaciones  que  tengan  carácter
de persona jurídica se regirán por
las leyes del  país de su domicilio;
serán  reconocidas  de  pleno
derecho como tales en los Estados,
y  hábiles  para  ejercitar  en  ellos
derechos  civiles  y  gestionar  su
reconocimiento ante los Tribunales.
Mas  para  el  ejercicio  de  actos
comprendidos  en  el  objeto  de  su
institución,  se  sujetarán  a  las
prescripciones  establecidas  en  el
Estado  en  el  cual  intenten
realizarlos.

Artículo  6º.-  Las  sucursales  o
agencias constituidas en un Estado

obligación de llevarlos.
La misma ley rige la obligación de
exhibirlos.
La  ley  que  rige  el  acto  que  se
quiere  probar  determina  la
admisibilidad  como  medio  de
prueba y el valor probatorio de los
libros de comercio.
La  forma  y  modo  de  exhibición
quedarán sujetos a la ley del  juez
que interviene en dicha exhibición.
 
TÍTULO II
De las sociedades
Artículo  6º. La  ley  del  domicilio
comercial  rige  la  calidad  del
documento que requiere el contrato
de sociedad.
Los requisitos de forma del contrato
se rigen por la ley del lugar de su
celebración.
Las  formas  de  publicidad  quedan
sujetas  a  lo  que  determine  cada
Estado.

Artículo  7º. El  contenido  del
contrato  social;  las  relaciones
jurídicas  entre  los  socios;  entre
éstos  y  la  sociedad;  y  entre  la
misma y terceros, se rigen por la ley
del  Estado  en  donde  la  sociedad
tiene domicilio comercial.

Artículo  8º. Las  sociedades
mercantiles se regirán por las leyes
del  Estado  de  su  domicilio
comercial;  serán  reconocidas  de
pleno derecho en los otros Estados
Contratantes y se reputarán hábiles
para  ejercer  actos  de  comercio  y
comparecer en juicio.
Mas,  para  el  ejercicio  habitual  de
los actos comprendidos en el objeto
de su institución, se sujetarán a las
prescripciones establecidas por las
leyes del Estado en la cual intentan
realizarlos.
Los  representantes  de  dichas
sociedades  contraen  para  con
terceros  las  mismas
responsabilidades  que  los
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por una sociedad radicada en otro,
se considerarán domiciliadas en el
lugar en que funcionan y sujetas a
la  jurisdicción  de  las  autoridades
locales,  en  lo  concerniente  a  las
operaciones que practiquen.

Artículo 7º.- Los jueces del país en
que la sociedad tiene su domicilio
legal,  son  competentes  para
conocer  de  los  litigios  que  surjan
entre  los  socios  o  que  inicien  los
terceros contra la sociedad.
Sin  embargo,  si  una  sociedad
domiciliada  en  un  Estado  realiza
operaciones  en  otro,  que  den
mérito  a  controversias  judiciales,
podrá  ser  demandada  ante  los
Tribunales del último.

TITULO III
De  los  seguros  terrestres,
marítimos y sobre la vida

Artículo  8º.-  Los  contratos  de
seguros  terrestres  y  de  transporte
por ríos o aguas interiores, se rigen
por  la  ley  del  país  en  que  está
situado  el  bien  objeto  del  seguro,
en la época de su celebración.

Artículo 9º.- Los seguros marítimos
y  sobre  la  vida  se  rigen  por  las
leyes  del  país  en  que  está
domiciliada  la  sociedad
aseguradora  o  sus  sucursales  y
agencias en el caso previsto en el
Artículo 6º.

administradores de las  sociedades
locales.
Artículo  9º. Las  sociedades  o
corporaciones  constituidas  en  un
Estado  bajo  una  especie
desconocida por las leyes de otro,
pueden ejercer en este último actos
de  comercio,  sujetándose  a  las
prescripciones locales.

Artículo 10. Las condiciones legales
de  emisión  o  de  negociación  de
acciones  o  títulos  de  obligaciones
de las sociedades comerciales,  se
rigen por la ley del Estado en donde
esas emisiones o negociaciones se
llevan a efecto.

Artículo  11. Los  jueces  del  Estado
en  donde  la  sociedad  tiene  su
domicilio,  son  competentes  para
conocer  de  los  litigios  que  surjan
entre los socios en su carácter de
tales,  o  que  inicien  los  terceros
contra la sociedad.
Sin  embargo,  si  una  sociedad
domiciliada en un Estado realiza en
otro operaciones que den mérito a
controversias  judiciales,  podrá  ser
demandada  ante  los  jueces  o
tribunales del segundo.
 
TÍTULO III
De los seguros

Artículo  12. Los  contratos  de
seguros  terrestres  se  rigen  por  la
ley  del  Estado  en  donde  están
situados  los  bienes  objeto  del
seguro  en  la  época  de  su
celebración; y los de seguro sobre
la vida, por la del Estado en el cual
está  domiciliada  la  compañía
aseguradora  o  sus  sucursales  o
agencias.
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Artículo 10.- Son competentes para
conocer de las reclamaciones que
se deduzcan contra las sociedades
de seguros, los Tribunales del país
en que dichas sociedades tienen su
domicilio legal.
Si  esas  sociedades  tienen
constituidas  sucursales  en  otros
Estados,  regirá  lo  dispuesto  en el
artículo 6º.

(Los  Artículos  11  a  25  han  sido
trasladados  al  Tratado  de  la
Navegación Comercial de 1940)

Artículo  13. Son  jueces
competentes  para  conocer  de  las
acciones  que  se  deduzcan  en
materia  de  seguros  terrestres  o
sobra  la  vida,  los  del  Estado  que
rige por sus leyes dichos contratos,
de acuerdo con lo establecido en el
Artículo  anterior;  o  bien,  a  opción
del demandante, los del Estado del
domicilio de los aseguradores, o, en
su  caso,  de  sus  sucursales  o
agencias, o los del domicilio de los
asegurados.
 

TÍTULO IV
Del transporte terrestre y mixto
Artículo  14. El  contrato  de
transporte  de  mercaderías  que
debe ejecutarse en varios Estados,
se rige, en cuanto a su forma, a sus
efectos  y  a  la  naturaleza  de  las
obligaciones  de  los  contratantes,
por  la  ley  del  lugar  de  su
celebración.  Si  debe  ejecutarse
dentro  del  territorio  de  un  solo
Estado,  lo  será por  la  ley de este
Estado.
La  ley  del  Estado  en  donde  se
entrega o debió entregarse la carga
al  consignatario,  rige  todo  lo
concerniente al cumplimiento y a la
forma  de  ejecución  de  las
obligaciones  relativas  a  dicha
entrega.
Artículo  15. Repútase  único  el
contrato de transporte internacional
por servicios acumulativos, cuando
se celebra  mediante  la  expedición
de  carta  de  porte  única  y  directa,
aunque  el  transporte  se  realice
mediante  la  intervención  de
empresas de diferentes Estados.La
presente disposición se extiende al
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transporte mixto, por tierra, agua o
aire.
Artículo 16. La acción fundada en el
transporte  internacional  por
servicios  acumulativos,  podrá  ser
intentada,  a  elección  del  actor,
contra  el  primer  porteador  con
quien el cargador contrató, o contra
el que recibió en último término los
efectos  para  ser  entregados  al
consignatario.
Dicha acción se ejercitará, a opción
del demandante, ante los jueces del
lugar de la partida, o del destino, o
de  cualquiera  de  los  lugares  del
tránsito  en  donde  haya  un
representante  del  porteador
demandado.
Quedan a salvo las acciones de los
diferentes porteadores entre sí.
Artículo  17. El  contrato  de
transporte  de  personas  por  los
territorios  de  varios  Estados,
celebrado por una sola empresa o
por servicios acumulativos,  se rige
por la ley del Estado del destino del
pasajero.
Serán  jueces  competentes  los  de
este mismo Estado o los de aquél
en el cual se celebra el contrato, a
opción del actor.
Artículo  18. Se  rige  por  las  reglas
sobre transporte de mercaderías el
del  equipaje  que,  habiendo  sido
registrado  el  documento  especial
expedido  por  el  porteador  o
comisionista, no es llevado consigo
por el pasajero en el sitio que le fue
asignado para el viaje.
El  equipaje  que  el  pasajero  lleva
consigo,  sin  haber  sido registrado,
se  rige  por  la  ley  aplicable  al
transporte de personas.
 
TÍTULO V
De la prenda comercial
Artículo  19. La  ley  que  rige  el
contrato de prenda decide sobre la
calidad  del  documento
correspondiente.  Las  formas  y
requisitos se regulan por la ley del

372



TITULO IX
De las letras de cambio

Artículo 26.- La forma del giro, del
endoso,  de  la  aceptación  y  del
protesto de una letra de cambio, se
sujetará a la  ley del  lugar  en que
respectivamente se realicen dichos
actos.

Artículo  27.-  Las  relaciones
jurídicas  que  resultan  del  giro  de
una  letra  entre  el  girador  y  el
beneficiario,  se  regirán  por  la  ley
del  lugar  en  que  la  letra  ha  sido
girada;  las  que  resultan  entre  el
girador y aquel a cuyo cargo se ha
hecho el giro, lo serán por la ley del
domicilio de este último.

Artículo  28.-  Las  obligaciones  del
aceptante con respecto al portador
y  las  excepciones  que  puedan
favorecerle, se regularán por la ley
del lugar en que se ha efectuado la
aceptación.

Artículo  29.-  Los  efectos  jurídicos
que  el  endoso  produce  entre  en
endosante  y  el  cesionario,
dependerán de la ley del  lugar en
que  la  letra  ha  sido  negociada  o
endosada.

lugar de su celebración. Los medios
de  publicidad,  por  la  ley  de  cada
Estado.
Artículo  20. Los  derechos  y  las
obligaciones  de  los  contratantes
con relación  a  la  cosa en prenda,
con  desplazamiento  o  sin  él,  se
rigen por la ley de su situación en el
momento  de  la  constitución  de  la
prenda.
Artículo 21. El cambio de situación
de  la  cosa  dada  en  prenda  no
afecta los derechos adquiridos con
arreglo a la ley del Estado en donde
aquella fue constituida, pero para la
conservación  de  esos  derechos,
deberán llenarse las condiciones de
forma y de fondo exigidas por la ley
del Estado de su nueva situación.
Artículo 22. En el caso del Artículo
anterior, el derecho de los terceros
de  buena  fe  respecto  de  la  cosa
dada en prenda, se regula por la ley
del Estado de la nueva situación.
 
TÍTULO VI
De  las  letras  de  cambio  y  demás
papeles a la orden
Artículo 23. Las forma del giro, del
endoso, de la aceptación, del aval,
del  protesto  y  de  los  actos
necesarios para el ejercicio o para
la conservación de los derechos en
materia  de  letras  de  cambio,  se
sujetará a la ley del Estado en cuyo
territorio se realicen dichos actos.

Artículo  24. Si  las  obligaciones
contraídas en una letra de cambio
no son válidas según la ley a que
se  refiere  el  Artículo  precedente,
pero se ajustan a la ley del Estado
en donde una obligación ulterior ha
sido suscripta, la irregularidad en la
forma  de  aquélla,  no  afecta  la
validez de tal obligación.

Artículo 25. Las relaciones jurídicas
que  resultan  entre  el  girador  y  el
beneficiario  respecto  del  giro  de
una letra, se regirán por la ley del

373



Artículo  30.-  La  mayor  o  menor
extensión  de  las  obligaciones  de
los  respectivos  endosantes  no
altera  los  derechos  que
primitivamente  han  adquirido  el
girador y el aceptante.

Artículo 31.-  El aval se rige por la
ley  aplicable  a  la  obligación
garantida.

Artículo  32.-  Los  efectos  jurídicos
de  la  aceptación  por  intervención,
se  regirán  por  la  ley  del  lugar  en
que el tercero interviene.

Artículo  33.-  Las  disposiciones  de
este  Título  rigen  para  los  vales,

lugar en que aquélla ha sido girada;
las que resultan entre el girador y la
persona a cuyo cargo se ha hecho
el giro, lo serán por la ley del lugar
en  donde  la  aceptación  debió  ser
verificada.

Artículo  26. Las  obligaciones  del
aceptante con respecto al portador
y  las  excepciones  que  puedan
favorecerle, se regularán por la ley
del lugar en donde se ha efectuado
la aceptación.

Artículo  27. Los  efectos  jurídicos
que  el  endoso  produce  entre  el
endosante  y  el  cesionario,
dependerán de la  ley del  lugar en
donde la letra ha sido negociada o
endosada.

Artículo 28. Los efectos jurídicos de
la  aceptación  por  intervención  se
regirán  por  la  ley  del  Estado  en
donde el tercero interviene.

Artículo  29. El  plazo  para  el
ejercicio de la acción de recambio,
se  determina  para  todos  los
signatarios de la letra, por la ley del
Estado  en  cuyo  territorio  se  ha
creado el título.

Artículo  30. La  letra  de  cambio
girada  en  moneda  sin  curso  legal
en  el  Estado  en  donde  se  cobra,
será  satisfecha  en  la  moneda  de
ese  Estado  al  cambio  del  día  del
vencimiento.
Si el deudor se encuentra en mora,
el  portador  puede,  a  su  elección,
exigir que el importe de la letra sea
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billetes o pagarés de comercio, en
cuanto les sean aplicables.

                                                         
Artículo  34.-  Las  cuestiones  que
surjan entre las personas que han
intervenido  en  la  negociación  de
una letra de cambio, se ventilarán
ante los Jueces del domicilio de los
demandados en la fecha en que se
obligaron,  o  del  que tengan en el
momento de la demanda.

pagado  al  cambio  del  día  del
vencimiento o al día de pago.
Si el monto de la letra se determina
en una moneda que tiene la misma
denominación  pero  valor  diferente
en  el  Estado  de  su  emisión  y  el
lugar del pago, se presume que se
ha  referido  a  la  moneda  de  este
último.
La ley del lugar del pago determina
las  demás  condiciones  y
circunstancias  del  mismo,  tales
como vencimientos en día de fiesta,
plazo, de gracia, etcétera.

Artículo  31. La  ley  del  Estado  en
donde  la  letra  debe  ser  pagada,
determina las medidas que han de
tomarse  en  caso  de  robo,  de
extravío,  de  destrucción  o  de
inutilización  material  del
documento.

Artículo  32. Las  disposiciones  del
presente título rigen en cuanto sean
aplicables, para los vales, billetes y
demás papeles a la orden.
Artículo  33. Las  disposiciones  del
presente  título  rigen  también  para
los  cheques  con  las  siguientes
modificaciones:
La ley del Estado en que el cheque
debe pagarse determina:

1º El término de presentación.

2º Si  puede  ser  aceptado,
cruzado,  certificado  o
confirmado  y  los  efectos  de
esas operaciones.

3º Los derechos del tenedor sobre
la  provisión  de  fondos  y  su
naturaleza.

4º Los derechos del  girador  para
revocar  el  cheque u oponerse
al pago.

5º La  necesidad  del  protesto  u
otro  acto  equivalente  para
conservar  los  derechos contra
los  endosantes,  al  girador  y
otros obligados.
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TITULO X
De las falencias
Artículo  35.-  Son  Jueces
competentes  para  conocer  de  los
juicios de quiebra los del domicilio
comercial del fallido, aun cuando la
persona  declarada  en  quiebra
practique accidentalmente actos de
comercio  en  otra  Nación,  o
mantenga  en  ella  agencias  o
sucursales que obren por cuenta y
responsabilidad  de  la  casa
principal.

Artículo 36.- Si el fallido tiene dos o
más  casas  comerciales
independientes  en  distintos
territorios, serán competentes para
conocer  del  juicio  de  quiebra  de
cada  una  de  ellas,  los  Tribunales
de sus respectivos domicilios.

Artículo  37.-  Declarada  la  quiebra
en un país, en el caso del artículo
anterior,  las  medidas  preventivas
dictadas  en  ese  juicio,  se  harán
también efectivas sobre los bienes

6º Las  demás  situaciones
referentes  a  las  modalidades
del cheque.

Artículo  34. Los  derechos  y  la
validez  de  las  obligaciones
originadas  por  la  letra  de  cambio,
los cheques y demás papeles a la
orden  o  al  portador,  no  están
subordinados  a  la  observancia  de
las disposiciones de las leyes sobre
el impuesto de timbre. Empero, las
leyes  de los  Estados Contratantes
pueden  suspender  el  ejercicio  de
esos  derechos  hasta  el  pago  del
impuesto y de las multas en que se
haya incurrido.

                                                        
 

Artículo  35. Las  cuestiones  que
surjan entre las personas que han
intervenido  en  la  negociación  de
una letra de cambio,  un cheque u
otro papel a la orden o al portador,
se  ventilarán  ante  los  jueces  del
domicilio de los demandados en las
fechas  en  que  se  obligaron,  o  de
aquél que tengan en el momento de
la demanda.
 
TÍTULO VII
De los títulos y papeles al portador
Artículo 36. Las formalidades y los
efectos  jurídicos  de  los  títulos  y
papeles al portador, se rigen por la
ley  vigente  del  Estado  de  su
emisión.
Artículo 37. La transferencia de los
títulos  y  papeles  al  portador  se
regula  por  la  ley  del  Estado  en
donde el acto se realiza.
Artículo 38. Las formalidades y los
requisitos  que  deben  llenarse,  así
como  los  efectos  jurídicos  que
resulten en los casos previstos en
el Artículo 31, quedan sometidos a
la  ley  del  domicilio  del  deudor,
pudiendo  también  hacerse  la
publicidad  en  los  otros  Estados
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que  el  fallido  tenga  en  otros
Estados,  sin  perjuicio  del  derecho
que  los  artículos  siguientes
conceden a los acreedores locales.

Artículo 38.- Una vez cumplidas las
medidas preventivas por medio de
las respectivas cartas rogatorias, el
juez exhortado hará publicar por el
término de 60 días avisos en que
dé  a  conocer  el  hecho  de  la
declaración  de  quiebra  y  las
medidas  preventivas  que  se  han
dictado.

Artículo 39.- Los acreedores locales
podrán, dentro del plazo fijado en el
artículo anterior, a contar desde el
día siguiente a la publicación de los
avisos, promover un nuevo juicio de
quiebra  contra  el  fallido  en  otro
Estado, o concursarlo civilmente, si
no  procediese  la  declaración  de
quiebra.
En tal caso, los diversos juicios de
quiebra  se  seguirán  con  entera
separación  y  se  aplicarán
respectivamente  en  cada  uno  de
ellos  las  leyes  del  país  en  que
radican.

Contratantes.
Artículo  39. En  los  casos
del Artículo 31, el derecho del tercer
poseedor sobre los títulos o papeles
de comercio, se regula por la ley del
Estado  en  donde  adquirió  la
posesión.
 
TÍTULO VIII
De las quiebras
Artículo  40. Son  jueces
competentes  para  declarar  la
quiebra,  los  del  domicilio  del
comerciante  o  de  la  sociedad
mercantil,  aun  cuando  practiquen
accidentalmente actos de comercio
en otro  u otros Estados,  o  tengan
en  alguno  o  algunos  de  ellos,
agencias  o  sucursales  que  obren
por  cuenta  y  responsabilidad  del
establecimiento principal.

Artículo 41. Si el fallido tiene dos o
más  casas  comerciales
independientes  en  distintos
territorio,  serán  competentes  para
conocer  del  juicio  de  quiebra  de
cada  una  de  ellas,  los  jueces  o
tribunales  de  sus  respectivos
domicilios.

Artículo  42. La  declaración  de
quiebra  y  demás  actos
concernientes  a  ella  cuya
publicación  esté  prescripta  por  las
leyes  del  Estado  en  donde  la
quiebra  ha  sido  declarada,  se
publicarán en los Estados en donde
existan  agencias,  sucursales  o
establecimientos  del  fallido,
sujetándose  a  las  formalidades
establecidas por las leyes locales.

Artículo 43. Declarada la quiebra de
un Estado, las medidas preventivas
de  seguridad  y  conservación
dictadas en el  respectivo juicio, se
harán  también  efectivas  sobre  los
bienes  que  el  fallido  tenga  en  los
otros  Estados,  con  arreglo  a  las
leyes locales.
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Artículo  40.-  Entiéndese  por
acreedores  locales,  que
corresponden  al  concurso  abierto
en un país, aquellos cuyos créditos
deben satisfacerse en el mismo.

Artículo  41.-  Cuando  proceda  la
pluralidad de juicios de quiebras o
concursos, según lo establecido en
este  Título,  el  sobrante  que
resultare  a  favor  del  fallido  en  un
Estado  será  puesto  a  disposición
de  los  acreedores  del  otro,
debiendo entenderse con tal objeto
los jueces respectivos. 

Artículo 42.- En el caso en que siga
un  solo  juicio  de  quiebra,  porque
así  corresponda,  según  lo
dispuesto  en  el  Artículo  35,  o
porque los dueños de los créditos
locales  no  hayan  hecho  uso  del
derecho que les concede el Artículo
39, todos los acreedores del fallido
presentarán sus títulos y harán uso
de  sus  derechos  ante  el  juez  o
tribunal  que  ha  declarado  la
quiebra.

Artículo 44. Una vez cumplidas las
medidas preventivas por medio de
las respectivas cartas rogatorias, el
juez  exhortado  hará  publicar
durante treinta días en los lugares
donde  el  fallido  posea  bienes,
avisos  en  los  cuales  se  de  a
conocer el hecho de la declaración
de  quiebra  y  las  medidas  que  se
hubieran dictado.

Artículo 45. Los acreedores locales
podrán,  dentro  del  término  de
sesenta días,  contados a partir  de
la  última  publicación  a  que  se
refiere el Artículo anterior, promover
en  el  respectivo  Estado  un  nuevo
juicio de quiebra contra el fallido, o
concursado  civilmente  si  no
procediese  la  declaración  de
quiebra.  En  tal  caso,  los  diversos
juicios de quiebra se seguirán con
entera  separación  y  serán
aplicadas,  respectivamente,  en
cada  uno  de  ello,  las  leyes  del
Estado en donde el  procedimiento
se  radica.  Asimismo,  se  aplicarán
las  leyes  correspondientes  a  cada
juicio distinto y separado para todo
lo concerniente a la celebración de
concordatos  preventivos  y  otras
instituciones análogas. Todo ello sin
perjuicio  del  cumplimiento  de  las
medidas a que se refiere el Artículo
43,  de  lo  dispuesto  en  el Artículo
47,  de  este  título  y  de  las
oposiciones  que  puedan  formular
los síndicos o representantes de la
masa  de  acreedores  de  los  otros
juicios.
Artículo  46. Entiéndese  por
acreedores  locales  que
corresponden  a  la  quiebra  en  un
Estado,  aquellos  cuyos  créditos
deben  satisfacerse  en  dicho
Estado.

Artículo  47. Cuando  proceda  la
pluralidad de los juicios de quiebra,
según lo establecido en este título,
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Artículo 43.- Aun cuando exista un
solo  juicio  de  quiebra,  los
acreedores  hipotecarios  anteriores
a  la  declaración  de  la  misma,
podrán  ejercer  sus  derechos  ante
los tribunales del país en que están
radicados los bienes hipotecados o
dados en prenda.

Artículo 44.-  Los privilegios de los
créditos localizados en el país de la
quiebra  y  adquiridos  antes  de  la
declaración de ésta, se respetarán,
aun en el  caso en que los bienes
sobre  que  recaiga  el  privilegio  se
transporten a otro territorio y exista
en  él,  contra  el  mismo  fallido,  un
juicio  de  quiebra  o  formación  de
concurso  civil.  Lo  dispuesto  en  el
inciso  anterior  sólo  tendrá  efecto
cuando la traslación de los bienes
se haya realizado dentro del plazo
de la retroacción de la quiebra.

Artículo  45.-  La  autoridad  de  los
síndicos  o  representantes  legales
de  la  quiebra  será  reconocida  en
todos los Estados, si lo fuese por la
ley del país en cuyo territorio radica
el  concurso  al  cual  representan,
debiendo  ser  admitidos  en  todas
partes a ejercer las funciones que
les sean concedidas por dicha ley y
por el presente Tratado.

el  sobrante  que  resultare  en  un
Estado a favor del fallido, quedará a
disposición del juez que conoce de
la  quiebra  en  el  otro,  debiendo
entenderse con tal objeto los jueces
respectivos.

Artículo  48. En el  caso de que se
siga  un  solo  juicio  de  quiebra,
porque  así  corresponda  según  lo
dispuesto  en  el Artículo  40,  o
porque los titulares de los créditos
locales  no  hayan  hecho  uso  del
derecho que les concede el Artículo
45, todos los acreedores del fallido
presentarán sus títulos y harán uso
de  sus  derechos  de  conformidad
con la ley y ante el juez o tribunal
del  Estado  que  ha  declarado  la
quiebra.
En  este  caso,  los  créditos
localizados  en  un  Estado  tienen
preferencia  con  respecto  a  los  de
los otros, sobre la masa de bienes
correspondientes  al  Estado  de  su
localización.

Artículo  50. Aun  cuando  exista  un
solo  juicio  de  quiebra,  los
acreedores  hipotecarios  o
prendarios, anteriores a la fecha de
la  definitiva  cesación  de  pagos,
podrán  ejercer  sus  derechos  ante
los  jueces  del  Estado  en  donde
están  radicados  los  bienes
hipotecados o dados en prenda.
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Artículo  46.-  En  el  caso  de
pluralidad de concursos, el tribunal
en cuya jurisdicción reside el fallido,
será competente para dictar  todas
las medidas de carácter civil que lo
afecten personalmente.

Artículo  47.-  La  rehabilitación  del
fallido  sólo  tendrá  lugar  cuando
haya sido pronunciada en todos los
concursos que se le sigan.

Artículo 48.- Las estipulaciones de
este  Tratado  en  materia  de
quiebras  se  aplicarán  a  las
sociedades  anónimas,  cualquiera
que sea la forma de liquidación que
para  dichas  sociedades
establezcan  los  Estados
Contratantes,  en  el  caso  de
suspensión de pagos.

Disposiciones generales

Artículo  49.-  No  es  indispensable
para la vigencia de este Tratado su
ratificación simultánea por todas las
naciones  signatarias.  La  que  lo
apruebe,  lo  comunicará  a  los
Gobiernos de la República Oriental
del  Uruguay  y  de  la  República
Argentina para que lo hagan saber
a las demás naciones contratantes.
Este procedimiento hará las veces
de canje.

Artículo 50.-  Hecho el  canje en la
forma  del  artículo  anterior,  este
Tratado  quedará  en  vigor  desde
ese acto por tiempo indefinido.

Artículo  51.-  Si  alguna  de  las
naciones  signatarias  creyese

Artículo  49. La  autoridad  de  los
síndicos  o  administradores  de  la
quiebra  única,  cualquiera  que  sea
su  denominación  o  la  de  sus
representantes, será reconocida en
todos los Estados Contratantes.
Podrán  tomar  medidas
conservativas  o  de  administración,
comparecer  en  juicio  y  ejercer  las
funciones  y  derechos  que  les
acuerdan  las  leyes  del  Estado  en
donde  fue  declarada  la  quiebra;
pero  la  ejecución  de  los  bienes
fuera de la jurisdicción del juez que
entiende  en  el  juicio,  deberá
ajustarse a la ley de la situación.

Artículo  51. Cuando  exista
pluralidad de juicios de quiebra, los
bienes  del  deudor  situados  en  el
territorio de otro Estado en el  cual
no se promueva juicio  de quiebra,
concurso civil  u otro procedimiento
análogo, concurrirán a la formación
del  activo de la  quiebra cuyo juez
hubiese prevenido.

Artículo 52. En el caso de pluralidad
de  quiebras,  el  juez  o  tribunal  en
cuya jurisdicción esté domiciliado el
fallido será competente para dictar
todas las medidas de carácter civil
que le conciernan personalmente.
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conveniente desligarse del Tratado
o introducir modificaciones en él, lo
avisará  a  las  demás;  pero  no
quedará  desligada  sino  dos  años
después de la denuncia, término en
que se procurará llegar a un nuevo
acuerdo.

Artículo  52.-  El  Artículo  49  es
extensivo  a  las  naciones  que,  no
habiendo  concurrido  a  este
congreso,  quisieran  adherirse  al
presente Tratado.

Artículo 53. Las reglas referentes a
la  quiebra  serán  aplicables  en
cuanto  corresponda,  a  las
liquidaciones  judiciales,
concordatos  preventivos,
suspensión  de  pagos  u  otras
instituciones  análogas  contenidas
en  las  leyes  de  los  Estados
Contratantes.

Disposiciones generales

Artículo  54. No  es  indispensable
para la vigencia de este tratado su
ratificación simultánea por todos los
Estados  Contratantes.  El  que  lo
apruebe lo comunicará al gobierno
de  la  República  Oriental  del
Uruguay a fin de que lo haga saber
a  los  demás  Estados.  Este
procedimiento  hará  las  veces  de
canje.

Artículo  55. Hecho  el  canje  en  la
forma  del  Artículo  anterior,  este
tratado entrará en vigor desde ese
acto entre los Estados que hubieran
llenado  dicha  formalidad,  por
tiempo  indefinido,  quedando,  por
tanto,  sin  efecto  el  firmado  en
Montevideo el día 12 de febrero del
año 1889.

Artículo  56. Si  alguno  de  los
Estados  Contratantes  creyera
conveniente desligarse del tratado o
introducir  modificaciones  en  él,  lo
avisará  a  los  demás,  pero  no
quedará  desligado  sino  dos  años
después de la denuncia, término en
el  que  se  procurará  llegar  a  un
nuevo acuerdo.

381



Artículo  57. El Artículo  54 es
extensivo  a  los  Estados  que,  sin
haber concurrido a este Congreso,
quisieran  adherir  al  presente
tratado.

RESERVAS
De  la  delegación  de  los  Estados
Unidos del Brasil
La  delegación  del  Brasil  firma  el
presente tratado con la declaración
de  que  lo  dispuesto  en  el Artículo
45 se  aplica  en  los  casos  de
los Artículos 40 y 41.
De la delegación de Colombia
La  delegación  de  Colombia
suscribe  el  presente  tratado
interpretando  sus  estipulaciones
con toda amplitud,  es  decir,  en  el
sentido de que su espíritu armoniza
con  el  precepto  constitucional  que
rige en su país respecto de que la
capacidad, el reconocimiento, y, en
general,  el  régimen  de  las
sociedades  y  demás  personas
jurídicas  se  determinan  por  la  ley
colombiana.

Tratado de Montevideo Derecho Comercial de 1889: Suscrito en el Primer 
Congreso Sudamericano de Derecho Internacional Privado en Montevideo 
1888 – 1889. Países Signatarios: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay, 
Perú y Uruguay. Países Ratificantes: Argentina, Bolivia, Paraguay, Perú y 
Uruguay. Adhesiones: Colombia.

Tratado de Montevideo Derecho Comercial terrestre internacional de 1940: 
Suscrito en el Segundo Congreso Sudamericano de Derecho Internacional 
Privado en Montevideo el 19 de marzo de 1940. Países Signatarios: Argentina,
Bolivia, Colombia, Paraguay, Perú y Uruguay. Países Ratificantes:  Argentina, 
Paraguay y Uruguay
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- Protocolo en Materia de Responsabilidad Civil Emergente de Accidentes de 
Tránsito (San Luis 1996). Aprobado por Uruguay por ley Nº 17.050 del 14 de 
diciembre de 1998. CMC/DEC.Nº 1/96.

 
Los  Gobiernos  de  la  República  Argentina,  de  la  República  Federativa  del
Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental del Uruguay, en
adelante denominados "Estados Partes";
CONSIDERANDO que el Tratado de Asunción establece el compromiso de los
Estados Partes de armonizar sus legislaciones en las áreas pertinentes;
REAFIRMANDO  la  voluntad  de  los  Estados  Partes  de  acordar  soluciones
jurídicas comunes para el fortalecimiento del proceso de integración;
DESTACANDO la necesidad de brindar un marco de seguridad jurídica que
garantice  soluciones justas  y  la  armonía  de las  decisiones vinculadas a  la
responsabilidad civil emergente de accidentes de tránsito;
CONVENCIDOS  de  la  importancia  de  adoptar  reglas  comunes  sobre
jurisdicción  internacional  y  derecho  aplicable  en  el  ámbito  de  la
responsabilidad civil emergente de accidentes de tránsito
ACUERDAN:

AMBITO

ARTICULO 1
El  presente  Protocolo  determina  el  derecho  aplicable  y  la  jurisdicción
internacionalmente competente, en casos de responsabilidad civil emergente
de accidentes de tránsito ocurridos en territorio de un Estado Parte, en los que
participen o resulten afectadas personas domiciliadas en otro Estado Parte.

DOMICILIO

ARTICULO 2
A los fines del presente Protocolo se considerará domicilio, subsidiariamente y
en el siguiente orden:
a) cuando se tratare de personas físicas:
1. la residencia habitual;
2. el centro principal de sus negocios;
3. el lugar donde se encontrare la simple residencia.
b) cuando se tratare de personas jurídicas:
1. la sede principal de la administración;
2. si poseen sucursales, establecimientos, agencias o cualquier otra especie
de representación, el lugar donde cualquiera de éstas funcionen.

DERECHO APLICABLE

ARTICULO 3
La responsabilidad civil por accidentes de tránsito se regulará por el derecho
interno del Estado Parte en cuyo territorio se produjo el accidente.
Si en el  accidente participaren o resultaren afectadas únicamente personas
domiciliadas en otro Estado Parte, el mismo se regulará por el derecho interno
de éste último.

383



ARTICULO 4
La responsabilidad civil por daños sufridos en las cosas ajenas a los vehículos
accidentados como consecuencia del accidente de tránsito, será regida por el
derecho interno del Estado Parte en el cual se produjo el hecho.

ARTICULO 5
Cualquiera fuere el derecho aplicable a la responsabilidad, serán tenidas en
cuenta  las  reglas  de  circulación  y  seguridad  en  vigor  en  el  lugar  y  en  el
momento del accidente.

ARTICULO 6
El derecho aplicable a la responsabilidad civil conforme a los artículos 3 y 4
determinará especialmente entre otros aspectos:
a) Las condiciones y la extensión de la responsabilidad;
b) Las causas de exoneración así como toda delimitación de responsabilidad;
c) La existencia y la naturaleza de los daños susceptibles de reparación;
d) Las modalidades y extensión de la reparación;
e) La responsabilidad del propietario del vehículo por los actos o hechos de
sus dependientes, subordinados, o cualquier otro usuario a título legítimo;
f) La prescripción y la caducidad.

JURISDICCION

ARTICULO 7
Para ejercer las acciones comprendidas en este Protocolo serán competentes,
a elección del actor, los tribunales del Estado Parte:
a) donde se produjo el accidente;
b) del domicilio del demandado; y
c) del domicilio del demandante.

AUTOMOTORES SINIESTRADOS

ARTICULO 8
Los  automotores  matriculados  en  un  Estado  Parte  y  siniestrados  en  otro,
deberán ser oportunamente devueltos al Estado de su registro de conformidad
con la ley del lugar donde ocurrió el siniestro. En el supuesto de destrucción
total, la parte interesada quedará facultada para disponer del vehículo sin otro
requisito que la satisfacción de las exigencias de orden fiscal.
Lo dispuesto en este artículo no obstará a la traba de las medidas cautelares
que correspondan.

SOLUCION DE CONTROVERSIAS

ARTICULO 9
Las controversias que surgieren entre los Estados Partes con referencia a la
aplicación, interpretación o incumplimiento de las disposiciones contenidas en
el  presente  Protocolo  serán resueltas  mediante  negociaciones  diplomáticas
directas.
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Si  mediante  tales  negociaciones  no  se  alcanzare  un  acuerdo  o  si  la
controversia  sólo  fuere  solucionada  parcialmente,  se  aplicarán  los
procedimientos previstos en el Sistema de Solución de Controversias vigente
entre los Estados Partes del Tratado de Asunción.

DISPOSICIONES FINALES

ARTICULO 10
El presente Protocolo, parte integrante del Tratado de Asunción, entrará en
vigor con relación a los dos primeros Estados Partes que lo ratifiquen treinta
(30) días después que el segundo país proceda al depósito de su instrumento
de ratificación.
Para  los  demás  ratificantes,  entrará  en  vigor  el  trigésimo  día  posterior  al
depósito del respectivo instrumento de ratificación.

ARTICULO 11
La adhesión por parte de un Estado al Tratado de Asunción implicará de pleno
derecho la adhesión al presente Protocolo.

ARTICULO 12
El  presente  Protocolo  no  derogará  las  disposiciones  de  las  Convenciones
vigentes  entre  algunos  de  los  Estados  Parte  que  contemplen  aspectos  no
previstos en este texto.

ARTICULO 13
El Gobierno de la  República del  Paraguay será el  depositario del  presente
Protocolo y de los instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.
Asimismo, el Gobierno de la República del Paraguay notificará a los Gobiernos
de  los  demás  Estados  Partes  la  fecha  de  entrada  en  vigor  del  presente
Protocolo y la fecha de depósito de los instrumentos de ratificación.-

Hecho  en  la  localidad  de  Potreros  de  los  Funes,  Provincia  de  San  Luis,
República  Argentina,  a  los  veinticinco  días  del  mes  de  junio  del  año  mil
novecientos noventa y seis, en un original en los idiomas español y portugués,
siendo ambos textos igualmente auténticos.

-Países Ratificantes: Aergentina, Brasil, Paraguay y Uruguay

MERCOSUR/CMC/DEC. Nº 6/97 “FE DE ERRATAS” CORRESPONDIENTE
AL  PROTOCOLO  DE  RESPONSABILIDAD  CIVIL  EMERGENTE  DE
ACCIDENTES  DE  TRANSITO  ENTRE  LOS  ESTADOS  PARTES  DE
MERCOSUR
VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, las Decisiones N°
4/91, 5/91 y 1/96 del Consejo del Mercado Común.
CONSIDERANDO:
Que la Reunión de Ministros de Justicia ha remitido la fe  de erratas de la
redacción
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final del artículo 3º de “Protocolo de San Luis en Materia de Responsabilidad
Civil
Emergente  de  Accidentes  de  Tránsito  entre  los  Estados  Partes  del
MERCOSUR”.
EL CONSEJO DEL MERCADO COMUN
DECIDE:
Art. 1.- Aprobar la fe de erratas del artículo 3º del “Protocolo de San Luis en
Materia
de  Responsabilidad  Civil  Emergente  de  Accidentes  de  Tránsito  entre  los
Estados
Partes del MERCOSUR ”.
Art.  2.-  Aprobar  el  Texto  del  “Protocolo  de  San  Luis  en  Materia  de
Responsabilidad
Civil  Emergente  de  Accidentes  de  Tránsito  entre  los  Estados  Partes  del
MERCOSUR
”que incorpora lo expresado en el artículo precedente.
XII CMC - Asunción , 18/VI/972
PROTOCOLO  DE  RESPONSABILIDAD  CIVIL  EMERGENTE  DE
ACCIDENTES DE
TRANSITO ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR (ERRATA)
La Comisión Técnica, en su 38º Encuentro, reunida en Asunción advirtió que
en el
PROTOCOLO DE SAN LUIS EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL
EMERGENTE  DE  ACCIDENTES  DE  TRANSITO  ENTRE  LOS  ESTADOS
PARTES
DEL MERCOSUR, se incurrió en un error en la redacción final, al omitir un
apartado
en  el  artículo  3º,  correspondiendo  su  rectificación  a  la  Sección  Nacional
Argentina
del Grupo Mercado Común, en virtud de que la República Argentina ejercía la
Presidencia  Pro  Tempore  cuando  se  acordó  dicho  Protocolo.  El  texto  que
deberá ser
incorporado como parágrafo tercero del referido artículo es el siguiente:

“El Tribunal determinará el domicilio común atendiendo la razonabilidad de las 
circunstancias del caso, si alguno de los hechos contemplados en el art. 2º 
literal a) y b) ocurrieran en un mismo Estado”
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- Acuerdo  sobre  Arbitraje  Comercial  Internacional  del  MERCOSUR.
(Buenos Aires). CMC DEC. 03/98. Aprobado por Uruguay por ley Nº 17.834 del
14 de setiembre de 2004.
- Acuerdo de Arbitraje Comercial Internacional entre el MERCOSUR, la
República de Bolivia y la República de Chile. CMC DEC. 04/98. Aprobado por
Uruguay por ley Nº 17.751 del 17 de marzo de 2004.
Se transcribe este último por ser textos de idéntico contenido.

Artículo 1
Objeto
El presente Acuerdo tiene por objeto regular el arbitraje como medio alternativo
privado  de  solución  de  controversias,  surgidas  de  contratos  comerciales
internacionales entre personas físicas o jurídicas de derecho privado.

Artículo 2
Definiciones
A los fines de la aplicación del presente Acuerdo se entiende por:

a) "arbitraje":  medio  privado  -institucional  o  "ad  hoc"-  para  la  solución  de
controversias;

b) "arbitraje internacional": medio privado para la solución de controversias
relativas  a  contratos  comerciales  internacionales  entre  particulares,
personas físicas o jurídicas;

c) "autoridad judicial": órgano del sistema judicial estatal;

d) "contrato  base":  acuerdo  que  origina  las  controversias  sometidas  a
arbitraje;

e) "convención arbitral":  acuerdo por  el  que las  partes deciden someter  a
arbitraje todas o algunas controversias que hayan surgido o puedan surgir
entre ellas respecto de relaciones contractuales. Podrá adoptar la forma de
una cláusula compromisoria incluida en un contrato o la de un acuerdo
independiente;

f) "domicilio  de  las  personas  físicas":  su  residencia  habitual  y
subsidiariamente el centro principal de sus negocios;

g) "domicilio de las personas jurídicas o sede social":  lugar principal  de la
administración o el asiento de sucursales, establecimientos o agencias;

h) "laudo  o  sentencia  arbitral  extranjera":  resolución  definitiva  de  la
controversia por el tribunal arbitral con sede en el extranjero;

i) "sede del  tribunal  arbitral":  Estado elegido por los contratantes o en su
defecto por los árbitros, a los fines de los artículos 3,   7  , 13, 15, 19 y 22 de
este Acuerdo, sin perjuicio del lugar de la actuación del tribunal;

j) "tribunal arbitral": órgano constituido por uno o varios árbitros;

Artículo 3
Ámbito material y espacial de aplicación
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El presente Acuerdo se aplicará al arbitraje, su organización y procedimientos,
y a las sentencias o laudos arbitrales,  si  mediare alguna de las siguientes
circunstancias:

a) la convención arbitral  fuere celebrada entre personas físicas o jurídicas
que,  en  el  momento  de  su  celebración,  tengan  ya  sea  su  residencia
habitual,  el  centro  principal  de  sus  negocios,  la  sede,  sucursales,
establecimientos o agencias, en más de una Parte Signataria;

b) el contrato base tuviere algún contacto objetivo -jurídico o económico- con
más de una Parte Signataria;

c) las partes no expresaren su voluntad en contrario y el contrato base tuviere
algún contacto objetivo -jurídico o económico- con una Parte Signataria,
siempre que el tribunal tenga su sede en una de las Partes Signatarias;

d) el contrato base tuviere algún contacto objetivo -jurídico o económico- con
una Parte Signataria y el tribunal arbitral no tuviere su sede en ninguna
Parte  Signataria,  siempre  que  las  partes  declaren  expresamente  su
intención de someterse al presente Acuerdo;

e) el contrato base no tuviere ningún contacto objetivo -jurídico o económico-
con una Parte Signataria y las partes hayan elegido un tribunal arbitral con
sede  en  una  Parte  Signataria,  siempre  que  las  partes  declaren
expresamente su intención de someterse al presente Acuerdo.

Artículo 4
Tratamiento equitativo y buena fe
1.- La convención arbitral  dará un tratamiento equitativo y no abusivo a los
contratantes,  en especial  en  los  contratos  de adhesión,  y  será  pactada de
buena fe.
2.- La convención arbitral inserta en un contrato deberá ser claramente legible
y estar ubicada en un lugar razonablemente destacado.

Artículo 5
Autonomía de la convención arbitral
La convención arbitral es autónoma respecto del contrato base. La inexistencia
o invalidez de éste no implica la nulidad de la convención arbitral.

Artículo 6
Forma y derecho aplicable a la validez formal de la convención arbitral
1. La convención arbitral deberá constar por escrito.
2. La validez formal de la convención arbitral se regirá por el derecho del lugar
de celebración.
3. La convención arbitral celebrada entre ausentes podrá instrumentarse por el
intercambio  de  cartas  o  telegramas  con  recepción  confirmada.  Las
comunicaciones realizadas por telefax, correo electrónico o medio equivalente,
deberán ser confirmadas por documento original sin perjuicio de lo establecido
en el numeral 5.
4.  La  convención  arbitral  realizada  entre  ausentes  se  perfecciona  en  el
momento y en la Parte Signataria en la que se recibe la aceptación por el
medio elegido, confirmado por el documento original.
5. Si no se hubieren cumplido los requisitos de validez formal exigidos por el
derecho del lugar de celebración, la convención arbitral se considerará válida
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si cumpliere con los requisitos formales del derecho de alguna de las Partes
Signatarias con la cual el contrato base tiene contactos objetivos de acuerdo a
lo establecido en el artículo     3   literal b).

Artículo 7
Derecho aplicable a la validez intrínseca de la convención arbitral
1. La capacidad de las partes de la convención arbitral se regirá por el derecho
de sus respectivos domicilios.
2. La validez de la convención arbitral en cuanto al consentimiento, objeto y
causa  será  regida  por  el  derecho  de  la  Parte  Signataria  sede  del  tribunal
arbitral.

Artículo 8
Competencia  para  conocer  sobre  la  existencia  y  validez  de  la  convención
arbitral
Las cuestiones relativas  a  la  existencia  y  validez  de la  convención arbitral
serán resueltas por el tribunal arbitral, de oficio o a solicitud de partes.

Artículo 9
Arbitraje de derecho o de equidad
Por disposición de las partes, el arbitraje podrá ser de derecho o de equidad.
En ausencia de disposición será de derecho.

Artículo 10
Derecho aplicable a la controversia por el tribunal arbitral
Las  partes  podrán  elegir  el  derecho  que  se  aplicará  para  solucionar  la
controversia  en  base  al  derecho  internacional  privado  y  sus principios,  así
como al derecho del comercio internacional. Si las partes nada dispusieren en
esta materia, los árbitros decidirán conforme a las mismas fuentes.

Artículo 11
Tipos de arbitraje
Las partes podrán libremente someterse a arbitraje institucional o "ad hoc".
En el procedimiento arbitral serán respetados los principios del contradictorio,
de  la  igualdad  de  las  partes,  de  la  imparcialidad  del  árbitro  y  de  su  libre
convencimiento.

Artículo 12
Normas generales de procedimiento
1. En el arbitraje institucional:

a) el  procedimiento ante las instituciones arbitrales se regirá por su propio
reglamento;

b) sin perjuicio de lo dispuesto en el  literal anterior,  las Partes Signatarias
incentivarán a las entidades arbitrales asentadas en sus territorios para
que adopten un reglamento común;

c) las instituciones arbitrales podrán publicar para su conocimiento y difusión
las listas de árbitros, nómina y composición de los tribunales y reglamentos
organizativos.

2. En el arbitraje "ad hoc":
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a) las partes podrán establecer el procedimiento arbitral. En el momento de
celebrar la convención arbitral las partes, preferentemente, podrán acordar
la  designación  de  los  árbitros  y,  en  su  caso,  los  árbitros  sustitutos,  o
establecer la modalidad por la cual serán designados;

b) si las partes o el presente Acuerdo nada hubiesen previsto, se aplicarán
las normas de procedimiento de la Comisión Interamericana de Arbitraje
Comercial  (CIAC)  -conforme  a  lo  establecido  en  el  artículo 3  de
la Convención Interamericana sobre  Arbitraje  Comercial  Internacional de
Panamá  de  1975-  vigentes  al  momento  de  celebrarse  la  convención
arbitral;

c) todo lo no previsto por las partes, por el  Acuerdo y por las normas de
procedimiento de la CIAC, será resuelto por el tribunal arbitral atendiendo
a los principios establecidos en el artículo     11  .

Artículo 13
Sede e idioma
1. Las partes podrán designar a una Parte Signataria como sede del tribunal
arbitral.
En caso que no lo hicieren, el tribunal arbitral determinará el lugar del arbitraje
en alguna de esas Partes Signatarias, atendidas las circunstancias del caso y
la conveniencia de las partes.
2. A falta de estipulación expresa de las partes, el idioma será el de la sede del
tribunal arbitral.

Artículo 14
Comunicaciones y notificaciones
1. Las comunicaciones y notificaciones practicadas para dar cumplimiento a
las normas del  presente Acuerdo, se considerarán debidamente realizadas,
salvo disposición en contrario de las partes:

a) cuando hayan sido entregadas personalmente al destinatario, o se hayan
recibido por carta certificada, telegrama colacionado o medio equivalente
dirigidos a su domicilio declarado;

b) si  las  partes  no  hubieren  establecido  un  domicilio  especial  y  si  no  se
conociere  el  domicilio  después  de  una  indagación  razonable,  se
considerará recibida toda comunicación y notificación escrita que haya sido
remitida a la última residencia habitual o al último domicilio conocido de
sus negocios.

2. La comunicación y la notificación se considerarán recibidas el día en que se
haya  realizado  la  entrega  según  lo  establecido  en  el  literal a)  del  numeral
anterior.
3. En la convención arbitral podrá establecerse un domicilio especial distinto
del domicilio de las personas físicas o jurídicas, con el objeto de recibir las
comunicaciones y notificaciones.  También podrá designarse una persona a
dichos efectos.

Artículo 15
Inicio del procedimiento arbitral
1. En el arbitraje institucional el procedimiento se iniciará conforme a lo que
disponga el reglamento al cual las partes se hayan sometido. En el arbitraje
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"ad hoc" la parte que pretenda iniciar el procedimiento arbitral intimará a la otra
en la forma establecida en la convención arbitral.
2. En la intimación constará necesariamente:

a) el nombre y domicilio de las partes;

b) la referencia al contrato base y a la convención arbitral;

c) la decisión de someter el asunto a arbitraje y designar los árbitros;

d) el  objeto  de  la  controversia  y  la  indicación  del  monto,  valor  o  cuantía
comprometida.

3. No existiendo una estipulación expresa en cuanto a los medios de hacer
efectiva  la  intimación,  ésta  será  practicada  conforme  a  lo  establecido  en
el artículo     14  .
4. La intimación para iniciar un arbitraje "ad hoc" o el acto procesal equivalente
en el arbitraje institucional será válido, incluso a los fines del reconocimiento o
ejecución de los laudos o sentencias arbitrales extranjeras, cuando hubieren
sido efectuados de acuerdo a lo establecido en la convención arbitral, en las
disposiciones  de  este  Acuerdo  o,  en  su  caso,  en  el  derecho  de  la  Parte
Signataria sede del tribunal arbitral. En todos los supuestos se asegurará a la
parte intimada un plazo razonable para ejercer el derecho de defensa.
5.  Efectuada  la  intimación  en  el  arbitraje  "ad  hoc"  o  el  acto  procesal
equivalente  en  el  arbitraje  institucional  según  lo  dispuesto  en  el  presente
artículo, no podrá invocarse una violación al orden público para cuestionar su
validez, sea en el arbitraje institucional o en el "ad hoc"

Artículo 16
Árbitros
1.  Podrá ser  árbitro  cualquier  persona legalmente capaz y que goce de la
confianza de las partes.
2. La capacidad para ser árbitro se rige por el derecho de su domicilio.
3. En el desempeño de su función, el árbitro deberá proceder con probidad,
imparcialidad, independencia, competencia, diligencia y discreción.
4. La nacionalidad de una persona no será impedimento para que actúe como
árbitro,  salvo  acuerdo  en  contrario  de  las  partes.  Se  tendrá  en  cuenta  la
conveniencia de designar personas de nacionalidad distinta a las partes en el
conflicto. En el arbitraje "ad hoc" con más de un árbitro, el tribunal no podrá
estar  compuesto  únicamente por  árbitros de la  nacionalidad de una de las
partes, salvo acuerdo expreso de éstas, en el que se manifiesten las razones
de dicha selección, que podrán constar en la convención arbitral  o en otro
documento.

Artículo 17
Nombramiento, recusación y sustitución de los árbitros
En  el  arbitraje  "ad  hoc"  a  falta  de  previsión  de  las  partes,  las  normas  de
procedimiento de la Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial (CIAC),
vigentes  al  momento  de  la  designación  de  los  árbitros,  regirán  su
nombramiento, recusación y sustitución.

Artículo 18
Competencia del tribunal arbitral
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1.  El  tribunal  arbitral  está  facultado  para  decidir  acerca  de  su  propia
competencia  y,  conforme  lo  establece  el artículo     8  ,  de  las  excepciones
relativas a la existencia y validez de la convención arbitral.
2. La excepción de incompetencia del tribunal fundada en la inexistencia de
materia arbitrable o en la inexistencia, nulidad o caducidad de la convención
arbitral en las instituciones arbitrales se rige por su propio reglamento.
3. En el  arbitraje "ad hoc" la excepción de incompetencia por las causales
anteriores deberá oponerse hasta el momento de presentar la contestación a
la demanda o en el caso de la reconvención, hasta la réplica a la misma. Las
partes no están impedidas de oponer  esta excepción por  el  hecho de que
hayan designado un árbitro o participado en su designación.
4. El tribunal arbitral podrá decidir las excepciones relativas a su competencia
como  cuestión  previa;  empero,  también  podrá  seguir  adelante  con  sus
actuaciones  y  reservar  la  decisión  de  las  excepciones  para  el  laudo  o
sentencia final.

Artículo 19
Medidas cautelares
Las medidas cautelares podrán ser dictadas por el tribunal arbitral  o por la
autoridad judicial  competente.  La solicitud de cualquiera de las partes a la
autoridad judicial no se considerará incompatible con la convención arbitral ni
implicará una renuncia al arbitraje.
1.  En cualquier estado del  proceso,  a petición de parte,  el  tribunal  arbitral,
podrá  disponer  por  sí  las  medidas  cautelares  que  estime  pertinentes,
resolviendo en su caso sobre la controversia.
2.  Dichas  medidas  cuando  fueren  dictadas  por  el  tribunal  arbitral  se
instrumentarán por medio de un laudo provisional o interlocutorio.
3. El tribunal arbitral podrá solicitar de oficio o a petición de parte a la autoridad
judicial competente la adopción de una medida cautelar.
4.  Las  solicitudes  de  cooperación  cautelar  internacional  dispuestas  por  el
tribunal  arbitral  de una Parte Signataria serán remitidas al  juez de la Parte
Signataria  sede  del  tribunal  arbitral  a  efectos  de  que  dichos  jueces  la
transmitan para su diligenciamiento al juez competente del Estado requerido.
En este supuesto las Partes Signatarias podrán declarar en el momento de
ratificar  este  Acuerdo  o  con  posterioridad  que  cuando  sea  necesaria  la
ejecución de dichas medidas en otra Parte Signataria, el tribunal arbitral podrá
solicitar el auxilio de la autoridad judicial competente de la Parte Signataria en
la  que  deba  ejecutarse  la  medida,  por  intermedio  de  las  respectivas
autoridades  centrales  o,  en  su  caso,  de  las  autoridades  encargadas  del
diligenciamiento de la cooperación jurisdiccional internacional.
Las solicitudes de cooperación cautelar internacional se regirán para las Partes
Signatarias  que  son  Estados  Partes  del  MERCOSUR  por  lo  dispuesto  en
el Protocolo  de Medidas Cautelares aprobado por  Decisión  del  Consejo del
Mercado Común del  MERCOSUR Nº 27/94. Para las Partes Signatarias no
vinculadas  por  el  señalado  Protocolo  regirá  la Convención  Interamericana
sobre Cumplimiento de Medidas Cautelares de 1979. En su defecto se aplicará
el derecho de la Parte Signataria donde deba hacerse efectiva la medida.

Artículo 20
Laudo o sentencia arbitral
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1.  El  laudo o sentencia será escrita,  fundada,  y  decidirá  completamente el
litigio. El laudo o sentencia será definitiva y obligatoria para las partes y no
admitirá recursos excepto los establecidos en los artículos     21   y 22.
2. Cuando los árbitros fueren varios, la decisión será tomada por mayoría. Si
no hubiere acuerdo mayoritario, decidirá el voto del presidente.
3.  El  árbitro  que  disienta  con  la  mayoría  podrá  emitir  y  fundar  su  voto
separadamente.
4. El laudo o sentencia será firmado por los árbitros y contendrá:

a) la fecha y lugar en que se dictó;

b) los fundamentos en que se basa, aun si fuera por equidad;

c) la decisión acerca de la totalidad de las cuestiones sometidas a arbitraje;

d) las costas del arbitraje.

5. En caso de que uno de los árbitros no firme el laudo o sentencia, se indicará
el motivo por el cual no ha firmado, debiendo el presidente del tribunal arbitral
certificar tal supuesto.
6. El laudo o sentencia será debidamente notificado a las partes por el tribunal
arbitral.
7. Si en el curso del arbitraje las partes llegaren a un acuerdo en cuanto al
litigio,  el  tribunal  arbitral,  a  pedido  de  las  partes,  homologará  tal  hecho
mediante un laudo o sentencia que contenga los requisitos del numeral 4 del
presente artículo.

Artículo 21
Solicitud de rectificación y ampliación
1.  Dentro  de  los  treinta  (30)  días  siguientes  a  la  notificación  del  laudo  o
sentencia arbitral, salvo que las partes hayan acordado otro plazo, cualquiera
de ellas podrá solicitar al tribunal que:

a) rectifique cualquier error material;

b) precise el alcance de uno o varios puntos específicos;

c) se pronuncie sobre alguna de las cuestiones materia de la controversia
que no haya sido resuelta.

2. La solicitud de rectificación será debidamente notificada a la otra parte por el
tribunal arbitral.
3. Salvo lo dispuesto por las partes, el tribunal arbitral decidirá respecto de la
solicitud, en un plazo de veinte (20) días y les notificará su resolución.

Artículo 22
Petición de nulidad del laudo o sentencia arbitral
1. El laudo o sentencia arbitral sólo podrá impugnarse ante la autoridad judicial
de  la  Parte  Signataria  sede  del  tribunal  arbitral  mediante  una  petición  de
nulidad
2. El laudo o sentencia podrá ser impugnado de nulidad cuando:

a) la convención arbitral sea nula;

b) el tribunal se haya constituido de modo irregular;

c) el  procedimiento  arbitral  no  se  haya  ajustado  a  las  normas  de  este
Acuerdo, al reglamento de la institución arbitral o a la convención arbitral,
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según corresponda;

d) no se hayan respetado los principios del debido proceso;

e) se haya dictado por una persona incapaz para ser árbitro;

f) se refiera a una controversia no prevista en la convención arbitral;

g) contenga decisiones que excedan los términos de la convención arbitral.

3.  En  los  casos  previstos  en  los  literales a),  b),  d)  y  e)  del  numeral 2  la
sentencia judicial declarará la nulidad absoluta del laudo o sentencia arbitral.
En  los  casos  previstos  en  los  literales c),  f)  y  g)  la  sentencia  judicial
determinará la nulidad relativa del laudo o sentencia arbitral.
En el caso previsto en el literal c), la sentencia judicial podrá declarar la validez
y prosecución del  procedimiento  en la  parte  no viciada y dispondrá que el
tribunal arbitral dicte laudo o sentencia complementaria.
En los casos de los literales f)  y g) se dictará un nuevo laudo o sentencia
arbitral.
4. La petición, debidamente fundada, deberá deducirse dentro del plazo de 90
días corridos desde la notificación del laudo o sentencia arbitral o, en su caso,
desde la notificación de la decisión a que se refiere el artículo     21  .
5. La parte que invoca la nulidad deberá acreditar los hechos en que se funda
la petición.

Artículo 23
Ejecución del laudo o sentencia arbitral extranjero
1. Para la ejecución del laudo o sentencia arbitral extranjero se aplicará para
las Partes Signatarias que sean Estados Partes del MERCOSUR lo dispuesto,
en lo pertinente, por el Protocolo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa del MERCOSUR, aprobado
por  Decisión  del  Consejo  del  Mercado  Común  Nº 5/92,  la Convención
Interamericana     sobre Arbitraje Comercial Internacional de Panamá de 1975; y
la Convención Interamericana     sobre Eficacia Extraterritorial de las Sentencias
y Laudos Arbitrales Extranjeros de Montevideo de 1979.
2.  Para  las  Partes  Signatarias  no  vinculadas  por  el  referido Protocolo se
aplicarán las convenciones interamericanas citadas en el párrafo anterior, o en
su defecto el derecho del Estado donde se deba ejecutar el laudo o sentencia
arbitral extranjera.

Artículo 24
Terminación del arbitraje
El  arbitraje  terminará cuando sea dictado el  laudo o sentencia definitivo,  o
cuando sea ordenada la terminación del arbitraje por el tribunal arbitral si:

a) las partes están de acuerdo en terminar el arbitraje;

b) el tribunal arbitral compruebe que el procedimiento arbitral se tornó, por
cualquier razón, innecesario o imposible.

Artículo 25
Disposiciones Generales
1.  La  aplicación  de  las  normas  de  procedimiento  de  la  Comisión
Interamericana  de  Arbitraje  Comercial  (CIAC)  para  el  arbitraje  "ad  hoc",
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conforme a lo previsto en el artículo     12  , numeral 2, literal b), no implicará que
el arbitraje se considere institucional.
2. Salvo disposición en contrario de las partes o del tribunal arbitral los gastos
resultantes del arbitraje serán solventados por igual entre los países.
3. Para las situaciones no previstas por las partes, por el presente Acuerdo,
por las reglas de procedimientos de la Comisión Interamericana de Arbitraje
Comercial  Internacional,  ni  por  las  convenciones  y  normas  a  los  que  este
Acuerdo se remite, se aplicarán los principios y reglas de la Ley Modelo sobre
Arbitraje Comercial Internacional de la Comisión de las Naciones Unidas para
el Derecho Mercantil Internacional, del 21 de junio de 1985.

Artículo 26
Disposiciones Finales
1.  El  presente  Acuerdo,  entrará  en  vigor  cuando  al  menos  hayan  sido
depositados  los  instrumentos  de  ratificación  por  dos  Estados  Partes  del
MERCOSUR y por la República de Bolivia o la República de Chile.
Para  los  demás  ratificantes  entrará  en  vigor  el  trigésimo  día  posterior  al
depósito de su respectivo instrumento de ratificación.
2. El presente Acuerdo no restringirá las disposiciones de las Convenciones
vigentes sobre la misma materia entre las Partes Signatarias, en tanto no lo
contradigan.
3. La República del Paraguay será depositaria del presente Acuerdo y de los
instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente autenticadas de los
mismos a las Partes Signatarias.
4.  En  su  carácter  de  depositaria  del  presente  Acuerdo  la  República  del
Paraguay notificará a las Partes Signatarias la fecha de su, entrada en vigor y
la fecha del depósito de los instrumentos de ratificación.
Hecho en Buenos Aires, República Argentina, a los veintitrés días del mes de
julio de mil novecientos noventa y ocho, en un original en idiomas español y
portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos.

- Ratificaciones:  El  Acuerdo  MERCOSUR  sobre  arbitraje  comercial
internacional ha sido ratificado por Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. Así
mismo, el Acuerdo entre Mercosur y la República de Bolivia y la República de
Chile sobre arbitraje comercial internacional ha sido ratificado por Argentina,
Brasil, Paraguay y Uruguay, estando aún pendiente su ratificación por parte de
Bolivia y Chile.
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III. I.II - Regulaciones bilaterales
- Convenio  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República
Argentina sobre Responsabilidad Civil Emergente de Accidentes de Tránsito.
Aprobado por Uruguay por ley Nº 16.522 del 25 de julio de 1994.

ARTICULO 1

El  presente  Convenio  determina  la  ley  aplicable  y  la  jurisdicción
internacionalmente competente en casos de responsabilidad civil  emergente
de accidentes de tránsito acaecidos en territorio de un Estado parte y en los
que participen o resulten afectadas personas domiciliadas en el otro Estado
Parte.

ARTICULO 2

La responsabilidad civil por accidentes de tránsito se regulará por el Derecho
interno del Estado Parte en cuyo territorio se produjo el accidente.

Si en el  accidente participaren o resultaren afectadas únicamente personas
domiciliadas en el  otro  Estado Parte,  el  mismo se regulará por  el  Derecho
interno de este último.

ARTICULO 3

A los efectos del presente Convenio, el domicilio de las personas físicas será
el de su residencia habitual.

ARTICULO 4

La responsabilidad civil por daños sufridos en las cosas ajenas a los vehículos
accidentados como consecuencia del accidente de tránsito, será regida por el
Derecho interno del Estado Parte en el cual se produjo el hecho.

ARTICULO 5

Cualquiera que fuera la ley aplicable a la regulación de la responsabilidad,
serán tenidas en cuenta las reglas de circulación y seguridad en vigor en el
lugar y en el momento del accidente.

ARTICULO 6

La  ley  aplicable  a  la  responsabilidad  civil  conforme  a  los  artículos  2  y  4
determinará especialmente:

1. Las condiciones y la extensión de la responsabilidad;

2. Las causas de exoneración, así como toda delimitación de responsabilidad;

3. La existencia y naturaleza de los daños susceptibles de reparación;

4. Las modalidades y extensión de la reparación;
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5. La responsabilidad del principal por el hecho de sus dependientes; y

6. La prescripción y caducidad.

ARTICULO 7

Para  ejercer  las  acciones  comprendidas  dentro  de  este  Convenio  serán
competentes, a elección del actor, los tribunales del Estado Parte:

a) donde se produjo el accidente;

b) del domicilio del demandado, y

c) del domicilio del actor.

ARTICULO 8

Ningún vehículo automotor matriculado en un Estado Parte podrá circular por
el  territorio  del  otro  Estado  Parte,  sin  estar  cubierto  por  un  seguro  de
responsabilidad civil eficaz en ambos Estados Partes.

ARTICULO 9

El perjudicado podrá dirigir su acción directamente contra el asegurador del
responsable, si así lo autoriza el derecho aplicable en virtud de lo normado en
los artículos 2 y 4 del presente Convenio.

ARTICULO 10

Los  automotores  matriculados  en  un  Estado  Parte  siniestrados  en  el  otro,
deberán  ser  reenviados  al  Estado  de  su  registro.  En  el  supuesto  de
destrucción total, la parte interesada quedará facultada para disponer de los
mismos sin otro recaudo que la satisfacción de las exigencias de orden fiscal.
Lo dispuesto en este artículo no obstará la traba de las medidas cautelares
que correspondan.

ARTICULO 11

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por el canje de
los instrumentos de ratificación que se efectuará en la ciudad de Montevideo.
Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo luego de transcurridos seis meses
de la  entrada en vigor  del  mismo y cesarán sus efectos  a los seis  meses
contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho  en  Buenos  Aires,  a  los  ocho  días  del  mes  de  julio  del  año  mil
novecientos noventa y uno, en dos ejemplares del mismo tenor, igualmente
válidos.
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III. II - Regulaciones de fuente nacional
- Apéndice del Código Civil. 

Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del Derecho
Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”.

o Régimen de la existencia y capacidad de las personas jurídicas: ver
art. 2394

o Régimen regulador de la categoría bienes: ver art. 2398
o Régimen de los contratos: ver art. 2399.
o Régimen de la responsabilidad extra contractual: ver art. 2399.
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- Ley Nº 14.412 del 8 de agosto de 1974 sobre Cheques art. 20. 

Artículo     20  .- En los casos de cheques lnternacionales el domicilio del banco 
contra el cual se libra el cheque determina la ley aplicable.

El domicilio que el titular de la cuenta tenga registrado en el banco, será 
considerado domicilio especial a todos los efectos legales derivados de la 
creación del cheque.

Los bancos están obligados a comunicar el domicilio del librador al tenedor del 
cheque, cuando éste lo solicite para ejercitar las acciones correspondientes. 
Igual obligación tienen los endosantes.

-  Ley Nº 14.701 del 12 de setiembre de 1977 sobre Títulos Valores art.
30.

Artículo     30  .- Los títulos creados en el extranjero tendrán la consideración de
títulos-valores si llenan los requisitos mínimos que esta ley establece.
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- Decreto  Ley  15.441  del  26  de  julio  de  1986  sobre  documentos
extranjeros –legalización y traducción- texto completo.

Artículo 1º.- Las sentencias y los laudos homologados, dictados en asuntos
civiles,  comerciales,  laborales,  penales  y  administrativos,  las  escrituras
públicas  y  demás  documentos  otorgados  por  las  autoridades  públicas
competentes  de  los  estados  extranjeros  o  provenientes  de  Organizaciones
Internacionales, y los exhortos o cartas rogatorias se considerarán auténticos
en la República, siempre que estén debidamente legalizados.

Artículo 2º.- La legalización se considerará hecha en debida forma cuando los
documentos extranjeros hayan sido expedidos directamente por la autoridad
pública  competente,  se  practique  con  arreglo  a  las  leyes  del  país  de  su
procedencia  y  se  efectúe  por  el  agente  consular  de  la  República  en  la
respectiva localidad, si lo hubiere, o en su defecto por el Cónsul General o
agente diplomático reconocido ante el mismo país.

Artículo 3º.- En el caso de no existir agente consular o diplomático reconocido
de donde el documento procede, se admitirá la primera legalización efectuada
por un tercer estado con el cual la República mantenga relaciones diplomáticas
o consulares.

Esa primera legalización se considerará válida cuando haya cumplido todos los
requisitos legales exigidos por dicho tercer estado y deberá ser legalizada a su
vez por las autoridades consulares o diplomáticas de la República.

Esta legalización deberá ser acompañada preceptivamente por la traducción
del documento al idioma del citado tercer estado efectuada con arreglo a las
exigencias establecidas en el mismo para su validez.

Artículo 4º.- El procedimiento precedentemente establecido será aplicable en
materia de certificación de firmas en el caso de no existir agente consular o
diplomático reconocido en el país de donde el documento procede.

Artículo 5º.- Cuando los exhortos o cartas rogatorias se tramiten por la vía
diplomática  o  consular  o  por  intermedio  de  autoridades  centrales  será
innecesario el requisito de la legalización, debiendo estar acompañada por las
respectivas traducciones, cuando así correspondiere.

Artículo 6º.- Las sentencias y los laudos homologados, dictados en asuntos
civiles,  comerciales,  laborales,  penales  y  administrativos,  las  escrituras
públicas  y  demás  documentos  otorgados  por  las  autoridades  públicas
competentes  de  los  estados  extranjeros  o  provenientes  de  Organizaciones
Internacionales,  los exhortos o cartas rogatorias y  documentos privados no
redactados  en  español,  para  surtir  efecto  en  la  República,  deberán  ser
traducidos por traductor público nacional.

Artículo 7º.- Sin perjuicio de lo anterior, se considerarán también válidas las
traducciones realizadas por el agente consular de la República del lugar de
donde procede el documento.

400



Artículo  8º.-  Quedan vigentes  en cuanto no se opongan a  la  presente  ley,
todas las normas legales y reglamentarias que rigen la materia.

Artículo 9º.- Comuníquese, etc.
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- Ley  Nº  16.060  del  4  de  setiembre  de  1989  sobre  Sociedades
Comerciales Capítulo I SECCION XVI De las sociedades constituidas
en el extranjero, art. 192 a 198. 

CAPÍTULO I

SECCION XVI

De las sociedades constituidas en el extranjero.

Artículo  192.  (Normas  que  la  rigen).-  Las  sociedades  constituidas  en  el
extranjero se regirán, en cuanto a su existencia, capacidad, funcionamiento y
disolución por la ley del lugar de su constitución salvo que se contraríe el orden
público  internacional  de  la  República.  Por  ley  del  lugar  de  constitución  se
entenderá la del Estado donde se cumplan los requisitos de fondo y forma
exigidos para su creación.

La capacidad admitida a las sociedades constituidas en el extranjero no podrá
ser mayor que la reconocida a las creadas en el país.

Artículo 193. (Reconocimiento).- Las sociedades debidamente constituidas en
el  extranjero  serán  reconocidas  de  pleno  derecho  en  el  país,  previa
comprobación de su existencia.

Podrán celebrar actos aislados y estar en juicio.

Si se propusieran el ejercicio de los actos comprendidos en el objeto social,
mediante  el  establecimiento  de  sucursales  o  cualquier  otro  tipo  de
representación permanente, deberán cumplir los siguientes requisitos:

1)
Inscribir en el Registro Público y General de Comercio, el contrato social, la
resolución  de  la  sociedad  de  establecer  en  el  país,  la  indicación  de  su
domicilio,  la  designación  de  la  o  las  personas  que  la  administrarán  o
representarán  y  la  determinación  del  capital  que  se  le  asigne  cuando
corresponda por la ley.

2)
Efectuar las publicaciones que la ley exija para las sociedades constituidas en
el país, según el tipo.
Iguales requisitos se cumplirán toda vez que se modifique el contrato social.

Se cumplirá además, con lo dispuesto en los artículos 11 y 418.

Artículo 194. (Obligaciones de las sociedades que se instalen en el país).- Las
sociedades  que  establezcan  sucursales  u  otro  tipo  de  representación
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permanente  deberán  llevar  contabilidad  separada  y  en  idioma  español  y
someterse a los controles administrativos que correspondan.

Artículo 195.  (Responsabilidades de los administradores o representantes).-
Los  administradores  o  representantes  de  sociedades  constituidas  en  el
extranjero contraerán las mismas responsabilidades que los administradores
de las sociedades constituidas en el país, según el tipo.

Artículo 196. (Tipo desconocido).- Los artículos precedentes se aplicarán a las
sociedades debidamente constituidas en otro Estado bajo un tipo desconocido
por  las  leyes  de  la  República,  con  las  modificaciones  siguientes.  Cuando
establezcan  una  sucursal  o  representación  permanente,  la  inscripción  y
publicación, la responsabilidad de los administradores que se designen y los
controles administrativos a que estarán sujetas, se regirán por las normas de
las sociedades anónimas.

Artículo  197.  (Emplazamiento  judicial).-  El  emplazamiento  a  una  sociedad
constituida en el extranjero podrá cumplirse en la República en la persona que
haya actuado en su representación en el acto o contrato que motive el litigio.

Si  se  hubiera  establecido  sucursal  o  representación  permanente  el
emplazamiento  se  efectuará  en la  persona del  o  de  los  administradores  o
representantes designados.

Artículo 198. (Sociedad con sede principal u objeto principal en el país).- Las
sociedades constituidas en el extranjero que se propongan establecer su sede
principal en el país o cuyo principal objeto esté destinado a cumplirse en el
mismo, serán sujetas aun para los requisitos de validez del contrato social, a
todas las disposiciones de la ley nacional.
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- Ley 17.163 del 18 de agosto de 1999 sobre Fundaciones, art. 30.

Artículo  30.  (Fundaciones  extranjeras).-  Las  fundaciones  constituidas  en  el
extranjero sólo podrán actuar en la República cuando cumplan con el objeto y
los principios establecidos en la presente ley y obtengan el reconocimiento del
Ministerio de Educación y Cultura.

A  partir  de  la  entrada  en  vigencia  de  la  presente  ley  las  fundaciones
extranjeras que actúen en el  país dispondrán de un plazo de un año para
regular su situación.
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- Ley 18.362 del 30 de setiembre de 2008 sobre rendición de cuentas, art.
291 en sede de Poderes.

Artículo 291.- El negocio de apoderamiento para negocio de gestión solemne
deberá  otorgarse  indistintamente  por  escritura  pública  o  por  documento
privado con firmas certificadas notarialmente.

Aquellos  poderes  que  confieren  facultades  para  otorgar  negocios  jurídicos
solemnes  y  los  registrables,  que  se  otorguen  por  documento  privado  con
firmas certificadas deberán ser protocolizados en forma previa o simultánea a
su utilización.

Si se omiten los requisitos a que refiere el inciso primero, el negocio de gestión
será válido, pero ineficaz.

El  registro  no  inscribirá  negocios  jurídicos  en  los  que  se  haya  actuado
invocando poderes otorgados por documento privado con firmas certificadas
hasta tanto no se acredite notarialmente su protocolización.

Para  los  poderes  provenientes  del  extranjero,  de  tratarse  de  documento
privado, se exigirá la doble formalidad de certificación notarial  de firmas en
origen y posterior protocolización en nuestro país, y de tratarse de documento
público,  se exigirá  esta última sin  perjuicio,  en ambos casos,  de su previa
legalización y traducción en legal forma, de corresponder.

Los actos celebrados con anterioridad a la entrada en vigencia de este artículo
son eficaces aunque el poder utilizado, incluyendo los verbales, no se hubiere
otorgado con la solemnidad requerida. Se exceptúan aquellos casos en los
cuales haya recaído sentencia firme.
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- Ley 18.387 del 15 de octubre de 2008 sobre concursos, art. 239 a art.
247.

TÍTULO XIII

RÉGIMEN INTERNACIONAL DEL CONCURSO

CAPÍTULO I

COMPETENCIA Y LEY APLICABLE AL CONCURSO

CON ELEMENTO EXTRANJERO

Artículo 239. (Competencia internacional para la declaración del concurso).-
Los Jueces uruguayos serán competentes para declarar el concurso cuando:

1) El domicilio o el centro efectivo de actividad del deudor se encuentre en
territorio nacional.

2) El deudor tenga o haya tenido oficina, establecimiento o explotación en
territorio nacional, aun cuando su domicilio o centro efectivo de actividad se
encuentre en el exterior.

Artículo  240.  (Bienes  y  derechos  comprendidos).-  El  concurso  del  deudor
comprenderá la totalidad de los bienes y derechos que formen el patrimonio
del deudor, se encuentren éstos ubicados en el país o en el exterior.

Se encuentra exceptuado el caso en el cual el deudor hubiera sido igualmente
declarado en concurso,  quiebra o similar  en otro  Estado,  donde tuviera su
domicilio,  centro  efectivo  de  su  actividad,  oficina,  establecimiento  o
explotación. En este caso, con relación a los bienes y derechos ubicados en el
Estado extranjero donde el concurso, quiebra o similar se hubiera declarado, el
concurso  local  incluirá  en  su  masa  activa  el  remanente  de  los  bienes  o
derechos resultantes, luego de concluido el procedimiento.
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Artículo 241. (Ley aplicable al concurso).- La ley uruguaya será la aplicable a
todos los concursos declarados en la República, con excepción de las normas
relativas  a  los  efectos  de  la  declaración  del  concurso  sobre  los  contratos
celebrados por el deudor que se regirán por la ley aplicable al contrato.

Artículo 242. (Principio del trato nacional).- No existirá ninguna diferencia en el
tratamiento  de  los  acreedores  nacionales  y  extranjeros,  salvo  los  créditos
laborales con privilegio general, que tendrán preferencia para cobrarse sobre
los bienes ubicados en el territorio nacional.

Cuando se acredite que en el Estado del domicilio del deudor los acreedores
uruguayos no son admitidos en igualdad de condiciones con los nacionales, se
estará al principio de reciprocidad. No se aplicará el principio de reciprocidad
en el caso de los créditos prendarios e hipotecarios.

CAPÍTULO II

EFICACIA EN EL PAÍS DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES

EXTRANJERAS EN MATERIA DE CONCURSOS

Artículo 243. (Requisitos para el reconocimiento de la sentencia extranjera).-
La  sentencia  de  Juez  extranjero  declarando  el  concurso  o  quiebra  de  un
deudor será reconocida en nuestro país, siempre que:

1) Haya sido dictada por Juez competente.

2) La declaración judicial haya quedado firme.

3) El deudor haya tenido oportunidad de defensa.

4) No sea contraria al orden público internacional.
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5) Se cumplan los demás requerimientos contenidos en los artículos 537 a
543 del Código General del Proceso.

Artículo 244. (Medidas cautelares en caso de solicitud de reconocimiento).- Al
admitir  el  trámite de solicitud de reconocimiento,  el  Juez podrá adoptar las
medidas cautelares que considere necesarias para asegurar la integridad del
patrimonio que el deudor tuviera en territorio uruguayo.

Artículo 245. (Declaración de concurso en el país).- En el caso de declaración
por Juez extranjero de concurso o quiebra de un deudor que tenga o haya
tenido  su  domicilio,  centro  efectivo  de  actividad,  oficina,  establecimiento  o
explotación  en  la  República,  cualquiera  de  los  sujetos  legitimados  podrá
solicitar la apertura del concurso en el país.

En este caso, existirá presunción absoluta de la insolvencia del deudor y el
concurso tendrá la calidad de necesario.

Artículo  246.  (Pluralidad  de  concursos).-  En  caso  de  existir  más  de  un
procedimiento de concurso o quiebra del mismo deudor, en nuestro país y en
uno o más países del exterior, el Juez del concurso y el síndico o el interventor
procurarán  actuar  en  forma  coordinada  con  sus  similares  del  exterior,
aplicándose a su respecto las normas que rigen la cooperación internacional.

Los créditos, con excepción de aquellos con privilegio especial, cobrados en el
extranjero  con  posterioridad  a  la  declaración  del  concurso  en  el  país  se
imputarán al dividendo a ser percibido en el concurso local.

CAPÍTULO III

CONVENIOS INTERNACIONALES

Artículo  247.  (Prevalencia  de  los  convenios  internacionales).-  Las
disposiciones contenidas en este Título serán de aplicación en defecto y en
cuanto  no  se  opongan  a  las  de  los  convenios  internacionales  suscritos  y
ratificados por la República.
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- Proyecto de ley general de Derecho Internacional Privado.
Ver textos de derecho positivo en el Capítulo I – “Teoría General del Derecho
Internacional Privado – regulaciones de derecho positivo”

o Régimen  de las personas jurídicas: ver art. 33 a 38
o Régimen regulador de la categoría bienes: ver art.39 a 41
o Régimen de los contratos: ver art. 43 a 51
o Régimen de la responsabilidad extra contractual: ver art. 52 y 53
o Arbitraje: ver art. 61
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III.  III.  PRINCIPIOS  de  UNIDROIT  sobre  los   contratos  comerciales
Internacionales. Año 2010 

PREÁMBULO

(Propósito de los Principios)

Estos  Principios  establecen  reglas  generales  aplicables  a  los  contratos
mercantiles internacionales.

Estos Principios deberán aplicarse cuando las partes hayan acordado que su
contrato se rija por ellos (*).

Estos Principios pueden aplicarse cuando las partes hayan acordado que su
contrato  se  rija  por  principios  generales  del  derecho,  la  “lex  mercatoria”  o
expresiones semejantes.

Estos  Principios  pueden  aplicarse  cuando  las  partes  no  han  escogido  el
derecho aplicable al contrato.

Estos  Principios  pueden  ser  utilizados  para  interpretar  o  complementar
instrumentos internacionales de derecho uniforme.

Estos  Principios  pueden  ser  utilizados  para  interpretar  o  complementar  el
derecho nacional.

Estos Principios pueden servir como modelo para los legisladores nacionales e
internacionales

CAPÍTULO 1 — DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1.1

(Libertad de contratación)

Las partes son libres para celebrar un contrato y para determinar su contenido.

ARTÍCULO 1.2

(Libertad de forma)

Nada  de  lo  expresado  en  estos  Principios  requiere  que  un  contrato,
declaración o acto alguno deba ser celebrado o probado conforme a una forma
en particular. El contrato puede ser probado por cualquier medio, incluidos los
testigos.

(*) Las partes que deseen aplicar a su contrato los Principios pueden usar la
siguiente cláusula, con la adición de eventuales excepciones o modificaciones:

410



“El presente contrato se rige por los Principios UNIDROIT (2010) [excepto en
lo que respecta a los Artículos …]”.

Si las partes desearan pactar también la aplicación de un derecho nacional en
particular pueden recurrir a la siguiente fórmula:

“El presente contrato se rige por los Principios UNIDROIT (2010) [excepto en
lo que respecta a los Artículos …], integrados cuando sea necesario por el
derecho [del Estado “X”].

ARTÍCULO 1.3

(Carácter vinculante de los contratos)

Todo  contrato  válidamente  celebrado  es  obligatorio  para  las  partes.  Sólo
puede ser modificado o extinguido conforme a lo que él disponga, por acuerdo
de las partes o por algún otro modo conforme a estos Principios.

ARTÍCULO 1.4

(Normas de carácter imperativo)

Estos Principios no restringen la aplicación de normas de carácter imperativo,
sean de origen nacional, internacional o supranacional, que resulten aplicables
conforme a las normas pertinentes de derecho internacional privado.

ARTÍCULO 1.5

(Exclusión o modificación de los Principios por las partes)

Las partes pueden excluir la aplicación de estos Principios, así como derogar o
modificar el efecto de cualquiera de sus disposiciones, salvo que en ellos se
disponga algo diferente.

ARTÍCULO 1.6

(Interpretación e integración de los Principios)

(1) En la interpretación de estos Principios se tendrá en cuenta su carácter
inter-nacional así como sus propósitos, incluyendo la necesidad de promover
la uniformidad en su aplicación.

(2) Las cuestiones que se encuentren comprendidas en el ámbito de aplicación
de  estos  Principios,  aunque  no  resueltas  expresamente  por  ellos,  se
resolverán en lo posible según sus principios generales subyacentes.

ARTÍCULO 1.7

(Buena fe y lealtad negocial)

(1) Las partes deben actuar con buena fe y lealtad negocial en el comercio
internacional.
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(2) Las partes no pueden excluir ni limitar este deber.

ARTÍCULO 1.8

(Comportamiento contradictorio.Venire contra factum proprium)

Una parte no puede actuar en contradicción a un entendimiento que ella ha
suscitado  en  su  contraparte  y  conforme  al  cual  esta  última  ha  actuado
razonablemente en consecuencia y en su desventaja.

ARTÍCULO 1.9

(Usos y prácticas)

(1) Las partes están obligadas por cualquier uso en que hayan convenido y por
cualquier práctica que hayan establecido entre ellas.

(2)  Las  partes  están  obligadas  por  cualquier  uso  que  sea  ampliamente
conocido  y  regularmente  observado  en  el  comercio  internacional  por  los
sujetos participantes en el tráfico mercantil de que se trate, a menos que la
aplicación de dicho uso sea irrazonable.

ARTÍCULO 1.10

(Notificación)

(1) Cuando sea necesaria una notificación, ésta se hará por cualquier medio
apropiado según las circunstancias.

(2)  La  notificación  surtirá  efectos  cuando  llegue  al  ámbito  o  círculo  de  la
persona a quien va dirigida.

(3) A los fines del párrafo anterior, se considera que una notificación “llega” al
ámbito  o  círculo  de  la  persona a  quien  va  dirigida  cuando es  comunicada
oralmente o entregada en su establecimiento o dirección postal.

(4)  A  los  fines  de  este  artículo,  la  palabra  “notificación”  incluye  toda
declaración, demanda, requerimiento o cualquier otro medio empleado para
comunicar una intención.

ARTÍCULO 1.11

(Definiciones)

A los fines de estos Principios:

– “tribunal” incluye un tribunal arbitral;

– si una de las partes tiene más de un “establecimiento,” su “establecimiento”
será el que guarde la relación más estrecha con el contrato y su cumplimiento,
habida cuenta de las circunstancias conocidas o previstas por las partes en
cualquier momento antes de la celebración del contrato o en el momento de su
celebración;
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– “deudor” o “deudora” es la parte a quien compete cumplir una obligación, y
“acreedor” o “acreedora” es el titular del derecho a reclamar su cumplimiento;

– “escrito” incluye cualquier modo de comunicación que deje constancia de la
información  que  contiene  y  sea  susceptible  de  ser  reproducida  en  forma
tangible.

ARTÍCULO 1.12

(Modo de contar los plazos fijados por las partes)

(1) Los días feriados oficiales o no laborables que caigan dentro de un plazo
fijado por las partes para el cumplimiento de un acto quedarán incluidos a los
efectos de calcular dicho plazo.

(2) En todo caso, si el plazo expira en un día que se considera feriado oficial o
no laborable en el lugar donde se encuentra el establecimiento

de la parte que debe cumplir un acto, el plazo queda prorrogado hasta el día
hábil siguiente, a menos que las circunstancias indiquen lo contrario.

(3) El uso horario es el del lugar del establecimiento de la parte que fija el
plazo, a menos que las circunstancias indiquen lo contrario.

CAPÍTULO 2 — FORMACIÓN Y APODERAMIENTO DE REPRESENTANTES

SECCIÓN 1: FORMACIÓN

ARTÍCULO 2.1.1

(Modo de perfección)

El  contrato  se  perfecciona  mediante  la  aceptación  de  una  oferta  o  por  la
conducta de las partes que sea suficiente para manifestar un acuerdo.

ARTÍCULO 2.1.2

(Definición de la oferta)

Una  propuesta  para  celebrar  un  contrato  constituye  una  oferta,  si  es
suficientemente precisa e indica la intención del oferente de quedar obligado
en caso de aceptación.

ARTÍCULO 2.1.3

(Retiro de la oferta)

(1) La oferta surte efectos cuando llega al destinatario.

(2)  Cualquier  oferta,  aun  cuando  sea  irrevocable,  puede  ser  retirada  si  la
notificación de su retiro llega al destinatario antes o al mismo tiempo que la
oferta.
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ARTÍCULO 2.1.4

(Revocación de la oferta)

(1) La oferta puede ser revocada hasta que se perfeccione el contrato, si la
revocación llega al destinatario antes de que éste haya enviado la aceptación.

(2) Sin embargo, la oferta no podrá revocarse:

(a) si en ella se indica, al señalar un plazo fijo para la aceptación o de otro
modo, que es irrevocable, o

(b)  si  el  destinatario  pudo  razonablemente  considerar  que  la  oferta  era
irrevocable y haya actuado en consonancia con dicha oferta.

ARTÍCULO 2.1.5

(Rechazo de la oferta)

La oferta se extingue cuando la notificación de su rechazo llega al oferente.

ARTÍCULO 2.1.6

(Modo de aceptación)

(1)  Constituye  aceptación  toda  declaración  o  cualquier  otro  acto  del
destinatario que indique asentimiento a una oferta. El silencio o la inacción, por
sí solos, no constituyen aceptación.

(2)  La  aceptación  de  la  oferta  surte  efectos  cuando  la  indicación  de
asentimiento llega al oferente.

(3) No obstante, si  en virtud de la oferta, o de las prácticas que las partes
hayan establecido entre ellas o de los usos, el destinatario puede indicar su
asentimiento ejecutando un acto sin notificación al oferente, la aceptación surte
efectos cuando se ejecute dicho acto.

ARTÍCULO 2.1.7

(Plazo para la aceptación)

La oferta debe ser aceptada dentro del plazo fijado por el oferente o, si no se
hubiere fijado plazo,  dentro del  que sea razonable,  teniendo en cuenta las
circunstancias, incluso la rapidez de los medios de comunicación empleados
por el oferente. Una oferta verbal debe aceptarse inmediatamente, a menos
que de las circunstancias resulte otra cosa.

ARTÍCULO 2.1.8

(Aceptación dentro de un plazo fijo)
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El  plazo  de  aceptación  fijado  por  el  oferente  comienza  a  correr  desde  el
momento de expedición de la oferta. A menos que las circunstancias indiquen
otra cosa, se presume que la fecha que indica la oferta es la de expedición.

ARTÍCULO 2.1.9

(Aceptación tardía. Demora en la transmisión)

(1)  No obstante,  la  aceptación  tardía  surtirá  efectos  como aceptación  si  el
oferente, sin demora injustificada, informa de ello al destinatario o lo notifica en
tal sentido.

(2) Si la comunicación que contenga una aceptación tardía indica que ha sido
enviada  en  circunstancias  tales  que  si  su  transmisión  hubiera  sido  normal
habría  llegado  oportunamente  al  oferente,  tal  aceptación  surtirá  efecto  a
menos que, sin demora injustificada, el oferente informe al destinatario que su
oferta ya había caducado.

ARTÍCULO 2.1.10

(Retiro de la aceptación)

La aceptación puede retirarse si su retiro llega al oferente antes o al mismo
tiempo que la aceptación haya surtido efecto.

ARTÍCULO 2.1.11

(Aceptación modificada)

(1) La respuesta a una oferta que pretende ser una aceptación, pero contiene
adiciones, limitaciones u otras modificaciones, es un rechazo de la oferta y
constituye una contraoferta.

(2) No obstante, la respuesta a una oferta que pretende ser una aceptación,
pero contiene términos adicionales o diferentes que no alteren sustancialmente
los de la oferta constituye una aceptación a menos que el oferente, sin demora
injustificada,  objete  tal  discrepancia.  De  no  hacerlo  así,  los  términos  del
contrato  serán  los  de  la  oferta  con  las  modificaciones  contenidas  en  la
aceptación.

ARTÍCULO 2.1.12

(Confirmación por escrito)

Si  dentro de un plazo razonable con posterioridad al  perfeccionamiento del
contrato fuese enviado un escrito que pretenda constituirse en confirmación de
aquél y contuviere términos adicionales o diferentes, éstos pasarán a integrar
el contrato a menos que lo alteren sustancialmente o que el destinatario, sin
demora injustificada, objete la discrepancia.

ARTÍCULO 2.1.13
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(Perfeccionamiento  del  contrato  condicionado  al  acuerdo  sobre  asuntos
específicos o una forma en particular)

Cuando en el curso de las negociaciones una de las partes insiste en que el
contrato no se entenderá perfeccionado hasta lograr un acuerdo sobre asuntos
específicos  o  una  forma  en  particular,  el  contrato  no  se  considerará
perfeccionado mientras no se llegue a ese acuerdo.

ARTÍCULO 2.1.14

(Contrato con términos “abiertos”)

(1) Si las partes han tenido el propósito de celebrar un contrato, el hecho de
que  intencionalmente  hayan  dejado  algún  término  sujeto  a  ulteriores
negociaciones  o  a  su  determinación  por  un  tercero  no  impedirá  el
perfeccionamiento del contrato.

(2) La existencia del contrato no se verá afectada por el hecho de que con
posterioridad:

(a) las partes no se pongan de acuerdo acerca de dicho término, o

(b) el tercero no lo determine, siempre y cuando haya algún modo razonable
para determinarlo, teniendo en cuenta las circunstancias y la común intención
de las partes.

ARTÍCULO 2.1.15

(Negociaciones de mala fe)

(1) Las partes tienen plena libertad para negociar los términos de un contrato y
no son responsables por el fracaso en alcanzar un acuerdo.

(2) Sin embargo, la parte que negocia o interrumpe las negociaciones de mala
fe es responsable por los daños y perjuicios causados a la otra parte.

(3)  En particular,  se  considera  mala  fe  que una parte  entre  en o  continúe
negociaciones cuando al mismo tiempo tiene la intención de no llegar a un
acuerdo.

ARTÍCULO 2.1.16

(Deber de confidencialidad)

Si  una de las  partes  proporciona información como confidencial  durante  el
curso de las negociaciones, la otra tiene el deber de no revelarla ni utilizarla
injustificadamente  en  provecho  propio,  independientemente  de  que  con
posterioridad  se  perfeccione  o  no  el  contrato.  Cuando  fuere  apropiado,  la
responsabilidad derivada del incumplimiento de esta obligación podrá incluir
una compensación basada en el beneficio recibido por la otra parte.

ARTÍCULO 2.1.17
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(Cláusulas de integración)

Un  contrato  escrito  que  contiene  una  cláusula  de  que  lo  escrito  recoge
completamente todo lo acordado, no puede ser contradicho o complementado
mediante  prueba  de  declaraciones  o  de  acuerdos  anteriores.  No  obstante,
tales declaraciones o acuerdos podrán utilizarse para interpretar lo escrito.

ARTÍCULO 2.1.18

(Modificación en una forma en particular)

Un contrato por escrito que exija que toda modificación o extinción por mutuo
acuerdo sea en una forma en particular no podrá modificarse ni extinguirse de
otra forma. No obstante, una parte quedará vinculada por sus propios actos y
no podrá valerse de dicha cláusula en la medida en que la otra parte haya
actuado razonable-mente en función de tales actos.

ARTÍCULO 2.1.19

(Contratación con cláusulas estándar)

(1) Las normas generales sobre formación del contrato se aplicarán cuando
una o ambas partes utilicen cláusulas estándar, sujetas a lo dispuesto en los
Artículos 2.1.20 al 2.1.22.

(2) Cláusulas estándar son aquellas preparadas con antelación por una de las
partes  para  su  uso general  y  repetido  y  que son utilizadas,  de  hecho,  sin
negociación con la otra parte.

ARTÍCULO 2.1.20

(Cláusulas sorpresivas)

(1) Una cláusula estándar no tiene eficacia si es de tal carácter que la otra
parte  no hubiera podido preverla  razonablemente,  salvo  que dicha parte  la
hubiera aceptado expresamente.

(2) Para determinar si una cláusula estándar es de tal carácter, se tendrá en
cuenta su contenido, lenguaje y presentación.

ARTÍCULO 2.1.21

(Conflicto entre cláusulas estándar y no-estándar)

En  caso  de  conflicto  entre  una  cláusula  estándar  y  una  que  no  lo  sea,
prevalecerá esta última.

ARTÍCULO 2.1.22

(Conflicto entre formularios)

Cuando  ambas  partes  utilizan  cláusulas  estándar  y  llegan  a  un  acuerdo
excepto  en  lo  que  se  refiere  a  dichas  cláusulas,  el  contrato  se  entenderá
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perfeccionado sobre la base de los términos acordados y de lo dispuesto en
aquellas cláusulas estándar que sean sustancialmente comunes, a menos que
una de las partes claramente indique con antelación, o que con posterioridad y
sin  demora  injustificada  informe  a  la  contraparte,  que  no  desea  quedar
obligada por dicho contrato.

SECCIÓN 2: APODERAMIENTO DE REPRESENTANTES

ARTÍCULO 2.2.1

(Ámbito de aplicación de esta Sección)

(1) Esta Sección regula la facultad de una persona (“el representante”) para
afectar las relaciones jurídicas de otra persona (“el representado”) por o con
respecto a un contrato con un tercero, ya sea que el representante actúe en su
nombre o en el del representado.

(2)  Esta  Sección  sólo  regula  las  relaciones  entre  el  representado  o  el
representante, por un lado, y el tercero por el otro.

(3) Esta Sección no regula la facultad del representante conferida por la ley ni
la facultad de un representante designado por una autoridad pública o judicial.

ARTÍCULO 2.2.2

(Constitución y alcance de la facultad del representante)

(1) El otorgamiento de facultades por el representado al representante puede
ser expreso o tácito.

(2) El  representante tiene facultad para realizar todos los actos necesarios,
según  las  circunstancias,  para  lograr  los  objetivos  por  los  que  el
apoderamiento fue conferido.

ARTÍCULO 2.2.3

(Representación aparente)

(1) Cuando un representante actúa en el  ámbito de su representación y el
tercero sabía o debiera haber sabido que el representante estaba actuando
como  tal,  los  actos  del  representante  afectan  directamente  las  relaciones
jurídicas entre el representado y el tercero, sin generar relación jurídica alguna
entre el representante y el tercero.

(2) Sin embargo, los actos del representante sólo afectan las relaciones entre
el representante y el tercero, cuando con el consentimiento del representado,
el representante asume la posición de parte contratante.

ARTÍCULO 2.2.4

(Representación oculta)
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(1) Cuando un representante actúa en el  ámbito de su representación y el
tercero no sabía ni debiera haber sabido que el representante estaba actuando
como tal, los actos del representante afectan solamente las relaciones entre el
representante y el tercero.

(2)  Sin embargo,  cuando tal  representante,  al  contratar  con un tercero por
cuenta  de  una  empresa,  se  comporta  como  dueño  de  ella,  el  tercero,  al
descubrir la identidad del verdadero titular de la misma, podrá ejercitar también
contra este último los acciones que tenga en contra del representante.

ARTÍCULO 2.2.5

(Representante actuando sin poder o excediéndolo)

(1) Cuando un representante actúa sin poder o lo excede, sus actos no afectan
las relaciones jurídicas entre el representado y el tercero.

(2) Sin embargo, cuando el representado genera en el tercero la convicción
razonable  que  el  representante  tiene  facultad  para  actuar  por  cuenta  del
representado y que el representante está actuando en el ámbito de ese poder,
el  representado  no  puede  invocar  contra  el  tercero  la  falta  de  poder  del
representante.

ARTÍCULO 2.2.6

(Responsabilidad del representante sin poder o excediéndolo)

(1) Un representante que actúa sin poder o excediéndolo es responsable, a
falta de ratificación por el representado, de la indemnización que coloque al
tercero en la misma situación en que se hubiera encontrado si el representante
hubiera actuado con poder y sin excederlo.

(2)  Sin  embargo,  el  representante no es responsable si  el  tercero sabía  o
debiera  haber  sabido  que  el  representante  no  tenía  poder  o  estaba
excediéndolo.

ARTÍCULO 2.2.7

(Conflicto de intereses)

(1) Si un contrato celebrado por un representante lo involucra en un conflicto
de intereses con el representado, del  que el tercero sabía o debiera haber
sabido, el representado puede anular el contrato. El derecho a la anulación se
somete a los Artículos 3.2.9 y 3.2.11 a 3.2.15.

(2) Sin embargo, el representado no puede anular el contrato

(a)  si  ha  consentido  que  el  representante  se  involucre  en  el  conflicto  de
intereses, o lo sabía o debiera haberlo sabido; o

(b) si el representante ha revelado el conflicto de intereses al representado y
éste nada ha objetado en un plazo razonable.
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ARTÍCULO 2.2.8

(Sub-representación)

Un representante tiene la facultad implícita para designar un sub-representante
a  fin  de  realizar  actos  que  no  cabe  razonablemente  esperar  que  el
representante realice personalmente.  Las disposiciones de esta Sección se
aplican a la sub-representación.

ARTÍCULO 2.2.9

(Ratificación)

(1) Un acto por un representante que actúa sin poder o excediéndolo puede
ser ratificado por el representado. Con la ratificación el acto produce iguales
efectos que si hubiese sido realizado desde un comienzo con apoderamiento.

(2) El tercero puede, mediante notificación al representado, otorgarle un plazo
razonable para la  ratificación.  Si  el  representado no ratifica el  acto en ese
plazo, no podrá hacerlo después.

(3) Si, al momento de actuar el representante, el tercero no sabía ni debiera
haber sabido la falta de apoderamiento, éste puede, en cualquier momento
previo  a  la  ratificación,  notificarle  al  representado  su  rechazo  a  quedar
vinculado por una ratificación

ARTÍCULO 2.2.10

(Extinción del poder)

(1) La extinción del poder no es efectiva en relación a un tercero a menos que
éste la conozca o debiera haberla conocido.

(2) No obstante la extinción de su poder, un representante continúa facultado
para realizar  aquellos actos  que son necesarios  para evitar  un  daño a los
intereses del representado.

CAPÍTULO 3 — VALIDEZ

SECCIÓN 1: DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 3.1.1

(Cuestiones excluidas)

El presente Capítulo no se ocupa de la falta de capacidad de las partes.

ARTÍCULO 3.1.2

(Validez del mero acuerdo)

Todo  contrato  queda  perfeccionado,  modificado  o  extinguido  por  el  mero
acuerdo de las partes, sin ningún requisito adicional.
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ARTÍCULO 3.1.3

(Imposibilidad inicial)

(1) No afectará la validez del contrato el mero hecho de que al momento de su
celebración fuese imposible el cumplimiento de la obligación contraída.

(2) Tampoco afectará la validez del contrato el mero hecho de que al momento
de su celebración una de las partes no estuviere facultada para disponer de los
bienes objeto del contrato.

ARTÍCULO 3.1.4

(Carácter imperativo de estas disposiciones)

Las disposiciones  de  este  Capítulo  relativas  al  dolo,  intimidación,  excesiva
desproporción e ilicitud son imperativas

SECCIÓN 2: CAUSALES DE ANULACIÓN

ARTÍCULO 3.2.1

(Definición del error)

El error consiste en una concepción equivocada sobre los hechos o sobre el
derecho existente al momento en que se celebró el contrato.

ARTÍCULO 3.2.2

(Error determinante)

(1) Una parte puede anular un contrato a causa de error si al momento de su
celebración el error fue de tal importancia que una persona razonable, en la
misma situación de la persona que cometió el error, no habría contratado o lo
habría  hecho  en  términos  sustancialmente  diferentes  en  caso  de  haber
conocido la realidad de las cosas, y:

(a) la otra parte incurrió en el mismo error, o lo causó, o lo conoció o lo debió
haber conocido y dejar a la otra parte  en el  error resultaba contrario a los
criterios comerciales razonables de lealtad negocial; o

(b) en el momento de anular el contrato, la otra parte no había actuado aún
razonablemente de conformidad con el contrato.

(2) No obstante, una parte no puede anular un contrato si:

(a) ha incurrido en culpa grave al cometer el error; o

(b) el error versa sobre una materia en la cual la parte equivocada ha asumido
el riesgo del error o, tomando en consideración las circunstancias del caso,
dicha parte debe soportar dicho riesgo.

ARTÍCULO 3.2.3
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(Error en la expresión o en la transmisión)

Un error en la expresión o en la transmisión de una declaración es imputable a
la persona de quien emanó dicha declaración.

ARTÍCULO 3.2.4

(Remedios por incumplimiento)

Una parte no puede anular el contrato a causa de error si los hechos en los
que basa su pretensión le otorgan o le podrían haber otorgado remedios por
incumplimiento.

ARTÍCULO 3.2.5

(Dolo)

Una  parte  puede  anular  un  contrato  si  fue  inducida  a  celebrarlo  mediante
maniobras dolosas de la otra parte, incluyendo palabras o prácticas, o cuando
dicha parte omitió dolosamente revelar circunstancias que deberían haber sido
reveladas conforme a criterios comerciales razonables de lealtad negocial.

ARTÍCULO 3.2.6

(Intimidación)

Una parte puede anular un contrato si fue inducida a celebrarlo mediante una
amenaza injustificada de la otra parte, la cual, tomando en consideración las
circunstancias del caso, fue tan inminente y grave como para dejar a la otra
parte sin otra alternativa razonable. En particular, una amenaza es injustificada
si  la  acción  u  omisión  con  la  que  el  promitente  fue  amenazado  es
intrínsecamente incorrecta, o resultó incorrecto recurrir a dicha amenaza para
obtener la celebración del contrato.

ARTÍCULO 3.2.7

(Excesiva desproporción)

(1) Una parte puede anular el contrato o cualquiera de sus cláusulas si en el
momento de su celebración el contrato o alguna de sus cláusulas otorgan a la
otra parte una ventaja excesiva. A tal efecto, se deben tener en cuenta, entre
otros, los siguientes factores:

(a)  que  la  otra  parte  se  haya  aprovechado  injustificadamente  de  la
dependencia, aflicción económica o necesidades apremiantes de la otra parte,
o de su falta de previsión, ignorancia, inexperiencia o falta de habilidad en la
negociación; y

(b) la naturaleza y finalidad del contrato.

(2) A petición de la parte legitimada para anular el contrato, el tribunal podrá
adaptar el  contrato o la cláusula en cuestión, a fin de ajustarlos a criterios
comerciales razonables de lealtad negocial.
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(3) El tribunal también podrá adaptar el contrato o la cláusula en cuestión, a
petición  de  la  parte  que  recibió  la  notificación  de  la  anulación,  siempre  y
cuando dicha parte haga saber su decisión a la otra inmediatamente, y,  en
todo caso, antes de que ésta obre razonablemente de conformidad con su
voluntad de anular el contrato. Se aplicará, por consiguiente, el párrafo (2) del
Artículo 3.10.

ARTÍCULO 3.2.8

(Terceros)

(1) Cuando el  dolo,  la intimidación,  excesiva desproporción o el  error sean
imputables o sean conocidos o deban ser conocidos por un tercero de cuyos
actos es responsable la otra parte, el contrato puede anularse bajo las mismas
condiciones que si dichas anomalías hubieran sido obra suya.

(2)  Cuando  el  dolo,  la  intimidación  o  la  excesiva  desproporción  sean
imputables a un tercero de cuyos actos no es responsable la otra parte,  el
contrato puede anularse si  dicha parte conoció o debió conocer  el  dolo,  la
intimidación o la excesiva desproporción, o bien si en el momento de anularlo
dicha parte no había actuado todavía razonablemente de conformidad con lo
previsto en el contrato.

ARTÍCULO 3.2.9

(Confirmación)

La anulación del contrato queda excluida si la parte facultada para anularlo lo
confirma de una manera expresa o tácita una vez que ha comenzado a correr
el plazo para notificar la anulación.

ARTÍCULO 3.2.10

(Pérdida del derecho a anular el contrato)

(1) Si una de las partes se encuentra facultada para anular un contrato por
causa de error,  pero  la  otra  declara  su  voluntad de cumplirlo  o  cumple  el
contrato en los términos en los que la parte facultada para anularlo lo entendió,
el contrato se considerará perfeccionado en dichos términos. En tal caso, la
parte interesada en cumplirlo deberá hacer tal declaración o cumplir el contrato
inmediatamente de ser informada de la manera en que la parte facultada para
anularlo lo ha entendido y antes de que ella proceda a obrar razonablemente
de conformidad con la notificación de anulación.

(2)  La facultad de anular  el  contrato  se  extingue a consecuencia de dicha
declaración o cumplimiento, y cualquier otra notificación de anulación hecha
con anterioridad no tendrá valor alguno.

ARTÍCULO 3.2.11

(Notificación de anulación)

423



El derecho a anular un contrato se ejerce cursando una notificación a la otra
parte.

ARTÍCULO 3.2.12

(Plazos)

(1) La notificación de anular el  contrato debe realizarse dentro de un plazo
razonable,  teniendo en cuenta  las circunstancias,  después de que la  parte
impugnante conoció o no podía ignorar los hechos o pudo obrar libremente.

(2) Cuando una cláusula del contrato pueda ser anulada en virtud del Artículo
3.2.7,  el  plazo  para  notificar  la  anulación  empezará  a  correr  a  partir  del
momento en que dicha cláusula sea invocada por la otra parte.

ARTÍCULO 3.2.13

(Anulación parcial)

Si  la  causa de anulación  afecta  sólo  a  algunas cláusulas  del  contrato,  los
efectos de la anulación se limitarán a dichas cláusulas a menos que, teniendo
en cuenta las circun-stancias, no sea razonable conservar el resto del contrato.

ARTÍCULO 3.2.14

(Efectos retroactivos)

La anulación tiene efectos retroactivos.

ARTÍCULO 3.2.15

(Restitución)

(1)  En  caso  de  anulación,  cualquiera  de  las  partes  puede  reclamar  la
restitución de lo entregado conforme al contrato o a la parte del contrato que
haya sido anulada, siempre que dicha parte restituya al mismo tiempo lo que
recibió en base al contrato o a la parte del contrato que fue anulada.

(2)  Si  no  es  posible  o  apropiada  la  restitución  en  especie,  procederá  una
compensación en dinero, siempre que sea razonable.

(3)  Quien  recibió  el  beneficio  del  cumplimiento  no  está  obligado  a  la
compensación en dinero si  la  imposibilidad de la  restitución en especie es
imputable a la otra parte.

(4)  Puede  exigirse  una  compensación  por  los  gastos  que  fueren
razonablemente necesarios para proteger o conservar lo recibido.

ARTÍCULO 3.2.16

(Daños y perjuicios)
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Independientemente de que el contrato sea o no anulado, la parte que conoció
o debía haber conocido la causa de anulación se encuentra obligada a resarcir
a la otra los daños y perjuicios causados, colocándola en la misma situación en
que se encontraría de no haber celebrado el contrato.

ARTÍCULO 3.2.17

(Declaraciones unilaterales)

Las  disposiciones  de  este  Capítulo  se  aplicarán,  con  las  modificaciones
pertinentes, a toda comunicación de intención que una parte dirija a la otra.

SECCIÓN 3: ILICITUD

ARTÍCULO 3.3.1

(Contratos que violan normas de carácter imperativo)

(1) La violación de una norma de carácter imperativo que resulte aplicable en
virtud  del  Artículo  1.4  de  estos  Principios,  ya  sea  de  origen  nacional,
internacional  o  supranacional,  tendrá  los  efectos,  en  el  supuesto  que  los
tuviera, que dicha norma establezca expresamente.

(2) Si la norma de carácter imperativo no establece expresamente los efectos
que su violación produce en el contrato, las partes podrán ejercitar aquellos
remedios  de  naturaleza  contractual  que  sean  razonables  atendiendo  a  las
circunstancias.

(3) Al determinar lo que es razonable, se tendrán en cuenta, entre otros, los
siguientes criterios:

(a) la finalidad de la norma violada;

(b) la categoría de personas que la norma busca proteger;

(c) cualquier sanción que imponga la norma violada;

(d) la gravedad de la violación;

(e) si la violación era conocida o debió haber sido conocida por una o ambas
partes;

(f) si el cumplimiento del contrato conlleva la violación; y

(g) las expectativas razonables de las partes.

ARTÍCULO 3.3.2

(Restitución)

(1)  En  el  caso  de  haberse  cumplido  un  contrato  que  viola  una  norma  de
carácter  imperativo  según  el  Artículo  3.3.1,  podrá  proceder  la  restitución
siempre que dicha restitución sea razonable atendiendo a las circunstancias.
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(2) Para determinar lo que es razonable, se tendrán en cuenta los criterios a
los que se refiere el Artículo 3.3.1 (3), con las adaptaciones necesarias.

(3) Si se reconoce la restitución, se aplicarán las reglas del Artículo 3.2.15, con
las adaptaciones necesarias.

CAPÍTULO 4 — INTERPRETACIÓN

ARTÍCULO 4.1

(Intención de las partes)

(1) El contrato debe interpretarse conforme a la intención común de las partes.

(2)  Si  dicha  intención  no  puede  establecerse,  el  contrato  se  interpretará
conforme  al  significado  que  le  habrían  dado  en  circunstancias  similares
personas razonables de la misma condición que las partes.

ARTÍCULO 4.2

(Interpretación de declaraciones y otros actos)

(1) Las declaraciones y otros actos de una parte se interpretarán conforme a la
intención de esa parte, siempre que la otra parte la haya conocido o no la haya
podido ignorar.

(2)  Si  el  párrafo  precedente  no  es  aplicable,  tales  declaraciones  y  actos
deberán  interpretarse  conforme  al  significado  que  le  hubiera  atribuido  en
circunstancias similares una persona razonable de la misma condición que la
otra parte.

ARTÍCULO 4.3

(Circunstancias relevantes)

Para la aplicación de los Artículos 4.1 y 4.2, deberán tomarse en consideración
todas las circunstancias, incluyendo:

(a) las negociaciones previas entre las partes;

(b) las prácticas que ellas hayan establecido entre sí;

(c) los actos realizados por las partes con posterioridad a la celebración del
contrato;

(d) la naturaleza y finalidad del contrato;

(e)  el  significado  comúnmente  dado  a  los  términos  y  expresiones  en  el
respectivo ramo comercial; y

(f) los usos.

ARTÍCULO 4.4
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(Interpretación sistemática del contrato)

Los  términos  y  expresiones  se  interpretarán  conforme  a  la  totalidad  del
contrato o la declaración en la que aparezcan en su conjunto.

ARTÍCULO 4.5

(Interpretación dando efecto a todas las disposiciones)

Los términos de un contrato se interpretarán en el  sentido de dar efecto a
todos ellos, antes que de privar de efectos a alguno de ellos.

ARTÍCULO 4.6

(Interpretación contra proferentem)

Si los términos de un contrato dictados por una de las partes no son claros, se
preferirá la interpretación que perjudique a dicha parte.

ARTÍCULO 4.7

(Discrepancias lingüísticas)

Cuando un contrato es redactado en dos o más versiones de lenguaje, todas
igualmente  auténticas,  prevalecerá,  en  caso  de  discrepancia  entre  tales
versiones, la interpretación acorde con la versión en la que el  contrato fue
redactado originalmente.

ARTÍCULO 4.8

(Integración del contrato)

(1) Cuando las partes no se hayan puesto de acuerdo acerca de un término
importante  para  determinar  sus  derechos  y  obligaciones,  el  contrato  será
integrado con un término apropiado a las circunstancias.

(2) Para determinar cuál es el término más apropiado, se tendrán en cuenta,
entre otros factores, los siguientes:

(a) la intención de las partes;

(b) la naturaleza y finalidad del contrato;

(c) la buena fe y la lealtad negocial;

(d) el sentido común.

CAPÍTULO 5 — CONTENIDO, ESTIPULACIÓN A FAVOR DE TERCEROS Y
OBLIGACIONES CONDICIONALES

SECCIÓN 1: CONTENIDO

ARTÍCULO 5.1.1
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(Obligaciones expresas e implícitas)

Las obligaciones contractuales de las partes pueden ser expresas o implícitas.

ARTÍCULO 5.1.2

(Obligaciones implícitas)

Las obligaciones implícitas pueden derivarse de:

(a) la naturaleza y la finalidad del contrato;

(b) las prácticas establecidas entre las partes y los usos;

(c) la buena fe y la lealtad negocial.

(d) el sentido común.

ARTÍCULO 5.1.3

(Cooperación entre las partes)

Cada una de las partes debe cooperar con la otra cuando dicha cooperación
pueda ser razonablemente esperada para el cumplimiento de las obligaciones
de esta última.

ARTÍCULO 5.1.4

(Obligación de resultado y obligación de emplear los mejores esfuerzos)

(1) En la medida en que la obligación de una de las partes implique un deber
de alcanzar un resultado específico, esa parte está obligada a alcanzar dicho
resultado.

(2) En la medida en que la obligación de una de las partes implique un deber
de emplear los mejores esfuerzos en la ejecución de la prestación, esa parte
está obligada a emplear la diligencia que pondría en circunstancias similares
una persona razonable de la misma condición.

ARTÍCULO 5.1.5

(Determinación del tipo de obligación)

Para  determinar  en  qué  medida  la  obligación  de  una  parte  implica  una
obligación  de  emplear  los  mejores  esfuerzos  o  de  lograr  un  resultado
específico, se tendrán en cuenta, entre otros factores:

(a) los términos en los que se describe la prestación en el contrato;

(b) el precio y otros términos del contrato;

(c)  el  grado de riesgo que suele estar involucrado en alcanzar el  resultado
esperado;
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(d) la capacidad de la otra parte para influir en el cumplimiento de la obligación.

ARTÍCULO 5.1.6

(Determinación de la calidad de la prestación)

Cuando la  calidad de la  prestación no ha sido precisada en el  contrato  ni
puede ser determinada en base a éste, el deudor debe una prestación de una
calidad razonable y no inferior a la calidad media, según las circunstancias.

ARTÍCULO 5.1.7

(Determinación del precio)

(1) Cuando el contrato no fija el precio o carece de términos para determinarlo,
se considera que las partes,  salvo  indicación en contrario,  se remitieron al
precio  generalmente  cobrado  al  momento  de  celebrarse  el  contrato  en
circunstancias semejantes dentro del respectivo ramo comercial o, si no puede
establecerse  el  precio  de  esta  manera,  se  entenderá  que  las  partes  se
remitieron a un precio razonable.

(2)  Cuando  la  determinación  del  precio  quede  a  cargo  de  una  parte  y  la
cantidad  así  determinada  sea  manifiestamente  irrazonable,  el  precio  será
sustituido por un precio razonable, sin admitirse disposición en contrario.

(3) Cuando la determinación del precio quede a cargo de un tercero y éste no
puede o no quiere fijarlo, el precio será uno razonable.

(4) Cuando el precio ha de fijarse por referencia a factores que no existen o
que han dejado de existir o de ser accesibles, se recurrirá como sustituto al
factor equivalente más cercano.

ARTÍCULO 5.1.8

(Contrato de tiempo indefinido)

Cualquiera  de  las  partes  puede  resolver  un  contrato  de  tiempo  indefinido,
notificándolo con razonable anticipación.

ARTÍCULO 5.1.9

(Renuncia por acuerdo de partes)

(1) Un acreedor puede renunciar a su derecho mediante un acuerdo con el
deudor.

(2) La oferta de renunciar a título gratuito a un derecho se presume aceptada si
el deudor no la rechaza inmediatamente después de conocerla.

SECCIÓN 2: ESTIPULACIÓN A FAVOR DE TERCEROS

ARTÍCULO 5.2.1
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(Estipulación a favor de terceros)

(1) Las partes (el “promitente” y el “estipulante”) pueden otorgar por acuerdo
expreso o tácito un derecho a un tercero (el “beneficiario”).

(2)  La  existencia  y  el  contenido  del  derecho  del  beneficiario  respecto  del
promitente se determinan conforme al acuerdo de las partes y se encuentran
sujetos a las condiciones y limitaciones previstas en dicho acuerdo.

ARTÍCULO 5.2.2

(Identificación del beneficiario)

El beneficiario debe estar identificado en el contrato con suficiente certeza pero
no necesita existir cuando se celebre el contrato.

ARTÍCULO 5.2.3

(Cláusulas de exclusión y limitación de responsabilidad)

El otorgamiento de derechos al beneficiario incluye el de invocar una cláusula
en el contrato que excluya o limite la responsabilidad del beneficiario.

ARTÍCULO 5.2.4

(Excepciones)

El promitente puede oponer al beneficiario toda excepción que el promitente
pueda oponer al estipulante.

ARTÍCULO 5.2.5

(Revocación)

Las partes pueden modificar o revocar los derechos otorgados por el contrato
al  beneficiario  mientras  éste  no  los  haya  aceptado  o  no  haya  actuado
razonablemente de conformidad con ellos.

ARTÍCULO 5.2.6

(Renuncia)

El beneficiario puede renunciar a un derecho que se le otorgue.

SECCIÓN 3: OBLIGACIONES CONDICIONALES

ARTÍCULO 5.3.1

(Tipos de condiciones)

Un  contrato  o  una  obligación  contractual  pueden  ser  condicionales  si
dependen  de  un  evento  futuro  e  incierto,  de  modo  que  el  contrato  o  la
obligación  contractual  sólo  surte  efectos  (condición  suspensiva)  o  deja  de
tenerlos (condición resolutoria) si acaece el evento.
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ARTÍCULO 5.3.2

(Efectos de las condiciones)

A menos que las partes convengan otra cosa:

a)  El  contrato  o  la  obligación  contractual  surtirá  efectos  al  cumplirse  la
condición suspensiva;

b) El contrato o la obligación contractual cesará de tener efectos al cumplirse la
condición resolutoria.

ARTÍCULO 5.3.3

(Intromisión en el cumplimiento de la condición)

1) Si el cumplimiento de una condición es impedido por una parte en violación
del  deber de buena fe y lealtad negocial  o de cooperación, dicha parte  no
podrá invocar la falta de cumplimiento de la condición.

2) Si el cumplimiento de una condición es provocado por una parte en violación
del  deber de buena fe y lealtad negocial  o de cooperación, dicha parte  no
podrá invocar el cumplimiento de la condición.

ARTÍCULO 5.3.4

(Obligación de preservar los derechos)

Antes del cumplimiento de la condición, una parte no puede en violación del
deber de actuar de buena fe y lealtad negocial, comportarse de manera tal que
perjudique  los  derechos  de  la  otra  parte  en  caso  de  que  se  cumpla  la
condición.

ARTÍCULO 5.3.5

(Restitución en caso de cumplimiento de una condición resolutoria)

1) En el caso de cumplirse una condición resolutoria, se aplicarán las reglas
sobre  la  restitución  de  los  Artículos  7.3.6  y  7.3.7,  con  las  adaptaciones
necesarias.

2) Si las partes han convenido que una condición resolutoria tendrá un efecto
retroactivo, se aplicarán las reglas sobre la restitución del Artículo 3.2.15, con
las adaptaciones necesarias.

CAPÍTULO 6: CUMPLIMIENTO

SECCIÓN 1: CUMPLIMIENTO EN GENERAL

ARTÍCULO 6.1.1

(Momento del cumplimiento)
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Una parte debe cumplir sus obligaciones:

(a) si el momento es fijado o determinable por el contrato, en ese momento;

(b)  si  un  período  de  tiempo  es  fijado  o  determinable  por  el  contrato,  en
cualquier  momento  dentro  de  tal  período,  a  menos  que  las  circunstancias
indiquen  que  a  la  otra  parte  le  corresponde  elegir  el  momento  del
cumplimiento;

(c) en cualquier otro caso, en un plazo razonable después de la celebración del
contrato.

ARTÍCULO 6.1.2

(Cumplimiento en un solo momento o en etapas)

En los casos previstos en el Artículo 6.1.1(b) o (c), el deudor debe cumplir sus
obligaciones en un solo momento, siempre que la prestación pueda realizarse
de una vez y que las circunstancias no indiquen otro modo de cumplimiento.

ARTÍCULO 6.1.3

(Cumplimiento parcial)

(1)  El  acreedor  puede  rechazar  una  oferta  de  un  cumplimiento  parcial
efectuada al vencimiento de la obligación, vaya acompañada o no dicha oferta
de una garantía relativa al cumplimiento del resto de la obligación, a menos
que el acreedor carezca de interés legítimo para el rechazo.

(2) Los gastos adicionales causados al acreedor por el cumplimiento parcial
han de ser soportados por el deudor, sin perjuicio de cualquier otro remedio
que le pueda corresponder al acreedor.

ARTÍCULO 6.1.4

(Secuencia en el cumplimiento)

(1) En la medida en que las prestaciones de las partes puedan ser efectuadas
de manera simultánea, las partes deben realizarlas simultáneamente, a menos
que las circunstancias indiquen otra cosa.

(2)  En la  medida en que la  prestación  de sólo  una de las partes  exija  un
período de tiempo, esta parte debe efectuar primero su prestación, a menos
que las circunstancias indiquen otra cosa.

ARTÍCULO 6.1.5

(Cumplimiento anticipado)

(1) El acreedor puede rechazar el cumplimiento anticipado de la obligación a
menos que carezca de interés legítimo para hacerlo.
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(2) La aceptación por una parte de un cumplimiento anticipado no afecta el
plazo para el cumplimiento de sus propias obligaciones si este último fue fijado
sin considerar  el  momento del  cumplimiento de las obligaciones de la  otra
parte.

(3)  Los  gastos  adicionales  causados  al  acreedor  por  el  cumplimiento
anticipado han de ser soportados por el deudor, sin perjuicio de cualquier otro
remedio que le pueda corresponder al acreedor.

ARTÍCULO 6.1.6

(Lugar del cumplimiento)

(1) Si el lugar de cumplimiento no está fijado en el contrato ni es determinable
con base en aquél, una parte debe cumplir:

(a)  en  el  establecimiento  del  acreedor  cuando  se  trate  de  una  obligación
dineraria;

(b) en su propio establecimiento cuando se trate de cualquier otra obligación.

(2) Una parte debe soportar cualquier incremento de los gastos que inciden en
el  cumplimiento  y  que  fuere  ocasionado  por  un  cambio  en  el  lugar  de  su
establecimiento ocurrido con posterioridad a la celebración del contrato.

ARTÍCULO 6.1.7

(Pago con cheque u otro instrumento)

(1) El pago puede efectuarse en cualquier forma utilizada en el curso ordinario
de los negocios en el lugar del pago.

(2) No obstante, un acreedor que acepta un cheque o cualquier otra orden de
pago  o  promesa  de  pago,  ya  sea  en  virtud  del  párrafo  anterior  o
voluntariamente, se presume que lo acepta solamente bajo la condición de que
sea cumplida.

ARTÍCULO 6.1.8

(Pago por transferencia de fondos)

(1)  El  pago  puede  efectuarse  por  una  transferencia  a  cualquiera  de  las
instituciones financieras en las que el acreedor haya hecho saber que tiene
una cuenta, a menos que haya indicado una cuenta en particular.

(2) En el caso de pago por transferencia de fondos, la obligación se cumple al
hacerse efectiva la transferencia a la institución financiera del acreedor.

ARTÍCULO 6.1.9

(Moneda de pago)
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(1) Si una obligación dineraria es expresada en una moneda diferente a la del
lugar del pago, éste puede efectuarse en la moneda de dicho lugar, a menos
que:

(a) dicha moneda no sea convertible libremente; o

(b)  las  partes  hayan  convenido que el  pago debería  efectuarse  sólo  en  la
moneda en la cual la obligación dineraria ha sido expresada.

(2) Si es imposible para el deudor efectuar el pago en la moneda en la cual la
obligación dineraria ha sido expresada, el acreedor puede reclamar el pago en
la moneda del lugar del pago, aun en el caso al que se refiere el párrafo (1)(b).

(3) El pago en la moneda del lugar de pago debe efectuarse conforme al tipo
de cambio aplicable que predomina en ese lugar al  momento en que debe
efectuarse el pago.

(4) Sin embargo, si el deudor no ha pagado cuando debió hacerlo, el acreedor
puede reclamar el pago conforme al tipo de cambio aplicable y predominante,
bien al vencimiento de la obligación o en el momento del pago efectivo.

ARTÍCULO 6.1.10

(Moneda no expresada)

Si el contrato no expresa una moneda en particular, el pago debe efectuarse
en la moneda del lugar donde ha de efectuarse el pago.

ARTÍCULO 6.1.11

(Gastos del cumplimiento)

Cada parte debe soportar los gastos del cumplimiento de sus obligaciones.

ARTÍCULO 6.1.12

(Imputación de pagos)

(1)  Un  deudor  de  varias  obligaciones  dinerarias  al  mismo acreedor  puede
especificar al momento del pago a cuál de ellas pretende que sea aplicado el
pago. En cualquier caso, el pago ha de imputarse en primer lugar a cualquier
gasto, luego a los intereses debidos y finalmente al capital.

(2) Si el deudor no hace tal especificación, el acreedor puede, dentro de un
plazo razonable después del pago, indicar al deudor a cuál de las obligaciones
lo imputa, siempre que dicha obligación sea vencida y sea indisputada.

(3) A falta de imputación conforme a los párrafos (1) o (2), el pago se imputa,
en  el  orden  indicado,  a  la  obligación  que  satisfaga  uno  de  los  siguientes
criterios:

(a) la obligación que sea vencida, o la primera en vencerse;
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(b) la obligación que cuente con menos garantías para el acreedor;

(c) la obligación que es más onerosa para el deudor;

(d) la obligación que surgió primero.

Si ninguno de los criterios precedentes se aplica, el pago se imputa a todas las
obligaciones proporcionalmente.

ARTÍCULO 6.1.13

(Imputación del pago de obligaciones no dinerarias)

El Artículo 6.1.12 se aplica, con las adaptaciones del caso, a la imputación del
pago de obligaciones no dinerarias.

ARTÍCULO 6.1.14

(Solicitud de autorización pública)

Cuando la ley de un Estado requiera una autorización pública que afecta la
validez del contrato o su cumplimiento y ni la ley ni las circunstancias del caso
indican algo distinto:

(a) si sólo una parte tiene su establecimiento en tal Estado, esa parte deberá
tomar las medidas necesarias para obtener la autorización; y

(b) en los demás casos, la parte cuyo cumplimiento requiere de la autorización
deberá tomar las medidas necesarias para obtenerla.

ARTÍCULO 6.1.15

(Gestión de la autorización)

(1)  La  parte  obligada  a  tomar  las  medidas  necesarias  para  obtener  la
autorización debe hacerlo sin demora injustificada y soportará todos los gastos
en que incurra.

(2)  Esa  parte  deberá,  cuando  sea  pertinente,  notificar  a  la  otra  parte,  sin
demora injustificada, de la concesión o la denegación de la autorización.

ARTÍCULO 6.1.16

(Autorización ni otorgada ni denegada)

(1) Cualquiera de las partes puede resolver el contrato si, pese a que la parte
responsable  de  obtener  la  autorización  ha  tomado  todas  las  medidas
requeridas  para  obtenerla,  ésta  no  se  otorga  ni  rechaza  dentro  del  plazo
convenido o, cuando no se haya acordado plazo alguno, dentro de un plazo
prudencial a partir de la celebración del contrato.

(2) No se aplicará lo previsto en el párrafo (1) cuando la autorización afecte
solamente algunas cláusulas del contrato, siempre que, teniendo en cuenta las
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circuns-tancias, sea razonable mantener el resto del contrato a pesar de haber
sido denegada la autorización.

ARTÍCULO 6.1.17

(Autorización denegada)

(1)  La  denegación  de  una  autorización  que  afecta  la  validez  del  contrato
comporta su nulidad. Si la denegación afecta únicamente la validez de algunas
cláusulas,  sólo  tales  cláusulas  serán  nulas  si,  teniendo  en  cuenta  las
circunstancias, es razonable mantener el resto del contrato.

(2)  Se aplican las reglas del  incumplimiento  cuando la  denegación de una
autori-zación haga imposible, en todo o en parte, el cumplimiento del contrato.

SECCIÓN 2: EXCESIVA ONEROSIDAD (HARDSHIP)

ARTÍCULO 6.2.1

(Obligatoriedad del contrato)

Cuando el cumplimiento de un contrato llega a ser más oneroso para una de
las  partes,  esa  parte  permanece  obligada,  no  obstante,  a  cumplir  sus
obligaciones salvo lo previsto en las siguientes disposiciones sobre “excesiva
onerosidad” (hardship).

ARTÍCULO 6.2.2

(Definición de la “excesiva onerosidad” (hardship))

Hay  “excesiva  onerosidad”  (hardship)  cuando  el  equilibrio  del  contrato  es
alterado de modo fundamental por el acontecimiento de ciertos eventos, bien
porque  el  costo  de  la  prestación  a  cargo  de  una  de  las  partes  se  ha
incrementado,  o  porque  el  valor  de  la  prestación  que una parte  recibe  ha
disminuido, y:

(a)  dichos  eventos  acontecen  o  llegan  a  ser  conocidos  por  la  parte  en
desventaja después de la celebración del contrato;

(b) los eventos no pudieron ser razonablemente tenidos en cuenta por la parte
en desventaja en el momento de celebrarse el contrato;

(c) los eventos escapan al control de la parte en desventaja; y

(d) el riesgo de tales eventos no fue asumido por la parte en desventaja.

ARTÍCULO 6.2.3

(Efectos de la “excesiva onerosidad” (hardship))

(1) En caso de “excesiva onerosidad” (hardship), la parte en desventaja puede
reclamar  la  renegociación  del  contrato.  Tal  reclamo  deberá  formularse  sin
demora injustificada, con indicación de los fundamentos en los que se basa.
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(2)  El  reclamo  de  renegociación  no  autoriza  por  sí  mismo  a  la  parte  en
desventaja para suspender el cumplimiento.

(3)  En caso de no llegarse  a un acuerdo dentro  de  un tiempo prudencial,
cualquiera de las partes puede acudir a un tribunal.

(4)  Si  el  tribunal  determina  que  se  presenta  una  situación  de  “excesiva
onerosidad” (hardship), y siempre que lo considere razonable, podrá:

(a) resolver el contrato en fecha y condiciones a ser fijadas; o

(b) adaptar el contrato con miras a restablecer su equilibrio.

CAPÍTULO 7 — INCUMPLIMIENTO

SECCIÓN 1: INCUMPLIMIENTO EN GENERAL

ARTÍCULO 7.1.1

(Definición del incumplimiento)

El incumplimiento consiste en la falta de ejecución por una parte de alguna de
sus  obligaciones contractuales,  incluyendo  el  cumplimiento  defectuoso o  el
cumplimiento tardío.

ARTÍCULO 7.1.2

(Interferencia de la otra parte)

Una parte no podrá ampararse en el  incumplimiento de la otra parte en la
medida en que tal incumplimiento haya sido causado por acción u omisión de
la primera o por cualquier otro acontecimiento por el que ésta haya asumido el
riesgo.

ARTÍCULO 7.1.3

(Suspensión del cumplimiento)

(1)  Cuando  las  partes  han  de  cumplir  simultáneamente,  cada  parte  puede
suspender  el  cumplimiento  de  su  prestación  hasta  que  la  otra  ofrezca  su
prestación.

(2) Cuando las partes han de cumplir de modo sucesivo, la parte que ha de
cumplir después puede suspender su cumplimiento hasta que la parte que ha
de hacerlo primero haya cumplido.

ARTÍCULO 7.1.4

(Subsanación del incumplimiento)

(1) La parte incumplidora puede subsanar a su cargo cualquier incumplimiento,
siempre y cuando:

437



(a)  notifique  sin  demora  injustificada  a  la  parte  perjudicada  la  forma  y  el
momento propuesto para la subsanación;

(b) la subsanación sea apropiada a las circunstancias;

(c) la parte perjudicada carezca de interés legítimo para rechazarla; y

(d) dicha subsanación se lleve a cabo sin demora.

(2) La notificación de que el contrato ha sido resuelto no excluye el derecho a
subsanar el incumplimiento.

(3)  Los  derechos  de  la  parte  perjudicada  que  sean  incompatibles  con  el
cumplimiento  de  la  parte  incumplidora  se  suspenden  desde  la  notificación
efectiva de la subsanación hasta el vencimiento del plazo para subsanar.

(4) La parte perjudicada puede suspender su propia prestación mientras se
encuentre pendiente la subsanación.

(5) A pesar de la subsanación,  la parte perjudicada conserva el  derecho a
reclamar el resarcimiento por el retraso y por cualquier daño causado o que no
pudo ser evitado por la subsanación.

ARTÍCULO 7.1.5

(Período suplementario para el cumplimiento)

(1) En caso de incumplimiento, la parte perjudicada podrá conceder, mediante
notificación a la otra parte, un período suplementario para que cumpla.

(2) Durante el período suplementario, la parte perjudicada puede suspender el
cumplimiento  de  sus  propias  obligaciones  correlativas  y  reclamar  el
resarcimiento,  pero  no  podrá  ejercitar  ningún  otro  remedio.  La  parte
perjudicada  puede  ejercitar  cualquiera  de  los  remedios  previstos  en  este
Capítulo  si  la  otra  parte  le  notifica  que  no  cumplirá  dentro  del  período
suplementario  o  si  éste  finaliza  sin  que  la  prestación  debida  haya  sido
realizada.

(3) En caso de que la demora en el cumplimiento no sea esencial, la parte
perjudi-cada  que  ha  notificado  a  la  otra  el  otorgamiento  de  un  período
suplementario de duración razonable, puede resolver el  contrato al  final  de
dicho período. El período suplementario que no sea de una duración razonable
puede extenderse en consonancia con dicha duración. La parte perjudicada
puede  establecer  en  su  notificación  que  el  contrato  quedará  resuelto
automáticamente si la otra parte no cumple.

(4) El párrafo (3) no se aplicará cuando la prestación incumplida sea tan sólo
una  mínima  parte  de  la  obligación  contractual  asumida  por  la  parte
incumplidora.

ARTÍCULO 7.1.6

(Cláusulas de exoneración)
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Una  cláusula  que  limite  o  excluya  la  responsabilidad  de  una  parte  por
incumplimiento  o  que  le  permita  ejecutar  una  prestación  sustancialmente
diversa de lo que la otra parte razonablemente espera, no puede ser invocada
si fuere manifiestamente desleal hacerlo, teniendo en cuenta la finalidad del
contrato.

ARTÍCULO 7.1.7

(Fuerza mayor)

(1)  El  incumplimiento  de  una  parte  se  excusa  si  esa  parte  prueba  que  el
incumplimiento  fue  debido  a  un  impedimento  ajeno  a  su  control  y  que,  al
momento de celebrarse el contrato, no cabía razonablemente esperar, haberlo
tenido en cuenta, o haber evitado o superado sus consecuencias.

(2) Cuando el impedimento es sólo temporal, la excusa tiene efecto durante un
período de tiempo que sea razonable en función del impacto del impedimento
en el cumplimiento del contrato.

(3) La parte incumplidora debe notificar a la otra parte acerca del impedimento
y su impacto en su aptitud para cumplir. Si la notificación no es recibida por la
otra parte en un plazo razonable a partir de que la parte incumplidora supo o
debió saber del impedimento, esta parte será responsable de indemnizar los
daños y perjuicios causados por la falta de recepción.

(4)  Nada  de  lo  dispuesto  en  este  artículo  impide  a  una  parte  ejercitar  el
derecho  a  resolver  el  contrato,  suspender  su  cumplimiento  o  a  reclamar
intereses por el dinero debido.

SECCIÓN 2: DERECHO A RECLAMAR EL CUMPLIMIENTO

ARTÍCULO 7.2.1

(Cumplimiento de obligaciones dinerarias)

Si una parte que está obligada a pagar dinero no lo hace, la otra parte puede
reclamar el pago.

ARTÍCULO 7.2.2

(Cumplimiento de obligaciones no dinerarias)

Si una parte no cumple una obligación distinta a la de pagar una suma de
dinero, la otra parte puede reclamar la prestación, a menos que:

(a) tal prestación sea jurídica o físicamente imposible;

(b)  la  prestación  o,  en  su  caso,  la  ejecución  forzosa,  sea  excesivamente
gravosa u onerosa;

(c)  la  parte  legitimada  para  recibir  la  prestación  pueda  razonablemente
obtenerla por otra vía;
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(d) la prestación tenga carácter exclusivamente personal; o

(e) la parte legitimada para recibir la prestación no la reclame dentro de un
plazo  razonable  desde  de  que  supo  o  debió  haberse  enterado  del
incumplimiento.

ARTÍCULO 7.2.3

(Reparación y reemplazo de la prestación defectuosa)

El derecho al cumplimiento incluye, cuando haya lugar a ello, el  derecho a
reclamar  la  reparación,  el  reemplazo  u  otra  subsanación  de  la  prestación
defectuosa.  Lo  dispuesto  en  los  Artículos  7.2.1  y  7.2.2  se  aplicará  según
proceda.

ARTÍCULO 7.2.4

(Pena judicial)

(1) Cuando un tribunal ordena a una parte que cumpla, también puede ordenar
que pague una pena si no cumple con la orden.

(2) La pena será pagada a la parte perjudicada, salvo que normas imperativas
del  derecho  del  foro  dispongan  otra  cosa.  El  pago  de  la  pena  a  la  parte
perjudicada no excluye el derecho de ésta al resarcimiento.

ARTÍCULO 7.2.5

(Cambio de remedio)

(1) La parte perjudicada que ha reclamado el cumplimiento de una obligación
no dineraria y no lo ha obtenido dentro del plazo fijado o, en su defecto, dentro
de un plazo razonable, podrá recurrir a cualquier otro remedio.

(2) En caso de no ser factible la ejecución de un mandato judicial que ordene
el  cumplimiento  de una obligación  no dineraria,  la  parte  perjudicada podrá
recurrir a cualquier otro remedio.

SECCIÓN 3: RESOLUCIÓN

ARTÍCULO 7.3.1

(Derecho a resolver el contrato)

(1) Una parte puede resolver el contrato si la falta de cumplimiento de una de
las obligaciones de la otra parte constituye un incumplimiento esencial.

(2) Para determinar si la falta de cumplimiento de una obligación constituye un
incumplimiento esencial se tendrá en cuenta, en particular, si:

(a) el incumplimiento priva sustancialmente a la parte perjudicada de lo que
tenía derecho a esperar en virtud del contrato, a menos que la otra parte no
hubiera previsto ni podido prever razonablemente ese resultado;
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(b) la ejecución estricta de la prestación insatisfecha era esencial  según el
contrato;

(c) el incumplimiento fue intencional o temerario;

(d) el incumplimiento da a la parte perjudicada razones para desconfiar de que
la otra cumplirá en el futuro;

(e) la resolución del contrato hará sufrir a la parte incumplidora una pérdida
desproporcionada como consecuencia de su preparación o cumplimiento.

(3) En caso de demora, la parte perjudicada también puede resolver el contrato
si la otra parte no cumple antes del vencimiento del  período suplementario
concedido a ella según el Artículo 7.1.5.

ARTÍCULO 7.3.2

(Notificación de la resolución)

(1) El derecho de una parte a resolver el contrato se ejercita mediante una
notificación a la otra parte.

(2) Si la prestación ha sido ofrecida tardíamente o de otro modo no conforme
con el contrato, la parte perjudicada perderá el derecho a resolver el contrato a
menos  que  notifique  su  decisión  a  la  otra  parte  en  un  período  razonable
después de que supo o debió saber de la oferta o de la prestación defectuosa.

ARTÍCULO 7.3.3

(Incumplimiento anticipado)

Si antes de la fecha de cumplimiento de una de las partes fuere patente que
una de las partes incurrirá en un incumplimiento esencial, la otra parte puede
resolver el contrato.

ARTÍCULO 7.3.4

(Garantía adecuada de cumplimiento)

Una parte que crea razonablemente que habrá un incumplimiento esencial de
la  otra  parte  puede  reclamar  una  garantía  adecuada  del  cumplimiento  y,
mientras tanto, puede suspender su propia prestación. Si esta garantía no es
otorgada en un plazo razonable, la parte  que la reclama puede resolver  el
contrato.

ARTÍCULO 7.3.5

(Efectos generales de la resolución)

(1)  La  resolución  del  contrato  releva  a  ambas  partes  de  la  obligación  de
efectuar y recibir prestaciones futuras.
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(2) La resolución no excluye el derecho a reclamar una indemnización de los
daños y perjuicios causados por el incumplimiento.

(3) La resolución no afecta cualquier término del contrato relativo al arreglo de
controversias o cualquier otra cláusula del  contrato destinada a operar aún
después de haber sido resuelto.

ARTÍCULO 7.3.6

(Restitución en el caso de contratos de ejecución instantánea)

(1) Al resolver un contrato cuyo cumplimiento tiene lugar en un solo momento,
cada parte puede reclamar a la otra la restitución de lo entregado en virtud de
dicho contrato, siempre que tal parte restituya a la vez lo que haya recibido.

(2)  Si  no  es  posible  o  apropiada  la  restitución  en  especie,  procederá  una
compensación en dinero, siempre que sea razonable.

(3)  La  parte  que  se  benefició  con  el  cumplimiento  no  está  obligada  a  la
compensación en dinero si  la  imposibilidad de la  restitución en especie es
imputable a la otra parte.

(4)  Puede  exigirse  una  compensación  por  aquellos  gastos  razonablemente
necesarios para proteger o conservar lo recibido.

ARTÍCULO 7.3.7

(Restitución en el caso de contratos de ejecución sucesiva)

(1)  Al  resolver  un  contrato  cuyo  cumplimiento  se  extiende  en  el  tiempo,
solamente  se  puede  reclamar  la  restitución  para  el  período  posterior  a  la
resolución, siempre que el contrato sea divisible.

(2) En la medida en que proceda la restitución, se aplicarán las disposiciones
del Artículo 7.3.6.

SECCIÓN 4: RESARCIMIENTO

ARTÍCULO 7.4.1

(Derecho al resarcimiento)

Cualquier  incumplimiento  otorga  a  la  parte  perjudicada  derecho  al
resarcimiento,  bien  exclusivamente  o  en  concurrencia  con  otros  remedios,
salvo que el incumplimiento sea excusable conforme a estos Principios.

ARTÍCULO 7.4.2

(Reparación integral)

(1)  La  parte  perjudicada  tiene  derecho  a  la  reparación  integral  del  daño
causado por el incumplimiento. Este daño comprende cualquier pérdida sufrida
y  cualquier  ganancia  de  la  que  fue  privada,  teniendo  en  cuenta  cualquier
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ganancia que la parte perjudicada haya obtenido al evitar gastos o daños y
perjuicios.

(2) Tal daño puede ser no pecuniario e incluye,  por ejemplo, el  sufrimiento
físico y la angustia emocional.

ARTÍCULO 7.4.3

(Certeza del daño)

(1) La compensación sólo se debe por el daño, incluyendo el daño futuro, que
pueda establecerse con un grado razonable de certeza.

(2)  La compensación puede deberse por  la  pérdida de una expectativa  en
proporción a la probabilidad de que acontezca.

(3) Cuando la cuantía de la indemnización de los daños y perjuicios no puede
establecerse con suficiente grado de certeza, queda a discreción del tribunal
fijar el monto del resarcimiento.

ARTÍCULO 7.4.4

(Previsibilidad del daño)

La  parte  incumplidora  es  responsable  solamente  del  daño  previsto,  o  que
razonablemente  podría  haber  previsto,  como consecuencia  probable  de  su
incumplimiento, al momento de celebrarse el contrato.

ARTÍCULO 7.4.5

(Prueba del daño en caso de una operación de reemplazo)

Cuando  la  parte  perjudicada  ha  resuelto  el  contrato  y  ha  efectuado  una
operación  de  reemplazo  en  tiempo  y  modo  razonables,  podrá  recobrar  la
diferencia entre el precio del contrato y el precio de la operación de reemplazo,
así como el resarcimiento por cualquier daño adicional.

ARTÍCULO 7.4.6

(Prueba del daño por el precio corriente)

(1)  Si  la  parte  perjudicada  ha  resuelto  el  contrato  y  no  ha  efectuado  una
operación  de  reemplazo,  pero  hay  un  precio  corriente  para  la  prestación
contratada, podrá recuperar la diferencia entre el precio del contrato y el precio
corriente al tiempo de la resolución del contrato, así como el resarcimiento por
cualquier daño adicional.

(2)  Precio  corriente  es  el  precio  generalmente  cobrado  por  mercaderías
entregadas o  servicios  prestados en  circunstancias  semejantes  en  el  lugar
donde el contrato debió haberse cumplido o, si no hubiere precio corriente en
ese lugar, el precio corriente en otro lugar que parezca razonable tomar como
referencia.
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ARTÍCULO 7.4.7

(Daño parcialmente imputable a la parte perjudicada)

Cuando el daño se deba en parte a un acto u omisión de la parte perjudicada o
a otro acontecimiento por el  que esa parte asume el  riesgo,  la cuantía del
resarcimiento se reducirá en la medida en que tales factores hayan contribuido
al daño, tomando en consideración la conducta de cada una de las partes.

ARTÍCULO 7.4.8

(Atenuación del daño)

(1)  La  parte  incumplidora  no es  responsable  del  daño sufrido  por  la  parte
perjudicada  en  tanto  que  el  daño  pudo  haber  sido  reducido  si  esa  parte
hubiera adoptado medidas razonables.

(2)  La  parte  perjudicada  tiene  derecho  a  recuperar  cualquier  gasto
razonablemente efectuado en un intento por reducir el daño.

ARTÍCULO 7.4.9

(Intereses por falta de pago de dinero)

(1)  Si  una parte  no  paga una suma de dinero  cuando es debido,  la  parte
perjudicada  tiene  derecho  a  los  intereses  sobre  dicha  suma  desde  el
vencimiento de la obligación hasta el momento del pago, sea o no excusable la
falta de pago.

(2) El tipo de interés será el promedio del tipo de préstamos bancarios a corto
plazo en favor de clientes calificados y predominante para la moneda de pago
en el lugar donde éste ha de ser efectuado. Cuando no exista tal tipo en ese
lugar, entonces se aplicará el mismo tipo en el Estado de la moneda de pago.
En ausencia de dicho tipo en esos lugares, el tipo de interés será el que sea
apropiado conforme al derecho del Estado de la moneda de pago.

(3) La parte perjudicada tiene derecho a una indemnización adicional si la falta
de pago causa mayores daños.

ARTÍCULO 7.4.10

(Intereses sobre el resarcimiento)

A menos que se convenga otra cosa, los intereses sobre el resarcimiento por
el  incumplimiento  de  obligaciones  no  dinerarias  comenzarán  a  devengarse
desde el momento del incumplimiento.

ARTÍCULO 7.4.11

(Modalidad de la compensación monetaria)

(1) El resarcimiento ha de pagarse en una suma global. No obstante, puede
pagarse a plazos cuando la naturaleza del daño lo haga apropiado.
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(2) El resarcimiento pagadero a plazos podrá ser indexado.

ARTÍCULO 7.4.12

(Moneda en la que se fija el resarcimiento)

El resarcimiento ha de fijarse, según sea más apropiado, bien en la moneda en
la cual la obligación dineraria fue expresada o en aquella en la cual el perjuicio
fue sufrido.

ARTÍCULO 7.4.13

(Pago estipulado para el incumplimiento)

(1) Cuando el contrato establezca que la parte incumplidora ha de pagar una
suma  determinada  a  la  parte  perjudicada  por  tal  incumplimiento,  la  parte
perjudicada tiene derecho a  cobrar  esa suma sin  tener  en cuenta  el  daño
efectivamente sufrido.

(2) No obstante, a pesar de cualquier pacto en contrario, la suma determinada
puede reducirse a un monto razonable cuando fuere notablemente excesiva
con  relación  al  daño  ocasionado  por  el  incumplimiento  y  a  las  demás
circunstancias.

CAPÍTULO 8 — COMPENSACIÓN

ARTÍCULO 8.1

(Condiciones de la compensación)

(1) Cuando dos partes se deben recíprocamente deudas de dinero u otras
prestaciones de igual naturaleza, cualquiera de ellas (“la primera parte”) puede
compensar  su  obligación  con  la  de  su  acreedor  (“la  otra  parte”)  si  en  el
momento de la compensación:

(a) la primera parte está facultada para cumplir con su obligación;

(b) la obligación de la otra parte se encuentra determinada en cuanto a su
existencia e importe y su cumplimiento es debido.

(2) Si las obligaciones de ambas partes surgen del mismo contrato, la primera
parte puede también compensar su obligación con una obligación de la otra
parte cuya existencia o importe no se encuentre determinado.

ARTÍCULO 8.2

(Compensación de deudas en moneda extranjera)

Cuando  las  obligaciones  sean  de  pagar  dinero  en  diferentes  monedas,  el
derecho a compensar puede ejercitarse siempre que ambas monedas sean
libremente convertibles y las partes no hayan convenido que la primera parte
sólo podrá pagar en una moneda determinada.
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ARTÍCULO 8.3

(Notificación de la compensación)

El derecho a compensar se ejerce por notificación a la otra parte.

ARTÍCULO 8.4

(Contenido de la notificación)

(1) La notificación debe especificar las obligaciones a las que se refiere.

(2) Si  la notificación no especifica la obligación con la que es ejercitada la
compensación, la otra parte puede, en un plazo razonable, declarar a la otra
parte la obligación a la que se refiere la compensación. Si tal declaración no se
hace, la compensación se referirá a todas las obligaciones proporcionalmente.

ARTÍCULO 8.5

(Efectos de la compensación)

(1) La compensación extingue las obligaciones.

(2) Si las obligaciones difieren en su importe, la compensación extingue las
obligaciones hasta el importe de la obligación menos onerosa.

(3) La compensación surte efectos desde la notificación.

CAPÍTULO  9  —  CESIÓN  DE  CRÉDITOS,  TRANSFERENCIA  DE
OBLIGACIONES Y CESIÓN DE CONTRATOS

SECCIÓN 1: CESIÓN DE CRÉDITOS

ARTÍCULO 9.1.1

(Definiciones)

“Cesión de créditos” es la transferencia mediante un acuerdo de una persona
(el “cedente”) a otra (el “cesionario”) de un derecho al pago de una suma de
dinero u otra prestación a cargo de un tercero (el “deudor”), incluyendo una
transferencia a modo de garantía.

ARTÍCULO 9.1.2

(Exclusiones)

Esta  Sección  no  se  aplica  a  las  transferencias  sometidas  a  las  reglas
especiales que regulan transferencias:

(a) de instrumentos como títulos de crédito, títulos representativos de dominio,
instrumentos financieros, o

(b) de derechos incluidos en la transferencia de una empresa.
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ARTÍCULO 9.1.3

(Posibilidad de ceder créditos no dinerarios)

Un crédito relativo a una prestación no dineraria sólo puede ser cedido si la
cesión no hace sustancialmente más onerosa la prestación.

ARTÍCULO 9.1.4

(Cesión parcial)

(1)  Un  crédito  relativo  al  pago  de  una  suma  de  dinero  puede  ser  cedido
parcialmente.

(2)  Un  crédito  relativo  a  una  prestación  no  dineraria  puede  ser  cedido
parcialmente sólo si es divisible y si la cesión no hace sustancialmente más
onerosa la prestación.

ARTÍCULO 9.1.5

(Cesión de créditos futuros)

Un crédito futuro se considera cedido en el momento de celebrarse el acuerdo,
siempre que cuando llegue a existir dicho crédito pueda ser identificado como
al que la cesión se refiere.

ARTÍCULO 9.1.6

(Créditos cedidos sin especificación individual)

Pueden cederse varios  créditos  sin  que sean identificados individualmente,
siempre que tales créditos, en el momento de la cesión o cuando lleguen a
existir, puedan ser identificados como a los que la cesión se refiere.

ARTÍCULO 9.1.7

(Suficiencia de convenio entre cedente y cesionario)

(1) Un crédito es cedido por el mero convenio entre el cedente y el cesionario,
sin notificación al deudor.

(2) No se requiere el consentimiento del deudor a menos que la obligación,
según las circunstancias, sea de carácter esencialmente personal.

ARTÍCULO 9.1.8

(Costes adicionales para el deudor)

El deudor tiene derecho a ser indemnizado por el cedente o el cesionario por
todos los costes adicionales causados por la cesión.

ARTÍCULO 9.1.9

(Cláusulas prohibiendo la cesión)
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(1) La cesión de un derecho al pago de una suma de dinero surte efectos pese
al  acuerdo  entre  cedente  y  deudor  limitando  o  prohibiendo  tal  cesión.  Sin
embargo, el cedente puede ser responsable ante el deudor por incumplimiento
del contrato.

(2) La cesión de un derecho a otra prestación no surtirá efectos si viola un
acuerdo  entre  el  cedente  y  el  deudor  que  limite  o  prohíba  la  cesión.  No
obstante, la cesión surte efectos si el cesionario, en el momento de la cesión,
no conocía ni debiera haber conocido dicho acuerdo. En este caso, el cedente
puede ser responsable ante el deudor por incumplimiento del contrato.

ARTÍCULO 9.1.10

(Notificación al deudor)

(1)  El  deudor  se  libera  pagando  al  cedente  mientras  no haya  recibido  del
cedente o del cesionario una notificación de la cesión.

(2) Después que el deudor recibe tal notificación, sólo se libera pagando al
cesionario.

ARTÍCULO 9.1.11

(Cesiones sucesivas)

Si un mismo crédito ha sido cedido por el cedente a dos o más cesionarios
sucesivos,  el  deudor  se  libera  pagando  conforme  al  orden  en  que  las
notificaciones fueron recibidas.

ARTÍCULO 9.1.12

(Prueba adecuada de la cesión)

(1) Si la notificación de la cesión es dada por el cesionario, el deudor puede
solicitar  al  cesionario  que  dentro  de  un  plazo  razonable  suministre  prueba
adecuada de que la cesión ha tenido lugar.

(2)  El  deudor  puede  suspender  el  pago  hasta  que  se  suministre  prueba
adecuada.

(3)  La  notificación  no  surte  efectos  a  menos  que  se  suministre  prueba
adecuada de la cesión.

(4) Prueba adecuada de la cesión incluye, pero no está limitada a, cualquier
escrito emanado del cedente e indicando que la cesión ha tenido lugar.

ARTÍCULO 9.1.13

(Excepciones y derechos de compensación)

(1) El deudor puede oponer al cesionario todas las excepciones que podría
oponer al cedente.
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(2)  El  deudor  puede  ejercitar  contra  el  cesionario  cualquier  derecho  de
compensación de que disponga contra el cedente hasta el momento en que ha
recibido la notificación de la cesión.

ARTÍCULO 9.1.14

(Derechos relativos al crédito cedido)

La cesión de un crédito transfiere al cesionario:

(a) todos los derechos del cedente a un pago o a otra prestación previstos por
el contrato en relación con el crédito cedido, y

(b) todos los derechos que garantizan el cumplimiento del crédito cedido.

ARTÍCULO 9.1.15

(Obligaciones del cedente)

El cedente garantiza al cesionario, excepto que algo distinto se manifieste al
cesionario, que:

(a) el crédito cedido existe al momento de la cesión, salvo que el crédito sea
un derecho futuro;

(b) el cedente está facultado para ceder el crédito;

(c) el crédito no ha sido previamente cedido a otro cesionario y está libre de
cualquier derecho o reclamación de un tercero;

(d) el deudor no tiene excepción alguna;

(e) ni el deudor ni  el  cedente han notificado la existencia de compensación
alguna respecto del crédito cedido y no darán tal notificación;

(f)  el  cedente reembolsará al  cesionario cualquier pago recibido del  deudor
antes de ser dada notificación de la cesión.

SECCIÓN 2: TRANSFERENCIA DE OBLIGACIONES

ARTÍCULO 9.2.1

(Modalidades de la transferencia)

Una  obligación  de  pagar  dinero  o  de  ejecutar  otra  prestación  puede  ser
transferida de una persona (el “deudor originario”) a otra (el “nuevo deudor”)
sea:

(a) por un acuerdo entre el deudor originario y el nuevo deudor, conforme al
Artículo 9.2.3, o

(b) por un acuerdo entre el acreedor y el nuevo deudor, por el cual el nuevo
deudor asume la obligación.
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ARTÍCULO 9.2.2

(Exclusión)

Esta Sección no se aplica a las transferencias de obligaciones sometidas a
reglas especiales que regulan transferencias de obligaciones en el curso de la
transferencia de una empresa.

ARTÍCULO 9.2.3

(Exigencia del consentimiento del acreedor para la transferencia)

La transferencia de obligaciones por un acuerdo entre el deudor originario y el
nuevo deudor requiere el consentimiento del acreedor.

ARTÍCULO 9.2.4

(Consentimiento anticipado del acreedor)

(1) El acreedor puede dar su consentimiento anticipadamente.

(2) Si el acreedor ha dado su consentimiento anticipadamente, la transferencia
de la obligación surte efectos cuando una notificación de la transferencia se da
al acreedor o cuando el acreedor la reconoce.

ARTÍCULO 9.2.5

(Liberación del deudor originario)

(1) El acreedor puede liberar al deudor originario.

(2) El acreedor puede también retener al deudor originario como deudor en
caso de que el nuevo deudor no cumpla adecuadamente.

(3) En cualquier otro caso, el deudor originario y el nuevo deudor responden
solidariamente.

ARTÍCULO 9.2.6

(Cumplimiento a cargo de un tercero)

(1)  Sin  el  consentimiento  del  acreedor,  el  deudor  puede convenir  con otra
persona que ésta cumplirá la obligación en lugar del deudor, a menos que la
obligación,  según  las  circunstancias,  tenga  un  carácter  esencialmente
personal.

(2) El acreedor conserva su recurso contra el deudor.

ARTÍCULO 9.2.7

(Excepciones y derechos de compensación)

(1) El nuevo deudor puede oponer contra el acreedor todas las excepciones
que el deudor originario podía oponer contra el acreedor.
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(2) El nuevo deudor no puede ejercer contra el acreedor ningún derecho de
compensación disponible al deudor originario contra el acreedor.

ARTÍCULO 9.2.8

(Derechos relativos a la obligación transferida)

(1)  El  acreedor  puede  oponer  contra  el  nuevo  deudor,  respecto  de  la
obligación transferida, todos sus derechos al pago o a otra prestación bajo el
contrato.

(2) Si  el  deudor originario es liberado en virtud del Artículo 9.2.5(1),  queda
también  liberada  cualquier  garantía  otorgada  para  el  cumplimiento  de  la
obligación por cualquier otra persona que no sea el nuevo deudor, a menos
que  esa  otra  persona  acuerde  que  la  garantía  continuará  disponible  al
acreedor.

(3) La liberación del deudor originario también se extiende a cualquier garantía
del deudor originario otorgada al acreedor para garantizar el cumplimiento de
la obligación, a menos que la garantía sea sobre un bien que sea transferido
como parte de una operación entre el deudor originario y el nuevo deudor.

SECCIÓN 3: CESIÓN DE CONTRATOS

ARTÍCULO 9.3.1

(Definiciones)

“Cesión de contrato” es la transferencia mediante un acuerdo de una persona
(el  “cedente”)  a  otra  (el  “cesionario”)  de  los  derechos  y  obligaciones  del
cedente que surgen de un contrato con otra persona (la “otra parte”).

ARTÍCULO 9.3.2

(Exclusión)

Esta Sección no se aplica a las cesiones de contratos  sometidas a reglas
especiales que regulan cesiones de contratos en el curso de la transferencia
de una empresa.

ARTÍCULO 9.3.3

(Exigencia del consentimiento de la otra parte)

La cesión de un contrato requiere el consentimiento de la otra parte.

ARTÍCULO 9.3.4

(Consentimiento anticipado de la otra parte)

(1) La otra parte puede dar su consentimiento anticipadamente.
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(2) Si la otra parte ha dado su consentimiento anticipadamente, la cesión del
contrato surte efecto cuando una notificación de la cesión se da a la otra parte
o cuando la otra parte la reconoce.

ARTÍCULO 9.3.5

(Liberación del cedente)

(1) La otra parte puede liberar al cedente.

(2) La otra parte puede también retener al cedente como deudor en caso de
que el cesionario no cumpla adecuadamente.

(3)  En  cualquier  otro  caso,  el  cedente  y  el  cesionario  responden
solidariamente.

ARTÍCULO 9.3.6

(Excepciones y derechos de compensación)

(1) En la medida que la cesión de un contrato involucre una cesión de créditos,
se aplicará el Artículo 9.1.13.

(2) En la medida que la cesión de un contrato involucre una transferencia de
obligaciones, se aplicará el Artículo 9.2.7.

ARTÍCULO 9.3.7

(Derechos cedidos con el contrato)

(1) En la medida que la cesión de un contrato involucre una cesión de créditos,
se aplicará el Artículo 9.1.14.

(2) En la medida que la cesión de un contrato involucre una transferencia de
obligaciones, se aplicará el Artículo 9.2.8.

CAPÍTULO 10 — PRESCRIPCIÓN

ARTÍCULO 10.1

(Ámbito de aplicación de este Capítulo)

(1) El ejercicio de los derechos regulados por estos Principios está limitado por
la expiración de un período de tiempo, denominado “período de prescripción”,
según las reglas de este Capítulo.

(2) Este Capítulo no regula el tiempo en el cual, conforme a estos Principios,
se requiere a una parte, como condición para la adquisición o ejercicio de su
derecho, que efectúe una notificación a la otra parte o que lleve a cabo un acto
distinto a la apertura de un procedimiento jurídico.

ARTÍCULO 10.2
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(Períodos de prescripción)

(1)  El  período ordinario  de prescripción es tres años,  que comienza al  día
siguiente del  día en que el  acreedor conoció o debiera haber conocido los
hechos a cuyas resultas el derecho del acreedor puede ser ejercido.

(2)  En  todo  caso,  el  período  máximo  de  prescripción  es  diez  años,  que
comienza al día siguiente del día en que el derecho podía ser ejercido.

ARTÍCULO 10.3

(Modificación de los períodos de prescripción por las partes)

(1) Las partes pueden modificar los períodos de prescripción.

(2) Sin embargo, ellas no podrán:

(a) acortar el período ordinario de prescripción a menos de un año;

(b) acortar el período máximo de prescripción a menos de cuatro años;

(c) prorrogar el período máximo de prescripción a más de quince años.

ARTÍCULO 10.4

(Nuevo período de prescripción por reconocimiento)

(1) Cuando el deudor reconoce el derecho del acreedor antes del vencimiento
del  período ordinario  de  prescripción,  comienza a  correr  un  nuevo  período
ordinario de prescripción al día siguiente del reconocimiento.

(2) El período máximo de prescripción no comienza a correr nuevamente, pero
puede  ser  superado  por  el  comienzo  de  un  nuevo  período  ordinario  de
prescripción conforme al Artículo 10.2(1).

ARTÍCULO 10.5

(Suspensión por procedimiento judicial)

(1) El decurso del período de prescripción se suspende:

(a) cuando al iniciar un procedimiento judicial, o en el procedimiento judicial ya
iniciado, el acreedor realiza cualquier acto que es reconocido por el derecho
del foro como ejercicio del derecho del acreedor contra el deudor;

(b) en caso de insolvencia del deudor, cuando el acreedor ejerce sus derechos
en los procedimientos de insolvencia; o

(c) en el caso de procedimientos para disolver la entidad deudora, cuando el
acreedor ejerce sus derechos en los procedimientos de disolución.

(2) La suspensión dura hasta que se haya dictado una sentencia definitiva o
hasta que el procedimiento concluya de otro modo.
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ARTÍCULO 10.6

(Suspensión por procedimiento arbitral)

(1) El decurso del período de prescripción se suspende cuando al iniciar un
procedimiento arbitral, o en el procedimiento arbitral ya iniciado, el acreedor
realiza cualquier acto que es reconocido por el  derecho del tribunal arbitral
como  ejercicio  del  derecho  del  acreedor  contra  el  deudor.  A  falta  de
disposiciones en el reglamento de arbitraje o de otras reglas que determinen la
fecha exacta del comienzo del procedimiento arbiral, dicho procedimiento se
considera comenzado el día en que el deudor recibe una solicitud para que se
adjudique el derecho en disputa.

(2) La suspensión dura hasta que se haya dictado una decisión vinculante o
hasta que el procedimiento concluya de otro modo.

ARTÍCULO 10.7

(Medios alternativos para la resolución de controversias)

Las  disposiciones  de  los  Artículos  10.5  y  10.6  se  aplican,  con  las
modificaciones  apropiadas,  a  otros  procedimientos  con  los  que  las  partes
solicitan de un tercero que les asista en el  intento de lograr una resolución
amistosa de sus controversias.

ARTÍCULO 10.8

(Suspensión en caso de fuerza mayor, muerte o incapacidad)

(1)  Cuando  el  acreedor  no  ha  podido  detener  el  decurso  del  período  de
prescripción según los Artículos precedentes debido a un impedimento fuera
de  su  control  y  que  no  podía  ni  evitar  ni  superar,  el  período  ordinario  de
prescripción se suspende de modo que no expire antes de un año después
que el impedimento haya dejado de existir.

(2) Cuando el impedimento consiste en la incapacidad o muerte del acreedor o
del deudor, la suspensión cesa cuando se designe un representante para el
incapacitado, el difunto o su herencia, o cuando un sucesor haya heredado la
parte que le corresponde. En este caso se aplica el período suplementario de
un año, conforme al párrafo (1).

ARTÍCULO 10.9

(Efectos del vencimiento del período de prescripción)

(1) El vencimiento del período de prescripción no extingue el derecho.

(2) Para que el vencimiento del período de prescripción tenga efecto, el deudor
debe invocarlo por vía de excepción.

(3)  La  existencia  de  un  derecho  siempre  puede  ser  invocada  por  vía  de
excepción  a  pesar  de  haberse  invocado  el  vencimiento  del  período  de
prescripción para el ejercicio de dicho derecho.
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ARTÍCULO 10.10

(Derecho de compensación)

El acreedor puede ejercitar el derecho de compensación mientras el deudor no
haya opuesto el vencimiento del período de prescripción.

ARTÍCULO 10.11

(Restitución)

Cuando  ha  habido  prestación  en  cumplimiento  de  la  obligación,  no  hay
derecho a la  restitución por  el  solo  hecho de haber  vencido el  período de
prescripción.

CAPÍTULO 11 — PLURALIDAD DE DEUDORES Y DE ACREEDORES

SECCIÓN 1: PLURALIDAD DE DEUDORES

ARTÍCULO 11.1.1

(Definiciones)

Cuando  varios  deudores  se  obligan  frente  a  un  acreedor  por  la  misma
obligación:

(a) las obligaciones son solidarias si cada deudor responde por la totalidad;

(b) Las obligaciones son separadas si cada deudor solo responde por su parte.

ARTÍCULO 11.1.2

(Presunción de solidaridad)

Se  presume la  solidaridad  cuando  varios  deudores  se  obligan  frente  a  un
acreedor por la misma obligación, a menos que las circunstancias indiquen lo
contrario.

ARTÍCULO 11.1.3

(Derechos del acreedor frente a los deudores solidarios)

Cuando los deudores se obliga solidariamente, el acreedor podrá reclamar el
cumplimiento a cualquiera de ellos, hasta obtener el cumplimiento total.

ARTÍCULO 11.1.4

(Excepciones y compensación)

El deudor solidario contra quien el acreedor ejercite una acción puede oponer
todas  las  excepciones  y  los  derechos  de  compensación  que  le  sean
personales  o  que  sean  comunes  a  todos  los  codeudores,  pero  no  puede
oponer las excepciones ni los derechos de compensación que correspondan
personalmente a uno o varios de los demás codeudores.
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ARTÍCULO 11.1.5

(Efectos del cumplimiento o de la compensación)

Si  un  deudor  solidario  cumple  o  compensa  la  obligación,  o  si  el  acreedor
ejercita la compensación frente a un deudor solidario, los demás codeudores
quedan liberados frente al  acreedor en la medida del  cumplimiento o de la
compensación.

ARTÍCULO 11.1.6

(Efectos de la remisión o de la transacción)

(1) La remisión de la deuda respecto de un deudor solidario, o la transacción
con un deudor solidario,  libera a los demás deudores de la parte de dicho
deudor, a menos que las circunstancias indiquen lo contrario.

(2)  Una vez que los demás deudores sean liberados de la  parte  de dicho
deudor, no podrán ejercitar frente a éste último la acción de regreso prevista
en el Artículo 11.1.10.

ARTÍCULO 11.1.7

(Efectos del vencimiento o de la suspensión de la prescripción)

(1) La expiración del  período de prescripción de los derechos del  acreedor
frente a un deudor solidario no afecta:

(a) Las obligaciones de los demás deudores solidarios frente al acreedor; ni

(b)  Las  acciones  de  regreso  entre  los  deudores  solidarios  previstas  en  el
Artículo 11.1.10.

(2) Si el acreedor inicia contra un deudor solidario uno de los procedimientos
previstos en los Artículos 10.5, 10.6 o 10.7, el curso de la prescripción también
se suspende frente a los demás deudores solidarios.

ARTÍCULO 11.1.8

(Efectos de las sentencias)

(1) Una decisión de un tribunal  acerca de la responsabilidad de un deudor
solidario frente al acreedor no afecta:

(a) Las obligaciones de los demás deudores solidarios frente al acreedor; ni

(b)  Las  acciones  de  regreso  entre  los  deudores  solidarios  previstas  en  el
Artículo 11.1.10.

(2) Sin embargo, los demás deudores solidarios también pueden invocar dicha
decisión, a menos que ésta se base en motivos personales de dicho deudor.
En tal caso, las acciones de regreso entre los deudores solidarios previstas en
el Artículo 11.1.10 se verán afectadas en lo pertinente.
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ARTÍCULO 11.1.9

(Reparto entre los deudores solidarios)

Los deudores solidarios se obligan entre ellos por parte iguales, a menos que
las circunstancias indiquen lo contrario.

ARTÍCULO 11.1.10

(Alcance de la acción de regreso)

El deudor solidario que pagó más que su parte puede reclamar la diferencia de
cualquier otro deudor solidario hasta la parte no cumplida por cada uno de
ellos.

ARTÍCULO 11.1.11

(Derechos del acreedor)

(1) El deudor solidario a quien se aplique el Artículo 11.1.10 puede ejercitar
igualmente  los  derechos del  acreedor,  incluidos aquellos  que garantizan el
cumplimiento,  a  fin  de  recuperar  la  diferencia  de  los  demás  deudores
solidarios, hasta la parte no cumplida por cada uno de ellos.

(2) El acreedor que no ha recibido el cumplimiento total conserva sus derechos
frente  a  los  codeudores,  en  la  medida del  incumplimiento,  con  preferencia
sobre los codeudores que ejerciten las acciones de regreso.

ARTÍCULO 11.1.12

(Excepciones en las acciones de regreso)

El deudor solidario contra quien un codeudor que ha cumplido la obligación
ejerce una acción de regreso:

(a) puede oponer todas las excepciones y los derechos de compensación que
podrían haber sido invocados o ejercitados por el codeudor frente al acreedor;

(b) puede oponer todas las excepciones que le sean personales;

(c) no puede oponer las excepciones o los derechos de compensación que
correspondan personalmente a uno o varios de los demás codeudores.

ARTÍCULO 11.1.13

(Imposibilidad de recuperar)

Cuando un deudor solidario que pagó más que su parte  a pesar de haber
realizado todos los esfuerzos razonables, no puede recuperar la contribución
de otro deudor solidario, la parte de los demás deudores, incluyendo la del que
ha pagado, aumentará proporcionalmente.

SECCIÓN 2: PLURALIDAD DE ACREEDORES
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ARTÍCULO 11.2.1

(Definiciones)

Cuando varios acreedores pueden exigir de un deudor el cumplimiento de una
misma obligación:

(a) los créditos son separados si cada acreedor solo puede exigir su parte;

(b) los créditos son solidarios si cada acreedor puede exigir la totalidad de la
prestación;

(c) los créditos son mancomunados si  todos los acreedores deben exigir la
prestación de forma conjunta.

ARTÍCULO 11.2.2

(Efectos de los créditos solidarios)

El  cumplimiento total  a  favor  de  uno de los acreedores solidarios libera  al
deudor frente a los demás acreedores.

ARTÍCULO 11.2.3

(Excepciones frente a los acreedores solidarios)

(1)  El  deudor  puede  oponer  a  cualquier  acreedor  solidario  todas  las
excepciones y los derechos de compensación que le sean personales en su
relación con dicho acreedor o que pueda oponer a todos los acreedores, pero
no puede oponer las excepciones ni  los derechos de compensación que le
sean personales en su relación con uno o varios de los demás acreedores.

(2) Las disposiciones de los Artículos 11.1.5, 11.1.6, 11.1.7 y 11.1.8 se aplican
a los acreedores solidarios, con las adaptaciones necesarias.
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                                       IV.- Derecho Procesal Internacional

       IV. I. Cooperación Jurisdiccional Internacional y Reconocimiento de Fallos
Extranjeros

       IV.I.I. Regulaciones supranacionales

       IV.I.I.I. Regulaciones de carácter multilateral  

       1. Regulaciones de alcance universal

      - Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de
Sentencias  Arbitrales  de  Nueva  York  de  1958,  aprobada  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.229 de 11 de diciembre de 1981. 

       2.- Regulaciones interamericanas

     - Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Exhortos  o Cartas
Rogatorias, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.534 de 24 de junio de
1976.

    -   Protocolo  Adicional  de  Montevideo  de  1979  a  la  Convención
Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, aprobado por Uruguay por
Decreto - Ley 14.953 de 12 de noviembre de 1979.

     -  Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Recepción de
Pruebas en el Extranjero, aprobada por Uruguay por Decreto – Ley 14.534 de
24 de junio de 1976. 

    -  Protocolo de La Paz de 1984 a la  Convención Interamericana sobre
Recepción de Pruebas en el Extranjero,  aprobado por Uruguay por Ley 17.512
de 27de junio de 2002.

   -  Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Arbitraje Comercial
Internacional, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.534 de 22 de junio
1976:  Ver  en  Capítulo  III  sobre  Derecho  Internacional  Privado  Civil  y
Comercial.

  -   Convención Interamericana de Montevideo de 1979 sobre Cumplimiento
de Medidas Cautelares, aprobado por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12
de noviembre de 1979.

   -   Convención  Interamericana  de  Montevideo  de  1979  sobre  Eficacia
Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, aprobada por
Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12 de noviembre de 1979.

   -  Convención Interamericana de La Paz de 1984 sobre Competencia en la
Esfera  Internacional  para  la  Eficacia  Extraterritorial  de  las  Sentencias
Extranjeras, aprobada por Uruguay por Ley 17.533 de 9 de agosto de 2002.

     3. Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional y  Protocolos y Acuerdos del Mercosur

459



        Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

- Tratado  de  Montevideo  de  Derecho  Procesal  Internacional  de  1889,
aprobado por Uruguay por Ley 2.207 de 3 de octubre de 1892.

-  Tratado de  Montevideo  de Derecho  Procesal  Internacional  de  1940,
aprobado por Uruguay por Decreto - Ley 10.272 de 12 de noviembre de
1942.

    Protocolos y Acuerdos del Mercosur

  -Protocolo  de  Las  Leñas  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en
Materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y  Administrativa,  Decisión  CMC  05/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.971 de 15 de junio de1998.

 -  Acuerdo  Complementario  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, Decisión
CMC 05/97, aprobado por Uruguay por Ley 17.574 de 21 de febrero de  2002.

  -  Enmienda  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa entre los Estados Partes del
Mercosur,  Decisión CMC 07/02,  aprobado por Argentina, Brasil  y Paraguay
pero no por Uruguay, no vigente.

  -  Acuerdo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en  Materia  Civil,
Comercial, Laboral y Administrativa entre los Estados Partes del Mercosur y la
República de Bolivia y la República de Chile, Decisión CMC 08/02, vigente
entre Argentina, Brasil, Paraguay y Chile, no aprobado por Uruguay. 

  -  Protocolo de Ouro Preto de Medidas Cautelares,  Decisión CMC 27/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.930 de 20 de abril de 1988.

    IV.I.I.II. Regulaciones  bilaterales.

   - Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
Ampliatorio del Tratado de Derecho Procesal de 1889, firmado en Montevideo
el 7.9.1903, aprobado por Uruguay por Ley 3.163 de 31.5.1907, canjeadas la
ratificaciones en Buenos Aires el 4 de octubre de  1907.

   - Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.110 de l7 de marzo de 1981, en vigor desde el 12.5.1981

  -  Acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y la República de los
Estados Unidos del Brasil para la Ejecución de Cartas Rogatorias, firmado en
Río  de  Janeiro  el  14  de  abril  de  1879,  aprobado  por  ambos  gobiernos.
Uruguay por Ley de 21 de mayo de 1879  dispuso se observaran como leyes
las disposiciones de carácter  legislativo  dictadas desde el  10 de marzo de
1876 hasta el 14 de febrero de 1879.

  - Protocolo entre la República Oriental  del Uruguay y la República de los
Estados  Unidos  del  Brasil  sobre  Cartas  Rogatorias  celebrado  en  Rio  de
Janeiro  el  12.12.1906,  canjeadas  las  ratificaciones  en  Montevideo  el
28.10.1911. 

460



  - Convenio de Cooperación Judicial Internacional en Materia Civil, Comercial,
Laboral y Administrativa entre la República Oriental del Uruguay y la República
Federativa del Brasil, aprobado por Uruguay por Ley 16. 728 de 5.12.1995, en
vigor desde el 9.2.1996. 

 - Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de  Chile
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.251 de 26.3.1982, en vigor desde el 14.4.1982.

 - Notas entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España relativas
a la Supresión de la Legalización en las Comisiones Rogatorias, aprobadas
por Uruguay por Ley 2.706 de 10.6.1901.

  - Convenio de Cooperación Jurídica entre la República Oriental del Uruguay y
el Reino de España, aprobado por Uruguay por Ley 16.864 de 10.9.1997, en
vigor desde el 30.4.1998. 

 - Convención entre la República Oriental del Uruguay y la República Francesa
sobre Cooperación Judicial en Materia Civil y Comercial, suscrita en la ciudad
de Montevideo, el 16 de setiembre de 1991, por ley 17110 del 12 de mayo de
1999 .

  - Convención de Cooperación Judicial en Materia Civil y Comercial entre la
República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República  Francesa,  aprobada  por
Uruguay por ley 17.110 de 12.5.1999, en vigor desde el 1.8.1999.

  IV.I.II.- Regulaciones de fuente nacional

 -  Código  General  del  Proceso,  Libro  Segundo,  “Normas  Procesales
Internacionales”, arts. 124 a 129 y 143.

-   Ley  18.387  de  23.10.2008,  “Declaración  Judicial  del  Concurso  y
Reorganización Empresarial”, Título XIII, “Régimen Internacional del Concurso”
: Ver en Capítulo III sobre Derecho Internacional Privado Civil y Comercial.

-  Suprema Corte de Justicia, Acordada 7134 de 24.2.1992, “Determinación de
turnos judiciales para el diligenciamiento de exhortos recibido del extranjero”.

 -  Suprema  Corte  de  Justicia,  Acordada  7504  de  29.3.2004,  numeral  5,
“Carácter preferencial a otorgar al diligenciamiento de exhortos provenientes
del extranjero”.

-  Suprema Corte de Justicia, Acordada 7765 de 03.6.2013, “Determinación de
turnos judiciales para el diligenciamiento de exhortos recibido del extranjero”.

     

     IV.II. Condición Procesal del Litigante Ajeno al Foro

     IV.II.I. Regulaciones supranacionales

     IV.II.I.I. Regulaciones multilaterales 
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     1.- Regulaciones de alcance universal

    -Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos de Naciones Unidas de
16.12.1966, aprobado por Uruguay por Ley 13.751 de 11.7.1969, art.2.

    -Convención de Naciones Unidas sobre  Obtención  de Alimentos  en el
Extranjero de Nueva York de 20.6.1956, aprobada por Uruguay por Ley 16.477
de 4.5.1994, art.9. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad

     -Convención  de  La  Haya  sobre  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional  de  Menores  de  25.10.1980,  aprobada  por  Uruguay  por  Ley
17.109 de 12.5.1999, arts.22 y 25. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad

     2.- Regulaciones interamericanas

    - Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José de
Costa Rica de 19.12.1966, aprobada por Uruguay por Ley 15.737 de 8.3.1985,
arts.8, 4 y 25.

    - Convención Interamericana de Montevideo de 1979 sobre Cumplimiento
de Medidas Cautelares, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de
12.11.1979, art.16, parte final.  Ver este mismo Capítulo en Regulaciones a
Nivel Interamericano.

    - Convención Interamericana de Montevideo sobre Eficacia Extraterritorial
de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros de Montevideo de 1979,
aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12.11.1979, art.5. Ver este
mismo Capítulo en Regulaciones a Nivel Interamericano.

   -  Convención Interamericana de Montevideo de 1989  sobre Restitución
Internacional de Menores, aprobada por Uruguay por Ley 17.335de 17.5.2001,
art.23. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad

   -  Convención Interamericana de Montevideo de 1989 sobre Obligaciones
Alimentarias, aprobada por Uruguay por Ley17.334 de 17.5.2001, art.14.  Ver
Capítulo II sobre Familia y Minoridad

     3.- Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional y Protocolos y Acuerdos del Mercosur

     Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

    - Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1889, aprobado por
Uruguay  por  Ley  2.207  de  3.10.1892,  art.1.  Ver  Capítulo  I  sobre  Teoría
General

   -  Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1940, aprobado por
Uruguay por  Decreto - Ley 10.272 de 12.11.1942, art.1. Ver Capítulo I sobre
Teoría General

     Protocolos y Acuerdos del Mercosur

     -Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y  Administrativa,  Decisión  CMC  05/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.971 de 15.6.1998, Capítulo III, “Igualdad de
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Trato  procesal”,  arts.  3  y  4.  Ver  en  este  mismo  Capítulo  en  Protocolos  y
Acuerdos del Mercosur

     -Protocolo de Ouro Preto de Medidas Cautelares, Decisión CMC 27/ 94,
aprobado por Uruguay por Ley 16.930 de 20.4.1988, art.25. Ver en este mismo
Capítulo en Protocolos y Acuerdos del Mercosur

    -  Acuerdo sobre el  Beneficio de litigar sin Gastos y Asistencia Jurídica
Gratuita entre los Estados Partes del Mercosur, Decisión CMC 49/00, vigente
entre Brasil y Paraguay.

     IV.II.II. Regulaciones bilaterales.

     -  con Argentina

     Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.110 de 17.3.1981, en vigor desde el 12.5.1981, art.1. Ver en
el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

- con Brasil

     Convenio de Cooperación Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y
Administrativa  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República
Federativa del Brasil, aprobado por Uruguay por Ley 16.728 de 5.12.1995, en
vigor desde el 9.2.1996, Capítulo VI, “Igualdad de Trato Procesal”, arts.21 y 22.
Ver en el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

 -     con Chile

    Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de Chile
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.251 de 26.3.1982, en vigor desde el 14.4.1982, art.1. Ver en
el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

- con España

Convenio de Cooperación Jurídica entre la República Oriental del Uruguay y el
Reino de España, aprobado por Uruguay por Ley 16.864 de 10.9.1997, en
vigor desde el 30.4.1998, Título IV, “De la igualdad de trato procesal”, arts. 16
a 19. Ver en el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

Convenio entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España sobre
Conflicto de Leyes en Materia de Alimentos para Menores y Reconocimiento y
Ejecución de Decisiones y Transacciones Judiciales en Materia de Alimentos,
aprobado  por  Uruguay  por  Ley  15.987  de  16.11.1988,  en  vigor  desde  el
29.2.1992, art.12.   

- con Francia
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Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de Francesa
sobre Asistencia Judicial  Gratuita,  aprobado por Uruguay por Ley 1.846 de
22.9.1885, canjeadas las ratificaciones el 13.6.1888. Sólo Mención.

Convención de Cooperación  Judicial  en Materia  Civil  y Comercial  entre la
República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República  Francesa,  aprobado  por
Uruguay por Ley 17.110 de 12.5.1999, en vigor desde el 1.8.1999, capítulo 1,
“Acceso a la Justicia”, arts. 2 a 6. Ver en el presente Capítulo en Regulaciones
Bilaterales IV.I.I.II.

- con Perú

Convenio sobre Igualdad de Trato Procesal  entre la  República Oriental  del
Uruguay y la República del Perú, aprobado por Uruguay por Decreto - Ley
15.721 de 7.2.1985, en vigor desde el 2.2.1989.

       II.II.- Regulaciones de fuente nacional.

       Constitución de la República, arts. 7, 8, 72 y 332.

       Ley 18.250 de 6.1.2008, Díctanse normas en materia de migración y
deróganse las Leyes 2096, 8868 y modificativas y 9604”, en especial, arts. 1 y
9. 

       Ley  18.387  de  23.10.2008,  “Declaración  Judicial  del  Concurso  y
Reorganización  Empresarial”,  Título  XIII,  “Régimen  Internacional  del
Concurso”,  Capítulo  I,  “Competencia  y  Ley  Aplicable  al  Concurso  con
Elemento Extranjero”, art.  242, “Principio de trato nacional”.  Ver Capítulo III
sobre Derecho  Civil y Comercial

 IV.III. – Normas Internacionales Procesales de Derecho Internacional Privado
de Fuente nacional  contenidas en el  Código General  del  Proceso.  Título  X
Libro II artículos 524 a 543.
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Derecho Internacional Privado Procesal – Regulaciones de Derecho 
Positivo

   IV. I. Cooperación Jurisdiccional Internacional y Reconocimiento de Fallos 
Extranjeros

       IV.I.I. Regulaciones supranacionales

       IV.I.I.I. Regulaciones de carácter multilateral  

       1. Regulaciones de alcance universal

      - Convención de Naciones Unidas sobre el Reconocimiento y Ejecución de 
Sentencias Arbitrales de Nueva York de 1958, aprobada por Uruguay por 
Decreto - Ley 15.229 de 11 de diciembre de 1981.

Artículo I

1. La presente Convención se aplicará al reconocimiento y la ejecución de las
sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado distinto de aquel en
que se  pide  el  reconocimiento  y  la  ejecución  de  dichas sentencias,  y  que
tengan  su  origen  en  diferencias  entre  personas  naturales  o  jurídicas.  Se
aplicará también a las sentencias arbitrales que no sean consideradas como
sentencias nacionales en el  Estado en el  que se pide su reconocimiento y
ejecución.

2.  La  expresión  "sentencia  arbitral"  no  sólo  comprenderá  las  sentencias
dictadas por los árbitros nombrados para casos determinados, sino también las
sentencias  dictadas  por  los  órganos  arbitrales  permanentes  a  los  que  las
partes se hayan sometido.

3. En el momento de firmar o de ratificar la presente Convención, de adherirse
a ella o de hacer la notificación de su extensión prevista en el artículo X, todo
Estado  podrá,  a  base  de  reciprocidad,  declarar  que  aplicará  la  presente
Convención al  reconocimiento y a la  ejecución de las sentencias arbitrales
dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente. Podrá también
declarar que sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales por su derecho
interno.

Artículo II

1. Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá el acuerdo por escrito
conforme  al  cual  las  partes  se  obliguen  a  someter  a  arbitraje  todas  las
diferencias o ciertas diferencias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas
respecto  a  una  determinada  relación  jurídica,  contractual  o  no  contractual,
concerniente a un asunto que pueda ser resuelto por arbitraje.
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2. La expresión "acuerdo por escrito"  denotará una cláusula compromisoria
incluida en un contrato o un compromiso, firmados por las partes o contenidos
en un canje de cartas o telegramas.

3. El tribunal de uno de los Estados Contratantes al que se someta un litigio
respecto del  cual  las partes hayan concluido un acuerdo en el  sentido del
presente artículo, remitirá a las partes al arbitraje, a instancia de una de ellas,
a menos que compruebe que dicho acuerdo es nulo, ineficaz o inaplicable.

Artículo III

Cada uno de los Estados Contratantes reconocerá la autoridad de la sentencia
arbitral  y  concederá  su  ejecución  de  conformidad  con  las  normas  de
procedimiento vigentes en el territorio donde la sentencia sea invocada, con
arreglo a las condiciones que se establecen en los artículos siguientes. Para el
reconocimiento o la ejecución de las sentencias arbitrales a que se aplica la
presente  Convención,  no  se  impondrán  condiciones  apreciablemente  más
rigurosas,  ni  honorarios  o  costas  más  elevados,  que  los  aplicables  al
reconocimiento o a la ejecución de las sentencias arbitrales nacionales.

Artículo IV

1.  Para  obtener  el  reconocimiento  y  la  ejecución  previstos  en  el  artículo
anterior, la parte que pida el reconocimiento y la ejecución deberá presentar,
junto con la demanda:

a) El original debidamente autenticado de la sentencia o una copia de ese
original que reúna las condiciones requeridas para su autenticidad;

b) El original del acuerdo a que se refiere el artículo II, o una copia que
reúna las condiciones requeridas para su autenticidad.

2. Si esa sentencia o ese acuerdo no estuvieran en un idioma oficial del país
en  que  se  invoca  la  sentencia,  la  parte  que  pida  el  reconocimiento  y  la
ejecución de esta última deberá presentar  una traducción a ese idioma de
dichos  documentos.  La  traducción  deberá  ser  certificada  por  un  traductor
oficial o un traductor jurado, o por un agente diplomático o consular.

Artículo V

1. Sólo se podrá denegar el reconocimiento y la ejecución de la sentencia, a
instancia de la parte contra la cual es invocada, si esta parte prueba ante la
autoridad competente del país en que se pide el reconocimiento y la ejecución:
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a) Que las partes en el  acuerdo a que se refiere el  artículo  II  estaban
sujetas a alguna incapacidad en virtud de la ley que le es aplicable o que dicho
acuerdo no es válido en virtud de la ley a que las partes lo han sometido, o si
nada se hubiera indicado a este respecto, en virtud de la ley del país en que se
haya dictado la sentencia; o

b) Que la parte contra la cual se invoca la sentencia arbitral no ha sido
debidamente notificada de la designación del árbitro o del procedimiento de
arbitraje o no ha podido, por cualquier otra razón, hacer valer sus medios de
defensa; o

c) Que  la  sentencia  se  refiere  a  una  diferencia  no  prevista  en  el
compromiso  o  no  comprendida  en  las  disposiciones  de  la  cláusula
compromisoria,  o  contiene  decisiones  que  exceden  de  los  términos  del
compromiso o de la cláusula compromisoria; no obstante, si las disposiciones
de la sentencia que se refieren a las cuestiones sometidas al arbitraje pueden
separarse  de  las  que  no  han  sido  sometidas  al  arbitraje,  se  podrá  dar
reconocimiento y ejecución a las primeras; o

d) Que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no se
han  ajustado  al  acuerdo  celebrado  entre  las  partes  o,  en  defecto  de  tal
acuerdo, que la constitución del tribunal arbitral o el procedimiento arbitral no
se han ajustado a la ley del país donde se ha efectuado el arbitraje; o

e) Que la sentencia no es aún obligatoria para las partes o ha sido anulada
o suspendida por una autoridad competente del país en que, o conforme a
cuya ley, ha sido dictada esa sentencia.

2.  También  se  podrá  denegar  el  reconocimiento  y  la  ejecución  de  una
sentencia  arbitral  si  la  autoridad  competente  del  país  en  que  se  pide  el
reconocimiento y la ejecución, comprueba:

a) Que,  según  la  ley  de  ese  país,  el  objeto  de  la  diferencia  no  es
susceptible de solución por vía de arbitraje; o

b) Que el reconocimiento o la ejecución de la sentencia serían contrarios al
orden público de ese país.

Artículo VI

Si se ha pedido a la autoridad competente prevista en el artículo V, párrafo 1
e), la anulación o la suspensión de la sentencia, la autoridad ante la cual se
invoca dicha sentencia podrá, si lo considera procedente, aplazar la decisión
sobre  la  ejecución  de  la  sentencia  y,  a  instancia  de  la  parte  que  pida  la
ejecución, podrá también ordenar a la otra parte que dé garantías apropiadas.
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Artículo VII

1. Las disposiciones de la presente Convención no afectarán la validez de los
acuerdos multilaterales o bilaterales relativos al reconocimiento y la ejecución
de  las  sentencias  arbitrales  concertados  por  los  Estados  Contratantes  ni
privarán a ninguna de las partes interesadas de cualquier derecho que pudiera
tener a hacer valer una sentencia arbitral en la forma y medida admitidas por la
legislación o los tratados del país donde dicha sentencia se invoque.

2. El Protocolo de Ginebra de 1923 relativo a las Cláusulas de arbitraje y la
Convención  de  Ginebra  de  1927  sobre  la  ejecución  de  las  Sentencias
Arbitrales Extranjeras dejarán de surtir efectos entre los Estados Contratantes
a partir  del momento y en la medida en que la presente Convención tenga
fuerza obligatoria para ellos.

Artículo VIII

1. La presente Convención estará abierta hasta el 31 de diciembre de 1958 a
la firma de todo Miembro de las Naciones Unidas, así como de cualquier otro
Estado que sea o llegue a ser miembro de cualquier organismo especializado
de las Naciones Unidas, o sea o llegue a ser parte en el Estatuto de la Corte
Internacional de Justicia, o de todo otro Estado que haya sido invitado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas.

2.  La  presente  Convención  deberá  ser  ratificada  y  los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo IX

1.  Podrán adherirse a la  presente Convención todos los Estados a que se
refiere el artículo VIII.

2.  La  adhesión  se  efectuará  mediante  el  depósito  de  un  instrumento  de
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo X

1. Todo Estado podrá declarar, en el momento de la firma, de la ratificación o
de la adhesión, que la presente Convención se hará extensiva a todos los
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territorios cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo, o a uno o varios
de  ellos.  Tal  declaración  surtirá  efecto  a  partir  del  momento  en  que  la
Convención entre en vigor para dicho Estado.

2.  Posteriormente,  esa  extensión  se  hará  en  cualquier  momento  por
notificación  dirigida  al  Secretario  General  de  las  Naciones Unidas y  surtirá
efecto a partir del nonagésimo día siguiente a la fecha en que el Secretario
General de las Naciones Unidas haya recibido tal notificación o en la fecha de
entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta última fecha fuere
posterior.

3.  Con respecto  a  los  territorios  a  los  que no se  haya  hecho extensiva  la
presente Convención en el  momento de la  firma,  de la  ratificación o de la
adhesión,  cada  Estado  interesado  examinará  la  posibilidad  de  adoptar  las
medidas  necesarias  para  hacer  extensiva  la  aplicación  de  la  presente
Convención a tales territorios, a reserva del consentimiento de sus gobiernos
cuando sea necesario por razones constitucionales.

Artículo XI

Con  respecto  a  los  Estados  federales  o  no  unitarios,  se  aplicarán  las
disposiciones siguientes:

a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la competencia legislativa del poder federal, las obligaciones del
gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de los Estados
Contratantes que no son Estados federales;

b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación
dependa de la competencia legislativa de cada uno de los Estados o provincias
constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la federación, no
estén obligados a adoptar medidas legislativas, el gobierno federal, a la mayor
brevedad posible y con su recomendación favorable, pondrá dichos artículos
en conocimiento de las autoridades competentes de los Estados o provincias
constituyentes;

c) Todo  Estado  federal  que  sea  Parte  en  la  presente  Convención
proporcionará, a solicitud de cualquier otro Estado Contratante que le haya
sido transmitida por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
una exposición de la legislación y de las prácticas vigentes en la federación y
en sus entidades constituyentes con respecto a determinada disposición de la
Convención, indicando la medida en que por acción legislativa o de otra índole,
se haya dado efecto a tal disposición.
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Artículo XII

1. La presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la
fecha del depósito del tercer instrumento de ratificación o de adhesión.

2. Respecto a cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a
ella después del depósito del tercer instrumento de ratificación o de adhesión,
la presente Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha
del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo XIII

1. Todo Estado Contratante podrá denunciar la presente Convención mediante
notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La
denuncia  surtirá  efecto  un  año  después  de  la  fecha  en  que  el  Secretario
General haya recibido la notificación.

2. Todo Estado que haya hecho una declaración o enviado una notificación
conforme a lo previsto en el artículo X, podrá declarar en cualquier momento
posterior, mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas, que la Convención dejará de aplicarse al territorio de que se trate un
año  después  de  la  fecha  en  que  el  Secretario  General  haya  recibido  tal
notificación.

3. La presente Convención seguirá siendo aplicable a las sentencias arbitrales
respecto  de  las  cuales  se  haya  promovido  un  procedimiento  para  el
reconocimiento o la ejecución antes de que entre en vigor la denuncia.

Artículo XIV

Ningún  Estado  Contratante  podrá  invocar  las  disposiciones  de  la  presente
Convención respecto de otros Estados Contratantes más que en la medida en
que él mismo esté obligado a aplicar esta Convención.

Artículo XV

El Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Estados a
que se refiere el artículo VIII:

a) Las firmas y ratificaciones previstas en el artículo VIII;

b) Las adhesiones previstas en el artículo IX;

c) Las declaraciones y notificaciones relativas a los artículos I, X y XI;
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d) La  fecha  de  entrada  en  vigor  de  la  presente  Convención,  en
conformidad con el artículo XII;

e) Las denuncias y notificaciones previstas en el artículo XIII.

Artículo XVI

1. La presente Convención, cuyos textos chino, español, francés, inglés y ruso
serán igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones
Unidas.

2.  El  Secretario  General  de  las  Naciones  Unidas  transmitirá  una  copia
certificada de la presente Convención a los Estados a que se refiere el artículo
VIII.

RESERVAS Y DECLARACIONES

Argentina.

Con sujeción a la declaración contenida en el Acta Final.

Dicha  declaración  dice  lo  siguiente:  "Si  otra  Parte  Contratante  hace  la
aplicación  de la  Convención extensiva  a territorios bajo la  soberanía  de la
República Argentina, los derechos de esta no se verán afectados en modo
alguno por esa extensión".

Austria.

La República de Austria aplicará la Convención, de conformidad con la primera
oración del párrafo 3 del artículo I de ésta, al reconocimiento y a la ejecución
de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante
únicamente.

Botswana.

La República de Botswana sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos
de relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales con
arreglo al derecho de Botswana.

La  República  de  Botswana  aplicará  la  Convención  al  reconocimiento  y
ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante.
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Bulgaria.

Bulgaria  aplicará  la  Convención  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante.
Respecto de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de Estados no
contratantes, sólo aplicará la Convención en la medida en que esos Estados
concedan un trato recíproco.

Checoslovaquia.

Checoslovaquia aplicará la Convención al reconocimiento y ejecución de las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante.
Respecto  de  las  sentencias  dictadas  en  el  territorio  de  Estados  no
contratantes, sólo aplicará la Convención en la medida en que esos Estados
concedan un trato recíproco.

Ecuador.

Ecuador,  con  base  en  la  reciprocidad,  aplicará  la  Convención  al
reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  el
territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente  si  dichas  sentencias  se
dictaron  respecto  de  litigios  surgidos  de  relaciones  jurídicas  consideradas
comerciales con arreglo al derecho ecuatoriano.

Estados Unidos de América.

Los  Estados  Unidos  de  América  aplicarán  la  Convención,  a  base  de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente.

Los Estados Unidos de América sólo aplicarán la  Convención a los litigios
surgidos  de  relaciones  jurídicas,  sean  o  no  contractuales,  consideradas
comerciales con arreglo al derecho interno de los Estados Unidos.

En una comunicación recibida el 3 de noviembre de 1970, el Gobierno de los
Estados Unidos de América notificó al Secretario General que la Convención
se  aplicaría  a  todos  los  territorios  de  cuyas  relaciones  internacionales  se
encargaran los Estados Unidos de América.

Filipinas. (en el momento de la firma)
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La  delegación  de  Filipinas  firma  ad  referendum  esta  Convención,  con  la
reserva  de que lo  hace sobre  una base de reciprocidad,  y  manifiesta  que
Filipinas aplicará la Convención al reconocimiento y ejecución de sentencias
arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente, con
arreglo al párrafo 3 del artículo I de la Convención.

(En el momento de la ratificación)

Filipinas aplicará la Convención a base de reciprocidad, al reconocimiento y la
ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante únicamente y sólo a los litigios surgidos de relaciones jurídicas,
sean o  no  contractuales,  consideradas  comerciales  con arreglo  al  derecho
interno del Estado que haga dicha declaración.

Francia.

En  una  notificación  hecha  al  depositar  el  instrumento  de  ratificación,  el
Gobierno de Francia manifestó que la Convención se haría extensiva a todos
los territorios de la República Francesa.

Respecto  de  la  posibilidad  ofrecida  por  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, Francia declara que aplicará la Convención, sobre una base de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
dictadas  en el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente;  manifiesta
además que aplicará la Convención sólo a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean contractuales o no, consideradas comerciales con arreglo a su
derecho interno.

Hungría.

…la  República  Popular  Húngara  aplicará  la  Convención  solamente  al
reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  el
territorio de cualquiera de los demás Estados Contratantes, y que se refieran a
litigios  surgidos  respecto  de  una  relación  jurídica  que  el  derecho  húngaro
considere comercial.

India.

De conformidad con el artículo I de la Convención, el  Gobierno de la India
declara que sólo aplicará la Convención al reconocimiento y la ejecución de las
sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado que sea Parte en la
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Convención.  Declara además que aplicará la Convención únicamente a los
litigios surgidos en relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas
comerciales con arreglo al derecho de la India.

Japón.

…sólo  aplicará  la  Convención  al  reconocimiento  y  la  ejecución  de  las
sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante.

Madagascar.

La  República  Malgache  declara  que  aplicará  la  Convención,  a  base  de
reciprocidad,  al  reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales
dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente:  declara
además que sólo aplicará la Convención a los litigios surgidos de relaciones
jurídicas, sean o no contractuales, consideradas comerciales con arreglo a su
derecho interno.

Marruecos.

El Gobierno de su Majestad el Rey de Marruecos sólo aplicará la Convención
al reconocimiento y la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el
territorio de otro Estado Contratante.

Nigeria.

De  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, el  Gobierno Militar Federal de la República Federal de Nigeria
declara que aplicará la Convención, a base de reciprocidad, al reconocimiento
y la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de un Estado
Parte  en  la  Convención  y  a  los  litigios  surgidos  de  relaciones  jurídicas,
contractuales o no, que se consideren comerciales con arreglo a las leyes de
la República Federal de Nigeria.

Noruega.

1. Aplicaremos la Convención solamente al reconocimiento y ejecución de las
sentencias  arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  uno  de  los  Estados
Contratantes.
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2. No aplicaremos la Convención a las controversias cuyo objeto sean bienes
inmuebles situados en Noruega, o algún derecho respecto de dichos bienes.

Países Bajos.

El instrumento de ratificación establece que la Convención se ratifica respecto
del Reino en Europa, Surinam y las Antillas Neerlandesas.

En  lo  tocante  al  párrafo  3  del  artículo  I  de  la  Convención  sobre  el
reconocimiento  y  ejecución  de  las  sentencias  arbitrales  extranjeras,  el
Gobierno del Reino declara que aplicará la Convención al reconocimiento y a
la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante únicamente.

Polonia.

Con la reserva mencionada en el párrafo 3 del artículo I.

República Centroafricana.

Refiriéndose  a  la  posibilidad  ofrecida  por  el  párrafo  3  del  artículo  I  de  la
Convención, la República Centroafricana declara que aplicará la Convención, a
base  de  reciprocidad,  al  reconocimiento  y  la  ejecución  de  las  sentencias
arbitrales  dictadas  en  el  territorio  de  otro  Estado  Contratante  únicamente;
declara  además que sólo  aplicará  la  Convención a  los  litigios  surgidos de
relaciones jurídicas, sean contractuales o no, consideradas comerciales con
arreglo a su derecho interno.

República Federal de Alemania.

1) La Convención…se aplicará también al Land de Berlín a partir de la fecha
en que la Convención entre en vigor para la República Federal de Alemania.

2) Respecto del párrafo I del artículo I, y de conformidad con lo dispuesto en el
párrafo 3 del artículo I de la Convención, la República Federal de Alemania
aplicará la Convención al reconocimiento y a la ejecución de las sentencias
arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado Contratante únicamente.

República Socialista Soviética de Bielorrusia.
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La República Socialista Soviética de Bielorrusia aplicará las disposiciones de
esta  Convención  respecto  de  las  sentencias  arbitrales  dictadas  en  los
territorios de Estados no contratantes sólo a base de reciprocidad.

República Socialista Soviética de Ucrania.

La República Socialista Soviética de Ucrania aplicará las disposiciones de esta
Convención respecto de las sentencias arbitrales dictadas en los territorios de
Estados no contratantes sólo a base de reciprocidad.

República Unida de Tanzania.

El  Gobierno  de  la  República  Unida  de  Tanganyika  y  Zanzibar  aplicará  la
Convención, de conformidad con la primera oración del párrafo 3 de su artículo
I, al reconocimiento y a la ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el
territorio de otro Estado Contratante únicamente.

Rumania.

La República Socialista de Rumania sólo aplicará la Convención a los litigios
surgidos  en  relaciones  jurídicas,  sean  contractuales  o  no,  consideradas
comerciales con arreglo a su legislación.

La República Socialista de Rumania aplicará la Convención al reconocimiento
y ejecución de las sentencias arbitrales dictadas en el territorio de otro Estado
Contratante. En lo tocante a las sentencias arbitrales dictadas en el territorio
de determinados Estados no contratantes, aplicará la Convención sólo a base
de reciprocidad establecida por acuerdo conjunto entre las partes.

Estado Notas Firma

Ratificación, adhesión(*), 
aprobación(†), 
aceptación(‡) o 
sucesión(§)

Entrada en 
vigor

Afganistán (a), (c)  30/11/2004(*) 28/02/2005

Albania   27/06/2001(*) 25/09/2001

Alemania  10/06/1958 30/06/1961 28/09/1961

Antigua y Barbuda (a), (c)  02/02/1989(*) 03/05/1989

Arabia Saudita (a)  19/04/1994(*) 18/07/1994

Argelia (a), (c)  07/02/1989(*) 08/05/1989
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Argentina (a), (c) 26/08/1958 14/03/1989 12/06/1989

Armenia (a), (c)  29/12/1997(*) 29/03/1998

Australia   26/03/1975(*) 24/06/1975

Austria   02/05/1961(*) 31/07/1961

Azerbaiyán   29/02/2000(*) 29/05/2000

Bahamas   20/12/2006(*) 20/03/2007

Bahrein (a), (c)  06/04/1988(*) 05/07/1988

Bangladesh   06/05/1992(*) 04/08/1992

Barbados (a), (c)  16/03/1993(*) 14/06/1993

Belarús (b) 29/12/1958 15/11/1960 13/02/1961

Bélgica (a) 10/06/1958 18/08/1975 16/11/1975

Benin   16/05/1974(*) 14/08/1974

Bolivia (Estado 
Plurinacional de)

  28/04/1995(*) 27/07/1995

Bosnia y Herzegovina
(a), 
(c), (i)

 01/09/1993(§) 06/03/1992

Botswana (a), (c)  20/12/1971(*) 19/03/1972

Brasil   07/06/2002(*) 05/09/2002

Brunei Darussalam (a)  25/07/1996(*) 23/10/1996

Bulgaria (a), (b) 17/12/1958 10/10/1961 08/01/1962

Burkina Faso   23/03/1987(*) 21/06/1987

Camboya   05/01/1960(*) 04/04/1960

Camerún   19/02/1988(*) 19/05/1988

Canadá (d)  12/05/1986(*) 10/08/1986

Chile   04/09/1975(*) 03/12/1975

China
(a), 
(c), (h)

 22/01/1987(*) 22/04/1987

Chipre (a), (c)  29/12/1980(*) 29/03/1981

Colombia   25/09/1979(*) 24/12/1979

Costa Rica  10/06/1958 26/10/1987 24/01/1988
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Côte d'Ivoire   01/02/1991(*) 02/05/1991

Croacia
(a), 
(c), (i)

 26/07/1993(§) 08/10/1991

Cuba (a), (c)  30/12/1974(*) 30/03/1975

Dinamarca
(a), 
(c), (f)

 22/12/1972(*) 22/03/1973

Djibouti (a), (c)  14/06/1983(§) 27/06/1977

Dominica   28/10/1988(*) 26/01/1989

Ecuador (a), (c) 17/12/1958 03/01/1962 03/04/1962

Egipto   09/03/1959(*) 07/06/1959

El Salvador  10/06/1958 26/02/1998 27/05/1998

Emiratos Árabes 
Unidos (los)

  21/08/2006(*) 19/11/2006

Eslovaquia (a), (b)  28/05/1993(§) 01/01/1993

Eslovenia (i)  06/07/1992(§) 25/06/1991

España   12/05/1977(*) 10/08/1977

Estados Unidos de 
América (los)

(a), (c)  30/09/1970(*) 29/12/1970

Estonia   30/08/1993(*) 28/11/1993

Federación de Rusia (b) 29/12/1958 24/08/1960 22/11/1960

Fiji   27/09/2010(*) 26/12/2010

Filipinas (a), (c) 10/06/1958 06/07/1967 04/10/1967

Finlandia  29/12/1958 19/01/1962 19/04/1962

Francia (a) 25/11/1958 26/06/1959 24/09/1959

Gabón   15/12/2006(*) 15/03/2007

Georgia   02/06/1994(*) 31/08/1994

Ghana   09/04/1968(*) 08/07/1968

Grecia (a), (c)  16/07/1962(*) 14/10/1962

Guatemala (a), (c)  21/03/1984(*) 19/06/1984

Guinea   23/01/1991(*) 23/04/1991

Haití   05/12/1983(*) 04/03/1984
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Honduras
(a), 
(c) 

 03/10/2000(*) 01/01/2001

Hungría (a), (c)  05/03/1962(*) 03/06/1962

India (a), (c) 10/06/1958 13/07/1960 11/10/1960

Indonesia (a), (c)  07/10/1981(*) 05/01/1982

Irán (República 
Islámica del)

(a), (c)  15/10/2001(*) 13/01/2002

Irlanda (a)  12/05/1981(*) 10/08/1981

Islandia   24/01/2002(*) 24/04/2002

Islas Cook   12/01/2009(*) 12/04/2009

Islas Marshall   21/12/2006(*) 21/03/2007

Israel  10/06/1958 05/01/1959 07/06/1959

Italia   31/01/1969(*) 01/05/1969

Jamaica (a), (c)  10/07/2002(*) 08/10/2002

Japón (a)  20/06/1961(*) 18/09/1961

Jordania  10/06/1958 15/11/1979 13/02/1980

Kazajstán   20/11/1995(*) 18/02/1996

Kenya (a)  10/02/1989(*) 11/05/1989

Kirguistán   18/12/1996(*) 18/03/1997

Kuwait (a)  28/04/1978(*) 27/07/1978

La ex República 
Yugoslava de 
Macedonia

(c), (i)  10/03/1994(§) 17/11/1991

Lesotho   13/06/1989(*) 11/09/1989

Letonia   14/04/1992(*) 13/07/1992

Líbano (a)  11/08/1998(*) 09/11/1998

Liberia   16/09/2005(*) 15/12/2005

Liechtenstein (a)  07/07/2011(*) 05/10/2011

Lituania (b)  14/03/1995(*) 12/06/1995

Luxemburgo (a) 11/11/1958 09/09/1983 08/12/1983

Madagascar (a), (c)  16/07/1962(*) 14/10/1962
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Malasia (a), (c)  05/11/1985(*) 03/02/1986

Malí   08/09/1994(*) 07/12/1994

Malta (a), (i)  22/06/2000(*) 20/09/2000

Marruecos (a)  12/02/1959(*) 07/06/1959

Mauricio   19/06/1996(*) 17/09/1996

Mauritania   30/01/1997(*) 30/04/1997

México   14/04/1971(*) 13/07/1971

Mónaco (a), (c) 31/12/1958 02/06/1982 31/08/1982

Mongolia (a), (c)  24/10/1994(*) 22/01/1995

Montenegro
(a), 
(c), (i)

 23/10/2006(§) 03/06/2006

Mozambique (a)  11/06/1998(*) 09/09/1998

Myanmar   16/04/2013(*) 15/07/2013

Nepal (a), (c)  04/03/1998(*) 02/06/1998

Nicaragua   24/09/2003(*) 23/12/2003

Níger   14/10/1964(*) 12/01/1965

Nigeria (a), (c)  17/03/1970(*) 15/06/1970

Noruega (a), (j)  14/03/1961(*) 12/06/1961

Nueva Zelandia (a)  06/01/1983(*) 06/04/1983

Omán   25/02/1999(*) 26/05/1999

Países Bajos (los) (a), (e) 10/06/1958 24/04/1964 23/07/1964

Pakistán (a) 30/12/1958 14/07/2005 12/10/2005

Panamá   10/10/1984(*) 08/01/1985

Paraguay   08/10/1997(*) 06/01/1998

Perú   07/07/1988(*) 05/10/1988

Polonia (a), (c) 10/06/1958 03/10/1961 01/01/1962

Portugal (a)  18/10/1994(*) 16/01/1995

Qatar   30/12/2002(*) 30/03/2003

Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del 
Norte

(a), (g)  24/09/1975(*) 23/12/1975
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República Árabe Siria   09/03/1959(*) 07/06/1959

República 
Centroafricana

(a), (c)  15/10/1962(*) 13/01/1963

República Checa (a), (b)  30/09/1993(§) 01/01/1993

República de Corea (a), (c)  08/02/1973(*) 09/05/1973

República de 
Moldova (la)

(a), (i)  18/09/1998(*) 17/12/1998

República 
Democrática Popular 
Lao

  17/06/1998(*) 15/09/1998

República 
Dominicana

  11/04/2002(*) 10/07/2002

República Unida de 
Tanzanía

(a)  13/10/1964(*) 11/01/1965

Rumania
(a), 
(b), (c)

 13/09/1961(*) 12/12/1961

Rwanda   31/10/2008(*) 29/01/2009

San Marino   17/05/1979(*) 15/08/1979

Santa Sede (a), (c)  14/05/1975(*) 12/08/1975

Santo Tomé y 
Príncipe

  20/11/2012(*) 18/02/2013

San Vicente y las 
Granadinas

(a), (c)  12/09/2000(*) 11/12/2000

Senegal   17/10/1994(*) 15/01/1995

Serbia
(a), 
(c), (i)

 12/03/2001(§) 27/04/1992

Singapur (a)  21/08/1986(*) 19/11/1986

Sri Lanka  30/12/1958 09/04/1962 08/07/1962

Sudáfrica   03/05/1976(*) 01/08/1976

Suecia  23/12/1958 28/01/1972 27/04/1972

Suiza  29/12/1958 01/06/1965 30/08/1965

Tailandia   21/12/1959(*) 20/03/1960

Tayikistán
(a), (i),
(j)

 14/08/2012(*) 12/11/2012

481



Trinidad y Tabago (a), (c)  14/02/1966(*) 15/05/1966

Túnez (a), (c)  17/07/1967(*) 15/10/1967

Turquía (a), (c)  02/07/1992(*) 30/09/1992

Ucrania (b) 29/12/1958 10/10/1960 08/01/1961

Uganda (a)  12/02/1992(*) 12/05/1992

Uruguay   30/03/1983(*) 28/06/1983

Uzbekistán   07/02/1996(*) 07/05/1996

Venezuela (República
Bolivariana de)

(a), (c)  08/02/1995(*) 09/05/1995

Viet Nam
(a), 
(b), (c)

 12/09/1995(*) 11/12/1995

Zambia   14/03/2002(*) 12/06/2002

Zimbabwe   29/09/1994(*) 28/12/1994

Estados partes: 149

Notas

Declaraciones y demás notificaciones presentadas en cumplimiento del
artículo I, párrafo 3 y del artículo X, párrafo 1

(a) Este Estado sólo aplicará la Convención al reconocimiento y la ejecución
de laudos dictados en el territorio de otro Estado Contratante.

(b)  Con  respecto  a  los  laudos  dictados  en  el  territorio  de  Estados  no
contratantes, el Estado aplicará la Convención sólo en la medida en que estos
Estados otorguen un trato recíproco.

(c) Este Estado aplicará la Convención sólo a las controversias derivadas de
relaciones jurídicas, sean o no contractuales, consideradas como mercantiles
por el derecho interno.

(d)  El  Canadá  declaró  que  aplicaría  la  Convención  únicamente  a  las
controversias  derivadas  de  relaciones  jurídicas,  fueran  o  no  contractuales,
consideradas como mercantiles por el derecho interno del Canadá, excepto en
el caso de la Provincia de Quebec, donde la ley no preveía esa limitación.

(e) El 24 de abril de 1964, los Países Bajos declararon que la Convención se
aplicará a las Antillas Neerlandesas.

(f) El 10 de febrero de 1976, Dinamarca declaró que la Convención se aplicará
a las Islas Feroe y Groenlandia.

(g) El Reino Unido extendió la aplicación territorial  de la Convención, en el
caso  de  los  laudos  arbitrales  dictados  únicamente  en  el  territorio  de  otro
Estado Contratante, a los siguientes territorios: Gibraltar (24 de septiembre de
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1975), Isla de Man (22 de febrero de 1979), Bermudas (14 de noviembre de
1979),  Islas Caimán (26 de noviembre de 1980),  Guernsey (19 de abril  de
1985)  y  Jersey  (28  de  mayo  de  2002). 
The United Kingdom also extended the territorial application of the Convention
to the British Virgin Islands (24 February 2014)

(h) Cuando recuperó la soberanía sobre Hong Kong el 1º de julio de 1997, el
Gobierno de China extendió la aplicación territorial de la Convención a Hong
Kong, Región Administrativa Especial de China, a reserva de la declaración
formulada inicialmente por China al adherirse a la Convención. El 19 de julio
de  2005,  China  declaró  que  la  Convención  se  aplicará  a  Macao,  Región
Administrativa  Especial  de  China,  a  reserva  de  la  declaración  formulada
inicialmente por China al adherirse a la Convención.

Reservas y otras notificaciones

(i) Este Estado formuló una reserva con respecto a la aplicación de la 
Convención con carácter retroactivo.

(j) Este Estado formuló una reserva con respecto a la aplicación de la 
Convención en casos relativos a bienes inmuebles.
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       2.- Regulaciones interamericanas

     - Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Exhortos  o Cartas 
Rogatorias, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.534 de 24 de junio de 
1976.

I.  USO DE EXPRESIONES

Artículo 1

Para  los  efectos  de  esta  Convención  las  expresiones  "exhortos"  o  "cartas
rogatorias" se utilizan como sinónimos en el texto español. Las expresiones
"commissions rogatoires", "letters rogatory"  y "cartas rogatorias",  empleadas
en los textos francés, inglés y portugués, respectivamente, comprenden tanto
los exhortos como las cartas rogatorias.

II.  ALCANCE DE LA CONVENCION

Artículo 2

La  presente  Convención  se  aplicará  a  los  exhortos  o  cartas  rogatorias
expedidos  en  actuaciones  y  procesos  en  materia  civil  o  comercial  por  los
órganos jurisdiccionales de uno de los Estados Partes en esta Convención, y
que tengan por objeto:

a.  La  realización  de  actos  procesales  de  mero  trámite,  tales  como
notificaciones, citaciones o emplazamientos en el extranjero;

b. La recepción y obtención de pruebas de informes en el  extranjero, salvo
reserva expresa al respecto.

Artículo 3

La presente Convención no se  aplicará  a  ningún exhorto  o  carta  rogatoria
referente  a  actos  procesales  distintos  de  los  mencionados  en  el  Artículo
anterior;  en  especial,  no  se  aplicará  a  los  actos  que  impliquen  ejecución
coactiva.

III.  TRANSMISION DE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS
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Artículo 4

Los exhortos o cartas rogatorias podrán ser transmitidos al órgano requerido
por  las  propias  partes  interesadas,  por  vía  judicial,  por  intermedio  de  los
funcionarios consulares o agentes diplomáticos o por la autoridad central del
Estado requiriente o requerido según el caso.

Cada Estado Parte informará a la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos acerca de cuál es la autoridad central competente pare
recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias.

IV.  REQUISITOS PARA EL CUMPLIMIENTO

Artículo 5

Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre
que reúnan los siguientes requisitos:

a. Que el exhorto o carta rogatoria se encuentre legalizado, salvo lo dispuesto
en los Artículos 6 y 7 de esta Convención. Se presumirá que el exhorto o carta
rogatoria se halla debidamente legalizado en el Estado requirente cuando lo
hubiere sido por funcionario consular o agente diplomático competente;

b. Que el exhorto o carta rogatoria y la documentación anexa se encuentren
debidamente traducidos al idioma oficial del Estado requerido.

Artículo 6

Cuando  los  exhortos  o  cartas  rogatorias  se  transmitan  por  vía  consular  o
diplomática  o  por  intermedio  de  la  autoridad  central  será  innecesario  el
requisito de la legalización.

Artículo 7

Los  tribunales  de  las  zonas  fronterizas  de  los  Estados  Partes  podrán  dar
cumplimiento a los exhortos o cartas rogatorias previstos en esta Convención
en forma directa, sin necesidad de legalizaciones.

Artículo 8
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Los exhortos o cartas rogatorias deberán ir acompañados de los documentos
que se entregarán al citado, notificado o emplazado, y que serán:

a.  Copia  autenticada  de  la  demanda  y  sus  anexos,  y  de  los  escritos  o
resoluciones que sirvan de fundamento a la diligencia solicitada;

b. Información escrita acerca de cual es el órgano jurisdiccional requirente, los
términos de que dispusiere la persona afectada para actuar, y las advertencias
que  le  hiciere  dicho  órgano  sobre  las  consecuencias  que  entrañaría  su
inactividad;

c. En su caso, información acerca de la existencia y domicilio de la defensoría
de oficio o de sociedades de auxilio legal competentes en el Estado requirente.

Artículo 9

El cumplimiento de exhortos o cartas rogatorias no implicará en definitiva el
reconocimiento  de la  competencia  del  órgano jurisdiccional  requirente  ni  el
compromiso  de  reconocer  la  validez  o  de  proceder  a  la  ejecución  de  la
sentencia que dictare.

V.  TRAMITACION

Artículo 10

Los  exhortos  o  cartas  rogatorias  se  tramitan  de  acuerdo  con  las  leyes  y
normas procesales del Estado requerido.

A solicitud del  órgano jurisdiccional  requirente podrá otorgarse al  exhorto o
carta  rogatoria  una  tramitación  especial,  o  aceptarse  la  observancia  de
formalidades adicionales en la práctica de la diligencia solicitada, siempre que
ello no fuera contrario a la legislación del Estado requerido.

Artículo 11

El  órgano  jurisdiccional  requerido  tendrá  competencia  para  conocer  de  las
cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  del  cumplimiento  de  la  diligencia
solicitada.

Si el órgano jurisdiccional requerido se declarare incompetente para proceder
a  la  tramitación  del  exhorto  o  carta  rogatoria,  transmitirá  de  oficio  los
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documentos y antecedentes del caso a la autoridad judicial competente de su
Estado.

Artículo 12

En el  trámite  y  cumplimiento  de  exhortos  o  cartas  rogatorias  las  costas  y
demás gastos correrán por cuenta de los interesados.

Será facultativo del Estado requerido dar trámite al exhorto o carta rogatoria
que carezca de indicación acerca del interesado que resultare responsable de
los gastos y costas cuando se causaren. En los exhortos o cartas rogatorias o
con  ocasión  de  su  trámite  podrá  indicarse  la  identidad  del  apoderado  del
interesado para los fines regales.

El beneficio de pobreza se regulará por las leyes del Estado requerido.

Artículo 13

Los funcionarios consulares o agentes diplomáticos de los Estados Partes en
esta Convención podrán dar  cumplimiento a las diligencias indicadas en el
Artículo 2 en el Estado en donde se encuentren acreditados siempre que ello
no se oponga a las leyes del mismo. En la ejecución de tales diligencias no
podrán emplear medios que impliquen coerción.

VI.  DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 14

Los Estados Partes que pertenezcan a sistemas de integración económica
podrán acordar directamente entre sí  procedimientos y trámites particulares
mas expeditos que los previstos en esta Convención. Estos acuerdos podrán
ser extendidos a terceros Estados en la forma que resolvieren las partes.

Artículo 15

Esta  Convención  no  restringirá  las  disposiciones  de  convenciones  que  en
materia  de  exhortos  o  cartas  rogatorias  hubieran  sido  suscritas  o  que  se
suscribieren  en  el  futuro  en  forma  bilateral  o  multilateral  por  los  Estados
Partes, o las prácticas más favorables que dichos Estados pudieran observar
en la materia.
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Artículo 16

Los Estados Partes en esta Convención podrán declarar que extiendan las
normas de la misma a la tramitación de exhortos o cartas rogatorias que se
refieran  a  materia  criminal,  laboral,  contencioso-administrativa,  juicios
arbitrales u otras materias objeto de jurisdicción especial. Tales declaraciones
se comunicarán a la Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos.

Artículo 17

El  Estado  requerido  podrá  rehusar  el  cumplimiento  de  un  exhorto  o  carta
rogatoria cuando sea manifiestamente contrario al orden público.

Artículo 18

Los Estados Partes informaran a la Secretaría General de la Organización de
los Estados Americanos acerca de los requisitos exigidos por sus leyes para la
legalización y para la traducción de exhortos o cartas rogatorias.

VII. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 19

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 20

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 21
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La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 22

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 23

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 24

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos pare el Estado denunciante,
quedando subsistente pare los demás Estados Partes.

Artículo 25

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
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Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá la información a
que se refieren el párrafo segundo del Artículo 4 y el Artículo 18, así como las
declaraciones previstas en los Artículos 16 y 23 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMA, República de Panamá, el día treinta de
enero de mil novecientos setenta y cinco.

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO
======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   05/19/86       06/15/87       07/17/87 
RA     /  /     
Bolivia .............   08/02/83       04/17/06       09/26/06 
RA     /  /     
Brasil ..............   01/30/75       08/31/95       11/27/95 RA   
01/28/97  1 
Chile ...............   01/30/75       07/09/76 D  a  08/13/76 RA   
05/07/87  a
Colombia ............   01/30/75       02/17/95       04/28/95 RA   
04/15/99  k
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 
RA     /  /     
Ecuador .............   01/30/75   k   08/15/75       09/10/75 RA   
04/23/84  b
El Salvador .........   01/30/75       06/27/80  R c  08/11/80 RA   
08/11/80  c
España ..............     /  /         06/22/87       07/14/87 AD   
04/14/88  d
Estados Unidos ......   04/15/80  R    11/10/86  R i  07/28/88 RA   
07/28/88  i
Guatemala ...........   01/30/75       03/04/80       05/08/80 RA   
10/21/87  e
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 
RA     /  /     
México ..............   10/27/77 D  1  02/27/78 D  f  03/27/78 RA   
02/09/83  f
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Nicaragua ...........   
01/30/75         /  /           /  /          /  /     
Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 
RA     /  /    j
Paraguay ............   08/26/75    2  12/02/76       12/15/76 
RA     /  /     
Perú ................   01/30/75       07/05/77       08/25/77 
RA     /  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA   
08/30/85  g
Venezuela ...........   01/30/75       08/12/84  R h  10/04/84 RA   
12/11/84  h
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION

   

491



    -  Protocolo Adicional de Montevideo de 1979 a la Convención 
Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, aprobado por Uruguay por
Decreto - Ley 14.953 de 12 de noviembre de 1979.

I. ALCANCE DEL PROTOCOLO

Artículo 1

 El  presente  Protocolo  se  aplicará  exclusivamente  a  aquellas  actuaciones
procesales enunciadas en el artículo 2 (a) de la Convención Interamericana
sobre  Exhortos  o  Cartas  Rogatorias,  que  en  adelante  se  denominará  "la
Convención",  las  cuales  se  entenderán,  para  los  solos  efectos  de  este
Protocolo,  como  la  comunicación  de  actos  o  hechos  de  orden  procesal  o
solicitudes de información por órganos jurisdiccionales de un Estado Parte a
los de otro, cuando dichas actuaciones sean el objeto de un exhorto o carta
rogatoria  transmitida  por  la  autoridad  central  del  Estado  requirente  a  la
autoridad central del Estado requerido.

II. AUTORIDAD CENTRAL

Artículo 2

 Cada Estado Parte designará la autoridad central que deberá desempeñar las
funciones que se le asignan en la Convención en el presente Protocolo. Los
Estados  Partes,  al  depositar  el  instrumento  de  ratificación  o  adhesión  al
Protocolo,  comunicarán  dicha  designación  a  la  Secretaría  General  de  la
Organización de los Estados Americanos, la que distribuirá entre los Estados
Partes en la Convención una lista que contenga las designaciones que haya
recibido.  La  autoridad  central  designada  por  cada  Estado  Parte,  de
conformidad  con  el  artículo  4  de  la  Convención,  podrá  ser  cambiada  en
cualquier momento, debiendo el Estado Parte comunicar a dicha Secretaría el
cambio en el menor tiempo posible.

III. ELABORACION DE LOS EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS

Artículo 3

 Los exhortos o cartas rogatorias se elaborarán en formularios impresos en los
cuatro idiomas oficiales de la Organización de los Estados Americanos o en los
idiomas de los Estados requirente y requerido, según el formulario A del Anexo
de este Protocolo.

Los exhortos o cartas rogatorias deberán ir acompañados de:

 a. Copia de la demanda o de la petición con la cual se inicia el procedimiento
en el que se libra el exhorto o carta rogatoria, así como su traducción al idioma
del Estado Parte requerido;

b.  Copia  no  traducida  de  los  documentos  que  se  hayan  adjuntado  a  la
demanda  o  petición. 
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c.  Copia  no traducida  de las  resoluciones jurisdiccionales  que ordenen el  
libramiento del exhorto o carta rogatoria;

 d. Un formulario elaborado según el texto B del Anexo a este Protocolo, que
contenga la información esencial para la persona o la autoridad a quien deban
ser entregados o transmitidos los documentos, y

 e. Un formulario elaborado según el texto C del Anexo a este Protocolo en el
que la autoridad central deberá certificar si se cumplió o no el exhorto o carta
rogatoria.

 Las copias se considerarán autenticadas, a los efectos del artículo 8 (a) de la
Convención,  cuando  tengan  el  sello  del  órgano  jurisdiccional  que  libre  el
exhorto o carta rogatoria.

 Una copia del exhorto o carta rogatoria acompañada del Formulario B, así
como de las copias de que tratan los literales a), b) y c) de este artículo, se
entregará a la persona notificada o se transmitirá a la autoridad a la que se
dirija  la  solicitud.  Una de las  copias  del  exhorto  o  carta  rogatoria  con sus
anexos quedará en poder del Estado requerido; y el original no traducido, así
como  el  certificado  de  cumplimiento  con  sus  respectivos  anexos,  serán
devueltos a la autoridad central requirente por los conductos adecuados.

 Si  un  Estado  Parte  tiene  más  de  un  idioma  oficial,  deberá  declarar,  al
momento de la firma, ratificación o adhesión a este Protocolo, cuál o cuáles
idiomas  considera  oficiales  para  los  efectos  de  la  Convención  y  de  este
Protocolo. Si un Estado Parte comprende unidades territoriales con distintos
idiomas , deberá declarar, al momento de la firma, ratificación o adhesión de
este Protocolo, cuál o cuáles han de considerarse oficiales en cada unidad
territorial para los efectos de la Convención y de este Protocolo. La Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos distribuirá entre los
Estados  Partes  en  este  Protocolo  la  información  contenida  en  tales
declaraciones.

IV.  TRANSMISION  Y  DILIGENCIAMIENTO  DEL  EXHORTO  O  CARTA
ROGATORIA

Artículo 4

 Cuando la autoridad central de un Estado Parte reciba de la autoridad central
de otro  Estado Parte  un exhorto  o carta  rogatoria,  lo  transmitirá  al  órgano
jurisdiccional competente para su diligenciamiento, conforme a la ley interna,
que sea aplicable.

 Una  vez  cumplido  el  exhorto  o  carta  rogatoria,  el  órgano  u  órganos
jurisdiccionales  que  lo  hayan  diligenciado,  dejarán  constancia  de  su
cumplimiento del modo previsto en su ley interna, y lo remitirá a su autoridad
central con los documentos pertinentes. La autoridad central del Estado Parte
requerido certificará el cumplimiento del exhorto o carta rogatoria a la autoridad
central del Estado Parte requirente según el Formulario C del Anexo, el que no
necesitará  legalización.  Asimismo,  la  autoridad  central  requerida  enviará  la
correspondiente documentación a la requirente para que ésta la remita junto
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con el exhorto o carta rogatoria al órgano jurisdiccional que haya librado este
último.

V. COSTAS Y GASTOS

 El diligenciamiento del exhorto o carta rogatoria por la autoridad central y los
órganos jurisdiccionales del Estado Parte requerido será gratuito.  Este Estado,
no  obstante,  podrá  reclamar  de  los  interesados  el  pago  de  aquellas
actuaciones  que,  conforme  a  su  ley  interna,  deban  ser  sufragadas
directamente por aquéllos.

 El  interesado  en  el  cumplimiento  de  un  exhorto  o  carta  rogatoria  deberá,
según  lo  prefiera,  indicar  en  el  mismo la  persona  que  responderá  por  los
costos correspondientes a dichas actuaciones en el Estado Parte requerido, o
bien  adjuntar  al  exhorto  o  carta  rogatoria  un  cheque  por  el  valor  fijado,
conforme a lo previsto en el artículo 6 de este Protocolo, para su tramitación
por el Estado Parte requerido, para cubrir el gasto de tales actuaciones, o el
documento que acredite que por cualquier otro medio dicha suma ya ha sido
puesta a disposición de la autoridad central de ese Estado.

 La circunstancia de que el  costo de las actuaciones realizadas exceda en
definitiva el valor fijado, no retrasará ni será óbice para el diligenciamiento y
cumplimiento  del  exhorto  o  carta  rogatoria  por  la  autoridad  central  y  los
órganos jurisdiccionales del Estado Parte requerido. En caso de que exceda
dicho valor, al devolver el exhorto o carta rogatoria diligenciado, la autoridad
central de ese Estado podrá solicitar que el interesado complete el pago.

Artículo 6

 Al  depositar  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos el instrumento de ratificación o adhesión a este Protocolo, cada
Estado Parte presentará un informe de cuáles son las actuaciones que, según
su ley interna, deban ser sufragadas directamente por los interesados, con
especificación  de  las  costas  y  gastos  respectivos.  Asimismo,  cada  Estado
Parte deberá indicar en el informe mencionado el valor único que a su juicio
cubra  razonablemente  el  costo  de aquellas  actuaciones,  cualquiera  sea su
número o naturaleza. Este valor se aplicará cuando el interesado no designare
persona responsable para hacer el  pago de esas actuaciones en el Estado
requerido, sino que optare por abonarlas directamente en la forma señalada en
el artículo 5 de este Protocolo.

 La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos
distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la información recibida.
Los Estados Partes podrán, en cualquier momento, comunicar a la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos las modificaciones a
los mencionados informes,  debiendo aquélla  poner  en conocimiento de los
demás Estados Partes en este Protocolo, tales modificaciones.

Artículo 7

 En el informe mencionado en el artículo anterior, los Estados Partes podrán
declarar  que,  siempre  que  se  acepte  la  reciprocidad,  no  cobrarán  a  los
interesados  las  costas  y  gastos  de  las  diligencias  necesarias  para  el
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cumplimiento de los exhortos o cartas rogatorias, o aceptarán como pago total
de ellas el valor único de que trata el artículo 6 u otro valor determinado.

Artículo 8

 El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeto a la ratificación o a la
adhesión  de  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos que hayan firmado la Convención Interamericana sobre Exhortos
o Cartas Rogatorias suscrita en Panamá el  30 de enero de 1975 o que la
ratifiquen  o  se  adhieran  a  ella. 
  El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier otro Estado
que se  haya  adherido  o  se  adhiera  a  la  Convención Interamericana sobre
Exhortos o Cartas Rogatorias, en las condiciones indicadas en este artículo.

 Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 9

 El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que dos Estados Partes en la Convención hayan depositado sus instrumentos
de ratificación o adhesión al Protocolo.

 Para  cada  Estado  que  ratifique  o  se  adhiera  al  Protocolo  después  de  su
entrada en vigencia, el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la
fecha  en  que  tal  Estado  haya  depositado  su  instrumento  de  ratificación  o
adhesión, siempre que dicho Estado sea Parte en la Convención.

Artículo 10

 Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en el
presente Protocolo, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o
adhesión que el  Protocolo  se  aplicará a sodas sus unidades territoriales  o
solamente a una o más de ellas.

 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las
que  se  aplicará  el  presente  Protocolo.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 11

 El presente Protocolo regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados
Partes podrá denunciarlo. El instrumento de denuncia será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha del depósito del instrumento
de denuncia, el Protocolo cesará en sus efectos para el Estado denunciante
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 12
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 El instrumento original del presente Protocolo y de su Anexo (Formularios A, B
y C),  cuyos  textos  en español,  francés,  inglés  y  portugués son igualmente
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los
Estados  Americanos,  la  que  enviará  copia  autentica  de  su  texto  para  su
registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad
con  el  artículo  102  de  su  Carta  Constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la
Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros de
dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido al Protocolo, las
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así
como las reservas que hubiere. También les transmitirá las informaciones a
que  se  refieren  los  artículos  2,  3  (último  párrafo)  y  6,  así  como  las
declaraciones previstas en el artículo 10 del presente Protocolo.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman el presente Protocolo.

 HECHO EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.

 

ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
INTERAMERICANA 
SOBRE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS

EXHORTO o 
CARTA ROGATORIA

FORMULARIO A

ÓRGANO JURISDICCIONAL REQUIRENTE

Nombre

Dirección

EXPEDIENTE 
AUTORIDAD CENTRAL REQUIRENTE

Nombre

Dirección

AUTORIDAD CENTRAL REQUERIDA

Nombre

Dirección

PARTE SOLICITANTE

Nombre

Dirección

APODERADO DEL SOLICITANTE
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Nombre

Dirección

PERSONA DESIGNADA PARA INTERVENIR EN EL DILIGENCIAMIENTO

Nombre

Esta persona se hará responsable de las costas y gastos? 
                                SI _/ NO _/

Dirección

* En caso contrario, se acompaña cheque por la suma de 
  
 * O se agrega documento que prueba el pago 

1. Debe elaborarse un original y dos copias de este Formulario; en 
caso de ser aplicable el A (1) debe ser traducido al idioma del 
Estado requerido y se adjuntarán dos copias.

* Táchese si no corresponde.

La autoridad que suscribe este exhorto o carta rogatoria tiene el 
honor de transmitir a usted por triplicado los documentos abajo 
enumerados, conforme al Protocolo Adicional a la Convención 
Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias.

* A. Se solicita la pronta notificación a:

_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
  
La autoridad que suscribe solicita que la notificación se practique 
en la siguiente forma:

* (1) De acuerdo con el procedimiento especial o formalidades 
  adicionales, que a continuación se describen, con fundamento en 
  el segundo párrafo del artículo 10 de la mencionada Convención; 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

* (2) Mediante notificación personal a la persona a quien se dirige, o 
  al representante legal de la persona jurídica;
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* (3) En caso de no encontrarse la persona natural o el representante 
  legal de la persona jurídica que deba ser notificada, se hará la 
  notificación en la forma prevista por la ley del Estado 
  requerido.

* B. Se solicita que se entregue a la autoridad judicial o 
 administrativa que se identifica, los documentos abajo enumerados:

Autoridad_______________________________________________________
_______ 
_______________________________________________________________
________

* C. Se ruega a la autoridad central requerida devolver a la autoridad 
 central requirente una copia de los documentos adjuntos al 
 presente exhorto o carta rogatoria, abajo enumerados, y un 
 certificado de cumplimiento conforme a lo dispuesto en el 
 Formulario C adjunto.

                 Hecho en___________ el dia ____ de ____de 19 __.

_________________________      _____________________________ 
Firma y sello del órgano                       Firma y sello de la autoridad 
jurisdiccional requirente                               central requirente

Titulo u otra identificación de cada uno de los documentos que deban 
ser 
entregados:_____________________________________________________
_______ 
_______________________________________________________________
________ 
 (Agregar hojas en caso necesario) 
* Táchese si no corresponde 

ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
INTERAMERICANA  SOBRE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS 
INFORMACION ESENCIAL PARA EL NOTIFICADO

FORMULARIO B 
A (nombre y dirección del notificado) 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
Por la presente se le comunica que (explicar brevemente lo que se notifica) 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

A este documento se anexa una copia del exhorto o carta rogatoria que 
motive la notificación o entrega de estos documentos. Esta copia contiene 
también información esencial para usted. Asimismo, se adjuntan copias de la 
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demanda o de la petición con la cual se inicio el procedimiento en el que se 
libro el exhorto o carta rogatoria, de los documentos que se han adjuntado a 
dicha demanda o petición y de las resoluciones jurisdiccionales que 
ordenaron el libramiento del exhorto o carta rogatoria.

INFORMACION ADICIONAL PARA EL CASO DE NOTIFICACION

A. El documento que se le entrega consiste en: (original o copia) 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

B. Las pretensiones o la cuantía del proceso son las siguientes________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

C. En esta notificación se le solicita que:____________________________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

D. * En caso de citación al demandado, este puede contestar la demanda ante 
  el órgano jurisdiccional indicado en el cuadro 1 del Formulario A 
  (indicar  lugar, fecha y hora):__________________________________ 
_______________________________________________________________
________

* Usted esta citado para comparecer 
como:______________________________ 
_______________________________________________________________
________

1. Completar el original y dos copias de este Formulario en el idioma del 
Estado requirente y dos copias en el idioma del Estado requerido. 
* Táchese si no corresponde

* En caso de solicitarse otra cosa del notificado, sirvase describirla: 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

E. En caso de que usted no compareciere, las consecuencias aplicables 
podrían ser: 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
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________ 
_______________________________________________________________
________

F. Se le informa que existe a su disposición la defensoría de oficio, o sociedad 
de auxilio legal en el lugar del juicio.

Nombre:________________________________________________________
________ 
Dirección:_______________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

Los documentos enumerados en la parte III  se le suministran para su mejor 
conocimiento y defensa.

PARA EL CASO DE SOLICITUD DE INFORMACION DEL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL 
  
A:_____________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

Nombre y dirección del órgano jurisdiccional)

Se le solicita respetuosamente proporcionar al órgano que suscribe, la 
siguiente 
información:_________________________________________________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

Los documentos enumerados en la Parte III  se le suministran para 
facilitar su respuesta.

  
  
 * Táchese si no corresponde

III LISTA DE LOS DOCUMENTOS ANEXOS

_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
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_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________ 
_______________________________________________________________
________

(Agregar hojas si fuera necesario)

Hecho en el día ______________ de _____________ de 19 _

_____________________                               _____________________
                                 Firma y sello del Órgano                                             
Firma y sello de la                      jurisdiccional requirente                                     
autoridad central requirente                                             
                                       
                                       
   
ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL A LA CONVENCION 
INTERAMERICANA SOBRE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS

FORMULARIO C

CERTIFICADO DE CUMPLIMIENTO 1/

A:_____________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
  
(Identificación y dirección del órgano jurisdiccional que libro el exhorto o carta 
rogatoria)

De conformidad con el Protocolo Adicional a la Convención Interamericana 
sobre Exhortos o Cartas Rogatorias, suscrito en Montevideo el 8 de mayo 
de 1979, y con el exhorto o carta rogatoria adjunto, la autoridad que 
suscribe tiene el honor de certificar lo siguiente:

*A. Que un ejemplar de los documentos adjuntos al presente 
Certificado ha sido notificado o entregado como sigue:

Fecha: 
_______________________________________________________________
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______ 
  
Lugar (dirección): 
_______________________________________________________________
______

De conformidad con uno de los siguientes métodos autorizados en la 
Convención:

*(1) De acuerdo con el procedimiento especial o formalidades adicionales 
que a continuación se describen, con fundamento en el segundo párrafo del 
artículo 10 de la mencionada Convención, 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______

*(2) Mediante notificación personal a la persona a quien se dirige, o al 
representante legal de una persona jurídica,

*(3) En caso de no haberse encontrado la persona que debió haber sido 
notificada, se hizo la notificación en la forma prevista por la ley del 
Estado requerido: (Sírvase describirla) 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______

1. Original y una copia en el idioma del Estado requerido. 
* Táchese si no corresponde

*B. Que los documentos indicados en el exhorto o carta rogatoria 
han sido entregados a:

Identidad de la 
persona______________________________________________ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______

Relación con el destinatario 
_________________________________________ 
(familiar, comercial u otra)
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_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______

*C. Que los documentos no han sido notificados o entregados por los 
siguientes motivos:

_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______ 
_______________________________________________________________
______

*D. De conformidad con el Protocolo, se solicita al interesado que 
pague el saldo adeudado cuyo detalle se adjunta.

           Hecho en_______ el día ________ de ________ de 19_ 
  
           __________________________________________________ 
            Firma y sello de la autoridad central requerida

Cuando corresponda, adjuntar original o copia de cualquier documento 
adicional necesario para probar que se ha hecho la notificación o 
entrega, e identificar el citado documento.

* Táchese si no corresponde

  

 INFORMACION GENERAL DEL TRATADO:                 

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
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Argentina ...........   05/19/86       06/15/87       07/17/87 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/08/79       08/31/95       11/27/95 RA     
/  /   j 
Chile ...............     /  /         11/20/89 D     01/11/90 AD   
11/20/89 e 
Colombia ............   05/08/79       02/17/95       04/28/95 
RA   04/15/99 h   
Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79    g  04/27/82       05/18/82 RA   
04/23/84 a 
El Salvador .........   08/11/80       09/11/00       01/24/02 RA     
/  /   i  
Estados Unidos ......   04/15/80       11/10/86 DR    07/28/88 RA   
07/28/88 d 
Guatemala ...........   05/08/79       01/06/88       02/26/88 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   08/03/82    1  01/21/83       03/09/83 RA   
03/09/83 b 
Panamá ..............   05/08/79       06/27/91       08/28/91 RA   
10/04/91 f 
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  2  02/12/80 D     05/15/80 RA   
08/30/85 c 
Venezuela ...........   05/08/79       08/27/91       10/16/91 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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       - Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero, aprobada por Uruguay por Decreto – Ley 14.534 de 
24 de junio de 1976. 

     Artículo 1

Para  los  efectos  de  esta  Convención  las  expresiones  "exhortos"  o  "cartas
rogatorias" se utilizan como sinónimos en el texto español. Las expresiones
"com missions rogatoires", "letters rogatory"  y "cartas rogatorias" empleadas
en los textos francés, inglés y portugués respectivamente, comprenden tanto
los exhortos como las cartas rogatorias.

Artículo 2

Los exhortos o cartas rogatorias emanados de procedimiento jurisdiccional en
materia civil o comercial, que tuvieren como objeto la recepción u obtención de
pruebas o informes, dirigidos por autoridades jurisdiccionales de uno de los
Esta dos Partes en esta Convención a las de otro de ellos, serán cumplidos en
sus términos si:

1. La diligencia solicitada no fuere contraria a disposiciones legales en el
Estado requerido que expresamente la prohíban;

2. El interesado pone a disposición del órgano jurisdiccional requerido los
medios que fueren necesarios para el diligenciamiento de la prueba solicitada.

Artículo 3

El órgano jurisdiccional del Estado requerido tendrá facultades para conocer
de las cuestiones que se susciten con motivo del cumplimiento de la diligencia
solicitada.

Si  el  órgano jurisdiccional  del  Estado requerido  se  declarase incompetente
para proceder a la tramitación del exhorto o carta rogatoria, pero estimase que
es competente otro órgano jurisdiccional del mismo Estado, le transmitirá de
oficio los documentos v antecedentes del caso por los conductos adecuados.

En el cumplimiento de exhortos o cartas rogatorias los órganos jurisdiccionales
del Estado requerido podrán utilizar los medios de apremio previstos por sus
propias leyes.
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Artículo 4

Los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite la recepción u obtención de
pruebas  o  informes  en  el  extranjero  deberán  contener  la  relación  de  los
elementos pertinentes para su cumplimiento, a saber:

1. Indicación clara y precisa acerca del objeto de la prueba solicitada;

2. Copia de los escritos y resoluciones que funden y motiven el exhorto o
carta  rogatoria,  así  como  los  interrogatorios  y  documentos  que  fueran
necesarios Para su cumplimiento;

3. Nombre y dirección tanto de las partes como de los testigos, peritos y
demás personas intervinientes y los datos indispensables para la recepción u
obtención de la prueba;

4. Informe resumido del proceso y de los hechos materia del mismo en
cuanto fuere necesario para la recepción u obtención de la prueba;

5. Descripción  clara  y  precisa  de  los  requisitos  o  procedimientos
especiales que el órgano jurisdiccional requirente solicitare en relación con la
recepción u obtención de la prueba, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo
2 párrafo primero, y en el Artículo 6.

Artículo 5

Los  exhortos  o  cartas  rogatorias  relativos  a  la  recepción  u  obtención  de
pruebas  se  cumplirán  de  acuerdo  con  las  leyes  y  normas  procesales  del
Estado requerido.

Artículo 6

A solicitud del órgano jurisdiccional del Estado requirente podrá aceptarse la
observancia  de  formalidades  adicionales  o  de  procedimientos  especiales
adicionales  en  la  práctica  de  la  diligencia  solicitada  a  menos  que  sean
incompatibles  con  la  legislación  del  Estado  requerido  o  de  imposible
cumplimiento por éste.

Artículo 7

En el trámite y cumplimiento de exhortos o cartas rogatorias las costas y de
más gastos correrán por cuenta de los interesados.
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Será facultativo del Estado requerido dar trámite a la carta rogatoria o exhorto
que carezca de indicación acerca del interesado que resultare responsable de
los gastos y costas, cuando se causaren. En los exhortos o cartas rogatorias o
con  ocasión  de  su  trámite  podrá  indicarse  la  identidad  del  apoderado  del
interesado para los fines legales.

El beneficio de pobreza se regulará por las leyes del Estado requerido.

Artículo 8

El cumplimiento de exhortos o cartas rogatorias no implicará en definitiva el
reconocimiento  de la  competencia  del  órgano jurisdiccional  requirente  ni  el
compromiso  de  reconocer  la  validez  o  de  proceder  a  la  ejecución  de  la
sentencia que dictare.

Artículo 9

El órgano jurisdiccional requerido podrá rehusar, conforme al Artículo 20 inciso
primero, el cumplimiento del exhorto o carta rogatoria cuando tenga por objeto
la recepción u obtención de pruebas previas a procedimiento judicial o cuando
se trate del procedimiento conocido en los países del "Common Law" bajo el
nombre de "pretrial discovery of documents".

Artículo 10

Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre
que reúnan los siguientes requisitos:

1. Que estén legalizados,  salvo  lo  dispuesto  por  el  artículo  13 de esta
Convención.  Se presumirá  que  se  encuentran  debidamente  legalizados  los
exhortos o cartas rogatorias en el Estado requirente cuando lo hubieren sido
por funcionario consular o agente diplomático competente;

2. Que el exhorto o carta rogatoria y la documentación anexa se encuentre
debidamente traducidos al idioma oficial del Estado requerido.

Los Estados Partes informarán a la Secretarla General de la Organización de
los Estados Americanos acerca de los requisitos exigidos por sus leyes para la
legalización y para la traducción de exhortos o cartas rogatorias.

Artículo 11
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Los exhortos o cartas rogatorias podrán ser transmitidos al órgano requerido
por  vía  judicial,  por  intermedio  de  los  funcionarios  consulares  o  agentes
diplomáticos  o  por  la  autoridad  central  del  Estado  requirente  o  requerido,
según el caso.

Cada Estado Parte informará a la Secretarla General de la Organización de los
Estados Americanos acerca de cuál es la autoridad central competente para
recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias.

Artículo 12

La persona llamada a declarar  en el  Estado requerido en cumplimiento de
exhorto o carta rogatoria podrá negarse a ello cuando invoque impedimento y
excepción o el deber de rehusar su testimonio:

1. Conforme a la ley del Estado requerido; o

2. Conforme  a  la  ley  del  Estado  requirente,  si  el  impedimento,  la
excepción,  o  el  deber  de rehusar  invocados consten en el  exhorto  o carta
rogatoria  o  han sido confirmados por  la  autoridad requirente  a petición del
tribunal requerido.

Artículo 13

Cuando los exhortos o cartas rogatorias se transmitan o sean devueltos por vía
consular o diplomática o por conducto de la autoridad central, será innecesario
el requisito de la legalización de firmas.

Artículo 14

Esta  Convención  no  restringirá  las  disposiciones  de  convenciones  que  en
materia  de  exhortos  o  cartas  rogatorias  sobre la  recepción  u obtención  de
pruebas hubieran sido suscritas o que se suscribieren en el futuro en forma
bilateral o multilateral por los Estados Partes, o las prácticas más favorables
que dichos Estados pudieran observar en la materia.

Tampoco  restringe  la  aplicación  de  las  disposiciones  en  materia  de
intervención consular para la recepción u obtención de pruebas que estuvieren
vigentes en otras convenciones, o las prácticas admitidas en la materia.

Artículo 15
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Los Estados Partes en esta Convención podrán declarar que extienden las
normas de la misma a la tramitación de exhortos o cartas rogatorias que se
refieran a la recepción u obtención de pruebas en materia criminal, laboral,
contencioso  administrativa,  juicios  arbitrales  u  otras  materias  objeto  de
jurisdicción  especial.  Tales  declaraciones  se  comunicarán  a  la  Secretaria
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 16

El  Estado  requerido  podrá  rehusar  el  cumplimiento  de  un  exhorto  o  carta
rogatoria cuando sea manifiestamente contrario a su orden público.

Artículo 17

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 18

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos

Artículo 19

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretarla General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 20

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrar; en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.
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Artículo 21

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 22

La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Esta
dos Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en
la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento de
denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para las demás Estados Partes

Artículo 23

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.  Dicha
Secretaría  notificará  a  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los
Estados Americanos y a los Estados que se hayan adherido a la Convención,
las firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia,
así como las reservas que hubiere. También les transmitirá la información a
que se refieren el Artículo 10 y el párrafo segundo del Artículo 11, así como las
declaraciones previstas en los Artículos 15 y 21 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos Gobiernos, firman la presente Convención.
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HECHA EN LA CIUDAD DE PANAMÁ, República de Panamá, el día treinta de
enero de mil novecientos setenta y cinco.

   INFORMACION GENERAL DEL TRATADO: 

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   05/19/86       01/25/87       03/25/87 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Chile ...............   01/30/75       07/09/76 D  a  08/13/76 RA   
08/12/91 f 
Colombia ............   01/30/75       09/27/91       11/01/91 RA     
/  /     
Costa Rica ..........   01/30/75       01/02/78       01/20/78 RA     
/  /     
Ecuador .............   01/30/75       08/29/75   g   10/03/75 RA     
/  /     
El Salvador .........   01/30/75       06/27/80       08/11/80 RA   
08/11/80  b
Guatemala ...........   01/30/75       10/24/79       12/17/79 RA   
10/21/87  c
Honduras ............   01/30/75       01/08/79       03/22/79 RA     
/  /     
México ..............   10/27/77 D  1  02/13/78 D  d  03/27/78 RA   
02/09/83  d
Nicaragua ...........   01/30/75         /  /           /  /          
/  /     
Panamá ..............   01/30/75       11/11/75       12/17/75 
RA   09/05/01     
Paraguay ............   08/26/75    2  12/02/76       12/15/76 RA     
/  /     
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Perú ................   01/30/75       07/05/77       08/25/77 RA     
/  /     
República Dominicana    07/19/77       08/31/88       01/30/91 RA     
/  /     
Uruguay .............   01/30/75       03/29/77       04/25/77 RA   
08/30/85  e
Venezuela ...........   01/30/75       03/29/85       05/16/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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- Protocolo de La Paz de 1984 a la Convención Interamericana sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero,  aprobado por Uruguay por Ley 17.512
de 27de junio de 2002.

I. AUTORIDAD CENTRAL

Artículo 1

Cada Estado Parte designará la autoridad central que deberá desempeñar las
funciones que se le asignan en la Convención Interamericana sobre Recepción
de Pruebas en el Extranjero (que en adelante se denominará "la Convención")
y  en  este  Protocolo.  Cada  Estado  Parte,  al  depositar  el  instrumento  de
ratificación  o  adhesión  al  Protocolo,  comunicará  esas  designaciones  a  la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
distribuirá entre los Estados Partes en la Convención una lista que contenga
las designaciones que haya recibido. La autoridad central designada por cada
Estado Parte, de conformidad con el Artículo 11 de la Convención, podrá ser
sustituida en cualquier  momento,  debiendo el  Estado Parte comunicar  a  la
referida Secretaría General el cambio en el menor tiempo posible.

El Estado Parte que lo sea también del Protocolo Adicional a la Convención
Interamericana  sobre  Exhortos  o  Cartas  Rogatorias  designará  la  misma
autoridad central para los efectos señalados en ambos Protocolos.

II. PREPARACION DE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS

PARA SOLICITAR LA RECEPCION DE PRUEBAS

Artículo 2

Los exhortos o cartas rogatorias en que se solicite la obtención de pruebas se
elaborarán según el formulario A del Anexo de este Protocolo, y deberán ir
acompañados  de  la  documentación  a  que  se  refiere  el  artículo  4  de  la
Convención y de un formulario elaborado según el texto B del Anexo a este
Protocolo.

Si un Estado Parte tiene más de un idioma oficial, deberá declarar, al momento
de la firma o ratificación de este Protocolo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles
idiomas han de considerarse oficiales para los efectos de la Convención y de
este  Protocolo.  Si  un  Estado  Parte  comprende  unidades  territoriales  con
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distintos idiomas, deberá declarar, al momento de la firma o ratificación de este
Protocolo, o de la adhesión a él, cuál o cuáles han de considerarse oficiales en
cada unidad territorial para los efectos de la Convención y de este Protocolo.
La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos
distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la información contenida
en tales declaraciones.

III. TRANSMISION Y DILIGENCIAMIENTO DE EXHORTOS O  CARTAS

ROGATORIAS EN QUE SE SOLICITA LA RECEPCION DE PRUEBAS

Artículo 3

Cuando la autoridad central de un Estado Parte reciba de la autoridad central
de otro  Estado Parte  un exhorto  o carta  rogatoria,  lo  transmitirá  al  órgano
jurisdiccional competente para su diligenciamiento conforme a la ley interna
que sea aplicable.

El órgano u órganos jurisdiccionales que hayan diligenciado el exhorto o carta
rogatoria  dejarán  constancia  de  su  cumplimiento  o  de  los  motivos  que  lo
impidieron, según lo previsto en su ley interna, y lo remitirán a su autoridad
central con los documentos pertinentes. La autoridad central del Estado Parte
requerido certificará el cumplimiento o los motivos que le impidieron atender el
exhorto o carta rogatoria, a la autoridad central del Estado Parte requirente
según el formulario B del Anexo, el que no necesitará legalización. Asimismo,
la autoridad central requerida enviará la correspondiente documentación a la
requirente, para que ésta la remita junto con el exhorto o carta rogatoria al
órgano jurisdiccional que haya librado este último.

Artículo 4

En  el  diligenciamiento  de  un  exhorto  o  carta  rogatoria,  conforme  a  la
Convención y a este Protocolo, el órgano jurisdiccional exhortado aplicará las
medidas de apremio apropiadas previstas en su legislación, cuando encuentre
que se han llenado los requisitos exigidos por su propia legislación para que
estas medidas puedan aplicarse en los procesos locales.

Artículo 5

El órgano jurisdiccional del Estado requirente puede solicitar que se le informe
sobre la fecha, hora y lugar en que se va a cumplir un exhorto o carta rogatoria
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enviado a la autoridad competente de un Estado Parte. El órgano jurisdiccional
del Estado requerido que va a dar cumplimiento al exhorto o carta rogatoria
informará al órgano jurisdiccional del Estado requirente sobre la referida fecha,
hora y lugar, de acuerdo con lo pedido. Los apoderados judiciales de las partes
o sus abogados pueden presenciar las diligencias de cumplimiento del exhorto
o carta rogatoria; su intervención queda sujeta a la ley del Estado requerido.

IV. COSTAS Y GASTOS

Artículo 6

El diligenciamiento del exhorto o carta rogatoria por la autoridad central y los
órganos jurisdiccionales del Estado Parte requerido será gratuito. Este Estado,
no  obstante,  podrá  reclamar  de  la  parte  que  haya  pedido  la  prueba  o  la
información, el pago de aquellas actuaciones que, conforme a su ley interna,
deben ser sufragadas directamente por aquélla.

La  parte  que  haya  pedido  las  pruebas  o  la  información  deberá,  según  lo
prefiera,  indicar  la  persona  que  responderá  por  las  costas  y  gastos
correspondientes a dichas actuaciones en el Estado Parte requerido, o bien
adjuntar al exhorto o carta rogatoria un cheque por el valor fijado, conforme a
lo previsto  en  el  artículo  7 de este Protocolo  para cubrir  el  costo  de tales
actuaciones, o el documento que acredite que, por cualquier otro medio, dicha
suma ya ha sido puesta a disposición de la autoridad central de ese Estado.

La circunstancia de que el costo de las actuaciones realizadas excedan en
definitiva el valor fijado, no retrasará ni será óbice para el diligenciamiento y
cumplimiento  del  exhorto  o  carta  rogatoria  por  la  autoridad  central  y  los
órganos jurisdiccionales del Estado Parte requerido. En caso de que exceda
dicho valor, al devolver el exhorto o carta rogatoria diligenciado, la autoridad
central de ese Estado podrá solicitar que el interesado complete el pago.

Artículo 7

Al  depositar  en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos el instrumento de ratificación o adhesión a este Protocolo, cada
Estado Parte presentará un informe de cuáles son las actuaciones que, según
su  ley  interna,  deban  ser  sufragadas  directamente  por  el  interesado,  con
especificación  de  las  costas  y  gastos  respectivos.  Asimismo,  cada  Estado
Parte deberá indicar en el informe mencionado el valor único que a su juicio
cubra razonablemente el costo de aquellas actuaciones, cualquiera que sea su
número  o  naturaleza.  Esta  valor  será  exigible  cuando  el  interesado  no
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designare persona responsable para hacer el pago de esas actuaciones en el
Estado requerido,  sino  que optare  por  abonarlas  directamente  en la  forma
señalada en el artículo 6 de este Protocolo.

La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos
distribuirá entre los Estados Partes en este Protocolo la información recibida.
Los Estados Partes podrán, en cualquier momento, comunicar a la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos las modificaciones a
los mencionados informes,  debiendo aquélla  poner  en conocimiento de los
demás Estados Partes en este Protocolo, tales modificaciones.

Artículo 8

En el informe mencionado en el artículo 7 los Estados Partes podrán declarar
que en determinadas materias, siempre que haya reciprocidad, no cobrarán al
interesado  las  costas  y  gastos  de  las  actuaciones  necesarias  para  el
cumplimiento de los exhortos o cartas rogatorias, o aceptarán como pago total
de ellas el valor único de que trata el artículo 7 u otro valor determinado.

V. RECEPCION DE PRUEBAS POR

AGENTES DIPLOMATICOS O CONSULARES

Artículo 9

La Convención no será obstáculo para que un agente diplomático o consular
de un Estado Parte, en el ámbito de su competencia territorial, reciba pruebas
u obtenga informaciones en el Estado Parte donde ejerce sus funciones, sin
que pueda emplear medidas de apremio.

Sin  embargo,  cuando se  trate  de  la  recepción  de pruebas u  obtención  de
información de parte de personas que no sean de la nacionalidad del Estado
acreditante del agente diplomático o consular, se procederá de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 10.

Artículo 10

En el caso previsto en el segundo párrafo del artículo 9 y sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 12, los Estados Partes podrán limitar a determinadas
materias las facultades de los agentes diplomáticos o consulares de los otros
Estados  Partes  y  establecer  las  condiciones  que  estimen  necesarias  o
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convenientes en la recepción de pruebas u obtención de información, entre
otras,  aquellas  condiciones  relativas  al  lugar  y  tiempo  en  que  ello  deba
practicarse.

Deberá hacerse una declaración a estos efectos, en el momento de firmar,
ratificar o adherirse a este Protocolo.

Artículo 11

En los casos previstos por el artículo 9 de este Protocolo, el agente diplomático
o  consular  podrá  solicitar  al  órgano  jurisdiccional  competente,  por  las  vías
adecuadas, la aplicación de las medidas de apremio apropiadas previstas en la
legislación del Estado Parte en el cual el agente diplomático o consular ejerce
sus funciones.  El  órgano jurisdiccional  aplicará dichas medidas de apremio
cuando  estime  que  se  han  llenado  los  requisitos  exigidos  por  su  propia
legislación para que esas medidas puedan aplicarse en los procesos locales.

Artículo 12

En la recepción de pruebas u obtención de información según el artículo 9 de
este Protocolo, pueden observarse las reglas y procedimientos vigentes en el
Estado Parte requirente, siempre que no contradigan lo dispuesto en el artículo
2, inciso 1, de la Convención; sin embargo, los motivos para no dar testimonio,
especificados en el artículo 12 de la Convención, son igualmente aplicables a
la recepción de pruebas u obtención de información.

En los  casos del  artículo  9 de este Protocolo  las personas de quienes se
reciban  pruebas  o  se  obtenga  información  pueden  estar  asistidas  por
abogados y, si fuere pertinente, por intérpretes y auxiliares de su confianza.

Artículo 13

La frustración  del  intento  de recepción  de pruebas e  información según el
artículo 9 por renuencia de la persona que las debe dar, no es obstáculo para
pedirlo conforme a los capítulos I al IV de este Protocolo.

VI. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 14
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Los Estados Partes en este Protocolo podrán declarar, al tiempo de firmarlo,
ratificarlo o adherirse a él,  que extienden también las normas relativas a la
preparación  y  diligenciamiento  de  exhortos  o  cartas  rogatorias  sobre  la
recepción de pruebas e información a la materia criminal y a las otras materias
contempladas en el artículo 15 de la Convención.

Artículo 15

El órgano jurisdiccional del Estado Parte requerido atenderá favorablemente la
solicitud de observar procedimientos especiales, de acuerdo con el artículo 6
de la Convención, a menos que sean de imposible cumplimiento por tal Estado
o sean incompatibles con los principios fundamentales de la legislación o las
normas de aplicación exclusiva del mismo.

Artículo 16

Los  Estados  Partes  en  este  Protocolo  diligenciarán  exhortos  o  cartas
rogatorias, en los que se solicite la exhibición y transcripción de documentos,
cuando se reúnan los siguientes requisitos:

a. Que se haya iniciado el proceso;

b. Que los documentos estén identificados razonablemente en cuanto a su
fecha, contenido u otra información pertinente, y

c. Que  se  especifiquen  aquellos  hechos  o  circunstancias  que  permitan
razonablemente creer a la parte solicitante que los documentos pedidos son
del conocimiento de la persona de quien se requieran o que se encuentran o
se encontraban en posesión o bajo el control o custodia de ella.

La persona a quien se piden documentos puede, cuando corresponda, negar
que  tiene  la  posesión,  control  o  custodia  de  los  documentos  solicitados  o
puede oponerse a la exhibición y transcripción de los documentos, de acuerdo
con las reglas de la Convención.

Cualquier  Estado  podrá  declarar,  en  el  momento  de  firmar  o  ratificar  este
Protocolo  o  de  adherirse  a  él,  que  únicamente  diligenciará  los  exhortos  o
cartas  rogatorias  a  que  se  refiere  este  artículo  si  en  ellos  se  identifica  la
relación entre la prueba o la información solicitadas y el proceso pendiente.

Artículo 17
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Las  disposiciones  de  este  Protocolo  se  interpretarán  de  manera  que
complementen  las  de  la  Convención  Interamericana  sobre  Recepción  de
Pruebas en el Extranjero.

VII. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 18

El presente Protocolo estará abierto a la firma y sujeto a la ratificación o a la
adhesión  de  los  Estados  Miembros  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos que hayan firmado la Convención Interamericana sobre Recepción
de Pruebas en el Extranjero, suscrita en Panamá el 30 de enero de 1975, o
que la ratifiquen o se adhieran a ella.

El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier otro Estado
que se  haya  adherido  o  se  adhiera  a  la  Convención Interamericana sobre
Recepción de Pruebas en el Extranjero, en las condiciones indicadas en este
artículo.

Los instrumentos de ratificación y adhesión se depositarán en la Secretaría
General de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 19

Cada Estado podrá formular reservas al  presente Protocolo al  momento de
firmarlo, ratificarlo o al adherirse a él siempre que la reserva verse sobre una o
más disposiciones específicas.

Artículo 20

El presente Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que dos Estados Partes en la Convención hayan depositado sus instrumentos
de ratificación o adhesión al Protocolo.

Para  cada  Estado  que  ratifique  o  se  adhiera  al  Protocolo  después  de  su
entrada en vigencia, el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la
fecha  en  que  tal  Estado  haya  depositado  su  instrumento  de  ratificación  o
adhesión, siempre que dicho Estado sea parte en la Convención.

Artículo 21
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Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en el
presente Protocolo, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación o
adhesión,  que el  Protocolo se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará el presente Protocolo. Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán
a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos  y
surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 22

El presente Protocolo regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados
Partes podrá denunciarlo. El instrumento de denuncia será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, el Protocolo cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 23

El instrumento original del presente Protocolo y de su Anexo (formularios A y
B)  cuyos  textos  en  español,  francés,  inglés  y  portugués  son  igualmente
auténticos, será depositado en la Secretaría General de la Organización de los
Estados  Americanos,  la  que  enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su
registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad
con  el  artículo  102  de  su  Carta  Constitutiva.  La  Secretaría  General  de  la
Organización de los Estados Americanos notificará a los Estados Miembros de
dicha Organización y a los Estados que se hayan adherido al Protocolo, las
firmas, los depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así
como las reservas que hubiere. También les transmitirá las informaciones a
que  se  refieren  los  artículos  1,  2  (último  párrafo)  y  7,  así  como  las
declaraciones  previstas  en  los  artículos  8,  10,  14,  16  y  21  del  presente
Protocolo.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman el presente Protocolo.
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HECHO EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día veinticuatro de mayo de
mil novecientos ochenta y cuatro.

 

ANEXO AL PROTOCOLO ADICIONAL DE LA CONVENCION 
INTERAMERICANA

SOBRE RECEPCION DE PRUEBAS EN EL EXTRANJERO

FORMULARIO A

EXHORTO O CARTA ROGATORIA PARA PEDIR LA

PRACTICA DE PRUEBAS U OBTENCION DE INFORMACION EN EL 
EXTRANJERO

1

  ORGANO JURISDICCIONAL REQUIRENTE

  Nombre

  Dirección 2

   ASUNTO

   EXPEDIENTE Nº

 

3

   AUTORIDAD CENTRAL DEL ESTADO

   REQUIRENTE

   Nombre

   Dirección 4

   AUTORIDAD CENTRAL DEL  ESTADO
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   REQUERIDO/

   Nombre

   Dirección

   País

 

5

   PARTE SOLICITANTE

   

   Nombre

   Dirección 6

   ABOGADO DE LA PARTE SOLICITANTE     EN EL ESTADO REQUIRENTE

   Nombre

   Dirección

 

 

7

   PERSONA DESIGNADA PARA ACTUAR EN CONEXION CON EL 
EXHORTO O CARTA ROGATORIA

1.  Abogado local designado para representar al solicitante ante el órgano 
jurisdiccional del Estado requerido.

     Nombre

     Dirección

2.  Persona designada para realizar los trámites a nombre del solicitante.
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     Nombre

     Dirección

3. Persona designada para responder de las costas y gastos.

    Nombre

    Dirección

             Si no se designa persona, adjuntar el

             siguiente documento de pago:

             *cheque  por la suma de_____________

             *recibo  de   pago___________________

             *otro   comprobante de pago__________

 

A la Autoridad Central de 
_______________________________________________________________
________

La Autoridad Central que suscribe tiene el honor de transmitirle la carta 
rogatoria que aparece abajo y respetuosamente solicita su tramitación de 
acuerdo con las disposiciones de la Convención Interamericana sobre 
Recepción de Pruebas en el Extranjero y su Protocolo Adicional.

______________________ 
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Firma y sello de la

autoridad central del

Estado de origen

  El órgano jurisdiccional que suscribe esta carta rogatoria tiene el honor de 
solicitar la cooperación del órgano jurisdiccional competente para recibir 
pruebas en __________________________________________________ y,

                                                                                                                              
(ciudad, país)

de conformidad con la Convención Interamericana sobre Recepción de 
Pruebas en el Extranjero y su Protocolo Adicional, respetuosamente solicita las
pruebas o información abajo indicadas, que son necesarias para la 
preparación, o resolución del proceso civil, comercial o _____________ * 
mencionado en el cuadro 2 de la primera página de este formulario. Se 
acompañan a esta carta rogatoria dos copias de la documentación requerida 
por el artículo 4 de la Convención y por el Protocolo Adicional.

1. Partes en el proceso (Convención, artículo 4 (3))

a. Actor

Nombre________________________________________________________
_________________________

Dirección_______________________________________________________
_________________________

Abogado________________________________________________________
_________________________
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Dirección del 
Abogado________________________________________________________
______________

b. Demandado

Nombre________________________________________________________
__________________________

Dirección_______________________________________________________
__________________________

Abogado________________________________________________________
_________________________

Dirección del 
Abogado________________________________________________________
______________

c. Otras Partes

Nombre________________________________________________________
__________________________

Dirección_______________________________________________________
__________________________

Abogado________________________________________________________
_________________________
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Dirección del 
Abogado________________________________________________________
______________

  2. Indicación clara y precisa acerca del objeto de la prueba solicitada 
(Convención, artículo 4 (1))

a. Clase de prueba o información solicitada (testimonial, reconocimiento de
documentos, etc.)

_______________________________________________________________
_________________________

_______________________________________________________________
_________________________

b. Clase de proceso (relativo a contrato, responsabilidad por agravio, 
sucesión, etc.)

_______________________________________________________________
_________________________

_______________________________________________________________
_________________________

c. Relación entre la prueba o información solicitada y el proceso pendiente
(especifíquese)
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_______________________________________________________________
_________________________

_______________________________________________________________
_________________________

3. De requerirse, resumen de la situación del proceso y de los hechos que 
hayan dado lugar al proceso (Convención, artículo 4 (4))

(Dígase "Ninguno" de no requerirse)

_______________________________________________________________
__________________________

_______________________________________________________________
__________________________

4. Descripción clara y precisa de cualquier formalidad o procedimientos 
básicos o adicionales, procedimientos o requisitos especiales por observarse 
(Artículos 4 (5) y 6 de la Convención y artículo 15 del Protocolo Adicional). 
(Explicar la forma en que debe recibirse la prueba (oral o escrita, transcripción 
completa o resumida, etc.)

_______________________________________________________________
__________________________

_______________________________________________________________
__________________________
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5. Persona(s) de quien(es) va a recibirse la prueba y capacidad con la que 
la rendirá:

Nombre________________________________________________________
___________________________

Dirección_______________________________________________________
___________________________

Capacidad______________________________________________________
___________________________

                                                                           (Parte, Testigo, Perito, etc)

6. Agregue como anexo una lista de las preguntas que serán formuladas 
haciendo constar la(s) persona(s) que debe(n) contestar, o bien indique que se
formularán preguntas en el momento de la recepción de la prueba.

Agregue los documentos u objetos que deban ser presentados a la persona de
quien va a recibirse la prueba.

Agregue copias de las disposiciones (leyes o reglamentos) relativos a 
cualquier impedimento que pueda ser invocado por la persona que rinda la 
prueba, de conformidad con el artículo 12 (2) de la Convención.

7. Documentos u otros objetos que deben ser inspeccionados o 
información por obtenerse.

(Especifique si el documento u objeto debe ser exhibido, copiado, valuado, 
etc.)

_______________________________________________________________
___________________________
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_______________________________________________________________
___________________________

8. Especifique si la prueba debe ser tomada bajo juramento o declaración 
solemne.

_______________________________________________________________
___________________________

_______________________________________________________________
___________________________

En el caso de que la prueba no pueda recibirse en la forma solicitada, 
especifique si debe recibirse en la forma prevista por la ley local.

_______________________________________________________________
___________________________

_______________________________________________________________
___________________________

9. Especifique si la prueba debe recibirse en algún lugar determinado y, de
ser así, señálelo.

_______________________________________________________________
___________________________

Dirección_______________________________________________________
___________________________
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10. Especifique si el órgano jurisdiccional requirente desea ser informado de
la fecha, tiempo y lugar en que se recibirá la prueba y, de ser así, indique la 
dirección a la que debe ser enviado el aviso (artículo 5 del Protocolo 
Adicional).

_______________________________________________________________
___________________________

Dirección_______________________________________________________
___________________________

11. Especifique si el aviso de fecha, tiempo y lugar debe enviarse a alguna 
otra persona y, de ser así, proporcione la información que se solicita.

Nombre________________________________________________________
___________________________

Dirección_______________________________________________________
___________________________

12. Especifique la fecha límite en que el órgano jurisdiccional requirente 
necesitará recibir la respuesta a la carta rogatoria.

Fecha__________________________________________________________
__________________________
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Motivo de la fecha 
límite__________________________________________________________
____________

Hecho 
en__________________________________,el_________________de______
_________________________

de 19______________________

_________________________

Firma y sello del

Organo Jurisdiccional

del Estado requirente

[Los Estados Partes pueden incluir líneas adicionales en el formulario A.]

FORMULARIO B

CERTIFICADO DE CUMPLIMIENTO DEL EXHORTO O CARTA ROGATORIA

PARA PEDIR RECEPCION DE PRUEBAS  1/

A la Autoridad Central 
de_____________________________________________________________
____________

_______________________________________________________________
______________________________

_______________________________________________________________
______________________________
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                                      (Nombre y dirección de la autoridad central del Estado 
requirente)

  De conformidad con el Protocolo Adicional a la Convención Interamericana 
sobre Recepción de Pruebas en el Extranjero, firmado en La Paz, Bolivia, el 
día veinticuatro de mayo de mil novecientos ochenta y cuatro, y de acuerdo 
con el exhorto o carta rogatoria adjunta, la Autoridad Central suscrita tiene el 
honor de certificar lo siguiente:

* A. Que las pruebas solicitadas han sido recibidas:

Fecha__________________________________________________________
____________________________

Nombre de la persona que aportó las 
pruebas______________________________________________________

Lugar donde se recibió la 
prueba(dirección)_________________________________________________
_______

Por uno de los siguientes procedimientos autorizados en la Convención:

* (1) Conforme a las leyes y normas procesales del Estado requerido.

* (2) Conforme a los siguientes requisitos, formalidades adicionales o 
procedimientos especiales:

_______________________________________________________________
_____________________

_______________________________________________________________
_____________________
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*B. Que la información solicitada ha sido obtenida:

Fecha__________________________________________________________
__________________________

Lugar donde se ha obtenido la 
información_____________________________________________________
__

C. Se agrega:

* (a) Copia certificada del testimonio (transcripción o resumen) o de la 
información obtenida.

* (b) El documento o documentos que se obtuvieron como resultado de la 
solicitud si la persona requerida voluntariamente hizo entrega de éstos, o copia
de los mismos en caso contrario.

* (c) Otros 
(Especifique)____________________________________________________
______________

*D. De acuerdo con el Protocolo Adicional se solicita a la parte que pidió las 
pruebas o la información, el pago del saldo pendiente de las costas y gastos 
por la suma indicada en el estado de cuenta adjunto.

*E. Que las pruebas o informes solicitados no han sido recabados u obtenidos 
por los siguientes motivos:

      
_______________________________________________________________
____________________________
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_______________________________________________________________
____________________________

Hecho en____________________________, 
el________________________de___________________________

de 19________________________

__________________________

Firma y sello de la

autoridad central del

Estado requerido

_____________

   1/  Llénese este formulario en original y una copia

   *   Táchese si no corresponde

 

 

RESERVAS HECHAS AL FIRMAR EL PROTOCOLO

Brasil:

De conformidad con el artículo 54 del Reglamento de la CIDIP-III, aprobado 
durante su primera Sesión Plenaria el 16 de mayo de 1984, la Delegación del 
Brasil desea dejar constancia de las reservas que hace a la totalidad de los 
artículos 9, 10, 11, 12, 13 y 16 del Protocolo Adicional a la Convención 
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Interamericana sobre Obtención de Pruebas en el Extranjero, aprobado en la 
segunda Sesión Plenaria de la CIDIP-III en La Paz, el 21 de mayo de 1984.

Chile:

Conforme al artículo 54 del Reglamento de CIDIP-III, la Delegación de Chile 
formula reservas a los artículos 11, 12 y 13 de este Protocolo, por considerar 
que ellos son contrarios a su legislación nacional.

Rev. 24 mayo 1984

      INFORMACION GENERAL DEL TRATADO 
======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   10/29/92  R    04/20/92  RS   10/29/92 
AD     /  /     
Bolivia .............   
05/24/84         /  /           /  /          /  /     
Brasil ..............   05/24/84  R 
1    /  /           /  /          /  /     
Chile ...............   05/24/84  R 
2    /  /           /  /          /  /     
Colombia ............   
05/24/84         /  /           /  /          /  /     
Ecuador .............   05/24/84       08/21/95       02/28/96 
ra     /  /     
México ..............   12/02/86       02/11/87 DR a  06/12/87 
RA     /  /     
Nicaragua ...........   
05/24/84         /  /           /  /          /  /     
Paraguay ............   
06/02/98         /  /           /  /          /  /     
Perú ................   
05/24/84         /  /           /  /          /  /     
República Dominicana    
05/24/84         /  /           /  /          /  /     
Uruguay .............   05/24/84       06/15/09       07/16/09 
RA     /  /     
Venezuela ...........   05/24/84       05/20/93   T   08/10/93 
RA     /  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
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      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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-  Convención Interamericana de Panamá de 1975 sobre Arbitraje Comercial
Internacional, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.534 de 22 de junio
1976:  Ver  en  Capítulo  III  sobre  Derecho  Internacional  Privado  Civil  y
Comercial.
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  -   Convención Interamericana de Montevideo de 1979 sobre Cumplimiento
de Medidas Cautelares, aprobado por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12
de noviembre de 1979.

I. TERMINOS EMPLEADOS

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención las expresiones "medidas cautelares" o
"medidas de seguridad" o "medidas de garantía" se consideran equivalentes
cuando  se  utilizan  para  indicar  todo  procedimiento  o  medio  que  tienda  a
garantizar las resultas o efectos de un proceso actual o futuro en cuanto a la
seguridad de las personas, de los bienes o de las obligaciones de dar, hacer o
no  hacer  una  cosa  específica,  en  procesos  de  naturaleza  civil,  comercial,
laboral y en procesos penales en cuanto a la reparación civil.  Los Estados
Partes  podrán declarar  que limitan  esta  Convención solamente  a alguna o
algunas de las medidas cautelares previstas en ella.

II. ALCANCE DE LA CONVENCION

Artículo 2

Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Partes en esta Convención
darán cumplimiento a las medidas cautelares que, decretadas por jueces o
tribunales de otro Estado Parte, competentes en la esfera internacional, tengan
por objeto:

a. El cumplimiento de medidas necesarias para garantizar la seguridad de las
personas, tales como custodia de hijos menores o alimentos provisionales;

b. El cumplimiento de medidas necesarias para garantizar la seguridad de los
bienes, tales como embargos y secuestros preventivos de bienes inmuebles y
muebles,  inscripción  de  demanda  y  administración  e  intervención  de
empresas.

III. LEY APLICABLE

Artículo 3

La procedencia de la medida cautelar se decretará conforme a las leyes y por
los jueces del lugar del proceso. Pero la ejecución de la misma, así como la
contracautela o garantía,  serán resueltas por los jueces del lugar donde se
solicita su cumplimiento, conforme a las leyes de este último lugar.

La garantía que debe prestar el solicitante, así como la que ofrezca prestar el
afectado en el lugar en que se haga efectiva la medida, se regirán por la ley
del lugar de cumplimiento de la medida.

Artículo 4

La modificación de la medida cautelar, así como las sanciones por peticiones
maliciosas o abusivas, se regirán por la ley del lugar de cumplimiento de la
medida.
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Solamente en caso de que el afectado justifique la absoluta improcedencia de
la medida, o cuando la petición se fundamente en la disminución de la garantía
constituida, el juez del Estado de cumplimiento podrá levantar dicha medida de
acuerdo con su propia ley.

Artículo 5

Cuando  se  hubiere  trabado  embargo  o  cualquier  otra  medida  cautelar  en
materia de bienes, la persona afectada por esa medida podrá deducir ante el
juez al  cual  se le  libro el  exhorto  o carta  rogatoria,  la  tercería  u oposición
pertinente con el único objeto de que sea comunicada al  juez de origen al
devolvérsele el exhorto. Informado el juez requirente de la interposición de la
tercería o alegación de derechos, suspender el trámite del proceso principal
por un término no mayor de sesenta días con el objeto de que el afectado haga
valer sus derechos.

La oposición se sustanciará por el juez de lo principal, conforme a sus leyes. El
opositor que compareciere vencido el plazo indicado, tomará la causa en el
estado en que se encuentre.

Si la tercería interpuesta fuese excluyente de dominio o de derechos reales
sobre el  bien embargado, o la oposición se fundamentare en la posesión o
dominio del bien embargado, se resolverá por los jueces y de acuerdo con las
leyes del lugar de la situación de dicho bien.

Artículo 6

El cumplimiento de medidas cautelares por el órgano jurisdiccional requerido
no implicará el compromiso de reconocer y ejecutar la sentencia extranjera que
se dictare en el mismo proceso.

Artículo 7

El órgano jurisdiccional a quien se solicitare el cumplimiento de una sentencia
extranjera podrá,  sin  más trámite y a  petición de parte,  tomar las medidas
cautelares necesarias, conforme a lo dispuesto por su propia ley.

Artículo 8

Sin perjuicio de los derechos de terceros, las autoridades consulares de uno
de los Estados Partes podrán recibir las pertenencias personales de uno de
sus  nacionales  cuando,  en  virtud  de  fallecimiento,  éstas  fueren  puestas  a
disposición de sus familiares o presuntos herederos,  y  no existieren éstos,
salvo  lo  previsto  al  respecto  en  las  convenciones  internacionales.  Este
procedimiento se aplicará también cuando la persona este imposibilitada para
administrar sus bienes como consecuencia de proceso penal.

Artículo 9

Cuando la medida cautelar se refiera a custodia de menores, el juez o tribunal
del  Estado requerido podrá limitar,  con alcance estrictamente territorial,  los
efectos de la medida a la espera de lo que resuelva en definitiva el juez del
proceso principal.
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Artículo 10

Las autoridades jurisdiccionales de los Estados Partes en esta Convención
ordenarán  y  ejecutarán,  a  solicitud  fundada  de  parte,  todas  las  medidas
conservatorias o de urgencia que tengan carácter territorial  y cuya finalidad
sea garantizar

el resultado de un litigio pendiente o eventual. Esto se aplicará cualquiera sea
la jurisdicción internacionalmente competente de alguno de los Estados Partes
para conocer el fondo del asunto, siempre que el bien o derecho objeto de
dicha medida se encuentre dentro del territorio sujeto a la jurisdicción de la
autoridad a la cual se la solicite. Si el proceso estuviese pendiente, el tribunal
que decretó la medida deberá comunicarla de inmediato al juez o tribunal que
conoce de lo principal.

Si el proceso no se hubiere iniciado, la autoridad jurisdiccional que ordenó la
medida fijará un plazo dentro del cual deberá el peticionario hacer valer sus
derechos  en  juicio,  atendiéndose a  lo  que en definitiva  resuelva  sobre  los
mismos el juez internacionalmente competente de cualquiera de los Estados
Partes.

Artículo 11

Si el órgano jurisdiccional requerido se declarare incompetente para proceder
a  la  tramitación  del  exhorto  o  carta  rogatoria,  transmitirá  de  oficio  los
documentos y antecedentes del caso a la autoridad judicial competente de su
Estado.

Artículo 12

El  Estado  requerido  podrá  rehusar  el  cumplimiento  de  un  exhorto  o  carta
rogatoria referente a medidas cautelares, cuando éstas sean manifiestamente
contrarias a su orden público.

IV. TRAMITACION

Artículo 13

El cumplimiento de las medidas cautelares de que trata esta Convención se
hará  mediante  exhortos  o  cartas  rogatorias  que podrán ser  transmitidos  al
órgano  requerido  por  las  propias  partes  interesadas,  por  vía  judicial,  por
intermedio  de  los  funcionarios  consulares  o  agentes  diplomáticos  o  por  la
autoridad central del Estado requirente o requerido, según el caso.

Cada Estado Parte informará a la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos acerca de cuál es la autoridad central competente para
recibir y distribuir exhortos o cartas rogatorias.

Artículo 14

Los exhortos o cartas rogatorias se cumplirán en los Estados Partes siempre
que reúnan los siguientes requisitos:

a. Que el exhorto o carta rogatoria se encuentre legalizado. Se presumirá que
el  exhorto  o  carta  rogatoria  se  halla  debidamente  legalizado  en  el  Estado
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requirente  cuando  lo  hubiere  sido  por  un  funcionario  consular  o  agente
diplomático competente;

b. Que el exhorto o carta rogatoria y la documentación anexa se encuentren
debidamente traducidos al  idioma oficial  del Estado requerido, pudiendo las
autoridades exigir que sean traducidos conforme a sus propias leyes.

Artículo 15

Los exhortos o cartas rogatorias deberán ir acompañados de los documentos
que se entregarán a la autoridad central o al órgano jurisdiccional requerido y
serán los siguientes:

a. Copia auténtica de la demanda o de la petición de la medida cautelar, así
como de la documentación anexa y de las providencias que la decretaron;

b.  Información  acerca  de  las  normas  procesales  que  establezcan  algún
procedimiento especial  que el  órgano jurisdiccional  requirente solicitare que
observe el órgano jurisdiccional requerido;

c. En su caso, información acerca de la existencia y domicilio de la defensoría
de oficio o de sociedades de auxilio legal competentes en el Estado requirente.

Artículo 16

En  el  trámite  y  cumplimiento  de  exhortos  o  cartas  rogatorias  referentes  a
medidas cautelares  las  costas  y  demás gastos  correrán por  cuenta  de los
interesados.

Será facultativo del Estado requerido dar trámite al exhorto o carta rogatoria
que carezca de indicación acerca de la parte que deba atender a los gastos y
costas cuando se causaren, salvo si se trata de alimentos provisionales, en
cuyo  caso  el  tribunal  requerido  lo  diligenciará  de  oficio.  El  juez  o  tribunal
requirente deberá precisar el contenido y alcance de la medida respectiva. En
los exhortos o cartas rogatorias o con ocasión de su trámite podrá indicarse la
identidad del apoderado del interesado para los fines legales. El beneficio de
pobreza  concedido  en  el  Estado  requirente  será  mantenido  en  el  Estado
requerido.

V. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 17

Los Estados Partes que pertenezcan a sistemas de integración económica o
que sean fronterizos, podrán acordar directamente entre sí procedimientos y
trámites  especiales  más  expeditos  que  los  previstos  en  esta  Convención.
Estos acuerdos podrán ser extendidos a terceros Estados en la forma que
resolvieren las Partes.

Artículo 18

Esta Convención no restringirá las disposiciones de otras convenciones sobre
medidas cautelares que hubieren sido suscritas o que se suscribieren en el
futuro en forma bilateral o multilateral por los Estados Partes, ni las prácticas
más favorables que dichos Estados pudieren observar en la materia.
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VI. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 19

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 20

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 21

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 22

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o más disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y fin
de la Convención.

Artículo 23

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo dia a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 24

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que  especificarán  expresamente  la  o  las  unidades  territoriales  a  que  se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaria  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 25

La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaria  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.

542



Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 26

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaria  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos,  la  que
enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su  registro  y  publicación  a  la
Secretaria de las Naciones Unidas de conformidad con el artículo 102 de su
Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere.  También  les  transmitirá  la  información  a  que se  refiere  el  párrafo
segundo del artículo l3, así como las declaraciones previstas en el artículo 24
de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.

                INFORMACION GENERAL DEL TRATADO

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   12/01/83       11/07/83       12/01/83 RA   
09/04/84  a
Bolivia .............   08/02/83         /  /           /  /          
/  /     
Chile ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/08/79       11/19/86       12/29/86 RA     
/  /     
Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79       05/05/82       06/01/82 RA     
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79       10/27/88       01/30/89 RA     
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
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Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  1  02/12/80 D  b  05/15/80 RA   
08/30/85  b
Venezuela ...........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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   -  Convención Interamericana de Montevideo de 1979 sobre Eficacia 
Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, aprobada por
Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12 de noviembre de 1979.

Articulo 1

 La  presente  Convención  se  aplicará  a  las  sentencias  judiciales  y  laudos
arbitrales dictados en procesos civiles, comerciales o laborales en uno de los
Estados Partes, a menos que al momento de la ratificación alguno de estos
haga expresa reserva  de limitarla  a las sentencias de condena en materia
patrimonial.  Asimismo,  cualquiera  de  ellos  podrá  declarar  al  momento  de
ratificarla que se aplica también a las resoluciones que terminen el proceso, a
las dictadas por autoridades que ejerzan alguna función jurisdiccional y a las
sentencias  penales  en  cuanto  se  refieran  a  la  indemnización  de  perjuicios
derivados del delito.

Las normas de la presente Convención se aplicarán en lo relativo a laudos
arbitrales  en  todo  lo  no  previsto  en  la  Convención  Interamericana  sobre
Arbitraje Comercial Internacional suscrita en Panamá el 30 de enero de 1975.

Artículo 2

 Las sentencias, laudos arbitrales y resoluciones jurisdiccionales extranjeros a
que  se  refiere  el  artículo  1,  tendrán  eficacia  extraterritorial  en  los  Estados
Partes si reúnen las condiciones siguientes:

a. Que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para que
sean considerados auténticos en el Estado de donde proceden;

b. Que la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional y los documentos anexos
que  fueren  necesarios  según  la  presente  Convención,  estén  debidamente
traducidos al idioma oficial del Estado donde deban surtir efecto;

c. Que se presenten debidamente legalizados de acuerdo con la ley del Estado
en donde deban surtir efecto;

d.  Que  el  juez  o  tribunal  sentenciador  tenga  competencia  en  la  esfera
internacional  para  conocer  y  juzgar  del  asunto  de  acuerdo  con  la  ley  del
Estado donde deban surtir efecto;

e. Que el demandado haya sido notificado o emplazado en debida forma legal
de  modo sustancialmente  equivalente  a  la  aceptada  por  la  ley  del  Estado
donde la sentencia, laudo y resolución jurisdiccional deban surtir efecto;

f. Que se haya asegurado la defensa de las partes;

g.  Que tengan el  carácter  de  ejecutoriados o,  en su  caso,  fuerza  de cosa
juzgada en el Estado en que fueron dictados;

h.  Que  no  contraríen  manifiestamente  los  principios  y  las  leyes  de  orden
público del Estado en que se pida el reconocimiento o la ejecución.

Artículo 3
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 Los  documentos  de  comprobación  indispensables  para  solicitar  el
cumplimiento de las sentencias, laudos y resoluciones jurisdiccionales son los
siguientes:

a. Copia autentica de la sentencia o del laudo y resolución jurisdiccional;

b. Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado
cumplimiento a los incisos e) y f) del artículo anterior;

c. Copia auténtica del auto que declare que la sentencia o el laudo tiene el
carácter de ejecutoriado o fuerza de cosa juzgada.

Artículo 4

 Si una sentencia, laudo y resolución jurisdiccional extranjeros no pueden tener
eficacia  en  su  totalidad,  el  juez  o  tribunal  podrá  admitir  su  eficacia  parcial
mediante petición de parte interesada.  

Artículo 5

 El beneficio de pobreza reconocido en el Estado de origen de la sentencia
será mantenido en el de su presentación.  

Artículo 6

Los  procedimientos,  incluso  la  competencia  de  los  respectivos  órganos
judiciales,  para  asegurar  la  eficacia  a  las  sentencias,  laudos  arbitrales  y
resoluciones jurisdiccionales extranjeros serán regulados por la ley del Estado
en que se solicita su cumplimiento.  

Artículo 7

 La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de
la Organización de los Estados Americanos.  

Artículo 8

 La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.

Artículo 9

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretarla General
de la Organización de los Estados Americanos.  

Artículo 10

Cada Estado podrá formular reservas a la presente Convención al momento de
firmarla, ratificarla o al adherirse a ella, siempre que la reserva verse sobre una
o mas disposiciones específicas y que no sea incompatible con el objeto y fin
de la Convención.  

Artículo 11
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 La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

 Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.  

Artículo 12

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

 Tales  declaraciones  podrán  ser  modificadas  mediante  declaraciones
ulteriores, que especificaran expresamente la o las unidades territoriales a las
que se aplicará la presente Convención. Dichas declaraciones ulteriores se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.  

Artículo 13

 La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  La  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.  

Artículo 14

 El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su  registro  y  publicación  a  la
Secretaria de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su
Carta constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que hayan  adherido a la  Convención,  las firmas,  los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiera. También les transmitirá las declaraciones previstas en el artículo 12
de la presente Convención.

 EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  plenipotenciarios  infrascritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

 HECHA EN LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, República Oriental del Uruguay,
el día ocho de mayo de mil novecientos setenta y nueve.   
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  INFORMACION GENERAL DEL TRATADO
======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Argentina ...........   12/01/83       11/07/83       12/01/83 RA     
/  /     
Bolivia .............   08/02/83       05/15/98       
10/08/98        /  /     
Brasil ..............   05/08/79  R 1  08/31/95       11/27/95 RA     
/  /     
Chile ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/08/79       06/24/81       09/10/81 RA     
/  /     
Costa Rica ..........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/08/79       05/05/82       06/01/82 RA     
/  /     
El Salvador .........   08/11/80         /  /           /  /          
/  /     
Guatemala ...........   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Haiti ...............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Honduras ............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   12/02/86       02/11/87 DR a  06/12/87 RA     
/  /     
Panamá ..............   05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay ............   05/08/79       07/05/85       08/16/85 RA     
/  /     
Perú ................   05/08/79       04/09/80       05/15/80 RA     
/  /     
República Dominicana    05/08/79         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/08/79 D  2  02/12/80 D  b  05/15/80 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/08/79       01/30/85       02/28/85 RA     
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION
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   -  Convención Interamericana de La Paz de 1984 sobre Competencia en la
Esfera  Internacional  para  la  Eficacia  Extraterritorial  de  las  Sentencias
Extranjeras, aprobada por Uruguay por Ley 17.533 de 9 de agosto de 2002.

Artículo 1º

Con el fin de obtener la eficacia extraterritorial de las sentencias extranjeras se
considerará satisfecho el requisito de la competencia en la esfera internacional
cuando el órgano jurisdiccional de un Estado Parte que ha dictado sentencia
hubiera tenido competencia de acuerdo con las siguientes disposiciones:

A. En  materia  de  acciones  personales  de  naturaleza  patrimonial  debe
satisfacerse alguno de los siguientes supuestos, o lo previsto en la sección D
de este artículo, si fuere del caso:

1. Que el demandado, al momento de entablarse la demanda haya tenido
su domicilio o residencia habitual en el territorio del Estado Parte donde fue
pronunciada la sentencia si se tratare de personas físicas, o que haya tenido
su establecimiento principal en dicho territorio en el caso de personas jurídicas;

2. En  el  caso  de  acciones  contra  sociedades  civiles  o  mercantiles  de
carácter  privado,  que éstas,  al  momento de entablarse la  demanda,  hayan
tenido su establecimiento principal en el Estado Parte donde fue pronunciada
la sentencia o bien hubieren sido constituidas en dicho Estado Parte;

3. Respecto  de  acciones  contra  sucursales,  agencias  o  filiales  de
sociedades civiles o mercantiles de carácter privado, que las actividades que
originaron las respectivas demandas se hayan realizado en el Estado Parte
donde fue pronunciada la sentencia, o

4. En materia de fueros renunciables que el demandado haya aceptado
por escrito la competencia del órgano jurisdiccional que pronunció la sentencia;
o  si,  a  pesar  de  haber  comparecido  en  el  juicio,  no  haya  cuestionado
oportunamente la competencia de dicho órgano.

B. En el caso de acciones reales sobre bienes muebles corporales debe
satisfacerse uno de los siguientes supuestos:

1. Que, al momento de entablarse la demanda, los bienes hayan estado
situados en el territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia, o

2. Que se diere cualquiera de los supuestos previstos en la sección A de
este artículo.

C. En el caso de acciones reales sobre bienes inmuebles, que éstos se
hayan  encontrado  situados,  al  momento  de  entablarse  la  demanda,  en  el
territorio del Estado Parte donde fue pronunciada la sentencia.
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D. Respecto de acciones derivadas de contratos mercantiles celebrados
en  la  esfera  internacional,  que  las  Partes  hayan  acordado  por  escrito
someterse a la jurisdicción del Estado Parte donde se pronunció la sentencia,
siempre y cuando tal competencia no haya sido establecida en forma abusiva y
haya existido una conexión razonable con el objeto de la controversia.

Artículo 2º

Se considerará también satisfecho el requisito de la competencia en la esfera
internacional  si,  a  criterio  del  órgano jurisdiccional  del  Estado Parte  donde
deba surtir efectos, el órgano jurisdiccional que pronunció la sentencia asumió
competencia  para  evitar  denegación  de  justicia  por  no  existir  órgano
jurisdiccional competente.

Artículo 3º

En el caso de una sentencia pronunciada para decidir una contrademanda, se
considerará satisfecho el requisito de la competencia en la esfera internacional
cuando:

1. Si se considerara la contrademanda como una acción independiente,
se hubiera cumplido con las disposiciones anteriores;

2. La demanda principal ha cumplido con las disposiciones anteriores y la
contrademanda se fundamentó en el acto o hecho en que se basó la demanda
principal.

Artículo 4º

Podrá  negarse  eficacia  extraterritorial  a  la  sentencia  si  ha  sido  dictada
invadiendo la competencia exclusiva del Estado Parte ante el cual se invoca.

Artículo 5º

Para que las sentencias extranjeras puedan tener eficacia extraterritorial  se
requerirá  que,  además  de  tener  el  carácter  de  cosa  juzgada,  puedan  ser
susceptibles de reconocimiento o ejecución  en todo el  territorio  del  Estado
Parte donde fueron pronunciadas.

Artículo 6º

Esta Convención sólo es aplicable en los casos regulados por los artículos
anteriores y no rige en las siguientes materias:

a. Estado civil y capacidad de las personas físicas;
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b. Divorcio,  nulidad  de  matrimonio  y  régimen  de  los  bienes  en  el
matrimonio;

c. Pensiones alimenticias;

d. Sucesión testamentaria o intestada;

e. Quiebras, concursos, concordatos u otros procedimientos análogos;

f. Liquidación de sociedades;

g. Cuestiones laborales;

h. Seguridad social;

i. Arbitraje;

j. Daños y perjuicios de naturaleza extracontractual, y

k. Cuestiones marítimas y aéreas.

Artículo 7º

Los Estados Partes podrán declarar que aplicarán también esta Convención a
las resoluciones que terminen el proceso, a las dictadas por autoridades que
ejerzan alguna función jurisdiccional y a las sentencias penales en cuanto se
refieran a la indemnización de daños o perjuicios derivados de delito.

Artículo 8º

Las normas de la presente Convención no restringen las disposiciones más
amplias de convenciones bilaterales o multilaterales entre los Estados Partes
en materia  de  competencia  en  a  esfera  internacional,  ni  las  prácticas  más
favorables que éstos puedan observar con relación a la eficacia extraterritorial
de las sentencias extranjeras.

Artículo 9º

La presente Convención está abierta a la firma de los Estados Miembros de la
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 10

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los
Estados Americanos.
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Artículo 11

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  cualquier  otro
Estado. Los instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General
de la Organización de los Estados Americanos.

Artículo 12

Los  Estados  signatarios  de  la  Convención  Interamericana  sobre  Eficacia
Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros, firmada en
Montevideo el 8 de mayo de 1979, pueden, además, formular declaraciones en
cualquier momento en el sentido de que la presente Convención será aplicada
para determinar la validez de la competencia en la esfera internacional a que
se refiere el inciso d) del artículo 2 de aquella Convención.

Tales declaraciones, de no ser formuladas en el momento de la firma de esta
Convención o en el instrumento de ratificación o adhesión, serán presentadas
en  documento  dirigido  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los
Estados  Americanos,  la  cual  notificará  de  su  contenido  a  los  Estados
signatarios.

Artículo 13

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que haya sido depositado el segundo instrumento de ratificación.

Para cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después de
haber sido depositado el segundo instrumento de ratificación, la Convención
entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 14

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en las que
rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cuestiones tratadas en la
presente Convención, podrán declarar, en el momento de la firma, ratificación
o adhesión, que la Convención se aplicará a todas sus unidades territoriales o
solamente a una o más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas mediante declaraciones ulteriores,
que especificarán expresamente la o las unidades territoriales a las que se
aplicará  la  presente  Convención.  Dichas  declaraciones  ulteriores  se
transmitirán  a  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados
Americanos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 15
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La  presente  Convención  regirá  indefinidamente,  pero  cualquiera  de  los
Estados Partes podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado
en  la  Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados  Americanos.
Transcurrido un año, contado a partir de la fecha de depósito del instrumento
de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el Estado denunciante,
quedando subsistente para los demás Estados Partes.

Artículo 16

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español,
francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, será depositado en la
Secretaría  General  de  la  Organización  de  los  Estados Americanos,  la  que
enviará  copia  auténtica  de  su  texto  para  su  registro  y  publicación  a  la
Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 102 de su
Carta Constitutiva. La Secretaría General de la Organización de los Estados
Americanos notificará a los Estados Miembros de dicha Organización y a los
Estados que hayan  adherido a la  Convención,  las firmas,  los depósitos de
instrumentos de ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que
hubiere. También les transmitirá las declaraciones previstas en los artículos 7,
12 y 14 de la presente Convención.

EN  FE  DE  LO  CUAL,  los  Plenipotenciarios  infraescritos,  debidamente
autorizados por sus respectivos gobiernos, firman la presente Convención.

HECHA EN LA CIUDAD DE LA PAZ, BOLIVIA, el día veinticuatro de mayo de
mil novecientos ochenta y cuatro.

La República Oriental del Uruguay formula las siguientes declaraciones: 

1.Con respecto al Artículo 7:

La República Oriental  del  Uruguay aplicará esta Convención también a las
resoluciones que terminen el proceso, a las dictadas por autoridades que

ejerzan funciones jurisdiccionales  y a las  sentencias  penales  en cuanto se
refieran a la indemnización de daños o perjuicios derivados de delito. 

2.Con respecto al Artículo 12
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La República Oriental del Uruguay aplicará este instrumento para determinar la
validez de la competencia en la esfera internacional a que se refiere el inciso
d)del artículo 2 de la Convención Interamericana sobre Eficacia Extraterritorial
de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros suscrita en la ciudad de
Montevideo el  8 de mayo de 1979,  sin perjuicio de que pueda disponer  la
aplicación de esta Convención en forma independiente.

        

INFORMACION GENERAL DEL TRATADO                

======================================================================
=========
PAISES SIGNATARIOS         FECHA   REF RA/AC/AD REF  DEPOSITO INST  
INFORMA REF
======================================================================
=========
Bolivia .............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Brasil ..............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Chile ...............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Colombia ............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Ecuador .............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Haiti ...............   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
México ..............   12/02/86       02/11/87 D  a  06/12/87 RA     
/  /     
Nicaragua ...........   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Paraguay.............   06/02/98  
Perú ................   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
República Dominicana    05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
Uruguay .............   05/24/84       10/29/04 b     11/24/04 RA     
/  /     
Venezuela ...........   05/24/84         /  /           /  /          
/  /     
======================================================================
=========
REF = REFERENCIA                                     INST = TIPO DE 
INSTRUMENTO
      D = DECLARACION                                       RA = 
RATIFICACION
      R = RESERVA                                           AC = 
ACEPTACION
INFORMA = INFORMACION REQUERIDA POR EL TRATADO              AD = 
ADHESION 
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     3. Regulaciones de alcance regional: Tratados de Montevideo de Derecho
Internacional y  Protocolos y Acuerdos del Mercosur

        Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

- Tratado de Montevideo de Derecho Procesal  Internacional  de  1889,
aprobado por Uruguay por Ley 2.207 de 3 de octubre de 1892.

-  Tratado de Montevideo de Derecho Procesal Internacional de 1940,
aprobado por Uruguay por Decreto - Ley 10.272 de 12 de noviembre de 1942.

 

Tratado  de  Derecho  Procesal  de
Montevideo de 1989

TITULO I

Principios generales

Artículo  1º.-  Los  juicios  y  sus
incidencias, cualquiera que sea su
naturaleza,  se  tramitarán  con
arreglo a la  ley de procedimientos
de  la  Nación en  cuyo  territorio  se
promuevan.

Artículo  2º.-  Las  pruebas  se
admitirán y apreciarán según la ley
a  que  esté  sujeto  el  acto  jurídico
materia del proceso.

Se exceptúa el género de pruebas
que por su naturaleza no autorice la
ley  del  lugar  en  que  se  sigue  el
juicio.

Tratado  de  Derecho  Procesal  de
Montevideo de 1940

TITULO I

Principios Generales

Artículo  1º.  Los  juicios  y  sus
incidencias, cualquiera que sea su
naturaleza,  se  trasmitirán  con
arreglo  a  la  ley  de  procedimiento
del  Estado  en  donde  se
promuevan.

Artículo  2º.  Las  pruebas   se
admitirán y apreciarán según la ley
a  que  esté  sujeto  el  acto  jurídico
materia del proceso. Se exceptúan
aquellas  pruebas  que  por  su
naturaleza no están autorizadas por
la ley del lugar en donde se sigue el
juicio.
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TITULO II

De las legalizaciones

Artículo  3º.-  Las  sentencias  o
laudos homologados expedidos en
asuntos  civiles  y  comerciales,  las
escrituras  públicas  y  demás
documentos  auténticos  otorgados
por los funcionarios de un Estado, y
los  exhortos  y  cartas  rogatorias,
surtirán  sus  efectos  en  los  otros
Estados  signatarios,  con  arreglo  a
lo  estipulado  en  este  Tratado,
siempre  que  estén  debidamente
legalizados.

Artículo  4º.-  La  legalización  se
considera  hecha  en  debida  forma
cuando se practica con arreglo a las
leyes  del  país  de  donde  el
documento procede, y éste se halla
autenticado  por  el  agente
diplomático o consular que en dicho
país  o  en  la  localidad  tenga
acreditado  el  Gobierno  del  Estado
en  cuyo  territorio  se  pide  la
ejecución.

TITULO III

 

TITULO II

De las Legalizaciones

Artículo  3º.  Las  sentencias  y  los
laudos  homologados,  dictados  en
asuntos  civiles,  comerciales  o
contencioso-administrativos;   las
escrituras  públicas  y  los  demás
documentos  otorgados  por  los
funcionarios  de  un  Estado;  y  los
exhortos  y  cartas  rogatorias,  se
considerarán  auténticos  en  los
otros  Estados  signatarios,  con
arreglo a este Tratado, siempre que
estén debidamente legalizados.

                                                        
Artículo  4º.  La  legalización  se
considerará hecha en debida forma
cuando se practique con arreglo a
las  leyes  del  país  de  donde  el
documento procede, y éste se halle
autenticado  por  el  agente
diplomático o consular que en dicho
país tuviere acreditado el Gobierno
del Estado en cuyo territorio se pide
la ejecución.

TITULO III
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Del  cumplimiento  de  los  exhortos,
sentencias y fallos arbitrales

Artículo 5º.- Las sentencias y fallos
arbitrales  dictados  en  asuntos
civiles y comerciales en uno de los
Estados signatarios tendrán en los
territorios  de  los  demás  la  misma
fuerza que en el país en que se han
pronunciado,  si  reúnen  los
requisitos siguientes:

a) Que la sentencia o fallo haya
sido  expedido  por  tribunal
competente  en  la  esfera
internacional;

b) Que  tenga  el  carácter  de
ejecutoriado o pasado en autoridad
de  cosa  juzgada  en  el  Estado  en
que se ha expedido;

c) Que la parte contra quien se
ha  dictado  haya  sido  legalmente
citada  y  representada  o  declarada
rebelde, conforme a la ley del país
en donde se ha seguido el juicio.

d) Que  no  se  oponga  a  las
leyes de orden público del país de
su ejecución.

Del  cumplimiento  de  los  exhortos,
sentencias y fallos arbitrales

Artículo  5º.  Las  sentencias  y  los
fallos arbitrales dictados en asuntos
civiles y comerciales en uno de los
Estados signatarios, tendrán en los
territorios  de  los  demás  la  misma
fuerza  que  en  el  país  en  donde
fueron pronunciados, si reúnen los
requisitos siguientes:

a) que hayan sido dictados por
tribunal  competente  en  la  esfera
internacional;

b) que  tengan  el  carácter  de
ejecutoriadas  o  pasados  en
autoridad  de  cosa  juzgada  en  el
Estado  en  donde  hayan  sido
pronunciados;

c) que la parte contra la cual se
hubieran  dictado  haya  sido
legalmente citada, y representada o
declarada  rebelde,  conforme  a  la
ley del país en donde se siguió el
juicio;

d) que no se opongan al orden
público  del  país  de  su
cumplimiento.

Quedan  incluidos  en  el  presente
artículo  las  sentencias  civiles
dictadas  en  cualquier  Estado
signatario,  por  un   tribunal
internacional,  que  se  refieran  a
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Artículo  6º.-  Los  documentos
indispensables  para  solicitar  el
cumplimiento  de  las  sentencias  y
fallos  arbitrales, son los siguientes:

a) Copia íntegra de la sentencia
o fallo arbitral;

b) Copia  de  las  piezas
necesarias  para  acreditar  que  las
partes han sido citadas;

c) Copia  auténtica  del  auto en
que se declare que la sentencia o
laudo  tiene  el  carácter  de
ejecutoriado o pasado en autoridad
de cosa juzgada, y de las leyes en
que dicho auto se funda.

Artículo 7º.- El carácter ejecutivo o
de  apremio  de  las  sentencias  o
fallos arbitrales, y el juicio a que su
cumplimiento  dé  lugar,  serán  los
que  determine  la  ley  de
procedimiento del Estado en donde
se pide la ejecución.

personas o a intereses privados.

Artículo  6º.  Los  documentos
indispensables  para  solicitar  el
cumplimiento  de  las  sentencias  o
de  los  fallos  arbitrales,  son  los
siguientes:

a) copia íntegra de la sentencia
o del fallo arbitral.

b) copia  de  las  piezas
necesarias para acreditar que se ha
dado cumplimiento al  inciso c) del
artículo anterior;

c) copia auténtica del auto que
declare que la sentencia o el laudo
tiene el carácter de ejecutoriado o
pasado   en  autoridad  de  cosa
juzgada,  y  de  las  leyes  en  que
dicho auto se funda.

                                                        
Artículo  7º.  La  ejecución  de  las
sentencias y de los fallos arbitrales,
así  como la  de  las  sentencias  de
tribunales  internacionales,
contempladas  en  el  último  inciso
del artículo 5º, deberá pedirse a los
jueces  o  tribunales  competentes,
los  cuales,  con  audiencia  del
Ministerio  Público,  y  previa
comprobación  que  aquéllos  se
ajustan  a  lo  dispuesto  en  dicho
artículo, ordenarán su cumplimiento
por  la  vía  que  corresponda,  de
acuerdo con lo que a ese respecto
disponga  la  ley  de  procedimiento
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Artículo  8º.-  Los  actos  de
jurisdicción voluntaria, como son los
inventarios,  apertura  de
testamentos,  tasaciones  u  otros
semejantes,  practicados  en  un
Estado,  tendrán  en  los  demás
Estados  el  mismo valor  que si  se
hubiesen  realizado  en  su  propio
territorio, con tal de que reúnan los
requisitos  establecidos  en  los
artículos anteriores.

Artículo  9º.-  Los exhortos y cartas
rogatorias  que  tengan  por  objeto
hacer  notificaciones,  recibir
declaraciones o practicar cualquiera
otra  diligencia  de  carácter  judicial,
se  cumplirán  en  los  Estados
signatarios  siempre  que  dichos
exhortos o cartas rogatorias reúnan
las  condiciones  establecidas  en
este Tratado.

local.

En  todo  caso,  mediando  pedido
formulado por el Ministerio Público,
y aún de oficio, podrá oírse, sin otra
forma de defensa, a la parte contra
la cual se pretende hacer efectiva la
sentencia  o el fallo arbitral de que
se trata.

Artículo  8º.  El  juez  a  quien  se
solicite  el  cumplimiento  de  una
sentencia  extranjera,  podrá,  sin
más trámite y a petición de parte y
aún  de  oficio,  tomar  todas  las
medidas necesarias para asegurar
la  efectividad  de  aquel  fallo,
conforme a lo dispuesto por la ley
de Tribunal local, sobre secuestros,
inhibiciones,  embargos  u  otras
medidas preventivas.

                                                        
Artículo 9º. Cuando sólo se trate de
hacer  valer  como  prueba  la
autoridad  de cosa juzgada de una
sentencia o de un fallo, deberá ser
presentado  en  juicio,  con  la
documentación a que se refiere el
artículo  6º,  en  el  momento  que
corresponda  según  la  ley  local;  y
los  jueces  o  tribunales  se
pronunciarán sobre su mérito en la
sentencia  que  dicten,  previa
comprobación,  con  audiencia  del
Ministerio  Público,  de  que  se  ha
dado  cumplimiento  a  lo  dispuesto
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Artículo 10.- Cuando los exhortos y
cartas  rogatorias  se  refieran  a
embargos, tasaciones, inventarios o
diligencias  preventivas,  al   Juez
exhortado  proveerá  lo  que  fuere
necesario  respecto  al
nombramiento  de  peritos,
tasadores,  depositarios  y  en
general  a  todo  aquello  que  sea
conducente  al  mejor  cumplimiento
de la comisión.

en el artículo 5º.

Artículo  10.  Los  actos  procesales
no contenciosos, como inventarios,
apertura  de  testamentos,
tasaciones  u  otros  semejantes,
practicados en un estado.  tendrán
en los demás el mismo valor que si
hubieran  sido  realizados  en  su
propio  territorio,   siempre  que
reúnan  los  requisitos  establecidos
en los artículos anteriores.

Artículo  11.  Los  exhortos  y  las
cartas  rogatorias  que  tengan  por
objeto hacer notificaciones,  recibir
declaraciones o practicar cualquier
diligencia  de  carácter  judicial,  se
cumplirán  en  los  Estados
signatarios,  siempre  que  dichos
exhortos y cartas rogatorias reúnan
los requisitos establecidos en este
Tratado.  Asimismo  deberán  ser
redactados en la lengua del Estado
que  libre  el  exhorto,  y  serán
acompañados  de  una  traducción
hecha  en  la  lengua  del  Estado  al
cual  se  libra  dicho  exhorto,
debidamente  certificada.  Las
comisiones  rogatorias  en  materia
civil  o  criminal,  cursadas  por
intermedio  de  los  agentes
diplomáticos, y a falta de éstos por
conducto de los consulares del país
que libra el exhorto, no necesitarán
legalización de firmas.
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Artículo 11.-  Los exhortos y cartas
rogatorias  se  diligenciarán  con
arreglo  a  las  leyes  del  país  en
donde se pide la ejecución.

Artículo 12. Cuando los exhortos y
cartas  rogatorias  se  refieran  a
embargos, tasaciones, inventarios o
diligencias  preventivas,  el  juez  a
quien se libra el exhorto proveerá lo
necesario  al  nombramiento  de
peritos,  tasadores,  depositarios,  y,
en  general,  a  todo  aquello  que
fuere  conducente  al  mejor
desempeño de la comisión.

                                                        
Artículo  13.  Los  exhortos  y  las
cartas  rogatorias  serán
diligenciadas  con  arreglo  a  las
leyes  del  país  al  cual  se  pide  la
ejecución.  Si  se  tratara  de
embargos,  la  procedencia  de  la
medida se regirá y determinará por
las leyes y los jueces del lugar del
proceso.

La traba del embargo, su forma y la
inembargabilidad  de  los  bienes
denunciados  a  ese  efecto,  se
regirán por las leyes y se ordenarán
por  los jueces del  lugar  en donde
dichos bienes estuvieran situados.

Para  ejecutar  la  sentencia  dictada
en  el  juicio  en  que  se  haya
ordenado  la  traba  del  embargo
sobre  bienes  ubicados  en  otro
territorio,  se  seguirá  el
procedimiento  establecido  en  los
artículos 7º y 8º de este Tratado.
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                                                       A
rtículo  12.-  Los  interesados  en  la
ejecución de los exhortos y cartas
rogatorias  podrán  constituir
apoderados,  siendo  de  su  cuenta
los gastos que estos apoderados y
las diligencias ocasionen.

Artículo 14. Trabado el embargo, la
persona afectada por  esta medida
podrá  deducir,  ante  el  juez   ante
quien se libró el exhorto, la tercería
pertinente,  con  el  único  objeto  de
que  sea  comunicada  al  juez  de
origen.  Noticiado  éste  de  la
interposición  de  la  tercería,
suspenderá  el  trámite  del  juicio
principal  por  un  término no mayor
de  sesenta  días  con  el  objeto  de
que  el  tercerista  haga  valer  sus
derechos.  La  tercería  se
sustanciará  por  el  juez  de  lo
principal, conforme a sus leyes. El
tercerista que comparezca después
de fenecido ese término, tomará la
causa  en  el  estado  en  que  se
encuentre.

Si  la tercería  interpuesta fuese de
dominio o de derechos reales sobre
el bien embargado, se resolverá por
los  jueces  y  de  acuerdo  con  las
leyes  del  país  del  lugar  de  la
situación de dicho bien.

Artículo  15.  Los interesados en la
ejecución de los exhortos y de las
cartas rogatorias,  podrán constituir
apoderado, siendo de su cuenta los
gastos que el ejercicio del poder y
las diligencias ocasionaren.

TITULO IV
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Del concurso civil de acreedores

Artículo  16.  El  concurso  civil  de
acreedores se rige y tramita por las
leyes y ante los jueces del país del
domicilio del deudor.

Artículo  17.  Si  hubiere  bienes
ubicados  en  uno  o  más  Estadas
signatarios,  distintos  de  los  del
domicilio  del  deudor,  podrá
promoverse,  a  pedido  de  los
acreedores  concursos
independientes  en  cada  uno  de
ellos.

Artículo 18. Declarado el concurso,
y sin perjuicio del derecho a que se
refiere  el  artículo  anterior,  el  juez
respectivo  tomará  las  medidas
preventivas pertinentes respecto de
los bienes situados en otros países,
y al  efecto, procederá en la forma
establecida para esos casos en los
artículos anteriores.

Artículo 19. Cumplidas las medidas
preventivas,  los  jueces  a  quienes
se  libran  los  exhortos,  harán
conocer  por  edictos  publicados
durante treinta días, la declaración
del  concurso,  la  designación  de
síndico y de su domicilio, el  plazo
para presentar los títulos creditorios
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y las  medidas preventivas  que  se
hubieren tomado.

Artículo 20. En el caso del artículo
17,  los  acreedores  locales,  dentro
de los sesenta días subsiguientes a
la última publicación prevista en el
artículo  anterior,  podrán  promover
el concurso del deudor respecto de
los  bienes  ubicados  en  ese  país.
Para  este  caso,  como  para  el  de
juicio  único  de  concurso,  que  se
sigan  ante  los  tribunales  y  de
acuerdo con las leyes del país del
domicilio del deudor, los acreedores
locales  tendrán  el  derecho  de
preferencia  sobre  los  bienes
ubicados en el  territorio  en  donde
sus créditos deben ser satisfechos.

Artículo  21.  Cuando  proceda  la
pluralidad  de  concursos,  el
sobrante que resultare a favor  del
deudor  en  un  país  signatario,
quedará afectado a las resultas de
los  otros  juicios  de  concursos,
transfiriéndose por vía judicial, con
preferencia  al  concurso  declarado
en primer término.

Artículo  22.  Los  privilegios  se
determinan  exclusivamente  por  la
ley  del  Estado  en  donde  se  abra
cada  concurso,  con  las  siguientes
limitaciones:
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Disposiciones Generales

Artículo  13.-  No  es  indispensable
para la vigencia de este Tratado su
ratificación simultánea por todas las
Naciones  signatarias.  La  que  lo
apruebe  lo  comunicará  a  los
Gobiernos  de  las  Repúblicas
Argentina  y  Oriental  del  Uruguay,
para  que  lo  hagan  saber   a  las
demás Naciones Contratantes. Este

a) El  privilegio  especial  sobre
los inmuebles y el derecho real de
hipoteca, quedarán sometidos a la
ley del Estado de su situación;

b) El  privilegio  especial  sobre
los  muebles,  queda sometido a  la
ley  del  Estado  en  donde  se
encuentran,  sin  perjuicio  de  los
derechos  del  Fisco  por  impuestos
adeudados.

La misma norma rige en cuanto al
derecho  que  se  funda  en  la
posesión en la tenencia de bienes
muebles,  o  en  una  inscripción
pública,  o  en  otra  forma  de
publicidad.

Artículo  23.  La  autoridad  de  los
síndicos  o  de  los  representantes
legales  del  concurso  será
reconocida  en  todos  los  Estados,
los cuales admitirán en su territorio
el ejercicio de las funciones que a
aquéllos  concede  la  ley  del
concurso del presente Tratado.

Artículo  24.  Las  inhabilidades  que
afecten al deudor, serán decretadas
por  el  juez  de  su  domicilio,  con
arreglo  a  la  ley  del  mismo.  Las
inhabilidades relativas a los bienes
situados  en  otros  países,  podrán
ser  declaradas  por  los  tribunales
locales  conforme  a  sus  propias
leyes.
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procedimiento  hará  las  veces  de
canje.

Artículo  14.-  Hecho el  canje  en la
forma  del  artículo  anterior,  este
Tratado  quedarán  en  vigor  desde
ese acto por tiempo indefinido .

Artículo  15.-  Si  alguna  de  las
Naciones  signatarias  creyese
conveniente desligarse del Tratado
o introducir modificaciones en él, lo
avisará  a  las  demás;  pero  no
quedará  desligada  sino  dos  años
después de la denuncia, término en
que se procurará llegar a un nuevo
acuerdo.

Artículo  16.-  El  artículo  13  es
extensivo  a  las  Naciones  que  no
habiendo  concurrido  a  este
Congreso,  quisieran  adherirse  al
presente Tratado.

En  fe  de  los  cual,  los
Plenipotenciarios  de  las  Naciones
mencionadas, lo firman y sellan en
el  número de siete ejemplares, en
Montevideo,  a  los  once  días  del
mes  de  Enero  del  año  de  mil
ochocientos ochenta y nueve. 

La  rehabilitación del  concursado y
sus  efectos  se  regirán  por  las
mismas normas.

Artículo 25. Las reglas referentes al
concurso  serán  igualmente
aplicables  a  las  liquidaciones
judiciales, concordatos preventivos,
suspensión  de  pago  u  otras
instituciones  análogas  que  sean
admitidas  en  las  leyes  de  los
Estados contratantes.

Disposiciones generales

Artículo  26.  No  es  indispensable
para la vigencia de este Tratado su
ratificación simultánea por todos los
Estados  signatarios.  El  que  lo
apruebe lo comunicará al Gobierno
de  la  República  Oriental  del
Uruguay a fin de que lo haga saber
a los demás Estados contratantes.
Este procedimiento hará las veces
de canje.

Artículo  27.  Hecho  el  canje  en  la
forma  del  artículo  anterior,  este
Tratado entrará en vigor desde ese
acto entre los Estados que hubieren
llenado  dicha  formalidad,  por
tiempo  indefinido,  quedando,  por
tanto,  sin  efecto  el  firmado  en
Montevideo  el  día  once  de  Enero
del año mil  ochocientos ochenta y
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nueve.

Artículo  28.  Si  alguno  de  los
Estados  signatarios  creyera
conveniente desligarse del Tratado
o introducir modificaciones en él, lo
avisará  a  los  demás,  pero  no
quedará  desligado  sino  dos  años
después de la denuncia, término en
le  que  se  procurará  llegar  a  un
nuevo acuerdo

Artículo  29.  El  artículo  26  es
extensivo  a  los  Estados  que,  son
haber concurrido a este Congreso,
quisieran  adherir  al  presente
Tratado.

En  fe  de  lo  cual,  los
Plenipotenciarios  de  los  Estados
mencionados  firman  el  presente
Tratado,  en  Montevideo,  a  los
diecinueve días del mes de Marzo
del año mil novecientos cuarenta 

Tratado de Montevideo Derecho Procesal Internacional de 1889: Suscrito en el
Primer  Congreso  Sudamericano  de  Derecho  Internacional  Privado  en
Montevideo 1888 – 1889. Países Signatarios: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile,
Paraguay, Perú y Uruguay. Países Ratificantes: Argentina, Bolivia, Paraguay,
Perú y Uruguay. Adhesiones: Colombia.

Tratado de Montevideo Derecho Procesal Internacional de 1940: Suscrito en el
Segundo  Congreso  Sudamericano  de  Derecho  Internacional  Privado  en
Montevideo el 19 de marzo de 1940. Países Signatarios: Argentina, Bolivia,
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Colombia,  Paraguay,  Perú  y  Uruguay.  Países  Ratificantes:   Argentina,
Paraguay y Uruguay
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    Protocolos y Acuerdos del Mercosur

  -Protocolo  de  Las  Leñas  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en
Materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y  Administrativa,  Decisión  CMC  05/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.971 de 15 de junio de1998.

CAPÍTULO I

COOPERACIÓN Y ASISTENCIA JURISDICCIONAL

Artículo 1

Los Estados Partes se comprometen a prestarse asistencia mutua y amplia
cooperación jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa.
La asistencia jurisdiccional se extenderá a los procedimientos administrativos
en los que se admitan recursos ante los tribunales.

CAPÍTULO II

AUTORIDADES CENTRALES

Artículo 2

A  los  efectos  del  presente  Protocolo  cada  Estado  Parte  designará  una
Autoridad Central  encargada de recibir  y  tramitar  los pedidos de asistencia
jurisdiccional  en  materia  civil,  comercial,  laboral  y  administrativa.  A  tal  fin,
dichas Autoridades Centrales se comunicarán directamente entre ellas, dando
intervención  a  las  respectivas  autoridades  competentes,  cuando  sea
necesario.

Los  Estados  Partes,  al  depositar  el  instrumento  de  ratificación  al  presente
Protocolo, comunicarán dicha designación al Gobierno depositario, el cual lo
pondrá en conocimiento de los demás Estados Partes.

La Autoridad Central podrá ser cambiada en cualquier momento, debiendo el
Estado Parte comunicarlo en el menor tiempo posible al Gobierno depositario
del  presente Protocolo,  a  fin de que ponga en conocimiento de los demás
Estados Partes el cambio efectuado.

CAPÍTULO III

IGUALDAD DE TRATO PROCESAL
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Artículo 3

Los ciudadanos y los residentes permanentes de uno de los Estados Partes
gozarán,  en  las  mismas  condiciones  que  los  ciudadanos  y  residentes
permanentes de otro Estado Parte, del libre acceso a la jurisdicción en dicho
Estado para la defensa de sus derechos e intereses.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes.

Artículo 4

Ninguna  caución  o  depósito,  cualquiera  sea  su  denominación,  podrá  ser
impuesta en razón de la calidad de ciudadano o residente permanente de otro
Estado Parte.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes.

CAPÍTULO IV

COOPERACIÓN EN ACTIVIDADES DE MERO TRÁMITE Y PROBATORIAS

Artículo 5

Cada Estado Parte deberá enviar a las autoridades jurisdiccionales del otro
Estado, según la vía prevista en el artículo 2, los exhortos en materia civil,
comercial, laboral o administrativa, cuando tengan por objetivo:

a) diligencias  de  mero  trámite,  tales  como  citaciones,  intimaciones,
emplazamientos, notificaciones u otras semejantes;

b) recepción u obtención de pruebas.

Artículo 6

Los exhortos deberán contener:

a) denominación y domicilio del órgano jurisdiccional requirente;

b) individualización  del  expediente  con  especificación  del  objeto  y
naturaleza del juicio y del nombre y domicilio de las partes;

c) copia de la demanda y transcripción de la resolución que ordena la
expedición del exhorto;
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d) nombre y domicilio del apoderado de la parte solicitante en el Estado
requerido, si lo hubiere;

e) indicación del objeto del exhorto, precisando el nombre y domicilio del
destinatario de la medida;

f) información  del  plazo  de  que  dispone  la  persona  afectada  por  la
medida para cumplirla;

g) descripción de las formas o procedimientos especiales con que ha de
cumplirse la cooperación solicitada;

h) cualquier otra información que facilite el cumplimiento del exhorto.

Artículo 7

Si se solicitare la recepción de pruebas, el exhorto deberá además contener:

a) una descripción del asunto que facilite la diligencia probatoria;

b) nombre y domicilio  de testigos u otras personas o instituciones que
deban intervenir;

c) texto de los interrogatorios y documentos necesarios.

Artículo 8

El  cumplimiento  de  los  exhortos  deberá  ser  diligenciado  de  oficio  por  la
autoridad  jurisdiccional  competente  del  Estado  requerido  y  sólo  podrá
denegarse cuando la medida solicitada, por su naturaleza, atente contra los
principios de orden público del Estado requerido.

Dicho  cumplimiento  no  implicará  un  reconocimiento  de  la  jurisdicción
internacional del Juez del cual emana.

Artículo 9

La autoridad jurisdiccional requerida tendrá competencia para conocer de las
cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  del  cumplimiento  de  la  diligencia
solicitada.

Si  la  autoridad  jurisdiccional  requerida  se  declarare  incompetente  para
proceder  a  la  tramitación  del  exhorto,  remitirá  de  oficio  los  documentos  y
antecedentes del caso a la autoridad jurisdiccional competente de su Estado.

Artículo 10
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Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el
idioma de la autoridad requirente y ser acompañados de una traducción al
idioma de la autoridad requerida.

Artículo 11

La autoridad requirente podrá solicitar de la autoridad requerida se le informe
el lugar y la fecha en que la medida solicitada se hará efectiva, a fin de permitir
que  la  autoridad  requirente,  las  partes  interesadas  o  sus  respectivos
representantes puedan comparecer y ejercer las facultades autorizadas por la
legislación de la Parte requerida.

Dicha comunicación deberá efectuarse con la debida antelación por intermedio
de las Autoridades Centrales de los Estados Partes.

Artículo 12

La autoridad jurisdiccional encargada del cumplimiento de un exhorto aplicará
su ley interna en lo que a los procedimientos se refiere.

Sin embargo, podrá accederse, a solicitud de la autoridad requirente, a otorgar
al  exhorto  una  tramitación  especial  o  aceptarse  el  cumplimiento  de  las
formalidades adicionales en la diligencia del exhorto, siempre que ello no sea
incompatible con el orden público del Estado requerido.

El cumplimiento del exhorto deberá llevarse a cabo sin demora.

Artículo 13

Al diligenciar el exhorto, la autoridad requerida aplicará los medios procesales
coercitivos previstos en su legislación interna, en los casos y en la medida en
que deba hacerlo para cumplir  un exhorto de las autoridades de su propio
Estado o un pedido presentado a este efecto por una parte interesada.

Artículo 14

Los  documentos  en  los  que  conste  el  cumplimiento  del  exhorto  serán
comunicados por intermedio de las Autoridades Centrales.

Cuando el exhorto no haya sido cumplido en todo o en parte, este hecho, así
como  las  razones  que  determinaron  el  incumplimiento,  deberán  ser
comunicados  de  inmediato  a  la  autoridad  requirente,  utilizando  el  medio
señalado en el párrafo precedente.

Artículo 15
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El cumplimiento del exhorto no podrá dar lugar al reembolso de ningún tipo de
gastos,  excepto  cuando  se  soliciten  medios  probatorios  que  ocasionen
erogaciones  especiales  o  de  designen  profesionales  para  intervenir  en  el
diligenciamiento. En tales casos, se deberá consignar en el cuerpo del exhorto
los  datos  de  la  persona  que  en  el  Estado  requerido  procederá  a  dar
cumplimiento al pago de los gastos y honorarios devengados.

Artículo 16

Cuando los datos relativos al domicilio del destinatario del acto o de la persona
citada  estén  incompletos  o  sean  inexactos,  la  autoridad  requerida  deberá
agotar los medios para satisfacer el pedido. Al efecto, podrá también solicitar al
Estado requirente los datos complementarios que permitan la identificación y la
localización de la referida persona.

Artículo 17

Los trámites pertinentes para hacer efectivo el  cumplimiento del exhorto no
requerirán necesariamente la intervención de parte interesada, debiendo ser
practicados  de  oficio  por  la  autoridad  jurisdiccional  competente  del  Estado
requerido.

CAPÍTULO V

RECONOCIMIENTO  Y  EJECUCIÓN  DE  SENTENCIAS  Y  DE  LAUDOS
ARBITRALES

Artículo 18

Las disposiciones del presente Capítulo serán aplicables al reconocimiento y
ejecución de las sentencias y de los laudos arbitrales pronunciados en las
jurisdicciones  de  los  Estados  Partes  en  materia  civil,  comercial,  laboral  y
administrativa. Las mismas serán igualmente aplicables a las sentencias en
materia  de  reparación  de  daños  y  restitución  de  bienes  pronunciadas  en
jurisdicción penal.

Artículo 19

La solicitud de reconocimiento y ejecución de sentencias y de laudos arbitrales
por parte de las autoridades jurisdiccionales se tramitará por vía de exhortos y
por intermedio de la Autoridad Central.

Artículo 20
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Las sentencias y los laudos arbitrales a que se refiere el artículo precedente
tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las siguientes
condiciones:

a) que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para
que sean considerados auténticos en el Estado de donde proceden;

b) que  éstos  y  los  documentos  anexos  que  fueren  necesarios,  estén
debidamente traducidos al idioma oficial del Estado en el que se solicita su
reconocimiento y ejecución;

c) que éstos emanen de un órgano jurisdiccional o arbitral  competente,
según las normas del Estado requerido sobre jurisdicción internacional;

d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la decisión haya sido
debidamente  citada  y  se  haya  garantizado  el  ejercicio  de  su  derecho  de
defensa;

e) que  la  decisión  tenga  fuerza  de  cosa  juzgada  y/o  ejecutoria  en  el
Estado en el que fue dictada;

f) que no contraríen manifiestamente los principios de orden público del
Estado en el que se solicitare el reconocimiento y/o ejecución.

Los requisitos de los literales a), c), d), e) y f) deben surgir del testimonio de la
sentencia o del laudo arbitral.

Artículo 21

La Parte que en un juicio invoque una sentencia o un laudo arbitral de alguno
de los Estados Partes, deberá acompañar un testimonio de la sentencia o del
laudo arbitral con los requisitos del artículo precedente.

Artículo 22

Cuando se tratare de una sentencia o de un laudo arbitral entre las mismas
partes, fundada en los mismos hechos y que tuviere el mismo objeto que el de
otro proceso jurisdiccional o arbitral en el Estado requerido, su reconocimiento
y ejecutoriedad dependerán de que la decisión no sea incompatible con otro
pronunciamiento anterior  o  simultáneo recaído en tal  proceso en el  Estado
requerido.

Asimismo, no se reconocerá ni se procederá a la ejecución, cuando se hubiere
iniciado un procedimiento entre las mismas partes,  fundado en los mismos
hechos y sobre el mismo objeto, ante cualquier autoridad jurisdiccional de la
Parte  requerida  con  anterioridad  a  la  presentación  de  la  demanda ante  la
autoridad jurisdiccional  que hubiere pronunciado la resolución de la que se
solicite el reconocimiento.

574



Artículo 23

Si una sentencia o un laudo arbitral no pudiere tener eficacia en su totalidad, la
autoridad jurisdiccional  competente en el  Estado requerido podrá admitir  su
eficacia parcial mediando solicitud de parte interesada.

Artículo 24

Los  procedimientos,  incluso  la  competencia  de  los  respectivos  órganos
jurisdiccionales, a los efectos del reconocimiento y ejecución de las sentencias
o de los laudos arbitrales, se regirán por la ley del Estado requerido.

CAPÍTULO VI

DE LOS INSTRUMENTOS PÚBLICOS Y OTROS DOCUMENTOS

Artículo 25

Los instrumentos públicos emanados de un Estado Partes tendrán en el otro la
misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos.

Artículo 26

Los documentos emanados de autoridades jurisdiccionales u otras autoridades
de  uno  de  los  Estados  Partes,  así  como  las  escrituras  públicas  y  los
documentos que certifiquen la validez, la fecha y la veracidad de la firma o la
conformidad  con  el  original,  que  sean  tramitados  por  intermedio  de  la
Autoridad Central, quedan exceptuados de toda legalización, apostilla u otra
formalidad  análoga,  cuando  deban  ser  presentados  en  el  territorio  de  otro
Estado Parte.

Artículo 27

Cada Estado Parte remitirá, a través de la Autoridad Central, a solicitud de otro
y  para  fines  exclusivamente  públicos,  los  testimonios  o  certificados  de  las
actas de los registros de estado civil, sin cargo alguno.

CAPÍTULO VII

INFORMACIÓN DEL DERECHO EXTRANJERO

Artículo 28

Las  Autoridades  Centrales  de  los  Estados  Partes  se  suministrarán,  en
concepto  de  cooperación  judicial,  y  siempre  que  no  se  opongan  a  las
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disposiciones de su orden público, informes en materia civil, comercial, laboral,
administrativa y de derecho internacional privado, sin gasto alguno.

Artículo 29

La información a que se refiere el artículo anterior podrá también efectuarse
ante la jurisdicción del otro Estado, a través de informes suministrados por las
autoridades diplomáticas o consulares del Estado Parte de cuyo derecho se
trate.

Artículo 30

El  Estado  que  brinde  los  informes  sobre  el  sentido  y  alcance  legal  de  su
derecho, no será responsable por la opinión emitida ni está obligado a aplicar
su derecho según la respuesta proporcionada.

El  Estado que reciba dichos informes no estará obligado a aplicar  o hacer
aplicar el derecho extranjero según el contenido de la respuesta recibida.

CAPÍTULO VIII

CONSULTAS Y SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Artículo 31

Las Autoridades Centrales de los Estados Partes celebrarán consultas en las
oportunidades que convengan mutuamente con el fin de facilitar la aplicación
del presente Protocolo.

Artículo 32

Los Estados Partes en una controversia sobre la interpretación, la aplicación o
el incumplimiento de las disposiciones de este Protocolo, procurarán resolverla
mediante negociaciones diplomáticas directas.

Si,  mediante  tales  negociaciones  no  se  alcanzare  un  acuerdo  o  si  la
controversia fuera solucionada sólo en parte, se aplicarán los procedimientos
previstos en el Protocolo de Brasilia para la solución de controversias cuando
este  entre  en  vigor  y  hasta  tanto  se  adopte  un  Sistema  Permanente  de
Solución de Controversias para el Mercado Común del Sur.

CAPÍTULO IX

DISPOSICIONES FINALES
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Artículo 33

El presente Protocolo, parte integrante del Tratado de Asunción, entrará en
vigor  treinta  (30)  días  después  de  la  fecha  de  depósito  del  segundo
instrumento de ratificación, y se aplicará provisionalmente a partir de la fecha
de su firma.

Artículo 34

La adhesión por parte de un Estado al Tratado de Asunción, implicará ipso iure
la adhesión al presente Protocolo.

Artículo 35

El presente Protocolo no restringirá las disposiciones de las convenciones que
sobre  la  misma  materia  hubieran  sido  suscritas  anteriormente  entre  los
Estados Partes en tanto no lo contradigan.

Artículo 36

El Gobierno de la  República del  Paraguay será el  depositario del  presente
Protocolo y de los instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

Asimismo, el Gobierno de la República del Paraguay notificará a los Gobiernos
de  los  demás  Estados  Partes  la  fecha  de  entrada  en  vigor  del  presente
Protocolo y la fecha de depósito de los instrumentos de ratificación.

Hecho en el  Valle  de Las Leñas,  departamento de Malargüe,  Provincia  de
Mendoza, República Argentina, a los 27 días del mes de junio de 1992, en un
original en los idiomas español y portugués, siendo ambos textos igualmente
auténticos.

Ratificaciones: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay.
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-  Acuerdo  Complementario  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, Decisión
CMC 05/97, aprobado por Uruguay por Ley 17.574 de 21 de febrero de  2002.

ARTICULO 1

Aprobar los formularios que, del número 1 al 11, integran el Anexo al presente
Acuerdo  Complementario  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, aprobado
en Las Leñas, Provincia de Mendoza, República Argentina, el 27 de junio de
1992.

ARTICULO 2

El presente Acuerdo será sometido a los procedimientos constitucionales de
cada Estado Parte y entrará en vigor 30 (treinta) días después del depósito del
segundo instrumento de ratificación. Para los Estados Partes que lo ratifiquen
con posterioridad, entrará en vigor 30 (treinta) días después del depósito del
respectivo instrumento de ratificación.

ARTICULO 3

El  Gobierno  de  la  República  del  Paraguay  será  depositario  del  presente
Acuerdo y de los instrumentos de ratificación y remitirá las copias debidamente
autenticadas a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

Asimismo,  el  Gobierno  de  la  República  del  Paraguay  notificará,  a  los
Gobiernos de los demás Estados Partes, las fechas de la entrada en vigor del
presente Acuerdo y del depósito de los instrumentos de ratificación.

HECHO en la ciudad de Asunción, el diecinueve de junio de mil novecientos
noventa y siete,  en un original  en los idiomas español  y portugués, siendo
ambos textos igualmente auténticos.

Ratificaciones: Argentina, Paraguay, Uruguay

Pendiente: Brasil
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  -  Enmienda  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa entre los Estados Partes del
Mercosur,  Decisión CMC 07/02,  aprobado por Argentina, Brasil  y Paraguay
pero no por Uruguay, no vigente.

VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto y las Decisiones
Nº 5/92 y 5/97 del Consejo del Mercado Común.

CONSIDERANDO:

Que es voluntad de los Estados Partes del MERCOSUR buscar soluciones
jurídicas  que  ayuden  a  fortalecer  los  esquemas  de  integración  que  los
vinculan;

Que la Decisión CMC N° 5/92 aprobó el Protocolo de Cooperación y Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa, alcanzado
por la Reunión de Ministros de Justicia del MERCOSUR.

EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN

DECIDE:

Art.  1  –  Aprobar  la  “Enmienda  al  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil,  Comercial,  Laboral y Administrativa entre los
Estados Partes del MERCOSUR”, que consta como Anexo y forma parte de la
presente Decisión.

Art. 2 - Por la presente Decisión se sustituyen los Artículos 1, 3, 4, 5, 10, 14, 19
y  35  del  “Protocolo  de  Las  Leñas  sobre  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa”, Decisión
CMC N° 5/92.

XXII CMC – Buenos Aires, 5/VII/02

ANEXO

ENMIENDA  AL  PROTOCOLO  DE  COOPERACIÓN  Y  ASISTENCIA
JURISDICCIONAL  EN  MATERIA  CIVIL,  COMERCIAL,  LABORAL  Y
ADMINISTRATIVA ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL MERCOSUR

Los  Gobiernos  de  la  República  Argentina,  de  la  República  Federativa  del
Brasil, de la República del Paraguay y de la República Oriental del Uruguay, en
adelante “Estados Partes”;

TENIENDO  EN  CUENTA  el  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional  en Materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y  Administrativa,  suscrito
entre los Estados Partes del MERCOSUR en el Valle de Las Leñas, República
Argentina, el 27 de junio de 1992;

CONSIDERANDO el Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa entre los Estados Partes del
MERCOSUR y la República de Bolivia y la República de Chile, firmado en la
XVII Reunión de Ministros de Justicia de los Estados Par-tes del MERCOSUR;
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CONSCIENTES de la necesidad de armonizar ambos textos.

ACUERDAN:

ARTÍCULO I

Modificar los artículos 1, 3, 4, 5, 10, 14, 19 y 35 del Protocolo de Cooperación
y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa
entre los Estados Partes del MERCOSUR, conforme a la siguiente redacción:

“ARTÍCULO 1.- Los Estados Partes se comprometen a prestarse asistencia
mutua y am-plia cooperación jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y
administrativa. La asistencia jurisdiccional en materia administrativa se referirá,
según el derecho interno de cada Estado, a los procedimientos contencioso-
administrativos en los que se admitan recursos ante los tribunales”.

“ARTÍCULO  3.-  Los  nacionales,  ciudadanos  y  residentes  permanentes  o
habituales de uno de los Estados Partes gozarán, en las mismas condiciones
que los nacionales, ciudadanos y residentes permanentes o habituales de otro
Estado Parte, del libre acceso a la jurisdicción en dicho Estado para la defensa
de sus derechos e intereses.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes”.

“ARTÍCULO 4.- Ninguna caución o depósito, cualquiera sea su denominación,
podrá ser impuesta en razón de la calidad de nacional, ciudadano o residente
permanente o habitual de otro Estado Parte.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registradas de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes”.

“ARTÍCULO  5.-  Cada  Estado  Parte  deberá  enviar  a  las  autoridades
jurisdiccionales del otro Estado Parte, según las vías previstas en los artículos
2 y 10, los exhortos en materia civil, comercial, laboral o administrativa, cuando
tengan por objeto:

a)  diligencias  de  mero  trámite,  tales  como  citaciones,  intimaciones  o
apercibimientos, emplazamientos, notificaciones u otras semejantes;

b) recepción u obtención de pruebas”.

“ARTÍCULO 10.- Los exhortos podrán ser transmitidos por vía diplomática o
consular, por intermedio de la respectiva Autoridad Central  o por las partes
interesadas, conforme al derecho interno.

Si la transmisión del exhorto fuere efectuada por intermedio de las Autoridades
Centrales o por vía  diplomática o consular,  no se exigirá el  requisito de la
legalización.

Si se transmitiere por intermedio de la parte interesada, deberá ser legalizado
ante los agentes diplomáticos o consulares del Estado requerido, salvo que
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entre los Estados requirente y requerido se hubiere suprimido el requisito de la
legalización o sustituido por otra formalidad.

Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el
idioma de la autoridad requirente y ser acompañados de una traducción al
idioma de la autoridad re-querida”.

“ARTÍCULO  14.-  Los  documentos  en  los  que  conste  el  cumplimiento  del
exhorto serán devueltos por los medios y en la forma prevista en el artículo 10.

Cuando el exhorto no haya sido cumplido en todo o en parte, este hecho, así
como  las  razones  que  determinaron  el  incumplimiento,  deberán  ser
comunicados  de  inmediato  a  la  autoridad  requirente,  utilizando  los  medios
referidos en el párrafo precedente”.

“ARTÍCULO  19.-  El  reconocimiento  y  ejecución  de  sentencias  y  laudos
arbitrales solicita-do por las autoridades jurisdiccionales podrá tramitarse por
vía de exhortos y transmitir-se por intermedio de la Autoridad Central o por
conducto diplomático o consular, con-forme al derecho interno.

No  obstante  lo  señalado  en  el  párrafo  anterior,  la  parte  interesada  podrá
tramitar  directamente el  reconocimiento o ejecución de la  sentencia.  En tal
caso,  la  sentencia deberá estar  debidamente legalizada de acuerdo con la
legislación  del  Estado  en  que  se  pretenda  su  eficacia,  salvo  que  entre  el
Estado  de  origen  del  fallo  y  el  Estado  donde  es  invoca-do,  se  hubiere
suprimido el requisito de la legalización o sustituido por otra formalidad”.

“ARTÍCULO 35.- El presente Acuerdo no restringirá las disposiciones de las
Convenciones  que  sobre  la  misma  materia,  hubieran  sido  suscriptas
anteriormente entre los Estados Partes, en tanto sean más beneficiosas para
la cooperación”.

ARTÍCULO II

Corregir  los  artículos  11  y  22  del  texto  en  portugués  del  Protocolo  de
Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y
Administrativa  entre  los  Estados  Partes  del  MERCOSUR, a  los  efectos  de
armonizar  su  redacción  con  los  respectivos  artículos  11 y  22  del  texto  en
español que poseen la siguiente redacción:

“ARTÍCULO  11.-  La  autoridad  requirente  podrá  solicitar  de  la  autoridad
requerida se le informe el lugar y la fecha en que la medida solicitada se hará
efectiva, a fin de permitir que la autoridad requirente, las partes interesadas o
sus respectivos representantes puedan comparecer  y ejercer las facultades
autorizadas por la legislación de la Parte re-querida.

Dicha comunicación deberá efectuarse con la debida antelación por intermedio
de las Autoridades Centrales de los Estados Partes”.

“ARTÍCULO 22.- Cuando se tratare de una sentencia o de un laudo arbitral
entre las mismas partes,  fundadas en los mismos hechos y que tuviere el
mismo objeto  que  el  de  otro  proceso  jurisdiccional  o  arbitral  en  el  Estado
requerido, su reconocimiento y ejecutoriedad dependerán de que la decisión
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no sea incompatible con otro pronunciamiento anterior o simultáneo recaído en
tal proceso en el Estado requerido.

Asimismo, no se reconocerá ni se procederá a la ejecución, cuando se hubiere
iniciado un procedimiento entre las mismas partes,  fundado en los mismos
hechos y sobre el mismo objeto, ante cualquier autoridad jurisdiccional de la
Parte  requerida  con  anterioridad  a  la  presentación  de  la  demanda ante  la
autoridad jurisdiccional que hubiere pronun-ciado la resolución de la que se
solicite el reconocimiento”.

En el texto original en portugués dice:

“Artigo  11:  A  autoridade  requerida  poderá,  atendendo  a  solicitação  da
autoridade reque-rente, informar o lugar e a data em que a medida solicitada
será  cumprida,  a  fim  de  permitir  que  a  autoridade  requerente,  as  partes
interessadas  ou  seus  respectivos  repre-sentantes  possam  comparecer  e
exercer as faculdades autorizadas pela legislação da Parte requerida.

A referida comunicação deverá efetuar-se,  com a devida antecedência, por
intermédio das Autoridades Centrais dos Estados Partes”.

Debe decir:

“ARTIGO 11: A autoridade requerente poderá solicitar da autoridade requerida
informa-ção  quanto  ao  lugar  e  a  data  em  que  a  medida  solicitada  será
cumprida,  a  fim  de  permi-tir  que  a  autoridade  requerente,  as  partes
interessadas  ou  seus  respectivos  representan-tes,  possam  comparecer  e
exercer as faculdades autorizadas pela legislação da Parte re-querida.

A referida comunicação deverá efetuar-se,  com a devida antecedência, por
intermédio das Autoridades Centrais dos Estados Partes”.

En el texto original en portugués dice:

“Artigo 22: Quando se tratar de uma sentença ou de um laudo arbitral entre as
mesmas  partes,  fundamentado  nos  mesmos  fatos,  e  que  tenha  o  mesmo
objeto  de  outro  proces-so  judicial  ou  arbitral  no  Estado  requerido,  seu
reconhecimento  e  sua  executoriedade  deNORMAS  DEL  MERCOSUR
RELATIVAS A CUESTIONES LABORALES Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL 59

penderão de que a decisão não seja incompatível com outro pronunciamento
anterior ou simultâneo proferido no Estado requerido.

Do mesmo modo não se reconhecerá nem se procederá à execução, quando
se houver iniciado um procedimento entre as mesmas partes, fundamentado
nos  mesmos  fatos  e  sobre  o  mesmo  objeto,  perante  qualquer  autoridade
jurisdicional  da Parte requerida,  anteriormente à apresentação da demanda
perante a autoridade jurisdicional que teria pronunciado a decisão da qual haja
solicitação de reconhecimento”.

Debe decir:

“ARTIGO 22: Quando se tratar de uma sentença ou de um laudo arbitral entre
as mes-mas partes, fundamentado nos mesmos fatos, e que tenha o mesmo

582



objeto de outro processo judirisdicional ou arbitral no Estado requerido, seu
reconhecimento e sua exe-cutoriedade dependerão de que a decisão não seja
incompatível  com  outro  pronuncia-mento  anterior  ou  simultâneo  proferido
nesse processo no Estado requerido.

Do mesmo modo não se reconhecerá nem se procederá à execução, quando
se houver iniciado um procedimento entre as mesmas partes, fundamentado
nos  mesmos  fatos  e  sobre  o  mesmo  objeto,  perante  qualquer  autoridade
jurisdicional do Estado requerido, anteriormente à apresentação da demanda
perante a autoridade jurisdicional que teria pronunciado a decisão da qual haja
solicitação de reconhecimento”.

ARTÍCULO III

La presente Enmienda entrará en vigor treinta (30) días después de la fecha
del depósito del cuarto instrumento de ratificación.

El Gobierno de la República del Paraguay será el depositario de la presente
Enmienda y de los instrumentos de ratificación, y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

Hecho en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina, a los cinco (5) días
del mes de julio de 2002, en un ejemplar original, en los idiomas español y
portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos.

No Vigente para Uruguay.
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  -  Acuerdo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en  Materia  Civil,
Comercial, Laboral y Administrativa entre los Estados Partes del Mercosur y la
República de Bolivia y la República de Chile, Decisión CMC 08/02, vigente
entre Argentina, Brasil, Paraguay y Chile, no aprobado por Uruguay.

VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto y las Decisiones
Nº 5/92, 14/96, 5/97 y 12/97 del Consejo del Mercado Común.

CONSIDERANDO:

El  Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en  materia  Civil,
Comercial,  Laboral  y  Administrativa  aprobado  en  el  Valle  de  Las  Leñas,
República Argentina, por Decisión Nº 5/92 del Consejo del Mercado Común,
vigente en los cuatro Estados Partes del MERCOSUR;

El  Acuerdo  de  Complementación  Económica  Nº  36  firmado  entre  el
MERCOSUR  y  la  República  de  Bolivia;  el  Acuerdo  de  Complementación
Económica Nº 35 suscripto entre el MERCOSUR y la República de Chile;

Que este Acuerdo coadyuvará al trato equitativo de los nacionales, ciudadanos
y residentes permanentes o habituales de los Estados Partes del MERCOSUR
y de la República de Bolivia y de la República de Chile y les facilitará el libre
acceso a la jurisdicción en dichos Estados para la defensa de sus derechos e
intereses.

EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN

DECIDE:

Art.  1  -  Aprobar  la  suscripción  del  “Acuerdo  de  Cooperación  y  Asistencia
Jurisdiccional en Materia Civil,  Comercial,  Laboral y Administrativa entre los
Estados Partes del MERCOSUR y la Re-pública de Bolivia y la República de
Chile”, que consta como Anexo.

Art. 2 – La presente Decisión no necesita ser incorporada a los ordenamientos
jurídicos de los Estados Partes, por reglamentar aspectos de la organización o
del funcionamiento del MERCO-SUR.

XXII CMC – Buenos Aires, 5/VII/02

ANEXO

ACUERDO  DE  COOPERACIÓN  Y  ASISTENCIA  JURISDICCIONAL  EN
MATERIA CIVIL, COMERCIAL, LABORAL Y ADMINISTRATIVA ENTRE LOS
ESTADOS PARTES DEL MER-COSUR Y LA REPÚBLICA DE BOLIVIA Y LA
REPÚBLICA DE CHILE

La República Argentina, la República Federativa del Brasil,  la República del
Paraguay,  la  República  Oriental  del  Uruguay,  Estados  Partes  del  Mercado
Común del  Sur  (MERCOSUR) y la  República de Bolivia  y  la  República de
Chile, todas denominadas en lo sucesivo “Estados Partes” a los efectos del
presente Acuerdo;
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CONSIDERANDO el Protocolo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa aprobado en el Valle de Las
Leñas, República Argentina, por Decisión N° 5/92 del Consejo del Mercado
Común, vigente en los cuatro Estados Partes del MERCOSUR;

TENIENDO EN CUENTA el Acuerdo de Complementación Económica Nº 36
firmado  entre  el  MERCOSUR  y  la  República  de  Bolivia;  el  Acuerdo  de
Complementación  Económica  Nº  35  suscripto  entre  el  MERCOSUR  y  la
República de Chile y las Decisiones del Consejo del Mercado Común (CMC)
Nº  14/96  “Participación  de  terceros  países  asociados  en  Reuniones  del
MERCO-SUR”  y  Nº12/97  “Participación  de  Chile  en  Reuniones  del
MERCOSUR”;

REAFIRMANDO la voluntad de acordar soluciones jurídicas comunes con el
objeto de fortalecer el proceso de integración;

DESEOSOS de promover e intensificar la cooperación jurisdiccional en materia
civil,  comercial,  laboral y administrativa, a fin de contribuir de este modo al
desarrollo de sus relaciones de integración sobre la base de los principios de
respeto  a  la  soberanía  nacional  y  a  la  igualdad  de  derechos  e  intereses
recíprocos;

CONVENCIDOS de que este Acuerdo coadyuvará al  trato equitativo de los
nacionales, ciudadanos y residentes permanentes o habituales de los Estados
Partes del MERCOSUR y de la República de Bolivia y de la República de Chile
y  les  facilitará  el  libre  acceso  a  la  jurisdicción  en  dichos  Estados  para  la
defensa de sus derechos e intereses;

CONSCIENTES de la importancia que reviste para el proceso de integración la
adopción de instrumentos comunes que consoliden la seguridad jurídica;

ACUERDAN:

CAPÍTULO I

Cooperación y Asistencia Jurisdiccional

ARTÍCULO 1

Los Estados Partes se comprometen a prestarse asistencia mutua y amplia
cooperación jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa.
La  asistencia  jurisdiccional  en  materia  administrativa  se  referirá,  según  el
derecho  interno  de  cada  Estado,  a  los  procedimientos  contencioso-
administrativos en los que se admitan recursos ante los tribunales.

CAPÍTULO II

Autoridades Centrales

ARTÍCULO 2

A  los  efectos  del  presente  Acuerdo,  los  Estados  Partes  designarán  una
Autoridad  Central  en-cargada  de  recibir  y  tramitar  pedidos  de  asistencia
jurisdiccional  en  materia  civil,  comercial,  laboral  y  administrativa.  A  tal  fin,
dichas Autoridades Centrales se comunicarán directamente entre ellas, dando
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intervención  a  las  respectivas  autoridades  competentes,  cuando  sea
necesario.

Los Estados Partes, al  depositar el  instrumento de ratificación del  presente
Acuerdo, comunicarán dicha designación al  Gobierno depositario, el  cual  lo
pondrá en conocimiento de los demás Estados.

La Autoridad Central podrá ser cambiada en cualquier momento, debiendo el
Estado  respectivo  comunicarlo  en  el  menor  tiempo  posible  al  Gobierno
depositario del presente Acuerdo, a fin de que ponga en conocimiento de los
demás Estados Partes el cambio efectuado.

CAPÍTULO III

Igualdad de Trato Procesal

ARTÍCULO 3

Los nacionales, ciudadanos y residentes permanentes o habituales de uno de
los Estados Partes gozarán, en las mismas condiciones que los nacionales,
ciudadanos y residentes permanentes o habituales de otro Estado Parte, del
libre acceso a la jurisdicción en dicho Estado para la defensa de sus derechos
e intereses.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registra-das de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes.

ARTÍCULO 4

Ninguna  caución  o  depósito,  cualquiera  sea  su  denominación,  podrá  ser
impuesta  en  razón  de  la  calidad  de  nacional,  ciudadano  o  residente
permanente o habitual de otro Estado Parte.

El  párrafo  precedente  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o registra-das de acuerdo a las leyes de cualquiera de los Estados
Partes.

CAPÍTULO IV

Cooperación en Actividades de Mero Trámite y Probatorias

ARTÍCULO 5

Cada Estado Parte deberá enviar a las autoridades jurisdiccionales del otro
Estado Parte, según las vías previstas en los artículos 2 y 10, los exhortos en
materia civil, comercial, laboral o administrativa, cuando tengan por objeto:

a)  diligencias  de  mero  trámite,  tales  como  citaciones,  intimaciones  o
apercibimientos, emplazamientos, notificaciones u otras semejantes;

b) recepción u obtención de pruebas.

ARTÍCULO 6

Los exhortos deberán contener:
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a) denominación y domicilio del órgano jurisdiccional requirente;

b) individualización del expediente con especificación del objeto y naturaleza
del juicio y del nombre y domicilio de las partes;

c)  copia  de  la  demanda  y  transcripción  de  la  resolución  que  ordena  la
expedición del exhorto;

d)  nombre  y  domicilio  del  apoderado  de  la  parte  solicitante  en  el  Estado
requerido, si lo hubiere;

e)  indicación  del  objeto  del  exhorto  precisando  el  nombre  y  domicilio  del
destinatario de la medida;

f) información del plazo de que dispone la persona afectada por la medida para
cumplirla;

g)  descripción  de  las  formas  o  procedimientos  especiales  con  que  ha  de
cumplirse la cooperación solicitada;

h) cualquier otra información que facilite el cumplimiento del exhorto.

ARTÍCULO 7

Si se solicitare la recepción de pruebas, el exhorto deberá, además, contener:

a) una descripción del asunto que facilite la diligencia probatoria;

b) nombre y domicilio de testigos u otras personas o instituciones que deban
intervenir;

c) texto de los interrogatorios y documentos necesarios

ARTÍCULO 8

El  cumplimiento  de  los  exhortos  deberá  ser  diligenciado  de  oficio  por  la
autoridad  jurisdiccional  competente  del  Estado  requerido  y  sólo  podrá
denegarse cuando la medida solicitada, por su naturaleza, atente contra los
principios de orden público del Estado requerido.

Dicho  cumplimiento  no  implicará  un  reconocimiento  de  la  jurisdicción
internacional del juez del cual emana.

ARTÍCULO 9

La autoridad jurisdiccional requerida tendrá competencia para conocer de las
cuestiones  que  se  susciten  con  motivo  del  cumplimiento  de  la  diligencia
solicitada.

Si  la  autoridad  jurisdiccional  requerida  se  declarare  incompetente  para
proceder  a  la  tramitación  del  exhorto,  remitirá  de  oficio  los  documentos  y
antecedentes del caso a la autoridad jurisdiccional competente de su Estado.

ARTÍCULO 10
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Los  exhortos  podrán  ser  transmitidos  por  vía  diplomática  o  consular,  por
intermedio de la  respectiva  Autoridad Central  o  por  las partes  interesadas,
conforme al derecho interno.

Si la transmisión del exhorto fuere efectuada por intermedio de las Autoridades
Centrales o por vía  diplomática o consular,  no se exigirá el  requisito de la
legalización.

Si se transmitiere por intermedio de la parte interesada, deberá ser legalizado
ante los agentes diplomáticos o consulares del Estado requerido, salvo que
entre los Estados requirente y re-querido se hubiere suprimido el requisito de
la legalización o sustituido por otra formalidad.

Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el
idioma de la autoridad requirente y ser acompañados de una traducción al
idioma de la autoridad requerida.

ARTÍCULO 11

La autoridad requirente podrá solicitar de la autoridad requerida se le informe
el lugar y la fecha en que la medida solicitada se hará efectiva, a fin de permitir
que  la  autoridad  requirente, las  partes  interesadas  o  sus  respectivos
representantes, puedan comparecer y ejercer las facultades autorizadas por la
legislación de la Parte requerida.

Dicha comunicación deberá efectuarse con la debida antelación por intermedio
de las Autoridades Centrales de los Estados Partes.

ARTÍCULO 12

La autoridad jurisdiccional encargada del cumplimiento de un exhorto aplicará
su ley interna en lo que a los procedimientos se refiere.

Sin embargo, podrá accederse, a solicitud de la autoridad requirente, a otorgar
al  exhorto  una  tramitación  especial  o  aceptarse  el  cumplimiento  de
formalidades adicionales en la diligencia del exhorto, siempre que ello no sea
incompatible con el orden público del Estado requerido.

El cumplimiento del exhorto deberá llevarse a cabo sin demora.

ARTÍCULO 13

Al diligenciar el exhorto, la autoridad requerida aplicará las medidas coercitivas
previstas en su legislación interna, en los casos y en la medida en que deba
hacerlo para cumplir un exhorto de las autoridades de su propio Estado o un
pedido presentado a este efecto por una parte interesada.

ARTÍCULO 14

Los  documentos  en  los  que  conste  el  cumplimiento  del  exhorto  serán
devueltos por los medios y en la forma prevista en el artículo 10.

Cuando el exhorto no haya sido cumplido en todo o en parte, este hecho, así
como  las  razones  que  determinaron  el  incumplimiento,  deberán  ser
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comunicados  de  inmediato  a  la  autoridad  requirente,  utilizando  los  medios
referidos en el párrafo precedente.

ARTÍCULO 15

El cumplimiento del exhorto no podrá dar lugar al reembolso de ningún tipo de
gasto,  excepto  cuando  se  soliciten  medios  probatorios  que  ocasionen
erogaciones  especiales  o  se  designen  profesionales  para  intervenir  en  el
diligenciamiento.

En tales casos, se deberá consignar en el cuerpo del exhorto los datos de la
persona que en el Estado requerido procederá a dar cumplimiento al pago de
los gastos y honorarios devenga-dos.

ARTÍCULO 16

Cuando los datos relativos al domicilio del destinatario del acto o de la persona
citada  estén  incompletos  o  sean  inexactos,  la  autoridad  requerida  deberá
agotar todos los medios para satisfacer el pedido. Al efecto, podrá también
solicitar  al  Estado  requirente  los  datos  complementarios  que  permitan  la
identificación y la localización de la referida persona.

ARTÍCULO 17

Los trámites pertinentes para hacer efectivo el  cumplimiento del exhorto no
requerirán necesariamente la intervención de parte interesada, debiendo ser
practicados  de  oficio  por  la  autoridad  jurisdiccional  competente  del  Estado
requerido.

CAPÍTULO V

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias y Laudos Arbitrales

ARTÍCULO 18

Las disposiciones del presente Capítulo serán aplicables al reconocimiento y
ejecución de las sentencias y de los laudos arbitrales pronunciados en las
jurisdicciones  de  los  Estados  Partes  en  materia  civil,  comercial,  laboral  y
administrativa. Las mismas serán igualmente aplicables a las sentencias en
materia  de  reparación  de  daños  y  restitución  de  bienes  pronunciadas  en
jurisdicción penal.

ARTÍCULO 19

El reconocimiento y ejecución de sentencias y laudos arbitrales solicitado por
las  autoridades  jurisdiccionales  podrá  tramitarse  por  vía  de  exhortos  y
transmitirse por intermedio de la Autoridad Central o por conducto diplomático
o consular, conforme al derecho interno.

No  obstante  lo  señalado  en  el  párrafo  anterior,  la  parte  interesada  podrá
tramitar  directamente el  reconocimiento o ejecución de la  sentencia.  En tal
caso, la sentencia deberá estar debida-mente legalizada de acuerdo con la
legislación  del  Estado  en  que  se  pretenda  su  eficacia,  salvo  que  entre  el
Estado de origen del fallo y el Estado donde es invocado, se hubiere suprimido
el requisito de la legalización o sustituido por otra formalidad.
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ARTÍCULO 20

Las sentencias y los laudos arbitrales a que se refiere el artículo precedente,
tendrán eficacia extraterritorial en los Estados Partes si reúnen las siguientes
condiciones:

a) que vengan revestidos de las formalidades externas necesarias para que
sean considerados auténticos en el Estado de donde proceden;

b)  que  éstos  y  los  documentos  anexos  que  fueren  necesarios,  estén
debidamente traducidos al idioma oficial del Estado en el que se solicita su
reconocimiento y ejecución;

c) que éstos emanen de un órgano jurisdiccional o arbitral competente, según
las normas del Estado requerido sobre jurisdicción internacional;

d)  que  la  parte  contra  la  que  se  pretende  ejecutar  la  decisión  haya  sido
debidamente  citada  y  se  haya  garantizado  el  ejercicio  de  su  derecho  de
defensa;

e) que la decisión tenga fuerza de cosa juzgada y/o ejecutoria en el Estado en
el que fue dictada;

f) que no contraríen manifiestamente los principios de orden público del Estado
en el que se solicitare el reconocimiento y/o la ejecución.

Los requisitos de los literales a), c), d), e) y f) deben surgir del testimonio de la
sentencia o del laudo arbitral.

ARTÍCULO 21

La parte que en un juicio invoque una sentencia o un laudo arbitral de alguno
de los Estados Partes, deberá acompañar un testimonio de la sentencia o del
laudo arbitral con los requisitos del artículo precedente.

ARTÍCULO 22

Cuando se tratare de una sentencia o de un laudo arbitral entre las mismas
partes, fundado en los mismos hechos y que tuviere el mismo objeto que el de
otro proceso jurisdiccional o arbitral en el Estado requerido, su reconocimiento
y ejecutoriedad dependerán de que la decisión no sea incompatible con otro
pronunciamiento anterior  o  simultáneo recaído en tal  proceso en el  Estado
requerido.

Asimismo, no se reconocerá ni se procederá a la ejecución, cuando se hubiere
iniciado un procedimiento entre las mismas partes,  fundado en los mismos
hechos y sobre el  mismo objeto,  ante cualquier  autoridad jurisdiccional  del
Estado requerido con anterioridad a la presentación de la demanda ante la
autoridad jurisdiccional  que hubiere pronunciado la resolución de la que se
solicite el reconocimiento.

ARTÍCULO 23
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Si una sentencia o un laudo arbitral no pudiere tener eficacia en su totalidad, la
autoridad jurisdiccional  competente en el  Estado requerido podrá admitir  su
eficacia parcial mediando solicitud de parte interesada.

ARTÍCULO 24

Los  procedimientos,  incluso  la  competencia  de  los  respectivos  órganos
jurisdiccionales, a los efectos de reconocimiento y ejecución de las sentencias
o de los laudos arbitrales, se regirán por la ley del Estado requerido.

CAPÍTULO VI

De los Instrumentos Públicos y Otros Documentos

ARTÍCULO 25

Los instrumentos públicos emanados de un Estado Parte tendrán en los otros
la misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos.

ARTÍCULO 26

Los documentos emanados de autoridades jurisdiccionales u otras autoridades
de  uno  de  los  Estados  Partes,  así  como  las  escrituras  públicas  y  los
documentos que certifiquen la validez, la fecha y la veracidad de la firma o la
conformidad  con  el  original,  que  sean  transmitidos  por  intermedio  de  la
Autoridad Central, quedan exceptuados de toda legalización, apostilla u otra
formalidad  análoga  cuando  deban  ser  presentados  en  el  territorio  de  otro
Estado Parte.

ARTÍCULO 27

Cada Estado Parte remitirá, a través de la Autoridad Central, a solicitud de otro
Estado y para fines exclusivamente públicos, los testimonios o certificados de
las actas de los registros de estado civil, sin cargo alguno.

CAPÍTULO VII

Información del Derecho Extranjero

ARTÍCULO 28

Las  Autoridades  Centrales  de  los  Estados  Partes  se  suministrarán,  en
concepto  de  cooperación  judicial,  y  siempre  que  no  se  opongan  a  las
disposiciones de su orden público, informes en materia civil, comercial, laboral,
administrativa y de derecho internacional privado, sin gasto alguno.

ARTÍCULO 29

La información a que se refiere el artículo anterior podrá también obtenerse a
través  de  informes  suministrados  por  las  autoridades  diplomáticas  o
consulares del Estado Parte de cuyo derecho se trate.

ARTÍCULO 30
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El Estado Parte que brinde los informes sobre el sentido y alcance legal de su
derecho,  no  será  responsable  por  la  opinión  emitida  ni  estará  obligado  a
aplicar su derecho según la respuesta proporcionada.

El  Estado Parte que reciba dichos informes no estará obligado a aplicar  o
hacer  aplicar  el  derecho  extranjero  según  el  contenido  de  la  respuesta
recibida.

CAPÍTULO VIII

Consultas y Solución de Controversias

ARTÍCULO 31

Las Autoridades Centrales de los Estados Partes celebrarán consultas en las
oportunidades que convengan mutuamente con el fin de facilitar la aplicación
del presente Acuerdo.

ARTÍCULO 32

Los  Estados  Partes  en  caso  de  controversia  sobre  la  interpretación,  la
aplicación  o  el  incumplimiento  de  las  disposiciones  de  este  Acuerdo,
procurarán resolverla mediante negociaciones diplomáticas directas.

CAPÍTULO IX

Disposiciones Finales

ARTÍCULO 33

El presente Acuerdo no restringirá las disposiciones de las Convenciones que
sobre  la  misma  materia,  hubieran  sido  suscriptas  anteriormente  entre  los
Estados Partes, en tanto sean más beneficiosas para la cooperación.

ARTÍCULO 34

El presente Acuerdo entrará en vigor treinta (30) días después de que hayan
sido depositados los instrumentos de ratificación por dos Estados Partes del
MERCOSUR y la República de Bolivia o la República de Chile.

Para  los  demás  signatarios,  entrará  en  vigor  el  trigésimo  día  posterior  al
depósito de su respectivo instrumento de ratificación.

ARTICULO 35

El Gobierno de la  República del  Paraguay será el  depositario del  presente
Acuerdo y de los instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

El Gobierno de la República del Paraguay notificará a los Gobiernos de los
demás Estados Partes la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo y la
fecha de depósito de los instrumentos de ratificación.

Hecho en la ciudad de Buenos Aires, República Argentina, a los cinco (5) días
del mes de julio de 2002, en un ejemplar original, en los idiomas español y
portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos.
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No Vigente para Uruguay.
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  -  Protocolo de Ouro Preto de Medidas Cautelares,  Decisión CMC 27/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.930 de 20 de abril de 1988.

Objeto de Protocolo

Artículo 1

El presente Protocolo tiene por objeto reglamentar, entre los Estados Partes
del Tratado de Asunción, el cumplimiento de medidas cautelares destinadas a
impedir  la  irreparabilidad  de  un  daño  en  relación  a  personal,  bienes  u
obligaciones de dar, hacer o no hacer.

Artículo 2

Las  medidas  cautelares  podrán  ser  solicitadas  en  procesos  ordinarios,
ejecutivos, especiales o extraordinarios, de naturaleza civil, comercial, laboral y
en procesos penales en cuanto a la reparación civil.

Artículo 3

Se  admitirán  las  medidas cautelares  preparatorias,  las  incidentales  de una
acción principal y las que garanticen la ejecución de una sentencia

Ambito de Aplicación

Artículo 4

Las  autoridades  jurisdiccionales  de  los  Estados  Partes  del  Tratado  de
Asunción darán cumplimiento  a  las  medidas  cautelares  decretadas  por  los
Jueces o Tribunales de los otros Estados Partes, competentes en la esfera
internacional, adoptando las providencias necesarias de acuerdo con la ley del
lugar  donde estén situados los bienes o residan las personas objeto  de la
medida.

Ley Aplicable
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Artículo 5

La admisibilidad de la medida cautelar será regulada por las leyes y resulta por
los Jueces o Tribunales del Estado requirente.

Artículo 6

La ejecución de la medida cautelar y su contracautela o garantía respectiva
serán resueltas por los Jueces o Tribunales del Estado requerido, según sus
leyes.

Artículo 7

Serán también reguladas por las leyes y resueltas por los Jueces o Tribunales
del Estado requerido:

a) las modificaciones que en el curso del proceso se justificaren para su
correcto  cumplimiento  o,  cuando  correspondiere,  para  su  reducción  o
sustitución;

b) las sanciones por peticiones maliciosas o abusivas; y

c) las cuestiones relativas al dominio y demás derechos reales.

Artículo 8

El Juez o Tribunal del Estado requerido podrá rehusar el cumplimiento de la
medida o, en su caso, disponer su levantamiento, cuando sea verificada su
absoluta improcedencia, de conformidad con los términos de este Protocolo.

Oposición

Artículo 9
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El presunto deudor de la obligación, así como los terceros interesados que se
consideraren perjudicados,  podrán oponerse a la  medida ante  la  autoridad
judicial requerida.

Sin perjuicio del mantenimiento de la medida cautela, dicha autoridad restituirá
el procedimiento al juez o tribunal de origen para que decida sobre la oposición
según sus leyes, con excepción de los dispuesto en el Artículo 7, literal c).

Autonomía de la Cooperación Cautelar

Artículo 10

El  cumplimiento  de  una  medida  cautelar  por  la  autoridad  jurisdiccional
requerida  no implicará el  compromiso de reconocimiento o ejecución  de la
sentencia definitiva extranjera pronunciada en el proceso principal.

Cooperación Cautelar en la Ejecución de Sentencia

Artículo 11

El  Juez  o  Tribunal  a  quien  se  solicitare  el  cumplimiento  de una  sentencia
extranjera podrá disponer las medidas cautelares que garanticen la ejecución,
de conformidad con sus leyes.

Medidas Cautelares en Materia de Menores

Artículo 12

Cuando una medida cautelar se refiera a la custodia de menores, el Juez o
Tribunal  del  Estado  requerido  podrá  limitar  el  alcance  de  la  medida
exclusivamente a su territorio, a la espera de una decisión definitiva del Juez o
Tribunal del proceso principal.
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Interposición de la Demanda en el Proceso Principal

Artículo 13

La interposición de la demanda en el proceso principal fuera del plazo previsto
en la  legislación  del  Estado requirente.,  producirán  al  plan  ineficacia  de  la
medida cautelar preparatoria concedida.

Obligación de Informar

Artículo 14

El Juez o Tribunal del Estado requirente comunicará al del Estado requerido:

a) al transmitir la rogatoria, el plazo -contado a partir del cumplimiento de
la medida cautelar- en el cual la demanda en el proceso principal deberá ser
presentada o interpuesta;

b) a  la  mayor  brevedad  posible,  la  fecha  de  presentación  o  la  no
presentación de la demanda en el proceso principal.

Artículo 15

El  Juez o Tribunal  del  Estado requerido comunicará inmediatamente al  del
Estado requirente, la fecha en que se dio cumplimiento a la medida cautelar
solicitada o las razones por las cuales no fue cumplida.

Cooperación Interna

Artículo 16

Si la autoridad jurisdiccional requerida se declara incompetente para proceder
a la tramitación de la carta rogatoria, transmitirá de oficio los documentos y
antecedentes del caso a la autoridad jurisdiccional competente de su Estado.
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Orden Público

Artículo 17

La autoridad jurisdiccional del Estado requerido podrá rehusar el cumplimiento
de una carta  rogatoria  referente  a  medidas cautelares,  cuando éstas  sean
manifiestamente contrarias a su orden público.

Medio Empleado para la Formulación del Pedido

Artículo 18

La solicitud  de medidas  cautelares  será  formulada a  través  de  exhortos  o
cartas rogatorias, términos equivalentes a los efectos del presente Protocolo.

Transmisión y Diligenciamiento

Artículo 19

La  carta  rogatoria  referente  al  cumplimiento  de  una  medida  cautelar  se
transmitirá  por  vía  diplomática  o  consular,  por  intermedio  de  la  respectiva
Autoridad Central o por las partes interesadas.

Cuando la transmisión sea efectuada por la vía diplomática o consular o por
intermedio  de  las  Autoridades  Centrales,  no  se  exigirá  el  requisito  de  la
legalización.

Cuando la carta rogatoria se transmita por intermedio de la parte interesada
deberá ser legalizada ante los agentes diplomáticos o consulares del Estado
requerido  salvo  que,  entre  los  Estados  requirente  y  requerido,  se  hubiere
suprimido el requisito de la legalización o sustituido por otra formalidad.
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Los Jueces o Tribunales de las zonas fronterizas de los Estados Partes podrán
transmitirse en forma directa los exhortos o cartas rogatorias previstos en este
Protocolo, sin necesidad de legalización.

No se aplicará al  cumplimiento de las medidas cautelares el  procedimiento
homologatorio de las sentencias extranjeras.

Autoridad Central

Artículo 20

Cada Estado Parte designará una Autoridad Central  encargada de recibir y
transmitir las solicitudes de cooperación cautelar.

Documentos e Información

Artículo 21

Las cartas rogatorias contendrán:

a) la identificación y el domicilio del juez o tribunal que impartió la orden;

b) copia autenticada de la petición de la medida cautelar y de la demanda
principal, si la hubiere;

c) documentos que fundamenten la petición;

d) auto fundado que ordene la medida cautelar;

e) información acerca de las normas que establezcan algún procedimiento
especial que la autoridad jurisdiccional requiera o solicite que se observe; y
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f) indicación de la persona que en el Estado requerido deba atender a los
gastos y  costas  judiciales  debidas,  salvo  las excepciones contenidas en el
Artículo 25.

Será facultativo de la autoridad jurisdiccional del Estado requerido dar trámite
al exhorto o carta rogatoria que carezca de indicación acerca de la persona
que deba atender los gastos y costas se causaren.

Las cartas  rogatorias  y  los  documentos que las  acompañan deberán estar
revestido  de  las  formalidades  externas  necesarias  para  ser  considerados
auténticos en el Estado de donde proceden.

Las  medidas  cautelares  serán  cumplidas,  salvo  que  faltaren  requisitos,
documentos  o  información  considerados  fundamentales  y  que  hagan
inadmisible su procedencia. En este supuesto, el Juez o Tribunal requerido se
comunicará con celeridad con el requirente para que, en forma urgente, se
subsane dicho defecto.

Artículo 22

Cuando las circunstancias del caso lo justifiquen de acuerdo a la apreciación
del Juez o Tribunal requirente, la rogatoria informará acerca de la existencia y
domicilio de las defensorías de oficio competentes.

Traducción

Artículo 23

Las  cartas  rogatorias  y  los  documentos  que  las  acompañan  deberán
redactarse en el idioma del Estado requirente y serán acompañadas de una
traducción en el idioma del Estado requerido.

Costas y Gastos

Artículo 24
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Las  costas  judiciales  y  demás  gastos  serán  responsabilidad  de  la  parte
solicitante de la medida cautelar.

Artículo 25

Quedan  exceptuados  de  las  obligaciones  establecidas  en  el  artículo
precedente  las  medida  cautelares  solicitadas  en  materia  de  alimentos
provisionales, localización y restitución de menores y las que solicitaren las
personas que han obtenido en el Estado requirente el beneficio de litigar sin
gastos.

Disposiciones Finales

Artículo 26

Este  Protocolo  no restringirá  la  aplicación de disposiciones más favorables
para  la  cooperación  contenidas  en  otras  Convenciones  sobre  Medidas
Cautelares  en  vigor  con  carácter  bilateral  o  multilateral  entre  los  Estados
Partes.

Artículo 27

Las  controversias  que  surjan  entre  los  Estados  Partes  con  motivo  de  la
aplicación, interpretación o incumplimiento de las disposiciones contenidas en
el  presente Protocolo,  serán resueltas mediante negociaciones diplomáticas
directas.

Si  mediante  tales  negociaciones  no  se  alcanzare  un  acuerdo  o  si  la
controversia fuera solucionada sólo en parte, se aplicarán los procedimientos
previstos en el Sistema de Solución de Controversias vigente entre los Estados
Partes del Tratado de Asunción.

Artículo 28
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Los  Estados  Partes  al  depositar  el  instrumento  de  ratificación  al  presente
Protocolo  comunicarán  la  designación  de  la  Autoridad  Central  al  Gobierno
depositario, el cual lo pondrá en conocimiento de los demás Estados.

Artículo 29

El presente Protocolo, parte integrante del Tratado de Asunción, será sometido
a los procedimientos constitucionales de aprobación de cada Estado Parte y
entrará  en  vigor  treinta  (30)  días  después  del  depósito  del  segundo
instrumento de ratificación con relación a los dos primeros Estados Partes que
lo ratifiquen.

Para  los  demás  signatarios  entrará  en  vigor  el  trigésimo  día  posterior  al
depósito del respectivo instrumento de ratificación.

Artículo 30

La adhesión por parte de un Estado al Tratado de Asunción implicará de pleno
derecho la adhesión al presente Protocolo.

Artículo 31

El Gobierno de la  República del  Paraguay será el  depositario del  presente
Protocolo y de los instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

Asimismo, el Gobierno de la República del Paraguay notificará a los Gobiernos
de  los  demás  Estados  Partes  la  fecha  de  entrada  en  vigor  del  presente
Protocolo y la fecha de depósito de los instrumentos de ratificación.

Hecho en Ouro Preto, en de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, en
un  original,  en  los  idiomas  portugués  y  español,  siendo  ambos  textos
igualmente auténticos.

Ratificaciones: Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay
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    IV.I.I.II. Regulaciones  bilaterales.

   - Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
Ampliatorio del Tratado de Derecho Procesal de 1889, firmado en Montevideo
el 7.9.1903, aprobado por Uruguay por Ley 3.163 de 31.5.1907, canjeadas la
ratificaciones en Buenos Aires el 4 de octubre de  1907.

ARTICULO 1. - Las comisiones rogatorias en materia civil o criminal dirigidas
por los tribunales de la República Argentina a los de la República Oriental del
Uruguay, o por los de la República Oriental del Uruguay a los de la República
Argentina, no necesitarán de la legalización de las firmas para hacer fe cuando
sean cursadas por intermedio de los agentes diplomáticos, y a falta de éstos
por los consulares.

ARTICULO 2. - Si las comisiones rogatorias fueren libradas a petición de parte
interesada, se indicará en las mismas la persona que ante las autoridades del
país a que se dirijan se encargará de su diligenciamiento y abonará los gastos
que éste ocasionare.

ARTICULO 3. - Cuando las comisiones rogatorias fueran dirigidas de oficio, los
gastos que ocasione su diligenciamiento serán a cargo del gobierno del país
que las reciba.

ARTICULO 4. - La presente convención tendrá una duración indefinida, pero
podrá  ser  revocada  por  cualquiera  de  las  altas  partes  contratantes,
denunciándola con un año de anticipación.

ARTICULO 5. - El canje de las ratificaciones de esta convención se realizará
en la ciudad de Buenos Aires a la mayor brevedad posible.

En fe de lo cual los plenipotenciarios la firman y sellan en doble ejemplar en la
ciudad de Montevideo, a los siete días del  mes de septiembre del  año mil
novecientos tres.
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   - Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.110 de l7 de marzo de 1981, en vigor desde el 12.5.1981

Artículo 1.- Los domiciliados en un Estado Parte gozarán, ante los Tribunales
del otro, del mismo trato de que gozan quienes en él se domicilian.

Artículo 2.- Los exhortos que se dirijan entre sí los órganos jurisdiccionales de
ambos  países  en  materia  civil,  comercial,  laboral,  penal  o  contencioso
administrativa, serán remitidos por conducto de sus respectivos Ministerios de
Justicia, no necesitarán legalización de firmas y se tramitarán con arreglo a las
Leyes del país requerido, cuando tengan por objeto:

a) Actos procesales no contenciosos, tales como apertura de testamentos,
inventarios, tasaciones u otros semejantes;

b) Diligencias  de  mero  trámite,  como  citaciones,  emplazamientos,
intimaciones, notificaciones u otras semejantes;

c) Medidas de prueba.

Artículo 3.- Los exhortos deberán contener:

a) Denominación  y  dirección  del  órgano  jurisdiccional  requirente,  con
determinación del nombre del Titular y Secretario o Actuario intervinientes;

b) Individualización  del  expediente  con  especificación  del  objeto  y
naturaleza del juicio y del nombre y dirección de las partes;

c) Transcripción de la resolución que ordena el libramiento del exhorto;

d) Nombre y dirección de la parte solicitante y de su apoderado en el país
requerido, si los hubiera;

e) Indicación  explícita  del  objeto  del  exhorto,  precisando  el  nombre  y
dirección del destinatario de la medida, si lo hubiera;
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f) Información precisa del  término de que dispone el destinatario de la
medida para cumplirla y las consecuencias jurídicas de su inercia;

g) Todas  las  demás  precisiones  objetivas  que  se  estimen  útiles  para
facilitar la tarea del órgano jurisdiccional requerido;

h) La firma y sello del Tribunal. Todas las fojas deberán estar firmadas por
el Secretario o Actuario interviniente.

Artículo 4.- Si se ruega la recepción u obtención de pruebas, el exhorto deberá
también contener:

a) Un resumen del juicio que facilite las diligencias probatorias;

b) Nombre y dirección de los testigos,  peritos, personas o instituciones
que deban intervenir;

  c) Texto  de  los  interrogatorios  y  documentos  necesarios  para  su
recepción;

d) Nombre y dirección de la persona que, cuando correspondiera, se hará
responsable en el país requerido de los gastos procesales que pudiera causar
el  diligenciamiento de la  prueba solicitada,  o bien un giro  por  el  valor  que
estimativamente los pueda cubrir.

Artículo  5.-  A  solicitud  del  órgano  jurisdiccional  requirente  se  observarán
formalidades adicionales o trámites especiales previstos por su ordenamiento
procesal, si ello no afecta manifiestamente el orden público internacional del
Estado exhortado.

Artículo 6.- El Ministerio de Justicia que reciba del otro un exhorto para su
diligenciamiento,  lo  transmitirá  de  inmediato  a  esos  efectos  al  órgano
jurisdiccional que determine su ordenamiento legal interno y le hará saber al
Ministerio de Justicia remitente la denominación y dirección del tribunal en que
quedó radicado.

Artículo  7.-  El  órgano jurisdiccional  requerido  ordenará  el  cumplimiento  del
exhorto si ello no afecta manifiestamente su orden público internacional.
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El cumplimiento del exhorto no implicará el reconocimiento de la competencia
internacional del tribunal requirente.

Artículo  8.-  Las  diligencias  y  trámites  necesarios  para  hacer  efectivo  el
cumplimiento del exhorto, no requerirán petición expresa ni la intervención de
parte interesada, debiendo ser practicados de oficio por el órgano jurisdiccional
requerido, lo que no obsta a que las partes intervengan por sí o por intermedio
de apoderado.

Artículo 9.- Cuando para el cumplimiento del exhorto el órgano jurisdiccional
requerido estimara necesario contar con nuevos elementos o antecedentes,
pondrá  esa  circunstancia  en  conocimiento  del  exhortante,  siempre  por
conducto de los respectivos Ministerios de Justicia.

Artículo  10.-  La  tramitación  de  los  exhortos  contemplados  en  el  presente
convenio será recíprocamente gratuita.

Si el interesado en la ejecución del exhorto ha designado un apoderado en el
foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el ejercicio del poder
que otorgó no estarán a cargo de los Estados Partes.

Artículo  11.-  En  materia  penal  los  gastos  inherentes  al  diligenciamiento  y
producción de la prueba serán soportados por el Estado requerido.

En las demás materias regirá el mismo principio excepto cuando se solicitaren
medios probatorios que ocasionaren gastos especiales

Artículo  12.-  En  materia  probatoria  es  potestad  del  órgano  jurisdiccional
requerido dar o no curso al exhorto que no haya satisfecho a su criterio las
indicaciones  del  inciso  d)  del  artículo  4,  debiendo  en  caso  negativo  hacer
conocer al interesado cómo debe completar su garantía.

Si el costo de las actuaciones realizadas excediese el valor asegurado por los
medios determinados en el citado inciso, ello no será causa para el retraso o
incumplimiento del exhorto, debiendo en tal caso el Ministerio de Justicia del
país requerido, al devolverlo diligenciado, solicitar que el interesado complete
el pago.
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Artículo  13.-  Los  Ministerios  de  Justicia  pondrán  en  conocimiento  de  sus
órganos  jurisdiccionales  requirentes  todas  las  comunicaciones  que  reciban,
referentes  a  los  exhortos  pasados  por  su  conducto,  los  que  una  vez
diligenciados serán devueltos por la misma vía.

Artículo  14.-  Los  respectivos  Ministerios  de  Justicia  se  mantendrán
mutuamente  informados  sobre  la  existencia  en  sus  países  de  organismos
oficiales y privados que brinden asistencia jurídica gratuita.

Artículo 15.- El presente convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por
el canje de los respectivos instrumentos de ratificación, que se efectuará en la
Ciudad  de  Montevideo.  Cualesquiera  de  las  partes  podrá  denunciarlo  y
cesarán sus efectos a los seis (6) meses contados a partir de la recepción de
la denuncia.
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  -  Acuerdo entre la República Oriental del Uruguay y la República de los
Estados Unidos del Brasil para la Ejecución de Cartas Rogatorias, firmado en
Río  de  Janeiro  el  14  de  abril  de  1879,  aprobado  por  ambos  gobiernos.
Uruguay por Ley de 21 de mayo de 1879  dispuso se observaran como leyes
las disposiciones de carácter  legislativo  dictadas desde el  10 de marzo de
1876 hasta el 14 de febrero de 1879.

Mención.

  - Protocolo entre la República Oriental  del Uruguay y la República de los
Estados  Unidos  del  Brasil  sobre  Cartas  Rogatorias  celebrado  en  Rio  de
Janeiro  el  12.12.1906,  canjeadas  las  ratificaciones  en  Montevideo  el
28.10.1911.

Mención.
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  - Convenio de Cooperación Judicial Internacional en Materia Civil, Comercial,
Laboral y Administrativa entre la República Oriental del Uruguay y la República
Federativa del Brasil, aprobado por Uruguay por Ley 16. 728 de 5.12.1995, en
vigor desde el 9.2.1996.

Capítulo I

Cooperación y Asistencia Judicial

Artículo 1

Las  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  prestarse  asistencia  mutua  y
amplia cooperación judicial en materia civil, comercial, laboral y administrativa.
La asistencia judicial se extenderá a los procedimientos administrativos en los
que se admita recursos ante los tribunales.

 

Capítulo II

Autoridades Centrales

Artículo 2

A los fines del presente Convenio la Autoridad Central de la República Oriental
del Uruguay será el Ministerio de Educación y Cultura, y la Autoridad Central
de  la  República  Federativa  del  Brasil  será  el  Ministerio  de  Relaciones
Exteriores. A tal efecto las Autoridades Centrales se comunicarán directamente
entre ellas,  dando intervención a las autoridades competentes,  cuando sea
necesario.

 

Capítulo III
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Exhortos

Artículo 3

Cada Parte Contratante deberá enviar a las autoridades judiciales de la otra
Parte  Contratante,  según  la  vía  prevista  en  el  Artículo  2,  los  exhortos  en
materia civil, comercial, laboral o administrativa, cuando tengan por objeto:

a) diligencias  de  mero  trámite,  tales  como  citaciones,  intimaciones,
notificaciones u otras semejantes;

b) medidas de prueba.

Artículo 4

Los exhortos deberán contener:

a) denominación y dirección del órgano judicial requirente;

b) individualización  del  expediente  con  especificación  del  objeto  y
naturaleza del juicio y del nombre y dirección de las partes;

c) transcripción de la resolución que ordena la expedición del exhorto;

d) nombre y dirección del apoderado de la parte solicitante en el Estado
requerido, si lo hubiere;

e) indicación del objeto del exhorto, precisando el nombre y dirección del
destinatario de la medida;

f) información  del  término  de  que  dispone  la  persona  afectada  por  la
medida para cumplirla;

g) descripción de las formas o procedimientos especiales con que ha de
cumplirse la solicitud;

h) cualquier  otra  información  que  pueda  facilitar  el  cumplimiento  del
exhorto.

Artículo 5

Si se solicita la recepción de pruebas, el exhorto deberá además contener:
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a) una descripción del asunto que facilite la diligencia probatoria;

b) nombre y dirección de testigos u otras personas o instituciones que
deban intervenir;

c) texto de los interrogatorios y documentos necesarios.

Artículo 6

La ejecución del exhorto solo podrá denegarse cuando no se encuentre dentro
de las facultades de la autoridad judicial del Estado requerido o cuando por su
naturaleza atente contra los principios esenciales de orden público.

Dicha ejecución no implica un reconocimiento de la jurisdicción no implica un
reconocimiento  de  la  jurisdicción  internacional  del  juez  del  cual  emana  el
exhorto.

Artículo 7

Los exhortos y los documentos que los acompañen deberán redactarse en el
idioma de la Parte requerida o ser acompañados de una traducción a dicho
idioma.

Artículo 8

La autoridad requerida deberá informar el lugar y la fecha en que la medida
solicitada se hará efectiva, a fin de permitir que las autoridades requirentes, las
partes  interesadas  y  sus  respectivos  representantes  puedan  comparecer  y
ejercer  las  facultades  previstas  en  la  legislación  de  la  Parte  Contratante
requerida.

Dicha  comunicación  deberá  efectuarse  con  la  debida  anticipación  por
intermedio de las Autoridades Centrales de las Partes Contratantes.

Artículo 9
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El cumplimiento de los exhortos se efectuará de acuerdo a la Ley interna de la
Parte Contratante requerida.

Sin  embargo  podrá  accederse  a  la  solicitud  de  la  autoridad  requirente  de
aplicar un procedimiento especial, siempre que éste no sea incompatible con el
orden público del Estado requerido.

La ejecución del exhorto deberá llevarse a cabo sin demora.

Artículo 10

Al ejecutar el exhorto la autoridad requerida aplicará las medidas coercitivas
previstas en su legislación interna en los casos y con el alcance en que deba
hacerlo para ejecutar un exhorto de las autoridades de su propio Estado.

Artículo 11

Los documentos en los que conste la ejecución del exhorto serán comunicados
por intermedio de las Autoridades Centrales.

Cuando el exhorto no haya sido ejecutado en todo o en parte, este hecho, así
como  las  razones  que  lo  determinaron,  deberán  ser  comunicados  a  la
Autoridad requirente, utilizando el medio señalado en el párrafo precedente.

Artículo 12

La ejecución del exhorto no podrá dar lugar al reembolso de ningún tipo de
gastos.

Sin embargo,  la  Parte  Contratante  requerida tendrá derecho a exigir  de la
Parte  Contratante  requirente  el  pago  de  los  honorarios  de  los  peritos  o
intérpretes,  como  así  también  el  pago  de  los  gastos  resultantes  de  la
aplicación  de  una  formalidad  especial  solicitada  por  la  Parte  Contratante
requirente.
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Artículo 13

Cuando los datos relativos al domicilio del destinatario de la solicitud o de la
persona citada a declarar sean incompletos o inexactos, la autoridad judicial
requerida deberá, sin embargo, agotar los medios para satisfacer el pedido. Al
efecto,  podrá solicitar  a  la  Parte  requirente los datos  complementarios que
permitan la identificación y la búsqueda de la referida persona.

Artículo 14

Los trámites necesarios para hacer efectivo el  cumplimiento del  exhorto no
requerirán la  intervención de parte  interesada,  debiendo ser practicados de
oficio por la autoridad judicial competente del Estado requerido.

 

Capítulo IV

Reconocimiento y Ejecución de Sentencias Judiciales y Laudos Arbitrales

Artículo 15

Las disposiciones del presente Capítulo serán aplicables al reconocimiento y
ejecución  en  el  Estado  requerido  de  las  sentencias  judiciales  y  laudos
arbitrales pronunciados en el  Estado requirente, en materia civil,  comercial,
laboral  y  administrativa.  Las  mismas  serán  igualmente  aplicables  a  las
sentencias  en  materia  de  reparación  de  daños  y  restitución  de  bienes
pronunciadas en jurisdicción penal.

Artículo 16

Las sentencias judiciales y laudos arbitrales a que se refiere el Artículo anterior
tendrán  eficacia  extraterritorial  en  las  Partes  Contratantes  si  reúnen  las
siguientes condiciones:
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a) que den cumplimiento a las formalidades externas necesarias para ser
considerados auténticas en el Estado de donde proceden;

b) que  la  sentencia  o  laudo  y  los  documentos  anexos  que  fueren
necesarios estén debidamente traducidos al idioma oficial del Estado en el que
se solicita su reconocimiento y ejecución;

c) que  la  sentencia  o  laudo  emanen  de  un  órgano  judicial  o  arbitral
competente  según  las  normas  del  Estado  requerido  sobre  jurisdicción
internacional;

d) que la parte contra la que se pretende ejecutar la decisión haya sido
debidamente  citada  y  se  haya  garantizado  el  ejercicio  de  su  derecho  de
defensa;

e) que  la  decisión  tenga  fuerza  de  cosa  juzgada  y/o  ejecutoria  en  el
Estado en el que fue dictada;

f) que no contraríen manifiestamente los principios esenciales de orden
público del Estado en el que se solicitan el reconocimiento y/o la ejecución.

Los requisitos de los incisos a), c), d) y e) deben surgir del testimonio de la
sentencia judicial o laudo arbitral.

Artículo 17

La parte que en un juicio invoque una sentencia judicial o un laudo arbitral
deberá acompañar un testimonio del mismo con los requisitos de los incisos a)
a e) del Artículo precedente.

Artículo 18

No se reconocerá ni se procederá a la ejecución de sentencia o laudo si se
alegare y probare por la parte interesada que existe sentencia o laudo firme,
pronunciado anteriormente en el  Estado requerido, en un proceso entre las
mismas partes, referente a los mismos hechos y con idéntico objeto.

Si una sentencia o laudo no puede tener eficacia en su totalidad, la autoridad
judicial  competente en el  Estado requerido podrá admitir  su eficacia parcial
mediando solicitud de parte interesada.
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Artículo 19

Los  procedimientos,  incluso  la  competencia  de  los  respectivos  órganos
judiciales,  a  los  efectos  del  reconocimiento  y  ejecución  de  la  sentencia  o
laudos arbitrales, se regirán por la ley del Estado requerido.

 

Capítulo V

Fuerza Probatoria de los Instrumentos Públicos

Artículo 20

Los instrumentos públicos emanados de un Estado Parte tendrán en el otro la
misma fuerza probatoria que sus propios instrumentos públicos.

 

Capítulo VI

Igualdad de Trato Procesal

Artículo 21

Las personas físicas que tengan ciudadanía o residencia permanente en un
Estado Parte gozarán en el otro de las mismas condiciones de que gozan los
ciudadanos o residentes permanentes de dicho Estado Parte para acceder
ante los órganos judiciales en defensa de sus derechos e intereses.
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El  parágrafo  anterior  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o inscriptas de conformidad con las leyes de cualquiera de los dos
Estados.

Artículo 22

Ninguna caución o depósito, cualquiera que sea su denominación, podrá ser
impuesto en razón de la condición de ciudadano o residente permanente del
otro Estado.

El  parágrafo  anterior  se  aplicará  a  las  personas  jurídicas  constituidas,
autorizadas o inscriptas de conformidad con las leyes de cualquiera de los dos
Estados.

 

Capítulo VII

Disposiciones Generales

Artículo 23

Los documentos enviados por las autoridades judiciales de cualquiera de los
Estados  Parte  que  sean  tramitados  por  las  Autoridades  Centrales  quedan
exceptuados del requisito de la legalización.

Artículo 24

Las  Autoridades  Centrales  de  los  Estados  Parte  Contratantes  podrán
solicitarse recíprocamente pedidos de informes en materia de derecho civil,
comercial, laboral o administrativo, sin que éstos irroguen costo alguno.

Las Autoridades Centrales de las Partes Contratantes celebrarán consultas en
la oportunidad que convengan mutuamente, con el fin de facilitar la aplicación
del presente Convenio.
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Artículo 25

El beneficio de pobreza reconocido en el Estado requirente será admitido en el
Estado requerido.

Artículo 26

Cada Parte Contratante remitirá, a través de la Autoridad Central, a solicitud de
la otra y para fines exclusivamente públicos, certificados de las actas de los
Registros de Estado Civil, sin costo.

Capítulo VIII

Disposiciones Finales

Artículo 27

El  presente  Convenio  entrará  en  vigor  en  la  fecha  de  la  última  de  las
notificaciones  por  la  que  las  Partes  Contratantes  se  comuniquen  por  vía
diplomática  haber  dado  cumplimiento  a  todos  los  requisitos  legales
respectivos.

Artículo 28

El presente Convenio podrá ser denunciado mediante comunicación escrita,
por vía diplomática y surtirá efecto seis (6) meses después de la fecha de
recepción de la notificación por parte de la otra Parte Contratante.

Hecho  en  Montevideo  a  los  veintiocho  días  del  mes  de  diciembre  de  mil
novecientos noventa y dos, en dos ejemplares originales, en idiomas español y
portugués, siendo ambos textos igualmente auténticos.
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- Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de  Chile
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.251 de 26.3.1982, en vigor desde el 14.4.1982.

Artículo 1º

Los domiciliados en un Estado Parte gozarán, ante los Tribunales del otro, del
mismo trato de que gozan quienes en él se domicilian.

Artículo 2º

Los exhortos que se dirijan entre sí  los órganos jurisdiccionales de ambos
países en materia civil, comercial, laboral, penal o contencioso administrativa,
serán remitidos por conducto de sus respectivos Ministerios de Justicia,  no
necesitarán legalización de firmas y se tramitarán con arreglo a las leyes del
país requerido, cuando tengan por objeto:

a) Actos procesales no contenciosos, tales como apertura de testamentos,
inventarios, tasaciones u otros semejantes;

b) Diligencias  de  mero  trámite,  como  citaciones,  emplazamientos,
intimidaciones, notificaciones y otras semejantes;

c) Medidas de prueba.

Artículo 3º

Los exhortos deberán contener:

a) Denominaciones y dirección del  órgano jurisdiccional  requirente,  con
determinación del nombre del Titular y Secretario o Actuario intervinientes;

b) Individualización  del  expediente  con  especificación  del  objeto  y
naturaleza del juicio y del nombre y dirección de las partes;
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c) Transcripción de la resolución que ordena el libramiento del exhorto;

d) Nombre y dirección de la parte solicitante y de su apoderado en el país
requerido, si los hubiera;

e) Indicación  explícita  del  objeto  del  exhorto,  precisando  el  nombre  y
dirección del destinatario de la medida, si lo hubiera;

f) Información precisa del  término de que dispone el destinatario de la
medida para cumplirla y las consecuencias jurídicas de su inercia;

g) Todas  las  demás  precisiones  objetivas  que  se  estimen  útiles  para
facilitar la tarea del órgano jurisdiccional requerido;

h) La firma y sello del Tribunal. Todas las fojas deberán estar firmadas por
el Secretario o Actuario interviniente.

 

 

Artículo 4º

Si se ruega la recepción y obtención de pruebas, el exhorto deberá también
contener:

a) Un resumen del juicio que facilite las diligencias probatorias;

b) Nombre y dirección de los testigos,  peritos, personas o instituciones
que deban intervenir;

c) Texto  de  los  interrogatorios  y  documentos  necesarios  para  su
recepción;
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d) Nombre y dirección de la persona que, cuando correspondiera, se hará
responsable en el país requerido de los gastos procesales que pudiera causar
el  diligenciamiento de la  prueba solicitada,  o bien un giro  por  el  valor  que
estimativamente los pueda cubrir.

Artículo 5º

A  solicitud  del  órgano  jurisdiccional  requirente  se  observarán  formalidades
adicionales o trámites especiales previstos por su ordenamiento procesal.

Artículo 6º

El  Ministerio  de  Justicia  que reciba  un exhorto  para  su  diligenciamiento  lo
trasmitirá de inmediato a esos efectos al órgano jurisdiccional que determine
su ordenamiento legal interno y le hará saber al Ministerio de Justicia remitente
la denominación y dirección del tribunal en que quedó radicado.

Artículo 7º

El órgano jurisdiccional requerido ordenará el cumplimiento del exhorto si ello
no afecta manifiestamente su orden público.

El cumplimiento del exhorto no implicará el reconocimiento de la competencia
internacional del tribunal requirente.

Artículo 8º

Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimiento del
exhorto, no requerirán petición expresa ni la intervención de parte interesada,
debiendo ser practicados de oficio por el órgano jurisdiccional requerido, lo que
no obsta a que las partes intervengan por sí o por intermedio de apoderado.

Artículo 9º

Cuando para el  cumplimiento del  exhorto  el  órgano jurisdiccional  requerido
estimara necesario contar con nuevos elementos o antecedentes, pondrá esa
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circunstancia en  conocimiento  del  exhortante,  siempre por  conducto  de los
respectivos Ministerios de Justicia.

Artículo 10

La tramitación de los exhortos contemplados en el  presente convenio será
recíprocamente gratuita.

Si el interesado en la ejecución del exhorto ha designado un apoderado en el
foro requerido, los gastos y honorarios que ocasionare el ejercicio del poder
que otorgó no estarán a cargo de los Estados Partes.

Artículo 11

En  materia  penal,  laboral  y  de  menores,  los  gastos  inherentes  al
diligenciamiento  y  producción  de  la  prueba  serán  aportados  por  el  Estado
requerido.

En las demás materias regirá el mismo principio, excepto cuando se solicitaren
medios probatorios que ocasionaren gastos especiales.

Artículo 12

En materia probatoria es potestad del órgano jurisdiccional requerido dar o no
curso al exhorto que no haya satisfecho a su criterio las indicaciones del inciso
d) del artículo 4º, debiendo en caso negativo hacer conocer al interesado cómo
debe  completar  su  garantía.  Si  el  costo  de  las  actuaciones  realizadas
excediese el valor asegurado por los medios determinados en el citado inciso,
ello no será causa para el retraso o incumplimiento del exhorto, debiendo en
tal caso el Ministerio de Justicia del país requerido, al devolverlo diligenciado,
solicitar que el interesado complete el pago.

Artículo 13

Los  Ministerios  de  Justicia  pondrán  en  conocimiento  de  sus  órganos
jurisdiccionales  requirentes  de  todas  las  comunicaciones  que  reciban,
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referentes a los exhortos pasado por su conducto, lo que una vez diligenciados
serán devueltos por la misma vía.

Artículo 14

Los respectivos Ministerios de Justicia se mantendrán mutuamente informados
sobre  la  existencia  en  sus  países  de  organismos  oficiales  y  privados  que
brinden asistencia jurídica gratuita.

Artículo 15

El presente convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por el canje de
los respectivos instrumentos de ratificación, que se efectuará en

Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo y cesarán sus efectos a los seis (6)
meses contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho en la ciudad de Montevideo a los quince días del mes de octubre de mil
novecientos  ochenta  y  uno,  en  dos ejemplares  originales  del  mismo tenor,
igualmente válidos.
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- Notas entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España relativas
a la Supresión de la Legalización en las Comisiones Rogatorias, aprobadas
por Uruguay por Ley 2.706 de 10.6.1901.

Mención.
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  - Convenio de Cooperación Jurídica entre la República Oriental del Uruguay y
el Reino de España, aprobado por Uruguay por Ley 16.864 de 10.9.1997, en
vigor desde el 30.4.1998.

TITULO I

Ambito del Convenio

Artículo 1º

El presente Convenio se aplica a las actuaciones procesales, a las decisiones
judiciales y laudos arbitrales, con excepción de las siguientes materias:

a) Estado y capacidad de las personas y derecho de familia, en cuanto se
traten de sentencias constitutivas o declarativas de tales estados o derechos,
sin  comprender  las  decisiones  sobre  obligaciones  pecuniarias  que  sean
consecuencia de aquella  declaración,  de conformidad con lo  previsto  en el
artículo 5º ordinal 4º del presente Convenio.

b) Obligaciones alimenticias respecto a menores.

c) Quiebras, concursos y procedimientos análogos.

d) En materia de seguridad social.

e) Daños de origen nuclear.

Artículo 2º

1. El presente Convenio se aplica a los laudos arbitrales y a cualquier decisión
dictada por los Tribunales de los Estados Partes, ya se trate de sentencias,
transacciones  judiciales  que  pongan  fin  al  proceso,  autos,  despachos,
mandamientos  o  cualquier  otra  resolución  similar.  Se  consideran  incluidos
dentro de este Convenio  las medidas cautelares firmes decretadas por  los
Tribunales  de  uno  de  los  Estados  Partes  que  deban  cumplirse  en  el  otro
Estado Parte.
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2. También se aplicará el Convenio a las decisiones pronunciadas en actos de
jurisdicción voluntaria.

3.  Igualmente,  será  de  aplicación  a  las  resoluciones  de  los  Tribunales
administrativos y contencioso-administrativos a los efectos del Título V.

4. Asimismo, se consideran comprendidas dentro del Convenio las sentencias
penales en cuanto se refieran a la indemnización de perjuicios derivados del
delito.

TITULO II

Reconocimiento y ejecución

Sección 1a.

Requisitos del Reconocimiento

Artículo 3º

1. Las decisiones judiciales enumeradas en el artículo 2º, serán reconocidas
sin necesidad de procedimiento alguno, salvo que debieran producir efectos de
cosa juzgada o ser ejecutadas.

2.  En  caso  de  disconformidad,  cualquier  parte  interesada  que  invoque  el
reconocimiento  a  título  principal,  podrá  obtener  el  reconocimiento  según el
procedimiento  previsto  para  la  ejecución.  Si  el  reconocimiento  se  invoca  a
título incidental ante un tribunal, éste será competente.

3. Habrá lugar a un reconocimiento parcial, siempre que fuere posible en vista
del contenido de la decisión.

Artículo 4º
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Para que la decisión dictada en un Estado, pueda ser reconocida en el otro,
serán requisitos indispensables:

a) que haya sido pronunciada por Tribunal competente, en los términos de
este Convenio.

b) que sea firme y ejecutoria.

c) que la iniciación del  proceso haya sido notificada en legal  forma de
acuerdo con la ley del Estado de origen de la sentencia.

Artículo 5º

Para  los  efectos  del  presente  Convenio  se  considerarán  Tribunales
competentes:

1. En materia de obligaciones:

a) Aquellos  a  quienes  se  hubieran  sometido  las  partes,  siempre  que
pertenezcan  al  Estado  Parte  de  domicilio  de  una  de  éstas,  el  acuerdo
sumisorio conste por escrito en cuanto a los litigios que surjan con motivo de
una relación jurídica concretamente determinada y tal competencia no haya
sido establecida de manera abusiva.

b) Subsidiariamente, los del Estado Parte donde tuviese el demandado su
domicilio  o  residencia  habitual  al  iniciarse  el  litigio  o  en  caso  de  persona
jurídica, los del lugar donde tuviese su sede o establecimiento principal.

Si  al  iniciarse el  proceso el  demandado tuviese establecimiento,  sucursal  o
agencia con organización propia, podrá ser demandado en este lugar, cuando
el litigio se refiera a la actividad desenvuelta en dicho establecimiento, sucursal
o agencia.

2. En materia de obligaciones extracontractuales, los del Estado Parte donde
se  hubieren  producido  los  hechos  generadores  de  la  obligación,  o  los  del
Estado Parte donde se produjeren los efectos dañosos a opción del actor.
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3. Para las acciones relativas a bienes, los del lugar en que se encuentran.

4. Para las obligaciones pecuniarias en materia de derecho de familia los del
Estado Parte del domicilio o residencia habitual del demandado.

Artículo 6º

La competencia del  Tribunal del Estado de origen, será reconocida para la
petición reconvencional si, en cuanto a ésta, concurriese alguno de los motivos
de competencia expresados en el artículo anterior o si tal petición derivara del
mismo hecho en que se fundó la principal.

Artículo 7º

La competencia del Tribunal del Estado de origen puede no ser reconocida en
los siguientes casos:

a) si  la ley del Estado requerido reserva a los Tribunales del mismo la
competencia exclusiva para conocer de la acción, por razón de la materia.

b) si el Estado requerido se considera obligado a reconocer un acuerdo en
el cual la competencia exclusiva haya sido sometida a arbitraje.

Artículo 8º

El  reconocimiento  y  la  consiguiente  ejecución,  en  su  caso,  pueden  ser
denegados en cualquiera de los casos siguientes:

a) si la obligación en cuya virtud se hubiere procedido fuese ilícita en el
Estado requerido.

b) si la decisión fuese manifiestamente incompatible con el orden público
del Estado requerido.
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c) si estuviese pendiente ante un Tribunal de dicho Estado un litigio entre
las mismas partes,  con el  mismo objeto y  fundado en los mismos hechos,
salvo que la acción se hubiere ejercitado primero en el Estado de origen.

d) si en el Estado requerido o en un tercer Estado, hubiera sido ya dictada
decisión sobre el mismo litigio y la misma fuere susceptible de reconocimiento
en el Estado requerido.

Sección 2a.

Proceso de reconocimiento y ejecución

Artículo 9º

Son tribunales competentes para el reconocimiento y ejecución:

a) En España, los Juzgados de Primera Instancia.

b) En Uruguay, los Juzgados Letrados competentes en primera instancia,
que correspondieren por razón de materia, jurisdicción y turno.

Artículo 10

El  proceso  de  reconocimiento  y  ejecución  se  regirá  por  la  ley  del  Estado
requerido, sin perjuicio de lo dispuesto en el presente Convenio y en especial
en los artículos siguientes.

Artículo 11

1. En ningún caso se procederá al reexamen del mérito o fondo de la causa,
sin perjuicio del control formal para comprobar la concurrencia de los requisitos
establecidos en el artículo 4º.

2. Al apreciar la competencia del Tribunal que dictó la decisión, se tendrán
como probados los hechos que le sirvieron para fundarla.
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3. No podrá denegarse el reconocimiento o la ejecución por el hecho de que el
Tribunal  que  dictó  la  decisión  haya  aplicado  una  ley  diferente  de  la  que
correspondería según las reglas del Derecho Internacional Privado del Estado
requerido.

Artículo 12

La parte que pretenda el reconocimiento o la ejecución deberá presentar copia
literal,  auténtica o autenticada de la decisión, así como certificación de ser
firme y ejecutoria y de que la citación al demandado se hizo en tiempo y forma.
Los documentos están dispensados de legalización.

Artículo 13

La parte vencida en la decisión cuya ejecución se pretenda, deberá ser citada
luego de ordenada la misma.

De igual modo, se procederá en el caso de reconocimiento de la sentencia
cuando éste se solicitara a fin de producir efecto de cosa juzgada.

Artículo 14

Desde que se inicie el proceso, pueden solicitarse medidas aseguratorias o
cautelares, ante el mismo tribunal y con sujeción a la ley del Estado requerido.

TITULO III

Del reconocimiento y ejecución de los laudos arbitrales

Artículo 15

Los  laudos  arbitrales  serán  reconocidos  y  ejecutados  de  acuerdo  con  lo
prevenido en este Convenio, en cuanto sea aplicable.
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TITULO IV

De la igualdad de trato procesal

Artículo 16

Las personas físicas de nacionalidad española, gozarán ante los tribunales de
la República Oriental del Uruguay, del mismo trato procesal de que disfrutan
las personas domiciliadas en el territorio de esta última.

Artículo 17

Las  personas  físicas  con  residencia  habitual  en  la  República  Oriental  del
Uruguay gozarán ante los tribunales del  Reino de España del  mismo trato
procesal de que disfrutan los nacionales españoles domiciliados en España.

Artículo 18

Las  personas  jurídicas  constituidas  en  un  Estado  Parte  gozarán  ante  los
tribunales  del  otro  del  mismo  trato  procesal  de  que  disfrutan  aquellas
constituidas en él.

Se considerarán constituidas en un Estado Parte, aquellas personas jurídicas
que hayan cumplido en él  los requisitos de forma y fondo exigidos para su
creación.

Artículo 19

La igualdad de trato procesal consagrada en los artículos precedentes exime a
los litigantes de la prestación de la fianza de arraigo (cautio judicatum solvi).

TITULO V
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Del auxilio judicial

Artículo 20

Los Estados Parte regirán el auxilio judicial por la Convención Interamericana
sobre Exhortos o Cartas Rogatorias de 30 de enero de 1975 complementada
por las disposiciones siguientes.

Artículo 21

El presente Título se aplicará a los exhortos o comisiones rogatorias expedidas
en actuaciones y procesos en materia  civil,  mercantil,  laboral,  contencioso-
administrativo,  juicios  arbitrales  y  materias  que  sean  competencia  de  los
tribunales administrativos, que tengan por objeto:

a) la realización de actos de comunicación como notificaciones, citaciones
y emplazamientos en el otro Estado Parte;

b) la recepción u obtención de pruebas e informes;

c) actos procesales no contenciosos tales como apertura de testamentos,
inventarios, tasaciones y otros semejantes;

d) embargos.

2.  Se  reconoce  el  derecho  de  los  funcionarios  consulares  de  carrera
acreditados en ambos países a:

a) notificar actos judiciales nacionales a personas que se encuentren en el
extranjero;

b) ejecutar comisiones rogatorias en relación con sus propios nacionales.

En lo que se refiere a los nacionales de la otra Parte o de un tercer país, este
derecho sólo podrá ser ejercido en el  caso de que los interesados den su
consentimiento  expreso,  y  siempre  que  ello  no  se  oponga  a  las  leyes  del
Estado de acreditación del Cónsul.
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En ningún caso podrá ejecutar las medidas previstas en el  apartado d) del
párrafo 1.

Artículo 22

El auxilio judicial previsto en el artículo anterior sólo podrá denegarse cuando
el Estado requerido estime que:

a) La actividad que se pretende es contraria al orden público.

b) El contenido del acto a practicar, por su naturaleza, no corresponda a
las atribuciones propias de la autoridad requerida.

c) La autenticidad del documento no está acreditada.

Artículo 23

Si se ruega la recepción u obtención de pruebas, el exhorto deberá también
contener:

a) un resumen del juicio que facilite las diligencias probatorias.

b) nombre y dirección de los testigos, peritos, personas o instituciones que
deban intervenir.

c) texto de los interrogatorios y documentos necesarios para su recepción.

d) nombre y dirección de la persona que, cuando correspondiera, se hará
responsable en el país requerido de los gastos procesales que pudiera causar
el  diligenciamiento de la  prueba solicitada,  o bien un giro  por  el  valor  que
estimativamente los pueda cubrir.

Artículo 24
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La procedencia de la medida de embargo se regirá y determinará por las leyes
y jueces del Estado de origen.

La traba del embargo, su forma y la inembargabilidad de los bienes se regirán
por las leyes, y se ordenarán por los jueces del Estado en donde dichos bienes
estuvieren situados.

Artículo 25

Las diligencias y trámites necesarios para hacer efectivo el cumplimiento del
exhorto, no requerirán petición expresa ni la intervención de parte interesada,
debiendo ser practicados de oficio por el órgano jurisdiccional requerido, lo que
no obsta a que las partes intervengan por sí o por intermedio de apoderado.

Artículo 26

La  tramitación  de  los  exhortos  contemplada  en  el  presente  Título  será
recíprocamente gratuita, excepto el diligenciamiento de los medios probatorios
que ocasionen gastos en el Estado requerido. Lo precedente, sin perjuicio del
beneficio o auxiliatoria de pobreza que pueda haberse concedido a la parte
requirente ya por las autoridades del Estado exhortante, ya por las del Estado
requerido.

TITULO VI

De la información sobre materias jurídicas

Artículo 27

1.  La  Secretaría  General  Técnica  del  Ministerio  de  Justicia  del  Reino  de
España en calidad de Autoridad Central y la Autoridad Central de Cooperación
Jurídica Internacional del Ministerio de Educación y Cultura de la República
Oriental  del  Uruguay en la  misma calidad,  podrán solicitarse  información y
documentación sobre aspectos generales de sus respectivos ordenamientos
jurídicos.  Los  Estados  Parte  se  comprometen  a  comunicarse  por  vía
diplomática cualquier cambio de Autoridad Central.
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2.  Los  órganos  jurisdiccionales,  de  cualquier  grado  y  orden  y  el  Ministerio
Fiscal,  podrán  solicitar  a  través  de  las  Autoridades  Centrales,  información
sobre  aspectos  jurídicos  precisos,  en  relación  a  procesos  existentes.  La
solicitud irá acompañada de una relación de hechos relevantes y de preguntas
precisas.

TITULO VII

Disposiciones Finales

Artículo 28

La denuncia por cualquiera de ambas Partes de la Convención Interamericana
sobre Exhortos o Cartas Rogatorias de 1975, no comportará la denuncia del
presente  Convenio  respecto  de  las  disposiciones  del  mismo  que  hacen
expresa remisión a la precitada Convención.

Artículo 29

1. El presente Convenio está sujeto a ratificación, entrando en vigor el último
día del mes siguiente al canje de los respectivos instrumentos.

2.  El  presente  Convenio  tiene  una  duración  indefinida.  Cualquiera  de  las
Partes podrá denunciarlo mediante un aviso escrito por vía  diplomática. La
denuncia  será  efectiva  a  partir  del  último  día  del  siguiente  sexto  mes  de
haberse efectuado dicha notificación.

En testimonio de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus
respectivos Gobiernos, han firmado el presente Convenio.

HECHO en la ciudad de Montevideo a los cuatro días del mes de noviembre
del  año  mil  novecientos  ochenta  y  siete,  en  dos  ejemplares  igualmente
auténticos, e igualmente haciendo fe.
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- Convención entre la República Oriental del Uruguay y la República Francesa
sobre Cooperación Judicial en Materia Civil y Comercial, suscrita en la ciudad
de Montevideo, el 16 de setiembre de 1991 Aprobada por ley 17110 del 12 de
mayo de 1999 .

Artículo 1º

Cada uno de los Estados Parte se compromete a prestar al otro cooperación
judicial en materia civil y comercial. El Ministerio de Educación y Cultura de la
República  Oriental  del  Uruguay y  el  Ministerio  de  Justicia  de  la  República
Francesa  son  designados  como  autoridades  centrales  encargadas  de
satisfacer  las  obligaciones  establecidas  en  la  presente  Convención.  Las
autoridades centrales se comunicarán directamente entre ellas en el idioma del
Estado requerido y su intervención será gratuita.

Capítulo I

Acceso a la Justicia

Artículo 2º

No se podrá exigir  a los nacionales de un Estado Parte ni  a las personas
físicas que residan habitualmente en el territorio de dicho Estado, caución ni
depósito  bajo  cualquier  denominación  que  corresponda  en  tanto  sean
demandantes o terceristas ante los Tribunales del otro Estado Parte. La misma
regla se aplica en cuanto al depósito exigido a los demandantes o terceristas
con el fin de garantizar los gastos judiciales.

Artículo 3º

Las personas físicas, nacionales de un Estado Parte o con residencia habitual
en el territorio de alguno de ellos, recibirán el beneficio de la asistencia judicial
en el  otro Estado Parte bajo las mismas condiciones que los nacionales o
residentes habituales de este último. En materia de obligaciones alimentarias o
de conflictos relativos  a la guarda de un menor,  o  al  derecho de visita,  la
asistencia  judicial  se  otorgará  de  pleno  derecho  sin  tener  en  cuenta  el
patrimonio del interesado.
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Artículo 4º

Cuando  una  persona  haya  sido  admitida  para  gozar  de  los  beneficios  de
asistencia  judicial  en  uno  de  los  Estados  Parte,  como  resultado  de  un
procedimiento que haya dado lugar a una decisión en tal sentido, esa persona
no  requerirá  de  un  nuevo  pronunciamiento  judicial  en  el  otro  Estado  para
obtener el reconocimiento o la ejecución de dicha decisión.

Artículo 5º

Las disposiciones del  presente Capítulo se aplican a las personas jurídicas
constituídas, autorizadas o registradas, de acuerdo con las leyes de uno de los
dos Estados Parte.

Artículo 6º

La  solicitud  de  asistencia  judicial  podrá  ser  dirigida  a  las  autoridades
competentes del Estado requerido por intermedio de las autoridades centrales.
La solicitud deberá ir acompañada de un documento oficial que certifique los
recursos del solicitante, sin perjuicio de la aplicación de lo establecido en las
disposiciones del Artículo 3º, inciso 2 y del Artículo 4º.

Capítulo II

Notificación de los Actos

Artículo 7º

Cuando el  testimonio  de  un  acto  judicial  o  extrajudicial  sea  dirigido  a  una
persona residente en el territorio del otro Estado Parte, la autoridad central del
Estado requirente transmitirá la solicitud de notificación a la autoridad central
del Estado requerido. La solicitud irá acompañada del testimonio del acto no
traducido, en doble ejemplar y de la fórmula modelo bilingüe anexada a la
presente  Convención que identifique los  elementos esenciales del  acto.  La
fórmula modelo se completará en la lengua del Estado requirente.
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Artículo 8º

La autoridad central del Estado requerido procederá a diligenciar la notificación
del acto. La prueba de la notificación o de la tentativa de la notificación se
verificará por medio de un recibo o de un certificado de la autoridad requerida.
Dichos  documentos,  acompañados de un ejemplar  del  testimonio  del  acto,
serán devueltos a la autoridad central del Estado requirente por la autoridad
central del Estado requerido. Los servicios del Estado requerido no podrán dar
lugar al pago o reembolso de tributos o gastos.

Artículo 9º

Cada  Estado  Parte  tendrá  la  facultad  de  diligenciar  las  notificaciones
directamente y sin que pueda emplear medidas de apremio, valiéndose de sus
agentes diplomáticos o consulares.

Artículo 10

Los  Artículos  precedentes  no  obstarán  a  que  la  parte  interesada  pueda
proceder, a sus expensas, a la notificación de un acto según la modalidad en
vigor en el Estado de destino.

Capítulo III

Obtención de Pruebas

Artículo 11

La autoridad judicial de un Estado Parte podrá requerir por medio de una carta
rogatoria a la autoridad judicial del otro Estado Parte, el diligenciamiento de las
medidas de instrucción que estime necesarias en el marco del procedimiento
dentro del cual se haya solicitado. La carta rogatoria deberá ser acompañada
de una traducción en el idioma del Estado requerido. Ella será dirigida por la
autoridad  central  del  Estado  requirente  a  la  autoridad  central  del  Estado
requerido que la hará llegar a la autoridad judicial competente.
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Artículo 12

La autoridad judicial requirente podrá exigir que las partes interesadas y, en su
caso, sus representantes, sean informados directamente de la fecha y lugar
donde se habrá de proceder a la medida solicitada a fin de que ellos puedan
estar presentes.

Artículo 13

La autoridad judicial que proceda a la ejecución de una carta rogatoria aplicará
la correspondiente legislación interna en lo que concierne al procedimiento a
seguir.  No  obstante,  a  solicitud  de  la  autoridad  judicial  requirente,  podrá
otorgarse a la carta rogatoria una tramitación especial en el diligenciamiento
solicitado,  siempre  que  ello  no  sea  incompatible  con  la  ley  del  Estado
requerido  o  que  su  aplicación  no  sea  posible,  sea  en  razón  de  los  usos
judiciales del Estado requerido, sea en razón de dificultades prácticas. La carta
rogatoria se deberá diligenciar con carácter urgente.

Artículo 14

La ejecución de la carta rogatoria no podrá ser denegada salvo que ella no
esté  enmarcada  en  las  atribuciones  de  la  autoridad  judicial  del  Estado
requerido  o  si  ésta  última  la  juzga  de naturaleza tal  que atente  contra  su
soberanía, seguridad o resulte manifiestamente contraria al orden público del
Estado requerido. La ejecución no será denegada por el solo motivo de que la
ley del Estado requerido reivindique una competencia judicial exclusiva en el
asunto  en  litigio  o  que  no  exista  un  procedimiento  similar  al  objeto  de  la
demanda planteada ante la autoridad judicial requirente.

Artículo 15

Los  documentos  probatorios  de  la  ejecución  de  la  carta  rogatoria  serán
transmitidos por la autoridad judicial requerida a la autoridad judicial requirente
por intermedio de las autoridades centrales.

Artículo 16
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La ejecución de la carta rogatoria no dará lugar al  reembolso de tributos o
gastos, cualquiera sea su naturaleza. Sin embargo, el Estado requerido puede
exigir  antes  del  cumplimiento  de  una  pericia  o  de  la  aplicación  de  un
procedimiento  especial,  la  seguridad  de  que  una  suma  suficiente  ha  sido
consignada  previamente  para  cubrir  los  gastos  y  los  honorarios  que  se
ocasionaren.

Artículo 17

Cada uno de los Estados Parte tendrá la facultad de diligenciar, sin que pueda
emplear medidas de apremio, las comisiones rogatorias en el territorio de otro
Estado  Parte,  por  intermedio  de  sus  respectivos  agentes  diplomáticos  o
consulares.

Capítulo IV

Reconocimiento y Ejecución de las Decisiones Judiciales y Arbitrales

Artículo 18

Las  decisiones  adoptadas  por  la  judicatura  de  un  Estado  Parte,  serán
reconocidas y podrán ser  declaradas ejecutorias  en el  otro  Estado cuando
reúnan las siguientes condiciones:

1 - que  la  decisión  emane  de  un  tribunal  internacionalmente
competente  según  el  derecho  del  Estado  requerido  o  según  las  normas
enunciadas en el Artículo 19º;

2 - que la decisión no pueda ser nuevamente objeto de un recurso
ordinario en el Estado de origen y sea ejecutoria. Sin embargo, en materia de
obligaciones alimentarias, de derecho de guarda de un menor y del derecho de
visita, bastará con que la decisión sea ejecutoria en el Estado de origen;

3 - que las partes hayan sido regularmente citadas, representadas o
declaradas en rebeldía;
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4 - que la decisión no se oponga manifiestamente al orden público
del Estado requerido;

5 - que un litigio entre las mismas partes, fundado sobre los mismos
hechos y con el mismo objeto que en el Estado de origen

- no esté pendiente frente a un tribunal del Estado requerido que hubiera
prevenido, o

- no haya dado lugar a una decisión adoptada en el territorio del Estado
requerido en fecha anterior a la de la decisión presentada al exequatur, o

- no haya dado lugar a una decisión adoptada en un tercer Estado en
fecha anterior a la de la decisión presentada al  exequatur y que reúna las
condiciones necesarias para su reconocimiento en el Estado requerido.

Sin embargo, si se tratare de una decisión relativa a la guarda de un menor,
las tres causales de negativa precedentes no podrán ser aplicadas hasta que
transcurra un lapso de 8 meses entre la partida del menor del Estado en el
cual tenía su residencia habitual y la fecha de presentación del procedimiento
de exequatur en el Estado requerido.

Artículo 19

El  tribunal  de  origen  será  considerado  competente  de  acuerdo  a  esta
Convención:

1 - cuando  en  el  momento  de  presentación  de  la  demanda,  el
demandado  tuviere  su  domicilio  o  su  residencia  habitual  en  el  Estado  de
origen;

2 - cuando  en  el  momento  de  presentación  de  la  demanda,  el
demandado tuviere en el Estado de origen un establecimiento o una sucursal
de naturaleza comercial, industrial o afín y hubiere sido citado en dicho Estado
por un litigio relativo a la actividad de ese establecimiento o sucursal;
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3 - cuando  en  materia  de  responsabilidad  extracontractual  el
perjuicio  o el  hecho generador  del  perjuicio en que se funda la acción por
daños y perjuicios se hubiere producido en el Estado de origen;

4 - cuando la acción tuviera por objeto una contienda relativa a un
inmueble situado en el Estado de origen;

5 - cuando  en  materia  contractual  el  demandado  se  hubiere
sometido expresamente a la competencia del Tribunal del Estado de origen por
una estipulación atributiva de competencia;

6 - cuando el demandado haya presentado escritos sobre el fondo
del asunto sin haber impugnado la competencia del tribunal;

7 - cuando en materia contractual la obligación que ha servido de
fundamento a la demanda haya sido o debiera ser ejecutada en el territorio del
Estado de origen;

8 - cuando en materia de obligaciones alimentarias, el deudor o el
acreedor de alimentos tuviere su residencia habitual en el Estado de origen o
cuando  el  deudor  y  el  acreedor  de  alimentos  tuvieren  la  nacionalidad  del
Estado de origen en el momento de la presentación de la demanda;

9 - cuando en materia  de  guarda de un menor o del  derecho de
visita,  el  menor tuviere su residencia habitual  en el  Estado de origen en el
momento de la presentación de la demanda.

Artículo 20

El procedimiento tendiente a obtener la ejecución de la decisión se rige por el
derecho  del  Estado  requerido.  La  autoridad  judicial  requerida  no  podrá
examinar  el  fondo  de  dicha  decisión.  Si  la  decisión  dispone  sobre  varios
petitorios de la demanda la ejecución podrá tener carácter parcial.

Artículo 21

La Parte que invoque el  reconocimiento  o que solicite  la  ejecución  deberá
presentar:
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1 - una copia debidamente certificada de la decisión;

2 - el original o una copia debidamente certificada de las diligencias
de  notificación  del  fallo  o  de  todo  otro  documento  que  tenga  valor  de
notificación;

3 - en su caso, una copia debidamente certificada de la citación de la
parte  que no se  ha presentado a  la  instancia y  de  toda la  documentación
tendiente  a  determinar  que  dicha  citación  fue  recibida  dentro  del  término
correspondiente;

4 - toda  la  documentación  correspondiente  a  los  efectos  de
establecer  que  la  decisión  es  ejecutoria  y  que  no  es  susceptible  de
presentación  de recurso  ordinario  alguno,  con excepción de las  decisiones
relativas a obligaciones alimentarias, a la guarda de menores o al derecho de
visita.  Los  documentos  deberán  ir  acompañados  de  una  traducción
debidamente certificada ya sea por un agente diplomático o consular, por un
traductor público o por cualquier persona autorizada a esos efectos en uno de
los dos Estados Parte.

Artículo 22

Cada  uno  de  los  Estados  Parte  reconocerá  y  ejecutará  las  sentencias
arbitrales  dictadas  en  el  territorio  del  otro,  según  las  disposiciones  de  la
Convención de Nueva York de 10 de junio de 1958 sobre Reconocimiento y
Ejecución de las Sentencias Arbitrales Extranjeras.

Capítulo V

Excepción de Legalización, Estado Civil e Intercambio de Información

Artículo 23

Los  documentos  públicos  extendidos  en  el  territorio  de  un  Estado  Parte
estarán exentos de legalización o de toda otra formalidad análoga cuando ellos
deban ser presentados en el territorio del otro Estado Parte. Se consideran
documentos públicos a efectos de la presente Convención:
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a) los documentos emanados de una autoridad o de un funcionario en
ejercicio  de  actividad  jurisdiccional  del  Estado,  comprendiendo  asimismo
aquéllos que emanan del Ministerio Público, de un actuario o de un oficial de
justicia;

b) los documentos administrativos;

c) las actas notariales;

d) las declaraciones oficiales, tales como:

- las menciones de registros,

- las constancias de fecha cierta,

- las certificaciones de firma extendidas en documento privado.

Si las autoridades del Estado en que el acto se produjo tienen dudas graves y
fundadas sobre la veracidad de la firma, sobre el carácter en que el firmante
del acto ha actuado o sobre la identidad del sello o el timbre, pueden solicitar
informaciones por intermedio de las autoridades centrales.

Las solicitudes de información deben limitarse a los casos excepcionales y ser
fundadas. En la medida de lo posible, deben ser acompañadas del original o
de una fotocopia del documento.

Artículo 24

Cada Estado Parte remitirá, sin cargo, al otro que lo solicite, fundado en un
interés administrativo debidamente especificado, los documentos y las copias
debidamente certificadas de las decisiones judiciales relativas al estado civil de
los nacionales del Estado requirente.
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Las  solicitudes  y  las  actas  de  estado  civil  serán  transmitidas  por  vía
diplomática o consular.  Las solicitudes y los testimonios de fallos judiciales
serán transmitidos por intermedio de autoridades centrales.

Artículo 25

Las autoridades centrales, previa solicitud, comunicarán toda la información
sobre la  legislación  y  jurisprudencia en vigor  en  el  correspondiente Estado
Parte,  así  como  las  copias  debidamente  certificadas  de  las  decisiones
judiciales emitidas por los tribunales del mismo.

Capítulo VI

Disposiciones Finales

Artículo 26

Las  dificultades  que  surjan  con  motivo  de  la  aplicación  de  la  presente
Convención serán solucionadas por vía diplomática.

Artículo 27

La  presente  Convención  deroga  la  Convención  en  Materia  de  Asistencia
Judicial  firmada  el  23  de  marzo  de  1885  entre  la  República  Oriental  del
Uruguay y la República Francesa.

Artículo 28

Cada uno de los Estados Parte se compromete a notificar al otro, que se ha
dado  cumplimiento  a  los  procedimientos  requeridos  por  la  respectiva
Constitución a los efectos de hacer entrar en vigor la presente Convención la
que comenzará a regir a partir del primer día del segundo mes siguiente a la
fecha de la recepción de la última notificación.

Artículo 29
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La presente Convención se acuerda por un tiempo ilimitado. Cada uno de los
Estados Parte podrá, en todo momento, denunciarla y dicha denuncia tendrá
efecto seis meses después de la fecha de la recepción de la notificación por el
otro Estado Parte.
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  IV.I.II.- Regulaciones de fuente nacional

-   Código  General  del  Proceso,  Libro  Segundo,  “Normas  Procesales
Internacionales”, arts. 124 a 129 y 143.

ARTÍCULO 124. (Emplazamiento dentro de la ciudad, villa o pueblo).-
Si el demandado se domicilia dentro de la ciudad, villa o pueblo en que se
sigue el proceso, el emplazamiento se practicará en la forma establecida para
las notificaciones personales en el domicilio.

Artículo 125.

Emplazamiento fuera de la ciudad.- Si el demandado se domicilia fuera de la
ciudad, villa o pueblo, el emplazamiento se practicará en la forma prevista para
las notificaciones en ese lugar.

En este caso, el plazo correspondiente se aumentará con una día por cada
cien kilómetros, según la planilla de distancias que confeccione la Suprema
Corte de Justicia.

Artículo 126.

Emplazamiento fuera del país.- Si el demandado se hallare fuera del país, será
emplazado mediante exhorto  librado a las autoridades del  lugar  en que se
domicilie.

El plazo para comparecer será fijado prudencialmente por el tribunal entre un
mínimo de sesenta días y un máximo de noventa.

Artículo 127.

Emplazamiento con domicilio desconocido.

127.1 Cuando el actor ignore el domicilio del demandado, el emplazamiento
consistirá  en  llamarle  mediante  edictos,  conforme  con  lo  dispuesto  por  el
artículo 89, con apercibimiento de nombrársele Defensor de oficio.

127.2 En las demandas dirigidas contra personas indeterminadas o inciertas,
podrá verificarse el emplazamiento a todos los que se consideren habilitados a
deducir oposición, con apercibimiento de nombrársele Defensor de oficio, con
quien se seguirá el proceso.
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127.3 Los términos del emplazamiento serán de sesenta días si el demandado
se hallare en el país, y de noventa días si se hallare fuera de él o se tratare de
persona incierta o indeterminada.

127.3 En el proceso por usucapión, además del  emplazamiento genérico a
cualquier interesado, se emplazará a los linderos del inmueble y a quien figure
como  último  propietario  en  el  certificado  registral  que,  al  efecto,  deberá
acompañarse a la demanda.

Artículo 128.

Emplazamiento al apoderado.- El emplazamiento podrá hacerse en la persona
del apoderado, con mandato suficiente, siempre que el mandante no se hallare
dentro del área jurisdiccional del tribunal.

ARTÍCULO 129. (Sanción por omisión).-

129.1 La omisión o alteración de las formas del  emplazamiento apareja la
nulidad del mismo.

129.2 No  existirá  nulidad  si  la  forma  utilizada  ofreciera  al  emplazado  las
mismas o más garantías que las que este Código establece.

129.3 Tampoco podrá reclamarse la nulidad por quien ha comparecido en el
proceso sin plantearla dentro de los plazos legalmente establecidos al efecto,
ni por quien se pruebe que ha tenido conocimiento fehaciente del proceso y
omitido reclamar la nulidad dentro del plazo acordado (artículo 115).

Artículo 143.

Prueba  del  derecho.-  El  derecho  a  aplicar,  sea  nacional  o  extranjero,  no
requiere prueba y el Tribunal y las partes podrán acudir a todo procedimiento
legítimo para acreditarlo.
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-   Ley  18.387  de  23.10.2008,  “Declaración  Judicial  del  Concurso  y
Reorganización Empresarial”, Título XIII, “Régimen Internacional del Concurso”
: Ver en Capítulo III sobre Derecho Internacional Privado Civil y Comercial.
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-  Suprema Corte de Justicia, Acordada 7134 de 24.2.1992, “Determinación de
turnos judiciales para el diligenciamiento de exhortos recibido del extranjero”.

El diligenciamiento de oficios o exhortos librados por Tribunales y Oficinas de
la República, así como de cartas rogatorias provenientes del exterior, estará a
cargo de los órganos requeridos, según un régimen de turnos mensuales por
materia y grado que se determinará en función de la fecha de libramiento que
luzca el despacho, exhorto o carta rogatoria respectiva. Al respecto sólo se
considerará el día y mes de libramiento, no el año. La Dirección General de los
Servicios Administrativos,  confeccionará la planilla de turnos para todas las
Sedes del País a cuyos efectos los meses de enero y febrero se considerarán
como  una  unidad.  La  presente  acordada  entrará  a  regir  para  las
comunicaciones recibidas a partir del 1º/4/92.
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-  Suprema  Corte  de  Justicia,  Acordada  7504  de  29.3.2004,  numeral  5,
“Carácter preferencial a otorgar al diligenciamiento de exhortos provenientes
del extranjero”.

"Todos los exhortos provenientes del extranjero solicitando diligencias y otras
actuaciones  a  cumplir  por  distintos  tribunales  y  dependencias  del  Poder
Judicial  de  la  República,  cualquiera  sea  la  vía  de  gestión,  recibirán  un
tratamiento preferencial en las distintas etapas de su tramitación, incurriendo
en falta  grave  al  servicio  los  responsables  de  acciones  y/u  omisiones  que
deriven en demoras injustificadas en su diligenciamiento".-
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Acordada 7765 del 3/6/2013

Resultando conveniente unificar las disposiciones existentes sobre tratamiento
de Exhortos que órganos judiciales nacionales a) reciben del extranjero para
su diligenciamiento, b) se dirigen al extranjero con el mismo fin y c) se dirigen
entre  sí  o  a  Sedes diplomáticas,  se  resuelve  aprobar  la  unificación  de las
disposiciones existentes sobre tramitación de Exhortos, que se adjunta a la
presente, derogándose las normas que se opongan

UNIFICACION  DE  DISPOSICIONES  EXISTENTES  SOBRE  LA
TRAMITACIÓN DE EXHORTOS.

Los Exhortos o Cartas Rogatorias se diligencian por las siguientes vías:

1) Vía Consular o Diplomática

2)  Vía  Asesoría  Autoridad  Central  de  Cooperación  Jurídica  Internacional,
dependiente del Ministerio de Educación y Cultura.

En  estos  dos  casos  será  innecesario  el  requisito  de  legalización  entre  los
Estados partes del MERCOSUR.

3) La Vía Particular

Esta vía es independiente de si existe o no tratado. Recibe un abogado un
exhorto  del  extranjero,  lo  presenta ante la  Prosecretaría  Lda.  de la  S.C.J.,
donde se le informa la  Sede y el  Turno que corresponde según la  planilla
vigente de Exhortos, para su diligenciamiento, el que deberá legalizar si no es
integrante del MERCOSUR. Con estos datos confecciona el escrito a fin de
presentarlo en la Sede Judicial asignada para su tramitación.

Las Cartas Rogatorias o Exhortos las dividiremos en 2:

I) Exhortos del Extranjero (hacia o desde)

II) Exhortos Nacionales.

I) Exhortos hacia o desde el Extranjero.

A) Cuando libramos un Exhorto al Extranjero debemos tener en cuenta para su
confección y correcto diligenciamiento lo siguiente:

1)  a)  es  el  órgano  jurisdiccional  exhortante,  quién  deberá  determinar  la
existencia  de  normas  de  Derecho  Internacional  que  regulen  aspectos  de
Cooperación Jurídica y Judicial entre Uruguay y el Estado Requerido.

b) de existir tales normas se debe apreciar si estas establecen los requisitos
que debe contener el exhorto, y si determinan cuál es el organismo encargado
de su diligenciamiento en Uruguay (sí es por vía diplomática: SCJ – Ministerio
de Relaciones Exteriores, si es vía Asesoría Autoridad Central de Cooperación
Jurídica Internacional – Ministerio de Educación y Cultura).

c) si el exhorto debiera cursarse por vía diplomática, corresponde remitirlo a la
Corporación, acompañado de oficio, dirigido a la SCJ (La Oficina encargada a
estos efectos es la Prosecretaría Letrada, siendo sus teléfonos: 2900.10.41 al

651



43 int. 192, 115 y 152.Fax: Int. 192), a fin de que ésta tramite el exhorto ante el
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.  Este  último  se  encargará  del
diligenciamiento  en  el  extranjero,  según  los  requisitos  establecidos  por  la
norma de Derecho Internacional aplicable al caso concreto.

d)  si  el  exhorto  debiera  cursarse  vía  Asesoría  Autoridad  Central  de
Cooperación  Jurídica  Internacional,  se  remitirá  acompañado de  un  oficio  a
dicho organismo, quien será el encargado de su tramitación en el extranjero,
según  los  requisitos  establecidos  por  las  norma  de  Derecho  Internacional
aplicable al caso concreto. En este caso no es necesario el previo pasaje del
exhorto por la SCJ.

e)  en  caso  de  no  existir  normas  de  Derecho  Internacional  que  regulen
aspectos  de  Cooperación  Jurídica  y  Judicial  entre  Uruguay  y  el  Estado
Requerido,  rigen  las  normas  generales  previstas  al  respecto  en  nuestra
normativa interna (arts. 526 y ss. de l C.G.P. y Apéndice del Título final del
Código Civil). En esta situación el exhorto se tramitará únicamente por la vía
de la Suprema Corte de Justicia y Ministerio de Relaciones Exteriores.

f) Los exhortos y los oficios que los acompañan dirigidos a la S.C.J., deberán
llevar firma de Juez y Actuario, (Circular Nº 143 art. 7 lit A)).

2) Si lo dirigimos a un país de habla NO hispana, deberá ser traducido (art.
527.4  del  C.G.P.).  En este  caso SOLO se traduce el  exhorto  dirigido  a  la
Autoridad requerida y la documentación adjunta -en su caso de acompañarse-
al  mismo.  NUNCA  se  deberá  traducir  el  oficio  dirigido  a  una  Autoridad
Nacional.

Cuando el exhorto es librado por una Sede en materia Civil, de Familia, de
Trabajo  o  Contencioso  Administrativo,  el  costo  y  demás  cargos  de  la
traducción serán de cargo de la parte  solicitante de la  medida.  En materia
Penal o Aduanera ( si el actor es el Fisco), será de cargo del Poder Judicial si
la medida la dispone el magistrado actuante, o la solicitan el Ministerio Público
o la Defensa, salvo para aquellas probanzas que fueran solicitadas por ésta
última (la Defensa) en la correspondiente etapa probatoria, lo que se deberá
hacer saber en el oficio dirigido a la S.C.J. para su diligenciamiento. Asimismo
serán de cargo del Poder Judicial las traducciones –en todas las materias- que
encuadren  en  lo  dispuesto  por  el  art.  22  bis  de  la  Acordada  Nº  7449  del
20/02/2002, en la redacción dada por el art. 2º de la Acordada Nº 7557 del
19/10/2005 que se transcribe: “  2°.-  Incorporar a la Acordada N° 7449, del
20/02/ 2002, el siguiente artículo: ARTICULO 22 BIS.- Los peritos inscriptos en
el Registro Unico de Peritos deberán prestar sus servicios en forma gratuita
respecto de las partes que actúen amparadas en el beneficio de auxiliatoria de
pobreza  o  con  asistencia  letrada  brindada  por  Defensoría  de  Oficio  o  el
Consultorio  Jurídico  de  la  Facultad  de  Derecho  de  la  Universidad  de  la
República”. Acá, en el oficio dirigido a la Corporación se hará saber que se
solicita  la  traducción  –previo  a  su  diligenciamiento-  atento  a  que  la  parte
solicitante  se  encuentra  auxiliada  de  probreza  por  decreto  Nº.........de
fecha...........o lo que corresponda según lo mencionado ut-supra.

Si el exhorto lo remitimos a: a) las Cortes Chinas se deberá dar cumplimiento a
la Circular Nº 89 del 18/11/1996. b) a la República de Suiza, deberá realizarse
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al Cantón correspondiente, atento a que según el Cantón es el idioma al que
se deberá  traducir  el  exhorto,  debido a que dicha República  cuenta con 4
idiomas  oficiales.  c)  a  Estados  Unidos.  Se  deberá  dar  cumplimiento  a  la
Circular 66 de fecha 8/07/89. d) a Italia si es más de una persona a notificar
aunque sea en el mismo domicilio, copias según las personas a notificar.

Cuando la parte debe traducir, la Sede confeccionará el exhorto y en su caso
adjuntará  documentación,  lo  entregará  a  quien  solicitó  la  diligencia,  al
representante o persona autorizada, para su traducción y cumplida la misma
se devolverá a la Sede para que ésta, pronto para su diligenciamiento, lo eleve
a la Corporación, a Autoridad Central o lo entregue a la parte, según sea la vía
a utilizar.

El  funcionario  encargado/a  de confeccionarlo  deberá tener  presente  ciertas
formalidades:

- denominación y domicilio del órgano jurisdiccional requirente

- individualización del expediente con especificación del objeto y naturaleza del
juicio y del nombre y domicilio de las partes

-  indicación  del  objeto  del  exhorto,  precisando  el  nombre  y  domicilio  del
destinatario de la medida información del plazo que tiene la persona afectada
por la medida para cumplirla

- cualquier otra información que facilite el cumplimiento del exhorto, debiendo
ser además precisos, claros y concisos.

-  por  las  normas  de  derecho  internacional  en  el  decreto  que  ordena  su
libramiento

Si se solicitare la recepción de pruebas, el exhorto deberá además contener -
Una descripción del asunto que facilite la diligencia probatoria;

- Nombre y domicilio de testigos u otras personas o instituciones que deban
intervenir;

– Texto de los interrogatorios y documentos necesarios.

Cuando la Sede requiera informes de un exhorto, no importando la vía, deberá
estar al  art.  8º  de la Acordada Nº 7507; debiendo tener presente si  es vía
S.C.J., que ésta solo realiza una tarea administrativa, por lo que de requerir
informes lo  deberá efectuar  mediante exhorto  a la autoridad pertinente,  sin
perjuicio  de  tener  presente  IberRed.  En  el  ámbito  de  los  países
Iberoamericanos  paralelamente  a  la  tramitación  del  exhorto  por  las  vías
correspondientes  antes  expuestas  se  puede  requerir  la  intervención  de
IberRed.  Esta  es  una  herramienta,  complementaria  de  la  normativa
internacional y nacional, para la asistencia judicial internacional, cuyo objetivo
principal es optimizar la cooperación judicial, en materia civil y penal entre los
países de la Comunidad Iberoamericana de Naciones. Cada parte integrante
ha designado Puntos de Contacto, y en nuestro país los encontramos:

-  en  el  Poder  Judicial,  (www.poder  judicial.gub.uy  –otros  enlacespuntos  de
contacto de IberRed)
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- en Autoridad Central (www.iberred.org) y en Fiscalía de Corte.

La  IberRed  es  un  mecanismo  complementario,  QUE  NO  SUSTITUYE  los
procedimientos  establecidos  en  las  normas  supranacionales  y  nacionales
legales  y  reglamentarias  y  que  funciona  en  forma  ágil  y  sin  formalidades
procedimentales.  Para  poder  obtener  informe,  usando IberRed,  respecto  al
estado del trámite de exhortos que hayan ingresado vía SCJ, se dirigirá un
correo  electrónico  al  punto  de  contacto  con  funciones  de  coordinación
(Prosecretaría Lda. de la S.C.J.) solicitando que a través del punto de contacto
en la materia correspondiente se recabe informe al punto de contacto del país
exhortado,  acerca  del  estado  del  exhorto,  brindando  los  datos  del  mismo:
Juzgado que lo libró, con que número y fecha, a quien se dirigió y que se
solicitó.

B) Cuando recibimos un Exhorto del Extranjero: 1) Debemos dar cumplimiento
en totum a la  Acordada Nº  7507.  Como paso previo  a  su  diligenciamiento
deberá ir en Vista Fiscal y si proviene de uno de los países integrantes del
MERCOSUR, es el Fiscal quien debe verificar si se cumplió con los requisitos
previos, establecidos por los Tratados de Integración regional para su correcto
diligenciamiento,  sin  perjuicio,  claro  está,  del  control  que  haga  el  Tribunal
cuando el trámite amerite una providencia del Juez. 2) Si el exhorto se recibe
vía Autoridad Central, lo devolverá por la misma vía e informará a la S.C.J. de
acuerdo a lo dispuesto por el art. 7º, debiendo dar cabal cumplimiento al art.
5º.,  ambos de la  referida  Acordada.  3)  Si  se  recibe  vía  S.C.J.  deberá  dar
cumplimiento al art. 3º. Asimismo tendrá presente que de acuerdo al art. 4º la
Prosecretaría Lda. (antes Despacho Administrativo suprimido por Acordada Nº
7494  -Circular  90  de  fecha  11/11/2003-),  cada  3  meses  (90  días)  pedirá
informes sobre el estado del trámite el que deberá ser respondido en un plazo
de hasta 30 días, luego de lo cual se le reiterará con el art. 5º y a los 15 días,
sin  haber  obtenido  aún respuesta  se  le  intimará  su  diligenciamiento.  Cada
solicitud  de  informe  deberá  ser  agregado  al  exhorto  original  (expediente
remitido  por  la  S.C.J.),  no  debiendo formarse un nuevo exhorto.  El  mismo
procedimiento  se  realizará  cuando  el  Estado  requirente  o  la  embajada  del
mismo solicite  informes,  aunque  en  este  caso  a  diferencia  del  anterior  se
responderá mediante oficio dirigido al solicitante, el que se adjuntará al de la
S.C.J. para su diligenciamiento.

Los exhortos venidos de Extranjero se remitirán a la Sede de acuerdo a :

- lo dispuesto por Acordada Nº. 7134 la que establece: “...que se determinará
en función de la fecha de libramiento que luzca el despacho, exhorto o carta
rogatoria. Al respecto solo se considerará el día y mes de libramiento, no el
año”

- en relación a los exhortos librados el año anterior al que ingresan, se estima
debe consultarse la planilla del año del ingreso del exhorto, con prescindencia
del  año  de  su  libramiento,  pues  de  consultarse  la  planilla  del  año  del
libramiento,  se  desconocerá  la  disposición  de  la  Acordada  Nº.  7134  que
establece: “solo se considerará ...; no el año”.

En caso de no haber exhorto se remitirá de acuerdo a la fecha de la Nota
Verbal o Aerograma Debemos recordar:
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- que cuando recibimos documentos del extranjero -según sea el caso y la
normativa el  requisito de la presentación del  documento legalizado (Ley Nº
15.441) por el agente consular del lugar de expedición deberá ser legalizado a
su  vez  por  las  autoridades  consulares  o  diplomáticas  de  la  República  (el
Ministerio  de  Relaciones  Exteriores  certificará  la  firma  del  funcionario
diplomático o consular de la República en el exterior conforme el literal D) del
art. 20 de la Ley Nº 16.170 de 28/12/1990.

- también se tendrá presente en cuanto corresponda la Circular Nº 146 del
24/12/2012 respecto a “La Apostilla de la Haya” que se transcribe: “A LOS
SEÑORES JERARCAS: La DGSA cumple en librar la presente a fin de poner
en su conocimiento que la Dirección de Asuntos Consulares del Ministerio de
Relaciones Exteriores ha puesto a disposición del Poder Judicial información
referida al convenio que suprime la exigencia de legalización de documentos
públicos  extranjeros  (Apostilla)  suscripto  en  La  Haya,  el  5/10/1961  y  su
aplicación en nuestro país (Ley N° 18.836 de 15/11/12).La referida información
está disponible en la Página Web del Poder Judicial.”

II) Exhortos Nacionales o remite Exhorto.

Acá tenemos que hacer una gran diferencia:

1)  Los  oficios  que  realizamos  a  diario  a  fin  de  solicitar  a  otras  Sedes:
notificaciones, citaciones, informes etc., y las solicitudes que emitimos a otros
organismos ajenos al Poder Judicial, en cuyos casos debemos tener presente
las Circulares Nº 144 de fecha 22/12/2006, la cual establece que “todos los
Tribunales y Juzgados de la República deberán en el ejercicio de su función
jurisdiccional, dirigirse directamente a la autoridad nacional que corresponda, a
fin de comunicarles sus resoluciones o formularles las peticiones que estimen
necesarias, sin perjuicio de la facultad que le otorga el art. 90 incisos 2 y 3 del
CGP y Nº 143 de fecha 27/11/2009.

2) Cuando nos dirigimos al Poder Ejecutivo, Legislativo o a Fiscalía de Corte,
será a través de la Corporación, en cuyo caso libramos 2 oficios uno a quien
corresponde y otro a la S.C.J. para su diligenciamiento.

3) Cuando nos dirigimos a un organismo con inmunidad diplomática debemos
dar  cumplimiento  a  la  Circular  Nº  104  de  fecha  5/09/2012:  a)  si  es  para
notificar/citar, lo dirigimos a quién corresponde y lo elevamos con otro oficio a
la S.C.J. para su diligenciamiento, siendo ésta Corporación quien libra el oficio
al  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores.  Si  lo  libramos  al  Ministerio  de
Relaciones  Exteriores  solicitando  notifique  a.........,  el  o  los  decretos  no  se
transcriben en el oficio, sino que deberán venir adjuntos al mismo así como la
documentación si correspondiere, atento a que el funcionario notificador del
Ministerio solo entrega el cedulón –que confecciona- con las actuaciones que
le remitimos, por consiguiente no puede ir transcripto lo que le hacemos saber
al organismo diplomático en el oficio que libramos y dirigimos al Ministerio. En
este caso también lo elevamos como el anterior.

A continuación se encontrará un modelo básico de exhorto, los artículos de las
Acordadas  que  quedan  en  vigencia  y  parte  del  Material  para  el
diligenciamiento de Exhortos (Circular Nº 112 de 29/10/2007)
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MODELO

Encabezamiento para Montevideo EL DR...............................JUEZ LETRADO
DE  PRIMERA  INSTANCIA  ........................  ...,  DE  LA  CIUDAD  DE
MONTEVIDE0, CAPITAL. DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, AL
SEÑOR JUEZ DE IGUAL JERARQUÍA QUE EN RAZÓN DE LA MATERIA Y
EL TURNO DEBA ENTENDER EN ........................................................

Encabezamiento para el Interior EL DR...............................JUEZ LETRADO DE
PRIMERA.  INSTANCIA......  .CAPITAL  DEL  DEPARTAMENTO  DE.......Y/O
CAPITAL DEL DEPARTAMENTO DEL MISMO NOMBRE EN LA REPUBLICA
ORIENTAL DEL URUGUAY, AL SEÑOR JUEZ DE IGUAL JERARQUIA QUE
EN  RAZÓNDE  LA  MATERIA  Y  EL  TURNO  DEBA  ENTENDER
EN ..................... (Luego para todos Igual)

SALUDA, EXHORTA Y HACE SABER

]°)  Que  por  ante  esta  Sede  se  tramitan  los  autos  caratulados:
"............................."  Ficha.............  promovidos  por.................con  domicilio
en..............contra................domiciliado en........

2º) Que en dichos obrados se ha dispuesto (y acá según lo que corresponda)

a)  NOTIFICAR/CITAR  al  demandado/a  o  quien  corresponda,  con
domicilio................., el o los decretos recaídos en autos y/o en escritos cuyas
copias  se  acompañan  y  que  a  continuación  se
transcriben:”.................................................................” b)saber el Nº de cuenta
a  nombre  de......................en  el  Banco.....................c)  se  sirva  tomar
declaración a........... con domicilio en............. al tenor del interrogatorio que se
adjunta d) se sirva remitir la partida de............de............ e) o lo que en su caso
corresponda

SE HACE CONSTAR (cuando corresponda)que el  plazo del  traslado de la
demanda es de un máximo de ....... días corridos a partir del día hábil siguiente
al de la notificación, según lo dispuesto por los art. 93 y 126 del CGP.

Si es una citación como testigo, transcribir el o los arts. correspondientes del
CGP.

Ofreciendo reciprocidad para casos análogos, le es grato saludar a V.S. con su
más alta consideración

Dado  y  firmado  en  la  Sala  del  Despacho  de!  Juzgado.......,  sito  en........el
día......del mes....del año.......

Firma del Juez y refrendado por el Actuario respectivo Otro Modelo y parte del
material (Circular 112/2007).

MODELO DE EXHORTO GENERICO

EL DOCTOR ...,  JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA ....TURNO DE
LA CIUDAD DE MONTEVIDEO,  CAPITAL  DE LA  REPUBLICA ORIENTAL
DEL URUGUAY, AL SEÑOR JUEZ DE IGUAL CATEGORIA DE ...

SALUDA, EXHORTA Y HACE SABER:
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Que en los autos caratulados: “...(parte actora) contra ...(parte demandada)
– ...(tipo de Juicio)” – Expediente individualizado con el Nº ... tramitados ante
esta Sede, y según providencia Nº ...(número de la providencia que dispuso la
medida que se solicita)  de fecha ...  dictada en estos obrados por el  Señor
Magistrado actuante Doctor ..., la cual se transcribirá a continuación, se libra a
usted el presente a fin de solicitarle se sirva disponer lo pertinente a los efectos
de ... (indicar, de la forma más sucinta y concreta la medida que se solicita se
cumpla por el Estado Requerido y a quien está dirigida).

Transcripción de la providencia que ordenó la medida:

Decreto Nº ...

La solicitud de cooperación judicial internacional consiste en lo siguiente: ...
(ahora  sí,  describir  de  la  forma más  precisa  la  medida  que  se  solicita  se
cumpla por el Estado Requerido, e indicar si se acompaña documentación a
tales efectos, y si la misma es en original o testimonio autenticado notarial o
actuarialmente – imprescindible acompañar copia testimoniada de demanda y
contestación –. Asimismo, deberá indicarse el marco normativo en el cual se
basa  el  pedimento,  es  decir,  la  existencia  de  normativa  de  carácter
internacional – si la hubiera –, así como la normativa de carácter nacional, de
la cual se deberá acompañar copia auténtica. Se debe indicar el  plazo que
tiene la persona o institución afectada por la medida para cumplirla).

La diligencia requerida se enmarca en el proceso que ... (describir brevemente
el tipo de proceso de que se trata y su objeto; esto es necesario principalmente
para  los  casos  de  exhortos  de  prueba.  Recordar  que  en  estos  casos,  de
disponerse prueba testimonial, debe acompañarse además el interrogatorio de
los  testigos,  así  como  su  correcta  identificación  y  sus  domicilios,  y  los
testimonios de los documentos que se les quieran exhibir en su caso).

Se solicita que de ser posible, el cumplimiento de esta medida se lleve a cabo
en un plazo prudencial según las posibilidades y facultades con que cuente
vuestro  Tribunal,  acorde  con  los  principios  de  economía  y  celeridad
procesales.

Se comunica que los datos completos de las partes intervinientes en este juicio
son: por la parte actora ..., y por la parte demandada ...

Se hace saber que para el diligenciamiento del presente exhorto en vuestra
jurisdicción  se  autoriza  a  ...  (datos  del  estudio  jurídico  o  abogado  que
diligenciará el exhorto ante los Tribunales del país requerido; estos datos los
proporcionará siempre la parte interesada en el diligenciamiento de la Carta
Rogatoria,  si  no los proporcionara se puede sugerir  al  Juez que lo  exija  o
diligenciar el exhorto sin estos datos si así se dispone).

Por  tanto  ruega  y  exhorta  se  de  cumplimiento  al  presente,  ofreciendo
reciprocidad para casos análogos.

DADO, FIRMADO Y SELLADO EN LA SALA DE SU DESPACHO SITO EN LA
CALLE ..........  DE LA CIUDAD DE MONTEVIDEO, REPUBLICA ORIENTAL
DEL  URUGUAY,  A  LOS  ...(expresado  en  letras)  DIAS  DEL  MES  DE  ...
(expresado en letras) DEL AÑO DOS MIL ...(expresado en letras)
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Firma del Juez con indicación de su cargo Firma del Actuario con indicación de
su cargo

*Nota: es conveniente, por razones de claridad, resaltar con negrita los datos
que individualizan el expediente así como la medida concretamente solicitada.
El exhorto lleva sello del Juzgado en cada una de sus fojas, y si no se hace
doble faz (que no es obligatorio), deben anularse por el actuario las páginas
que no llevan texto.

Cómo ingresa el Exhorto a la Oficina.

Con el Oficio, exhorto o Carta rogatoria recibido se arma un expediente al que
se  caratula  con  la  correspondiente  carátula  de  exhorto,  dándole  número
interno e ingresándolo al sistema de gestión del Juzgado según la normativa
interna vigente dispuesta por Acordadas de la SCJ y Circulares de la DGSA
DEL PJudicial).

En el Libro de Exhortos que lleva la Oficina se asienta: a) el número que se le
adjudica al  exhorto;  b)  la  fecha en que ingresó a nuestro Juzgado;  c)  qué
Juzgado lo  remite;  d)  en qué autos fue librado;  e)  el  número de oficio  del
Juzgado remitente; f) cuál es la diligencia cometida; g) en qué fecha se dio
cumplimiento  a  la  diligencia;  h)  en  qué  fecha  devolvimos  el  exhorto  a  la
autoridad remitente. Se devuelve todo el expediente del exhorto, lo único que
conserva el Juzgado es el asiento en el Libro de Exhortos, así como el asiento
en el Libro de Alguacilatos si correspondiera y/o la vía Control de Cedulón si se
trata  de  una  notificación  en  aquellos  departamentos  donde  no  hay  Oficina
Central de Notificaciones.

NORMATIVA INTERNACIONAL EN MATERIA DE DILIGENCIAMIENTO DE
EXHORTOS.

Nota: La normativa referida infra no es completa, existen más instrumentos de
Derecho  Internacional,  tanto  de  carácter  bilateral  como  multilateral,  en  los
cuales participa Uruguay. Si para el caso concreto se piensa que la legislación
internacional aquí contenida no es suficiente o directamente no contempla la
hipótesis de trabajo, se deberá consultar a los órganos auxiliares de la Justicia
en esta materia, indicados en la primer foja de este material (Autoridad Central
o Ministerio de Relaciones Exteriores). En este apartado se podrán encontrar
las referencias a las normas de Derecho Internacional y/o sus textos.

Conferencia Internacional de Derecho Internacional Privado (CIDIP), que son
convocadas por el Comité Jurídico de la O.E.A.. También existen convenios
con países del resto del mundo, regulados por la O.N.U., así como diversidad
de Convenios Bilaterales entre Uruguay y otros Estados.

Convención Internacional sobre Exhortos o Cartas Rogatorias y su Protocolo
Adicional  (Promulgado el  primero en Uruguay por  Decreto-ley 14.534,  y su
Protocolo  Adicional  que  se  firmó  en  Uruguay  el  08/05/1979,  el  cual  fue
ratificado por Decreto-ley 14.953; dicho Protocolo es el que rige para Exhortos
a Estados Unidos de Norte América; ver también al  respecto la Circular nº
66/89 de fecha 8/7/89 de la Suprema Corte de Justicia refiere a los trámites
judiciales ante los Estados Unidos de Norte América).
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Convención  Interamericana  sobre  Recepción  de  Pruebas  en  el  Extranjero.
Ratificada en nuestro país por Decreto-ley Nº 14.534. Vigente en Argentina,
Chile,  Colombia,  Costa  Rica,  Ecuador,  El  Salvador,  Guatemala,  Honduras,
México, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, y Venezuela.

Convenio entre la República Argentina y la República Oriental  del  Uruguay
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos.  Suscrito  en  Buenos  Aires,
Argentina, el 20/11/1980, ratificado en nuestro país por Decreto-ley 15.110.

Convenio  de  Cooperación  Judicial  en  materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y
Administrativa  entre  Uruguay  y  Brasil,  suscrito  en  Brasilia  el  14/11/1992,
ratificado en nuestro país por Ley 16728 del 14/11/1995.

Convenio  Sobre  Igualdad de Trato  Procesal  y  Exhortos  entre  la  República
Oriental  del  Uruguay  y  la  República  de  Chile,  suscrito  en  nuestro  país  el
14/10/1981,  aprobado por  Resolución  del  Poder  Ejecutivo  Nº  2445/981 del
14/10/1981, ratificado por Decreto-ley 15.251 del 26/3/1982.

Convenio Sobre Igualdad de Trato Procesal  entre la República Oriental  del
Uruguay  y  la  República  del  Perú,  ratificado  por  Decreto-ley  15.271  del
23/10/1984.

Protocolo  de  Cooperación  y  Asistencia  Jurisdiccional  en  materia  Civil,
Comercial, Laboral y Administrativa - “Protocolo de Las Leñas” , suscrito en el
ámbito  del  Mercosur  y  aprobado  por  nuestro  país  por  Ley  Nº  16.971  del
15/06/1998.

Protocolo  de Medidas Cautelares  (referente a  personas o bienes),  también
conocido como “Tratado de Ouro Preto”. Fue ratificado por nuestro país por
Ley 16.939 de 23/4/1998 y entró en vigencia el 10/9/1998. Se aplica por todos
los países integrantes del Mercosur.

Páginas de Internet recomendadas por Autoridad Central para la búsqueda de
normas  de  Derecho  Internacional  en  materia  de  Cooperación  Jurídica
Internacional: www.hccy.net – Página del Tribunal de La Haya.

www.iberred.org – Página de la Red Iberoaméricana de Cooperación Judicial
(IberRed).

www.mercosur.int – Página del Mercosur, ver sección “Protocolos y Acuerdos”.

www.oas.org – Página de la O.E.A., ver sección “Tratados”.

Acordada Nº 7507 ARTS. que deben tener en cuenta los Juzgados

3°.- (trámite en el Juzgado o dependencia destinataria del exhorto proveniente
del  extranjero  recibido  por  intermedio  de  la  Corporación).  Los  tribunales  y
juzgados que reciban exhortos provenientes del extranjero que tramitan por
intermedio de la Suprema Corte de Justicia,  procederán de inmediato a su
registro en el libro respectivo (artículo 6º), acusando recibo a la Corporación
dentro de las veinticuatro horas a contar de la recepción, e indicando número y
año de registro, ya sea que hayan recibido las actuaciones directamente de la
Corte  o  por  declinatoria  de  otro  Tribunal,  y  si  en  definitiva  asumen  o  no
competencia.
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4°.-  (Control  de  la  Corporación  del  diligenciamiento  de  los  exhortos
provenientes  del  extranjero).  En  tanto  no  opere  la  devolución  de  las
actuaciones  a  la  autoridad  exhortante,  el  Despacho  Administrativo  de  la
Corporación (hoy Prosecretaría Lda) recabará cada noventa días los informes
que correspondan,  dejando constancia en los duplicados y en los registros
informáticos del estado de cada trámite. (esto es el oficio que recibe el Jdo.
solicitándole informe sobre el trámite de acuerdo al art. 4º).

(Disposiciones comunes a exhortos provenientes del extranjero recibidos por
intermedio de la S.C.J. o vía Autoridad Central)

5°.-  (Carácter  preferencial  de  la  tramitación  de  exhortos  provenientes  del
extranjero).  Todos  los  exhortos  provenientes  del  extranjero  solicitando
diligencias  y  otras  actuaciones  a  cumplir  por  distintos  tribunales  y
dependencias del  Poder  Judicial  de  la  República,  cualquiera sea la  vía  de
gestión,  recibirán  un  tratamiento  preferencial  en  las  distintas  etapas  de  su
tramitación, incurriendo en falta grave al servicio los responsables de acciones
y/u omisiones que deriven en demoras injustificadas en su diligenciamiento.

6°.-  (Libro  de  "EXHORTOS  y  DESPACHOS  PROVENIENTES  DEL
EXTRANJERO").  Los Tribunales  destinatarios de exhortos  provenientes  del
extranjero procederán a su registro en libro especialmente destinado al efecto,
que  será  llevado  a  doble  página  y  contendrá  en  distintas  columnas,
información sobre los siguientes rubros o conceptos: Número anual de registro;
Procedencia originaria; Vía de recepción (SCJ o Autoridad Central); Número
del  oficio  o  exhorto;  Fecha  del  oficio  o  exhorto;  Fecha  de  recibido  en  el
Tribunal; Objeto o contenido de la solicitud; Trámite interno; Resultado; Fecha
de la devolución;  Vía por  la  que opera la devolución;  Firma del  Actuario  o
Secretario.

7°.-  (Informe  bimensual  sobre  el  trámite  de  exhortos  provenientes  del
extranjero recibidos vía Autoridad Central). Dentro de los cinco primeros días
hábiles  siguientes  al  fin  de  cada  bimestre,  los  Tribunales  y  Juzgados
informarán a la Suprema Corte de Justicia en formulario diseñado al efecto,
sobre los exhortos provenientes del extranjero recibidos vía Autoridad Central
que hayan estado en trámite en el citado período, en el orden de la fecha de
recibidos,  especificando lo  siguiente:  Tribunal  que informa;  Bimestre y  año;
Número y año de registro;  Procedencia originaria;  Fecha de recibido en el
Tribunal, Objeto o contenido de la solicitud; y Estado actual del trámite (en su

caso, ficha de la devolución).

(El formulario para el cumplimiento de este art. fue distribuido por Circular Nº
64 de 03/06/2005 el que será llenado de la siguiente forma:

INFORMACiÓN  EXHORTOS  PROVENIENTES  DEL  EXTRANJERO
RECIBIDOS VIA AUTORIDAD CENTRAL

(Acordada Nº 7507, de fecha 29 de marzo de 2004 comunicada por Circular Nº
23 de fecha 30 de marzo de 2004)

Tribunal que informa Juzgado...........

Bimestre y año Enero-febrero/201..
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N° y año de Registro 1/201....

Procedencia originaria Jdo.................. Bs.As. Argentina/Brasil etc.

Fecha de recibido en el Tribunal 2/01/201......

Objeto o contenido de la solicitud Notificar a ......... el traslado de la demanda o
Citar a.......a la audiencia.......... O intimar a......el cumplimiento etc.

Estado actual  del  trámite  En trámite,o habiéndose notificado.....  el  día.....se
devolvió en fecha o para citar........... o paso al alguacil según sea el caso.

8°.- (Exhortos dirigidos al extranjero).

Respecto  de  los  exhortos  dirigidos  por  autoridades  judiciales  uruguayas  al
extranjero se

observarán las siguientes disposiciones:

a)  Si  obedecen a  solicitud  de parte,  ésta  será  la  encargada de realizar  el
seguimiento respectivo.

b) Si  obedecen a actuación de oficio,  la autoridad emisora pedirá informes
acerca del estado del trámite a más tardar cada seis meses sin perjuicio de
que  las  particularidades  de  cada  caso  determinen  solicitudes  en  plazos
menores: Y de considerarlo oportuno, intimará su cumplimiento, sin perjuicio
de recurrir a IberRed.

9°.- (Controles a cargo de la División Servicios lnspectivos).

En  las  visitas  inspectivas  y  en  cuanto  corresponda,  se  verificará  el
cumplimiento de la presente Acordada, dejándose constancia expresa en los
respectivos informes.”
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     IV.II. Condición Procesal del Litigante Ajeno al Foro

     IV.II.I. Regulaciones supranacionales

     IV.II.I.I. Regulaciones multilaterales 

     1.- Regulaciones de alcance universal

  - Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos de Naciones Unidas de
16.12.1966, aprobado por Uruguay por Ley 13.751 de 11.7.1969, art.2.

ARTICULO 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio
y  estén  sujetos  a  su  jurisdicción  los  derechos  reconocidos  en  el  presente
Pacto,  sin  distinción  alguna  de  raza,  color,  sexo,  idioma,  religión,  opinión
política  o  de  otra  índole,  origen  nacional  o  social,  posición  económica,
nacimiento o cualquier otra condición social.

2.  Cada  Estado  Parte  se  compromete  a  adoptar,  con  arreglo  a  sus
procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las
medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el
presente  Pacto  y  que  no  estuviesen  ya  garantizados  por  disposiciones
legislativas o de otro carácter.

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a
garantizar que:

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente
Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal
violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus
funciones oficiales;
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b) La  autoridad  competente,  judicial,  administrativa  o  legislativa,  o
cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado,
decidirá  sobre  los derechos de toda persona que interponga tal  recurso,  y
desarrollará las posibilidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya
estimado procedente el recurso.
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    -Convención de Naciones Unidas sobre  Obtención  de Alimentos  en el
Extranjero de Nueva York de 20.6.1956, aprobada por Uruguay por Ley 16.477
de 4.5.1994, art.9. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad

     -Convención  de  La  Haya  sobre  Aspectos  Civiles  de  la  Sustracción
Internacional  de  Menores  de  25.10.1980,  aprobada  por  Uruguay  por  Ley
17.109 de 12.5.1999, arts.22 y 25. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad
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    - Convención Americana de Derechos Humanos, Pacto de San José de
Costa Rica de 19.12.1966, aprobada por Uruguay por Ley 15.737 de 8.3.1985,
arts.8, 4 y 25.

ARTICULO 4

Derecho a la Vida

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará
protegido por  la  ley y,  en general,  a  partir  del  momento de la  concepción.
Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

2.  En  los  países  que  no  han  abolido  la  pena  de  muerte,  ésta  sólo  podrá
imponerse  por  los  delitos  más  graves,  en  cumplimiento  de  sentencia
ejecutoriada  de  tribunal  competente  y  de  conformidad  con  una  ley  que
establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco
se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente.

3. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.

4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni
comunes conexos con los políticos.

5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la
comisión  del  delito,  tuvieren menos de  dieciocho  años  de edad  o  más de
setenta, ni se le aplicará a las mujeres en estado de gravidez.

6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el
indulto  o la  conmutación de la  pena,  los cuales podrán ser  concedidos en
todos los casos. No se puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud
esté pendiente de decisión ante autoridad competente.

ARTICULO 8

Garantías Judiciales
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1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro
de un plazo razonable, por un juez o tribunal  competente, independiente e
imparcial,  establecido  con  anterioridad  por  la  ley,  en  la  sustanciación  de
cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de
sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro
carácter.

2.  Toda  persona  inculpada  de  delito  tiene  derecho  a  que  se  presuma  su
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el
proceso,  toda  persona  tiene  derecho,  en  plena  igualdad,  a  las  siguientes
garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o
intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. comunicación  previa  y  detallada  al  inculpado  de  la  acusación
formulada;

c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la
preparación de su defensa;

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido
por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su
defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado
por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no
se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido
por la ley;

f. derecho  de  la  defensa  de  interrogar  a  los  testigos  presentes  en  el
tribunal  y  de  obtener  la  comparecencia,  como  testigos  o  peritos,  de  otras
personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse
culpable, y
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h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de
ninguna naturaleza.

4.  El  inculpado absuelto  por  una sentencia  firme no podrá ser  sometido  a
nuevo juicio por los mismos hechos.

5.  El  proceso penal  debe ser  público,  salvo  en lo  que sea necesario  para
preservar los intereses de la justicia.

ARTICULO 25

Protección Judicial

1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro
recurso  efectivo  ante  los  jueces  o  tribunales  competentes,  que  la  ampare
contra  actos  que  violen  sus  derechos  fundamentales  reconocidos  por  la
Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:

a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal
del  Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal
recurso;

b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda
decisión en que se haya estimado procedente el recurso.
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    - Convención Interamericana de Montevideo de 1979 sobre Cumplimiento
de Medidas Cautelares, aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de
12.11.1979, art.16, parte final.  Ver este mismo Capítulo en Regulaciones a
Nivel Interamericano.

    - Convención Interamericana de Montevideo sobre Eficacia Extraterritorial
de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros de Montevideo de 1979,
aprobada por Uruguay por Decreto - Ley 14.953 de 12.11.1979, art.5. Ver este
mismo Capítulo en Regulaciones a Nivel Interamericano.

    - Convención Interamericana de Montevideo de 1989  sobre Restitución
Internacional de Menores, aprobada por Uruguay por Ley 17.335de 17.5.2001,
art.23. Ver Capítulo II sobre Familia y Minoridad

   -  Convención Interamericana de Montevideo de 1989 sobre Obligaciones
Alimentarias, aprobada por Uruguay por Ley17.334 de 17.5.2001, art.14. Ver
Capítulo II sobre Familia y Minoridad
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     Tratados de Montevideo de Derecho Internacional

    - Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1889, aprobado por
Uruguay  por  Ley  2.207  de  3.10.1892,  art.1.  Ver  Capítulo  I  sobre  Teoría
General

   -  Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1940, aprobado por
Uruguay por  Decreto - Ley 10.272 de 12.11.1942, art.1. Ver Capítulo I sobre
Teoría General
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     Protocolos y Acuerdos del Mercosur

     -Protocolo de Las Leñas de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en
Materia  Civil,  Comercial,  Laboral  y  Administrativa,  Decisión  CMC  05/92,
aprobado por Uruguay por Ley 16.971 de 15.6.1998, Capítulo III, “Igualdad de
Trato  procesal”,  arts.  3  y  4.  Ver  en  este  mismo  Capítulo  en  Protocolos  y
Acuerdos del Mercosur

     -Protocolo de Ouro Preto de Medidas Cautelares, Decisión CMC 27/ 94,
aprobado por Uruguay por Ley 16.930 de 20.4.1988, art.25. Ver en este mismo
Capítulo en Protocolos y Acuerdos del Mercosur
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    -  Acuerdo sobre el  Beneficio de litigar sin Gastos y Asistencia Jurídica
Gratuita entre los Estados Partes del Mercosur, Decisión CMC 49/00, vigente
entre Brasil y Paraguay.

VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de Ouro Preto, la Decisión Nº
5/92 del Consejo del Mercado Común y el Acuerdo Nº 1/00 de la Reunión de
Ministro de Justicia del MERCOSUR.

CONSIDERANDO

Que es voluntad de los Estados Partes acordar soluciones jurídicas para la
profundización del Proceso de Integración.

Manifestando la voluntad de reunir y sistematizar las normas que existen en la
Región  sobre  el  Beneficio  de  la  Justicia  Gratuita  y  la  Asistencia  Jurídica
Gratuita, en un cuerpo único de normas.

EL CONSEJO DEL MERCADO COMÚN

DECIDE:

Art.  1  -  Aprobar  el  "Acuerdo  sobre  el  Beneficio  de  la  Justicia  Gratuita  y
Asistencia  Jurídica  Gratuita  entre  los  Estados  del  MERCOSUR",  en  sus
versiones en español y portugués, que consta como Anexo y forma parte de la
presente Decisión.

XIX CMC - Florianópolis, 14/XII/00

ACUERDO  SOBRE  EL  BENEFICIO  DE  LITIGAR  SIN  GASTOS  Y  LA
ASISTENCIA JURÍDI-CA GRATUITA ENTRE LOS ESTADOS PARTES DEL
MERCOSUR

La República Argentina, la República Federativa del Brasil,  la República del
Paraguay y la Re-pública Oriental del Uruguay, denominados en lo sucesivo
“Estados Partes”,

VISTO lo dispuesto por el Tratado de Asunción y el Protocolo de Ouro Preto;

CONSIDERANDO  que  los  instrumentos  fundacionales  y  estructurales  del
MERCOSUR establecen el compromiso para los Estados Partes de armonizar
sus legislaciones;

REAFIRMANDO el deseo de los Estados Partes del MERCOSUR de acordar
soluciones  jurídicas  comunes  con  el  objeto  de  fortalecer  el  proceso  de
integración;

DESTACANDO  la  importancia  que  el  MERCOSUR  atribuye  a  los  más
necesitados;

MANIFESTANDO  la  voluntad  de  recopilar  y  sistematizar  las  normas  que
existen  en la  región sobre el  beneficio  de litigar  sin  gastos y la  asistencia
jurídica gratuita en un cuerpo único de normas;
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ENFATIZANDO  la  fundamental  importancia  del  establecimiento  de
mecanismos que permitan el efectivo acceso a la justicia;

MOTIVADOS  por  la  voluntad  de  promover  e  intensificar  la  cooperación
jurisdiccional;

TENIENDO PRESENTE las disposiciones de la Convención Americana sobre
Derechos Huma-nos;

CONSIDERANDO  que  el  Protocolo  de  Las  Leñas  establece  que  los
ciudadanos  y  los  residentes  permanentes  de  uno  de  los  Estados  Partes
gozarán,  en  las  mismas  condiciones  de  los  ciudadanos  y  residentes
permanentes del otro Estado Parte, del libre acceso a la jurisdicción de ese
Estado para la defensa de sus derechos e intereses, y que el Protocolo de
Medidas Cautelares dispone que quedan exceptuados del pago de costas y
gastos quienes hubieren obtenido en el Estado requirente el beneficio de litigar
sin gastos;

ACUERDAN:

TRATO IGUALITARIO

Artículo 1°

Los  nacionales,  ciudadanos  y  residentes  habituales  de  cada  uno  de  los
Estados  Partes  gozarán,  en  el  territorio  de  los  otros  Estados  Partes,  en
igualdad  de  condiciones,  de  los  beneficios  de  litigar  sin  gastos  y  de  la
asistencia  jurídica  gratuita  concedidos  a  sus  nacionales,  ciudadanos  y
residentes habituales.

JURISDICCIÓN  INTERNACIONAL  PARA RESOLVER LA  SOLICITUD DEL
BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS

Artículo 2°

Será competente para conceder el beneficio de litigar sin gastos la autoridad
del Estado Parte que tenga jurisdicción para entender en el proceso en el que
se solicita.

La autoridad competente podrá requerir  según la circunstancia del  caso, la
cooperación  de  las  autoridades  de  otros  Estados  Partes  conforme  a  lo
establecido en el artículo 12 del presente Acuerdo.

DERECHO APLICABLE A LA SOLICITUD

Artículo 3°

La oportunidad procesal para presentar la solicitud del beneficio de litigar sin
gastos, los hechos en que se fundare, la prueba, el carácter de la resolución, el
asesoramiento y la defensa del beneficiario y cualesquiera otras cuestiones
procesales, se regirán por el derecho del Estado Parte que tenga jurisdicción
para conceder el beneficio.
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La extinción del beneficio de litigar sin gastos, si correspondiere, se regirá por
el derecho del Estado Parte que tenga jurisdicción para concederlo.

EXTRATERRITORIALIDAD DEL BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS

Artículo 4°

El beneficio de litigar sin gastos concedido en el Estado Parte requirente en un
proceso en el que se solicitaren medidas cautelares, recepción de pruebas en
el  extranjero  y  cualesquiera  otras  medidas  de  cooperación  tramitadas
mediante exhortos o cartas rogatorias,  será reconocido en el  Estado Parte
requerido.

Artículo 5°

El beneficio de litigar sin gastos concedido en el Estado Parte de origen de la
sentencia será mantenido en el de su presentación para su reconocimiento o
ejecución.

Artículo 6°

Los Estados Partes, según las circunstancias del caso, adoptarán las medidas
que  sean  necesarias  para  lograr  la  gratuidad  de  los  procedimientos  de
restitución  del  menor  conforme  a  su  derecho  interno.  Informarán  a  las
personas legítimamente interesadas en la restitución del menor, acerca de la
existencia de las defensorías de oficio, de los beneficios de litigar sin gastos y
de las instancias de asistencia jurídica gratuita a que pudieran tener derecho,
conforme a las leyes y los reglamentos de los Estados Partes respectivos.

Artículo 7°

El beneficio de litigar sin gastos concedido al acreedor alimentario en el Estado
Parte donde hubiere presentado su reclamación, será reconocido en el Estado
Parte donde se hiciere efectivo el reconocimiento o la ejecución.

Artículo 8°

Si el juez del Estado Parte de la prestación de la cooperación prevista en los
artículos 4º, 5º, 6º y 7º tuviere la certeza de que las circunstancias por las que
se concedió el beneficio de litigar sin gastos han cambiado sustancialmente, se
lo comunicará al juez de la concesión del referido beneficio.

Artículo 9°

Los Estados Partes se comprometen a prestar asistencia jurídica gratuita a las
personas  que  gocen  del  beneficio  de  litigar  sin  gastos,  en  igualdad  de
condiciones con sus nacionales o ciudadanos.

COOPERACIÓN INTERNACIONAL

Artículo 10°

La cooperación internacional en materia de beneficio de litigar sin gastos y
asistencia jurídica gratuita se tramitará conforme al Protocolo de Las Leñas de
Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y
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Administrativa,  el  Protocolo de Medidas Cautelares y,  cuando corresponda,
conforme a otras Convenciones y normas aplicables entre los Estados Partes.

Artículo 11°

Los exhortos o cartas rogatorias y los documentos que los acompañen, así
como el que acredite el beneficio de litigar sin gastos, deberán redactarse en el
idioma de la autoridad requirente y estar acompañados de una traducción al
idioma de la autoridad requerida. Los gastos de traducción no estarán a cargo
del Estado Parte requerido.

Artículo 12°

La autoridad con competencia para conceder el beneficio de litigar sin gastos
podrá  solicitar  información  sobre  la  situación  económica  del  requirente
dirigiéndose  a  las  autoridades  de  los  otros  Estados  Partes  contratantes  a
través  de  la  Autoridad  Central,  a  ser  designada  en  el  momento  de  la
ratificación, o por vía diplomática o consular. Tratándose de información en
zonas  de  frontera,  las  autoridades  podrán,  según  las  circunstancias,
efectuarlas en forma directa y sin necesidad de legalización.

La autoridad encargada del reconocimiento del beneficio de litigar sin gastos
mantendrá, dentro de sus atribuciones, el derecho de verificar la suficiencia de
los  certificados,  declaraciones  e  informes  que  le  sean  suministrados  y  de
solicitar información complementaria para documentarse.

GASTOS Y COSTAS

Artículo 13°

Todos los trámites y documentos relacionados con la solicitud del beneficio de
litigar sin gastos y la asistencia jurídica gratuita, estarán exentos de todo tipo
de gastos.

Artículo 14°

Quedan dispensadas del pago de costas judiciales y demás gastos procesales
las  medidas  re-queridas  en  el  ámbito  de  la  cooperación  jurisdiccional
internacional por personas que hayan obtenido el beneficio de litigar sin gastos
y la asistencia jurídica gratuita en uno de los Estados Partes, en materia civil,
comercial,  laboral,  y,  en  su  caso,  en  materia  judicial  contencioso-
administrativa.

Artículo 15°

El Estado Parte que concede el beneficio de litigar sin gastos y la asistencia
jurídica gratuita en conformidad con este Acuerdo no tendrá derecho a exigir
reembolso alguno al Estado Parte del beneficiario.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 16°

El presente Acuerdo entrará en vigor con relación a los dos primeros Estados
Partes  que  lo  ratifiquen,  treinta  (30)  días  después  de  la  fecha  en  que  el
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segundo de estos Estados Partes deposite su instrumento de ratificación. Para
los demás Estados Partes que lo ratifiquen, entrará en vigor en el trigésimo día
a partir del depósito de su respectivo instrumento de ratificación.

Artículo 17°

El  Gobierno de la  República del  Paraguay será el  depositario del  presente
Acuerdo y de los instrumentos de ratificación y enviará copias debidamente
autenticadas de los mismos a los Gobiernos de los demás Estados Partes.

El Gobierno de la República del Paraguay notificará a los Gobiernos de los
demás Estados Partes la fecha de entrada en vigor del presente Acuerdo y la
fecha del depósito de los instrumentos de ratificación.

Hecho  en  la  ciudad  de  Florianópolis,  en  15  de  diciembre  de  2000,  en  un
ejemplar original,  en los idiomas portugués y español, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

 

Ratificaciones: Brasil y Paraguay

Pendientes: Argentina y Uruguay
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     IV.II.II. Regulaciones bilaterales.

     -  con Argentina

     Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República Argentina
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.110 de 17.3.1981, en vigor desde el 12.5.1981, art.1. Ver en
el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales I.I. 4.

- con Brasil

     Convenio de Cooperación Judicial en Materia Civil, Comercial, Laboral y
Administrativa  entre  la  República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República
Federativa del Brasil, aprobado por Uruguay por Ley 16.728 de 5.12.1995, en
vigor desde el 9.2.1996, Capítulo VI, “Igualdad de Trato Procesal”, arts.21 y 22.
Ver en el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

 -     con Chile

    Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de Chile
sobre  Igualdad  de  Trato  Procesal  y  Exhortos,,  aprobado  por  Uruguay  por
Decreto - Ley 15.251 de 26.3.1982, en vigor desde el 14.4.1982, art.1. Ver en
el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.

- con España

Convenio de Cooperación Jurídica entre la República Oriental del Uruguay y el
Reino de España, aprobado por Uruguay por Ley 16.864 de 10.9.1997, en
vigor desde el 30.4.1998, Título IV, “De la igualdad de trato procesal”, arts. 16
a 19. Ver en el presente Capítulo en Regulaciones Bilaterales IV.I.I.II.
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-Convenio entre la República Oriental del Uruguay y el Reino de España sobre
Conflicto de Leyes en Materia de Alimentos para Menores y Reconocimiento y
Ejecución de Decisiones y Transacciones Judiciales en Materia de Alimentos,
aprobado  por  Uruguay  por  Ley  15.987  de  16.11.1988,  en  vigor  desde  el
29.2.1992, art.12.   

TITULO I

Del ámbito y ley aplicable

Artículo 1º

1. Cuando un menor tuviere su residencia habitual en el territorio de una de las
Partes  y  el  obligado  a  prestar  alimentos  residiera  habitualmente  o  tuviere
bienes o ingresos en el territorio de la otra Parte, la ley aplicable, en caso de
conflicto, se determinará de acuerdo con el presente Convenio.

2. A los efectos de este Convenio, por el término menor se entiende aquella
personal que sea calificada como tal por la ley de su residencia habitual.

Artículo 2º

La ley aplicable, a elección del acreedor, es la de su residencia habitual o la de
la residencia habitual del deudor, en uno de los Estados Partes o la ley del
Estado Parte donde el deudor tuviere bienes o ingresos.

Artículo 3º

1. Las normas de este Título sólo regulan los conflictos de leyes en materia de
alimentos para menores.

2.  Las decisiones adoptadas en aplicación  de este  Convenio no prejuzgan
acerca de las relaciones de filiación y de familia entre el menor y el deudor de
alimentos, aunque pueden servir como elemento probatorio, en cuanto fuere
pertinente.
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Artículo 4º

En caso de cambio de la residencia habitual del menor, la ley del Estado de la
nueva residencia es aplicable, a partir del momento en que se efectuase el
cambio.

Artículo 5º

La ley aplicable al derecho alimentario regula también:

a) el monto del crédito alimentario y los plazos y condiciones para hacerlo
efectivo;

b) la determinación de quienes pueden ejercer la acción alimentaria en
nombre y representación del menor;

c) quiénes  son  las  personas  y  entidades  obligadas  a  prestar  las
obligaciones alimentarias.

Artículo 6º

No será aplicable la ley designada por este Convenio, cuando su aplicación
fuese manifiestamente incompatible con el orden público del Estado en el que
se ejercitase la acción de alimentos.

TITULO II

De la jurisdicción competente

Artículo 7º

Serán Tribunales competentes para conocer de la acción de alimentos:

a) los del Estado Parte de la residencia habitual del menor;
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b) los del Estado Parte de la residencia habitual del deudor;

c) los del Estado Parte donde el deudor tuviere bienes o ingresos.

Los mismos Tribunales  que  hubieren  conocido de la  acción  de  fijación  de
alimentos serán competentes para conocer de las acciones de cese reducción,
así como para la adopción de medidas aseguratorias, lo serán en la acción de
aumento de los alimentos, cualquiera de los Tribunales precitados.

Artículo 8º

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  precedente,  también  serán
competentes para asignar alimentos provisionales a los menores, los jueces
que conozcan en los juicios de divorcio, separación de cuerpos e investigación
de paternidad, cuando ello fuere impuesto por la respectiva ley aplicable.

TITULO III

De la Cooperación Jurídica

Artículo 9º

Todo lo concerniente al libramiento y tramitación de las cartas rogatorias, así
como  el  reconocimiento  y  ejecución  de  las  decisiones  y  transacciones
judiciales  de fijación  de alimentos,  quedarán sometidos a lo  previsto  en  el
Convenio de Cooperación Jurídica entre el  reino de España y la República
Oriental del Uruguay.

TITULO IV

De las Instituciones

Artículo 10
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1. El derecho de una institución de protección de menores pública o privada de
interés público en un Estado Parte a obtener el reembolso de las prestaciones
satisfecha por incumplimiento del deudor de alimentos, se regulará de acuerdo
con la ley por la que se rige la institución.

2.  Las  instituciones  referidas  en  el  párrafo  anterior  podrán  instar  el
reconocimiento y ejecución de la decisión, en representación del menor. A la
solicitud se acompañaron los documentos acreditativos de la legitimación y de
que se ha efectuado la prestación al menor.

TITULO V

Disposiciones Diversas

Artículo 11

Las  Partes  Contratantes  se  comprometen  a  facilitar  las  transferencias  de
fondos que procedieren por aplicación de este Convenio.

Artículo 12

Si  el  menor  hubiere  gozado del  beneficio  de  justicia  gratuita  en  el  Estado
donde hubiera ejercitado la acción, gozará también de este beneficio en el
procedimiento de reconocimiento y ejecución.

Artículo 13

El reconocimiento y la ejecución procederán, cualquiera que sea la fecha de la
decisión. Si ésta fuere anterior a la entrada en vigor del Convenio, la ejecución
sólo procederá en relación a los pagos no vencidos.

Artículo 14

1. El presente Convenio está sujeto a ratificación, entrando en vigor el último
día del mes siguiente al canje de los respectivos instrumentos.
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2. El presente Convenio tiene una duración indefinida. Cualquiera de las partes
podrá denunciarlo mediante un aviso escrito por vía diplomática. La denuncia
será  efectiva  a  partir  del  último  día  del  siguiente  sexto  mes  de  haberse
efectuado dicha notificación.

En testimonio de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados por sus
respectivos Gobierno, han firmado el presente Convenio.

Hecho en la ciudad de Montevideo a los cuatro días del mes de noviembre del
año  de  mil  novecientos  ochenta  y  siete,  en  dos  ejemplos  igualmente
auténticos, e igualmente haciendo fe.
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- con Francia

Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la República de Francesa
sobre Asistencia Judicial  Gratuita,  aprobado por Uruguay por Ley 1.846 de
22.9.1885, canjeadas las ratificaciones el 13.6.1888. Sólo Mención.

Convención de Cooperación  Judicial  en Materia  Civil  y Comercial  entre la
República  Oriental  del  Uruguay  y  la  República  Francesa,  aprobado  por
Uruguay por Ley 17.110 de 12.5.1999, en vigor desde el 1.8.1999, capítulo 1,
“Acceso a la Justicia”, arts. 2 a 6. Ver en el presente Capítulo en Regulaciones
Bilaterales IV.I.I.II.
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- con Perú

Convenio sobre Igualdad de Trato Procesal  entre la  República Oriental  del
Uruguay y la República del Perú, aprobado por Uruguay por Decreto - Ley
15.721 de 7.2.1985, en vigor desde el 2.2.1989.

ARTICULO I

Los domiciliados en un Estado parte  gozarán, ante los Tribunales del  otro,
mismo trato de que gozan quienes en él se domicilian.

ARTICULO II

El presente Convenio regirá indefinidamente y entrará en vigor por el canje de
los respectivos instrumentos de ratificación que se efectuará en la ciudad de
Lima.

Cualesquiera de las Partes podrá denunciarlo y cesarán sus efectos a los seis
meses contados a partir de la recepción de la denuncia.

Hecho en la ciudad de Montevideo a los  XX días del mes de XXX del año mil
novecientos dos ejemplares originales del mismo tenor igualmente válidos.
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       II.II.- Regulaciones de fuente nacional.

       Constitución de la República, arts. 7, 8, 72 y 332.

Artículo 7º.- Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegidos en
el  goce  de  su  vida,  honor,  libertad,  seguridad,  trabajo  y  propiedad.  Nadie
puede  ser  privado  de  estos  derechos  sino  conforme  a  las  leyes  que  se
establecen por razones de interés general.

Artículo 8º.- Todas las personas son iguales ante la ley, no reconociéndose
otra distinción entre ellas sino la de los talentos o las virtudes.

Artículo 72.- La enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la
Constitución,  no  excluye  los  otros  que  son  inherentes  a  la  personalidad
humana o se derivan de la forma republicana de gobierno.

Artículo  332.-  Los  preceptos  de  la  presente  Constitución  que  reconocen
derechos a los individuos, así como los que atribuyen facultades e imponen
deberes a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta  de la
reglamentación  respectiva,  sino  que  ésta  será  suplida,  recurriendo  a  los
fundamentos de leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las
doctrinas generalmente admitidas.
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     -  Ley 18.250 de 6.1.2008, Díctanse normas en materia de migración y
deróganse las Leyes 2096, 8868 y modificativas y 9604”, en especial, arts. 1 y
9.

CAPÍTULO I

PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1º.- El  Estado uruguayo reconoce como derecho inalienable de las
personas migrantes y sus familiares sin perjuicio de su situación migratoria, el
derecho a la migración, el derecho a la reunificación familiar, al debido proceso
y acceso a la justicia, así como a la igualdad de derechos con los nacionales,
sin  distinción  alguna  por  motivos  de  sexo,  raza,  color,  idioma,  religión  o
convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social,
nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o
cualquier otra condición.

CAPÍTULO III

DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LAS PERSONAS EXTRANJERAS

Artículo  9º.-  La  irregularidad  migratoria  en  ningún  caso  impedirá  que  la
persona extranjera tenga libre acceso a la justicia y a los establecimientos de
salud.  Las  autoridades  de  dichos  centros  implementarán  los  servicios
necesarios para brindar a las personas migrantes la información que posibilite
su regularización en el país.

685



-     Ley  18.387  de  23.10.2008,  “Declaración  Judicial  del  Concurso  y
Reorganización  Empresarial”,  Título  XIII,  “Régimen  Internacional  del
Concurso”,  Capítulo  I,  “Competencia  y  Ley  Aplicable  al  Concurso  con
Elemento Extranjero”, art.  242, “Principio de trato nacional”.  Ver Capítulo III
sobre Derecho  Civil y Comercial
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IV.III. – Normas Internacionales Procesales de Derecho Internacional Privado
de Fuente nacional  contenidas en el  Código General  del  Proceso.  Título  X
Libro II artículos 524 a 543.

TITULO X

Normas Procesales Internacionales

CAPITULO I

Principios Generales

Artículo 524.

Normas aplicables.- En defecto de tratado o convención, los tribunales de la
República deberán dar cumplimiento a las normas contenidas en el presente
Título.

Artículo 525.

Regulación procesal

525.1  Los  procesos  y  sus  incidentes,  cualquiera  sea  su  naturaleza,  se
sujetarán a las leyes procesales de la República.

525.2 Las pruebas se admitirán y valorarán según la ley a que esté sujeta la
relación jurídica objeto del proceso. Se exceptúan aquellas pruebas que estén
prohibidas por la legislación nacional.

525.3  Los  tribunales  deberán  aplicar  de  oficio  el  derecho  extranjero  e
interpretarlo tal como lo harían los tribunales del Estado a cuyo orden jurídico
pertenezca la norma respectiva.

Sin perjuicio de la aplicación de oficio, las partes podrán acreditar la existencia,
vigencia y contenido de la ley extranjera.

525.4 Todos los recursos previstos por la ley nacional serán admitidos en los
casos en que proceda la aplicación del derecho extranjero.
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525.5 Los Tribunales sólo podrán declarar inaplicables los preceptos de la ley
extranjera, cuando éstos contraríen manifiestamente los principios esenciales
del  orden  público  internacional  en  los  que  la  República  asienta  su
individualidad jurídica.

CAPITULO II

De la Cooperación Judicial Internacional

Artículo 526.

Reglas de actuación

526.1 Para la realización de actos procesales de mero trámite en el extranjero,
tales  como modificaciones,  citaciones o  emplazamientos,  así  como para  la
recepción y obtención de pruebas e informes, los tribunales librarán exhortos y
cartas rogatorias.

Igual  solución  se  observará  respecto  de  los  exhortos  o  cartas  rogatorias
provenientes de tribunales extranjeros.

526.2 Por intermedio de tratado o convención, podrá establecerse la facultad
de los funcionarios consulares o agentes diplomáticos para llevar a cabo las
diligencias a que refiere el ordinal anterior.

Artículo 527.

Exhortos y cartas rogatorias

527.1 Los exhortos o cartas rogatorias podrán ser trasmitidos por las propias
partes interesadas, por intermedio de los agentes consulares o diplomáticos o
a  través  de  la  autoridad administrativa  competente  en la  materia  o,  en  su
defecto, por vía judicial.

527.2 Cuando los exhortos o cartas rogatorias se tramiten por vía consular o
diplomática  o a  través  de la  autoridad administrativa,  no  será  necesario  el
requisito de la legalización.

527.3 Los exhortos o cartas rogatorias se tramitarán de acuerdo con las leyes
procesales del Estado de su cumplimiento.

Los tribunales, a solicitud del órgano jurisdiccional requirente, podrán observar
en  el  diligenciamiento  del  exhorto  o  carta  rogatoria,  formalidades  o
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procedimientos especiales, siempre que ello no fuere contrario a la legislación
nacional.

527.4 Los exhortos o cartas rogatorias y la documentación anexa deberán ser
acompañados, en su caso, de la respectiva traducción.

Artículo 528.

Efectos del cumplimiento. El cumplimiento en la República del exhorto o carta
rogatoria proveniente de tribunales extranjeros, no implicará el reconocimiento
de  competencia  internacional  de  éstos  ni  la  eficacia  de  la  sentencia  que
dictaren, la que se regirá pro las normas del Capítulo IV de Este Título.

Artículo 529.

Competencia. Los Tribunales de la República serán competentes para conocer
de las cuestiones relativas al cumplimiento del exhorto o carta rogatoria que
recibieren; si un tribunal se declarare incompetente, en el ámbito interno, para
proceder al cumplimiento del exhorto o carta rogatoria, lo trasmitirá de oficio al
tribunal competente, sin más trámite.

CAPITULO III

De la Cooperación Judicial Internacional

en Materia Cautelar

Artículo 530.

Medidas cautelares

530.1 Los tribunales nacionales darán cumplimiento a las medidas cautelares
decretadas por tribunales extranjeros internacionales competentes y proveerán
lo que fuere pertinente a tal objeto, exceptuándose las medidas que estuvieren
prohibidas  por  la  legislación  nacional  o  contraríen  el  orden  público
internacional (Artículo 525.5).

530.2 La procedencia de la medida cautelar rogada se regulará de acuerdo
con las leyes y por los tribunales del lugar del proceso extranjero. La ejecución
de la medida así como la contracautela, serán resueltas por los tribunales de la
República conforme con su legislación.
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Artículo 531.

Tercerías y oposiciones

531.1 Cuando se hubiere trabado embargo o efectuado cualquier otra medida
cautelar sobre bienes, la persona afectada podrá deducir, ante los tribunales
nacionales, la tercería u oposición pertinentes, con el exclusivo objeto de su
comunicación al tribunal de origen al devolvérsele el exhorto o carta rogatoria.

531.2 La oposición o tercería  se sustanciará  por  el  tribunal  de lo  principal
conforme con sus leyes.  El  opositor o tecerista que compareciere luego de
devuelto el exhorto o carta rogatoria, tomará el proceso en el estado en que se
hallare.

531.3 Si se tratare de tercería de dominio u otros derechos reales sobre el bien
embargado o se fundara en su posesión, se resolverá por los tribunales de la
República y de conformidad con sus leyes.

Artículo 532.

Efectos del cumplimiento. El cumplimiento de la medida cautelar no obliga a
reconocer y ejecutar la sentencia extranjera que se dictare en el proceso en el
que tal medida se hubiere dispuesto.

Artículo 533.

Medidas  previas  a  la  ejecución.  El  Tribunal  a  quien  se  solicitare  el
cumplimiento de una sentencia extranjera podrá, a petición de parte y sin más
trámite, tomar las medidas asegurativas necesarias conforme con las leyes de
la República.

Artículo 534.

Medidas cautelares en materia de menores o incapaces. Cuando la medida
cautelar  se  refiriere  a  custodia  de  menores  o  incapaces,  los  tribunales
nacionales podrán limitar, con alcance estrictamente territorial, los efectos de
aquélla  sin  perjuicio  de  lo  que en definitiva  se  resuelva  por  el  tribunal  del
proceso principal.

Artículo 535.
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Facultad cautelar.

535.1  Cualquiera  sea  la  jurisdicción  internacionalmente  competente  para
conocer en el litigio y siempre que el objeto de la medida se encontrare en
territorio nacional, los tribunales de la República podrán ordenar y ejecutar, a
solicitud fundada de parte, todas las medidas conservatorias o de urgencia,
cuya finalidad sea garantir el resultado de un litigio pendiente o eventual.

535.2 Si  el  proceso estuviere  pendiente,  el  tribunal  que decretó  la  medida
deberá  comunicarla  de  inmediato  al  tribunal  extranjero  que  conoce  en  lo
principal.

535.3  Si  el  proceso  aún  no  se  hubiere  iniciado,  el  tribunal  que  ordenó  la
medida fijarán un plazo,  sujetándose a lo que en la materia dispone la ley
nacional, dentro del cual el peticionante habrá de hacer valer sus derechos so
pena de caducidad de la medida (artículo 311.2).

Si  en  el  plazo  acordado  se  promoviere  la  demanda,  se  estará  a  lo  que
resuelva, en definitiva, el tribunal internacionalmente competente.

535.4  Los  tribunales  de  la  República,  cuando  procediere,  podrán  decretar
medidas cautelares destinadas a cumplirse fuera del país.

Artículo 536.

Tramitación. Las comunicaciones relativas a medidas cautelares se harán por
las propias partes interesadas,  por  intermedio de los agentes consulares o
diplomáticos, a través de la autoridad administrativa competente en la materia
o, en su defecto, por vía judicial.

CAPITULO IV

Del Reconocimiento y Ejecución de las Sentencias Extranjeras

Artículo 537.

Reglas generales

537.1  El  presente  capítulo  se  aplicará  a  las  sentencias  dictadas  en  país
extranjero  en  materia  civil,  comercial,  de  familia,  laboral  y  contencioso
administrativa: también comprenderá las sentencias dictadas en tales materias
por Tribunales Internacionales, cuando éstas refieran a personas o intereses
privados.
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Así mismo, incluirá a las sentencias recaídas en materia penal en cuanto a sus
efectos civiles.

537.2 La naturaleza jurisdiccional de la sentencia extranjera y la materia sobre
la  que  hubiere  recaído,  serán  calificadas  por  los  tribunales  del  Estado  de
origen del fallo y según su propia ley.

Artículo 538.

Efectos de las sentencias

538.1 Las sentencias extranjeras tendrán en la República efectos imperativos,
probatorios y fuerza ejecutoria, con arreglo a las disposiciones del presente
capítulo.

538.2 Las sentencias extranjeras deberán ser reconocidas y ejecutadas en la
República, si correspondiere, sin que proceda su revisión sobre el fondo del
asunto objeto del proceso en que se hubieren dictado.

538.3 El reconocimiento es el acto o secuela de actos proce4sales cumplidos
al simple efecto de establecer si la sentencia extranjera reúne los requisitos
indispensables de acuerdo con las disposiciones del presente capítulo.

538.4 La ejecución es el acto o secuela de actos procesales dirigidos a obtener
el cumplimiento de las sentencias extranjeras de condena.

Artículo 539.

Eficacia de las sentencias

539.1 Las sentencias extranjeras tendrán eficacia en la República, si reunieren
las siguientes condiciones:

1) Que cumplan las formalidades externas necesarias para ser consideradas
auténticas en el Estado de origen;

2)  Que  la  sentencia  y  la  documentación  anexa  que  fuere  necesaria  estén
debidamente  legalizadas  de  acuerdo  con  la  legislación  de  la  República,
excepto que la sentencia fuere remitida por vía diplomática o consular o por
intermedio de las autoridades administrativas competentes;

3) Que se presenten debidamente traducidas, si correspondiere;

4)  Que el  tribunal  sentenciante tenga jurisdicción en la  esfera internacional
para conocer en el asunto, de acuerdo con su derecho, excepto que la materia
fuera de jurisdicción exclusiva de los tribunales patrios;
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5) Que el demandado haya sido notificado o emplazado en legal forma de
acuerdo con las normas del Estado de donde provenga el fallo;

6) Que se haya asegurado la debida defensa de las partes;

7) Que tengan autoridad de cosa juzgada en el Estado de donde provenga el
fallo;

8)  Que  no  contraríen  manifiestamente  los  principios  de  orden  público
internacional de la República.

539.2 Los comprobantes indispensables para solicitar el  cumplimiento de la
sentencia extranjera son:

1) Copia auténtica de la sentencia;

2) Copia auténtica de las piezas necesarias para acreditar que se ha dado
cumplimiento a los numerales 5° y 6° del ordinal precedente.

3)  Copia  auténtica  con  certificación  de  que  la  sentencia  ha  pasado  en
autoridad de cosa juzgada.

Artículo 540.

Efectos imperativos y probatorios. Cuando sólo se tratare de hacer valer los
efectos  imperativos  o  probatorios  de  una  sentencia  extranjera,  deberá
presentarse  la  misma  ante  el  tribunal  pertinente  y  acompañar  la
documentación referida en el artículo 539.2.

En  este  caso,  el  tribunal  se  pronunciará  sobre  el  mérito  de  la  sentencia
extranjera, en relación al efecto pretendido, en la sentencia que dictare, previa
comprobación, con audiencia del Ministerio Público, de que se han cumplido
las condiciones indicadas en el artículo 539.1.

Artículo 541.

Ejecución

541.1 Unicamente serán susceptibles de ejecución las sentencias extranjeras
de condena.

541.2 La ejecución se pedirá ante la Suprema Corte de Justicia.
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Formulada la petición, se dispondrá el emplazamiento de la parte contra quien
se pida según lo dispuesto en la Sección II, Capítulo II, Título VI del Libro I, a la
que se conferirá traslado por veinte días.

Se oirá seguidamente al Fiscal de Corte y se adoptará resolución, contra la
que no cabrá recurso alguno.

541.3 Si  se hiciere lugar a la ejecución, se remitirá la sentencia al  tribunal
competente para ello, a efectos de que proceda conforme con los trámites que
correspondan a la naturaleza de la sentencia (Título V del Libro II).

Artículo 542.

Resoluciones en jurisdicción  voluntaria.  Los actos  de jurisdicción  voluntaria
extranjeros, surtirán efectos en la República siempre que reúnan los requisitos
establecidos en el artículo 539, en lo que fuere pertinente.

Artículo 543.

Laudos arbitrales extranjeros. Lo dispuesto en este Capítulo será aplicable a
los laudos dictados por tribunales Arbitrales extranjeros, en todo lo que fuere
pertinente.
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Anexo

- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre miembros
de la Organización de las Naciones Unidas. Aprobada por decreto ley
N° 15.195 del 13 de octubre de 1981.

- Convención de Viena sobre relaciones consulares. Aprobada por ley N°
13.774 del 17 de octubre de 1969.

- Código Civil: artículo 16 (integración).
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- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados entre miembros
de la Organización de las Naciones Unidas. Aprobada por decreto ley
N° 15.195 del 13 de octubre de 1981.

PARTE I

INTRODUCCIÓN

Artículo 1

Alcance de la presente Convención

La presente Convención se aplica a los tratados entre Estados.

Artículo 2

Términos empleados

1. Para los efectos de la presente Convención:

a)  se entiende por  "tratado"  un acuerdo internacional  celebrado por  escrito
entre  Estados  y  regido  por  el  derecho  internacional,  ya  conste  en  un
instrumento único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea
su denominación particular;

b)  se  entiende  por  "ratificación",  "aceptación",  "aprobación"  y  "adhesión",
según el caso, el acto internacional así denominado por el cual un Estado hace
constar  en  el  ámbito  internacional  su  consentimiento  en  obligarse  por  un
tratado;

c) se entiende por "plenos poderes" un documento que emana de la autoridad
competente de un Estado y por el que se designa a una o varias personas
para representar al Estado en la negociación, la adopción o la autenticación
del  texto  de  un  tratado,  para  expresar  el  consentimiento  del  Estado  en
obligarse por un tratado, o para ejecutar cualquier otro acto con respecto a un
tratado;

d) se entiende por "reserva" una declaración unilateral, cualquiera que sea su
enunciado o denominación, hecha por un Estado al firmar, ratificar, aceptar o
aprobar un tratado o al adherirse a el, con objeto de excluir o modificar los
efectos jurídicos de ciertas disposiciones del tratado en su aplicación a ese
Estado;

e) se entiende por un "Estado negociador" un Estado que ha participado en la
elaboración y adopción del texto del tratado;
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f)  se  entiende  por  "Estado  contratante"  un  Estado  que  ha  consentido  en
obligarse por el tratado, haya o no entrado en vigor el tratado;

g) se entiende por "parte" un Estado que ha consentido en obligarse por el
tratado y con respecto al cual el tratado está en vigor;

h) se entiende por "Tercer Estado" un Estado que no es parte en el tratado;

i)  se  entiende  por  "organización  internacional"  una  organización
intergubernamental. 

2. Las disposiciones del párrafo 1 sobre los términos empleados en la presente
Convención se entenderán sin perjuicio del empleo de esos términos o del
sentido que se les pueda dar en el derecho interno de cualquier Estado.

Artículo 3

Acuerdos  internacionales  no  comprendidos  en  el  ámbito  de  la  presente
Convención

El  hecho de que la  presente  Convención no se  aplique ni  a  los  acuerdos
internacionales  celebrados  entre  Estados  y  otros  sujetos  de  derecho
internacional  o  entre  esos  otros  sujetos  de  derecho  internacional,  ni  a  los
acuerdos internacionales no celebrados por escrito, no afectara:

a) al valor jurídico de tales acuerdos;

b) a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en la
presente  Convención  a  que  estuvieren  sometidos  en  virtud  del  derecho
internacional independientemente de esta Convención;

c) a la aplicación de la Convención a las relaciones de los Estados entre si en
virtud de acuerdos internacionales en los que fueren asimismo partes otros
sujetos de derecho internacional. 

Artículo 4

Irretroactividad de la presente Convención

Sin  perjuicio  de  la  aplicación  de  cualesquiera  normas  enunciadas  en  la
presente  Convención a  las  que los  tratados estén sometidos en virtud  del
derecho  internacional  independientemente  de  la  Convención,  esta  solo  se
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aplicara a los tratados que sean celebrados por Estados después de la entrada
en vigor de la presente Convención con respecto a tales Estados.

Artículo 5

Tratados constitutivos de organizaciones internacionales y tratados adoptados
en el ámbito de una organización internacional

La presente Convención se aplicará a todo tratado que sea un instrumento
constitutivo de una organización interna nacional y a todo tratado adoptado en
el ámbito de una organización internacional, sin perjuicio de cualquier norma
pertinente de la organización.

PARTE II

CELEBRACIÓN Y ENTRADA EN VIGOR DE LOS TRATADOS

SECCIÓN 1: CELEBRACIÓN DE LOS TRATADOS

Artículo 6

Capacidad de los Estados para celebrar tratados

Todo Estado tiene capacidad para celebrar tratados.

Artículo 7

Plenos poderes

1. Para la adopción la autenticación del texto de un tratado, para manifestar el
consentimiento del Estado en obligarse por un tratado, se considerará que una
persona representa a un Estado:

a) si se presentan los adecuados plenos poderes, o

b) si se deduce de la práctica seguida por los Estados interesados. o de otras
circunstancias,  que la  intención de esos Estados ha sido considerar  a  esa
persona  representante  del  Estado  para  esos  efectos  y  prescindir  de  la
presentación de plenos poderes. 

2. En virtud de sus funciones, y sin tener que presentar plenos poderes, se
considerará que representan a su Estado:
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a) los Jefes de Estado, Jefes de Gobierno y Ministros de relaciones exteriores,
para la ejecución de todos los actos relativos a la celebración de un tratado;

b) los Jefes de misión diplomáticas, para la adopción del texto de un tratado
entre el Estado acreditante y el Estado ante el cual se encuentran acreditados;

c)  los  representantes  acreditados  por  los  Estados  ante  una  conferencia
internacional o ante una organización internacional o uno de sus órganos, para
la adopción del texto de un tratado en tal conferencia. Organización u órgano. 

Artículo 8

Confirmación ulterior de un acto ejecutado sin autorización

Un acto relativo a la celebración de un tratado ejecutado por una persona que,
conforme al artículo 7, no pueda considerarse autorizada para representar con
tal fin a un Estado, no surtirá efectos jurídicos a menos que sea ulteriormente
confirmado por ese Estado.

Artículo 9

Adopción del texto

1.  La adopción del  texto de un tratado se efectuara por  consentimiento de
todos los Estados participantes en su elaboración,  salvo lo dispuesto en el
párrafo 2.

2. La adopción del  texto de un tratado en una conferencia internacional se
efectuara por mayoría de dos tercios de los Estados presentes y votantes, a
menos que esos Estados decidan por igual mayoría aplicar una regla diferente.

Artículo 10

Autenticación del texto

El texto de un tratado quedara establecido como auténtico y definitivo

a)  mediante el  procedimiento que se prescriba en él  o  que convengan los
Estados que hayan participado en su elaboración; o

b) a falta de tal procedimiento, mediante la firma, la firma "ad referéndum" o la
rúbrica puesta por los representantes de esos Estados en el texto del tratado o
en el acta final de la conferencia en la que figure el texto. 
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Artículo 11

Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado 

El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá manifestarse
mediante  la  firma,  el  canje  de  instrumentos  que  constituyan  un  tratado  la
ratificación,  la aceptación,  la aprobación o la  adhesión,  o en cualquier  otra
forma que se hubiere convenido.

Artículo 12

Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la firma

1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestara
mediante la firma de su representante:

a) cuando el tratado disponga que la firma tendrá ese efecto;

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido
que la firma tenga ese efecto; o

c) cuando la intención del Estado de dar ese efecto a la firma se desprenda de
los plenos poderes de su representante  o se  haya  manifestado durante  la
negociación. 

2. Para los efectos del párrafo 1:

a) la rúbrica de un texto equivaldrá a la firma del tratado cuando conste que los
Estados negociadores así lo han convenido;

b) la firma "ad referéndum" de un tratado por un representante equivaldrá a la
firma definitiva del tratado si su Estado la confirma. 

Artículo 13

Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante el canje de
instrumentos que constituyen un tratado

El consentimiento de los Estados en obligarse por un tratado constituido por
instrumentos canjeados entre ellos se manifestara mediante este canje:
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a) cuando los instrumentos dispongan que su canje tendrá ese efecto; o

b) cuando conste de otro modo que esos Estados han convenido que el canje
de los instrumentos tenga ese efecto. 

Artículo 14

Consentimiento  en  obligarse  por  un  tratado  manifestado  mediante  la
ratificación, la aceptación o la aprobación

1. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestara
mediante la ratificación:

a)  cuando  el  tratado  disponga  que  tal  consentimiento  debe  manifestarse
mediante la ratificación;

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido
que se exija la ratificación;

c) cuando el representante del Estado haya firmado el tratado a reserva de
ratificación; o

d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de ratificación
se  desprenda  de  los  plenos  poderes  de  su  representante  o  se  haya
manifestado durante la negociación. 

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestará
mediante la aceptación o la aprobación en condiciones semejantes a las que
rigen para la ratificación.

Artículo 15

Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la adhesión

El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifestara
mediante la adhesión:

a)  cuando  el  tratado  disponga  que  ese  Estado  puede  manifestar  tal
consentimiento mediante la adhesión;

b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido
que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; o

c) cuando todas las partes hayan consentido ulteriormente que ese Estado
puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión. 
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Artículo 16

Canje o depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación aprobación o
adhesión

Salvo  que  el  tratado  disponga  otra  cosa  los  instrumentos  de  ratificación,
aceptación,  aprobación  o  adhesión  harán  constar  el  consentimiento  de  un
Estado en obligarse por un tratado al efectuarse:

a) su canje entre los Estados contratantes: 

b) su depósito en poder del depositario; o 

c)  su  notificación  a  los  Estados  contratantes  o  al  depositario  si  así  se  ha
convenido. 

Artículo 17

Consentimiento en obligarse respecto de parte de un tratado y opción entre
disposiciones diferentes

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 19 a 23, el consentimiento de
un Estado en obligarse respecto de parte de un tratado solo surtirá efecto si el
tratado lo permite o los demás Estados contratantes convienen en ello.

2. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado que permita una
opción entre disposiciones diferentes solo surtirá efecto si se indica claramente
a que disposiciones se refiere el consentimiento.

Artículo 18

Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su entrada en
vigor

Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el
objeto y el fin de un tratado:

a)  si  ha  firmado el  tratado o  ha canjeado instrumentos  que constituyen  el
tratado a reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya
manifestado su intención de no llegar a ser parte en el tratado: o

b) si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, durante el
periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que esta no se
retarde indebidamente. 
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SECCIÓN 2: RESERVAS

Artículo 19

Formulación de reservas

Un  Estado  podrá  formular  una  reserva  en  el  momento  de  firmar,  ratificar,
aceptar o aprobar un tratado o de adherirse al mismo, a menos:

a) que la reserva esté prohibida por el tratado;

b)  que  el  tratado  disponga  que  únicamente  pueden  hacerse  determinadas
reservas, entre las cuales no figure la reserva de que se trate; o

c) que, en los casos no previstos en los apartados a) y b),  la reserva sea
incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

Artículo 20

Aceptación de las reservas y objeción a las reservas

1. Una reserva expresamente autorizada por el tratado no exigirá la aceptación
ulterior  de los demás Estados contratantes,  a  menos que el  tratado así  lo
disponga.

2. Cuando del número reducido de Estados negociadores y del objeto y del fin
del tratado se desprenda que la aplicación del tratado en su integridad entre
todas las partes es condición esencial del consentimiento de cada una de ellas
en obligarse por  el  tratado,  una reserva exigirá  la  aceptación de todas las
partes.

3.  Cuando  el  tratado  sea  un  instrumento  constitutivo  de  una  organización
internacional y a menos que en él se disponga otra cosa, una reserva exigirá la
aceptación del órgano competente de esa organización

4. En los casos no previstos en los párrafos precedentes y a menos que el
tratado disponga otra cosa:

a)  la  aceptación  de  una  reserva  por  otro  Estado  contratante  constituirá  al
Estado autor de la reserva en parte en el tratado en relación con ese Estado sí
el tratado ya está en vigor o cuando entre en vigor para esos Estados:

b) la objeción hecha por otro Estado contratante a una reserva no impedirá la
entrada en vigor del tratado entre el Estado que haya hecho la objeción y el
Estado  autor  de  la  reserva,  a  menos  que  el  Estado  autor  de  la  objeción
manifieste inequívocamente la intención contraria;
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c) un acto por el que un Estado manifieste su consentimiento en obligarse por
un tratado  y  que  contenga una reserva  surtirá  efecto  en  cuanto  acepte  la
reserva al menos otro Estado contratante. 

5. Para los efectos de los párrafos 2 y 4. y a menos que el tratado disponga
otra cosa, se considerara que una reserva ha sido aceptada por un Estado
cuando este no ha formulado ninguna objeción a la reserva dentro de los doce
meses siguientes a la fecha en que hayan recibido la notificación de la reserva
o en la fecha en que haya manifestado su consentimiento en obligarse por el
tratado si esta última es posterior.

Artículo 21

Efectos jurídicos de las reservas y de las objeciones a las reservas

1. Una reserva que sea efectiva con respecto a otra parte en el  tratado de
conformidad con los artículos 19, 20 y 23:

a) modificara con respecto al Estado autor de la reserva en sus relaciones con
esa otra parte las disposiciones del tratado a que se refiera la reserva en la
medida determinada por la misma:

b) modificara en la misma medida, esas disposiciones en lo que respecta a esa
otra parte en el tratado en sus relaciones con el Estado autor de la reserva. 

2. La reserva no modificara las disposiciones del tratado en lo que respecta a
las otras partes en el tratado en sus relaciones "inter se".

3.  Cuando  un  Estado  que  haya  hecho  una  objeción  a  una  reserva  no  se
oponga a la  entrada en vigor  del  tratado entre  él  y  el  Estado autor  de  la
reserva, las disposiciones a que se refiera esta no se aplicaran entre los dos
Estados en la medida determinada por la reserva.

Artículo 22

Retiro de las reservas y de las objeciones a las reservas

1. Salvo que el tratado disponga otra cosan una reserva podrá ser retirada en
cualquier momento y no se exigirá para su retiro el consentimiento del Estado
que la haya aceptado.

2. Salvo que el tratado disponga otra cosa, una objeción a una reserva podrá
ser retirada en cualquier momento.

3. Salvo que el tratado disponga o se haya convenido otra cosa:
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a)  el  retiro  de  una  reserva  solo  surtirá  efecto  respecto  de  otro  Estado
contratante cuando ese Estado haya recibido la notificación:

b)  el  retiro  de  una  objeción  a  una  reserva  solo  surtirá  efecto  cuando  su
notificación haya sido recibida por el Estado autor de la reserva. 

Artículo 23

Procedimiento relativo a las reservas

1.  La  reserva,  la  aceptación  expresa  de  una  reserva  v  la  objeción  a  una
reserva  habrán  de  formularse  por  escrito  y  comunicarse  a  los  Estados
contratantes v a los demás Estados facultados para llegar a ser partes en el
tratado.

2. La reserva que se formule en el momento de la firma de un tratado que haya
de ser objeto de ratificación, aceptación o aprobación, habrá de ser confirmada
formalmente por el Estado autor de la reserva al manifestar su consentimiento
en obligarse por el tratado. En tal caso se considerará que la reserva ha sido
hecha en la fecha de su confirmación.

3. La aceptación expresa de una reserva o la objeción hecha a una reserva
anterior  a  la  confirmación  de  la  misma,  no  tendrán  que  ser  a  su  vez
confirmadas.

4.  El  retiro  de  una  reserva  o  de  una  objeción  a  una  reserva  habrá  de
formularse por escrito.

SECCIÓN 3: ENTRADA EN VIGOR Y APLICACIÓN

PROVISIONAL DE LOS TRATADOS

Artículo 24

Entrada en vigor

1. Un tratado entrará en vigor de la manera y en la fecha que en él se disponga
o que acuerden los Estados negociadores.

2. A falta de tal disposición o acuerdo, el tratado entrara en vigor tan pronto
como haya constancia del consentimiento de todos los Estados negociadores
en obligarse por el tratado.

3. Cuando cl consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se haga
constar en una fecha posterior a la de la entrada en vigor de dicho tratado,
este entrará en vigor con relación a ese Estado en dicha fecha, a menos que el
tratado disponga otra cosa.
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4. Las disposiciones de un tratado que regulen la autenticidad de su texto, la
constancia del consentimiento de los Estados en obligarse por el tratado, la
manera o la fecha de su entrada en vigor,  las reservas.  Las funciones del
depositario  y  otras cuestiones que se susciten necesariamente antes  de la
entrada en vigor del tratado se aplicarán desde el momento de la adopción de
su texto.

Artículo 25

Aplicación provisional

1.  Un tratado  o  una parte  de  él  se  aplicará  provisionalmente  antes  de  su
entrada en vigor:

a) si el propio tratado así lo dispone: o 

b) si los Estados negociadores han convenido en ello de otro modo. 

2. La aplicación provisional de un tratado o de una parte de él respecto de un
Estado terminará si éste notifica a los Estados entre los cuales el tratado se
aplica provisionalmente su intención de no llegar a ser parte en el mismo, a
menos que el tratado disponga o los Estados negociadores hayan convenido
otra cosa al respecto.

PARTE III

OBSERVANCIA, APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN

DE LOS TRATADOS

SECCIÓN 1: OBSERVANCIA DE LOS TRATADOS

Artículo 26

"Pacta sunt servanda"

Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de
buena fe.

Artículo 27

El derecho interno y la observancia de los tratados
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Una parte  no  podrá  invocar  las  disposiciones de su  derecho interno como
justificación del  incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.

SECCIÓN 2: APLICACIÓN DE LOS TRATADOS

Artículo 28

Irretroactividad de los tratados

Las disposiciones de un tratado no obligaran a una parte respecto de ningún
acto o hecho que haba tenido lugar con anterioridad a la fecha de entrada en
vigor del tratado para esa parte ni de ninguna situación que en esa fecha haya
dejado de existir, salvo que una intención diferente se desprenda del tratado o
conste de otro modo.

Artículo 29

Ámbito territorial de los tratados

Un tratado será obligatorio para cada una de las partes por lo que respecta a la
totalidad de su territorio, salvo que una intención diferente se desprenda de él
o conste de otro modo.

Artículo 30

Aplicación de tratados sucesivos concernientes a la misma materia

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 103 de la Carta de las Naciones
Unidas,  los derechos y  las  obligaciones de los  Estados partes  en tratados
sucesivos concernientes a la misma materia se determinaran conforme a los
párrafos siguientes.

2. Cuando un tratado especifique que está subordinado a un tratado anterior o
posterior o que no debe ser considerado incompatible con ese otro tratado
prevalecerán las disposiciones de este último.

3. Cuando todas las partes en el tratado anterior sean también partes en el
tratado posterior, pero el tratado anterior no quede terminado ni su aplicación
suspendida conforme al artículo 59, el tratado anterior se aplicara únicamente
en la medida en que sus disposiciones sean compatibles con las del tratado
posterior.

4. Cuando las partes en el tratado anterior no sean todas ellas partes en el
tratado posterior:
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a) en las relaciones entre los Estados partes en ambos tratados se aplicará la
norma enunciada en el párrafo 3:

b) en las relaciones entre un Estado que sea parte en ambos tratados y un
Estado que sólo lo sea en uno de ellos, los derechos y obligaciones recíprocos
se regirán por el tratado en el que los dos Estados sean partes. 

5. El párrafo 4 se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 41 y no
prejuzgará ninguna cuestión de terminación o suspensión de la aplicación de
un tratado conforme al artículo 60 ni ninguna cuestión de responsabilidad en
que pueda incurrir  un Estado por la celebración o aplicación de un tratado
cuyas disposiciones sean incompatibles con las obligaciones contraídas con
respecto a otro Estado en virtud de otro tratado.

SECCIÓN 3: INTERPRETACIÓN DE LOS TRATADOS

Artículo 31

Regla general de interpretación

1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente
que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de estos y
teniendo en cuenta su objeto y fin.

2. Para los efectos de la interpretación de un tratado el contexto comprenderá,
además del texto, incluidos su preámbulo y anexos:

a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas
las partes con motivo de la celebración del tratado:

b)  todo  instrumento  formulado  por  una  o  más  partes  con  motivo  de  la
celebración del tratado y aceptado por las demás como instrumento referente
al tratado; 

3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta:

a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado
o de la aplicación de sus disposiciones:

b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual
conste el acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado:

c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones
entre las partes. 

4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención de
las partes.
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Artículo 32

Medios de interpretación complementarios

Se podrán acudir a medios de interpretación complementarios, en particular a
los trabajos preparatorios del tratado y a las circunstancias de su celebración,
para confirmar el  sentido resultante de la aplicación del artículo 31, o para
determinar  el  sentido  cuando la  interpretación dada de conformidad con el
artículo 31:

a) deje ambiguo u oscuro el sentido; o 

b) conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. 

Artículo 33

Interpretación de tratados autenticados en dos o más idiomas

1. Cuando un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas, el texto
hará igualmente fe en cada idioma, a menos que el tratado disponga o las
partes convengan que en caso de discrepancia prevalecerá uno de los textos.

2.  Una  versión  del  tratado  en  idioma  distinto  de  aquel  en  que  haya  sido
autenticado el texto será considerada como texto auténtico únicamente si el
tratado así lo dispone o las partes así lo convienen.

3. Se presumirá que los términos del tratado tienen en cada texto auténtico
igual sentido.

4. Salvo en el caso en que prevalezca un texto determinado conforme a lo
previsto en el párrafo 1, cuando la comparación de los textos auténticos revele
una diferencia de sentido que no pueda resolverse con la aplicación de los
artículos 31 y 39, se adoptará el sentido que mejor concilie esos textos, habida
cuenta del objeto y fin del tratado.

SECCIÓN 4: LOS TRATADOS Y LOS TERCEROS ESTADOS

Artículo 34

Norma general concerniente a terceros Estados

Un tratado no crea obligaciones ni  derechos para  un tercer  Estado sin  su
consentimiento.

Artículo 35
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Tratados en que se prevén obligaciones para terceros Estados

Una disposición de un tratado dará origen a una obligación para un tercer
Estado si las partes en el tratado tienen la intención de que tal disposición sea
el medio de crear la obligación y si el tercer Estado acepta expresamente por
escrito esa obligación.

Artículo 36

Tratados en que se prevén derechos para terceros Estados

1.  Una disposición de un tratado dará origen a un derecho para un tercer
Estado si con ella las partes en el tratado tienen la intención de conferir ese
derecho al tercer Estado o a un grupo de Estados al cual pertenezca, o bien a
todos los  Estados y  si  el  tercer  Estado asiente  a ello.  Su asentimiento  se
presumirá  mientras  no  haya  indicación  en  contrario,  salvo  que  el  tratado
disponga otra cosa.

2. Un Estado que ejerza un derecho con arreglo al párrafo 1 deberá cumplir las
condiciones  que  para  su  ejercicio  estén  prescritas  en  el  tratado  o  se
establezcan conforme a éste.

Artículo 37

Revocación o modificación de obligaciones o de derechos de terceros Estados

1. Cuando de conformidad con el artículo 35 se haya originado una obligación
para un tercer Estado, tal obligación no podrá ser revocada ni modificada sino
con el consentimiento de las partes en el tratado y del tercer Estado, a menos
que conste que habían convenido otra cosa al respecto.

2. Cuando de conformidad con el artículo 36 se haya originado un derecho
para un tercer Estado, tal derecho no podrá ser revocado ni modificado por las
partes si consta que se tuvo la intención de que el derecho no fuera revocable
ni modificable sin el consentimiento del tercer Estado.

Artículo 38

Normas de un tratado que lleguen a ser obligatorias para terceros Estados en
virtud de una costumbre internacional

Lo dispuesto en los artículos 34 a 37 no impedirá que una norma enunciada en
un  tratado  llegue  a  ser  obligatoria  para  un  tercer  Estado  como  norma
consuetudinaria de derecho internacional reconocida como tal.
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PARTE IV

ENMIENDA Y MODIFICACIÓN DE LOS TRATADOS

Artículo 39

Norma general concerniente a la enmienda de los tratados

Un tratado podrá ser enmendado por acuerdo entre las partes. Se aplicarán a
tal acuerdo las normas enunciadas en la Parte II, salvo en la medida en que el
tratado disponga otra cosa.

Artículo 40

Enmienda de los tratados multilaterales

1.  Salvo  que  el  tratado  disponga  otra  cosa,  la  enmienda  de  los  tratados
multilaterales se regirá por los párrafos siguientes.

2. Toda propuesta de enmienda de un tratado multilateral  en las relaciones
entre todas las partes habrá de ser notificada a todos los Estados contratantes,
cada uno de los cuales tendrá derecho a participar:

a) en la decisión sobre las medidas que haya que adoptar con relación a tal
propuesta: 

b)  en  la  negociación  y  la  celebración  de  cualquier  acuerdo que tenga por
objeto enmendar el tratado. 

3. Todo Estado facultado para llegar a ser parte en el tratado estará también
facultado para llegar a ser parte en el tratado en su forma enmendada.

4. El acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado no obligará a ningún
Estado que sea ya parte en el tratado que no llegue a serlo en ese acuerdo,
con respecto a tal Estado se aplicará el apartado b) del párrafo 4 del artículo
30.

5. Todo Estado que llegue a ser parte en el tratado después de la entrada en
vigor del acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado será considerado,
de no haber manifestado ese Estado una intención diferente:

a) parte en el tratado en su forma enmendada; y

b) parte en el tratado no enmendado con respecto a toda parte en el tratado
que no esté obligada por el acuerdo en virtud del cual se enmiende el tratado. 
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Artículo 41

Acuerdos para modificar  tratados multilaterales entre algunas de las partes
únicamente

1. Dos o más partes en un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo que
tenga por objeto modificar el tratado únicamente en sus relaciones mutuas:

a) si la posibilidad de tal modificación esta prevista por el tratado: o

b) si tal modificación no está prohibida por el tratado. a condición de que:

 i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan
en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y

 ii) no se refiera a ninguna disposición cuya modificación sea incompatible con
la consecución efectiva del objeto y del fin del tratado en su conjunto. 

2. Salvo que en el  caso previsto en el  apartado a) del párrafo 1 el  tratado
disponga  otra  cosa,  las  partes  interesadas  deberán  notificar  a  las  demás
partes su intención de celebrar el acuerdo y la modificación del tratado que en
ese acuerdo se disponga.

PARTE V

NULIDAD,  TERMINACIÓN Y SUSPENSIÓN DE LA APLICACIÓN DE LOS
TRATADOS

SECCIÓN 1: DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 42

Validez y continuación en vigor de los tratados

1. La validez de un tratado o del consentimiento de un Estado en obligarse por
un tratado no podrá ser impugnada sino mediante la aplicación de la presente
Convención.

2. La terminación de un tratado, su denuncia o el retiro de una parte no podrán
tener  lugar  sino  como  resultado  de  la  aplicación  de  las  disposiciones  del
tratado  o  de  la  presente  Convención.  La  misma  norma  se  aplicará  a  la
suspensión de la aplicación de un tratado.

Artículo 43

Obligaciones impuestas por el  derecho internacional independientemente de
un tratado
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La nulidad, terminación o denuncia de un tratado, el retiro de una de las partes
o la suspensión de la aplicación del tratado, cuando resulten de la aplicación
de  la  presente  Convención  o  de  las  disposiciones  del  tratado,  no
menoscabarán  en nada  el  deber  de  un  Estado de cumplir  toda  obligación
enunciada  en  el  tratado  a  la  que  esté  sometido  en  virtud  del  derecho
internacional independientemente de ese tratado.

Artículo 44

Divisibilidad de las disposiciones de un tratado

1. El derecho de una parte, previsto en un tratado o emanado del artículo 56, a
denunciar  ese  tratado,  retirarse  de  él  o  suspender  su  aplicación  no  podrá
ejercerse sino con respecto a la totalidad del tratado, a menos que el tratado
disponga o las partes convengan otra cosa al respecto.

2. Una causa de nulidad o terminación de un tratado, de retiro de una de las
partes  o  de  suspensión  de  la  aplicación  de  un  tratado  reconocida  en  la
presente Convención no podrá alegarse sino con respecto a la totalidad del
tratado, salvo en los casos previstos en los párrafos siguientes o en el artículo
60.

3. Si la causa se refiere sólo a determinadas cláusulas, no podrá alegarse sino
con respecto a esas cláusulas cuando:

a) dichas cláusulas sean separables del resto del tratado en lo que respecta a
su aplicación;

b) se desprenda del tratado o conste de otro modo que la aceptación de esas
cláusulas no ha constituido para la otra parte o las otras partes en el tratado
una base esencial  de  su consentimiento en obligarse  por  el  tratado en su
conjunto, y

c) la continuación del cumplimiento del resto del tratado no sea injusta. 

4. En los casos previstos en los artículos 49 y 50, el Estado facultado para
alegar el dolo o la corrupción podrá hacerlo en lo que respecta a la totalidad
del  tratado  o,  en  el  caso  previsto  en  el  párrafo  3,  en  lo  que  respecta  a
determinadas cláusulas únicamente.

5. En los casos previstos en los artículos 51, 52 y 53 no se admitirá la división
de las disposiciones del tratado.

Artículo 45
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Pérdida  del  derecho  a  alegar  una  causa  de  nulidad,  terminación,  retiro  o
suspensión de la aplicación de un tratado

Un Estado no podrá ya alegar una causa para anular un tratado, darlo por
terminado, retirarse de él o suspender su aplicación con arreglo a lo dispuesto
en los artículos 46 a 50 o en los artículos 60 y 62, si, después de haber tenido
conocimiento de los hechos, ese Estado:

a) ha convenido expresamente en que el tratado es válido, permanece en vigor
o continúa en aplicación, según el caso; o

b) se ha comportado de tal manera que debe considerarse que ha dado su
aquiescencia  a  la  validez  del  tratado  o  a  su  continuación  en  vigor  o  en
aplicación, según el caso. 

SECCIÓN 2: NULIDAD DE LOS TRATADOS

Artículo 46

Disposiciones  de  derecho  interno  concernientes  a  la  competencia  para
celebrar tratados

1. El hecho de que el consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado
haya sido manifiesto en violación de una disposición de su derecho interno
concerniente a la competencia para celebrar tratados no podrá ser alegado por
dicho Estado como vicio de su consentimiento, a menos que esa violación sea
manifiesta y afecte a una norma de importancia fundamental de su derecho
interno.

2. Una violación es manifiesta si resulta objetivamente evidente para cualquier
Estado que proceda en la materia conforme a la práctica usual y de buena fe.

Artículo 47

Restricción específica de los poderes para manifestar el consentimiento de un
Estado

Si los poderes de un representante para manifestar el consentimiento de un
Estado  en  obligarse  por  un  tratado  determinado  han  sido  objeto  de  una
restricción específica, la inobservancia de esa restricción por tal representante
no podrá alegarse como vicio del consentimiento manifestado por él, a menos
que la restricción haya sido notificadas con anterioridad a la manifestación de
ese consentimiento, a los demás Estados negociadores.

Artículo 48
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Error

1.  Un  Estado  podrá  alegar  un  error  en  un  tratado  como  vicio  de  su
consentimiento en obligarse por el tratado si el error se refiere a un hecho o a
una situación cuya existencia diera por supuesta ese Estado en el momento de
la  celebración  del  tratado  y  constituyera  una  base  esencial  de  su
consentimiento en obligarse por el tratado.

2. El párrafo 1 no se aplicara si el Estado de que se trate contribuyó con su
conducta al  error  o  si  las circunstancias fueron tales que hubiera quedado
advertido de la posibilidad de error.

3.  Un  error  que  concierna  sólo  a  la  redacción  del  texto  de  un  tratado  no
afectará a la validez de éste: en tal caso se aplicará el artículo 79.

Artículo 49

Dolo

Si un Estado ha sido inducido a celebrar un tratado por la conducta fraudulenta
de  otro  Estado  negociador,  podrá  alegar  el  dolo  como  vicio  de  su
consentimiento en obligarse por el tratado.

Artículo 50

Corrupción del representante de un Estado

Si  la  manifestación  del  consentimiento  de  un  Estado  en  obligarse  por  un
tratado  ha  sido  obtenida  mediante  la  corrupción  de  su  representante,
efectuada directa o indirectamente por otro Estado negociador, aquel Estado
podrá alegar esa corrupción como vicio de su consentimiento en obligarse por
el tratado.

Artículo 51

Coacción sobre el representante de un Estado

La manifestación del consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado
que haya sido obtenida por coacción sobre su representante mediante actos o
amenazas dirigidos contra él carecerá de todo efecto jurídico.

Artículo 52
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Coacción sobre un Estado por la amenaza o el uso de la fuerza

Es nulo todo tratado cuya celebración se haya obtenido por la amenaza o el
uso  de  la  fuerza  en  violación  de  los  principios  de  derecho  internacional
incorporados en la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo 53

Tratados  que  están  en  oposición  con  una  norma  imperativa  de  derecho
internacional general ("jus cogens")

Es nulo todo tratado que, en el momento de su celebración. esté en oposición
con una norma imperativa de derecho internacional general. Para los efectos
de la presente Convención, una norma imperativa de derecho internacional
general es una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional
de Estados en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y
que sólo puede ser modificada por una norma ulterior de derecho internacional
general que tenga el mismo carácter.

SECCIÓN 3: TERMINACIÓN DE LOS TRATADOS

Y SUSPENSIÓN DE SU APLICACIÓN

Artículo 54

Terminación de un tratado o retiro de él en virtud de sus disposiciones o por
consentimiento de las partes

La terminación de un tratado o el retiro de una parte podrán tener lugar:

a) conforme a las disposiciones del tratado, o

b) en cualquier momento, por consentimiento de todas las partes después de
consultar a los demás Estados contratantes. 

Artículo 55

Reducción del número de partes en un tratado multilateral a un número inferior
al necesario para su entrada en vigor

Un tratado multilateral no terminará por el solo hecho de que el número de
partes llegue a ser inferior al necesario para su entrada en vigor, salvo que el
tratado disponga otra cosa.
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Artículo 56

Denuncia o retiro en el caso de que el tratado no contenga disposiciones sobre
la terminación, la denuncia o el retiro

1. Un tratado que no contenga disposiciones sobre su terminación ni prevea la
denuncia o el retiro del mismo, no podrá ser objeto de denuncia o de retiro a
menos:

a) que conste que fue intención de las partes admitir la posibilidad de denuncia
o de retiro: o 

b) que el derecho de denuncia o de retiro pueda inferirse de la naturaleza del
tratado. 

2. Una parte deberá notificar con doce meses, por lo menos, de antelación su
intención de denunciar un tratado o de retirarse de él conforme al párrafo 1.

Artículo 57

Suspensión de la aplicación de un tratado en virtud de sus disposiciones o por
consentimiento de las partes

La aplicación de un tratado podrá suspenderse con respecto a todas las partes
o a una parte determinada:

a) conforme a las disposiciones del tratado, o

b)  en  cualquier  momento,  por  consentimiento  de  todas  las  partes  previa
consulta con los demás Estados contratantes. 

Artículo 58

Suspensión  de  la  aplicación  de  un  tratado  multilateral  por  acuerdo  entre
algunas de las partes únicamente

1. Dos o más parte en un tratado multilateral podrán celebrar un acuerdo que
tenga  por  objeto  suspender  la  aplicación  de  disposiciones  del  tratado,
temporalmente y sólo en sus relaciones mutuas:

a) si la posibilidad de tal suspensión está prevista por el tratado: o

b) si tal suspensión no está prohibida por el tratado, a a condición de que:

i) no afecte al disfrute de los derechos que a las demás partes correspondan
en virtud del tratado ni al cumplimiento de sus obligaciones: y
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ii) no sea incompatible con el objeto y el fin del tratado. 

2. Salvo que en el  caso previsto en el  apartado a) del párrafo 1 el  tratado
disponga  otra  cosa,  las  partes  interesadas  deberán  notificar  a  las  demás
partes su intención de celebrar el acuerdo y las disposiciones del tratado cuya
aplicación se propone suspender.

Artículo 59

Terminación  de  un  tratado  o  suspensión  de  su  aplicación  implícitas  como
consecuencia de la celebración de un tratado posterior

1.  Se  considerará  que  un  tratado  ha  terminado  si  todas  las  partes  en  él
celebran ulteriormente un tratado sobre la misma materia y:

a)  se  desprende del  tratado posterior  o  consta  de otro  modo que ha sido
intención de las partes que la materia se rija por ese tratado; o

b) las disposiciones del tratado posterior son hasta tal punto incompatibles con
las  del  tratado  anterior  que  los  dos  tratados  no  pueden  aplicarse
simultáneamente. 

2.  Se  considerará  que  la  aplicación  del  tratado  anterior  ha  quedado
únicamente suspendida si se desprende del tratado posterior o consta de otro
modo que tal ha sido la intención de las partes.

Artículo 60

Terminación de un tratado o suspensión de su aplicación como consecuencia
de su violación

1. Una violación grave de un tratado bilateral por una de las partes facultará a
la otra para alegar la violación como causa para dar por terminado el tratado o
para suspender su aplicación total o parcialmente.

2.  Una  violación  grave  de  un  tratado  multilateral  por  una  de  las  partes
facultará:

a) a las otras partes, procediendo por acuerdo unánime para suspender la
aplicación del tratado total o parcialmente o darlo por terminado, sea:

 i) en las relaciones entre ellas y el Estado autor de la violación: o

 ii) entre todas las partes;
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b) a una parte  especialmente perjudicada por la violación para alegar  ésta
como causa para suspender la aplicación del tratado total o parcialmente en
las relaciones entre ella y el Estado autor de la violación;

c) a cualquier parte, que no sea el Estado autor de la violación, para alegar la
violación  como  causa  para  suspender  la  aplicación  del  tratado  total  o
parcialmente con respecto a sí misma, sí el tratado es de tal índole que una
violación grave de sus disposiciones por una parte modifica radicalmente la
situación de cada parte con respecto a la ejecución ulterior de sus obligaciones
en virtud del tratado. 

3.  Para los efectos del presente artículo,  constituirán violación grave de un
tratado:

a) un rechazo del tratado no admitido por la presente Convención; o 

b) la violación de una disposición esencial para la consecución del objeto o del
fin del tratado. 

4. Los precedentes párrafos se entenderán sin perjuicio de las disposiciones
del tratado aplicables en caso de violación.

5. Lo previsto en los párrafos 1 a 3 no se aplicará a las disposiciones relativas
a  la  protección  de  la  persona  humana contenidas  en  tratados  de  carácter
humanitario,  en  particular  a  las  disposiciones  que  prohíben  toda  forma  de
represalias con respecto a las personas protegidas por tales tratados.

Artículo 61

Imposibilidad subsiguiente de cumplimiento

1. Una parte podrá alegar la imposibilidad de cumplir un tratado como causa
para darlo por terminado o retirarse de él si esa imposibilidad resulta de la
desaparición  o  destrucción  definitivas  de  un  objeto  indispensable  para  el
cumplimiento  del  tratado.  Si  la  imposibilidad  es  temporal,  podrá  alegarse
únicamente como causa para suspender la aplicación del tratado.

2. La imposibilidad de cumplimiento no podrá alegarse por una de las partes
como causa para dar por terminado un tratado, retirarse de él o suspender su
aplicación  si  resulta  de  una  violación,  por  la  parte  que  la  alegue,  de  una
obligación  nacida  del  tratado  o  de  toda  otra  obligación  internacional  con
respecto a cualquier otra parte en el tratado.

Artículo 62

Cambio fundamental en las circunstancias
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1. Un cambio fundamental en las circunstancias ocurrido con respecto a las
existentes en el momento de la celebración de un tratado y que no fue previsto
por las partes no podrá alegarse como causa para dar por terminado el tratado
o retirarse de é1 a menos que:

a)  la  existencia  de  esas  circunstancias  constituyera  una  base  esencial  del
consentimiento de las partes en obligarse por el tratado, y

b)  ese  cambio  tenga  por  efecto  modificar  radicalmente  el  alcance  de  las
obligaciones que todavía deban cumplirse en virtud del tratado. 

2.  Un  cambio  fundamental  en  las  circunstancias  no  podrá  alegarse  como
causa para dar por terminado un tratado o retirarse de él:

a) si el tratado establece una frontera; o

b) si el cambio fundamental resulta de una violación por la parte que lo alega,
de una obligación nacida del tratado o de toda otra obligación internacional con
respecto a cualquier otra parte en el tratado. 

3. Cuando, con arreglo a lo dispuesto en los párrafos precedentes, una de las
partes pueda alegar un cambio fundamental en las circunstancias como causa
para dar por terminado un tratado o para retirarse de él, podrá también alegar
ese cambio como causa para suspender la aplicación del tratado.

Artículo 63

Ruptura de relaciones diplomáticas o consulares

La ruptura de relaciones diplomáticas o consulares entre partes de un tratado
no afectará a las relaciones jurídicas establecidas entre ellas por el tratado,
salvo  en  la  medida  en  que  la  existencia  de  relaciones  diplomáticas  o
consulares sea indispensable para la aplicación del tratado.

Artículo 64

Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional  general
("jus cogens")

Si surge una nueva norma imperativa de derecho internacional general, todo
tratado existente que esté en oposición con esa norma se convertirá en nulo y
terminará.

SECCIÓN 4: PROCEDIMIENTO
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Artículo 65

Procedimiento que deberá seguirse con respecto a la nulidad o terminación de
un tratado, el retiro de una parte o la suspensión de la aplicación de un tratado

1. La parte que, basándose en las disposiciones de la presente Convención,
alegue un vicio de su consentimiento en obligarse por un tratado o una causa
para impugnar la validez de un tratado, darlo por terminado, retirarse de él o
suspender su aplicación, deberá notificar a las demás partes su pretensión. En
la  notificación  habrá  de indicarse  la  medida  que se  proponga  adoptar  con
respecto al tratado y las razones en que esta se funde.

2. Si, después de un plazo que, salvo en casos de especial urgencia, no habrá
de ser inferior a tres meses contados desde la recepción de la notificación,
ninguna parte ha formulado objeciones, la parte que haya hecho la notificación
podrá  adoptar  en  la  forma prescrita  en  el  artículo  67  la  medida  que haya
propuesto.

3.  Si,  por  el  contrario,  cualquiera  de  las  demás  partes  ha  formulado  una
objeción, las partes deberán buscar una solución por los medios indicados en
el artículo 33 de la Carta de las Naciones Unidas.

4. Nada de lo dispuesto en los párrafos precedentes afectara a los derechos o
a las obligaciones de las partes que se deriven de cualesquiera disposiciones
en vigor entre ellas respecto de la solución de controversias.

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45, el hecho de que un Estado no
haya efectuado la notificación prescrita en el párrafo 1 no le impedirá hacerla
en respuesta a otra parte que pida el cumplimiento del tratado o alegue su
violación.

Artículo 66

Procedimientos de arreglo judicial, de arbitraje y de conciliación

Si, dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que se haya formulado la
objeción, no se ha llegado a ninguna solución conforme al párrafo 3 del artículo
65, se seguirán los procedimientos siguientes:

a) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la
interpretación del artículo 53 o el artículo 64 podrá, mediante solicitud escrita,
someterla a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a menos que las
partes convengan de común acuerdo someter la controversia al arbitraje:

b) cualquiera de las partes en una controversia relativa a la aplicación o la
interpretación  de  cualquiera  de  los  restantes  artículos  de  la  parte  V  de  la
presente Convención podrá iniciar el procedimiento indicado en el anexo de la
Convención presentando al  Secretario general  de las Naciones Unidas una
solicitud a tal efecto. 
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Artículo 67

Instrumentos  para  declarar  la  nulidad  de  un  tratado,  darlo  por  terminado,
retirarse de él o suspender su aplicación

1. La notificación prevista en el párrafo 1 del artículo 65 habrá de hacerse por
escrito.

2.  Todo  acto  encaminado  a  declarar  la  nulidad  de  un  tratado,  darlo  por
terminado, retirarse de él o suspender su aplicación de conformidad con las
disposiciones  del  tratado  o  de  los  párrafos  2  ó  3  del  artículo  65,  se  hará
constar en un instrumento que será comunicado a las demás partes.  Si  el
instrumento no está firmado por el Jefe del Estado, el Jefe del Gobierno o el
Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  el  representante  del  Estado  que  lo
comunique podrá ser invitado a presentar sus plenos poderes.

Artículo 68

Revocación  de  las  notificaciones  y  de  los  instrumentos  previstos  en  los
artículos 65 y 67

Las notificaciones o los instrumentos previstos en los artículos 65 y 67 podrán
ser revocados en cualquier momento antes de que surtan efecto.

SECCIÓN 5: CONSECUENCIAS DE LA NULIDAD, LA TERMINACIÓN O LA
SUSPENSIÓN DE LA APLICACIÓN DE UN TRATADO

Artículo 69

Consecuencias de la nulidad de un tratado

1. Es nulo un tratado cuya nulidad quede determinada en virtud de la presente
Convención. Las disposiciones de un tratado nulo carecen de fuerza jurídica.

2. Si no obstante se han ejecutado actos basándose en tal tratado:

a)  toda parte  podrá  exigir  de  cualquier  otra  parte  que en la  medida de lo
posible establezca en sus relaciones mutuas la situación que habría existido si
no se hubieran ejecutado esos actos;

b) los actos ejecutados de buena le antes de que se haya alegado la nulidad
no resultarán ilícitos por el solo hecho de la nulidad del tratado; 
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3. En los casos comprendidos en los artículos 49, 50, 51 ó 52, no se aplicará el
párrafo 2 con respecto a la parte a la que sean imputables el dolo, el acto de
corrupción o 1a coacción.

4. En caso de que el consentimiento de un Estado determinado en obligarse
por un tratado multilateral este viciado, las normas precedentes se aplicarán a
las relaciones entre ese Estado y las partes en el tratado.

Artículo 70

Consecuencias de la terminación de un tratado

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto,
la terminación de un tratado en virtud de sus disposiciones o conforme a la
presente Convención:

a) eximirá a las partes de la obligación de seguir cumpliendo el tratado;

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes
creados por la ejecución del tratado antes de su terminación. 

2. Si un Estado denuncia un tratado multilateral o se retira de él, se aplicará el
párrafo 1 a las relaciones entre ese Estado y cada una de las demás partes en
el tratado desde la fecha en que surta efectos tal denuncia o retiro.

Artículo 71

Consecuencias de la nulidad de un tratado que esté en oposición con una
norma imperativa de derecho internacional general

1. Cuando un tratado sea nulo en virtud del artículo 53, las partes deberán:

a)  eliminar  en  lo  posible  las  consecuencias  de  todo  acto,  que  se  haya
ejecutado basándose en una disposición que esté en oposición con la norma
imperativa de derecho internacional general, y

b)  ajustar  sus  relaciones  mutuas  a  la  norma  imperativa  de  derecho
internacional general. 

2. Cuando un tratado se convierta en nulo y termine en virtud del artículo 64, la
terminación del tratado:

a) eximirá a las partes de toda obligación de seguir cumpliendo él tratado;

b) no afectará a ningún derecho, obligación o situación jurídica de las partes
creados por la ejecución del tratado antes de su terminación; sin embargo,
esos  derechos,  obligaciones  o  situaciones  podrán  en  adelante  mantenerse
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únicamente en la medida en que su mantenimiento no esté por sí mismo en
oposición con la nueva norma imperativa de derecho internacional general. 

Artículo 72

Consecuencias de la suspensión de la aplicación de un tratado

1. Salvo que el tratado disponga o las partes convengan otra cosa al respecto,
la suspensión de la aplicación de un tratado basada en sus disposiciones o
conforme a la presente Convención:

a) eximirá a las partes entre las que se suspenda la aplicación del tratado de la
obligación  de  cumplirlo  en  sus  relaciones  mutuas  durante  el  periodo  de
suspensión;

b)  no afectará de otro modo a las relaciones jurídicas que el  tratado haya
establecido entre las partes. 

2. Durante el período de suspensión las partes deberán abstenerse de todo
acto encaminado a obstaculizar la reanudación de la aplicación del tratado.

PARTE VI

DISPOSICIONES DIVERSAS

Artículo 73

Casos de sucesión de Estados, de responsabilidad de un Estado o de ruptura
de hostilidades

Las disposiciones de la presente Convención no prejuzgaran ninguna cuestión
que  con  relación  a  un  tratado  pueda  surgir  como  consecuencia  de  una
sucesión de Estados, de la responsabilidad internacional de un Estado o de la
ruptura de hostilidades entre Estados.

Artículo 74

Relaciones diplomáticas o consulares y celebración de tratados

La ruptura o la ausencia de relaciones diplomáticas o consulares entre dos o
más Estados no impedirá la celebración de tratados entre dichos Estados. Tal
celebración  por  sí  misma  no  prejuzgará  acerca  de  la  situación  de  las
relaciones diplomáticas o consulares.
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Artículo 75

Caso de un Estado agresor

Las disposiciones de la presente Convención se entenderán sin perjuicio de
cualquier obligación que pueda originarse con relación a un tratado para un
Estado  agresor  como  consecuencia  de  medidas  adoptadas  conforme  a  la
Carta de las Naciones Unidas con respecto a la agresión de tal Estado.

PARTE VII

DEPOSITARIOS, NOTIFICACIONES, CORRECCIONES Y REGISTRO

Artículo 76

Depositarios de los tratados

1.  La  designación  del  depositario  de  un  tratado  podrá  efectuarse  por  los
Estados negociadores en el  tratado mismo o de otro  modo.  El  depositario
podrá ser uno o más Estados, una organización internacional o el  principal
funcionario administrativo de tal organización.

2. Las funciones del depositario de un tratado son de Carácter internacional y
el depositario está obligado a actuar imparcialmente en el desempeño de ellas.
En  particular,  el  hecho de  que  un tratado  no haya  entrado en vigor  entre
algunas de las partes o de que haya surgido una discrepancia entre un Estado
y un depositario acerca del desempeño de las funciones de éste no afectará a
esa obligación del depositario.

Artículo 77

Funciones de los depositarios

1. Salvo que el tratado disponga o los Estados contratantes convengan otra
cosa al respecto, las funciones del depositario comprenden en particular las
siguientes:

a) custodiar el texto original del tratado y los plenos poderes que se le hayan
remitido:

b) extender copias certificadas conformes del texto original y preparar todos los
demás textos del tratado en otros idiomas que puedan requerirse en virtud del
tratado y transmitirlos a las partes en el tratado y a los Estados facultados para
llegar a serlo;

c)  recibir  las  firmas  del  tratado  v  recibir  y  custodiar  los  instrumentos,
notificaciones y comunicaciones relativos a éste;
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d) examinar si  una firma, un instrumento o una notificación o comunicación
relativos al tratado están en debida forma y, de ser necesario, señalar el caso
a la atención del Estado de que se trate;

e) informar a las partes en el tratado y a los Estados facultados para llegar a
serlo de los actos, notificaciones y comunicaciones relativos al tratado;

f) informar a los Estados facultados para llegar a ser partes en el tratado de la
fecha  en  que  se  ha  recibido  o  depositado  el  número  de  firmas  o  de
instrumentos de ratificación, aceptación aprobación o adhesión necesario para
la entrada en vigor del tratado;

g) registrar el tratado en la Secretaría de las Naciones Unidas;

h)  desempeñar  las  funciones  especificadas  en  otras  disposiciones  de  la
presente Convención. 

2. De surgir alguna discrepancia entre un Estado y el depositario acerca del
desempeño de las funciones de éste, el depositario señalará la cuestión a la
atención  de  los  Estados  signatarios  y  de  los  Estados  contratantes  o,  si
corresponde,  del  órgano  competente  de  la  organización  internacional
interesada.

Artículo 78

Notificaciones y comunicaciones

Salvo  cuando  el  tratado  o  la  presente  Convención  disponga  otra  cosa  al
respecto, una notificación o comunicación que debe hacer cualquier Estado en
virtud de la presente Convención:

a) deberá ser transmitida, si no hay depositario, directamente a los Estados a
que esté destinada, o, si hay depositario, a éste;

b) sólo se entenderá que ha quedado hecha por el Estado de que se trate
cuando haya sido recibida por el Estado al que fue transmitida. o, en su caso,
por el depositario;

c)  si  ha  sido  transmitida  a  un  depositario.  sólo  se  entenderá  que  ha  sido
recibida por el Estado al que estaba destinada cuando éste haya recibido del
depositario la información prevista en el apartado el del párrafo 1 del artículo
77. 

Artículo 79

Corrección  de errores  en textos  o en copias  certificadas conformes de los
tratados
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1. Cuando, después de la autenticación del texto de un tratado. los Estados
signatarios  y  los  Estados  contratantes  adviertan  de  común  acuerdo  que
contiene un error,  éste, a menos que tales Estados decidan proceder a su
corrección de otro modo, será corregido:

a)  introduciendo  la  corrección  pertinente  en  el  texto  y  haciendo  que  sea
rubricada por representantes autorizados en debida forma;

b) formalizando un instrumento o canjeando instrumentos en los que se haga
constar la corrección que se haya acordado hacer; o

c) formalizando, por el mismo procedimiento empleado para el texto original,
un texto corregido de todo el tratado. 

2. En el caso de un tratado para el que haya depositario, éste notificará a los
Estados signatarios y a los Estados contratantes el  error y la propuesta de
corregirlo y fijará un plazo adecuado para hacer objeciones a la corrección
propuesta. A la expiración del plazo fijado:

a) si no se ha hecho objeción alguna, el depositario efectuará y rubricará la
corrección  en  el  texto,  extenderá  un  acta  de  rectificación  del  texto  y
comunicará copia de ella a las partes en el tratado y a los Estados facultados
para llegar a serlo;

b) si se ha hecho una objeción, el depositario comunicará la objeción a los
Estados signatarios y a los Estados contratantes. 

3. Las disposiciones de los párrafos 1 y 2 se aplicarán también cuando el texto
de un tratado haya sido autenticado en dos o más idiomas y se advierta una
falta de concordancia que los Estados signatarios y los Estados contratantes
convengan en que debe corregirse.

4. El texto corregido sustituirá "ab initio" al texto defectuoso. a menos que los
Estados signatarios y los Estados contratantes decidan otra cosa al respecto.

5.  La  corrección  del  texto  de  un  tratado  que  haya  sido  registrado  será
notificada a la Secretaría de las Naciones Unidas.

6.  Cuando  se  descubra  un  error  en  una  copia  certificada  conforme de  un
tratado, el depositario extenderá un acta en la que hará constar la rectificación
y  comunicará  copia  de  ella  a  los  Estados  signatarios  y  a  los  Estados
contratantes.

Artículo 80

Registro y publicación de los tratados
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1. Los tratados, después de su entrada en vigor, se transmitirán a la Secretaria
de las Naciones Unidas para su registro o archivo e inscripción, según el caso,
y para su publicación.

2. La designación de un depositario constituirá la autorización para que éste
realice los actos previstos en el párrafo; precedente.

PARTE VIII

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 81

Firma

La  presente  Convención  estará  abierta  a  la  firma  de  todos  los  estados
Miembros  de  las  Naciones  Unidas  o  miembros  de  algún  organismo
especializado o del Organismo Internacional de Energía Atómica, así como de
todo Estado parte en el  Estatuto de la Corte Internacional  de Justicia y de
cualquier  otro  Estado  invitado  por  la  Asamblea  General  de  las  Naciones
Unidas a ser parte en la Convención, de la manera siguiente: Hasta el 30 de
noviembre de 1969, en el Ministerio Federal de Relaciones Exteriores de la
República de Austria, y, después, hasta el 30 de abril de 1970, en la sede de
las Naciones Unidas en Nueva York.

Artículo 82

Ratificación

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositaran en poder del Secretario general de las Naciones
Unidas.

Artículo 83

Adhesión

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  todo  Estado
perteneciente  a  una  de  las  categorías  mencionadas en el  artículo  81.  Los
instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario general de
las Naciones Unidas.

Artículo 84
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Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o
de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en  que  tal  Estado  haya  depositado  su  instrumento  de  ratificación  o  de
adhesión.

Artículo 85

Textos auténticos

El original de la presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés,
inglés  y  ruso  son  igualmente  auténticos,  será  depositado  en  poder  del
Secretario general de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente
autorizados  por  sus  respectivos  Gobiernos,  han  firmado  la  presente
Convención.

HECHA EN VIENA, el  día veintitrés de mayo de mil  novecientos sesenta y
nueve.

ANEXO

1. El Secretario general de las Naciones Unidas establecerá y mantendrá una
lista  de  amigables  componedores  integrada  por  juristas  calificados.  A  tal
efecto, se invitará a todo Estado que sea miembro de las Naciones Unidas o
parte en la presente Convención a que designe dos amigables componedores;
los  nombres  de  las  personas  así  designadas  constituirán  la  lista.  La
designación de los amigables componedores, entre ellos los designados para
cubrir  una  vacante  accidental,  se  hará  para  un  periodo  de  cinco  años
renovable.  Al  expirar  el  periodo  para  el  cual  hayan  sido  designados,  los
amigables componedores continuarán desempeñando las funciones para las
cuales hayan sido elegidos con arreglo al párrafo siguiente.

2.  Cuando  se  haya  presentado  una  solicitud,  conforme  al  artículo  66,  al
Secretario  general,  éste  someterá  la  controversia  a  una  comisión  de
conciliación, compuesta en la forma siguiente:
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El Estado o los Estados que constituyan una de las partes en la controversia
nombrarán:

a) un amigable componedor, de la nacionalidad de ese Estado o de uno de
esos Estados, elegido o no de la lista mencionada en el párrafo 1, y

b) un amigable componedor que no tenga la nacionalidad de ese Estado ni de
ninguno de esos Estados, elegido de la lista. 

El  Estado  o  los  Estados  que  constituyan  la  otra  parte  en  la  controversia
nombrarán dos amigables  componedores  de  la  misma manera.  Los  cuatro
amigables  componedores  elegidos  por  las  partes  deberán  ser  nombrados
dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que el Secretario General
haya recibido la solicitud.

Los cuatro amigables componedores, dentro de los sesenta días siguientes a
la fecha en que se haya efectuado el último de sus nombramientos, nombrarán
un quinto amigable componedor, elegido de la lista, que será Presidente.

Si el nombramiento del Presidente o de cualquiera de los demás amigables
componedores no se hubiere realizado en el plazo antes prescrito para ello, lo
efectuará  el  Secretario  general  dentro  de  los  sesenta  días  siguientes  a  la
expiración de ese plazo. El Secretario general podrá nombrar Presidente a una
de las personas de la lista o a uno de los miembros de la Comisión de Derecho
Internacional.  Cualquiera de los  plazos en los  cuales  deban efectuarse  los
nombramientos  podrá  prorrogarse  por  acuerdo  de  las  partes  en  la
controversia.

Toda  vacante  deberá  cubrirse  en  la  forma prescrita  para  el  nombramiento
inicial.

3. La Comisión de Conciliación fijará su propio procedimiento. La Comisión,
previo  consentimiento  de  las  partes  en  la  controversia,  podrá  invitar  a
cualquiera de las partes en el tratado a exponerle sus opiniones verbalmente o
por escrito. Las decisiones y recomendaciones de la Comisión se adoptarán
por mayoría de votos de sus cinco miembros.

4. La Comisión podrá señalar a la atención de las partes en la controversia
todas las medidas que puedan facilitar una solución amistosa.

5. La Comisión oirá a las partes, examinará las pretensiones y objeciones, y
hará propuestas a las partes con miras a que lleguen a una solución amistosa
de la controversia.

6. La Comisión presentará su informe dentro de los doce meses siguientes a la
fecha de su constitución.  El  informe se depositará en poder  del  Secretario
general  y  se  transmitirá  a  las  partes  en  la  controversia.  El  informe  de  la
Comisión, incluidas cualesquiera conclusiones que en él se indiquen en cuanto
a los hechos y a las cuestiones de derecho, no obligará a las partes ni tendrá
otro  carácter  que  el  de  enunciado  de  recomendaciones  presentadas  a  las
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partes para su consideración, a fin de facilitar  una solución amistosa de la
controversia.

7. El Secretario general proporcionará a la Comisión la asistencia y facilidades
que necesite. Los gastos de la Comisión serán sufragados por la Organización
de las Naciones Unidas.
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- Convención de Viena sobre relaciones consulares. Aprobada por ley N°
13.774 del 17 de octubre de 1969.

Artículo 1

Definiciones

1.  A los  efectos  de la  presente  Convención,  las  siguientes  expresiones se
entenderán como se precisa a continuación:

a) por "oficina consular", todo consulado general, consulado, viceconsulado o
agencia consular;

b) por "circunscripción consular", el territorio atribuido a una oficina consular
para el ejercicio de las funciones consulares;

c)  por "Jefe de oficina consular",  la persona encargada de desempeñar tal
función;

d) por "funcionario consular", toda persona, incluido el Jefe de oficina consular,
encargada con ese carácter del ejercicio de funciones consulares;

e)  por  "empleado  consular",  toda  persona  empleada  en  el  servicio
administrativo o técnico de una oficina consular;

f) por "miembro del personal de servicio", toda persona empleada en el servicio
doméstico de una oficina consular;

g)  por  "miembros  de  la  oficina  consular",  los  funcionarios  y  empleados
consulares y los miembros del personal de servicio;

h) por "miembros del personal consular", los funcionarios consulares, salvo el
Jefe  de  oficina  consular,  los  empleados  consulares  y  los  miembros  del
personal de servicio;

i) por "miembros del personal privado", la persona empleada exclusivamente
en el servicio particular de un miembro de la oficina consular;

j) por "locales consulares", los edificios o las partes de los edificios y el terreno
contiguo que,  cualquiera que sea su propietario,  se utilicen exclusivamente
para las finalidades de la oficina consular;

k) por "archivos consulares", todos los papeles, documentos, correspondencia,
libros, películas, cintas magnetofónicas y registros de la oficina consular, así
como las cifras y claves, los ficheros y los muebles destinados a protegerlos y
conservarlos. 

2. Los funcionarios consulares son de dos clases: funcionarios consulares de
carrera y funcionarios consulares honorarios. Las disposiciones del capítulo II

732



de la presente Convención se aplican a las oficinas consulares dirigidas por
funcionarios consulares de carrera; las disposiciones del capítulo III se aplican
a las oficinas consulares dirigidas por funcionarios consulares honorarios.

3. La situación particular de los miembros de las oficinas consulares que son
nacionales o residentes permanentes del Estado receptor se rige por el artículo
71 de la presente Convención.

Artículo 2

Establecimiento de relaciones consulares

1. El establecimiento de relaciones consulares entre Estados se efectuará por
consentimiento mutuo.

2.  El  consentimiento  otorgado  para  el  establecimiento  de  relaciones
diplomáticas  entre  dos  Estados  implicará,  salvo  indicación  en  contrario,  el
consentimiento para el establecimiento de relaciones consulares.

3. La ruptura de relaciones diplomáticas no entrañará, "ipso facto", la ruptura
de relaciones consulares.

Artículo 3

Ejercicio de las funciones consulares

Las funciones consulares serán ejercidas por las oficinas consulares.

También las ejercerán las misiones diplomáticas según las disposiciones de la
presente Convención.

Artículo 4

Establecimiento de la oficina consular

1.  No  se  podrá  establecer  una  oficina  consular  en  el  territorio  del  Estado
receptor sin su consentimiento.

2. La sede de la oficina consular, su ciase y la circunscripción consular las
fijará el Estado que envía y serán aprobadas por el Estado receptor.
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3. El Estado que envía no podrá modificar posteriormente la sede de la oficina
consular,  su  clase  ni  la  circunscripción  consular  sin  el  consentimiento  del
Estado receptor.

4.  También  se  necesitará  el  consentimiento  del  Estado  receptor  si  un
consulado general o un consulado desea abrir un viceconsulado o una agencia
consular  en  una  localidad  diferente  de  aquélla  en  la  que  radica  la  misma
oficina consular.

5. No se podrá abrir fuera de la sede de la oficina consular una dependencia
que forme parte de aquella sin haber obtenido previamente el consentimiento
expreso del Estado receptor.

Artículo 5

Funciones consulares

Las funciones consulares consistirán en:

a) proteger en el Estado receptor los intereses del Estado que envía y de sus
nacionales,  sean  personas  naturales  o  jurídicas,  dentro  de  los  límites
permitidos por el derecho internacional;

b) fomentar el desarrollo de las relaciones comerciales, económicas, culturales
y  científicas  entre  el  Estado  que  envía  y  el  Estado  receptor,  y  promover
además las relaciones amistosas entre los mismos, de conformidad con las
disposiciones de la presente Convención;

c) informarse por todos los medios lícitos de las condiciones y de la evolución
de  la  vida  comercial,  económica,  cultural  y  científica  del  Estado  receptor,
informar al respecto al gobierno del Estado que envía y proporcionar datos a
las personas interesadas;

d) extender pasaportes y documentos de viaje a los nacionales del Estado que
envía y visados o documentos adecuados a las personas que deseen viajar a
dicho Estado;

e)  prestar  ayuda y asistencia a los nacionales del  Estado que envía,  sean
personas naturales o jurídicas;

f)  actuar  en  calidad de Notario,  en  la  de funcionario  del  registro  civil  y  en
funciones similares y ejercitar otras de carácter administrativo, siempre que no
se opongan las leyes y reglamentos del Estado receptor;

g) velar, de acuerdo con las leyes y reglamentos del Estado receptor, por los
intereses de los nacionales del Estado que envía, sean personas naturales o
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jurídicas, en los casos de sucesión por causa de muerte que se produzcan en
el territorio del Estado receptor;

h) velar, dentro de los límites que impongan las leyes y reglamentos del Estado
receptor, por los intereses de los menores y de otras personas que carezcan
de capacidad plena y que sean nacionales del Estado que envía, en particular
cuando se requiera instituir para ello una tutela o una curatela;

i)  representar  a  los  nacionales  del  Estado que envía  o  tomar  las  medidas
convenientes para su representación ante los tribunales y otras autoridades del
Estado receptor, de conformidad con la práctica y los procedimientos en vigor
en este último, a fin de lograr que, de acuerdo con las leyes y reglamentos del
mismo, se adopten las medidas provisionales de preservación de los derechos
e intereses de esos nacionales cuando, por estar ausentes o por cualquier otra
causa, no puedan defenderlos oportunamente;

j)  comunicar  decisiones  judiciales  y  extrajudiciales  y  diligenciar  comisiones
rogatorias de conformidad con los acuerdos internacionales en vigor y, a falta
de los mismos, de manera que sea compatible con las leyes y reglamentos del
Estado receptor;

k) ejercer, de conformidad con las leyes y reglamentos del Estado que envía,
los derechos de control o inspección de los buques que tengan la nacionalidad
de dicho Estado y de las aeronaves matriculadas en el mismo, y también de
sus tripulaciones;

l) prestar ayuda a los buques y aeronaves a que se refiere el apartado k) de
este artículo, y también a sus tripulaciones; recibir declaración sobre el viaje de
esos buques, examinar y refrendar los documentos de a bordo y, sin perjuicio
de las facultades de las autoridades del Estado receptor, efectuar encuestas
sobre los incidentes ocurridos en la travesía y resolver los litigios de todo orden
que se planteen entre el Capitán, los Oficiales y los marineros, siempre que lo
autoricen las leyes y reglamentos del Estado que envía;

m) ejercer las demás funciones confiadas por el Estado que envía a la oficina
consular  que  no  estén  prohibidas  por  las  leyes  y  reglamentos  del  Estado
receptor o a las que éste no se oponga, o las que le sean atribuidas por los
acuerdos internacionales en vigor entre el Estado que envía y el receptor. 

Artículo 6

Ejercicio de funciones consulares fuera de la circunscripción consular
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En  circunstancias  especiales,  el  funcionario  consular  podrá,  con  el
consentimiento  del  Estado  receptor,  ejercer  sus  funciones  fuera  de  su
circunscripción consular.

Artículo 7

Ejercicio de funciones consulares en terceros Estados

El Estado que envía podrá, después de notificarlo a los Estados interesa y
salvo que uno de éstos se oponga expresamente a ello, encargar a una oficina
consular  establecida  en  un  Estado  que  asuma  el  ejercicio  de  funciones
consulares en otros Estados.

Artículo 8

Ejercicio de funciones consulares por cuenta de un tercer Estado

Una  oficina  consular  del  Estado  que  envía  podrá,  previa  la  adecuada
notificación  al  Estado  receptor  y  siempre  que  éste  no  se  oponga,  ejercer
funciones consulares por cuenta de un tercer Estado en el Estado receptor.

Artículo 9

Categoría de Jefes de oficina consular

1. Los Jefes de oficina consular serán de cuatro categorías:

a) Cónsules generales.

b) Cónsules.

c) Vicecónsules.

d) Agentes consulares. 

2.  El  párrafo 1 de este artículo  no limitará en modo alguno el  derecho de
cualquiera  de  las  Partes  Contratantes  a  determinar  la  denominación  de
funcionarios consulares que no sean Jefes de oficina consular.

Artículo 10

Nombramiento y admisión de los Jefes de oficina consular
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1. Los Jefes de oficina consular serán nombrados por el Estado que envía y
serán admitidos al ejercicio de sus funciones por el Estado receptor.

2.  Sin  perjuicio  de  las  disposiciones  de  la  presente  Convención,  los
procedimientos de nombramiento y admisión del Jefe de oficina consular serán
determinados por las leyes, reglamentos y usos del Estado que envía y del
Estado receptor, respectivamente.

Artículo 11

Carta patente o notificación de nombramiento

1. El Jefe de la oficina consular será provisto por el Estado que envía de un
documento  que  acredite  su  calidad,  en  forma  de  carta  patente  u  otro
instrumento similar, extendido para cada nombramiento y en el que indicará,
por lo general, su nombre completo, su clase y categoría, la circunscripción
consular y la sede de la oficina consular.

2. El Estado que envía transmitirá la carta patente o instrumento similar por vía
diplomática o por otra vía adecuada, al gobierno del Estado en cuyo territorio el
Jefe de oficina consular haya de ejercer sus funciones.

3. Si el Estado receptor lo acepta, el Estado que envía podrá remitir al primero,
en vez de la  carta  patente  u otro  instrumento  similar,  una notificación que
contenga los datos especificados en el párrafo 1 de este artículo.

Artículo 12

"Exequátur"

1. El Jefe de oficina consular será admitido al ejercicio de sus funciones por
una autorización del Estado receptor llamada "exequátur" cualquiera que sea
la forma de esa autorización.

2.  El  Estado que se  niegue a  otorgar  el  "exequátur"  no  estará  obligado a
comunicar al Estado que envía los motivos de esa negativa.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 13 y 15, el  Jefe de oficina
consular no podrá iniciar sus funciones antes de haber recibido el "exequátur".

Artículo 13

Admisión provisional del Jefe de oficina consular
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Hasta que se le conceda el "exequátur", el Jefe de oficina consular podrá ser
admitido provisionalmente al ejercicio de sus funciones. En este caso le serán
aplicables las disposiciones de la presente Convención.

Artículo 14

Notificación a las autoridades de la circunscripción consular

Una vez  que se  haya  admitido  al  Jefe  de la  oficina  consular,  aunque sea
provisionalmente,  al  ejercicio  de  sus  funciones,  el  Estado  receptor  estará
obligado  a  comunicarlo  sin  dilación  a  las  autoridades  competentes  de  la
circunscripción consular. Asimismo estará obligado a velar por que se tomen
las medidas necesarias para que el Jefe de oficina consular pueda cumplir los
deberes  de  su  cargo  y  beneficiarse  de  las  disposiciones  de  la  presente
Convención.

Artículo 15

Ejercicio temporal de las funciones de Jefe de la oficina consular

1. Si quedase vacante el puesto de Jefe de la oficina consular, o si el jefe no
pudiese ejercer sus funciones, podrá actuar provisionalmente, en calidad de
tal, un Jefe interino.

2.  El  nombre  completo  del  Jefe  interino  será  comunicado  al  Ministerio  de
Relaciones Exteriores del Estado receptor o a la autoridad designada por éste,
por la misión diplomática del Estado que envía o, si éste no tuviere tal misión
en el Estado receptor, por el Jefe de la oficina consular o, en caso de que éste
no pudiese hacerlo, por cualquier autoridad competente del Estado que envía.
Como norma general,  dicha  notificación  deberá  hacerse con  antelación.  El
Estado  receptor  podrá  subordinar  a  su  aprobación  la  admisión  como  Jefe
interino de una persona que no sea agente diplomático ni funcionario consular
del Estado que envía en el Estado receptor.

3.  Las  autoridades  competentes  del  Estado  receptor  deberán  prestar
asistencia y protección al Jefe interino. Durante su gestión, le serán aplicables
las disposiciones de la presente Convención en las mismas condiciones que al
Jefe de oficina consular de que se trate. Sin embargo, el Estado receptor no
estará  obligado  a  otorgar  a  un  Jefe  interino  las  facilidades,  privilegios  e
inmunidades de que goce el titular, en el caso de que en aquél no concurran
las mismas condiciones que reúna el titular.

4. Cuando en los casos previstos en el párrafo 1 de este artículo, el Estado
que  envía  designe  a  un  miembro  del  personal  diplomático  de  su  misión
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diplomática en el Estado receptor como Jefe interino de una oficina consular,
continuará gozando de los privilegios e inmunidades diplomáticas, si el Estado
receptor no se opone a ello.

Artículo 16

Precedencia de los Jefes de oficina consulares

1.  El  orden  de  precedencia  de  los  Jefes  de  oficina  consular  estará
determinado,  en  su  respectiva  categoría,  por  la  fecha  de  concesión  del
"exequátur".

2. Sin embargo, en el caso de que el Jefe de oficina consular sea admitido
provisionalmente al ejercicio de sus funciones antes de obtener el"exequátur",
la  fecha  de  esta  admisión  determinará  el  orden  de  precedencia,  que  se
mantendrá aun después de concedido el mismo.

3.  El  orden  de  precedencia  de  dos  o  más  Jefes  de  oficina  consular  que
obtengan en la misma fecha el "exequátur" o la admisión provisional, estará
determinado  por  la  fecha  de  presentación  de  sus  cartas  patentes  o
instrumentos similares, o de las notificaciones a que se refiere el párrafo 3 del
artículo 11.

4. Los Jefes interinos seguirán, en el orden de precedencia, a los Jefes de
oficina titulares y, entre ellos, la precedencia estará determinada por la fecha
en que asuman sus funciones como tales y que será la que conste en las
notificaciones a las que se refiere el párrafo 2 del artículo 15.

5. Los funcionarios consulares honorarios que sean Jefes de oficina seguirán a
los Jefes de oficina consular de carrera en el  orden de precedencia en su
respectiva categoría, según el orden y las normas establecidas en los párrafos
anteriores.

6. Los Jefes de oficina consular tendrán precedencia sobre los funcionarios
consulares que no lo sean.

Artículo 17

Cumplimiento de actos diplomáticos por funcionarios consulares

1. En un Estado en que el Estado que envía no tenga misión diplomática y en
el que no esté representado por la de un tercer Estado, se podrá autorizar a un
funcionario consular, con el consentimiento del Estado receptor y sin que ello
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afecte a su "status" consular, a que realice actos diplomáticos. La ejecución de
esos actos por un funcionario consular no le concederá derecho a privilegios e
inmunidades diplomáticos.

2. Un funcionario podrá, previa notificación al  Estado receptor, actuar como
representante  del  Estado  que  envía  cerca  de  cualquier  organización
intergubernamental. En el cumplimiento de esas funciones tendrá derecho a
gozar  de  todos  los  privilegios  e  inmunidades  que  el  derecho  internacional
consuetudinario  o  los  acuerdos  internacionales  concedan  a  esos
representantes. Sin embargo, en el desempeño de cualquier función consular
no tendrá derecho a una mayor inmunidad de jurisdicción que la reconocida a
un funcionario consular en virtud de la presente Convención.

Artículo 18

Nombramiento de la misma persona como funcionario consular por dos o más
Estados

Dos  o  más  Estados  podrán,  con  el  consentimiento  del  Estado  receptor,
designar a la misma persona como funcionario consular en ese Estado.

Artículo 19

Nombramiento de miembros del personal consular

1. A reserva de lo dispuesto en los artículos 20, 22 y 23, el Estado que envía
podrá nombrar libremente a los miembros del personal consular.

2. El Estado que envía comunicará al Estado receptor el nombre completo, la
clase y la categoría de todos los funcionarios consulares que no sean Jefes de
oficina  consular,  con  la  antelación  suficiente  para  que  el  Estado  receptor
pueda, si lo considera oportuno, ejercer el derecho que le confiere el párrafo 3
del artículo 23.

3. El Estado que envía podrá, si sus leyes y reglamentos lo exigen, pedir al
Estado receptor que conceda el "exequátur" a un funcionario consular que no
sea Jefe de una oficina consular.

4. El Estado receptor podrá, si sus leyes y reglamentos lo exigen, conceder el
"exequátur" a un funcionario consular que no sea Jefe de oficina consular.

Artículo 20

Número de miembros de la oficina consular
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El  Estado  receptor  podrá,  cuando  no  exista  un  acuerdo  expreso  sobre  el
número  de  miembros  de  la  oficina  consular,  exigir  que  ese  número  se
mantenga dentro de los límites que considere razonables y normales, según
las  circunstancias  y  condiciones  de  la  circunscripción  consular  y  las
necesidades de la oficina consular de que se trate.

Artículo 21

Precedencia de los funcionarios consulares de una oficina consular

La misión diplomática del Estado que envía o, a falta de tal misión en el Estado
receptor, el Jefe de la Oficina consular, comunicará al Ministerio de Relaciones
Exteriores del Estado receptor, o a la autoridad que éste designe, el orden de
precedencia  de  los  funcionarios  de  una  oficina  consular  y  cualquier
modificación del mismo.

Artículo 22

Nacionalidad de los funcionarios consulares

1. Los funcionarios consulares habrán de tener, en principio, la nacionalidad
del Estado que envía.

2.  No  podrá  nombrarse  funcionarios  consulares  a  personas  que  tengan  la
nacionalidad del Estado receptor, excepto con el consentimiento expreso de
ese  Estado,  que  podrá  reservarse  el  mismo  derecho  respecto  de  los
nacionales de un tercer Estado que no sean al mismo tiempo nacionales del
Estado que envía.

Artículo 23

Persona declarada "non grata"

1. El Estado receptor podrá comunicar en todo momento al Estado que envía
que  un  funcionario  consular  es  persona  "non  grata",  o  que  cualquier  otro
miembro del personal ya no es aceptable. En ese caso, el Estado que envía
retirará a esa persona, o pondrá término a sus funciones en la oficina consular,
según proceda.

2. Si el Estado que envía se negase a ejecutar o no ejecutase en un plazo
razonable  las  obligaciones que le  incumben a  tenor  de  lo  dispuesto  en el
párrafo 1 de este artículo, el  Estado receptor podrá retirar el  "exequátur"  a
dicha persona, o dejar de considerarla como miembro del personal consular.
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3. Una persona designada miembro de la oficina consular podrá ser declarada
no aceptable antes de su llegada al territorio del Estado receptor, o antes de
que inicie sus funciones en aquélla si está ya en dicho Estado. En cualquiera
de esos casos el Estado que envía deberá retirar el nombramiento.

4. En los casos a los que se refieren los párrafos 1 y 3 de este artículo, el
Estado receptor no estará obligado a exponer al Estado que envía los motivos
de su decisión.

Artículo 24

Notificación al Estado receptor de los Nombramientos, llegadas y salidas

1. Se notificarán al Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor, o a
la autoridad que éste designe:

a) el nombramiento de los miembros de una oficina consular, su llegada una
vez nombrados para la  misma, su salida definitiva o la  terminación de sus
funciones y los demás cambios de su condición jurídica que puedan ocurrir
durante su servicio en la oficina consular;

b) la llegada y la salida definitiva de toda persona de la familia de un miembro
de la oficina consular que viva en su casa y, cuando proceda, el hecho de que
una persona entre a formar parte de esa familia o deje de pertenecer a la
misma;

c) la llegada y salida definitiva de los miembros del personal privado y, cuando
proceda, el hecho de que terminen sus servicios como tales;

d) la contratación de personas residentes en el Estado receptor en calidad de
miembros de una oficina consular o de miembros del personal  privado que
tengan  derecho  a  privilegios  e  inmunidades,  así  como  el  despido  de  las
mismas. 

2.  La  llegada  y  la  salida  definitiva  se  notificarán  también  con  antelación,
siempre que sea posible.

Artículo 25

Terminación de las funciones de un miembro de la oficina consular

Las funciones de un miembro de la oficina consular terminarán "inter alia":

a) por la notificación del Estado que envía al Estado receptor de que se ha
puesto término a esas funciones;

742



b) por la revocación del "exequátur";

c) por la notificación del Estado receptor al Estado que envía de que ha cesado
de  considerar  a  la  persona  de  que  se  trate  como  miembro  del  personal
consular. 

Artículo 26

Salida del territorio del Estado receptor

Aun  en  caso  de  conflicto  armado,  el  Estado  receptor  deberá  dar  a  los
miembros de la oficina consular y a los miembros del personal privado, que no
sean nacionales del Estado receptor, y a los miembros de su familia que vivan
en  su  casa,  cualquiera  que  sea  su  nacionalidad,  el  plazo  necesario  y  las
facilidades precisas para que puedan preparar su viaje y salir lo antes posible,
una  vez  que  tales  personas  hayan  terminado  sus  funciones.  En  especial
deberá poner a su disposición, si fuere necesario, los medios de transporte
indispensables  para  dichas  personas  y  sus  bienes,  con  excepción  de  los
adquiridos  en  el  Estado  receptor  cuya  exportación  esté  prohibida  en  el
momento de la salida.

Artículo 27

Protección de los locales y archivos consulares y de los intereses del Estado

que envía en circunstancias excepcionales

1. En caso de ruptura de las relaciones consulares entre dos Estados:

a) el Estado receptor estará obligado a respetar y a proteger, incluso en caso
de conflicto armado, los locales consulares, los bienes de la oficina consular y
sus archivos;

b) el Estado que envía podrá confiar la custodia de los locales consulares, de
los bienes que en ellos se hallen y de los archivos, a un tercer Estado que sea
aceptable para el Estado receptor;

c) el Estado que envía podrá confiar la protección de sus intereses y de los
intereses de sus nacionales a un tercer Estado, que sea aceptable para el
Estado receptor. 

2.  En  caso  de  clausura  temporal  o  definitiva  de  una  oficina  consular  se
aplicarán  las  disposiciones  del  apartado  a)  del  párrafo  1  de  este  artículo.
Además:
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a) si  el  Estado que envía,  aunque no estuviese representado en el  Estado
receptor por una misión diplomática, tuviera otra oficina consular en el territorio
de ese Estado, se podrá encargar a la misma de la custodia de los locales
consulares  que  hayan  sido  clausurados,  de  los  bienes  que  en  ellos  se
encuentren y de los archivos consulares y, con el consentimiento del Estado
receptor,  del  ejercicio  de  las  funciones consulares  en la  circunscripción  de
dicha oficina consular; o

b) si el Estado que envía no tiene misión diplomática ni otra oficina consular en
el Estado receptor se aplicarán las disposiciones de los apartados b) y c) del
párrafo 1 de este artículo. 

Artículo 28

Facilidades concedidas a la oficina consular para su labor

El  Estado receptor  concederá  todas las  facilidades para  el  ejercicio  de  las
funciones de la oficina consular.

Artículo 29

Uso de la bandera y del escudo nacionales

1.  El  Estado  que  envía  tendrá  derecho  a  usar  su  bandera  y  su  escudo
nacionales en el  Estado receptor,  de conformidad con las disposiciones de
este artículo.

2. El Estado que envía podrá izar su bandera y poner su escudo en el edificio
ocupado por la oficina consular, en su puerta de entrada, en la residencia del
Jefe de la oficina consular y en sus medios de transporte, cuando éstos se
utilicen para asuntos oficiales.

3. Al ejercer los derechos reconocidos por este artículo, se tendrán en cuenta
las leyes, los reglamentos y los usos del Estado receptor.

Artículo 30

Locales

1.  El  Estado  receptor  deberá  facilitar,  de  conformidad  con  sus  leyes  y
reglamentos,  la  adquisición en su territorio  por  el  Estado que envía  de los
locales necesarios para la oficina consular, o ayudarle a obtenerlos de alguna
otra manera.

744



2. Cuando sea necesario, ayudará también a la oficina consular a conseguir
alojamiento adecuado para sus miembros.

Artículo 31

Inviolabilidad de los locales consulares

1. Los locales consulares gozarán de la inviolabilidad que les concede este
artículo.

2. Las autoridades del Estado receptor no podrán penetrar en la parte de los
locales consulares que se utilice exclusivamente para el trabajo de la oficina
consular,  salvo con el  consentimiento del  Jefe de la misión diplomática del
Estado que envía. Sin embargo, el consentimiento del Jefe de oficina consular
se  presumirá  en  caso  de  incendio,  o  de  otra  calamidad  que  requiera  la
adopción inmediata de medidas de protección.

3. Con sujeción a las disposiciones del párrafo 2 de este artículo, el Estado
receptor tendrá la obligación especial de adoptar todas las medidas apropiadas
para proteger los locales consulares, con arreglo a las disposiciones de los
párrafos anteriores, contra toda intrusión o daño y para evitar que se perturbe
la tranquilidad de la oficina consular o se atente contra su dignidad.

4. Los locales consulares, sus muebles, los bienes de la oficina consular y sus
medios de transporte, no podrán ser objeto de ninguna requisa, por razones de
defensa nacional o de utilidad pública. Si para estos fines fuera necesaria la
expropiación, se tomarán las medidas posibles para evitar que se perturbe el
ejercicio de las funciones consulares y se pagara al  Estado que envía una
compensación inmediata, adecuada y efectiva.

Artículo 32

Exención fiscal de los locales consulares

1. Los locales consulares y la residencia del Jefe de la oficina consular de
carrera de los que sea propietario o inquilino el Estado que envía, o cualquiera
persona  que  actúe  en  su  representación,  estarán  exentos  de  todos  los
impuestos y gravámenes nacionales, regionales y municipales, excepto de los
que constituyan el pago de determinados servicios prestados.

2.  La  exención  fiscal  a  que se  refiere  el  párrafo  1  de  este  artículo  no  se
aplicará  a  los  impuestos  y  gravámenes  que,  conforme a  la  legislación  del
Estado receptor, deba satisfacer la persona que contrate con el Estado que
envía o con la persona que actúe en su representación.
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Artículo 33

Inviolabilidad de los archivos y documentos consulares

Los archivos y documentos consulares son siempre inviolables donde quiera
que se encuentren.

Artículo 34

Libertad de tránsito

Sin perjuicio de lo dispuesto en sus leyes y reglamentos relativos a las zonas
de acceso prohibido o limitado por razones de seguridad nacional, el Estado
receptor garantizará la libertad de tránsito y de circulación en su territorio a
todos los miembros de la oficina consular.

Artículo 35

Libertad de comunicación

1. El Estado receptor permitirá y protegerá la libertad de comunicación de la
oficina consular para todos los fines oficiales. La oficina consular podrá utilizar
todos  los  medios  de  comunicación  apropiados,  entre  ellos  los  correos
diplomáticos o consulares, la valija diplomática o consular y los mensajes en
clave o cifra, para comunicarse con el gobierno, con las misiones diplomáticas
y  con  los  demás  consulados  del  Estado  que  envía,  dondequiera  que  se
encuentren.  Sin  embargo,  solamente  con  el  consentimiento  del  Estado
receptor podrá la oficina consular instalar y utilizar una emisora de radio.

2.  La  correspondencia  oficial  de  la  oficina  consular  será  inviolable.  Por
correspondencia oficial se entenderá toda correspondencia relativa a la oficina
consular y a sus funciones.

3.  La  valija  consular  no  podrá  ser  abierta  ni  retenida.  No  obstante,  si  las
autoridades competentes del Estado receptor tuviesen razones fundadas para
creer  que  la  valija  contiene  algo  que  no  sea  la  correspondencia,  los
documentos o los objetos a los que se refiere el párrafo 4 de este artículo,
podrán pedir que la valija sea abierta, en su presencia, por un representante
autorizado del  Estado  que envía.  Si  las  autoridades  del  Estado que  envía
rechazasen la petición, la valija será devuelta a su lugar de origen.

4. Los bultos que constituyan la valija consular deberán ir provistos de signos
exteriores  visibles,  indicadores  de  su  carácter,  y  sólo  podrán  contener

746



correspondencia y documentos oficiales, u objetos destinados exclusivamente
al uso oficial.

5. El correo consular deberá llevar consigo un documento oficial en el que se
acredite su condición de tal y el número de bultos que constituyan la valija
consular. Esa persona no podrá ser nacional del Estado receptor ni, a menos
que sea nacional del Estado que envía, residente permanente en el Estado
receptor, excepto si lo consiente dicho Estado. En el ejercicio de sus funciones
estará protegida por el Estado receptor. Gozará de la inviolabilidad personal y
no podrá ser objeto de ninguna forma de detención o arresto.

6. El Estado que envía, su misión diplomática y sus oficinas consulares podrán
designar  correos  consulares  especiales.  En  ese  caso,  serán  también
aplicables las disposiciones del párrafo 5 de este artículo, con la salvedad de
que las inmunidades que en él se especifican dejarán de ser aplicables cuando
dicho correo haya entregado la valija consular a su cargo al destinatario.

7. La valija consular podrá ser confiada al comandante de un buque o de una
aeronave comercial, que deberá aterrizar en un aeropuerto autorizado para la
entrada.  Este  comandante  llevará  consigo  un  documento  oficial  en  el  que
conste el número de bultos que constituyan la valija, pero no será considerado
como correo consular. La oficina consular podrá enviar a uno de sus miembros
a hacerse cargo de la valija, directa y libremente de manos del comandante del
buque  o  de  la  aeronave,  previo  acuerdo  con  las  autoridades  locales
competentes.

Artículo 36

Comunicación con los nacionales del Estado que envía

1. Con el fin de facilitar el ejercicio de las funciones consulares relacionadas
con los nacionales del Estado que envía:

a)  los  funcionarios  consulares  podrán  comunicarse  libremente  con  los
nacionales del Estado que envía y visitarlos. Los nacionales del Estado que
envía deberán tener la misma libertad de comunicarse con los funcionarios
consulares de ese Estado y de visitarlos;

b) si el interesado lo solicita, las autoridades competentes del Estado receptor
deberán informar sin retraso alguno a la oficina consular competente en ese
Estado cuando, en su circunscripción, un nacional del Estado que envía sea
arrestado  de  cualquier  forma,  detenido  o  puesto  en  prisión  preventiva.
Cualquier comunicación dirigida a la oficina consular por la persona arrestada,
detenida  o  puesta  en  prisión  preventiva,  le  será  asimismo  transmitida  sin
demora por dichas autoridades, las cuales habrán de informar sin dilación a la
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persona  interesada  acerca  de  los  derechos  que  se  le  reconocen  en  este
apartado.

c) los funcionarios consulares tendrán derecho a visitar al nacional del Estado
que envía que se halle arrestado, detenido o en prisión preventiva, a conversar
con él y a organizar su defensa ante los tribunales. Asimismo, tendrán derecho
a visitar a todo nacional del Estado que envía, que, en su circunscripción, se
halle  arrestado,  detenido  o  preso  en  cumplimiento  de  una  sentencia.  Sin
embargo, los funcionarios consulares se abstendrán de intervenir en favor del
nacional detenido, cuando éste se oponga expresamente a ello. 

2.  Las  prerrogativas  a  las  que  se  refiere  el  párrafo  1  de  este  artículo  se
ejercerán con arreglo a las leyes y reglamentos del Estado receptor, debiendo
entenderse, sin embargo, que dichas leyes y reglamentos no impedirán que
tengan pleno efecto los derechos reconocidos por este artículo.

Artículo 37

Información en casos de defunción,  tutela,  curatela,  naufragio y  accidentes
aéreos

Cuando  las  autoridades  competentes  del  Estado  receptor  posean  la
información correspondiente, dichas autoridades estarán obligadas:

a) a informar sin retraso, en caso de defunción de un nacional del Estado que
envía, a la oficina consular en cuya circunscripción ocurra el fallecimiento;

b) a comunicar sin retraso, a la oficina consular competente, todos los casos
en que el nombramiento de tutor o de curador sea de interés para el menor o
incapacitado nacional del Estado que envía. El hecho de que se facilite esa
información  no  será  obstáculo  para  la  debida  aplicación  de  las  leyes  y
reglamentos relativos a esos nombramientos;

c)  a  informar  sin  retraso,  a  la  oficina  consular  más  próxima  al  lugar  del
accidente, cuando un buque, que tenga la nacionalidad del Estado que envía,
naufrague o encalle en el mar territorial o en las aguas interiores del Estado
receptor,  o  cuando  un  avión  matriculado  en el  Estado  que envía  sufra  un
accidente en territorio del Estado receptor. 

Artículo 38

Comunicación con las autoridades del Estado receptor
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Los funcionarios consulares podrán dirigirse en el ejercicio de sus funciones:

a) a las autoridades locales competentes de su circunscripción consular;

b) a las autoridades centrales competentes del Estado receptor, siempre que
sea posible y en la medida que lo permitan sus leyes, reglamentos y usos y los
acuerdos internacionales correspondientes. 

Artículo 39

Derechos y aranceles consulares

1. La oficina consular podrá percibir  en el  territorio del  Estado receptor los
derechos y aranceles que establezcan las leyes y reglamentos del Estado que
envía para las actuaciones consulares.

2.  Las  cantidades  percibidas  en  concepto  de  los  derechos  y  aranceles
previstos  en  el  párrafo  1  de  este  artículo  y  los  recibos  correspondientes,
estarán exentos de todo impuesto y gravamen en el Estado receptor.

Artículo 40

Protección de los funcionarios consulares

El Estado receptor deberá tratar a los funcionarios consulares con la debida
deferencia  y  adoptará  todas  las  medidas  adecuadas  para  evitar  cualquier
atentado contra su persona, su libertad o su dignidad.

Artículo 41

Inviolabilidad personal de los funcionarios consulares

1. Los funcionarios consulares no podrán ser detenidos o puestos en prisión
preventiva  sino  cuando  se  trata  de  un  delito  grave  y  por  decisión  de  la
autoridad judicial competente.

2. Excepto en el caso previsto en el párrafo 1 de este artículo, los funcionarios
consulares no podrán ser  detenidos ni  sometidos a ninguna otra  forma de
limitación de su libertad personal sino en virtud de sentencia firme.

3. Cuando se instruya un procedimiento penal contra un funcionario consular,
éste estará obligado a comparecer ante las autoridades competentes.

Sin  embargo,  las  diligencias  se  practicarán  con  la  deferencia  debida  al
funcionario  consular  en  razón de su  posición  oficial  y,  excepto  en el  caso
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previsto en el párrafo 1 de este artículo, de manera que perturbe lo menos
posible el ejercicio de las funciones consulares. Cuando en las circunstancias
previstas  en  el  párrafo  1  de  este  artículo  sea  necesario  detener  a  un
funcionario  consular,  el  correspondiente  procedimiento  contra  él  deberá
iniciarse sin la menor dilación.

Artículo 42

Comunicación en caso de arresto, detención preventiva o instrucción de un
procedimiento penal

Cuando se  arreste  o  detenga preventivamente  a  un miembro del  personal
consular, o se le instruya un procedimiento penal, el Estado receptor estará
obligado  a  comunicarlo  sin  demora  al  Jefe  de  oficina  consular.  Si  esas
medidas se aplicasen a  este último,  el  Estado receptor  deberá  ponerlo  en
conocimiento del Estado que envía, por vía diplomática.

Artículo 43

Inmunidad de Jurisdicción

1.  Los  funcionarios  consulares  y  los  empleados  consulares  no  estarán
sometidos a la jurisdicción judicial y administrativa del Estado receptor por los
actos ejecutados en el ejercicio de las funciones consulares.

2. Las disposiciones del párrafo 1 de este artículo no se aplicarán en el caso
de un procedimiento civil:

a)  que  resulte  de  un  contrato  que  el  funcionario  consular,  o  el  empleado
consular,  no  haya  concertado,  explícita  o  implícitamente,  como  agente  del
Estado que envía, o

b) que sea entablado por un tercero como consecuencia de danos causados
por un accidente de vehículo, buque o avión, ocurrido en el Estado receptor. 

Artículo 44

Obligación de comparecer como testigo

1.  Los  miembros  del  consulado  podrán  ser  llamados  a  comparecer  como
testigos en procedimientos judiciales o administrativos. Un empleado consular
o un miembro del personal de servicio no podrá negarse, excepto en el caso al
que se refiere el  párrafo 3 de este artículo, a deponer como testigo. Si  un
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funcionario  consular  se  negase  a  hacerlo,  no  se  le  podrá  aplicar  ninguna
medida coactiva o sanción.

2. La autoridad que requiera el  testimonio deberá evitar que se perturbe al
funcionario  consular  en  el  ejercicio  de  sus  funciones.  Podrá  recibir  el
testimonio del funcionario consular en su domicilio o en la oficina consular, o
aceptar su declaración por escrito siempre que sea posible.

3. Los miembros de una oficina consular no estarán obligados a deponer sobre
hechos  relacionados  con  el  ejercicio  de  sus  funciones,  ni  a  exhibir  la
correspondencia y los documentos oficiales referentes a aquéllos. Asimismo,
podrán negarse a deponer como expertos respecto de las leyes del Estado
que envía.

Artículo 45

Renuncia a los privilegios e inmunidades

1. El Estado que envía podrá renunciar, respecto de un miembro de la oficina
consular,  a cualquiera de los privilegios e inmunidades establecidos en los
artículos 41, 43 y 44.

2. La renuncia habrá de ser siempre expresa, excepto en el caso previsto en el
párrafo  3  de  este  artículo,  y  habrá  de  comunicarse  por  escrito  al  Estado
receptor.

3. Si un funcionario consular o un empleado consular entablase una acción
judicial en una materia en que goce de inmunidad de jurisdicción conforme al
artículo 43, no podrá alegar esa inmunidad en relación con cualquier demanda
reconvencional que esté directamente ligada a la demanda principal.

4. La renuncia a la inmunidad de jurisdicción respecto de acciones civiles o
administrativas no implicará, en principio, la renuncia a la inmunidad en cuanto
a las medidas de ejecución de la resolución que se dicte, que requerirán una
renuncia especial.

Artículo 46

Exención de inscripción de extranjeros y del permiso de residencia

1. Los funcionarios y empleados consulares y los miembros de su familia que
vivan en su casa estarán exentos de todas las obligaciones prescritas por las
leyes  y  reglamentos  del  Estado  receptor  relativos  a  la  inscripción  de
extranjeros y al permiso de residencia.
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2. Sin embargo, las disposiciones del párrafo 1 de este artículo no se aplicarán
a los empleados consulares que no sean permanentes del Estado que envía o
que ejerzan en el Estado receptor una actividad privada de carácter lucrativo,
ni a los miembros de la familia de esos empleados.

Artículo 47

Exención del permiso de trabajo

1.  Los  miembros  de  la  oficina  consular  estarán  exentos,  respecto  de  los
servicios que presten al Estado que envía, de cualquiera de las obligaciones
relativas  a  permisos de trabajo  que impongan las  leyes  y  reglamentos  del
Estado receptor referentes al empleo de trabajadores extranjeros.

2.  Los  miembros  del  personal  privado  de  los  funcionarios  y  empleados
consulares estarán exentos de las obligaciones a las que se refiere el párrafo 1
de este artículo, siempre que no ejerzan en el Estado receptor ninguna otra
ocupación lucrativa.

Artículo 48

Exención del régimen de seguridad social

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 3 de este artículo, los miembros
de la  oficina consular  y  los  miembros de su  familia  que vivan en su casa
estarán exentos, en cuanto a los servicios que presten al Estado que envía de
las  disposiciones  sobre  seguridad  social  que  estén  en  vigor  en  n  Estado
receptor.

2.  La  exención  prevista  en  el  párrafo  1  de  este  artículo  se  aplicará  a  los
miembros del personal privado que estén al servicio exclusivo de los miembros
de la oficina consular siempre que:

a) no sean nacionales o residentes permanentes del Estado receptor; y

b)  estén  protegidos  por  las  normas  sobre  seguridad  social  en  vigor  en  el
Estado que envía o en un tercer Estado. 

3. Los miembros de la oficina consular que empleen a personas a quienes no
se aplique la exención prevista  en el  párrafo 2 de este artículo,  habrán de
cumplir las obligaciones que las disposiciones de seguridad social del Estado
receptor impongan a los empleadores.
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4. La exención prevista en los párrafos 1 y 2 de este artículo no impedirá la
participación voluntaria en el régimen de seguridad social del Estado receptor,
siempre que sea permitida por ese Estado.

Artículo 49

Exención fiscal

1. Los funcionarios y empleados consulares, y los miembros de su familia que
vivan  en  su  casa  estarán  exentos  de  todos  los  impuestos  y  gravámenes
personales o reales, nacionales, regionales y municipales, con excepción:

a)  de aquellos impuestos indirectos que están normalmente incluidos en el
precio de las mercancías y de los servicios;

b) de los impuestos y gravámenes sobre los bienes inmuebles privados que
radiquen en el territorio del Estado receptor, salvo lo dispuesto en el artículo
32;

c) de los impuestos sobre las sucesiones y las transmisiones exigibles por el
Estado receptor, a reserva de lo dispuesto en el apartado b) del artículo 51;

d) de los impuestos y gravámenes sobre los ingresos privados, incluidas las
ganancias de capital,  que tengan su origen en el  Estado receptor y de los
impuestos sobre el  capital  correspondientes a las inversiones realizadas en
empresas comerciales o financieras en ese mismo Estado;

e)  de  los  impuestos  y  gravámenes  exigibles  por  determinados  servicios
prestados;

f)  de  los  derechos  de  registro,  aranceles  judiciales,  hipotecas  y  timbre,  a
reserva de lo dispuesto en el artículo 32. 

2. Los miembros del personal de servicio estarán exentos de los impuestos y
gravámenes sobre los salarios que perciban por sus servicios.

3. Los miembros de la oficina consular,  a cuyo servicio se hallen personas
cuyos  sueldos  o  salarios  no  estén  exentos  en  el  Estado  receptor  de  los
impuestos  sobre  los  ingresos,  cumplirán  las  obligaciones  que  las  leyes  y
reglamentos  de  ese  Estado  impongan  a  los  empleadores  en  cuanto  a  la
exacción de dichos impuestos.

Artículo 50

Franquicia aduanera y exención de inspección aduanera
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1.  El  Estado receptor  permitirá,  con arreglo a las leyes  y reglamentos que
promulgue,  la  entrada,  con  exención  de  todos  los  derechos  de  aduana,
impuestos y gravámenes conexos, salvo los gastos de almacenaje, acarreo y
servicios análogos, de los objetos destinados:

a) al uso oficial de la oficina consular;

b) al uso personal del funcionario consular y de los miembros de la familia que
vivan  en  su  casa,  incluidos  los  efectos  destinados  a  su  instalación.  Los
artículos  de  consumo  no  deberán  exceder  de  las  cantidades  que  esas
personas necesiten para su consumo directo. 

2. Los empleados consulares gozarán de los privilegios y exenciones previstos
en el  párrafo  1 de  este  artículo,  en  relación  con los objetos importados al
efectuar su primera instalación.

3. El equipaje personal que lleven consigo los funcionarios consulares y los
miembros de su familia  que vivan en su casa estará exento de inspección
aduanera. Sólo se lo podrá inspeccionar cuando haya motivos fundados para
suponer que contiene objetos diferentes de los indicados en el apartado b) del
párrafo 1 de este artículo o cuya importación o exportación esté prohibida por
las leyes y reglamentos del Estado receptor o que estén sujetos a medidas de
cuarentena por parte del mismo Estado. Esta inspección sólo podrá efectuarse
en presencia del funcionario consular o del miembro de su familia interesado.

Artículo 51

Sucesión de un miembro del consulado o de un miembro de su familia

En caso de defunción de un miembro de la oficina consular o de un miembro
de su familia que viva en su casa, el Estado receptor estará obligado:

a)  a  permitir  la  exportación  de los bienes muebles propiedad del  fallecido,
excepto de los que haya adquirido en el Estado receptor y cuya exportación
estuviera prohibida en el momento de la defunción;

b)  a  no  exigir  impuestos  nacionales,  municipales  o  regionales  sobre  la
sucesión  ni  sobre  la  transmisión  de  los  bienes  muebles,  cuando  éstos  se
encuentren en el Estado receptor como consecuencia directa de haber vivido
allí el causante de la sucesión, en calidad de miembro de la oficina consular o
de la familia de un miembro de dicha oficina consular. 

Artículo 52

Exención de prestaciones personales
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El Estado receptor deberá eximir a los miembros de la oficina consular y a los
miembros de su familia que vivan en su casa de toda prestación personal, de
todo servicio de carácter público, cualquiera que sea su naturaleza, y cargas
militares, tales como requisas, contribuciones y alojamientos militares.

Artículo 53

Principio y fin de los privilegios e inmunidades consulares

1.  Los  miembros  de  la  oficina  consular  gozarán  de  los  privilegios  e
inmunidades regulados por la presente Convención, desde el momento en que
entren en el territorio del Estado receptor para tomar posesión de su cargo o, si
se encuentran ya  en ese territorio,  desde el  momento en que asuman sus
funciones en la oficina consular.

2. Los miembros de la familia de un miembro de la oficina consular que vivan
en su casa y los miembros de su personal privado, gozarán de los privilegios e
inmunidades previstos en la presente Convención desde la fecha en que el
miembro  del  consulado  goce  de  privilegios  e  inmunidades  con  arreglo  al
párrafo  1  de  este  artículo,  o  desde  su  entrada  en  el  territorio  del  Estado
receptor,  o desde el  día  en que lleguen a formar parte  de la familia o  del
personal privado del miembro de la oficina consular. De esas fechas regirá la
que sea más posterior.

3.  Cuando  terminen  las  funciones  de  un  miembro  de  la  oficina  consular
cesarán sus privilegios e inmunidades, así como los de cualquier miembro de
su familia que viva en su casa y los de su personal privado; normalmente ello
ocurrirá  en  el  momento  mismo en  que la  persona  interesada  abandone el
territorio del Estado receptor o en cuanto expire el plazo razonable que se le
conceda para ello, determinándose el cese por la fecha más anterior, aunque
subsistirán  hasta  ese  momento  incluso  en  caso  de  conflicto  armado.  Los
privilegios e inmunidades de las personas a las que se refiere el párrafo 2 de
este  artículo  terminarán  en  el  momento  en  que  esas  personas  dejen  de
pertenecer  a  la  familia  o  de  estar  al  servicio  de  un miembro de la  oficina
consular. Sin embargo, cuando esas personas se dispongan a salir del Estado
receptor dentro de un plazo de tiempo razonable, sus privilegios e inmunidades
subsistirán hasta el momento de su salida.

4. No obstante, por lo que se refiere a los actos ejecutados por un funcionario
consular o un empleado consular en el ejercicio de sus funciones, la inmunidad
de jurisdicción subsistirá indefinidamente.

5. En caso de fallecimiento de un miembro de la oficina consular, los miembros
de su  familia  que vivan  en su  casa seguirán  gozando  de  los  privilegios  e
inmunidades que les correspondan hasta que salga del  Estado receptor,  o
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hasta la expiración de un plazo prudencial que les permita abandonarlo. De
estas fechas regirá la que sea más anterior.

Artículo 54

Obligaciones de los terceros Estados

1.  Si  un  funcionario  consular  atraviesa  el  territorio  o  se  encuentra  en  el
territorio  de un tercer  Estado que,  de ser  necesario,  le  haya  concedido un
visado para ir a asumir sus funciones o reintegrarse a su oficina consular o
regresar  al  Estado  que  envía,  dicho  tercer  Estado  le  concederá  todas  las
inmunidades reguladas por los demás artículos de la presente Convención que
sean necesarias para facilitarle el paso o el regreso. La misma disposición será
aplicable a los miembros de su familia que vivan en su casa y gocen de esos
privilegios e inmunidades, tanto si acompañan al funcionario consular como si
viajan separadamente para reunirse con él o regresar al Estado que envía.

2. En condiciones análogas a las previstas en el párrafo 1 de este artículo, los
terceros Estados no deberán dificultar el paso por su territorio de los demás
miembros de la oficina consular y de los miembros de la familia que vivan en
su casa.

3. Los terceros Estados concederán a la correspondencia oficial y a las demás
comunicaciones oficiales en tránsito, incluso a los despachos en clave o en
cifra, la misma libertad y protección que el Estado receptor está obligado a
concederles con arreglo a la presente Convención. Concederán a los correos
consulares, a los cuales, de ser necesario, se les extenderá un visado, y a las
valijas  consulares  en  tránsito,  la  misma  inviolabilidad  y  protección  que  el
Estado receptor  está  obligado a  conceder  de  conformidad con la  presente
Convención.

4. Las obligaciones que prescriben los párrafos 1, 2 y 3 de este artículo para
los  terceros  Estados  se  aplicarán  asimismo  a  las  personas  mencionadas
respectivamente en dichos párrafos, y también a las comunicaciones oficiales
y valijas consulares cuya presencia en el territorio del tercer Estado se deba a
un caso de fuerza mayor.

Artículo 55

Respeto de las leyes y reglamentos del Estado receptor

1. Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades, todas las personas que gocen
de esos privilegios e inmunidades deberán respetar las leyes y reglamentos
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del  Estado  receptor.  También  estarán  obligadas  a  no  inmiscuirse  en  los
asuntos internos de dicho Estado.

2. Los locales consulares no serán utilizados de manera incompatible con el
ejercicio de las funciones consulares.

3. Lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo no excluirá la posibilidad de
instalar en parte del edificio en que se hallen los locales consulares las oficinas
de otros organismos o dependencias, siempre que los locales destinados a las
mismas estén separados de los que utilice la oficina consular. En este caso,
dichas oficinas no se considerarán, a los efectos de la presente Convención,
como parte integrante de los locales consulares.

Artículo 56

Seguro contra daños causados a terceros

Los miembros de la oficina consular deberán cumplir todas las obligaciones
que impongan las leyes y reglamentos del Estado receptor, relativas al seguro
de responsabilidad civil  por daños causados a terceros por la utilización de
vehículos, buques o aviones.

Artículo 57

Disposiciones especiales sobre las actividades privadas de carácter lucrativo

1.  Los funcionarios consulares de carrera no ejercerán en provecho propio
ninguna actividad profesional o comercial en el Estado receptor.

2. Los privilegios e inmunidades previstos en este capítulo no se concederán:

a) a los empleados consulares o a los miembros del personal de servicio que
ejerzan una actividad privada de carácter lucrativo en el Estado receptor;

b) a los miembros de la familia de las personas a que se refiere el apartado a)
de este párrafo o a su personal privado;

c) a los miembros de la familia del miembro de la oficina consular que ejerzan
una actividad privada de carácter lucrativo en el Estado receptor. 

Artículo 58

Disposiciones generales relativas a facilidades, privilegios e inmunidades
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1. Los artículos 28, 29, 30, 34, 35, 36, 37, 38 y 39, el párrafo 3 del artículo 54 y
los párrafos 2 y 3 del artículo 55 se aplicarán a las oficinas consulares dirigidas
por un funcionario consular honorario. Además, las facilidades, los privilegios y
las inmunidades de esas oficinas consulares se regirán por los artículos 59, 60,
61 y 62.

2. Los artículos 42 y 43, el párrafo 3 del artículo 44, los artículos 45 y 53 y el
párrafo 1 del artículo 55 se aplicarán a los funcionarios consulares honorarios.
Además,  las  facilidades,  privilegios  e  inmunidades  de  esos  funcionarios
consulares se regirán por los artículos 63, 64, 65, 66 y 67.

3. Los privilegios e inmunidades establecidos en la presente Convención no se
concederán a los miembros de la familia de un funcionario consular honorario
ni a los de la familia de un empleado consular de una oficina consular dirigida
por un funcionario consular honorario.

4. El intercambio de valijas consulares entre dos oficinas consulares situadas
en diferentes Estados y dirigidas por funcionarios consulares honorarios, no se
admitirá sino con el consentimiento de los dos Estados receptores.

Artículo 59

Protección de los locales consulares

El Estado receptor adoptará las medidas que sean necesarias para proteger
los locales consulares de una oficina consular, cuyo Jefe sea un funcionario
consular honorario, contra toda intrusión o daño y para evitar que se perturbe
la tranquilidad de dicha oficina consular o se atente contra su dignidad.

Artículo 60

Exención fiscal de los locales consulares

1. Los locales consulares de una oficina consular, cuyo Jefe sea un funcionario
consular honorario y de los cuales sea propietario o inquilino el Estado que
envía,  estarán exentos de todos los impuestos y contribuciones nacionales,
regionales  y  municipales,  salvo  de  los  exigibles  en  pago  de  determinados
servicios prestados.

2. La exención fiscal a que se refiere el  párrafo 1 de este artículo no será
aplicable  a  aquellos  impuestos  y  contribuciones  que,  según  las  leyes  y
reglamentos del Estado receptor, habrán de ser pagados por las personas que
contrate con el Estado que envía.

Artículo 61
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Inviolabilidad de los archivos y documentos consulares

Los archivos y documentos consulares de una oficina consular, cuyo Jefe sea
un funcionario consular honorario, serán siempre inviolables dondequiera que
se  encuentren,  a  condición  de  que  estén  separados  de  otros  papeles  y
documentos y, en especial, de la correspondencia particular del Jefe de oficina
consular y de la de toda persona que trabaje con él, y de los objetos, libros y
documentos referentes a su profesión o a sus negocios.

Artículo 62

Franquicia aduanera

El  Estado  receptor,  con  arreglo  las  Leyes  y  Reglamentos  que  promulgue,
permitirá la entrada con exención de todos los derechos de aduana, impuestos
y gravámenes conexos, salvo los gastos de almacenaje, acarreo y servicios
análogos, de los siguientes artículos, cuando se destinen al uso oficial de una
oficina  consular  dirigida  por  un  funcionario  consular  honorario:  escudos,
banderas, letreros, timbres y sellos, libros, impresos oficiales, muebles y útiles
de  oficina  y  otros  objetos  análogos,  que  sean  suministrados  a  la  oficina
consular por el Estado que envía, o a instancia del mismo.

Artículo 63

Procedimiento penal

Cuando se  instruya  un procedimiento  penal  contra  un  funcionario  consular
honorario,  éste  estará  obligado  a  comparecer  ante  las  autoridades
competentes.

Sin embargo,  las diligencias se practicarán con la deferencia debida a ese
funcionario por razón de su carácter oficial y, excepto en el caso de que esté
detenido o puesto en prisión preventiva, de manera que se perturbe lo menos
posible el ejercicio de las funciones consulares. Cuando sea necesario detener
a un funcionario consular honorario se iniciará el procedimiento contra él con el
menor retraso posible.

Artículo 64

Protección de los funcionarios consulares honorarios

El Estado receptor tendrá la obligación de conceder al  funcionario consular
honorario la protección que pueda necesitar por razón de su carácter oficial.
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Artículo 65

Exención de la inscripción de extranjeros y del permiso de residencia

Los  funcionarios  consulares  honorarios,  salvo  aquellos  que  ejerzan  en  el
Estado receptor cualquier profesión o actividad comercial en provecho propio,
estarán exentos de las obligaciones prescritas por las leyes y reglamentos de
ese  Estado  referentes  a  la  inscripción  de  extranjeros  y  a  permisos  de
residencia.

Artículo 66

Exención fiscal

Los  funcionarios  consulares  honorarios  estarán  exentos  de  todos  los
impuestos  y  gravámenes  sobre  las  retribuciones  y  los  emolumentos  que
perciban del Estado que envía como consecuencia del ejercicio de funciones
consulares.

Artículo 67

Exención de prestaciones personales

El Estado receptor eximirá a los funcionarios consulares honorarios de toda
prestación  personal  y  de  todo  servicio  público,  cualquiera  que  sea  su
naturaleza,  y  de  las  obligaciones  de  carácter  militar,  especialmente  de  las
relativas a requisas, contribuciones y alojamientos militares.

Artículo 68

Carácter facultativo de la institución de los funcionarios consulares honorarios

Todo Estado podrá decidir libremente si ha de nombrar o recibir funcionarios
consulares honorarios.

Artículo 69

Agentes consulares que no sean Jefes de oficina consular
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1. Los Estados podrán decidir  libremente si  establecen o aceptan agencias
consulares dirigidas por agentes consulares que no hayan sido designados
como Jefes de oficina consular por el Estado que envía.

2.  Las  condiciones  en  las  cuales  podrán  ejercer  su  actividad las  agencias
consulares a las que se refiere el párrafo 1 de este artículo, y los privilegios e
inmunidades que podrán disfrutar los agentes consulares que las dirijan, se
determinarán  de  común  acuerdo  entre  el  Estado  que  envía  y  el  Estado
receptor.

Artículo 70

Ejercicio de funciones consulares por las misiones diplomáticas

1. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán también, en la
medida  que  sea  procedente,  al  ejercicio  de  funciones  consulares  por  una
misión diplomática.

2. Se comunicarán al Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor o
a la autoridad designada por dicho Ministerio los nombres de los miembros de
la  misión  diplomática  que  estén  agregados  a  la  sección  consular,  o  estén
encargados del ejercicio de las funciones consulares en dicha misión.

3.  En  el  ejercicio  de  las  funciones  consulares  la  misión  diplomática  podrá
dirigirse:

a) a las autoridades locales de la circunscripción consular;

b) a las autoridades centrales del Estado receptor, siempre que lo permitan las
leyes, los reglamentos y los usos de ese Estado o los acuerdos internacionales
aplicables. 

4. Los privilegios e inmunidades de los miembros de la misión diplomática a los
que se refiere el párrafo 2 de este artículo seguirán rigiéndose por las normas
de derecho internacional relativas a las relaciones diplomáticas.

Artículo 71

Nacionales o residentes permanentes del Estado receptor

1. Excepto en el caso de que el Estado receptor conceda otras facilidades,
privilegios e inmunidades, los funcionarios consulares que sean nacionales o
residentes permanentes del  Estado receptor sólo gozarán de inmunidad de
jurisdicción y de inviolabilidad personal por los actos oficiales realizados en el
ejercicio  de  sus  funciones,  y  del  privilegio  establecido  en  el  párrafo  3  del
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artículo 44. Por lo que se refiere a estos funcionarios consulares, el Estado
receptor  deberá  también  cumplir  la  obligación  prescrita  en  el  artículo  42.
Cuando  se  instruya  un  procedimiento  penal  contra  esos  funcionarios
consulares,  las  diligencias  se  practicarán,  salvo  en  el  caso  en  que  el
funcionario esté arrestado o detenido, de manera que se perturbe lo menos
posible el ejercicio de las funciones consulares.

2.  Los  demás  miembros  de  la  oficina  consular  que  sean  nacionales  o
residentes permanentes del Estado receptor y los miembros de su familia, así
como los miembros de la familia de los funcionarios consulares a los que se
refiere  el  párrafo  1  de  este  artículo,  gozarán  de  facilidades,  privilegios  e
inmunidades sólo en la medida en que el Estado receptor se los conceda. Las
personas de la familia de los miembros de la oficina consular y los miembros
del  personal  privado  que  sean  nacionales  o  residentes  permanentes  del
Estado receptor gozarán asimismo de facilidades, privilegios e inmunidades,
pero sólo en la medida en que este Estado se los otorgue. Sin embargo, el
Estado  receptor  deberá  ejercer  su  jurisdicción  sobre  esas  personas,  de
manera que no se perturbe indebidamente el ejercicio de las funciones de la
oficina consular.

Artículo 72

No discriminación entre los Estados

1. El Estado receptor no hará discriminación alguna entre los Estados al aplicar
las disposiciones de la presente Convención.

2. Sin embargo, no se considerará discriminatorio:

a)  que  el  Estado  receptor  aplique  restrictivamente  cualquiera  de  las
disposiciones de la presente Convención, porque a sus oficinas consulares en
el Estado que envía les sean aquéllas aplicadas de manera restrictiva;

b) que por costumbre o acuerdo, los Estados se concedan recíprocamente un
trato más favorable que el  establecido en las disposiciones de la presente
Convención. 

Artículo 73

Relación entre la presente Convención y otros acuerdos internacionales

1. Las disposiciones de la presente Convención no afectarán a otros acuerdos
internacionales en vigor entre los Estados que sean parte en los mismos.
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2. Ninguna de las disposiciones de la presente Convención impedirá que los
Estados  concierten  acuerdos  internacionales  que  confirmen,  completen,
extiendan o amplíen las disposiciones de aquélla.

Artículo 74

Firma

La  presente  Convención  estará  abierta  a  la  firma  de  todos  los  Estados
Miembros de las Naciones Unidas o de algún organismo especializado, así
como de todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte lnternacional de Justicia
y de cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones
Unidas a ser Parte en la Convención, de la manera siguiente: hasta el 31 de
octubre  de  1963,  en  el  Ministerio  Federal  de  Relaciones  Exteriores  de  la
República de Austria; y después, hasta el 31 de marzo de 1964, en la Sede de
las Naciones Unidas en Nueva York.

Artículo 75

Ratificación

La  presente  Convención  está  sujeta  a  ratificación.  Los  instrumentos  de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 76

Adhesión

La  presente  Convención  quedará  abierta  a  la  adhesión  de  los  Estados
pertenecientes a alguna de las cuatro categorías mencionadas en el artículo
74.  Los  instrumentos  de  adhesión  se  depositarán  en  poder  del  Secretario
General de las Naciones Unidas.

Artículo 77

Entrada en vigor

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en que haya sido depositado en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas el vigésimo segundo instrumento de ratificación o de adhesión.

763



2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el vigésimo segundo instrumento de ratificación o de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha
en  que  tal  Estado  haya  depositado  su  instrumento  de  ratificación  o  de
adhesión.

Artículo 78

Comunicaciones por el Secretario General

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados
pertenecientes  a  cualquiera  de  las  cuatro  categorías  mencionadas  en  el
artículo 74:

a)  las  firmas de la  presente  Convención  y  el  depósito  de  instrumentos  de
ratificación o adhesión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 74, 75
y 76.

b) la fecha en que entre en vigor la presente Convención, de conformidad con
lo dispuesto en el artículo 77. 

Artículo 79

Textos auténticos

El original de la presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés,
inglés  y  ruso  son  igualmente  auténticos,  será  depositado  en  poder  del
Secretario General de las Naciones Unidas, quien enviará copia certificada a
todos  los  Estados  pertenecientes  a  cualquiera  de  las  cuatro  categorías
mencionadas en el artículo 74.
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- Código Civil: artículo 16 (integración).

Artículo 16: Cuando ocurra un negocio civil, que no pueda resolverse por las
palabras ni por el espíritu de la ley de la materia, se acudirá a los fundamentos
de  las  leyes  análogas;  y  si  todavía  subsistiere  la  duda,  se  ocurrirá  a  los
principios generales de derecho y a las doctrinas más recibidas, consideradas
las circunstancias del caso.
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